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En esta obra se analizan, con ejemplos reales, los mecanismos que componen 
el sistema penal internacional entre los que se destaca el papel de España en 
los últimos años. Como destaca la autora, este análisis no puede alejarse del re-
conocimiento de las dificultades prácticas que los mecanismos que componen 
el sistema penal internacional encuentran a la hora de ser utilizados para dar 
efecto a las obligaciones erga omnes de prevenir, perseguir y reparar los daños 
provocados por las violaciones de normas de jus cogens como las que prohíben la 
comisión de determinados delitos que afectan a la comunidad internacional en 
su conjunto. Entre ellos, un papel muy importante ha sido desempeñado por el 
principio de jurisdicción universal que, al crear foros alternativos donde hacer 
valer los derechos de las víctimas, demuestra la voluntad de los Estados para que 
las obligaciones antes mencionadas no queden en el limbo legal. No obstante, 
debido a la contradicción entre la universalidad de su misión y la particularidad 
de los intereses políticos de los Estados nacionales soberanos, este principio ha 
vivido y vive importantes altibajos. Este trabajo pretende ayudar a entender esta 
jurisdicción, que se sigue caracterizando por su complejidad y por la existencia 
de diferentes problemáticas relativas a su aplicación.
1. Tendencias internacionales sobre la jurisdicción universal: la expe-
riencia española. Maria Chiara Marullo (2016).
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Jaime Brunet Romero nació en Bayona (Francia) el 20 de julio de 1926 y fa-
lleció el 4 de enero de 1992 en San Sebastián (Gipuzkoa). Nacido en el seno de 
una familia de emprendedores catalanes que se había asentado en el siglo xviii 
en Gipuzkoa (donde desarrollaron una importante actividad industrial), fue 
educado con un talante liberal y crítico con la época que le tocó vivir. Fue en-
caminado a la carrera de Derecho por su padre, Jaime Brunet Goitia, jefe local 
del partido republicano que llegó a ser teniente de alcalde del ayuntamiento de 
San Sebastián, donde ya habían ocupado la alcaldía su abuelo y bisabuelo. Cursó 
sus estudios en la Universidad de Valladolid, en la que ejerció por un tiempo 
como profesor ayudante.
Su afición destacada por la lectura se acompañó por el interés de aprender 
idiomas, con los que pudo desenvolverse con facilidad en sus numerosos viajes, 
que le llevaron, a pesar de las dificultades de su tiempo, a recorrer más de treinta 
países. En estos viajes, según confesaba, captó y comprendió cuánta discrimina-
ción y violencia, cuánto abuso de los poderosos sobre los débiles existen aún 
en nuestro siglo, y con qué facilidad se conculcan diariamente los derechos más 
elementales de la persona humana. En los últimos años de su vida su sensibilidad 
por la situación de los derechos humanos y la defensa de la libertad del ciuda-
dano, también ante los abusos de la Administración pública, se convirtieron en 
su constante preocupación.
Al no tener descendencia directa, y movido por sus sentimientos que le 
rebelaban contra las actuaciones injustas, decide legar su fortuna para crear a 
su fallecimiento la fundación que con su nombre se dedique a divulgar los 
derechos humanos y a premiar a quienes por su trabajo en defensa de los mis-
mos se hicieran merecedores de este reconocimiento. De este modo, se crea la 
Fundación Jaime Brunet Romero, con residencia en la Universidad Pública de 
Navarra, según su voluntad testamentaria.
* * *
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relación directa con los derechos humanos y su defensa y promoción. 
Aparte del reconocimiento y de la dotación económica, el premio conlleva 
la publicación de la tesis doctoral. El ejemplar que tiene en sus manos corres-
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se construirá en torno al tema de los derechos humanos.
Desde la Fundación Brunet estamos convencidos de que esta iniciativa 
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PRÓLOGO
Es un gran motivo de profunda satisfacción el poder dejar anotadas estas palabras 
preliminares del presente estudio que nos ofrece la Dra. María Chiara Marullo. 
Por un lado este sincero sentimiento obedece a que nos encontramos ante el 
resultado de una dilatada y contrastada investigación jurídica que se sustancia 
en esta obra, y que es fruto de su brillante tesis doctoral. En efecto, en la Uni-
versitat Jaume I (UJI) de Castellón el 10 de diciembre de 2014, en el día del 
66 aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos tuve el 
privilegio de formar parte del tribunal de la tesis defendida por la Dra. Marullo, 
titulada «Las tendencias internacionales en tema de jurisdicción penal universal 
y la experiencia española», dirigida por el profesor Attila Tanzi, y que obtuvo por 
unanimidad la máxima calificación.
El rigor científico de esta investigación ya justifica por sí mismo el interés 
del libro. Sin embargo honra más el poder prologar una obra en la que siempre 
subyace una genuina motivación: la de contribuir, desde la tan a menudo cosi-
ficada doctrina, a la lucha contra la impunidad de los más horrendos crímenes 
internacionales. Siendo así no sorprende que con posterioridad este trabajo haya 
obtenido el más que merecido Premio Jaime Brunet a la mejor tesis doctoral 
sobre la promoción de los derechos humanos 2016. Es más, la trayectoria de 
investigación posdoctoral de la autora de forma indiscutible ahonda en ese com-
promiso ético-jurídico; virtud que por otra parte no debiera extrañar sobrema-
nera habida cuenta del referente que guía sus pasos en el ámbito académico: el 
profesor Francisco Javier Zamora Cabot.
De esta forma, desde el primer capítulo, al ir desgranando los distintos crí-
menes internacionales, la Dra. Marullo no deja ni de reflexionar sobre las distintas 
vías de acceso a la justicia de las víctimas, ni de denunciar la falta de voluntad de 
los Estados en perseguir esas violaciones, que en ocasiones conduce al encubri-
miento (sino complicidad) de la impunidad de los perpetradores. Y es al hilo de 
estas consideraciones cuando se introduce el anclaje central de este trabajo: la 
jurisdicción universal. No por ello el segundo capítulo del libro deja de apuntar 
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otros mecanismos de reparación como la de los tribunales penales internacionales 
o los llamados mixtos. Es más, la autora no se conforma con sistematizar todos los 
recursos propios del derecho penal internacional, sino que también abre la puerta 
a la necesaria jurisdicción sobre ilícitos civiles, dedicando especial atención a la 
Alien Tort Claims Act de los Estados Unidos; cuestión que permite adentrarse en 
la indiscutible relevancia de la controvertida responsabilidad de las empresas trans-
nacionales. Preocupación científica, que no ha abandonado la investigadora, ya 
que sus publicaciones, alguna de ellas compartidas con el catedrático de Derecho 
internacional Zamora Cabot, han seguido con detenimiento el devenir del ATCA 
desde la sentencia de su Tribunal Supremo en el asunto Kiobel.
Los tres restantes capítulos del libro se dedican ya de forma exclusiva a la 
jurisdicción penal universal. Y lo hace de una forma ponderada, examinando sus 
bondades y sus críticas, sus avances y sus retrocesos. Muestra cómo desde el fin 
de la Guerra Fría el proceso de humanización del llamado derecho de gentes 
comenzó a responder de manera más efectiva a los enormes desafíos humanita-
rios de final del siglo XX. Trae a colación tanto los elementos pioneros más rele-
vantes de la jurisprudencia de los tribunales penales internacional para la antigua 
Yugoslavia y Ruanda, como los inspiradores Principios de soft law de Princeton 
y Madrid, que no hacen sino sentar las bases para trasladar a la realidad jurídica 
y judicial la tantas veces invocada conciencia jurídica universal a la que apela el 
juez internacional Cançado Trindade.
Asimismo de forma previa al exhaustivo análisis de la normativa y la práctica 
judicial española en la materia, el libro se detiene en un pertinente análisis com-
parativo de la praxis ante distintas jurisdicciones nacionales para acabar conclu-
yendo sobre la necesidad de afianzar el carácter imperativo de la persecución de 
los crímenes internacionales. Especial mérito añaden los capítulos finales cuarto y 
quinto de la monografía centrados en la experiencia española, si se tiene en cuenta 
además que la formación inicial de esta jurista se desarrolla en Italia, en la presti-
giosa Universidad de Bologna. Es por ello que la Dra. Marullo complementó con 
éxito su formación en la UJI para poder desenredar con rigor la intrincada madeja 
del devenir legislativo y judicial de la justicia universal en España.
Los últimos avances del derecho internacional de los derechos humanos 
parecían haber ya consolidado el paradigma por el cual ante sus más graves vio-
laciones, la comunidad internacional debía responder a través de sus jueces esta-
tales. Y en efecto, así debe ser puesto que el bien jurídico protegido en juego es 
la humanidad en su conjunto. Y con este espíritu se desató el efecto catalizador 
de la lucha contra la impunidad con ocasión de la orden de arresto internacio-
nal dictada contra el dictador Pinochet sentando el principio reiterado hasta la 
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saciedad: y es que el elemento detonante de la persecución universal residía en 
la gravedad del delito cometido. Pero no, como es bien sabido, esta tendencia 
se ha ido revirtiendo. De esta forma la presente publicación dedica un análisis 
minucioso y crítico a las polémicas reformas del artículo 23.4 LOPJ de 2009 y 
2014. Más allá de las ya denunciadas y rechazables motivaciones y efectos de la 
última derogación de facto de la justicia universal, resulta llamativo el desigual y 
complejo tratamiento que otorga la ley para poder perseguir los distintos delitos. 
De esta forma se otorga pues un trato privilegiado a la jurisdicción española que 
será competente para perseguir delitos de terrorismo, si se acredita uno de los 
ocho puntos de conexión que facilita la nueva redacción. Siendo así se pregunta 
la autora de forma apropiada: «¿sigue existiendo una justicia universal?».
Pues bien, el devastador efecto de la draconiana restricción de la justicia 
universal, motivada por razones meramente políticas y económicas provenientes 
del régimen autoritario de Beijing a propósito del caso Tíbet, acrecientan aún 
más si cabe la importancia de esta obra para no perder la perspectiva, ni la razón 
de ser de esta lucha contra la impunidad. Con todo, desde la publicación en el 
BOE de la Ley Orgánica 1/2014 algunos asuntos han podido sobrevivir como 
reductos aislados. Así por ejemplo, el juez Eloy Velasco amparándose en el de-
lito de terrorismo y en la existencia únicamente de víctimas españolas decidió 
proseguir con la instrucción del asunto de los jesuitas asesinados en El Salvador 
(caso Ellacuria). Y del mismo modo, la causa contra autoridades chilenas por el 
asesinato del español Carmelo Soria durante la dictadura de Pinochet ha conti-
nuado su instrucción en el Juzgado Central de Instrucción nº 5 de la Audiencia 
Nacional (AN).
Precisamente estas audaces reacciones judiciales han acabado por trazar una 
nueva estrategia por la cual se está procediendo a la reconversión de los crímenes 
internacionales en delitos de terrorismo de Estado, ya que con la acreditación 
de una víctima española se puede activar la jurisdicción de nuestros tribunales. 
Incluso la misma Fiscalía interpuso querella contra el líder del grupo yihadista 
Boko Haram por la comisión de actos de terrorismo en la ciudad de Ganye en 
Nigeria en un contexto de violaciones de derechos humanos propias de un cri-
men contra la humanidad. Y más recientemente el titular del Juzgado Central de 
Instrucción nº 6 de la AN mediante auto de 27 de marzo de 2017 (Diligencias 
Previas 11/2017) acaba de admitir a trámite la querella dirigida contra distintos 
mandos del régimen sirio por haber cometido delitos de terrorismo de Estado 
y de desapariciones forzadas.
Pero aun así el marco jurídico para poder perseguir los crímenes interna-
cionales más aberrantes continúa siendo mucho más gravoso que en el caso de 
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los delitos de terrorismo. Cierto es que la amenaza terrorista yihadista está sien-
do combatida por la prolífica actuación del ministerio público y de los jueces 
de la Audiencia Nacional, y todo ello merecidamente facilitado por la posterior 
promulgación de la Ley Orgánica 2/2015, de 30 de marzo. Aun así, los obstá-
culos de la reforma de la justicia universal del 2014 en ocasiones se presentan 
insalvables incluso para este tipo de asuntos, como se pudo constatar con oca-
sión de los atentados yihadistas en Túnez en junio del 2015, en el que entre las 
27 víctimas se contaban dos de nacionalidad española, y la Fiscalía de la AN no 
pudo efectuar ninguna diligencia de investigación dada la nueva redacción del 
art. 23.5 LOPJ.
A pesar de estos censurables retrocesos, la lucha por los derechos no puede 
jamás perder la esperanza. Y en este sentido algunas luces se vislumbran en el 
horizonte. Junto a la admisión de la querella siria, el Tribunal Constitucional ha 
admitido el recurso de amparo del caso Tíbet y en el Congreso de los Diputados 
se está debatiendo la contrarreforma de la justicia universal gracias a la propo-
sición de ley orgánica sustentada por distintos grupos de la oposición; iniciativa 
que al parecer cuenta con el apoyo de una mayoría parlamentaria para devolver 
la justicia universal al menos a la situación del 2009. Todo ello justifica el esfuer-
zo investigador dedicado a este libro que insiste una y otra vez en la relevancia 
y razón de ser de la justicia universal.
En estos inquietantes tiempos que corren, más que nunca se evidencia la 
necesidad de afianzar la paz y seguridad internacionales a través del ejercicio 
efectivo de la Justicia, y no de la violencia y la impunidad. Y es por ello que 
de forma muy pertinente el trabajo que tenemos en nuestras manos se ha de-
sarrollado en la línea de investigación relativa a Derechos Humanos y Paz del 
Instituto Interuniversitario de Desarrollo Social y Paz de la UJI. En definitiva, 
mis felicitaciones a la Dra. Marullo por toda su trayectoria académica y por la 
publicación de la presente monografía; jóvenes investigadoras como ella mere-
cen todo el reconocimiento y estabilidad profesional para que puedan seguir 
contribuyendo desde un espíritu crítico y vivificante al progreso de la academia 
y a la humanización del derecho internacional.
José Elías Esteve Moltó
Profesor de Derecho Internacional Público y Relaciones Internacionales
Secretario del Instituto de Derechos Humanos de la Universitat de València
Introducción 
LA RELEVANCIA QUE EL TEMA DE 
LA REPRESIÓN DE LOS CRÍMENES 
INTERNACIONALES HA TENIDO 
EN LOS ESTUDIOS DE LA PAZ
1. ELECCIÓN Y DELIMITACIÓN DEL TEMA
El presente trabajo recoge las investigaciones llevadas a cabo para la redacción 
de la tesis doctoral, defendida el 10 de diciembre de 2014, sobre las tendencias 
internacionales en el tema de jurisdicción penal universal y la experiencia 
española, en el marco de la línea de investigación «Derechos Humanos y Paz», 
del Instituto Interuniversitario de Desarrollo Social y Paz (IUDESP), donde 
el programa de doctorado se sitúa. Con este trabajo nos propusimos analizar el 
desarrollo del sistema de justicia penal internacional en relación a la represión 
de los crímenes internacionales, como el genocidio, la tortura, los crímenes de 
lesa humanidad y otras graves violaciones al derecho internacional previstas 
en los tratados. Nuestra investigación se construyó a partir de la propuesta de 
Filosofía para la Paz desde la Ética Comunicativa de Vicent Martínez Guz-
mán, fundador de la Cátedra UNESCO de Filosofía para la Paz de la Uni-
versitat Jaume I (UJI), que organiza, junto al IUDESP, el máster y doctorado 
en Estudios Internacionales en Paz, Conflictos y Desarrollo; esta postura se 
fundamenta en particular sobre la realización de un horizonte normativo para 
una convivencia en paz. «Hay un nuevo reencuentro entre la filosofía y las 
relaciones internacionales, según el cual podemos hablar de elementos norma-
tivos en el orden mundial y de que tenemos deberes más allá de las fronteras» 
(Martínez Guzmán, 2009: 180). Entre estos deberes y responsabilidades que 
los gobernantes tienen, se encuentra la toma de conciencia por el sufrimiento 
de las muchas víctimas de crímenes internacionales que no obtienen justicia y 
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reparación por lo sufrido, en una continuada cultura de la impunidad llevada a 
cabo por varios Estados.
Parece obvio que cuando se comete un genocidio se pone en peligro a 
toda la humanidad o que un crimen de guerra puede implicar una amenaza para 
la paz en todos los Estados, esto en cuanto un régimen que no tiene escrúpulos 
algunos en cometer graves violaciones a los derechos humanos constituye una 
amenaza no solamente para los Estados vecinos, sino para la totalidad de las na-
ciones. Los estudios de paz, desde siempre comprometidos con el respeto de la 
dignidad humana y la protección de los derechos humanos, se han involucrado 
cada vez más en la temática relativa a la represión de los crímenes internacio-
nales y al restablecimiento de la paz y la reconciliación social en los territorios 
involucrados en un conflicto interno o internacional.
Como explica Vincent Martínez Guzmán, en uno de sus trabajos sobre el 
papel de la sociedad civil en la construcción de la paz, el desarrollo de teorías 
para entender las estrategias efectivas para reaccionar ante estas atrocidades es 
extremadamente difícil. En el tema de seguridad de la humanidad, se tiene que 
poner el énfasis sobre las amenazas que hoy en día pueden afectar a uno o más 
Estados. Basándose en las palabras de Evans, el autor declara que hoy en día las 
amenazas son cada vez más internacionales y «ya no son suficientes las políticas 
estatales para afrontar estos conflictos» (Martínez Guzmán, 2008: 9). En el mis-
mo libro, el autor retoma las cuatro categorías de amenazas que pueden afectar 
a la comunidad internacional en su conjunto:
1) Amenazas emergentes (Emerging threats) que aún no suponen disputas, 
conflictos armados u otras crisis mayores de la seguridad [...].
2) Disputas (Disputes) entre Estados o dentro de Estados que, sin llegar a 
las armas, amenazan la seguridad internacional [...].
3) Conflictos armados (Armed conflicts): invasiones, intervenciones arma-
das, choque en las fronteras.
4) En otras crisis mayores de la seguridad, el autor incluye temas más 
complejos que las simples amenazas emergentes pero que no se pue-
den considerar disputas o conflictos armados. (Martínez Guzmán; 
2008: 9)
Con los datos anteriores, el autor muestra las posibles respuestas internacio-
nales para solucionar las situaciones conflictivas y crear un sistema que permita 
mantener la paz en el interior de los Estados afectados, que pueda restablecer el 
tejido social y que, finalmente, prevenga nuevas amenazas a la seguridad. Entre 
estas respuestas el autor menciona las leyes, normas estatales e internacionales y 
la creación de un sistema de justicia internacional. Enfatizando en los estudios 
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llevados a cabo por Evans (1993) podemos ver que las posibles estrategias de 
construcción de la paz pueden ser resumidas como sigue:
• Regímenes internacionales: normas, leyes, acuerdos y organizaciones in-
ternacionales de un lado, y del otro lado, los organismos internacionales 
que se ocupan de la resolución de las disputas jurídicas internacionales.
• Construcción de la paz en el interior de los países. O lo que es lo mismo, 
la restauración dentro de los países de las condiciones necesarias para que 
estos mismos puedan tener una política y economía estables.
• Todas las estrategias de mantenimiento de la paz: como la diplomacia 
preventiva.
• Los mecanismos para la restauración de la paz que intentan solucionar un 
conflicto armado.
• Y en los casos en que no se pudiera encontrar un acuerdo entre las partes 
en conflicto, las estrategias de paz forzada.
El análisis sobre las respuestas a las situaciones conflictivas no puede estar 
lejano al objetivo primario de la justicia, como «primera virtud de las institucio-
nes sociales» (Rawls; 1975: 19). El objeto de la justicia es la estructura básica de 
la sociedad, es decir, el conjunto de principios, derechos y deberes fundamen-
tales, que permiten crear un marco adecuado para las relaciones entre personas 
e instituciones, autorizando, prohibiendo y permitiendo acciones específicas en 
la interacción de individuos e instituciones. De esta manera se puede coordinar 
de manera eficaz y estable la comunidad humana intentando prevenir las vio-
laciones e infracciones a los derechos y principios básicos. De hecho, la justicia 
debería prevenir una situación conflictiva y restablecer el orden en el interior de 
un territorio, dando voz tanto a las víctimas como a los victimarios para que se 
pueda reconciliar el tejido social dañado.
Siguiendo esta línea de investigación y mis estudios previos, decidí conti-
nuar investigando en el doctorado el tema de la represión de los crímenes inter-
nacionales, como violaciones a gran escala de los derechos humanos, amenazas 
a la seguridad internacional y por consiguiente a la paz, poniendo particular 
énfasis en las soluciones judiciales nacionales e internacionales. El punto de par-
tida han sido las diferentes formas de jurisdicción, que constituyen lo que hemos 
llamado el sistema penal internacional, a través de las cuales es posible condenar 
a los responsables de estos actos o resarcir a las víctimas; nos referimos, entre 
otras, a la jurisdicción penal internacional, la jurisdicción sobre ilícitos civiles 
internacionales y el principio de jurisdicción penal universal.
Objeto principal de este trabajo ha sido el último principio, a través del 
cual se pudieron llevar a cabo numerosos juicios ante los tribunales internos de 
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algunos Estados, sobre crímenes internacionales cometidos por personas extran-
jeras y contra víctimas que en muchas ocasiones no tienen una conexión directa 
con el Estado del foro. Dada la importancia del ordenamiento jurídico español 
en la aplicación de esta tipología de jurisdicción, siendo uno de los principales 
protagonistas en el escenario internacional, se dedicó una parte importante de 
la tesis doctoral al análisis de la norma que regula en este país el poder judicial: 
la Ley Orgánica 6/1985, del 1 de julio, y su artículo 23 en el que se prevé el 
principio de jurisdicción penal universal por los actos que trascienden el solo 
Estado, así como las leyes orgánicas de reforma 1/2009, publicada el 3 noviem-
bre de 2009 y 1/2014 de 13 de marzo de 2014.
Como explica Antoni Pigrau i Solé (2009), la Audiencia Nacional española 
recibió diferentes denuncias relativas a la comisión de determinados delitos en 
el extranjero, como el crimen de genocidio, los crímenes de guerra y los críme-
nes en contra de la humanidad. El autor afirma que, en la primera década del 
siglo XXI, asistimos a un proceso de revitalización de la jurisdicción universal 
en este país que se ha enmarcado en un fenómeno más grande y que ha tenido 
efectos directos a nivel internacional. Esto en cuanto el proceso puesto en mar-
cha por el trámite de esta ley
ha obligado a los distintos órganos judiciales españoles, en especial a la Au-
diencia Nacional, pero también al Tribunal Supremo y el Tribunal Constitu-
cional, a introducirse de lleno en el debate internacional sobre el contenido 
y el alcance de las normas de derecho internacional penal. Ello ha genera-
do distintas decisiones, no siempre coincidentes, que, poco a poco, han ido 
perfilando una interpretación más acorde con el derecho internacional. En 
paralelo, las presiones de terceros países y de influyentes sectores del mundo 
jurídico han llevado a restringir el alcance de la jurisdicción universal en 
España por distintos caminos. (Pigrau i Solé, 2009: 19)
Por lo tanto, en este trabajo se analizó la norma que ha permitido empezar 
numerosos juicios basados sobre el principio de jurisdicción penal universal y las 
razones que han llevado a su modificación a través de las dos leyes de reforma 
en el año 2009 y en el año 2014. No cabe duda de que estas últimas intervi-
nieron en un momento histórico complicado, donde el choque de los intereses 
nacionales e internacionales ha tenido consecuencias directas o indirectas en 
las cuestiones relativas a la justicia o a la política exterior de los Estados. Como 
afirma Luis Carlos Nieto García (2009), en su artículo sobre la reforma de la 
jurisdicción universal: un acuerdo para desandar un avance en la defensa de 
los derechos humanos, lo que ha estado en juego tras la Ley Orgánica núm. 1 
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del año 2009 ha sido muy importante, ya que por su trámite se ha pretendido 
debilitar el contenido de las convenciones internacionales relativas a crímenes 
internacionales y que establecen precisas obligaciones para los Estados parte de 
estas últimas como la de investigar los hechos, condenar a los responsables y 
resarcir a las víctimas.
De esta forma, quien escribe piensa que limitar u obstaculizar, a través de 
la reforma del principio de jurisdicción universal, la posibilidad de las víctimas 
de recibir justicia supone un retroceso significativo en la defensa de los derechos 
humanos, según lo establecido en los tratados y convenios internacionales rati-
ficados por España.
2. ESTADO DE LA CUESTIÓN
La gran mayoría de las graves violaciones a los derechos humanos que se han 
manifestado en la historia de la humanidad se han quedado, en muchos de los 
casos, en la más completa impunidad para los sujetos responsables y en el olvido 
por parte de las autoridades estatales de los países en que han sido cometidas. Sin 
embargo, la idea de una posible respuesta internacional, como lucha en contra 
de los actos que afectan a la entera humanidad, se puede encontrar ya en la mi-
tad del siglo XIX, cuando se abrió la cuestión ligada a la esclavitud.
En un estudio hecho por la historiadora Jenny Martínez (2008), se ha 
demostrado cómo muchos Estados han dado un gran impulso a la creación 
de una justicia que podemos llamar transnacional. El primer país del que se 
puede hacer mención es Inglaterra, que tuvo un papel muy importante a la 
hora de intervenir en las regiones de América Latina y el Caribe, a través de la 
constitución de tribunales, que hoy serían considerados internacionales, para 
reprimir la conducta de la sumisión a esclavitud. La época oscura del comercio 
de los esclavos vio su propio fin gracias a los esfuerzos internos de los países, 
de los abolicionistas, pero también gracias a los medios predispuestos a nivel 
internacional para la represión y la abolición de esta tipología de comercio. 
Entre 1817 y 1871, Inglaterra estipuló muchos tratados bilaterales con España, 
Portugal, Chile, Uruguay, Argentina y Bolivia con el objetivo de abolir la trata 
de esclavos.
Martínez (2008) muestra que el derecho internacional y, en particular, los 
mecanismos judiciales internacionales han sido utilizados como importantes 
instrumentos para limitar las graves violaciones de los derechos humanos. Se 
puede constatar que es gracias también a estos instrumentos internacionales, 
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junto a los internos, que los esfuerzos para la abolición de la esclavitud han te-
nido éxito. Estos últimos pueden ser considerados como los primeros ejemplos 
de tribunales con funciones y composiciones internacionales en defensa de los 
derechos humanos.
Si tenemos en cuenta lo anterior, podemos ver cómo, en el último siglo, las 
amenazas a la paz han sido diversas y con el tiempo han cambiado en su forma 
y sustancia, hasta llegar a poner en peligro a la comunidad internacional en su 
conjunto. De hecho han aparecido nuevas amenazas que se muestran siempre 
menos ligadas al ámbito mono-territorial y más cercanas a actos que pueden 
afectar a cualquier país también en tiempo de paz. Es importante para estable-
cer la base jurídica de un sistema de represión de estos actos la creación de la 
noción de crimen internacional prevista en algunos convenios internacionales. 
Son crímenes internacionales aquellas actividades criminales que el derecho 
internacional general pone, en virtud de una exigencia de represión sentida por 
la comunidad internacional, la consecuencia de la responsabilidad penal en el 
individuo que actúa. Estos crímenes por su naturaleza, amenazan la paz global. 
Entre estas conductas se puede mencionar el crimen de apartheid, de genocidio, 
de tortura, contra la humanidad o de guerra. Todas estas expresiones de violen-
cia han puesto el énfasis sobre la necesidad de identificar nuevos intereses que 
la comunidad internacional considera dignos de protección universal, con el 
objetivo de crear un sistema global de protección y represión, basado en normas 
de derecho internacional. Como consecuencia, han sido no solo creadas reglas 
internacionales sino también modificadas normas internas en los ordenamientos 
nacionales.
Conforme a lo afirmado por Pérez González (2009: 133), una vez asumido 
el papel importante desarrollado por el derecho internacional de incorporar las 
normas relativas a los elementos constitutivos de crímenes internacionales y su 
persecución, debemos valorar cuáles han sido los mecanismos más adecuados 
para el enjuiciamiento y castigo de sus responsables. «A partir de ahí, queda de-
terminar cuál es (o debería ser) el alcance de dicha obligación de enjuiciamiento 
para aquellos Estados que no tienen ningún nexo de conexión con los hechos 
y/o sus responsables».
Para introducir al lector en el tema de la persecución de las graves vio-
laciones de derechos humanos, en el primer capítulo de este trabajo se parte 
de la noción de crimen internacional, delito que por su naturaleza permite la 
intervención de una jurisdicción penal internacional excepcional, constituida 
a través del concurso de más Estados (Vassalli, 1995: 111). Sucesivamente, se 
efectúa una evaluación del desarrollo del derecho internacional y su trasforma-
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ción a través de la creación de lo que la doctrina internacional llama intereses 
universalmente protegidos.
Éstos constituirían «los atributos inalienables de la persona humana», es 
decir, un auténtico núcleo duro de derechos que expresarían la dimensión 
irreductible del género humano, y que traslucirían unos valores universal-
mente reconocidos y aceptados, cuya violación haría imposible el respeto de 
los demás derechos, alterando al mismo tiempo la propia esencia y naturaleza 
humanas. (Blanc Altemir, 2001: 25)
Se abre de este modo una nueva etapa en la historia de los seres humanos, 
como personas con dignidad. Ya en 1785, el filósofo Emmanuel Kant hablaba de 
la humanidad entendida como dignidad 1:
L’umanità [l’essere uomo] è essa stessa una dignità: l’uomo non può es-
sere trattato dall’uomo (da un altro uomo o da se stesso) come un semplice 
mezzo, ma deve essere trattato sempre come anche un fine. In ciò appunto 
consiste la sua dignità (personalità), ed è in tal modo che egli si eleva al di 
sopra di tutti gli esseri viventi che non sono uomini 2. (Kant, [1785] 2005: 57)
A través del concepto de dignidad de todos los seres humanos, han sido 
reconocidos algunos derechos de carácter universal, de «legitimidad supranacio-
nal», y establecidas algunas obligaciones para los Estados para que estos derechos 
sean efectivos y concretamente respetados. Esta proclamación de la dignidad 
intrínseca en la humanidad ha acompañado todo el desarrollo sucesivo del de-
recho internacional, y hoy se encuentra consagrada públicamente en la carta 
1 Antonio Blanc Altamir (2001: 17) afirma que: «El reconocimiento de la universalidad de los 
derechos humanos más allá de cualquier diferencia étnica, cultural, régimen político o desarrollo 
económico, tan solo puede basarse en la dignidad humana, común a todos los hombres [...]. Dig-
nidad que se deriva de la común condición de todos los seres humanos, en la medida en que per-
tenecen a una especie [...], así como de un conjunto irreductible de potencialidades entre las que 
destacarían la libertad y la sociabilidad». El autor, haciendo mención del trabajo de investigación 
de Carrillo Salcedo («La Declaración Universal de Derechos Humanos. ¿Es universal?», Tiempo de 
Paz, nº 90, primavera de 1998, pp. 5-11), afirma que la dignidad intrínseca del ser humano cons-
tituye un nuevo principio constitucional introducido en el derecho internacional por la Carta de 
las Naciones Unidas.
2 [Traducción de la autora]: «la Humanidad (ser humano) es en sí una dignidad: el hombre no puede 
ser manejado por otro hombre como simple medio, sino debe ser tratado también como fin. De 
hecho, es su dignidad (su personalidad); es en esta manera que él se eleva sobre todos los seres vivos 
que no son hombres».
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de los crímenes cometidos en el territorio de Ruanda donde fue instituido el 
Tribunal Penal Internacional y en la Carta del congreso de Roma, a través de la 
cual se creó el Estatuto del Tribunal Penal Internacional Permanente con sede 
en la Haya (TPI o CPI).
Como explica Carrillo Salcedo (2001) en la Carta de las Naciones Unidas, 
adoptada el 26 de junio de 1945, se abre una nueva etapa del derecho interna-
cional. El reconocimiento y la afirmación del respeto universal de los derechos 
humanos ha influido extraordinariamente en el proceso de trasformación del 
derecho internacional tradicional 3. Además, la noción jurídica de la dignidad 
intrínseca de la persona ha puesto de manifiesto que las obligaciones jurídicas 
de los Estados derivan no solo de su consentimiento expresado en acuerdos o 
convenios internacionales, sino también de principios de derecho internacional 
general.
Partiendo de este concepto, se decidió implementar los mecanismos pre-
vistos en normas, escritas o no escritas, para reprimir los crímenes que dañan 
esta dignidad y ofenden a toda la humanidad, así como fomentar la prevención 
de estas conductas. Estos instrumentos deben ser empleados cuando se produce 
una violación de normas que imponen obligaciones erga omnes 4, en cuanto se 
refieren a la tutela de intereses considerados superiores, es decir, normas de jus 
cogens.
La definición de un núcleo intangible o irreducible de derechos humanos 
nos conecta irremediablemente con el concepto de normas de ius cogens. En 
efecto las normas imperativas son aquellas que han sido así calificadas por 
la comunidad internacional en su conjunto, mediante su «aceptación» y su 
«reconocimiento». Dichas normas, que derivan de un consenso general de 
los Estados referido a determinados valores jurídicos que se consideran esen-
3 «Como es bien sabido, el derecho internacional clásico se apoyaba en una sociedad internacional 
de estructura interestatal cuya principal función consistía en regular las relaciones entre los Esta-
dos y distribuir las competencias entre ellos. Se trataba de un derecho de y para los Estados. Se-
mejante planteamiento determinaba que solo los Estados fueran sujetos de derecho internacio-
nal. Hoy en día, ni el derecho internacional es un derecho que regula, en exclusiva, las relaciones 
entre los Estados, ni los Estados son sus únicos sujetos, ni mucho menos los únicos protagonistas 
del panorama internacional, lo que no es óbice para poder afirmar el papel preponderante que 
el Estado soberano sigue desempeñado en el derecho internacional contemporáneo» (Bollo 
Arocena, 2004: 33).
4 Sobre este aspecto véase Gaja (1981) que identifica las obligaciones erga omnes en las normas que 
en derecho internacional tienen el valor de normas inderogables: jus cogens. No pueden por lo 
tanto ser objeto de modificaciones ni pueden ser derogadas por parte de los Estados.
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ciales en el ordenamiento internacional, no admiten acuerdo en contrario, y 
como establece el artículo 53 del Convenio de Viena sobre Derecho de los 
Tratados, «solo puede ser modificada por una norma ulterior de Derecho In-
ternacional general que tenga el mismo carácter». (Blanc Altemir, 2001: 25)
Este núcleo, en cuanto inderogables, tiene efecto sobre todos los Estados, y 
por esta razón se habla de obligaciones erga omnes. Entre estas normas encontra-
mos las reglas internacionales que prohíben los actos de tortura o de genocidio. 
Según Picone (1983), lo jus cogens crea obligaciones para todas las naciones de 
la comunidad internacional cuya ejecución puede ser exigida colectivamente.
La transformación del derecho internacional tradicional, antes mencio-
nada, empieza como respuesta a los crímenes cometidos en la Segunda Guerra 
Mundial que se califican como graves violaciones de normas que imponen 
obligaciones erga omnes a los Estados. Después de estos crímenes, a través de los 
mecanismos predispuestos para su represión, nace la esperanza de poner fin a la 
impunidad y castigar a los responsables. En efecto, la importancia de la protec-
ción de los intereses comunes a todas las naciones ha generado algunos remedios 
creados por la comunidad internacional para reprimir las conductas, determinar 
las responsabilidades de los autores, imponer castigos y resarcir a las víctimas 
por lo sufrido. En concreto, estos remedios son: la justicia penal internacional, 
la jurisdicción civil sobre ilícitos especiales y, finalmente, la jurisdicción penal 
universal.
Partiendo de la justicia penal internacional, tema analizado en el segundo 
capítulo, podemos ver cómo este sistema ha sido muy debatido y criticado en 
un principio por los Estados. La razón principal es que a través de él se abre 
un proceso que limita la competencia soberana estatal y en particular la com-
petencia penal para conocer algunos delitos, por su naturaleza o por la falta de 
voluntad o capacidad. No obstante, el miedo que los Estados tienen de perder 
sus propias competencias estaría contrabalanceado por el hecho de que gracias a 
los tribunales internacionales se crearía un sistema efectivo, más seguro e iguali-
tario, de represión de los crímenes internacionales. En esta dirección se expresan 
Cassese (1998) y Kelsen (1990: 147): la internacionalización del proceso contra 
criminales de guerra es un gran avance en el mantenimiento de un castigo igua-
litario, ya que una pluralidad de tribunales estatales significa una pluralidad de 
penas que se deben aplicar según donde se ventile el caso.
Nadie duda de la importancia de dichos órganos en la lucha a la impunidad 
en el caso de crímenes internacionales, como al mismo tiempo nadie duda de 
la existencia de importantes críticas sobre su constitución por parte del Consejo 
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de las Naciones Unidas, mismas que se extienden también a su funcionamiento 
y a los resultados obtenidos 5. Como afirma Prada Solaesa (2012: 18):
No puede decirse que, en términos de números, los resultados de los 
asuntos definitivamente juzgados por estos tribunales hayan sido verdadera-
mente espectaculares en relación a los recursos económicos y de otros tipos 
aplicados. Sin embargo, si entendemos que su actividad ha sido muy impor-
tante [...], las críticas [...] no pueden empañar las importantes aportaciones, 
sobre todo a la formación de una cultura universal de protección internacio-
nal de los derechos humanos frente a las situaciones más graves de violación 
masiva y sistemáticas de estos, principalmente porque han sido decisivos en 
el cambio de mentalidad y actitud de la humanidad frente a estas situaciones, 
introduciendo una dimensión global en la concepción de la justicia penal 
internacional.
Seguramente el paso fundamental hacia la protección de los derechos hu-
manos, persecución de crímenes internacionales y reparación para las víctimas 
ha sido la creación del Tribunal Penal Internacional con carácter permanente 
y pro futuro, cuyo Estatuto ha codificado los avances de los tribunales penales 
internacionales y ha contribuido enormemente al desarrollo de legislaciones 
nacionales sobre la represión de los crímenes internacionales.
Este hecho debe ser enmarcado dentro de los extraordinarios cambios 
que han colocado a los derechos humanos en el lugar central que les co-
rresponde. [...] el Estatuto de Roma ha constituido un paso determinante 
en la construcción de un sistema más o menos completo de represión de los 
más graves crímenes internacionales, como paso inicial en la lucha contra la 
impunidad de sus autores. (Quel López y Bollo Arocena, 2001: 167)
Como explica Juan Antonio Yáñez Barnuevo (Escobar y Yánez, 2012: 9), 
postura confirmada por Escobar Hernández (2012: 10), una de las consecuencias 
más importantes de la ratificación del Estatuto de Roma es que ha generado 
una actualización de las legislaciones nacionales, de los códigos penales, consti-
tuciones, códigos de procedimiento, de la justicia militar y leyes de cooperación 
5 Como explica Prada Solaesa (2012: 17), hablando del tribunal para la exYugoslavia, hay muchos 
puntos débiles en su constitución que llegan incluso a cuestionar su legitimidad jurisdiccional y 
a «sembrar dudas sobre su consideración como un auténtico instrumento de justicia». Además de 
esto se cuestiona su escasa eficacia y el modelo de justicia instaurado en él, que no se ocupa de la 
reparación de las víctimas. Sobre este tema se profundiza en el segundo capítulo, en el apartado 2.3.
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con dicho órgano, entre otros. Un paso que el mismo autor define como fun-
damental también para el derecho internacional humanitario y con ello para la 
lucha a la impunidad.
Al mismo tiempo, mencionamos los muchos obstáculos que dicho Tribunal 
tiene a la hora de perseguir los crímenes tipificados en el artículo 5 de su Estatuto. 
Entre otros, los problemas materiales, jueces y fiscales de diferentes nacionalidades 
y de distintas tradiciones jurídicas, la complejidad de las investigaciones y la falta de 
cooperación de los países donde los crímenes se cometen o donde se encuentran 
los responsables; además de esto el hecho de que el Estatuto no ha sido ratificado 
por todos los Estados, sino que algunos como los Estados Unidos y China se han 
mostrado verdaderamente en contra de las actuaciones de dicho órgano.
En efecto, pese a la naturaleza de la CPI como jurisdicción internacio-
nal especializada con competencia para el enjuiciamiento de las personas 
responsables de graves crímenes contra la Comunidad internacional [...], el 
ejercicio de su competencia se ve obstaculizado por una serie de exigencias 
y limitaciones establecidas en su Estatuto. Por otra parte, algunas de ellas son 
consustanciales a su naturaleza de jurisdicción internacional en tanto que 
otras se derivan de los condicionamientos políticos presentes en el sistema 
internacional contemporáneo y a los que la Corte «ha rendido pleitesía». 
Asimismo, existen limitaciones que se vinculan con las exigencias de cierta 
intensidad que habría de concurrir en las acciones susceptibles de enjuicia-
miento (cláusula de minimis). (González Vega, 2009: 117-118)
Uno de los mecanismos que el sistema de justicia internacional está desa-
rrollando, para la reparación de los daños derivados por la comisión de un cri-
men internacional, es la jurisdicción sobre ilícitos civiles internacionales, tema 
analizado en este capítulo, en los apartados 2.5 y sucesivos, en los que se ha 
analizado, en particular, la ley estadounidense: Alien Tort Claim Act (ATCA) de 
1789 y la Torture Victim Protection Act (TVPA) de 1992. A través de estos ins-
trumentos se ha instaurado un tipo de jurisdicción civil por actos que se ponen 
en contra del derecho internacional o de los tratados internacionales de los que 
los Estados Unidos de América son parte. Este tema ha sido analizado con el 
auxilio de la jurisprudencia estadounidense que ha mostrado, sobre todo en los 
últimos años, las virtudes y las debilidades de estas leyes para hacer frente a las 
demandas de indemnización de los daños derivados por las graves violaciones 
perpetradas en el exterior del territorio de los Estados Unidos de América.
Debido a las limitaciones y faltas de los primeros mecanismos supra men-
cionados, podemos afirmar que en el sistema de represión internacional, la ju-
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risdicción penal universal se configura como un instrumento complementario 
a los primeros, pero seguramente necesario, al momento actual, para la per-
secución de conductas criminales internacionales; sobre todo en casos donde 
no se pueda activar la justicia del Estado en cuyo territorio se verificaron los 
hechos o la jurisdicción de los tribunales internacionales. Objeto de análisis del 
tercer capítulo es el principio de jurisdicción penal universal; su creación, los 
elementos, las características y los criterios para su aplicabilidad. Partiendo de 
los Principios de Princeton, the Princeton Principles on Universal Jurisdiction, 
que, por primera vez, han intentado organizar de manera orgánica y exhaustiva 
la materia, se pasa al desarrollo que este principio tuvo desde su aparición hasta 
ahora, culminando el análisis con la Declaración de Madrid de 2014, sobre el 
futuro de esta tipología de jurisdicción.
Se entiende por jurisdicción penal universal la jurisdicción que un Estado 
ejerce para la persecución de algunas conductas, que a nivel internacional han 
sido identificadas como crímenes internacionales. Esta jurisdicción se caracteri-
za por ser utilizada en casos en que no se encuentra una efectiva conexión del 
crimen con el territorio en que se procede al juicio, sino que se basa únicamen-
te sobre la naturaleza del crimen cometido. En otras palabras, significa que un 
Estado, sin algún perjuicio de las necesidades de protección de la seguridad y 
los bienes nacionales, decide perseguir y castigar ciertas conductas, sin que estas 
últimas estén ligadas con su territorio o tengan otros elementos subjetivos con 
el Estado, como la nacionalidad de las víctimas o del victimario. Como afirma 
Pérez González (2009: 143):
El principio de jurisdicción universal, mucho más en su versión absoluta, 
avanza una concepción del Derecho internacional que pretende incorpo-
rar como pilar fundamental aquellos instrumentos que sirven precisamente 
a la defensa de los valores fundamentales reconocidos como tales por la 
Comunidad internacional en su conjunto. Habiendo ésta incorporado la 
represión de determinadas prácticas [...], resulta necesario que avance, al 
tiempo, en el refuerzo de los mecanismos que permitan, en la práctica, 
aquella represión. Se impone así un deber de cooperación tendente a erra-
dicar la impunidad.
Siguiendo el desarrollo de este principio, a lo largo de este capítulo se ha 
puesto el énfasis sobre los elementos y límites de esta tipología de jurisdicción y 
se ha dado espacio a las experiencias nacionales en la aplicación práctica de esta 
jurisdicción, como las experiencias, entre otras, belga, alemana, suiza, francesa y 
holandesa, proponiendo algunos casos en los que se han visto involucradas las 
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cortes nacionales de estos países. Los capítulos cuarto y quinto han sido entera-
mente dedicados al análisis de la legislación española en este tema y al estudio 
de los casos más relevantes basados en esta tipología de jurisdicción.
La jurisdicción universal, tema central de este libro, está siendo cuestionada 
en los últimos años debido a que conlleva la injerencia de unos Estados en los 
asuntos internos de otros y dificulta las relaciones diplomáticas entre los países. 
Blanco Cordero (2004), Gil Gil (2009a) y Abad Castelos (2012) sustentan la 
tesis de que estamos frente a una verdadera crisis del principio de jurisdicción 
universal, a tal grado que llegan a preguntarse si en el momento actual podemos 
decir que esta tipología de jurisdicción sigue existiendo.
En este trabajo queremos mostrar, por tanto, que ha comenzado un lento 
pero progresivo retroceso a nivel legislativo de los Estados en este tema, proceso 
que está dirigido a limitar u obstaculizar la utilización de esta tipología de juris-
dicción. Partiendo de la experiencia española, podemos ver cómo la normativa 
interna sobre esta tipología de jurisdicción, la Ley Orgánica nº 6/1985 sobre el 
poder judicial, que disciplina los casos en que se puede activar por parte de los 
tribunales nacionales, ha sido en diferentes ocasiones objeto de modificaciones 
fundamentadas en la exigencia de limitar el alcance de la jurisdicción universal 
en este territorio.
Las reformas, a través de la Ley Orgánica nº 1/2009 y de la Ley Orgánica 
1/2014, que aportan importantes cambios a la Ley Orgánica nº 6/1985 sobre 
el ejercicio extraterritorial de la jurisdicción penal en el caso de la comisión 
de un crimen internacional, se sitúan en este camino y podrían influenciar la 
futura regulación del principio afectando a posteriores legislaciones nacionales 
de otros Estados y a la reglamentación que este principio ha adquirido en los 
últimos años en el derecho internacional general.
Sánchez Legido (2014: 3) define la última reforma rotunda y contundente, 
ya que pone fin a la persecución de los crímenes internacionales en territorio 
español:
la nueva ley introduce hasta cinco medidas restrictivas en relación con el 
modelo hasta ahora vigente. En primer lugar, se reducen extraordinariamente 
los vínculos relevantes de conexión de obligada concurrencia para el ejercicio de la ju ris­
dicción extraterritorial de nuestros tribunales [...]. El segundo elemento res-
trictivo deriva de la reformulación del principio de subsidiariedad [...]. El tercer 
aspecto con el que se cercena considerablemente la operatividad del artículo 
23.4 tiene que ver con quién puede instar la actuación de la justicia española 
en este tipo de supuestos, anticipando la supresión de la acción popular que, al 
parecer con mayor alcance, se contemplaba ya en un borrador de nuevo 
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código procesal penal [...]. Los dos últimos aspectos tienen que ver con la 
entrada en vigor de la ley y su impacto sobre los casos abiertos sobre la base 
del precepto reformado aún pendientes. (2014: 3 y ss.)
Seguramente resulta interesante evaluar las repercusiones que dicha norma 
está teniendo tanto en los juicios pendientes en la Audiencia Nacional española 
como en los futuros basados en esta tipología de jurisdicción. Pero al mismo tiempo, 
cabría evaluar también las consecuencias internacionales de esta norma que podría 
influenciar de forma negativa el desarrollo del principio de persecución universal 
a nivel internacional. Finalmente podemos decir que el retroceso que la reforma 
supone en ningún caso debería ponerse en contra u obstaculizar el cumplimiento 
de las obligaciones internacionales ratificadas por España. También es verdad que a 
nivel internacional la falta de un tratado sobre la jurisdicción universal dificulta la 
creación de una praxis homogénea de los Estados en esta materia. Se habla del ca-
rácter puramente facultativo de su ejercicio en lo referente a determinados críme-
nes internacionales, como tortura o genocidio, y esto no incide sobre la naturaleza 
del principio, solo significa que esta tipología de jurisdicción es considerada como 
uno de los mecanismos necesarios para la represión de crímenes internacionales y 
que el Estado pueda cumplir las obligaciones derivadas por los tratados internacio-
nales que ha ratificado también a través de otros instrumentos judiciales.
Yendo más allá, en lo referente a las previsiones explícitas del principio 
de justicia universal en los Convenios de Ginebra –normas de jus cogens que 
establecen la prohibición y castigo de los crímenes de guerra– podemos ver 
cómo, en este último caso, se prevé una obligación clara y unívoca, obligación 
erga omnes, de perseguir dichas conductas. En este caso no hay una mera facultad 
de activar la jurisdicción nacional, sino más bien un deber 6. Por lo tanto, por lo 
6 De esta forma, el Comité de la Cruz Roja en un informe de junio de 2011 relativo al fin y apli-
cación del principio de jurisdicción universal, comentarios y observaciones: «The treaty basis of 
universal jurisdiction was introduced in the four Geneva Conventions for the protection of war 
victims in relation to those violations of the Conventions defined as grave breaches [...]. There 
is a specific obligation under the relevant article of each Convention (art.49 of the First Con-
vention, art. 50 of the Second Convention, art. 129 of the Third Convention and art. 146 of the 
Fourth Convention  [...]. The obligation to search for person accused of having committed grave 
breaches imposes an active duty [...]. The Geneva Conventions have been universally ratified. 
Ratification imposes the obligation of State parties to establish universal jurisdiction in their legal 
order [...]. ICRC recognizes that States may want to attach conditioning factors to the applica-
tion of universal jurisdiction. However, it believes that, in each context, such conditioning factors 
must be aimed at increasing the effectiveness and predictability of universal jurisdiction and must 
not unnecessarily restrict the possibility of prosecuting suspected offenders». [Traducción de la 
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menos en lo relativo a dichos crímenes, no se debería dudar de la existencia de 
una obligación de juzgar a los responsables también a través de la jurisdicción 
universal. Lo que lleva a la consecuencia de la inderogabilidad de dicho princi-
pio y que las previsiones normativas nacionales contrarias a dicha norma, o que 
establezcan limitaciones para su ejercicio, sean nulas y puedan ser derogadas a 
favor de las normas internacionales correspondientes.
Nada impide, tampoco, que la jurisdicción universal establecida en estos 
Convenios sea considerada por los Estados parte como subsidiaria de otros 
principios de derecho internacional [...] cuando otros estados solicitan la 
entrega de los responsables para perseguirlos eficazmente. [...] Pero lo que no 
autorizan los Convenios en modo alguno es a no ejercer jurisdicción sobre 
estos crímenes cuando otros estados no la ejercen de forma eficaz y con las 
debidas garantías. (Gómez Benítez, 2014: 62)
3. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN
El objetivo general de esta investigación ha sido analizar el estado actual de la 
persecución de los crímenes internacionales actuada por los tribunales naciona-
les en función del principio de jurisdicción universal. Ligados a este general, los 
objetivos específicos han sido:
1. Profundizar en la temática relacionada con la represión de los crímenes 
internacionales y evaluar los medios predispuestos por la comunidad 
internacional para lograr este resultado.
2. Partir del principio de justicia penal internacional, y estudiar los avances 
y los obstáculos de los tribunales internacionales.
autora]: «La base convencional de la jurisdicción universal fue introducida en los cuatros Conve-
nios de Ginebra sobre la protección de las víctimas de crímenes de guerra en relación a las graves 
violaciones definidas en los Convenios [...]. Existe una específica obligación en los artículos de 
cada Convenio (art. 49 del Primer Convenio, art. 50 del Segundo Convenio, art. 129 del Tercer 
Convenio y art. 146 del Cuarto Convenio [...]. La obligación de buscar las personas acusadas de 
haber cometido las graves violaciones impone un deber activo. Los Convenios de Ginebra han 
sido universalmente ratificados. La ratificación impone la obligación de los Estados parte de esta-
blecer la jurisdicción universal en sus ordenamientos [...]. ICRC reconoce que los Estados pueden 
desear fijar condiciones para la aplicación de la jurisdicción universal. Sin embargo, considera 
que, en cada contexto, tales condicionantes deben estar encaminadas a aumentar la eficacia y la 
previsibilidad de la jurisdicción universal y no deben restringir innecesariamente la posibilidad de 
enjuiciar a los presuntos delincuentes». El informe se puede consultar en la siguiente página web: 
http://www.fd.uc.pt/igc/pdf/mne/varios/uj_3.pdf, página 23 y ss.
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3. Pasar a la jurisdicción sobre ilícitos civiles especiales, evaluar su apor-
tación en el tema de lucha contra la impunidad y reparación para las 
víctimas de graves violaciones de los derechos humanos.
5. Analizar el principio de jurisdicción universal en materia penal como ins-
trumento complementario y al mismo tiempo necesario a los primeros.
6. Analizar el fundamento de las condiciones y límites relativos a las com-
petencias de los Estados para proceder a investigar o perseguir las viola-
ciones internacionales cometidas fuera de su propio territorio.
7. Tener en cuenta la importancia que España ha asumido en la lucha a la 
impunidad, para abordar la preocupación que ha nacido en el ámbito 
internacional después de las mencionadas leyes de reforma española que 
modificaron la ley precedente sobre el poder judicial, poniendo algunas 
restricciones a la efectiva utilización por parte del Estado de la jurisdic-
ción penal universal.
4. HIPÓTESIS DE TRABAJO
Con base a los datos presentados hasta ahora, la hipótesis principal de este traba-
jo ha sido la de considerar la jurisdicción universal como un instrumento, segu-
ramente complementario a los otros mecanismos previstos en el sistema penal 
internacional para la prevención, sanción y reparación de un crimen interna-
cional. Al mismo tiempo un instrumento eficaz y necesario, al momento actual 
del desarrollo del derecho internacional, para luchar en contra de las muchas y 
variadas formas de impunidad que niegan justicia y verdad a las víctimas.
En esta óptica, las leyes españolas 1/2009 y 1/2014, de reforma de la Ley 
6/1985 sobre el poder judicial, modificando y limitando el alcance y el conteni-
do de la jurisdicción penal universal, representan un paso atrás en la lucha contra 
la impunidad. Como se explica en los capítulos cuarto y quinto de este trabajo, a 
pesar de que las reformas signifiquen un retroceso en la defensa de los derechos 
humanos y en la persecución de los crímenes internacionales, actualmente no es 
posible establecer con certeza que las modificaciones se ponen directamente en 
contra de las obligaciones derivadas por los convenios internacionales en los que 
España es parte, con excepción de los Convenios de Ginebra sobre la persecu-
ción del crimen de guerra. Sobre este último aspecto, la doctrina especializada 
afirma la contrariedad de las reformas con las obligaciones de buscar a los res-
ponsables, investigar y en su caso enjuiciar a los autores de las graves violaciones 
recogidas en los Convenios.
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Finalmente podemos decir que el futuro ejercicio de la jurisdicción uni-
versal en territorio español dependerá del trabajo de los tribunales nacionales, 
únicos sujetos que pueden dar aplicación concreta a estas leyes.
5. METODOLOGÍA Y ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO
Para lograr el resultado de obtener un análisis preciso y eficaz del desarrollo del 
sistema de persecución de los crímenes internacionales dispuesto por la comu-
nidad internacional, se han utilizado a lo largo del trabajo elementos normativos 
y jurisprudenciales, tanto nacionales como internacionales. Partiendo de los ele-
mentos normativos, se pueden mencionar los tratados internacionales sobre la 
persecución y prevención de las graves violaciones al derecho internacional, los 
estatutos de los tribunales internacionales, así como las normativas internas de 
los Estados, constitucionales, penales y procesales penales, que regulan el ejerci-
cio de la jurisdicción para los crímenes internacionales.
Pasando a los datos relativos a la jurisprudencia internacional, se han eva-
luado y comparado las sentencias y decisiones del Tribunal Internacional de 
Justicia, el Tribunal Europeo de Derecho Humanos, la Corte Interamericana de 
Derechos del Hombre y los Tribunales Penales Internacionales. De igual forma, 
para determinar las condiciones y los criterios de aplicabilidad del principio de 
jurisdicción sobre ilícitos civiles internacionales, se analizaron las sentencias de 
los tribunales estadounidenses, siendo los Estados Unidos de América el único 
país con legislación sobre este tema, mientras que en el tema de jurisdicción 
penal universal se han estudiado, entre otras, las decisiones de los tribunales in-
ternos de Bélgica, Holanda, Francia, Alemania y España. Finalmente, todas estas 
tipologías de jurisdicciones han sido profundizadas con el auxilio de manuales, 
libros y revistas de relevantes autores españoles e internacionales.
Con el fin de seguir un orden histórico, pero también temático, el trabajo 
ha sido organizado en cinco diferentes capítulos. A manera de resumen, en el 
primer capítulo: «Los crímenes de interés universal», han sido tratados los críme-
nes internacionales, de genocidio, de lesa humanidad, de guerra y de agresión, 
con el fin de introducir la temática relativa a sus persecuciones tanto a nivel 
internacional como nacional. En el segundo capítulo: «El sistema de la justicia 
penal internacional», se ha enfrentado la temática de la creación y aplicación 
de la justicia penal internacional, los avances y los obstáculos de los tribunales 
internacionales y del Tribunal Penal Internacional; y desde la perspectiva civil, la 
jurisdicción sobre ilícitos especiales como remedio para ofrecer una reparación 
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a las víctimas de crímenes internacionales en un Estado que no tiene ningún 
interés específico a la persecución de los hechos, sino un interés de justicia más 
grande y respetuoso de los principios y valores de la comunidad internacional. 
En el tercer capítulo: «La tendencias internacionales sobre jurisdicción penal 
universal», se ha profundizado en el tema ligado a la creación del principio de 
jurisdicción penal universal y se ha comparado su aplicación en diferentes Esta-
dos, aunque conscientes del hecho de que este principio también está incluido 
en más de un centenar de legislaciones nacionales y ha sido utilizado por un 
número verdaderamente exiguo de Estados y que, por lo tanto, proponer reglas 
generalizadas sobre las praxis estatales resulta una tarea muy difícil. En el cuarto 
capítulo: «La particular experiencia española en el tema de jurisdicción penal 
universal: sus altibajos», se ha examinado la normativa española que regula el 
ejercicio por parte del Estado español de esta última tipología de jurisdicción. 
Además, han sido analizados los motivos y razones que llevaron al legislador es-
pañol a modificar esta normativa, y finalmente se ha evaluado la conformidad de 
dichas reformas con el derecho internacional y con los tratados internacionales 
relativos a la persecución de crímenes internacionales ratificados por España.
Finalmente, en el quinto capítulo: «La lucha contra la impunidad de los 
tribunales españoles», hemos mostrado los casos más relevantes sobre crímenes 
internacionales en los que se han visto involucrados los tribunales españoles. 
También en este capítulo, se ha analizado de forma crítica el tema relativo a la 
última reforma y el potencial destructivo sobre los casos todavía pendientes en 
la Audiencia Nacional, así como los futuros, basados en el principio de jurisdic-
ción universal.
Capítulo 1 
LOS CRÍMENES DE INTERÉS UNIVERSAL
Debido a los desequilibrios y tensiones propias entre los Estados, la comunidad 
internacional ha tenido que enfrentarse durante el último siglo a diferentes tipo-
logías de conflictos, internos o internacionales, donde las normas mínimas en el 
tema de derechos humanos no son respetadas y no se da ningún valor al concepto 
de dignidad del hombre. De esta forma, para poder poner un punto final a las mu-
chas atrocidades cometidas, los Estados han decidido actuar de manera continua y 
global, creando un sistema jurídico de protección de los derechos fundamentales.
If it is certain that the XXth century was the stage, apart from the ex-
traordinary scientific and technological advances of our time, of cruelties 
perpetrated against the human person in an unprecedented scale, it is also 
certain that this generated a reaction of the universal juridical conscience 
to the urgent needs of protection of the human being 1. (Cançado Trindade, 
1999: 212)
Partiendo del análisis de las normas que a nivel internacional prohíben y 
reprimen la comisión de crímenes internacionales, el objetivo de este capítulo es 
preparar el camino para los razonamientos más detallados que serán enfrentados 
en los capítulos posteriores, relativos al sistema de justicia penal internacional y en 
particular al mecanismo de jurisdicción penal universal, basado en el respeto de los 
derechos universalmente protegidos y la represión de los crímenes internacionales.
Los derechos humanos como parte integrante de los estudios de paz serán 
tratados a la hora de explicar la evolución normativa y judicial que ha llevado 
a la creación de reglamentos jurídicos internacionales que prohíben activida-
1 [Traducción de la autora]: «Si bien es cierto que el siglo XX fue el escenario, además de los extraor-
dinarios avances científicos y tecnológicos de nuestro tiempo, de crueldades perpetradas contra la 
persona humana en una escala sin precedentes, también es cierto que esto generó una reacción de la 
conciencia jurídica universal a las necesidades urgentes de protección del ser humano».
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des que se ponen en contra del respeto de estos mismos derechos y además 
han dado vida a la noción de crimen internacional. Este punto será objeto de 
reflexiones tanto desde una perspectiva teórica como mediante el análisis de 
casos prácticos.
Conscientes de las diferentes teorías sobre los crímenes sujetos a la juris-
dicción universal 2 y sobre todo del hecho de que en la actualidad no hay un 
acuerdo generalizado entre los Estados sobre los crímenes perseguibles a través 
de esta tipología de jurisdicción, hemos decidido que el ámbito de esta investi-
gación se limite a los crímenes internacionales de primer grado y su represión 3: 
el crimen de genocidio, en contra de la humanidad, el crimen de guerra y de 
tortura; crímenes sujetos a la jurisdicción universal así como establecidos por las 
normas de derecho internacional consuetudinario 4 que los prevén y también 
tipificados en el Estatuto del Tribunal Penal Internacional. Teniendo en con-
sideración que por su naturaleza dichos delitos implican estudios específicos y 
más detallados, se dará una sintética visión de sus características sin entrar en el 
detalle de las mismas.
Finalmente, en el último apartado se analiza los principios sobre los cuales 
se basa la persecución de dichos actos, a nivel nacional, internacional y uni-
versal.
2 Como afirma Coombes (2011: 433): «Legal theorists generally agree that the crimes subject to 
universal jurisdiction include piracy, slavery, war crimes, genocide, crimes against humanity, apart-
heid, and torture. Some theorists suggest that other crimes, most notably terrorism-related offens-
es, are subject to universal jurisdiction; however, in light of international community’s continuing 
inability to define ‘terrorism’, it is likely premature to support this conclusion». [Traducción de la 
autora]: «Teóricos jurídicos generalmente están de acuerdo en considerar que los crímenes sujetos 
a la jurisdicción universal incluyen la piratería, la esclavitud, crímenes de guerra, genocidio, críme-
nes en contra de la humanidad, apartheid y tortura. Algunos teóricos sugieren que otros crímenes, 
los más destacados los delitos relacionados al terrorismo, están sujetos a la jurisdicción universal; 
sin embargo, a la luz de la continua imposibilidad de la comunidad internacional de definir el 
“terrorismo”, resulta prematuro apoyar esta postura».
3 Para profundizar en el tema de crímenes de primer grado veáse, entre otros, Ollé Sesé (2008).
4 Sobre este aspecto se puede consultar el Informe del Consejo de la Unión Europea relativo al 
principio de jurisdicción universal, AU-EU Expert Report on the Principle of Universal Jurisdic-
tion, Doc. 8672/1/09/REVI, del 16 de abril de 2009, en cuyo párrafo 9 se afirma: «State by and 
large accept that customary international law permits the exercise of universal jurisdiction over 
the international crimes of genocide, crimes against humanity, war crimes and torture, as well as 
over piracy». [Traducción de la autora]: «Los Estados en general aceptan que el derecho internacio-
nal consuetudinario permite el ejercicio de la jurisdicción universal sobre crímenes internaciona-
les de genocidio, contra la humanidad, crímenes de guerra y tortura, así como sobre el crimen de 
piratería». El informe se puede consultar en la página web: http://es.scribd.com/doc/14984540/
The-AU-EU-Expert-Report-on-the-Principle-of-Universal-Jurisdiction.
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1.1. LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS
Al término de la Segunda Guerra Mundial la comunidad internacional empezó 
a razonar en cuanto a la posibilidad de crear derechos universalmente protegi-
dos. En este sentido, la Carta de las Naciones Unidas, que declaró la dignidad 
de todos los seres humanos; los tribunales militares de Nuremberg y Tokyo, que 
juzgaron a los responsables de los crímenes de guerra, en contra de la paz y de 
la humanidad; la Convención de Ginebra sobre el derecho internacional huma-
nitario y la Declaración Universal de los Derechos Humanos contribuyeron a 
la consolidación de la convicción jurídica de la existencia de dichos derechos, 
los mismos que todos los Estados deben respetar tanto en tiempo de paz como 
de guerra.
El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Uni-
das aprobó y proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos, cuyo 
preámbulo prevé: «Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo 
tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos 
iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana», se da un 
reconocimiento a los derechos fundamentales y se considera esencial proteger 
a las personas.
The 1948 Universal Declaration of Human Rights has paved the way 
for adoption, in the last five decades, of successive and numerous human 
rights treaties and instruments, which operate today on a regular and per-
manent basis, at global and regional levels. [...] also projected itself into the 
domestic law of States. Its norms found expression in the national Consti-
tutions of numerous States, and served as a model for provisions of national 
legislation aiming at the protection of human rights. [...] Today, over fifty 
years later, it retains its importance to current endeavours to render human 
rights the common language of humankind 5. (Cançado Trindade, 1999: 
157-158)
5 [Traducción de la autora]: «La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 ha 
abierto el camino para la adopción, en las últimas cinco décadas, de los sucesivos y numerosos 
tratados e instrumentos de derechos humanos, que operan hoy en día de forma regular y per-
manente, en el plano mundial y regional. [...] También se proyectó en la legislación interna de 
los Estados. Sus normas encontraron expresión en las constituciones nacionales de numerosos 
Estados, y sirvieron como modelo para las disposiciones de la legislación nacional con el objetivo 
de la protección de los derechos humanos. [...] En la actualidad, más de cincuenta años después, 
conserva su importancia en los esfuerzos actuales para hacer de los derechos humanos el lenguaje 
común de la humanidad».
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Como explica Carrillo Salcedo (2001), en la Carta de las Naciones Uni-
das 6, adoptada el 26 de junio de 1945, se abre una nueva etapa en el derecho 
internacional: el reconocimiento y la afirmación del respeto universal de los 
derechos humanos, lo que ha influido extraordinariamente en el proceso de 
cambio y trasformación del derecho internacional tradicional 7.
A raíz de estos cambios en el escenario internacional, surgió una pregunta 
a la cual todavía no se ha dado una respuesta clara y unívoca: ¿En qué casos la 
violación de los derechos humanos justifica una intervención por parte de la 
comunidad internacional?
1.1.1.  La vinculación existente entre la protección de los derechos humanos 
y la persecución de los crímenes internacionales
Como explica Michael Ignatieff (2003) la revolución jurídica de los dere-
chos humanos todavía no puede darse por concluida. El proceso revolucionario 
ha tenido su propio inicio a través de la noción jurídica de la dignidad intrínseca 
de la persona, la misma que ha sido delineada, entre otras, en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos o la Convención sobre el crimen de ge-
nocidio de 1948. De igual forma, ha puesto de manifiesto que las obligaciones 
jurídicas de los Estados, en protección de dichos derechos, derivan no solo de 
su consentimiento manifestado en acuerdos o convenios internacionales, sino 
también de principios de derecho internacional general.
Inmediatamente después de la posguerra se decidió reorganizar el orden 
normativo vigente a nivel internacional con el fin de crear un sistema que 
6 La finalidad primordial de la Organización de las Naciones Unidas, como codificada en los artícu-
los 24 y 25 de su Carta, es la de mantener la paz, e intervenir en nombre del interés colectivo, en 
todo conflicto que pueda poner en peligro la paz y seguridad internacional.
7 El profesor Carrillo Salcedo, en diferentes ocasiones (1999, 2001) ha afirmado que, justo antes 
del inicio de la Primera Guerra Mundial, el derecho internacional parecía un sistema jurídico 
que regulaba las relaciones entre los Estados. Este sistema se caracterizaba por la vigencia de los 
principios de soberanía e independencia de las entidades políticas. Podemos definir este momento 
como la fase clásica o tradicional del derecho internacional; último que tenía la finalidad de regular 
las relaciones de coexistencia y cooperación entre Estados soberanos, iguales e independientes. De 
esta forma, los Estados eran los únicos sujetos del derecho internacional; creadores, destinatarios y 
ejecutores de sus normas. Sobre la transformación derecho internacional clásico así descrito, véase 
la nota 3. Hoy en día, afirma Bollo Arocena (2004: 34): «[...] el Derecho Internacional [...] presen-
ta un carácter evolutivo, incluso podríamos calificarlo como expansionista e innovador. Y ello se 
debe, por una parte, al proceso de ampliación de materias reguladas por el Derecho Internacional 
[...] pongamos por caso, la protección de los derechos humanos».
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sirviese de contención a las barbaries de los últimos siglos. Este nuevo orden, 
basado en el derecho internacional, exige a los Estados la coherencia con los 
contenidos de las normas internacionales que ratifiquen y el respecto de algunos 
valores superiores y de carácter general, reconocidos como fundamentales. En 
este sentido, se puede decir que este derecho prevé obligaciones cuya formación 
y ejecución se basa sobre el consensus de las partes, pero al mismo tiempo crea 
vínculos jurídicos generales y estables que deben ser respetados independiente-
mente del consensus en la creación y ejecución de estos últimos.
Como explica Paolo De Stefani, en los últimos veinte años se ha asistido a 
un proceso de: «individuazione sul piano del diritto internazionale di una serie 
di norme di ordine pubblico della comunità internazionale ispirate alla tutela, 
anche penale, dei diritti e delle libertà fondamentali» 8 (De Stefani; 2000: 53). 
De esta forma, consciente de la intrínseca vinculación entre las previsiones so-
bre la protección de los derechos humanos y las normas tendientes a prevenir, 
perseguir y sancionar las conductas delictivas internacionales 9, la comunidad de 
naciones ha venido creando y disciplinando el sector relativo a la tutela de los 
derechos y de las libertades fundamentales, estableciendo obligaciones y límites 
a los Estados tanto en tiempo de paz como en tiempo de conflictos armados.
Estas obligaciones prevén, además, que la protección de los derechos y 
libertades, a corto plazo, debería procurar poner fin a la violencia, la pérdida de 
vidas y demás sufrimientos lo antes posible; mientras que, a largo plazo, debería 
solucionar y ayudar a las sociedades tomando medidas para garantizar que no 
se repita la violencia y se respeten los derechos de todos los seres humanos. A 
tal fin, ha procurado dar una respuesta por medio del derecho. Este intento ha 
8 [Traducción de la autora]: «se asiste a un proceso de individualización en el derecho internacional 
de una serie de normas de orden público de la comunidad internacional inspiradas en la tutela, 
también penal, de los derechos y de las libertades fundamentales».
9 Sobre este tema véase entre otros, García Arán (2000: 7): «La vinculación entre los derechos hu-
manos y el crimen internacional puede sintetizarse en torno a los siguientes puntos: 1) cuando 
el derecho internacional incorpora los derechos humanos a sus instituciones reconoce suprana-
cionalmente la dignidad de la persona, a quien se atribuye la calidad de sujeto de derecho inter-
nacional y, lo que es más importante, se le reconocen derechos fundamentales que no pueden 
ser desconocidos por los Estados. 2) En consecuencia, la violación de los derechos humanos no 
es una cuestión de derecho interno sino un problema internacional pues se ve afectado el orden 
internacional. 3) Ello está en la base del núcleo duro del principio de justicia universal que parte 
de la consideración de la persona como sujeto de derecho internacional». El artículo sobre la 
justicia universal es un capítulo del libro Crimen internacional y jurisdicción universal. El caso Pinochet 
(Mercedes García Arán y Diego López Garrido [coords.], Valencia, Tirant lo Blanch, 2000, pp. 63 
y ss.). El texto del artículo se puede consultar en la siguiente página web: http://portal.uclm.es/
descargas/idp_docs/doctrinas/elprincipiodejusticiauniversal.pdf.
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sido llevado a cabo mediante la creación de un sistema que por un lado actúa 
en el inmediato, en la situación conflictiva en los casos de graves violaciones a 
los derechos humanos, reprimiendo las conductas y apoyando a las víctimas, y 
por el otro, intenta reconciliar a las partes involucradas en los mismos conflictos 
y establece las bases para que los Estados se encarguen de la seguridad de sus 
propios ciudadanos.
Basándonos en estas consideraciones, podemos analizar cómo se concreti-
zan estas reglas y cómo han sido creadas y modificadas a lo largo de las últimas 
décadas. Partiendo de los estudios sobre el derecho internacional general, se 
puede constatar que, dentro de esta materia, han tenido una enorme importan-
cia el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los dere-
chos humanos; ambos aspiran a proteger a la persona en toda situación interna o 
internacional. Dada la importancia que han tenido en el campo de la represión 
de los crímenes internacionales, a lo largo de este trabajo pondremos el énfasis 
sobre estos dos sectores, debido a que, como señala Gros Espiell, ambos:
constituyen partes, sectores específicos, de un sistema internacional general, 
de raíz esencialmente humanitaria, dirigidos a proteger al ser humano en la 
forma más amplia y comprensiva que sea compatible con la existencia del 
orden jurídico y de los derechos legítimos del Estado y de la Comunidad 
internacional. (Gros Espiell, 1984: 703)
Es bien sabido que los sectores antes mencionados, al momento de su crea-
ción fueron considerados como dos sectores del derecho internacional general 
separados, autónomos y contrapuestos, pero, contrariamente a lo que antes se 
pensaba, la doctrina actual avanza hacia la idea de no considerar estos dos ins-
trumentos jurídicos como contrapuestos sino complementarios. Pérez González 
afirma que:
el Derecho humanitario y los Derechos humanos no son ámbitos jurídicos 
separados, puesto que ambos responden al objetivo de poner límites a la vio-
lencia contra la vida y dignidad humanas, lo que conduce a que en ciertas 
circunstancias –sobre todo en casos en que estalla la violencia dentro de un 
territorio de un Estado– estén llamados a aplicarse en la misma situación. 
(Pérez González, 1997: 340)
Dicho esto, podemos ver como a lo largo de la historia de la humanidad 
han sido cometidas muchas barbaries; graves violaciones a los derechos huma-
nos. Esta es la cuestión que en este estudio será enfrentada, consciente del hecho 
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de que proteger estos últimos, incluso a través de la utilización de la fuerza ar-
mada, ha sido, es y será un tema controvertido. Lo cierto es que habría sido in-
tolerable que la comunidad internacional hubiera permanecido impasible ante 
semejantes violaciones.
1.1.2.  La respuesta de la comunidad internacional en la protección de los 
derechos humanos
Para perseguir estas conductas, además de la utilización de los instrumentos 
normativos que han sido mencionados, la comunidad internacional ha venido 
creando una tipología de normas que han sido pensandas para encontrar a los 
responsables y condenarlos en un sistema de justicia que va más allá de los Esta-
dos: el derecho penal internacional.
Tanto este último como los precedentes tienen como sujetos de aplicación 
y objetos de su protección a los Estados y a las personas. Esta reconstrucción 
demuestra que la persona es un sujeto de derecho internacional, tanto pasivo 
como activo, contrariamente al pensamiento tradicional que consideraba a las 
personas únicamente como objeto y no sujeto; de esta forma la praxis inter-
nacional desde la persecución del crimen de piratería hasta la creación de los 
tribunales militares ad hoc, de Núremberg y de Tokio, ha demostrado que el 
individuo es también sujeto de este derecho 10.
Por lo tanto, podemos afirmar que las normas internacionales garantizan el 
respeto de principios considerados fundamentales e imponen obligaciones a los 
Estados con el fin de que organicen sus propios ordenamientos en el respeto de 
dichos principios; al mismo tiempo el sistema creado por dichas normas es un 
sistema que ve a las personas, y no solamente a los Estados, como responsables 
de la comisión de las graves violaciones y crímenes internacionales, siendo sus-
ceptibles de condena tanto a nivel nacional como internacional.
10 Como explica Cançado Trindade (2000: 186-187): «One of the most significant developments in 
the course of the evolution of the International Law of Human Rights along the last five decades 
has undoubtedly been the consolidation of the procedural capacity of the individual. It could 
hardly be denied nowadays that the individual is subject of International Law in the domain of 
human rights protection». [Traducción de la autora]: «uno de los avances más significativos en el 
curso de la evolución del derecho internacional de los derechos humanos a lo largo de las últimas 
cinco décadas ha sido sin duda la consolidación de la capacidad procesal del individuo. Difícilmen-
te se puede negar hoy en día que el individuo es sujeto del derecho internacional en el ámbito de 
la protección de los derechos humanos».
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1.2. LAS NORMAS DE DERECHO PENAL INTERNACIONAL
En 1820 Benthann utilizó por primera vez la expresión «derecho penal inter-
nacional». Desde aquel momento esta rama del derecho ha vivido y vive un 
importante desarrollo que le ha llevado a cambiar radicalmente de significado 
a lo largo de los últimos dos siglos. Para entender la utilización actual de esta 
disciplina, tenemos que partir del momento en que fue creada. Podemos ver 
cómo esta última nació para suplir las faltas de la ley penal, o como explica Ollé 
Sesé (2008: 137): «surge de la exigencia primaria de solucionar los problemas de 
aplicación de la ley penal».
Además, podemos ver cómo, en un principio, estaba compuesta por un 
conjunto de normas internas, relativas a la aplicación de la normativa penal, pero 
en un espacio que trascendía solo al Estado.
Un espacio de cooperación y auxilio judicial en materia penal entre los 
Estados. [...] También se incluía en el ámbito originario de este concepto 
la cooperación jurídico internacional en materia penal y especialmente la 
asistencia interestatal para el cumplimento de penas. (Ollé Sesé, 2008: 138)
Desde su creación, este derecho ha tenido diferentes interpretaciones 11, 
como la hecha por el profesor Jescheck y analizada por el profesor Kai Ambos 
(2005), que ha individuado tres principios básicos de la base del derecho penal 
internacional: el principio de responsabilidad jurídico penal directa del indi-
viduo bajo el derecho internacional; el principio de preferencia del derecho 
penal internacional frente al derecho interno y el principio de exclusión de la 
teoría del acto de soberanía. Según definiciones más recientes, dadas por Ambos 
(2005b y 2006b), o Werle, el derecho penal internacional es la parte del derecho 
internacional general en la que podemos encontrar «tutte le norme del diritto 
internazionale che direttamente fondano, escludono, o regolano altrimenti la 
punibilità di crimini di diritto internazionale 12» (Werle, 2009: 81). También se 
puede definir como: «el sector del ordenamiento internacional cuya función es 
proteger, de los bienes vitales que constituyen el orden jurídico internacional, 
11 Véanse, entre otros: Quintano Ripollés, Tratado de Derecho penal internacional (1957); Plawsky, La 
notion de Droit Intrernational Penal (1978); Jescheck, Tratado de Derecho Penal. Parte General (1981), 
Bassiouni, Derecho Penal Internacional, Proyecto de Código Penal Internacional (1984).
12 [Traducción de la autora]: «Todas las normas de derecho internacional que, directamente, fundan, 
excluyen o regulan la punibilidad de los crímenes de derecho internacional».
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aquellos que son más importantes frente a las formas de agresión más graves» 
(Gil Gil, 1999: 18). Como explica Ollé Sesé (2008), analizando esta disciplina 
desde el lado de la protección de los bienes jurídicos, podemos decidir que el 
fundamento de este derecho se puede encontrar en la protección de la paz, de 
la seguridad y del bienestar de la humanidad.
En otra palabras, es la parte del derecho internacional que permite deter-
minar cuáles son los crímenes de interés internacional 13 y que por lo tanto no 
pueden ser de competencia exclusiva y discreción nacional:
International criminal law is the branch of international law which de-
termines crimes which are of international concern and therefore, cannot be 
left within the exclusive realm and discretion of the national criminal law of 
the States concerned 14. (Koebele; 2009: 53)
El derecho penal internacional se divide en sustancial y procesal. El pri-
mero se refiere a las normas que describen los elementos constitutivos de los 
crímenes internacionales (objetivos y subjetivos) y las relativas condiciones de 
procedimiento. El segundo se refiere al conjunto de reglas que disciplinan el 
procedimiento aplicable en los procesos 15.
La punibilidad de estas conductas se fundamenta en la «esistenza di valori 
de interessi propri della comunità internazionale, riconosciuti come fondamen-
tali dalla medesima, e quindi a beni che superano l’interesse del singolo Stato 16» 
(Ziccardi Capaldo; 1990: 90).
13 Como afirma Alicia Gil Gil: «[...] la protección de la vida, la integridad corporal o la salud o la 
libertad [...] dejan de ser crímenes de Derecho Común para convertirse en una manifestación de 
una política de Estado que ofende la universalidad del sentimiento humano y turba profundamen-
te las relaciones internacionales» (Gil Gil, 1999: 30).
14 [Traducción de la autora]: «El derecho penal internacional es la rama del derecho internacional 
que determina los delitos que son de interés internacional y, por lo tanto, no se pueden dejar en 
el ámbito exclusivo y la discreción de la legislación penal nacional de los Estados interesados».
15 Sobre este tema véase Bollo Arocena (2004: 52): «El Derecho Internacional Penal se halla confor-
mado, por una parte, por un conjunto de normas de contenido sustantivo o material, que tipifican 
comportamientos criminales especialmente graves [...] y que suponen un atentado contra las más 
elementales normas de humanidad, y, por otra, por un conjunto de normas, de contenido adjetivo 
o procesal, que establecen las técnicas para hacer efectiva la responsabilidad de los autores de tales 
crímenes».
16 [Traducción de la autora]: «la existencia de valores e intereses propios de la Comunidad Inter-
nacional, reconocidos como fundamentales por parte de la misma y que por lo tanto superan el 
interés del solo Estado».
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Dentro de estas normas internacionales encontramos aquellas específicas que 
regulan la figura de crimen internacional. Normas que establecen las conductas 
criminales de relevancia internacional y que tienen tres requisitos fundamentales:
• En primer lugar, debe describir un ilícito cometido según los parámetros 
relativos a los elementos subjetivos de los crímenes: culpa y dolo. Al mis-
mo tiempo debe establecer una pena por la comisión del mismo acto.
• En segundo lugar, deben pertenecer al ordenamiento jurídico interna-
cional.
• Finalmente, la norma debe garantizar la punibilidad de este comporta-
miento, de manera independiente, es decir, el hecho de que en las nor-
mativas penales nacionales no se prevé el acto como crimen, no influye a 
nivel internacional.
De estos requisitos se desprende que, para que cualquier delito internacio-
nal sea calificado y tipificado por derecho penal internacional, la norma que re-
gula este crimen debe formar parte del derecho internacional, y que el supuesto 
de hecho describa los elementos del ilícito penal imputable individualmente y 
que sea punible directamente mediante la pena prevista por el derecho inter-
nacional o, en el caso que intervenga un tribunal nacional, indirectamente por 
remisión a las normas penales domésticas. La conclusión que se puede sacar de 
estos presupuestos es que la punibilidad de estos actos nace y se fundamenta 
directamente en el derecho internacional.
Al mismo tiempo, lo que diferencia este tipo de conducta del crimen co-
mún es el elemento internacional. Este último puede ser un elemento constitu-
tivo del crimen o una circunstancia del mismo: «il fatto o il contesto» [el hecho 
o el contexto] (Werle, 2009: 94).
Estos elementos son diferentes en cada tipo de crimen tomado en consi-
deración. El primero de ellos que puede ser mencionado es la violencia. Cada 
una de las tipologías de conductas presentes en este trabajo presume un uso 
difundido y sistemático de violencia. Por ejemplo, en los crímenes en contra de 
la humanidad esta violencia organizada se manifiesta en el ataque sistemático 
en contra de civiles; en el crimen de genocidio, la violencia está orientada a la 
destrucción de un grupo étnico, religioso o fácilmente individualizado. En los 
crímenes de guerra, el contexto que lleva a la violencia está determinado por el 
conflicto armado al unísono con el crimen de agresión.
Función principal de la norma internacional es determinar cuándo nos 
enfrentamos a una determinada conducta penalmente reprimida y ligarla a de-
terminados sujetos, a través del principio de responsabilidad penal internacional 
individual. No menos importante es su función de prevención de estos actos en 
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el futuro, explicitando los mecanismos, que, tanto a nivel nacional como inter-
nacional, deben ser activados para evitar el desarrollo de prácticas tendientes a 
generar consecuencias trágicas.
A través de un estudio sobre los estatutos de los tribunales internacionales y 
de su jurisprudencia, podemos afirmar que esta función preventiva, regulada por 
la norma internacional, encuentra su actuación en el momento de reconocer un 
determinado sujeto culpable y, por lo tanto, en el momento en que se establece 
una sanción por lo ocurrido. En otras palabras, es en el acto procesal que explica 
toda su fuerza.
The Trial Chamber is of the view that, in general, retribution and de-
terrence are the main purposes to be considered when imposing sentences 
before the International Tribunal. Punishment for having violated interna-
tional humanitarian law is in the light of the serious nature of the crimes 
committed, a relevant and important consideration. As to the latter, the pur-
pose is to deter the specific accused as well as others, which means [...] 
person worldwide from committing crimes in similar circumstances against 
international humanitarian law. The Trial Chamber is further of the view 
that another relevant sentencing purpose is to show the people of not only 
former Yugoslavia, but of the world general, that there is no impunity for 
these types of crimes against international humanitarian law to be com-
mitted as well as to create trust and respect for the developing system of 
international criminal justice. The trial Chamber also supports the purpose 
of rehabilitation for person convicted 17 [...]. (ICTY, Case No: IT-95-16 T; 
sentencia de 14 de enero de 2000; Kupreskic et al.,TC; párrafo 848)
Resumiendo, podemos ver cómo, por un lado, este derecho es el conjunto 
de normas y principios internacionales en materia penal, y, por el otro lado, es 
el derecho incorporado y aplicable tanto por los tribunales supranacionales, 
17 [Traducción de la autora]: «La Sala de Primera Instancia considera que, en general, la retribución 
y la disuasión son los principales objetivos a tener en cuenta al dictar sentencia ante el Tribunal 
Internacional. El castigo por haber violado el derecho internacional humanitario es, a la luz de la 
gravedad de los crímenes cometidos, una consideración relevante e importante. En cuanto a este 
último, el objetivo es disuadir al específico acusado, así como los demás, que significa [...] cualquier 
persona alrededor del mundo que cometa crímenes en circunstancias similares contra el derecho 
internacional humanitario. La Sala de Primera Instancia considera, además, la opinión de que otro 
propósito de sentencia relevante es mostrar a la gente, no solo de la antigua Yugoslavia, sino del 
mundo en general, que no hay impunidad para este tipo de crímenes contra el derecho interna-
cional humanitario que se cometa, así como para crear confianza y respeto por el desarrollo del 
sistema de justicia penal internacional. La Sala de Primera Instancia también es compatible con el 
objetivo de la rehabilitación para la persona condenada».
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híbridos, mixtos o internacionalizados, como por los tribunales nacionales en 
aplicación del principio de jurisdicción universal, con independencia de la re-
cepción en las legislaciones internas 18.
Estas normas han representado, representan y representarán el punto cru-
cial de la evolución de un sistema que tiene como objetivo la persecución de 
estos crímenes, la punibilidad de los sujetos culpables, el restablecimiento de la 
situación quo antes en el lugar donde han sido cometidos y, sobre todo, el dar 
verdad y justicia a las víctimas.
1.3. LA NOCIÓN DE CRÍMENES INTERNACIONALES
Desde la baja Edad Media hasta la Segunda Guerra Mundial, las actividades 
criminales, en las que emergen las primeras manifestaciones de tipologías de 
jurisdicciones que trascienden el solo Estado, fueron: el bandolerismo, los actos 
que entran en lo que se consideraba como crímenes de guerra, la piratería y el 
tráfico de esclavos. Los bandoleros eran considerados como grupos organizados, 
militares o veteranos de guerra, que se dedicaban a robar los campos y con ello a 
perturbar la seguridad y paz de determinadas zonas. Todas esas actividades men-
cionadas fueron consideradas objeto de una forma primordial de persecución 
universal de acuerdo con el derecho internacional consuetudinario y conven-
cional de la época.
Desde este momento se manifestó la necesidad de determinar normas in-
ternacionales, claras, unívocas y comunes para esos crímenes, y en particular los 
esfuerzos se centraron en determinar una definición de crímenes que por su 
propia naturaleza afectan a toda la humanidad; en otras palabras, los crímenes 
internacionales. Todo esto, teniendo siempre en cuenta el desarrollo sucesivo y 
las nuevas actividades ilícitas que podrían ser consideradas como tales.
Son crímenes internacionales aquellas actividades criminales que el dere-
cho internacional general pone, en virtud de una exigencia de represión sentida 
18 Como afirma Coombes (2011: 432): «The crimes subject to universal jurisdiction are found under 
customary international law. As such, they exist internationally regardless of whether a specific 
state has ratified a treaty to this effect or incorporated the crime into domestic law». [Traducción 
de la autora]: «Los crímenes sujetos a la jurisdicción universal se encuentran en el derecho inter-
nacional consuetudinario. De este modo, ellos existen a nivel internacional independientemente 
si un especifico Estado ha ratificado un tratado a este efecto o ha incorporado el crimen en su 
ordenamiento».
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por la entera comunidad, la consecuencia en la responsabilidad penal del indivi-
duo que actúa. Entre estas conductas se puede mencionar el crimen de apartheid, 
de genocidio, de tortura o los crímenes de guerra. El derecho internacional liga 
a la comisión de crímenes internacionales la obligación de encontrar al respon-
sable y condenarlo también si actúa en nombre de un Estado; esto contradice al 
principio según el cual la actividad realizada en nombre o por comisión de un 
Estado se tiene que imputar únicamente al Estado y no al individuo. La ratio de 
esta excepción esta explicada en una famosa sentencia del Tribunal de Núrem-
berg según la cual: «Crimes against international law are committed by men, not 
by abstract entities, and only by punishing individuals who commit such crimes 
can the provision of international law been forced» 19 (Tribunal de Núremberg, 
sentencia de 1 octubre 1946).
Basándonos en las definiciones dadas por Sperduti (1962) y Ronzitti (1988), 
son crímenes internacionales crimina iuris gentium, o crímenes en contra del de-
recho internacional, las graves violaciones de las normas que prevén la pro-
tección de valores y de bienes considerados por parte del ordenamiento de 
la comunidad internacional como meritorios de una tutela particular. Como 
explica el profesor Ollé Sesé, las normas que a nivel internacional se ocupan de 
dichos crímenes encuentran su fundamento en la protección de bienes jurídi-
cos determinados como la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad. De 
hecho, siguiendo la tipificación dada por dicho autor, podemos ver cómo todas 
las conductas que se ponen en contra de uno de estos bienes constituyen un 
crimen de derecho internacional de primer grado. Son delitos de primer grado:
crímenes cometidos en su grande mayoría por miembros de un gobierno, 
organizaciones políticas o grupos afines que puedan ejercer el gobierno de 
facto, bajo un plan organizado, dirigido y/o preconcebido, incluso en tiem-
po de paz. (Ollé Sesé, 2008: 191)
Lo que supone una violación masiva y sistemática de los derechos huma-
nos y la creación de una responsabilidad penal individual directa del sujeto que 
actúa, bajo el derecho internacional. Mientras que los crímenes internacionales 
de segundo grado son los que se fundamentan en el derecho interno o en el 
derecho internacional como lesiones de intereses comunes internacionales o de 
19 [Traducción de la autora]: «Los crímenes en contra del derecho internacional son cometidos por 
hombres, no por entidades abstractas, y solamente sancionado a los individuos que han cometidos 
dichos crímenes las previsiones de derechos internacional son respetadas».
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transcendencia internacional. Debido a su carácter transfronterizo, estas conduc-
tas exigen una adecuada intervención interestatal y determinan la responsabili-
dad penal individual internacional indirecta a través del derecho interno.
En el listado de los crímenes de primer grado encontramos todas las vio-
laciones a las normas de jus cogens. Como explica Bassiouni (2001) el carácter 
de ius cogens se refiere al estatuto jurídico de ciertas infracciones. Debido a este 
estatuto jurídico, las violaciones a estas normas generan obligaciones erga omnes. 
En otras palabras, podemos ver que como consecuencia de la calificación de 
algunos crímenes como jus cogens, se crean obligaciones erga omnes, por ejemplo: 
el deber de procesar o extraditar, la imprescriptibilidad del crimen o la exclusión 
de toda impunidad, incluso si se es miembro de un gobierno, a cualquier nivel. 
El listado de estas obligaciones ha venido modificándose y ampliándose en la 
última década. Se ha incluido en él, la improcedencia del argumento de la obe-
diencia debida y la aplicación del principio de jurisdicción universal.
Nacidas como normas consuetudinarias, estos crímenes fueron tipificados 
por primera vez en el estatuto del Tribunal Penal Militar de Núremberg, tri-
bunal que fue creado para juzgar a los responsables de crímenes contra la paz, 
contra la humanidad, de lesa humanidad y de guerra. Sucesivamente, en 1946, 
a través de la resolución número 94 (I), la Asamblea General de las Naciones 
Unidas pidió a la Comisión de Derecho Internacional, organismo que sustituyó 
al Comité para la codificación del derecho internacional, redactar un Código 
Penal Internacional: código de los delitos contra la paz y la seguridad de la 
humanidad. La Comisión tenía el arduo papel de codificar los principios y las 
normas que habían sido incorporadas en el Estatuto del Tribunal de Núremberg 
y su jurisprudencia. El proyecto, que encontró su versión definitiva en 1991 20, 
ha venido modificándose y adaptándose a los problemas que la comunidad in-
ternacional ha tenido a la hora de identificar las actividades que involucran 
tanto las responsabilidades de los Estados como de los individuos que actúan.
En particular, evidenciamos las dificultades ligadas a la inclusión del crimen de 
agresión en el mismo código y sucesivamente en el Estatuto que dará vida al 
Tribunal Penal Internacional.
Como podemos constatar, en su trabajo, la Comisión de Derecho Interna-
cional empezó a trabajar partiendo de un principio básico: que la codificación 
de un hecho como crimen contra la paz y la seguridad de la humanidad es inde-
20 Draft Code of Crime against the Peace and Security of Mankind, 29 abril-19 julio 1991, Suppl. nº 10 
UN A/46/10 par. 175.
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pendiente de los ordenamientos jurídicos internos de los Estados con lo que: «el 
hecho de que una acción u omisión sea o no posible en el derecho interno no 
juzga la calificación de un crimen contra la paz y la seguridad de la humanidad, 
ya que esta depende exclusivamente del derecho internacional» (Besné Mañero, 
1999: 71).
Este proyecto se desarrolló en doce categorías de crímenes: agresión; amena-
za de agresión; intervención; dominación colonial y otras formas de dominación 
extranjeras; genocidio; apartheid; violaciones sistemáticas o masivas de los derechos 
humanos; crímenes de guerra y de excepcional gravedad; reclutamiento; financia-
ción y adiestramiento de mercenarios; terrorismo internacional; tráfico ilícito de 
sustancias estupefacientes; daños intencionales y graves al medio ambiente.
En 1996 fue redactada una versión actualizada, en la que han sido reducidos 
los crímenes 21. Este listado ha sido modificado en diferentes ocasiones ad opera 
de los tribunales penales internacionales, hasta el estatuto del Tribunal Penal 
Internacional, que ha rediseñado y simplificado los crímenes de derecho inter-
nacional. Este último tiene jurisdicción en cuatro categorías de crímenes, core 
crimes: genocidio, crímenes de guerra, crímenes en contra de la humanidad y el 
crimen de agresión. Debido a la importancia de estos últimos delitos y el lugar 
que ocupan en los estatutos de los tribunales internacionales, hemos decidido 
dedicar los próximos apartados a un análisis sintético de los elementos descrip-
tivos de los mismos.
1.4.  LOS CRÍMENES INTERNACIONALES Y LA JURISDICCIÓN 
EXTRATERRITORIAL PARA SU PERSECUCIÓN
Los crímenes antes mencionados, bajo las condiciones establecidas por el Esta-
tuto de Roma o por el derecho internacional consuetudinario, han sido y son 
objeto de una persecución que trasciende el solo Estado. De hecho, los criterios 
para determinar la jurisdicción sobre algunas actividades criminales cometidas 
más allá del territorio Estatal, que afectan a diferentes países o que se caracte-
rizan como una amenaza para la humanidad, han visto extendido su ámbito de 
aplicación con el objetivo de poner un punto final a la impunidad sobre dichas 
actividades.
21 «Draft Code of Crime against the Peace and Security of Mankind», Informe de la Comisión de 
Derecho Internacional, 6 mayo-26 julio 1996, UN Doc. A/51/10 cap. II.
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Tenemos que decir desde ahora que la ampliación de los criterios de ju-
risdicción, en particular los referidos como jurisdicción universal sobre uno de 
estos actos, ha sido reconocida en pleno, y sin ninguna duda o excepciones, solo 
por el crimen de piratería marítima 22. Su extenuación sucesiva a otras tipologías 
de crímenes se ha creado a través de un lento y tortuoso proceso lleno de com-
promisos y que todavía no se ha concluido.
Desde los primeros años del siglo XX, la doctrina internacional y la juris-
prudencia de los tribunales internacionales y nacionales intentan fundamentar 
esta extensión de jurisdicción sobre otras actividades, en razón del bien jurídico 
tutelado, partiendo de los principios y reglas creadas por el crimen de piratería.
Determinar sobre cuáles crímenes en concreto hay una jurisdicción uni-
versal garantizada como norma de carácter facultativo u obligatorio para todos 
los Estados es seguramente una cuestión preliminar y representa el desafío real 
de la comunidad internacional. En el momento actual todavía no está pacífica-
mente aceptada como tal sobre cualquier clase de crimen internacional. Ya en 
1933 la Asociación Internacional de Derecho Penal había puesto en el orden del 
día de su decimotercer congreso la siguiente cuestión: «¿Sobre cuáles actividades 
criminales podemos reconocer una jurisdicción universal?».
Como hemos mencionado con anterioridad, seguiremos la línea doctrinal 
que sustenta la existencia, a nivel de costumbre internacional, de la posibilidad 
de perseguir a través de la jurisdicción universal las conductas que pueden ser 
calificadas como crímenes de primer grado. Por lo tanto, en los sucesivos aparta-
dos se analizará de forma sintética los diferentes delitos objeto de esta tipología 
de jurisdicción.
1.4.1. El crimen de piratería
Históricamente hablando, el delito de piratería fue el primer crimen so-
bre el que los Estados empezaron a considerar la idea de una posible amplia-
ción de su propia jurisdicción nacional y a crear nuevos criterios para la per-
22 Hablando de jurisdicción universal, hay ejemplos de Estados que todavía en la actualidad reconocen 
la posibilidad de perseguir conductas a través de esta tipología de jurisdicción solamente en el caso 
del crimen de piratería. Entre otros, el Gobierno de China, que en muchas ocasiones ha afirmado 
que el derecho internacional establece una posibilidad de ejercicio extraterritorial de la acción 
penal únicamente en relación a dicho crimen. Para más información se puede consultar la página 
web: http://www.un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/China_E.pdf.
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secución de actos ilícitos que ya no se concretizaban como simples crímenes 
nacionales.
El crimen de piratería, ligado desde sus orígenes a normas de naturaleza 
consuetudinaria, ha sido considerado como el precursor para determinar los 
criterios y los principios de base del ejercicio de la jurisdicción universal. De 
hecho, fue utilizando la jurisprudencia y las reglas creadas para la persecución de 
este crimen, y hoy en día, también para otros crímenes, ha ocurrido una exten-
sión de la jurisdicción territorial. Esto con base en un simple razonamiento, no 
exento de críticas, basado sobre un postulado doble: a) la piratería está sometida 
a una tipología de jurisdicción universal dada la gravedad de los actos cometidos; 
b) los crímenes que, como la piratería, son lesivos para los intereses de la comu-
nidad internacional y son de tal gravedad que amenazan la paz y la seguridad de 
la humanidad, son objeto de la misma jurisdicción.
Partiendo desde una perspectiva histórica, podemos ver como este delito 
tenía una peculiaridad respecto a los crímenes comunes perseguidos por los 
Estados: el hecho de ser cometido en alta mar, espacio considerado res communis 
omnium. Por lo tanto, la principal preocupación de los países afectados por los 
actos de piratería era encontrar la forma de poder perseguir este crimen también 
fuera de su propio espacio territorial. Debido a que la altamar era considerada 
como res communis omnium, se decidió extender las jurisdicciones nacionales en 
este espacio.
Como explica Sánchez Legido (2004), esta extensión de la jurisdicción 
territorial se justificaba en un principio en la protección de una pacífica navega-
ción marítima y la protección de las mercaderías y de las personas de los barcos. 
Por lo tanto, la protección de dichos bienes llega a ser considerada como un bien 
común de todos los Estados frente a las amenazas de los piratas.
También otros crímenes internacionales, sobre todo en un principio, han 
podido ser perseguidos en otros Estados por medio de una extensión de la ju-
risdicción territorial, como el crimen de guerra. En cualquier caso, podemos 
ver cómo esta extensión ha sido justificada de manera diferente en lo relativo al 
crimen que se quería perseguir. De hecho, en cuanto al crimen de piratería, la 
extensión de jurisdicción se justificaba por la ausencia de jurisdicción de un solo 
Estado. Mientras que por el crimen de guerra se justificaba por la inexistencia 
de un sistema judicial adecuado en el lugar de comisión del crimen debido a la 
circunstancia de la guerra.
A pesar de estos esfuerzos, a nivel legislativo, el crimen de piratería careció de 
una definición clara y unívoca hasta 1958, año en que fue firmado el Convenio de 
Ginebra sobre la altamar, perfeccionado en 1982 a través del Convenio de Mon-
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tengo Bay. Y por lo que se refiere a su persecución, solo con el Tratado de Lima 
de 1878 y con el Tratado de derecho penal internacional de Montevideo de 1940 
se pondrán las bases para el ejercicio de una jurisdicción universal. En su artículo 
34.3, el Tratado de Lima prevé que: «las cortes nacionales son competentes para 
juzgar a los piratas tanto nacionales como internacionales». Mientras que el Trata-
do de Montevideo atribuye jurisdicción universal al Estado donde se encuentra el 
autor de uno de los actos que son considerados como crimen de piratería.
En doctrina, Treves (1973), en su libro sobre la jurisdicción en el derecho 
penal internacional, explica la creación del principio de jurisdicción extraterri-
torial justamente en el caso de la persecución del crimen en cuestión. Como 
afirma el autor para este delito no estaba prevista una reglamentación, inter-
na o internacional, adecuada para resolver conflictos entre las jurisdicciones 
competentes, y fue por el trámite de este principio que se encontró la vía para 
resolverlos y ampliar la jurisdicción territorial de cada Estado a hechos que se 
verificaban fuera de su territorio o en las aguas internacionales. De esta manera, 
la altamar se consideraba no como res nullius, sino como res communis para las 
naciones. Varón Mejía (2009: 232) afirma que:
El alta mar deja de ser cosa de nadie, susceptible de apropiación y ejercicio 
de derecho de dominio a cosa de todos. Pero en el esquema de «todos» solo se 
encontraba el conjunto de todas las naciones, inmerso en una categoría aparen-
temente amplia concebida como humanidad. El transgresor de estos intereses 
no solamente se concebía como infractor de una regulación común a los 
Estados, sino como hostis humani generis.
El antecedente más importante de jurisdicción extraterritorial sobre este 
crimen es el caso Lotus por la Corte Internacional de Justicia, sentencia de 7 de 
septiembre de 1927 23. Con base a esta extensión se establece la libertad para cada 
Estado de determinar la esfera de su propia jurisdicción, pudiendo extenderla 
también a hechos ocurridos fuera de su territorio, o sobre bienes y personas que 
no están en el territorio mismo.
El asunto Lotus seguramente nos ofrece numerosos puntos de reflexión 
para el análisis de dicho crimen. Ya que los piratas han sido considerados como 
hostis humani generis, se legitima a cualquier Estado determinar y castigar a sus 
responsables, en el interés de toda la humanidad. Como explica la profesora 
23 Sentencia de 9 de septiembre de 1927, CPJI, serie A, nº 10 (1927), S.S. Lotus (Francia v. Turkey) 
Judgement 17 september 1927.
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Graziani (2011), este caso ha representado, in its jurisdictionals aspects, un caso sui 
generis, una excepción a la regla clásica que consideraba las naves que se encon-
traban en altamar sujetas a la soberanía de los Estados, de sus banderas. Por lo 
que se refiere a los elementos materiales que constituyen la base de este crimen, 
podemos ver que este acto se concretiza cada vez que haya un ataque o una 
violencia ejercitada por una nave de piratas en contra de otra nave, de sus bienes 
o del equipamiento.
Respecto a los otros crímenes internacionales, este delito tiene elementos 
y características muy peculiares. El primer elemento que diferencia este crimen 
de los demás es que los actos ilícitos son cometidos por individuos privados, no 
miembros de un gobierno o militares, personas implicadas con un plan guber-
namental o que de alguna forma tienen el apoyo o son cómplices de miembros 
del ejército o del Gobierno de un Estado. El segundo elemento que evidencia la 
diferencia entre los otros crimina juris gentium y la comisión de uno de los actos ilí-
citos previstos por el crimen de piratería es que estos últimos no conllevan la con-
secuencia de la responsabilidad penal internacional del individuo que los comete.
Podemos decir que, en este asunto, lo que el derecho consuetudinario 
prevé para la persecución de estos actos es simplemente una extensión de los 
criterios normales de jurisdicción para permitir perseguir conductas nocivas a 
la libertad de navegación y a la seguridad de los comercios marítimos, sin deter-
minar una responsabilidad penal internacional del individuo que actúa. La ratio 
que sustenta entonces la extensión de jurisdicción es la necesidad de llenar una 
laguna legislativa que permitía la total impunidad de los crímenes cometidos en 
altamar; la falta de jurisdicción sobre estos actos.
1.4.2. Los crímenes en contra de la humanidad
La palabra «lesa humanidad» encuentra su origen en el latín. Leso significa 
«que ha recibido daño u ofensa». Sobre esta base, el crimen de lesa humanidad 
alude a un delito que, dada su aberrante naturaleza, ofende a la humanidad en su 
conjunto. A nivel histórico, el primer instrumento legislativo que hizo referen-
cia a los actos cometidos en contra de la humanidad fue la convención sobre los 
usos y las leyes de la guerra terrestre, firmada en La Haya en 1907.
En espera de que un Código más completo de las leyes de la guerra 
pueda ser dictado, las altas partes hacen constar que, en los casos no com-
prendidos en las Convenciones, los pueblos y los beligerantes quedan bajo la 
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salvaguardia y el imperio de los principios del derecho de gentes tales como 
resultan de los usos establecidos entre naciones civilizadas, de las leyes de 
humanidad y de las exigencias de la conciencia pública.
Una noción más específica de este delito fue formulada en 1915, después 
de los actos que llevaron al holocausto armenio. En esta ocasión se empezaron 
a determinar los elementos constitutivos del mismo, como son las graves y sis-
temáticas lesiones a la misma dignidad humana. La definición de los elementos 
materiales que constituyen este crimen ha venido desarrollándose durante el 
último siglo a través del auxilio de la jurisprudencia de los tribunales interna-
cionales, partiendo del Tribunal de Núremberg, que, si bien no puede ser consi-
derado un verdadero tribunal penal internacional, ha contribuido enormemente 
en la definición de los crímenes internacionales y en el establecimiento de las 
reglas para el proceso de los presuntos culpables.
A través de lo dictado por el Estatuto del TPI, se desprende en su artículo 
7 que por crimen de lesa humanidad se entiende:
Crímenes de lesa humanidad
1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por «crimen de lesa hu-
manidad» cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte 
de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con 




d) Deportación o traslado forzoso de población.
e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación 
de normas fundamentales de derecho internacional.
f) Tortura.
g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de 
gravedad comparable.
h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada 
en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, 
de género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente 
reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, 
en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o 
con cualquier crimen de la competencia de la Corte.
i) Desaparición forzada de personas.
j) El crimen de apartheid.
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k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencional-
mente graves sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad 
física o la salud mental o física.
Como explica Bassiouni (1992) esta noción se diferencia de las preceden-
tes, en particular de aquella dada por el Tribunal de Núremberg, debido a que 
por primera vez se habla de un ataque a larga escala y de manera sistemática. 
Podemos ver cómo las normas destinadas a castigar dichos actos están enfocadas 
a proteger una multitud de personas, colectivos, no individuos, ya que estos son 
protegidos de manera indirecta; es decir, son protegidos en cuanto son miem-
bros de un colectivo.
Il crimine contro l’umanità insomma, in quanto diretto contro beni giu-
ridici comuni ad una determinata categoria di persone (razza, nazionali-
ta ecc.), non colpisce l’individuo isolatamente appreso, ma l’individuo in 
quanto membro di una collettività umana. [...] Alla tutela penale generale 
della vita umana, della libertà e di altri beni giuridici inerenti all’esistenza 
dell’uomo in seno alla società, si sovrappone, adunque, una tutela penale 
speciale, di cui sono oggetto appunto la razza, la nazionalità, la religione. 
(Vassalli, 1995:67) 24
Analizando la definición prevista podemos ver los elementos específicos 
que caracterizan este delito: el hecho que sea generalizado y sistemático y que 
sea cometido en contra de la población civil. Partiendo del concepto de ataque 
generalizado podemos ver que estos actos deben ser dirigidos en contra de una 
multiplicidad de victimas de conformidad con la política de un Estado o de una 
organización. Además, deben ser cometidos como parte de un plan o de una 
política preconcebida, excluyéndose los actos cometidos al azar. Esta es la defi-
nición de la sistematicidad del acto.
El segundo elemento es la población civil, no combatiente, independien-
temente que sea de la misma nacionalidad del responsable o que tenga una 
nacionalidad diferente. Lógicamente esta definición no logra resolver todos los 
24 [Traducción de la autora]: «el crimen en contra de la humanidad, directo contra bienes jurídicos 
comunes a una determinada categoría de personas (raza, nacionalidad etc.), no afecta al individuo 
aisladamente considerado, sino al individuo en cuanto es miembro de una colectividad humana. 
[...] A la tutela penal general de la vida humana, de la libertad y de otros bienes jurídicos relativos 
a la existencia del hombre en sociedad, se superpone, de esta forma, una tutela penal especial de la 
que son objetos la raza, la nacionalidad, la religión».
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posibles conflictos que se puedan crear en la «zona gris», cuando es difícil dife-
renciar entre los combatientes y los no combatientes, sobre todo cuando entran 
en el juego de un conflicto civil grupos armados que no pertenecen a los apa-
ratos estatales.
Finalmente, el contexto en el que estos actos son normalmente perpetra-
dos es un plan político bien determinado, en donde no hay un conflicto. Ha 
sido la jurisprudencia internacional la encargada de determinar las conductas 
que integran este delito. Estas son: los asesinatos, el exterminio, la imposición 
de condiciones de vida no digna e inhumana, la esclavitud, la deportación o el 
desplazamiento forzoso, los actos de tortura, la desaparición forzada de personas 
o la persecución de un grupo, la violencia sexual, la persecución de civiles y el 
crimen de apartheid.
Dentro de la amplia categoría de crímenes contra la humanidad, particular 
mención merece el crimen de apartheid. Constituyen este crimen todos los actos 
definidos en la Convención Internacional sobre la represión y el castigo del de-
lito de apartheid, de 1973. Estos actos comprenden todas las políticas y prácticas 
de segregación racial y, de manera general, la institución de todo sistema de 
gobierno basado en la discriminación nacional, étnica o religiosa.
Por lo referente a los elementos subjetivos, el crimen contra la humanidad 
puede ser cometido tanto con el dolo, si se prueba que el sujeto responsable 
ha participado directamente en los actos, o por omisión, como es el caso de la 
responsabilidad del superior jerárquico, si el sujeto responsable está dentro de un 
entorno más grande de violencia y no ha participado directamente a la comi-
sión de uno de estos actos. Se habla en estos casos de culpa consciente y para in-
tegrarla es suficiente la aceptación de la posibilidad de verificarse el evento final.
En el caso de crimen en contra de la humanidad, de primer grado como 
afirma Ollé Sesé (2008), se deduciría que hay una obligación de represión uni-
versal del crimen, que se concretiza en ordenar a los Estados a perseguir y juzgar 
a los autores de dichos actos y a resarcir a las víctimas. Otra característica, al ser 
crimen de primer grado, es su imprescriptibilidad 25. Como afirma Diego López 
Garrido (2000: 49):
25 En el Informe de Amnistía Internacional de 2012 (página 13) se establece: «As of 1 September 
2012, it appears that at least 92 (approximately 47.7%) UN member states have included at least 
one crime against humanity as a crime under national law and at least 80 (approximately 41.5%) 
UN member states have provided for universal jurisdiction over such crimes. In addition, at least 
45 (approximately 23.3%) UN member states, although they have not expressly included crimes 
against humanity in their national law have provided their courts with universal jurisdiction over 
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Cuarenta años después del fin de la Segunda Guerra Mundial, en 1985, el 
Tribunal de Casación francés daba una definición de Crimen contra la Hu-
manidad que incluía el elemento de la imprescriptibilidad. En relación con 
el famoso caso de Kalus Barbiem el Tribunal utilizaba por vez primera en 
Francia, los conceptos evocados por el Estatuto del Tribunal de Nuremberg. 
[...] Estos crímenes son imprescriptibles porque son incompatibles con el 
olvido. La prescripción no es un acto de voluntad como amnistías o la gracia. 
No expresa el perdón de los hombres, sino el olvido del tiempo, que garanti-
za impunidad de los crímenes después de un determinado plazo transcurrido 
desde los hechos [...] o desde la condena [...].
1.4.2.1. El crimen de tortura
Hemos decidido tratar el crimen de tortura como autónomo debido al 
particular interés que este último ha tenido a nivel internacional. De hecho, la 
prohibición de actos de torturas o tratos inhumanos, norma de jus cogens que 
establece obligaciones erga omnes para todos los Estados de prevenir, perseguir y 
sancionar dichos actos, está contemplado y ha venido codificado en numerosos 
instrumentos internacionales. Por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos que regula la prohibición absoluta de actos de tortura.
Adoptado por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 
de diciembre de 1966, y en vigor desde el 23 de marzo de 1976, en su artículo 7 
establece: «Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a 
ordinary crimes under national law, which means that they can try persons based on universal 
jurisdiction for at least some conduct, such as murder, assault, rape and abduction, that, if com-
mitted as part of a widespread or systematic attack against civilian population, amounts to crimes 
against humanity». [Traducción de la autora]: «Desde el 1 de septiembre de 2012, parece que por lo 
menos 92 (aproximadamente 47,7%) de los Estados Miembros de la ONU han incluido al menos 
un crimen contra la humanidad como delito en la legislación nacional y por lo menos 80 (aproxi-
madamente 41,5%) de los Estados Miembros de la ONU han previsto una jurisdicción universal 
sobre esos crímenes. Además, al menos 45 (aproximadamente 23,3%) de los Estados Miembros de 
la ONU, a pesar de que no han incluido expresamente crímenes contra la humanidad en su legis-
lación nacional han proporcionado a sus tribunales jurisdicción universal sobre delitos comunes 
tipificados en la legislación nacional, lo que significa que pueden juzgar a las personas basándose 
en la jurisdicción universal por lo menos por algunas conductas, como el asesinato, asalto, vio-
lación y secuestro, que, si se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra 
la población civil, equivale a crímenes contra la humanidad». El texto del informe de Amnesty 
International se puede consultar en la página web: http://www.amnesty.org/es/library/asset/
IOR53/019/2012/en/2769ce03-16b7-4dd7-8ea3 95f4c64a522a/ior530192012en.pdf.
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experimentos médicos o científicos». De ello se desprende que no existe nin-
guna justificación para admitir la tortura bajo ninguna circunstancia, incluso en 
situaciones excepcionales, tanto en tiempo de paz como de guerra 26.
A través de la resolución nº 3452 de 1975, la Organización de Naciones 
Unidas aprobó la Declaración sobre la protección de todas las personas contra 
la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Esta última 
constituyó la base jurídica de la Convención contra la Tortura 27, aprobada el 10 
de diciembre de 1984 y que entró en vigor en 1987. Tanto en la Declaración 
como posteriormente en la Convención, se considera la tortura como «ofensa 
a la dignidad humana». En su artículo 1.1 se define la tortura como un crimen 
internacional. Inspirada en la mencionada Declaración de 1975, el consenso 
internacional llegó a establecer qué es tortura para dicha Convención del 1984:
todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o 
sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella 
o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que 
haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar 
a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de 
discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un 
funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a 
instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considera-
rán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de 
sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas.
Podemos ver cómo la Convención obliga a los Estados parte a tomar to-
das las medidas, conforme al derecho internacional, para prevenir la comisión 
de la tortura 28, investigar toda denuncia 29, dar curso a cualquier queja al res-
26 El mismo pacto establece en su artículo 4.2 que: «La disposición precedente no autoriza suspen-
sión alguna de los artículos 6º, 7º, 8º (párrafos 1 y 2), 11º, 15º, 16º y 18º».
27 El texto de la Convención se puede consultar en la siguiente página web: http://www2.ohchr.
org/spanish/law/cat.htm.
28 Artículo 2: 1. Todo Estado parte tomará medidas legislativas, administrativas, judiciales o de otra 
índole eficaces para impedir los actos de tortura en todo territorio que esté bajo su jurisdicción. 
2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de guerra 
o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública como 
justificación de la tortura. 3. No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una 
autoridad pública como justificación de la tortura.
29 Artículo 12:  Todo Estado parte velará por que, siempre que haya motivos razonables para creer 
que dentro de su jurisdicción se ha cometido un acto de tortura, las autoridades competentes 
procedan a una investigación pronta e imparcial.
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pecto 30, e identificar y sancionar a los responsables. La Convención les obliga 
además a cooperar entre sí en las investigaciones y extraditar a un presunto 
responsable de este crimen 31, pero al mismo tiempo prohíbe que se expulse, 
devuelva o extradite a una persona a un país donde el solicitado estaría en 
peligro de ser sometida a tortura 32.
Para lo que se refiere a la obligación de extraditar o juzgar, se establece 
que, si no procede a la extradición de la persona, el Estado, en cuyo territorio se 
encuentra el presunto responsable, está obligado a someter el asunto a sus auto-
ridades competentes para el enjuiciamiento 33.
30 Artículo 13: Todo Estado parte velará por que toda persona que alegue haber sido sometida a 
tortura en cualquier territorio bajo su jurisdicción tenga derecho a presentar una queja y a que su 
caso sea pronta e imparcialmente examinado por sus autoridades competentes. Se tomarán medi-
das para asegurar que quien presente la queja y los testigos estén protegidos contra malos tratos o 
intimidación como consecuencia de la queja o del testimonio prestado.
31 Artículo 8: 1. Los delitos a que se hace referencia en el artículo 4 se considerarán incluidos 
entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre 
Estados parte. Los Estados parte se comprometen a incluir dichos delitos como caso de extra-
dición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 2. Todo Estado parte 
que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si recibe de otro Estado parte con 
el que no tiene tratado al respecto una solicitud de extradición, podrá considerar la presente 
Convención como la base jurídica necesaria para la extradición referente a tales delitos. La ex-
tradición estará sujeta a las demás condiciones exigibles por el derecho del Estado requerido. 3. 
Los Estados parte que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán 
dichos delitos como casos de extradición entre ellos, a reserva de las condiciones exigidas por el 
derecho del Estado requerido. 4. A los fines de la extradición entre Estados parte, se considerará 
que los delitos se han cometido, no solamente en el lugar donde ocurrieron, sino también en 
el territorio de los Estados obligados a establecer su jurisdicción de acuerdo con el pár. 1 del 
artículo 5.
32 Artículo 3: 1. Ningún Estado parte procederá a la expulsión, devolución o extradición de una 
persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en peligro de ser so-
metida a tortura. 2. A los efectos de determinar si existen esas razones, las autoridades competentes 
tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes, inclusive, cuando proceda, la existencia en 
el Estado de que se trate de un cuadro persistente de violaciones manifiestas, patentes o masivas de 
los derechos humanos.
33 Artículo 7: 1. El Estado parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona de la cual 
se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace referencia en el artículo 4, en los 
supuestos previstos en el artículo 5, si no procede a su extradición, someterá el caso a sus autoridades 
competentes a efectos de enjuiciamiento. 2. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas 
condiciones que las aplicables a cualquier delito de carácter grave, de acuerdo con la legislación de 
tal Estado. En los casos previstos en el párrafo 2 del artículo 5, el nivel de las pruebas necesarias para 
el enjuiciamiento o inculpación no será en modo alguno menos estricto que el que se aplica en los 
casos previstos en el párrafo 1 del artículo 5. 3. Toda persona encausada en relación con cualquiera 
de los delitos mencionados en el artículo 4 recibirá garantías de un trato justo en todas las fases del 
procedimiento.
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Aunque no se defina de forma directa la jurisdicción universal, como 
mecanismo para dar cumplimiento a la obligación de investigar y en su caso 
procesar al presunto responsable de un acto de tortura, este forma de juris-
dicción estaría contemplada de forma indirecta ya que, a través de una lectura 
del conjunto de los artículos de la Convención, se puede afirmar que para dar 
cumplimiento a dicha obligación, el Estado puede activar su propia jurisdic-
ción, también en ausencia de otros criterios que ligan el crimen al territorio 34. 
Es decir, la Convención no establece de forma directa, pero al mismo tiempo 
no prohíbe, la utilización de la jurisdicción universal para perseguir los he-
chos delictivos, siempre en el respecto de las normas internacionales; esto nos 
conduce a afirmar que su ejercicio pueda ser considerado como previsto de 
forma implícita y que esta tipología de jurisdicción podría ser utilizada por 
los Estados para dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en el mismo 
Convenio, de no dejar impunes los actos delictivos, perseguir a los responsables 
y resarcir a las víctimas.
Finalmente, para la supervisión del cumplimiento de este tratado, con base 
en el artículo 17 se crea el comité contra la tortura, órgano formado por 10 
expertos independientes, cuyas funciones están establecidas en los artículos 19, 
20, 21 y 22 de la misma Convención.
34 El Informe de Amnistía Internacional de 2012 (página 13) afirma que: «As of 1 September 2012, 
it appears that at least 95 (approximately 49.2%) UN member states have included torture as a 
separate crime under national law (not as a war crime or crime against humanity) and at least 85 
(approximately 44%) UN member states have provided for universal jurisdiction over this crime. 
In addition, at least 40 (approximately 20.72%) UN member states, although they have not ex-
pressly included torture in their national law have provided their courts with universal jurisdiction 
over ordinary crimes, which means that they can try persons based on universal jurisdiction for 
at least some conduct, such as assault and rape, that, in some circumstances, could be prosecuted 
as torture». [Traducción de la autora]: «Desde el 1 de septiembre de 2012, parece que, al menos, 
95 (aproximadamente 49,2%) de los Estados miembros de la ONU han incluido la tortura como 
delito autónomo en el derecho nacional (no como un crimen de guerra o un crimen contra la 
humanidad) y por lo menos 85 (aproximadamente el 44%) Estados miembros de la ONU han pre-
visto la jurisdicción universal sobre este crimen. Además, al menos 40 (aproximadamente 20,72%) 
de los Estados miembros de la ONU, a pesar de que no han incluido expresamente la tortura en 
su legislación nacional ha proporcionado a sus tribunales jurisdicción universal sobre delitos co-
munes, lo que significa que pueden juzgar a las personas sobre la base de la jurisdicción universal 
por lo menos por alguna conducta, tales como asalto y violación, que, en algunas circunstancias, 
podría ser procesado como tortura». El texto del informe se puede consultar en la página web: 
http://www.amnesty.org/es/library/asset/IOR53/019/2012/en/2769ce03-16b7-4dd7-8ea3-
95f4c64a522a/ior530192012en.pdf.
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Esta definición de tortura ha sido objeto de estudio también en las sedes 
judiciales internacionales, como en el caso del TPI cuyo Estatuto, artículo 7, 
establece que:
e) Por «tortura» se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimien-
tos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acusado tenga bajo 
su custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura el dolor o 
los sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean 
consecuencia normal o fortuita de ellas.
1.4.3. Los crímenes de guerra
Pasando a las siguientes actividades criminales se puede ver cómo los crí-
menes de guerra se concretizan en las graves violaciones de las normas consue-
tudinarias y de los tratados de derecho internacional humanitario de los con-
flictos armados. Esta categoría, como explica Mariño Menédez (2009: 51), «de 
hechos internacionalmente ilícitos ha adquirido una tipificación bien asentada 
en el derecho internacional como crímenes internacionales de individuos».
Circunstancia necesaria al fin de determinar la violación de una de estas 
normas, es la presencia de un conflicto armado, guerra civil u otros ataques que 
no sean puramente internos a un solo Estado, sino internacionales. Una caracte-
rística propia de dichas violaciones es, como afirma Vassalli (1995: 111):
Quella di potere eccitare l’intervento di una giurisdizione penale inter-
nazionale in quanto le sue ripercussioni sono di tale gravità che non può 
venire reputata sufficiente la persecuzione ad opera della giurisdizione pena-
le interna di uno Stato, sibbene può sembrare indispensabile l’intervento di 
una eccezionale giurisdizione penale costituita con il concorso di più Stati 35.
Desde la antigüedad, determinadas conductas, relacionadas con la guerra, 
estaban proscritas Werle (2005). En este sentido se pueden mencionar las normas 
éticas que no permitían matar a prisioneros de guerra, que debían ser liberados 
35 [Traducción de la autora]: «Aquella de poder llevar a la intervención de una jurisdicción penal 
internacional en cuanto sus consecuencias son de tal gravedad que no puede ser considerada su-
ficiente la persecución por parte de una jurisdicción penal interna a un Estado, de hecho puede 
parecer necesaria la intervención de una excepcional jurisdicción penal constituida a través de 
concurso de más Estados».
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una vez que el conflicto terminara. En particular durante la Edad Media, cuando 
comenzaron a emerger diferentes normas de conductas que debían observarse 
en los conflictos bélicos: desde las normas relativas a los medios y los métodos 
de actuar en un combate hasta como se debían comportar las fuerzas armadas. 
De esta forma nace la idea de que todas las violaciones cometidas en contra de 
estos códigos de conducta iban a chocar con lo que en esta época se consideraba 
ius gentium y que era protegido a nivel universal.
El crimen de guerra es el crimen que está contemplado en la mayor parte 
de los tratados internacionales que codificaron las amenazas a la paz y seguridad 
de la humanidad 36. Seguramente los más importantes son los cuatros Convenios 
de Ginebra de 1949 37 y de su Protocolo Adicional Primero de 1977, las viola-
ciones a los cuales, al día de hoy, corresponde el crimen en cuestión.
Los Cuatro Convenios de Ginebra han sido universalmente aceptados y 
constituyen un elemento esencial para la prueba de la vigencia de normas 
de Derecho internacional general en la materia cuya violación desencadena 
la responsabilidad internacional del Estado o los Estados en cuestión a los 
que quepa imputar los crímenes. De otra parte, se acepta comúnmente que 
determinados principios generales y normas contenidas en el Protocolo Pri-
mero de 1977 Adicional a los Convenios de Ginebra codifican así mismo el 
Derecho internacional general. (Mariño Menéndez, 2009: 51)
Sin embargo, debido al hecho de que hay diferentes normas, principios de 
derecho penal internacional formulados en diferentes instrumentos internacio-
nales, que prevén las conductas que integran este crimen, resulta imprescindible 
el análisis del contenido de la norma violada y la individualización caso por caso 
de los elementos que constituyen la violación. Las normas prevén que los actos 
que se refieren a este crimen pueden ser cometidos contra enemigos involu-
crados en el conflicto o ataque, o contra la población civil. Por lo que se refiere 
al elemento subjetivo del crimen, este último puede ser cometido con dolo o 
culpa grave.
36 En este contexto se pueden mencionar: la Cuarta Convención de La Haya de 1907, donde en su 
Anexo encontramos las leyes y costumbres de la guerra terrestre.
37 La codificación de las graves violaciones del derecho humanitario que constituyen crimen de 
guerra se encuentran tipificadas en los artículos de los cuatro Convenios de Ginebra y de su Pro-
tocolo adicional. En particular: en los artículos 49, 50, 51, 52, 53 y 54 del Primer Convenio; en 
los artículos 50, 51, 52 y 53 del Segundo Convenio; en los artículos 129,130,131,132 del Tercer 
Convenio y en los artículos 146, 147, 148 y 149 del Cuarto Convenio. Mientras que, en el Proto-
colo Adicional, la disciplina se encuentra en los artículos 85, 86, 87, 88 y 89.
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Desde su creación se teorizó la utilización del ejercicio jurisdiccional uni-
versal para la prevención y sanción de las infracciones que corresponden a este 
crimen 38. Esta tipología de jurisdicción se fundamentaba, en un principio, en 
tres factores: «(i) que los crímenes de guerra violaban un código universal; (ii) la 
gravedad del crimen; y (iii) la inexistencia de un sistema judicial adecuado en el 
lugar donde se cometían» (Ollé Sesé, 2008: 100).
El desafío de la comunidad internacional hoy en día es determinar con 
exactitud con base a los Convenios de Ginebra qué está permitido para la per-
secución de dicho crimen:
En la actualidad se discute si los Convenios de Ginebra contienen espe-
cíficamente el ejercicio de la jurisdicción universal o si lo que determinan 
es un derecho de los Estados a incluir en sus legislaciones internas el título 
jurisdiccional universal; extremo último que, en todo caso, es admitido. (Ollé 
Sesé, 2008: 102)
La polémica nace del análisis de los artículos 1 y 2 de dichas convenciones 
donde se establecen las obligaciones que los Estados deben cumplir para respetar 
los tratados mencionados: por un lado, la primera obligación de ejercer la juris-
dicción universal en el caso en que se cometan graves infracciones previstas en 
los convenios y en el Protocolo; y la segunda, de incorporar en las legislaciones 
38 Conforme a lo establecido por el informe de Amnestía Internacional de 2012 (página 12): «As of 
1 September 2012, it appears that at least 142 (approximately 73.6%) UN member states have in-
cluded at least one war crime as a crime under national law and at least 136 (approximately 70.5%) 
UN member states have provided for universal jurisdiction over such crimes. In addition, at least 
approximately 29 (approximately 15.0%) UN member states, although they have not expressly 
included war crimes in their national law, have provided their courts with universal jurisdiction 
over ordinary crimes under national law, which means that they can try persons based on univer-
sal jurisdiction for at least some conduct, such as murder, assault, rape and abduction committed 
during armed conflict, that amounts to war crimes». [Traducción de la autora]: «Desde el 1 de 
septiembre de 2012, parece que al menos 142 (aproximadamente 73,6%) los Estados miembros 
de la ONU han incluido al menos un crimen de guerra como crimen en la legislación nacional 
y por lo menos 136 (aproximadamente 70,5%) de los Estados miembros de la ONU han previsto 
la jurisdicción universal sobre tales crímenes. Además, por lo menos aproximadamente 29 Estados 
(aproximadamente 15,0%) miembros de la ONU, a pesar de que no han incluido expresamente los 
crímenes de guerra en su legislación nacional, han proporcionado a sus tribunales jurisdicción uni-
versal sobre delitos comunes tipificados en la legislación nacional, lo que significa que pueden juz-
gar a las personas basándose en jurisdicción universal por lo menos sobre algunas conductas, como 
el asesinato, asalto, violación y secuestro cometidos durante el conflicto armado, que asciende a 
los crímenes de guerra». El texto del informe se puede consultar en la página web: http://www.
amnesty.org/es/library/asset/IOR53/019/2012/en/2769ce03-16b7-4dd7-8ea3-95f4c64a522a/
ior530192012en.pdf.
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nacionales las normas que establecen esta clase de jurisdicción 39. ¿Si la segunda 
obligación no está cumplida por los Estados, estos últimos están autorizados 
a ejercer esta jurisdicción basándose únicamente en el derecho internacional? 
Esta temática será analizada en los sucesivos capítulos de este trabajo.
1.4.4. El crimen de agresión
Hemos decidido mencionar este crimen contra la paz y la seguridad de la 
humanidad ya que ha sido introducido en el artículo 5 del Estatuto de Roma 
y por lo tanto en un futuro no muy próximo podrá ser perseguido ante el TPI, 
aunque cocientes de que en el momento actual, a diferencia de los otros crí-
menes mencionados en este trabajo, no se puede hablar por este delito de una 
jurisdicción extraterritorial de los Estados.
El crimen de agresión encuentra sus antecedentes históricos en el siglo XVI. 
Como explica Lukashuk (1991), en la doctrina de la época, se menciona este 
delito en el tema del desarrollo del ius ad bellum (derecho a la guerra) y el prin-
cipio de «guerra justa». Pero, hay que esperar hasta la creación de la sociedad de 
naciones para una regulación legal de la ilicitud de la guerra. En este momento 
se empezó a plantear la cuestión de la naturaleza ilícita a nivel internacional de 
actos que se ponían en contra del ius ad bellum.
Por ello, cuando el tratado de Versalles pretende la sanción del emperador 
Guillermo II acusado de «ofensa suprema contra la moral internacional y la 
autoridad sagrada de los tratados», la doctrina mayoritaria entiende que tal 
sanción solo sería posible si se le atribuye una naturaleza de ilícito interna-
cional. (Gil Gil, 1999: 76)
Fue con el pacto de la Sociedad de Naciones 40 de 1919 en el que, limitan-
do el recurso a la guerra como mecanismo de resolución de las controversias 
internacionales, se establecieron las primeras disposiciones relativas a la promo-
39 Como señala Carmen Pérez González (2009: 131 y ss.), en la resolución 63/125 de 15 de enero 
de 2009, la Asamblea General de las Naciones Unidas, reitera la obligación de los Estados de tomar 
todas las medidas para aplicar el derecho internacional humanitario en el caso de comisiones de 
un crimen de guerra. Entre otras medidas se establece que los Estados están obligados a aplicar la 
legislación relativa al castigo de los crímenes de guerra de conformidad con sus respectivas obli-
gaciones internacionales. El texto de la resolución se puede consultar en la siguiente página web: 
www.un.org/Depts/dhl/resguide/r63sp.shtml.
40 Véase el Pacto de la Sociedad de Naciones: http://ocw.uc3m.es/periodismo/periodismo-interna-
cional-ii/lecturas/leccion-7/Pacto_de_la_Sociedad_de_Naciones.pdf.
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ción pacífica de las controversias internacionales o el desarme. Es en su artículo 
10 que encontramos el acto de agresión contra la integridad territorial e inde-
pendencia política de los Estados. Al mismo tiempo se estableció la posibilidad 
por la sociedad de las naciones de tomar cualquier acción, racional y eficaz, para 
salvaguardar la paz.
Posteriormente, el 27 de agosto de 1928, a través del pacto Briand-Kellog, 
firmado en París por los Estados Unidos de América, Francia, Alemania, Gran 
Bretaña, Bélgica, Checoslovaquia, Italia, Japón y Polonia, los Estados comen-
zaron a razonar en términos de prohibir el uso de la guerra como medio para 
solucionar conflictos. Por dicho motivo, en este pacto se condenaba el recurso 
a la guerra para la solución de las controversias, pero, como explica Quintano 
Ripollés (1954), no se limitaba el uso de la fuerza a todas las formas de guerra, 
sino a aquella agresiva. No podemos olvidar que, de todas formas, en este mismo 
pacto no se establecía ninguna consecuencia legal para el caso de incumplimien-
to o una responsabilidad penal del individuo que cometía su violación.
El crimen de agresión ha sido insertado por primera vez en un tratado 
internacional en 1945 con el Acuerdo de Londres (London Agreement) en su 
artículo 6 letra (a), acuerdo que ha instituido el Tribunal militar internacional 
de Núremberg y después fue incluido entre los crímenes en contra de la paz:
namely planning, preparation, initiation or waging of a war of aggression, 
or a war in violation of international treaties, agreements or assurances, or 
participation in a Common Plan or conspiracy for the accomplishment of 
any of the foregoing 41. (Werth et al., 1999: 5)
A pesar de que por primera vez se establecía que la guerra «injusta» es un 
ilícito penal, la noción prevista en el Estatuto de Núremberg de guerra de agre-
sión no parece ni clara ni precisa en sus elementos materiales y subjetivos. Fue 
también por la naturaleza crítica y por la complejidad de dar una definición a 
este delito que los trabajos relativos a la creación de un código penal internacio-
nal se paralizaron durante más de 20 años.
Solamente en 1974 se llegó a un acuerdo sobre este concepto a través de 
la Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas, nº 3348 (XXIX) 
de 14 de diciembre de 1974, en la que encontramos una definición, siempre 
41 [Traducción de la autora]: «la planificación, preparación, iniciación o ejecución de una guerra de 
agresión o una guerra en violación de tratados, acuerdos o garantías internacionales, o la partici-
pación en un plan común o conspiración para la perpetración de cualquiera de los anteriores».
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incompleta, pero que retrata la visión que en los años setenta se tenía sobre 
los actos prohibidos por el derecho consuetudinario. De hecho, la resolución 
describió la agresión como el uso de la fuerza armada por un Estado en contra 
de la soberanía, integridad o independencia política de otro Estado, que por lo 
tanto resulta ser incompatible con la Carta de las Naciones Unidas 42. Los actos 
de agresión se califican como crimen en contra la paz y de esta forma llevan a 
la consecuencia de la responsabilidad internacional.
La importancia del concepto contenido en la Resolución 3314 (XXIX) 
constituye el reconocimiento a un nivel universal de que la guerra de agresión 
es una violación grave del Derecho internacional, lo que ha sido reconocido 
por la comunidad internacional, sin perjuicio de ello, la doctrina ha coin-
cidido que las deficiencias más importantes, de la Resolución con respecto 
a la elaboración del concepto, son la falta de mención de la responsabilidad 
personal y de la forma de participación en el acto. (Finsterbusch, 2013: 52)
Desde esta definición parcial, varios han sido los intentos de crear una defi-
nición más amplia y aceptada de este crimen, pero sin llegar a muchos resultados 
sobre todo si se considera que el problema principal no ha sido resuelto: ¿qué 
debe ser considerado como agresión?
El fiscal del Tribunal militar de Núremberg, Robert Jackson, en 1945, afir-
mó que: «To initiate a war of aggression, therefore, is not only an international 
crime; it is the supreme International crime differing only from other war cri-
mes in that it contains within itself the accumulated evil of the whole 43». No 
obstante, como explica Finsterbusch (2013: 34):
dicho concepto es, no obstante, vago e impreciso en lo que respecta a la de-
terminación de los elementos del tipo, las características del sujeto activo y de 
la intención en la acción, como asimismo las situaciones en las cuales existe un 
«acto de agresión», conducta fundamental para la determinación del crimen.
42 De hecho, la Carta de la Organización de Naciones Unidas establece los derechos y las obligaciones 
de los Estados miembros y, en lo relativo al crimen de agresión, en el artículo 2° inciso 4, se establece 
explícitamente «la prohibición del uso de la fuerza» en contra de otro Estado. Disponiéndose que: 
«Los miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la 
amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier 
Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los Propósitos de las Naciones Unidas». Véase al 
respecto la Carta de las Naciones Unidas: http://www.un.org/es/documents/charter/.
43 [Traducción de la autora]: «Iniciar una guerra de agresión, por lo tanto, no es solo un crimen 
internacional, es el crimen internacional supremo, que difiere de los otros crímenes de guerra en 
cuanto contiene en sí mismo el acumulado de maldad del resto».
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Esta problemática sigue viva a pesar de la inclusión de este delito también 
en el Estatuto del TPI, entre los crímenes de competencia de dicho tribunal. De 
hecho, también la doctrina internacional ha estado siempre dividida entre quien, 
como Benjamin Ferencz, apoyaba la implementación del Estatuto de Roma en la 
vía de la inclusión de este crimen entre los que pueden ser investigados, mientras 
que, otros autores, como Michael Glennon, se han mostrado contrarios a esta in-
clusión, afirmando que muchas veces no hay un límite muy claro entre los actos 
que se califican como agresión y los actos que en realidad sirven para la seguridad 
internacional. El problema ha sido parcialmente resuelto por parte de los redacto-
res del Estatuto del TPI, en sede de Preparatory Commission, estableciendo que la 
Corte tiene jurisdicción sobre los actos que se califican como agresión, únicamen-
te en el momento en que los Estados parte del Estatuto dan una definición clara 
y unívoca de este crimen. Dada la peculiaridad del tema y las implicaciones que 
una definición podría tener sobre los Estados, esta previsión se presentaba, como 
explicó Zimmermann (1999: 106), como un impasse para la jurisdicción sobre 
dicho crimen: «seems rather unlikely that the Parties to the Statute will –at least in 
the foreseeable future– be able to include the crime of aggression within the list 
of crimes for which the ICC has subject matter jurisdiction» 44.
Debido a ello, el 31 de mayo de 2010 durante la Conferencia de Revisión 
del Estatuto de Roma en Kampala, Uganda, los Estados parte de la TPI, Estados 
observadores, organizaciones internacionales, ONG y otros participantes discu-
tieron algunas enmiendas propuestas, evaluando, por un lado, el impacto que el 
Tribunal había tenido hasta el momento de la Conferencia y cómo los Estados 
parte del Estatuto de Roma estaban enfrentando los temas de complementarie-
dad y de cooperación y, por otro lado, contribuyendo a un diálogo más eficaz 
sobre los crímenes internacionales y en particular sobre el crimen de agresión.
De acuerdo con su artículo 123, se celebró la conferencia para revisar el 
Estatuto de Roma. Tras largas negociaciones, se adoptaron disposiciones 45, in-
44 [Traducción de la autora]: «Parece poco probable que las Partes en el Estatuto serán –al menos en 
el futuro previsible– capaces de incluir el crimen de agresión en la lista de delitos por los que la 
CPI tiene jurisdicción sobre el asunto».
45 En la conferencia que se celebró en Kampala, 1ª Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma, 
se aprobaron diferentes resoluciones y declaraciones. Partiendo por las resoluciones: la 1ª se refiere al 
principio de complementariedad; la 2ª es relativa al impacto del sistema del Estatuto de Roma sobre 
las víctimas y las comunidades afectadas; en la 3ª se enfrenta el tema del cumplimiento de las penas; 
la 4ª es relativa al art. 124 del Estatuto, disposición relativa a la disposición de transición que permite 
a un Estado no aceptar la competencia de la Corte durante un periodo de 7 años en el momento de 
hacerse parte del Estatuto y por los crímenes cometidos en su territorio o por sus nacionales; mientras 
que la 5º enfrenta el tema del enmienda del art. 8; finalmente la 6º es sobre el crimen de agresión.
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cluidas aquellas relativas a la capacidad de la Corte para investigar y enjuiciar a 
individuos por dicho crimen. En particular, objeto de modificación fueron los 
artículos 5, 8 bis, 8.2, 9.1, 15 bis y ter, 20.3 y 25.
En lo relativo al crimen de agresión se decidió que el Tribuanl no podrá 
ejercitar su jurisdicción sobre el crimen hasta el 1 de enero de 2017, cuando los 
Estados tomen la decisión de activar la jurisdicción. Según el artículo 8 bis se 
establece la definición de crimen de agresión:
Artículo 8 bis
Crimen de agresión
1. A los efectos del presente Estatuto, una persona comete un «crimen de 
agresión» cuando, estando en condiciones de controlar o dirigir efectiva-
mente la acción política o militar de un Estado, esa persona planifica, prepara, 
inicia o realiza un acto de agresión que, por sus características, gravedad y es-
cala, constituye una violación manifiesta de la Carta de las Naciones Unidas.
2. A los efectos del párrafo 1, por «acto de agresión» se entenderá el uso de 
la fuerza armada por un Estado contra la soberanía, la integridad territorial o 
la independencia política de otro Estado o en cualquier otra forma incompa-
tible con la Carta de las Naciones Unidas. Cualquiera de los siguientes actos, 
independientemente de que haya o no una declaración de guerra, deberá, de 
acuerdo con la resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas del 14 de diciembre de 1974, calificarse como un acto de agresión:
(a) La invasión o el ataque por las fuerzas armadas de un Estado del te-
rritorio de otro Estado, o toda ocupación militar, aun temporal, que resulte 
de dicha invasión o ataque, o toda anexión, mediante el uso de la fuerza, del 
territorio de otro Estado o de parte de él;
(b) El bombardeo, por las fuerzas armadas de un Estado, del territorio de 
otro Estado, o el empleo de cualquier arma por parte de un Estado contra el 
territorio de otro Estado;
(c) El bombardeo, por las fuerzas armadas de un Estado, del territorio de 
otro Estado, o el empleo de cualquier arma por parte de un Estado contra el 
territorio de otro Estado;
(d) El ataque por las fuerzas armadas de un Estado contra las fuerzas ar-
madas terrestres, navales o aéreas de otro Estado, o contra su flota mercante 
o aérea;
(e) La utilización de fuerzas armadas de un Estado, que se encuentren en 
el territorio de otro Estado con el acuerdo del Estado receptor, en violación 
de las condiciones establecidas en el acuerdo o toda prolongación de su pre-
sencia en dicho territorio después de terminado el acuerdo;
(f) La acción de un Estado que permite que su territorio, que ha puesto 
a disposición de otro Estado, sea utilizado por ese otro Estado para perpetrar 
un acto de agresión contra un tercer Estado;
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(g) El envío por un Estado, o en su nombre, de bandas armadas, grupos 
irregulares o mercenarios que lleven a cabo actos de fuerza armada contra 
otro Estado de tal gravedad que sean equiparables a los actos antes enumera-
dos, o su sustancial participación en dichos actos.
Como explica Matthew Gillett (2013: 7), esta definición fue seguramen-
te influenciada por la Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General de la 
ONU de 14 de diciembre de 1974.
The framers of the aggression amendments ultimately agreed upon an amal-
gamation of article 6 of the Nuremberg Statute (crimes against the peace) 
and the definition of aggression contained in UNGA Resolution 3314. This 
composite definition imports the dual benefits of the historical pedigree of 
the Nuremberg definition and the hard-gained consensus arrived at in Re-
solution 3314 46.
Mientras que en los artículos 15 bis y 15 ter se establecieron las condiciones 
para que el tribunal ejerza su jurisdicción sobre el crimen de agresión. Se puede 
constatar cómo, a diferencia de los otros crímenes del Estatuto, los artículos 15 
bis y 15 ter establecen un régimen jurisdiccional único que determina cuándo el 
Fiscal del TPI es capaz de iniciar una investigación sobre un crimen de agresión.
Artículo 15 bis
Ejercicio de la competencia con respecto al crimen de agresión
1. La Corte podrá ejercer su competencia respecto del crimen de agresión 
de conformidad con el artículo 13, con sujeción a las disposiciones de este 
artículo.
2. El Fiscal, si llegare a la conclusión de que existe fundamento razonable 
para iniciar una investigación sobre un crimen de agresión, verificará en pri-
mer lugar si el Consejo de Seguridad ha determinado la existencia de un acto 
de agresión cometido por el Estado que se trate. El Fiscal presentará al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas una notificación sobre la situación ante la 
Corte, junto con la documentación y otros antecedentes que sean pertinentes.
3. Cuando el Consejo de Seguridad haya emitido dicha determinación, 
el Fiscal podrá iniciar la investigación respecto de un crimen de agresión.
El artículo 15 bis también establece que los Estados parte pueden deci-
dir no estar sujetos a la jurisdicción de la Corte de acuerdo con el artículo 
46 [Traducción de la autora]: «Los autores de las enmiendas de agresión coincidieron en última ins-
tancia de una fusión del artículo 6 del Estatuto de Núremberg (crímenes contra la paz) y la defini-
ción de agresión contenida en la Resolución AGNU 3314. Esta definición compuesta comporta 
un beneficio dual: la garantía histórica de la definición de Núremberg y el consenso duramente 
ganado en la Resolución 3314».
74 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
presentando una declaración al Secretario de la Corte renunciando a dicha 
jurisdicción. Esta declaración puede realizarse en cualquier momento (inclu-
so antes de que las enmiendas entren en vigor) y deberá ser revisada por el 
Estado parte dentro de tres años.
Artículo 15 ter
Ejercicio de la competencia respecto del crimen de agresión (remisión 
por el Consejo de Seguridad)
1. La Corte podrá ejercer su competencia respecto del crimen de agresión 
de conformidad con el apartado b) del artículo 13, con sujeción a las dispo-
siciones de este artículo.
2. La Corte únicamente podrá ejercer su competencia respecto de críme-
nes de agresión cometidos un año después de la ratificación o aceptación de 
las enmiendas por treinta Estados parte.
3. La Corte ejercerá su competencia respecto del crimen de agresión de 
conformidad con el presente artículo, a condición de que se adopte una de-
cisión después del 1 de enero de 2017 por la misma mayoría de Estados parte 
que se requiere para la aprobación de una enmienda al Estatuto.
4. La determinación de que hubo acto de agresión realizada por un ór-
gano ajeno a la Corte no irá en perjuicio de las propias conclusiones de la 
Corte en virtud del presente Estatuto. RC/11 22 11-S-011110.
5. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de las disposiciones co-
rrespondientes al ejercicio de la competencia respecto de otros crímenes a 
los que se hace referencia en el artículo 5.
6. Insértese el texto siguiente a continuación del párrafo 3 del artículo 25 
del Estatuto:
3 bis. Por lo que respecta al crimen de agresión, las disposiciones del pre-
sente artículo solo se aplicarán a las personas en condiciones de controlar o 
dirigir efectivamente la acción política o militar de un Estado.
7. Sustitúyase la primera oración del párrafo 1 del artículo 9 del Estatuto 
por la oración siguiente:
1. Los Elementos de los crímenes ayudarán a la Corte a interpretar y apli-
car los artículos 6, 7, 8 y 8 bis.
8. Sustitúyase el encabezamiento del párrafo 3 del artículo 20 del Estatuto 
por el párrafo siguiente; el resto del párrafo no se modifica:
3. La Corte no procesará a nadie que haya sido procesado por otro tribu-
nal en razón de hechos también prohibidos en virtud de los artículos 6, 7, 8 
u 8 bis a menos que el proceso en el otro tribunal.
Este artículo excluye a los Estados que no son parte de la jurisdicción del 
TPI en relación con los crímenes de agresión cuando estos hayan sido cometi-
dos por ciudadanos de dicho Estado o dentro de su territorio. Tanto el artículo 
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15 bis como el 15 ter establecen que cualquier determinación realizada por un 
organismo externo al Tribunal (como el Consejo de Seguridad) no afectará el 
fallo de la Corte sobre un acto de agresión.
Finalmente, por lo que se refiere a la entrada en vigor de las enmiendas, po-
demos agregar que: estas últimas fueron adoptadas por consenso de acuerdo con 
el artículo 5.2 del Estatuto y entrarán en vigor de acuerdo con el artículo 121.5. 
Sin embargo, las disposiciones de los artículos (15 bis y 15 ter) afirman que el 
Tribunal no podrá ejercer su jurisdicción sobre el crimen de agresión hasta que:
• al menos 30 Estados parte hayan ratificado o aceptado las enmiendas;
• dos tercios de los Estados parte hayan tomado una decisión para activar la 
jurisdicción en cualquier momento después del 1º de enero de 2017 y
• de acuerdo con la cláusula de opting out.
Seguramente la Conferencia de Kampala ha marcado un paso muy impor-
tante para enfrentarse en un futuro a casos que vierten sobre dicho crimen. No 
obstante, la doctrina especializada, entre otros Pigrau i Solé (2012: 63), no se 
muestra muy esperanzada:
La utilización en la enmienda relativa al crimen de agresión de numerosos 
mecanismos de este tipo, como la cláusula opting out, la adición de nuevos 
requisitos temporales (nunca antes de 2017) o procedimentales (la necesidad 
de 30 aceptaciones de la enmienda y de la adopción de una nueva decisión 
por una mayoría de los dos tercios de los Estados parte) y de tantos otros 
requisitos que la imaginación de los asesores jurídicos de los Gobiernos poco 
deseosos de comprometerse pueden llegar a desarrollar en futuras enmien-
das, pueden abrir escenarios en que la entrada en vigor de las mismas sea 
inverosímil.
1.4.5. El crimen de genocidio
El término genocidio tiene una doble raíz etimológica. La primera es una 
palabra griega: genos, que significa raza; la segunda palabra es latina: caedere, que 
significa matar. La primera definición que encontramos sobre el genocidio la 
propone Raphael Lemkin. Para él, el genocidio hace referencia a las pluralida-
des de acciones dirigidas a negar a un grupo las condiciones esenciales para su 
misma supervivencia, hechas con la intención de destruir a este grupo (Lemkin; 
1944: 79).
No fue hasta 1946, a través de la resolución de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, nº 96 (I) de 11 de diciembre de 1946, cuando este crimen 
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fue por primera vez entendido como crimen internacional y se determinaron 
los elementos constitutivos del mismo, universalmente aceptados. En este do-
cumento el crimen de genocidio está definido como: «denial of the right of 
existence of entire human groups in the same way as homicide is the denial of 
the right to live for individual human beings» 47.
Este acto de la Asamblea General representa un borrador de proyecto de 
un código sobre los crímenes internacionales. Un proyecto que se quedó sin 
ninguna validez jurídica, pero que, como todos los documentos de soft law, re-
presenta un punto de partida para las normas consuetudinarias y convencionales 
sobre este mismo tema. De hecho, sobre la base de este código, en 1947, el UN 
Economic and Social Council ha sido llamado a preparar un borrador de la 
«Convention on the Prevention and Punishment of the Crime of Genocide» 
(Convención de la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio).
Un año después, el texto definitivo de la convención fue aprobado por 
parte de la Asamblea General, a través de la resolución nº 260 (III) de 9 de di-
ciembre de 1948. En su artículo 2 encontramos, por primera vez en un tratado 
internacional, una definición de genocidio:
Any of the following acts committed whit intent to destroy, in whole or 
in part, a national, ethnical, racial or religious group, as such:
(a) Killing members of the group;
(b) Causing serious bodily or mental harm to members of the group;
(c) Deliberately inflicting on the group conditions of life calculates to bring 
about its physical destruction in whole or in part;
(d) Imposing measures intended to prevent births within the group;
(e) Forcibly transferring children of the group to another group 48.
La convención ha sido reconocida como norma de derecho consuetudi-
nario, como confirma el Tribunal por los crímenes cometidos en el territorio 
de Ruanda en la sentencia relativa a Akayesu y el Tribunal por los crímenes 
47 [Traducción de la autora]: «negación del derecho a la existencia de grupos humanos enteros en la 
misma forma que el homicidio es la negación del derecho a la vida a seres humanos individuales».
48 [Traducción de la autora]: «cualquiera de los siguientes actos cometidos con la intención de des-
truir, totalmente o en parte, un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal:
 (a) Matanza de miembros del grupo;
 (b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;
 (c)  Sometimiento intencional del grupo a condiciones de vida que se calcula vayan a acarrear su 
destrucción física, total o parcial;
 (d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos dentro del grupo;
 (e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo».
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cometidos en el territorio de la exYugoslavia en el caso Krstic de 2001 y con-
firmado por parte de la doctrina internacional, entre otros, Cassese (2003) en su 
libro International criminal law. Al mismo tiempo, como afirman Behrendt (2005) 
y Kreicker (2005), se empieza a razonar sobre la existencia de una jurisdicción 
penal universal, establecida en esta norma como mecanismo complementario a la 
jurisdicción internacional, con base en la cual las conductas de genocidio pueden 
ser perseguidas no solamente por los tribunales internacionales, sino por los tri-
bunales internos a los Estados por parte de las autoridades judiciales nacionales 49.
1.4.5.1.  Los elementos objetivos y subjetivos que caracterizan el crimen 
de genocidio
Empezando por la definición dada en la Convención sobre la represión y 
prevención de este crimen, podemos identificar los elementos que caracterizan 
el mismo. La norma prevé que los actos pueden ser diferentes y se materializan 
en conductas como el asesinato; las lesiones físicas o psicológicas; eliminación de 
la identidad de un grupo, lo que se identifica con el concepto de morte sociale 50; 
actos de torturas; embarazos forzosos u actos que intenten negar la posibilidad a 
las mujeres de quedarse embarazadas o interrumpir los embarazos; el desplaza-
miento de parte del grupo, etc.
49 En el Informe de Amnistía Internacional de 2012 (página 13) se afirma que: «As of 1 September 
2012, it appears that at least 118 (approximately 61.1%) UN member states have included geno-
cide as a crime under national law and at least 94 (approximately 48.7%) UN member states have 
provided for universal jurisdiction over genocide. In addition, at least 25 (approximately 13.0%) 
UN member states, although they have not expressly included genocide in their national law have 
provided their courts with universal jurisdiction over ordinary crimes, which means that they can 
try persons based on universal jurisdiction for at least some conduct, such as murder, assault, rape and 
abduction, that if committed with intent to destroy, in whole or in part, a national, ethnical, racial 
or religious group, as such, could amount to genocide». [Traducción de la autora]: «Desde el 1 de 
septiembre de 2012, parece que al menos 118 Estados miembros (aproximadamente 61,1%) de las 
Naciones Unidas han incluido el genocidio como delito en la legislación nacional y por lo menos 
94 Estados miembros (aproximadamente 48,7%) de la ONU han previsto la jurisdicción universal 
sobre el genocidio. Además, al menos 25 (aproximadamente 13,0%) de los Estados miembros de la 
ONU, a pesar de que no han incluido expresamente el genocidio en su legislación nacional, han pro-
porcionado a sus tribunales jurisdicción universal sobre delitos comunes, lo que significa que pueden 
juzgar a las personas sobre la base de la jurisdicción universal por lo menos sobre algunas conductas, 
como el asesinato, asalto, violación y secuestro, que si se comete con la intención de destruir, total o 
parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal, podría equivaler al genocidio».
 El texto del Informe se puede consultar en la página web: http://www.amnesty.org/es/library/
asset/IOR53/019/2012/en/2769ce03-16b7-4dd7-8ea3-95f4c64a522a/ior530192012en.pdf.
50 [Traducción de la autora]: «muerte social».
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De manera diferente a otros crímenes internacionales como el crimen de 
guerra, para poder hablar de crimen de genocidio no se necesita un contexto 
determinado para su realización. Esto significa que a la hora de identificarlo 
como crimen internacional será necesario solo el elemento subjetivo, es decir, 
el motivo del reo, specific intent. Por lo tanto, desde una perspectiva subjetiva, 
estas conductas deben ser actuadas con intención específica, dolo específico, de 
destrucción de todo o parte de un mismo grupo. Este elemento, el dolo espe-
cífico, podría llevar a la conclusión de que también un solo acto de asesinato o 
de tortura, dirigido a la eliminación o destrucción de un grupo racial, étnico o 
religioso, podría constituir un acto de genocidio. Obviamente esta afirmación es 
válida a nivel teórico y de determinación del crimen, pero en el momento pro-
cesal, los parámetros para la imputación del mismo crimen resultan diferentes.
Por otro lado, de esta norma podemos identificar que la lesión de un inte-
rés individual de un sujeto es tomada en consideración solamente si se determi-
na que esta lesión está dentro de una agresión mayor a un interés colectivo. En 
otras palabras, la violencia ejercida sobre un sujeto puede ser objeto de protec-
ción bajo la Convención sobre el Genocidio, solo si este individuo pertenece 
a uno de los grupos, étnico, religioso o racial, previstos en el artículo 2 de la 
Convención misma.
De esta forma se ha expresado el Tribunal Internacional para Ruanda en la 
sentencia Akayesu, donde ha afirmado que el crimen de genocidio se configura 
solamente en el caso en el que se demuestre que la víctima pertenece al grupo 
tutsi. Y la doctrina internacional (entre otros, Mettraux [2005] y Schabas [2000]) 
ha confirmado esta orientación jurisprudencial seguida por este órgano. En una 
sentencia posterior, Bagilishema de 2001, el mismo Tribunal ha vuelto sobre sus 
propios pasos, dando una definición más amplia de los criterios previstos en la 
Convención para identificar la pertenencia a un grupo, y decidiendo, además, 
no establecer a priori los límites de esta definición, sino analizarlos caso por caso 
y, finalmente, evaluando si el reo, en el momento de cometer la conducta de-
lictiva contra un sujeto, identifica a esta persona como perteneciente o no a un 
determinado grupo.
Cuando hablamos de grupo, concepto sobre el cual se construye este 
tipo de crimen, se entiende: «una pluralità di persone legate in maniera dura-
tura da caratteristiche comuni, che si differenzia dal resto della popolazione» 51 
51 [Traducción de la autora]: «pluralidad de personas ligadas en forma duradera con características 
comunes, lo que las diferencia del resto de las poblaciones».
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(Werle, 2009: 666). Como se puede imaginar, este término ha sido objeto de 
diferentes interpretaciones a lo largo de los años para poderlo adaptar mejor 
a las diferentes situaciones en que se verificaban los actos de genocidio. En las 
sentencias de los tribunales internacionales llamados a juzgar presuntos culpa-
bles de estas conductas, podemos ver cómo este concepto ha sido interpretado, 
en algunos casos de manera restringida, mirando los elementos constitutivos 
y distintivos de los grupos: lengua, religión o raza; mientras en otros casos, ha 
sido utilizado un criterio más flexible que intenta incluir en la evaluación del 
caso, también, la percepción de la identidad que tiene un sujeto. Esto significa 
que, en algunos casos, no obstante, a nivel objetivo no sea posible identificar 
que hay un grupo bien definido. El juez debe tener en cuenta los mecanismos 
sociales de atribución de la identidad que permiten en concreto establecer 
que un determinado sujeto se sienta parte de un grupo determinado, self 
identification, o que se le atribuye por parte de la sociedad esta pertenencia, 
identification by others.
Este crimen ha sido objeto de muchos juicios, tanto a nivel internacional 
como nacional. Debido a su importancia, en este trabajo son tratados casos so-
bre esta tipología de crimen que han sido llevados a cabo por tribunales penales 
internacionales y nacionales.
1.5.  LA LUCHA CONTRA LA IMPUNIDAD DE LOS CRÍMENES 
INTERNACIONALES
Es bien sabido que también en el caso de delitos que afectan a una pluralidad de 
Estados o que involucran a un gran número de víctimas y victimarios, delitos 
que por lo tanto tienen repercusiones fuertes en el ámbito internacional, el lugar 
de comisión de los hechos sería el lugar donde se debería activar la justicia. Por 
lo tanto, un importante rol lo tiene el Estado en cuyo territorio se verificaron 
los hechos delictivos. En este caso se hace referencia al principio denominado 
de «territorialidad del crimen». En función de este principio es competente 
para juzgar un delito el juez del lugar donde el mismo ha sido cometido. Como 
explica Coombes (2011: 424):
Under customary international law, states may prescribe criminal laws 
on various bases. The most common is the territoriality principle, under 
which a state may criminalize conduct committed on its territory, regardless 
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of whether the acts are committed by nationals or nos-nationals. In the 
light of the principle of state sovereignty, this jurisdictional basis is uncon-
troversial 52.
Como explica Beccaria, en su libro sobre los delitos y las penas, la territo-
rialidad es otra forma del concepto mismo de soberanía «il luogo della pena è 
il luogo del delitto, perché ivi solamente, e non altrove, gli uomini sono sforzati 
di offendere un privato per prevenire l’offesa pubblica» 53 (Beccaria, [1764] 2003: 
47). Podemos decir que el último pensamiento representa el fundamento ideo-
lógico de la territorialidad en cuanto es en el lugar en que se comete un crimen 
donde debería actuar su represión.
Por otro lado, podemos encontrar un fundamento más práctico del con-
cepto de territorialidad en cuanto es en el lugar en que se cometió un delito 
donde en circunstancias normales se encuentran las pruebas, los testigos, el reo, 
etc. «En el sistema tradicional, cada Estado persigue los crímenes cometidos en 
su territorio. En base a su soberanía, se le impone la responsabilidad de asegurar 
el orden público en su territorio» (Tomuschat, 2009: 11).
Este principio bien se adapta para la represión de lo que se denominan 
crímenes comunes, como un asesinato, un hurto, una agresión, delitos que por 
su naturaleza se desarrollan en un único momento, o en un mismo plan crimi-
nal, y en un único espacio en que sucesivamente se descubren las pruebas, los 
testigos, etc. Pero cuando nos enfrentamos a los crímenes internacionales, como 
por ejemplo un genocidio, actos de tortura o crímenes de guerra, podemos 
ver cómo, también si es el Estado en cuyo territorio se verificaron los hechos 
el que primariamente tiene la competencia en activar el sistema de justicia 
para perseguirlos, sancionar los responsables y reparar las víctimas, no siempre 
de esta forma se garantiza la justicia y se evita la impunidad sobre los hechos 
cometidos. De hecho, muchos de los crímenes internacionales encuentran obs-
táculos a la hora de ser perseguidos en un determinado Estado, en particular en 
el país en cuyo territorio han sido cometidos, aunque, como hemos mencio-
52 [Traducción de la autora]: «Bajo el derecho internacional consuetudinario, los Estados pueden 
prescribir el derecho penal sobre diferentes bases. La más común es el principio de territorialidad, 
bajo el cual un Estado puede criminalizar conductas cometidas en su territorio, independiente-
mente del hecho de si los actos son cometidos por nacionales o no nacionales. A la luz del princi-
pio de soberanía de los Estados, esta base jurisdiccional es no controvertida».
53 [Traducción de la autora]: «el lugar de la pena es el lugar del delito, porque solamente allí, y no en 
otra parte, los hombres se han esforzado en ofender a un privado para prevenir una ofensa pública».
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nado con anterioridad, sería preferible que este último se activara primis para 
su persecución.
De esta forma se expresa el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
en la Resolución nº 1265 de 17 de septiembre de 1999 cuando enfatiza el papel 
del Estado, en cuyo territorio se verificaron los actos de genocidio, crímenes 
en contra de la humanidad y otras graves violaciones al derecho internacional 
humanitario, para poner fin a la impunidad y perseguir dichos actos y castigar a 
los sujetos que los cometieron.
Podemos hablar de una política de las Naciones Unidas en materia de lu-
cha conta la impunidad y restablecimiento del estado de derecho. Esta última se 
fundamenta en la idea de que son los países afectados por las graves violaciones 
los que deben activar su mecanismos de justicia, a través de su sistemas legales, 
con el fin de restablecer la situación quo ante. Y en el caso de imposibilidad o 
carencia de voluntad, el Consejo afirma la necesidad de poner en marcha meca-
nismos internacionales para hacer eficaz la lucha a la impunidad como compro-
miso entre las Naciones y respeto de las obligaciones ratificadas por los Estados 
sobre la persecución de los crímenes internacionales 54.
Esta afirmación encuentra varias razones que la sustentan, en particular se 
puede mencionar que la falta de voluntad o imposibilidad de los Estados nace 
por diferentes causas como el hecho de que estos delitos son cometidos por 
parte de los mismos organismos estatales o bajo el control de órganos estatales 
o con el apoyo de estos últimos. Además, no son crímenes individuales, sino 
crímenes cometidos sistemáticamente y a gran escala; son actos que trascienden 
un solo Estado y afectan muchas veces a otros territorios. Por todas estas razones, 
resulta muy difícil para un juez del lugar donde se cometieron poderlos reprimir. 
Finalmente, no podemos olvidar el hecho de que, en muchos países, después de 
54 Momtaz (2006: 390 y ss.) analiza el tema de las obligaciones que se crean después de la ratificación 
de un tratado internacional en el tema de persecución de crímenes internacionales. En particular, 
hace referencia a la convención sobre la represión y castigo del crimen de genocidio y de las Cua-
tros Convenciones de Ginebra sobre la protección de las víctimas de la guerra. En ambos casos hay 
una clara obligación de traer a los culpables frente a los órganos judiciales competentes del país 
donde las violaciones han sido perpetradas. Por lo que se refiere al crimen contra la humanidad el 
autor afirma «[...] ces exemples constituent une pratique certes limitée mais significative en faveur 
de la formation d’une opinio juris dans le sens de l’existence d’une obligation à la charge des Etats 
de rechercher et de poursuivre les auteurs de crimes commis au cours d’un conflit armé non 
international». [Traducción de la autora]: «[...] estos ejemplos constituyen una práctica limitada 
pero significativa en favor de la formación de una opinio juris en el sentido de la existencia de una 
obligación de los Estados de investigar y enjuiciar los crímenes cometidos durante un conflicto 
armado no internacional».
82 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
un conflicto, interno o internacional, o después de la ejecución de otros de estos 
crímenes, se prefiere llevar a cabo una política que deje impune a los responsa-
bles, con el fin de obtener una «reconciliación social».
Se habla en este sentido de las leyes de impunidad, muy conocidas en los 
países de Latinoamérica y que han dejado sin juicio a miembros de las fuerzas 
militares y del gobierno. También debemos mencionar las prácticas que de ma-
nera esencial sirven para dejar impunes a dichos sujetos, como las normas sobre 
la prescripción de un delito. Finalmente, pero no menos importante, entre las 
formas de impunidad, encontramos los juicios llevados a cabo por los tribunales 
militares internos que no dejan posibilidad a la justicia estatal ordinaria de juzgar 
a determinados sujetos. Para empezar, cuando se habla de impunidad 55 se suele 
hacer referencia a dos distintas categorías:
• La primera es normativa, entonces nace directa o indirectamente de un 
ordenamiento estatal; están proclamadas por el órgano legislativo.
• La segunda tiene una naturaleza más práctica, resultado de un mecanis-
mo que en sustancia intenta excluir la instauración de un procedimiento 
penal o la sucesiva sanción.
Estas formas de no represión de delitos terminan, a veces, por obstaculizar 
la tutela de los derechos humanos y la persecución de los autores materiales de 
los crímenes más atroces en contra de la misma humanidad.
El informe final de la Comisión sobre la prevención de las discriminacio-
nes y protección de las minorías de la Comisión sobre los Derechos Humanos 
de la ONU nos ofrece una definición unitaria de impunidad con base en la 
cual por impunidad entendemos la no existencia de la responsabilidad penal de 
los autores de las violaciones de los derechos humanos, seguida de una falta de 
represión de los actos cometidos. En el texto se lee:
Per impunità si intende l’inesistenza, in fatto o in diritto, della respon-
sabilità penale degli autori di violazioni dei diritti umani, cosi come della 
responsabilità civile, amministrativa o disciplinare, perché sfuggono a tutte le 
investigazioni che mirano a provare la loro colpevolezza, a detenerli e a pro-
55 Como ha afirmado el Relator Especial de Naciones Unidas sobre Impunidad, Louis Joinet, en el 
informe final revisado acerca de la cuestión de la impunidad, una situación de impunidad «surge 
del hecho de que los Estados dejan de cumplir la obligación de investigar y adoptar, especialmen-
te en el ámbito de la administración de justicia, medidas que garanticen que los responsables de 
haberlas cometido sean acusados, juzgados y, en su caso, castigados. Se configura, además, cuando 
los Estados no adoptan medidas adecuadas para proveer a las víctimas de recursos efectivos, para 
reparar los daños sufridos por ellas y para prevenir la repetición de dichas violaciones».
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cessarli e nel caso in cui venga ad essere provata la loro colpevolezza, ad una 
condanna e una pena appropriate, incluso l’indennizzo del danno causato 
alle loro vittime 56. (ONU-ECOSOC-CDU, 1997: 19)
El problema surge cuando la ausencia de persecución penal choca con la 
tutela de los derechos humanos o con el derecho internacional humanitario.
Debido a la importancia de los derechos y la gravedad de las violaciones, 
del número de víctimas involucradas y de los daños causados, esta situación no 
encuentra justificaciones plausibles. Lo que lleva a encontrar otras vías, otros 
mecanismos alternativos para la represión; entre ellos, el primero es condenar a 
los Estados que, de facto o de derecho, no ponen fin a los abusos y no reprimen 
las conductas, dejando sin tutela a las víctimas. De esta forma se expresa también 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Goiburú y otros 
contra Paraguay 57 en la que se afirma:
de manera consecuente con lo anterior, ante la naturaleza y gravedad de los 
hechos, más aun tratándose de un contexto de violación sistemática de dere-
chos humanos, la necesidad de erradicar la impunidad se presenta ante la co-
munidad internacional como un deber de cooperación interestatal para estos 
efectos. La impunidad no será erradicada sin la consecuente determinación 
de las responsabilidades generales –del Estado– y particulares –penales de 
sus agentes o particulares–, complementarias entre sí. El acceso a la justicia 
constituye una norma imperativa de Derecho Internacional y, como tal, ge-
nera obligaciones erga omnes para los Estados de adoptar las medidas que sean 
necesarias para no dejar en la impunidad esas violaciones, ya sea ejerciendo 
su jurisdicción para aplicar su derecho interno y el derecho internacional 
para juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables, o colaborando con 
otros Estados que lo hagan o procuren hacerlo.
Por ahora se destaca que los derechos violados son el derecho a la vida y el 
derecho a la libertad personal. Los crímenes varían mucho y pasan por la tortura, 
el genocidio, o las masacres. Los autores, que se quedan impunes de la respon-
56 [Traducción de la autora]: «Por impunidad se entiende la no existencia, de facto o de derecho, de 
la responsabilidad penal de los autores de las violaciones de los derechos humanos, así como la 
responsabilidad civil, administrativa o disciplinar, porque escapan a todas las investigaciones que 
miran a probar su culpabilidad, a detenerlos y a procesarlos y, en el caso de que sea probada su 
culpabilidad, a una condena y a una pena justa, incluso con la indemnización del daño causado a 
las víctimas».
57 Sentencia de 22 de septiembre de 2006, serie C, nº 153.
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sabilidad penal, son miembros de los ejércitos, grupos estatales o paramilitares, 
grupos externos o antiestatales. Las formas de la legislación de la impunidad son 
principalmente aquellas de las legislaciones ordinarias y de las jurisdicciones 
militares.
El intento de clasificar sistemáticamente la impunidad es difícil. Algunos 
autores, entre ellos Kai Ambos, han intentado organizar en diferentes niveles las 
muchas formas de impunidad que varían según la experiencia de cada nación a 
la que están ligadas. En su libro sobre la impunidad y derecho penal internacio-
nal, Ambos diferencia en tres niveles los mecanismos de impunidad. En el pri-
mer nivel hay impunidades normativas diferentes a las fácticas, «por impunidad 
normativa se entiende toda impunidad, que tenga su origen directa e inmedia-
tamente en normas [...] La impunidad fáctica es el resultado de mecanismos fác-
ticos que prohíben una persecución penal y sanción penal» (Ambos, 1999: 34).
En un segundo nivel,
el concepto de impunidad se encuentra vinculado a dos puntos de referencia 
formales; de una parte se puede relacionar con los hechos punibles (diferen-
ciación jurídico material) y, de otra parte, con la etapa en la que se encuentra 
el proceso (diferenciación procesal). (Ambos, 1999: 34)
En un tercer nivel se puede considerar la impunidad como «expresión de 
los problemas estructurales de las sociedades analizadas» (Ambos, 1999: 35).
Partiendo del análisis de la legislación positiva, es necesario aportar algunas 
aclaraciones de carácter general. La doctrina y la jurisprudencia internacional 
definen como «leyes de impunidad» aquellas normas que se muestran como 58:
• Amnistías.
• Indultos.
• Normas que prevén formas de atenuación de la pena o de su ejecución, 
como por ejemplo la ley colombiana nº 975 del 2005, conocida como 
«ley justicia y paz».
• Normas que impiden la persecución penal acelerando por ejemplo el 
término de prescripción de los delitos.
Todo esto se verifica en la derogación de las prohibiciones sancionadas por 
la jurisprudencia internacional y de muchas convenciones o tratados internacio-
58 Este tema será analizado en el sexto capítulo de este trabajo, relativo a los obstáculos de derecho 
internacional y nacional en la persecución de crímenes internacionales.
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nales, que se expresan en favor de la no prescripción de los crímenes de guerra y 
contra la humanidad. En este sentido se puede mencionar la Convención sobre 
la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y contra la humanidad adoptada 
por la Asamblea de las Naciones Unidas el 26 de noviembre del 1968, y que 
entró en vigor el 11 de noviembre de 1970, que prevé la imprescriptibilidad de 
todos los crímenes contra la humanidad. Este tema será objeto de un análisis más 
detallado a lo largo del último capítulo del presente trabajo.
La lucha a la impunidad deja de ser un tema de política interna de los Es-
tados, llegando a ser un tema de política global debido a sus consecuencias en 
términos de paz. Como explica Momtaz (2006: 385- 386): «la criminalisation 
des violations graves du droit international en constitue pas une fin en soi en 
ce sens qu‘elle en suffit évidement pas pour assurer la répression des crimes 
internationaux. [...] Dans la mesure où elle peut concourir à la prévention de 
nouveaux crimes, la lutte contre la impunité est en définitive un instrument au 
service de la paix» 59.
De esta forma, en determinadas situaciones, es imprescindible que la co-
munidad internacional actué a favor de la represión de determinadas conductas, 
sobre todo a través de la adopción de tres diferentes vías que siempre adquiere 
la cooperación de los Estados, en particular del Estado en que se cometieron 
dichos actos. Estas tres vías se pueden resumir de la siguiente manera: la prime-
ra prevé el ejercicio por parte de los jueces nacionales de la jurisdicción sobre 
ilícitos civiles especiales, tendiente a indemnizar a las víctimas de crímenes in-
ternacionales en cuyo caso no ha sido posible activar la justicia en el lugar de 
comisión de los hechos; la segunda prevé la creación de los tribunales penales 
internacionales competentes para conocer algunos crímenes y para juzgar direc-
tamente a los sujetos responsables, basándose en el principio de «responsabilidad 
penal individual internacional»; y en tercer y último lugar se prevé el ejercicio 
por parte de los jueces nacionales de la jurisdicción penal universal.
En el segundo capítulo de este trabajo profundizaremos en este tema po-
niendo particular énfasis sobre la jurisdicción penal internacional, sus ventajas 
y los obstáculos que encuentra a la hora de perseguir conductas criminales 
internacionales. En particular hablaremos del pacto de Londres del 8 de agosto 
de 1945, que ha representado un paso adelante en el desarrollo de estas normas. 
59 [Traducción de la autora]: «la criminalización de graves violaciones del derecho internacional no 
es un fin en sí mismo, ya que es evidentemente insuficiente para garantizar el enjuiciamiento de 
los crímenes internacionales. [...] En la medida en que puede contribuir a la prevención de nuevos 
crímenes, la lucha contra la impunidad es en definitiva un instrumento de paz».
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Tras este pacto fueron creados los dos primeros tribunales penales militares de 
Núremberg y de Tokio, que si bien es cierto que no se pueden definir como 
jurisdicciones penales internacionales, han tenido funciones internacionales re-
levantes 60 que han introducido el desarrollo sucesivo por parte de los prime-
ros tribunales penales internacionales de Ruanda y de la exYugoslavia hacia la 
creación del Tribunal Penal Internacional con sede en La Haya, con carácter 
permanente y pro­futuro.
A estos se pueden agregar los tribunales mixtos que han contribuido, jun-
tos a los primeros, a delinear y especificar todas las normas aplicables en concre-
to en los juicios internacionales. Entre estas normas hay toda clase de reglas de 
procedimientos, de pruebas y sobre los elementos de los crímenes.
Posteriormente, seguiremos nuestro análisis sobre los otros mecanismos 
que constituyen lo que hemos llamado el sistema penal internacional para la 
represión de los crímenes internacionales. Mecanismos que, a pesar de sus im-
perfecciones, resultan necesarios para luchar contra la impunidad. Me refiero, 
por ejemplo, a la jurisdicción sobre ilícitos civiles especiales; especiales en cuanto 
encuentran su propia disciplina en el derecho internacional, siendo graves vio-
laciones a los derechos humanos; o la jurisdicción penal universal, mecanismo 
complementario a los demás, que ha permitido extender la jurisdicción nacio-
nal a casos que, aunque no tengan alguna relación con el Estado, están ligados a 
una obligación general de derecho internacional, en particular, la obligación de 
perseguir y sancionar penalmente a los responsable de determinados crímenes 
internacionales.
De lo anterior se desprende que la lucha contra la impunidad de los delitos 
internacionales tiene dos vertientes; la primera está dirigida a los responsables 
de dichas conductas, en función de persecución y sanción de los crímenes; la se-
gunda está orientada a restablecer el derecho de las víctimas a la verdad, justicia 
y reparación 61.
60 Como explica Villalpando (2009: 20): «El Estatuto de Núremberg introdujo nuevos enfoques 
jurídicos que, con el correr del tiempo, serían esenciales en el Derecho Internacional y espe-
cialmente en el Internacional Penal. Para habilitar el procesamiento se establecieron algunos 
principios que hasta entonces –si bien sugeridos por la doctrina– carecían de aplicación prác-
tica».
61 Sobre este aspecto véanse los documentos de las Naciones Unidas relativos a la lucha contra la 
impunidad y el derecho de las víctimas de graves violaciones a las normas internacionales que 
protegen los derechos humanos: Resolución sobre impunidad, nº 2005/81, Doc. ONU E/CN.4/
RES/2005/81; y la Resolución sobre el derecho a la reparación de las víctimas, de la Asamblea 
General de la ONU, AG Res. 60/147 de 16 de diciembre de 2005.
LOS CRÍMENES DE INTERÉS UNIVERSAL │ 87
1.6.  LOS PRINCIPIOS QUE REGULAN LA PERSECUCIÓN 
DE LOS CRÍMENES POR LOS ESTADOS
La persecución de los crímenes internacionales se lleva a cabo en dos niveles: en 
el de derecho estatal y en el de derecho internacional. Normalmente el ejerci-
cio de la jurisdicción penal es del Estado en cuyo territorio se ha cometido el 
crimen, con base en algunos criterios de conexión establecidos en el interior 
del ordenamiento estatal.
Así como el derecho penal sustantivo de cada Estado determina cuáles son 
los principios que regulan la persecución de los crímenes, de la misma manera el 
derecho penal internacional ha venido estableciendo la naturaleza de las normas 
estatales y supra estatales que regulan la represión de los crímenes internaciona-
les, determinando las actividades criminales imputadas, especificando cuáles son 
los principios de parte general aplicables, y las reglas procedimentales relativas a 
los presuntos responsables. Estas últimas resultan muy importantes a la hora de 
encontrar los elementos que caracterizan la actividad criminal y los principios 
de parte general, como de legalidad, de culpabilidad, de las sucesiones de las re-
glas penales en el tiempo, de irretroactividad de las normas penales.
Desde una perspectiva procesal, para determinar cuándo un crimen co-
mún es sujeto a la jurisdicción en el interior de un Estado, tenemos que tener 
en cuenta otros elementos que caracterizan la conexión con un determinado 
territorio para que en este último se pueda empezar un juicio. En muchos or-
denamientos jurídicos el criterio de territorialidad, de la nacionalidad del reo o 
de las víctimas, o de defensa y tutela de los intereses nacionales, determinan las 
circunstancias a través de la cuales es posible empezar un juicio en el interior de 
un Estado por hechos ocurridos fuera del Estado del foro.
Estos criterios representan una posibilidad para el Estado, pero también son 
límites espaciales en el ejercicio de su propia jurisdicción. En síntesis, podemos 
ver como por el principio de territorialidad los jueces de un Estado pueden 
juzgar los crímenes cometidos en el interior del territorio nacional y los actos 
que se verifican sobre sus propias naves o aviones también en otros países 62. Es 
62 Sobre este aspecto véase, Hesenov (2013: 279): «Jurisdiction is absolute and exclusive. Territorial 
jurisdiction is based on the territorial principle. There are two principles of the territorial jurisdic-
tion: (1) Objective territorial jurisdiction principle; (2) Subjective territorial jurisdiction principle. 
According to the objective territorial jurisdiction principle, the state will have jurisdiction on the 
legal violations completed within its borders. In this case any part of the crime can be committed 
out of borders of the state. Subjective territorial jurisdiction principle is opposite to the objective 
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sabido que este criterio resulta muchas veces poco útil a la hora de enfrentarse 
a un crimen internacional.
Por el principio de personalidad activa se crea una conexión entre el Esta-
do y sus ciudadanos. En este sentido el Estado tendría jurisdicción penal sobre 
las actividades criminales cometidas por sus ciudadanos, también si han sido co-
metidas fuera del territorio nacional. Pasando al criterio de personalidad pasiva, 
el Estado tiene jurisdicción en caso de crímenes cometidos en contra de sus 
ciudadanos. Mientras que el principio de protección de los intereses nacionales 
atribuye la jurisdicción, por actos cometidos fuera de su territorio y por no 
nacionales, al Estado cuyos intereses vitales han sido o están puestos en riesgo a 
través de estas conductas.
En principio estas bases jurisdiccionales han sido las que los países han 
utilizado mayormente para perseguir conductas delictivas, también en el caso 
de comisión de graves violaciones a los derechos humanos, debido a la fuerte 
relación que se crea entre el crimen cometido y el Estado del foro en la pro-
tección de su integridad territorial, bienes e intereses. No obstante, en los casos 
de crímenes internacionales, la comunidad internacional ha tenido la necesidad 
de encontrar ulteriores criterios para determinar la jurisdicción de los Estados 
y evitar la impunidad de los sujetos que cometieron los actos delictivos. Uno de 
estos criterios es el de la universalidad y se basa únicamente sobre la naturaleza 
del crimen independientemente de los otros criterios de conexión del mismo 
con un determinado territorio.
Si con base en los otros criterios que atribuyen la competencia a los tri-
bunales nacionales por hechos cometidos fuera del Estado del foro, pensamos 
en el principio de personalidad pasiva o activa o de protección de los intereses 
estatales, hay de fondo intereses propios del Estado en activar su jurisdicción, en 
territorial jurisdiction. Thus the state will have jurisdiction over the crimes started in its territory. 
In this case part of such crime can be committed in another country or the crime may be com-
pleted in another country. Territorial principle is the territorial reflection of the state sovereignty». 
[Traducción de la autora]: «La jurisdicción es absoluta y exclusiva. La competencia territorial se 
basa en el principio de territorialidad. Hay dos principios de la jurisdicción territorial: (1) Prin-
cipio de jurisdicción territorial objetiva; (2) principio de jurisdicción territorial subjetivo. De 
acuerdo con el principio de la jurisdicción territorial objetiva, el Estado tendrá jurisdicción sobre 
las violaciones legales cometidas dentro de sus fronteras. En este caso cualquier parte del delito 
puede ser cometido fuera de las fronteras del estado. Principio de jurisdicción territorial subjetiva 
es opuesta a la jurisdicción territorial objetiva. Así, el Estado tendrá competencia respecto de los 
crímenes que comenzaron en su territorio. En este caso, parte de ese delito puede ser cometido en 
otro país o el delito puede ser completado en otro país. Principio territorial es el reflejo territorial 
de la soberanía del Estado».
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lo que se refiere al principio de jurisdicción universal; el Estado interviene en 
protección de intereses y valores superiores y pertinentes a la comunidad inter-
nacional y con ello a la humanidad en su conjunto.
En cambio, el principio de justicia universal constituye el punto de co-
nexión entre la soberanía estatal y las normas de derecho internacional 
–normalmente convencionales– que establecen las bases para la demanda de 
responsabilidad por atentados a intereses supranacionales de diferente im-
portancia. No se trata, por tanto, de una mera extensión de la propia com-
petencia para proteger a los propios nacionales o los propios intereses, sino 
del ejercicio de la soberanía propia, en cierta forma como delegación de un 
grado de soberanía supranacional admitido en torno a determinados bienes 
jurídicos o como órgano de la comunidad internacional que es el primer 
titular de los mismos. (García Arán, 2000: 2)
1.7.  LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL Y SU RELACIÓN CON EL PRINCIPIO 
DE AUT DEDERE AUT JUDICARE
Un experto del derecho penal internacional de fama mundial, el profesor 
Bassiouni, ha enumerado en sus escritos las diez características penales del de-
recho internacional cuyas consecuencias se concretizan en algunas obligaciones 
directas para los Estados. Lógicamente estos diez elementos no se encuentran 
en todas las convenciones internacionales que disciplinan los crímenes inter-
nacionales y esto seguramente representa una limitación importante para su 
aplicación. Resumiendo, en el pensamiento y los estudios del profesor Bassiouni 
(1999: 79-80) las diez características son:
 1. Riconoscimento esplicito che la condotta vietata integra un crimine 
internazionale, o un crimine ai sensi del diritto internazionale, o un 
crimine;
 2. Riconoscimento implicito della natura penale dell’atto, attraverso la pre-
visione di un dovere di proibire, prevenire, perseguire, punire o simili;
 3. Criminalizzazione della condotta vietata;
 4. Dovere o diritto di procedere;
 5. Dovere o diritto di punire la condotta vietata;
 6. Dovere o diritto di estradare;
 7. Dovere o diritto di cooperare nel perseguire, punire [sic] (compresa 
l’assistenza giudiziaria nei procedimenti penali);
 8. Creazione di una base giurisdizionale penale (o teoria della giurisdizio-
ne penale o prevalenza nella giurisdizione penale);
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 9. Riferimento all’istituzione di una corte penale internazionale o di un 
tribunale internazionale con connotazioni penali (o prerogative);
10. Esclusione della defense di obbedienza ad ordini superiori 63.
Debido a ellas, la mayoría de los tratados internacionales relativos a la per-
secución y sanción de un crimen internacional, y que establecen también la 
posibilidad de activar la jurisdicción universal, prevén una obligación de activar 
los sistema de justicia internos con el fin de perseguir los hecho o de extraditar 
al sospechoso en un Estado que esté dispuesto a hacerlo 64.
Bassiouni (1995) hace un listado, no exhaustivo, de los convenios interna-
cionales que establecen dicha regla:
(1) the prohibition against aggression, (2) war crimes, (3) unlawful use of 
weapons, (4) crimes against humanity, (5) the prohibition against genocide, 
(6) racial discrimination and apartheid, (7) slavery and related crimes, (8) the 
prohibition against torture, (9) unlawful human experimentation, (10) pira-
cy, (11) aircraft hijacking and related offences, (12) crimes against the safety 
of international maritime navigation, (13) use of force against internationally 
protected persons, (14) taking of civilian hostages, (15) drug offences, (16) 
international traffic in obscene publications, (17) protection of national and 
archaeological treasures, (18) environmental protection, (19) theft of nuclear 
63 [Traducción de la autora]: «1. Reconocimiento explícito de que la conducta prohibida integra 
un crimen internacional, o un crimen bajo el derecho internacional, o un crimen; 2. Reconoci-
miento implícito de la naturaleza penal del acto, a través de la previsión de un deber de prohibir, 
prevenir, perseguir, sancionar o similares; 3. Criminalización de la conducta prohibida; 4. Deber o 
derecho de proceder; 5. Deber o derecho de sancionar la conducta prohibida; 6. Deber o derecho 
de extraditar; 7. Deber o derecho de cooperar en perseguir, sancionar [sic] (comprendida la asis-
tencia judiciaria en los procedimientos penales); 8. Creación de una base jurisdiccional penal (o 
teoría de la jurisdicción penal o prevalecer en la jurisdicción penal); 9. Referencia a la institución 
de un tribunal penal internacional o de un tribunal internacional con connotaciones penales (o 
prerrogativas); 10. Exclusión de la defensa de obediencia a los órdenes del superior».
64 Este principio está codificado en un importante número de tratados internacionales que obligan 
a los Estados, parte de estos últimos, a incorporar en sus ordenamientos internos esta norma. En 
este sentido, los Convenios de Ginebra Relativos a la Protección de las Víctimas de los Conflictos 
Armados Internacionales de 1949, que establecen los principios básicos del derecho humanitario 
en el contexto del conflicto armado, obligan a los Estados parte en las convenciones de enjuiciar o 
extraditar a los presuntos infractores de las disposiciones de los convenios en aplicación del princi-
pio de aut dedere aut judicare. Mientras que en la Convención sobre la prevención y persecución de 
actos de genocidio de 1948 no se establece directamente la obligación de los Estados en función 
del principio aut dedere aut judiciare, se obliga a un Estado parte de la misma a enjuiciar los actos de 
genocidio; y en el artículo VII de la Convención, se afirma que el genocidio y otros actos com-
prendidos en el Convenio no se considerarán delitos políticos a los efectos de la extradición; de 
esta forma podemos decir que de forma indirecta se da aplicación al principio antes mencionado.
LOS CRÍMENES DE INTERÉS UNIVERSAL │ 91
materials, (20) unlawful use of the mails, (21) interference with submarine 
cables, (22) counterfeiting, (23) corrupt practices in international commer-
cial transactions and (24) mercenarism 65.
El conocido principio de aut dedere aut judicare 66, por el que los Estados 
parte de dichos tratados tienen una obligación clara y unívoca de perseguir o 
extraditar a los responsables a otro país que quiera proceder a activar su sistema 
de justicia para perseguir los hechos, implica que los Estados parte de los tratados 
internacionales sobre la persecución de determinados crímenes internacionales 
65 [Traducción de la autora]: «(1) la prohibición de la agresión, (2) los crímenes de guerra, (3) el uso 
ilegal de armas, (4) los crímenes de lesa humanidad, (5) la prohibición del genocidio, (6) la discri-
minación racial y el apartheid, (7) la esclavitud y delitos conexos, (8) la prohibición de la tortura, 
(9) la experimentación humana ilegal, (10) la piratería, (11) el secuestro de aviones y delitos cone-
xos, (12) los delitos contra la seguridad de la navegación marítima internacional, (13) el uso de la 
fuerza contra personas internacionalmente protegidas, (14) la toma de rehenes civiles, (15) delitos 
de drogas, (16) el tráfico internacional de publicaciones obscenas, (17) la protección de los tesoros 
nacionales y arqueológicos, (18) la protección del medio ambiente, (19) el robo de los materiales 
nucleares, (20) el uso ilegal de los emails, (21) la interferencia con los cables submarinos, (22) la 
falsificación, (23) las prácticas de corrupción en las transacciones comerciales internacionales y 
(24) mercenarismo».
66 En doctrina se distingue entre el principio aut judicare aut dedere y el conocido aut dedere aut judicare. 
En el primer caso estaríamos frente a una norma que en primis establece la obligación del Estado 
de perseguir los hechos; esto estaría por ejemplo establecido de forma directa en la Convención 
para la prevención y la persecución del crimen de genocidio, en la que se prevé que la persona 
considerada como involucrada en actos de genocidio debe ser procesada por los tribunales del 
Estado en cuyo territorio se verificaron los hechos. Mientras que la fórmula aut dedere aut judicare 
establecería en principio una facultad de los Estado de decidir si proceder en contra de los res-
ponsables o conceder la extradición. De esta forma, Hesenov (2013: 276): «Aut dedere aut judicare 
means that States where the suspect is have the choice between extraditing or judging him. The 
application of this treaty was, for example, at the center of the dispute between the United States 
and Libya in the Lockerbie case, where the United States demanded the extradition of the suspect 
on the basis of the Tokyo Convention on Offences and Certain Other Acts Committed on Board 
Aircraft (1963), where Libya said that it did not extradite its own nationals but would rather judge 
them. [...] the European Convention on the suppression of terrorism 1977 and the European 
Convention on the Protection of the Environment 1998 provide for formula [...] primo dedere 
secundo prosequi, which means that states should first extradite the suspect and, only if they cannot, 
should judge him». [Traducción de la autora]: «Aut dedere aut judicare significa que los Estados 
donde el sospechoso se encuentra tienen la posibilidad de eligir entre extraditarlo o juzgarlo. La 
aplicación de este tratado estuvo, por ejemplo, en el centro de un conflicto entre los Estados Uni-
dos y Libia en el Lockerbie case, donde los Estados Unidos pedían la extradición del sospechoso 
sobre la base del Convenio de Tokio sobre los crímenes cometidos sobre las aeronaves (1963), en 
el que Libia dijo que no procedía a la extradición de sus nacionales pero preferiría juzgarles. [...] 
la Convención Europea sobre la represión del terrorismo de 1977 y el Convenio Europeo sobre 
la protección del medio ambiente de 1998 establecen la formula [...] primo dedere segundo prosequi, 
que significa que los Estados deben en primer lugar extraditar el sospechoso y, solo si no pueden, 
deben juzgarlo».
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no concedan refugio a los sospechosos de dichos actos y se aseguren que los res-
ponsables sean llevados ante la justicia para un efectivo enjuiciamiento y castigo.
Under the related aut dedere aut judicare (extradite or prosecute) rule, a 
state may not provide a safe haven for a person suspected of certain catego-
ries of crimes. Instead, it is required either to exercise jurisdiction (which 
would necessarily include universal jurisdiction in certain cases) over a per-
son suspected of certain categories of crimes or to extradite the person to a 
state able and willing to do so or to surrender the person to an international 
criminal court with jurisdiction over the suspect and the crime 67. (Amnistía 
Internacional, 2009: 8)
Respecto al principio de jurisdicción universal, esta obligación resulta ser 
diferente, aunque constituya en la actualidad una importante herramienta para 
la persecución de los crímenes internacionales. Como afirma Pérez González 
(2009: 136):
Un análisis de la doctrina y de la práctica de los Estados nos permite 
afirmar la existencia de cierta confusión en este sentido. Al menos, termi-
nológica. Es frecuente, así, identificar la mencionada regla con el principio 
de jurisdicción universal. Eso sí, no en su versión absoluta, sino relativa o 
condicionada. [...] Estoy de acuerdo, por tanto, con Antonio Remiro 68, para 
el que la regla aut dedere aut iudicare posee una naturaleza diferente y debe 
distinguirse, en consecuencia del principio de jurisdicción universal. Incluso 
en su versión relativa. En su opinión, dicha regla «parte de la premisa del in-
terés de un Estado conectado con el crimen, por ser el lugar de comisión de 
los hechos, o de la nacionalidad o residencia de los sujetos implicados, o por 
un interés específico de protección y defensa, de perseguir a individuos que 
localiza en el territorio de otro Estado, al que solicita la extradición». Pero se 
trata, en todo caso, «de garantizar la universalidad en la represión dentro de 
un marco de jurisdicción no universal».
67 [Traducción de la autora]: «Bajo la norma aut dedere aut judicare relacionadas (extraditar o juzgar), un 
Estado no puede proporcionar un refugio seguro para una persona sospechosa de ciertas categorías 
de crímenes. En lugar de ello, se requiere ejercer su jurisdicción (lo que incluiría necesariamente 
la jurisdicción universal en algunos casos) sobre una persona sospechosa de ciertas categorías de 
delitos o extraditar a la persona a un Estado capaz y dispuesto a hacerlo o de entregar la persona a 
un tribunal penal internacional con jurisdicción sobre el sospechoso y el delito». El texto del do-
cumento se puede consultar en la siguiente página web: http://www.amnesty.org/en/library/asset/
IOR40/001/2009/en/a4761626-f20a-11dd-855f-392123cb5f06/ior400012009en.pdf.
68 Para profundizar en el tema véase Antonio Remiro Brotons, Derecho Internacional, Valencia, Tirant 
lo Blanch, 2007.
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Podemos decir que el principio de procesar o extraditar se inscribe en el 
marco de la cooperación entre los Estados, creados para prestar asistencia mutua 
para la investigación, persecución y sanción de determinados hechos delictivos; 
una obligación para hacer posible los acuerdos de cooperación procesal y, como 
explica Mercedes García Arán (2000: 63 y ss.), supone un grado de reconoci-
miento de intereses supranacionales en la represión de determinadas conductas. 
Mientras que el principio de jurisdicción universal va más allá de la mera coo-
peración para la persecución de crímenes internacionales, en cuanto que supo-
ne la convicción de la necesidad del reconocimiento de determinados bienes 
jurídicos, meritorios de una tutela más eficaz, que son propios de la comunidad 
internacional (Pigrau i Solé, 1997: 147 y ss.).
Como se desprende del informe antes mencionado del Consejo de la 
Unión Europea sobre el principio de jurisdicción universal 69, párrafo 11:
This obligation, known as the obligation aut dedere aut judicare, is concep-
tually distinct from universal jurisdiction. The establishment of jurisdiction, 
universal or otherwise, is a logically prior step: a state must first vest its 
courts with competence to try given criminal conduct. It is only once such 
competence has been established that the question whether to prosecute the 
relevant conduct, or to extradite persons suspected of it, arises. Moreover, 
the obligation to submit a case to the prosecuting authorities or to extradite 
applies as much in respect of an underlying jurisdiction based onterritoria-
lity, nationality, passive personality, etc as it does to universal jurisdiction. The 
obligation aut dedere aut judicare is nonetheless relevant to the question of 
universal jurisdiction, since such a provision compels a state party to exercise 
the underlying universal jurisdiction that it is also obliged to provide for by 
the treaty. In short, a state party to one of the treaties in question is not only 
bound to empower its criminal justice system to exercise universal jurisdic-
tion but is further bound actually to exercise that jurisdiction by means of 
either considering prosecution or extraditing 70.
69 Véase el informe «AU-EU Expert Report on the principle of universal jurisdiction», Doc. 
8672/1/09/REVI, de 16 de abril de 2009. El informe se puede consultar en: http://es.scribd.
com/doc/14984540/The-AU-EU-Expert-Report-on-the-Principle-of-Universal-Jurisdiction.
70 [Traducción de la autora]: «Esta obligación, conocida como la obligación aut dedere aut judicare, es 
conceptualmente distinta de la jurisdicción universal. El establecimiento de la jurisdicción, univer-
sal o de otra manera, es un paso lógico anterior: un Estado debe primero conferir a sus tribunales 
competencia para juzgar la conducta criminal determinada. Es solo una vez que dicha competen-
cia ha sido establecida cuando surge la cuestión de si enjuiciar la conducta en cuestión o extraditar 
a las personas sospechosas de ello. Por otra parte, la obligación de someter un caso a la fiscalía o de 
extraditar se aplica tanto en relación con una competencia basada sobre el territorio subyacente, 
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1.8.  LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL Y LA JURISDICCIÓN 
INTERNACIONAL
Por lo que se refiere a la jurisdicción internacional, podemos decir que la dife-
rencia entre esta tipología de jurisdicción y la jurisdicción universal radica en 
los tribunales que la ejercen. De hecho, la primera ha sido ejercida por las cortes 
creadas sobre una base consensual a nivel internacional. Pensamos en el tratado 
internacional que creó el TPI o por decisión del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas, en el caso de los tribunales ad hoc, cuyo consenso 71, no carente 
de críticas 72, ha sido dado por los Estados en el momento de aceptación de la 
Carta de las Naciones Unidas. De hecho, la doctrina mayoritaria afirma que, a 
diferencia de la jurisdicción internacional, la jurisdicción universal es ejercida 
por los tribunales nacionales de los Estados, en deroga de los criterios normales 
de conexión del crimen al territorio.
No obstante, no podemos olvidar el hecho de que exista una corriente 
contemporánea que sostiene que también el TPI podría ejercer esta tipología de 
jurisdicción, cuando la iniciativa de empezar un procedimiento sea tomada por 
el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. En cualquier caso, el mismo 
fiscal jefe, Moreno Ocampo, en el asunto Palestina, se ha posicionado expresa-
mente en contra de esta corriente.
Sobre este tema, en la nota oficial del TPI del año 2012 se comunicaba que 
este tribunal decidía no proceder a analizar la situación de los crímenes come-
tidos en el territorio de Palestina desde el año 2002, en cuanto que su jurisdic-
ción se limita a los «Estados» y que Palestina, hasta ahora, no ha sido reconocida 
la nacionalidad, la personalidad pasiva, etc. como en relación a la jurisdicción universal. La obli-
gación aut dedere aut judicare, no obstante, es pertinente a la cuestión de la jurisdicción universal, 
ya que dicha disposición obliga a un Estado parte a ejercer la jurisdicción universal subyacente, 
que también está obligado a proporcionar por el tratado. En pocas palabras, un Estado parte en 
uno de los tratados en cuestión no solo está obligado a potenciar su sistema de justicia penal para 
ejercer jurisdicción universal, sino que está obligado a ejercer aún más la jurisdicción a través del 
enjuiciamiento o la extradición».
71 Sobre este aspecto véase, entre otros, Fuentes Torrijo (2004: 130): «La Corte Penal Internacional 
no ejerce jurisdicción universal. El título de la universalidad es uno de los criterios para el esta-
blecimiento de la jurisdicción extraterritorial de los Estados, pero no se aplica a tribunales inter-
nacionales o supranacionales, cuya jurisdicción deriva del consentimiento de los Estados que los 
crean». La autora sigue afirmando que (2004: 134): «En este contexto, la jurisdicción universal, que 
se establece en leyes internas de los Estados y es aplicada por tribunales nacionales, es una forma 
legítima de expresión de la voluntad de los pueblos para sancionar delitos extremadamente graves 
que atraen el repudio de las diversas comunidades nacionales».
72 Este tema será analizado en el segundo capítulo, apartado 2.3.
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como tal. En la misma nota oficial el fiscal admite que: «The jurisdiction of the 
Court is not based on the principle of universal jurisdiction 73».
De esta forma, en este trabajo hemos decidido seguir la tesis de la doctrina 
mayoritaria que prevé que la jurisdicción penal universal pueda ser ejercitada 
solo por parte de los tribunales internos a los Estados. En los próximos capítu-
los serán profundizadas estas formas de jurisdicción como mecanismos útiles y 
necesarios a la hora de perseguir y sancionar conductas que son consideradas 
como crímenes internacionales.
1.9. CONCLUSIONES DEL CAPÍTULO
Tras los crímenes cometidos durante la Segunda Guerra Mundial, que horro-
rizaron a toda la humanidad, se ha ido creando la esperanza de un mundo en 
que los derechos fundamentales del individuo sean respetados tanto en tiempo 
de paz como de guerra, una esperanza de hacer responsable a los sujetos involu-
crados en los hechos, reparar a las víctimas y prevenir futuros crímenes. Como 
afirma Prada Solaesa (2014: 21):
En la última década podemos decir que se ha producido además un 
cambio de paradigma, con la irrupción en el escenario internacional de las 
víctimas de las graves violaciones de derechos humanos, a las que, como 
exigencia derivada de la restitución de la dignidad humana que les ha sido 
arrebatada, se les reconoce el derecho a ser reparadas. Este derecho a la 
reparación se configura como un auténtico derecho humano, concebido 
no en la forma tradicional, sino como un proceso de obtención, de justicia, 
de verdad, y de reparación en sentido estricto, a través de los tribunales u 
otros medios.
De hecho, en muchos conflictos internos o internacionales se ha observado 
una falta de respeto de las normas primarias en el tema de dignidad humana por 
parte de los gobiernos y de las partes implicadas en el mismo conflicto. Conflic-
tos que cada vez más involucran a los civiles que han llegado a ser el objetivo 
de los ataques. Esto ha llevado a la exigencia por la comunidad internacional de 
encontrar normas, principios considerados como fundamentales y que podrían 
73 [Traducción de la autora]: «La jurisdicción del tribunal no se basa sobre el principio de jurisdic-
ción universal».
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otra vez dar un valor a la dignidad de todo ser humano. Estos principios y va-
lores han sido reconocidos tanto a nivel internacional como nacional, a través 
de normas, acuerdos y tratados. Se ha tomado conciencia del hecho de que el 
problema de la seguridad internacional no podía ser solucionado a través de los 
mecanismos tradicionales de justicia, sino que se debía encontrar una respuesta 
positiva, jurídicamente aceptable y compatible con el concepto de soberanía de 
los Estados.
Como hemos visto a lo largo de este capítulo, la idea de fondo ha sido la 
de garantizar un reconocimiento universal a estos principios y valores; con esta 
intención podemos ver cómo la comunidad internacional ha decidido dar una 
tutela reforzada a un número determinado de valores compartidos y fundamen-
tales a través de la creación de normas de jus cogens, normas que, dada su im-
portancia en el ordenamiento internacional, no pueden ser en ninguna ocasión 
derogadas, cuyo reconocimiento y protección son aceptadas a nivel universal. 
Entre estas normas está presente la denegación de la tortura, la prohibición de 
cometer un genocidio o el uso de la fuerza. Esta etapa de derecho internacional, 
que ha visto nacer dichas normas de jus cogens, ha marcado un punto crucial 
donde se ha visto la participación de toda la comunidad internacional com-
prometida en la aceptación de una obligación difundida en la protección de los 
intereses considerados superiores.
Esta base legal ha permitido prohibir aquellas conductas que se opondrían 
a dichos valores. Un ejemplo claro en esta dirección ha sido la creación de la 
noción de crimen internacional, una figura de un crimen que, violando estos 
valores, afecta al bienestar de la comunidad internacional enteramente consi-
derada.
Como afirma García Arán (2000: 3):
El carácter prioritario y universal de la protección de los derechos huma-
nos determina que estos puedan considerarse el núcleo duro de compromiso 
en la persecución de delitos. Los atentados a los derechos humanos como 
bienes jurídicos emanados del orden internacional son así identificados 
como los auténticos crímenes contra la comunidad internacional.
Alrededor de la noción antes mencionada han sido desarrolladas aquellas 
normativas internacionales y nacionales que, para reprimir conductas interna-
cionalmente relevantes y garantizar el respeto de los valores violados, imponen 
abrir un procedimiento en contra de los responsables de tales actos, por medio 
del cual sea posible determinar la responsabilidad penal individual y sancionar 
las conductas.
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Podemos ver cómo la defensa de estos intereses ha sido posible también a 
través de la tipificación de las conductas criminales, de la creación de una res-
ponsabilidad penal individual, siempre en una óptica de lucha contra la impu-
nidad de las graves violaciones a los derechos humanos, actuada por parte de los 
Estados en que se ha verificado el crimen. Lo dicho demuestra que la normas 
relativas a los elementos constitutivos de los crímenes internacionales y sobre sus 
persecuciones han representado la respuesta más evidente a los acontecimientos 
más crueles del último siglo.
El derecho internacional, y en particular el derecho penal internacional, 
han constituido la base que hoy en día permite la persecución, tanto a nivel 
nacional como internacional, de crímenes como genocidio, en contra de la 
humanidad, o de guerra. Tanto la jurisdicción penal internacional como la juris-
dicción universal tienen que ser orientadas a la represión de estos crímenes; esto 
en cuanto: «l‘impunité des auteurs de tels crimes peut constituer un obstacle à la 
paix» 74 (Momtaz, 2006: 422). Esta afirmación es considerada como:
la meilleure justification apportée aux exceptions à la règle selon laquelle l‘État 
sur le territoire duquel la crime a été commis doit en assurer en priorité la 
répression, sa défaillance étant suppléée par l‘exercice de la compétence uni-
verselle par les tribunaux des autres États et la mise en place de juridictions 
pénales internationales, telle en particulier la Cour pénale internationale dont 
la compétence est subsidiaire de celle des tribunaux pénaux internes 75.
En este capítulo se ha querido dar una panorámica de las circunstancias 
que han determinado la creación de estas últimas formas de jurisdicción. Hemos 
centrado nuestro análisis sobre algunas de las conductas que concretan algunos 
de los crímenes internacionales. En particular hemos analizado los crímenes de 
piratería, de genocidio, en contra de la humanidad, de guerra y de agresión.
Con la ayuda de estas consideraciones preliminares, en el segundo capítu-
lo se abordará el tema de la persecución de los crímenes internacionales en el 
sistema penal internacional. En un primer momento se pondrá el énfasis sobre 
74 [Traducción de la autora]: «la impunidad de los autores de dichos crímenes puede constituir un 
obstáculo a la paz».
75 [Traducción de la autora]: «la mejor justificación aportada a la excepción de la regla de que el 
Estado en cuyo territorio se cometió el delito debe garantizar la represión de forma prioritaria, su 
fracaso se supera con el ejercicio de la jurisdicción universal por los tribunales de otros Estados y 
el establecimiento de tribunales penales internacionales, tales como, en particular, la Corte Penal 
Internacional, cuya jurisdicción es subsidiaria de la de los tribunales penales nacionales».
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la jurisdicción penal internacional. Partiendo de la jurisprudencia del Tribunal 
penal militar de Núremberg, que ha consolidado las normas penales interna-
cionales sobre los crímenes internacionales, se analizará el trabajo de los tribu-
nales verdaderamente considerados como internacionales: el Tribunal para los 
crímenes cometidos en el territorio de Ruanda y el Tribunal constituido para 
la represión de los crímenes en el territorio de la exYugoslavia, los tribunales 
mixtos y finalmente el del TPI. El discurso se centrará en evaluar los avances 
que dichos órganos han aportado al sistema de justicia internacional y a la lucha 
contra la impunidad. Al mismo tiempo se analizarán los límites u obstáculos que 
encuentran a la hora de perseguir conductas delictivas internacionales.
Partiendo de este estudio, se evaluará el trabajo llevado a cabo por los otros 
mecanismos que constituyen este sistema internacional de persecución de crí-
menes internacionales; de esta forma, se explicará por qué, en el momento ac-
tual, la jurisdicción universal es un complemento útil y eficaz en la lucha contra 
la impunidad.
Dentro de estos mecanismos, hemos decidido dejar un espacio bastante 
importante donde se analizará una tipología de jurisdicción sobre ilícitos civiles 
especiales, aunque somos consciente que el único Estado que, hasta el momento 
de redactar este trabajo, tiene una legislación que la prevé es Estados Unidos.
Capítulo 2 
EL SISTEMA DE LA JUSTICIA PENAL 
INTERNACIONAL
En el primer capítulo del presente trabajo hemos analizado los crímenes de in-
terés internacional como están tipificados en el Estatuto del TPI: los crímenes de 
guerra, genocidio, crímenes de lesa humanidad y agresión. Los anteriores tienen 
un interés internacional ya que, por su propia naturaleza, afectan a la comunidad 
internacional en su conjunto y por lo tanto el sistema tradicional y estatal de 
persecución de estos actos resulta, por sí solo, insuficiente. Como explica Chris-
tian Tomuschat (2009: 12), si tomamos en consideración el sistema tradicional, 
podemos ver que cada Estado persigue los crímenes cometidos dentro de su 
territorio, asegurando de esta forma el orden público interno. Efectivamente, en 
la mayoría de los casos este sistema resulta efectivo en términos de justicia en 
cuanto responde a las exigencias de persecución de los actos, determinación de 
las responsabilidades y castigo de los sujetos involucrados.
Pero hay que considerar el hecho de que, en otras situaciones, como puede 
ser el caso de la comisión de un crimen internacional, la jurisdicción nacional 
no resulta ser satisfactoria, tanto en términos de la determinación de las respon-
sabilidades penales como de la reparación de los daños para las víctimas. Además, 
a esto tenemos que añadir el hecho de que la gran mayoría de crímenes interna-
cionales cometidos en el último siglo se han quedado en el olvido por parte de 
los Estados y en la más amplia impunidad para los sujetos que los cometieron, 
negando a las víctimas la posibilidad de acceder a la justicia y con esto a la re-
paración para lo sufrido.
La violación de los Derechos Humanos (DD.HH.) ha sido una desgra-
ciada realidad a lo largo de la historia de la humanidad; sus autores, en la 
inmensa mayoría de las ocasiones, han quedado impunes, y a las víctimas y a 
sus familiares, en otras tantas, se les ha privado de la necesaria tutela judicial 
en los tribunales internos y se ha ignorado el Derecho internacional (DI). 
(Ollé Sesé, 2008: 41)
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De esta forma, y debido a las frustraciones 1 de los órganos judiciales do-
mésticos en perseguir estas conductas, determinar las responsabilidades penales 
y resarcir a las víctimas, la comunidad internacional decidió actuar creando un 
sistema, seguramente no perfecto 2, que podríamos definir como penal interna-
cional.
Han sido muchos y, ciertamente, muy fructíferos los esfuerzos realizados 
en los tres últimos lustros con el fin de articular el entramado jurídico que 
permite a día de hoy, aun con sus deficiencias, exigir responsabilidades a 
los individuos autores de crímenes especialmente graves como los crímenes 
de guerra, los crímenes contra la humanidad o el crimen de genocidio. La 
creación de los tribunales penales internacionales para la antigua Yugoslavia 
y para Ruanda, de la Corte Penal Internacional, o la puesta en práctica de 
un principio como el de justicia universal, quizás hoy en declive, constituyen 
pruebas irrefutables de lo que acabamos de poner de manifiesto. El consenso 
internacional, tejido en un contexto político muy concreto, en torno a la 
idea de poner fin a la impunidad imperante hasta entonces, precisamente en 
los supuestos en los que se habían producido violaciones de los derechos 
humanos especialmente graves, permitió crear un sistema que hasta hace tan 
solo quince años era una mera ensoñación. (Bollo Arocena, 2009: 59-60)
En este sentido, a lo largo de los próximos párrafos analizaremos este sis-
tema penal internacional partiendo de la relación e interdependencia existente 
entre las diferentes tipologías de jurisdicción sobre crímenes internacionales, los 
avances y los límites que tienen. Después de este breve recorrido, sustentaré la 
idea de ver la jurisdicción universal como un mecanismo seguramente excep-
1 Como explica el profesor Ollé Sesé (2008: 49), las causas que llevaron a la creación de este sistema 
son muchas, y entre otras está la persistente frustración de los tribunales nacionales en la mate-
rialización de la justicia. Esta situación evolucionó: «en ámbito represivo, hasta la creación de los 
Tribunales Penales Internacionales ad hoc, de los Tribunales mixtos o internacionalizados, la Corte 
Penal Internacional y a la aplicación del Derecho penal internacional (DPI) en las jurisdicciones 
internas al amparo del principio de justicia universal».
2 En este sentido se expresa el profesor Tomuschat (2009) cuando afirma que el recorrido hacia un 
sistema «perfecto» y realmente global es muy extenso, hay mucho que hacer. Seguramente debe-
ríamos preguntarnos si un futuro sistema realmente global podría o no ser tan eficiente como los 
sistemas penales nacionales. El autor analiza las posibles opciones para la persecución de crímenes 
internacionales, valorando al mismo tiempo ventajas y límites de cada sistema, el sistema de la 
jurisdicción universal, el de los tribunales internacionales y, finalmente, lo relativo a la Corte Penal 
Internacional, y pone el énfasis sobre el hecho de que el sistema penal internacional actual no 
es perfecto y lejos de serlo en un futuro próximo, debido a las dificultades y obstáculos que estas 
tipologías de jurisdicción encuentran a la hora de perseguir dichas conductas.
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cional 3, pero al mismo tiempo complementario al sistema de persecución penal 
internacional de los tribunales internacionales. Premisa necesaria es que, en el 
momento actual, la justicia penal internacional impartida por estos tribunales 
no está en condición de hacer frente a todas las amenazas a la paz y seguridad 
mundial, debido a los límites y obstáculos que encuentra a la hora de enfrentarse 
a un crimen internacional.
En otras palabras, podemos ver la jurisdicción universal como un mecanismo 
complementario y necesario para no dejar impunes conductas que de otra forma 
lo serían y dar a las víctimas un foro. En este sentido se podría hablar de un foro 
necessitatis 4, frente a la impotencia o no voluntad de perseguir los hechos por parte 
de los órganos judiciales del Estado donde estos últimos hayan ocurrido o la falta 
de jurisdicción de los tribunales internacionales. La doctrina del foro necessitatis, 
o foro de necesidad, no consolidada como norma de derecho internacional, está 
siendo desarrollada por algunos Estados, entre ellos Canadá, Holanda o Suiza, 
como una herramienta que permitiría a un tribunal hacer valer su jurisdicción 
sobre un caso en el que no hay ningún otro foro disponible, en particular en el 
tema de la responsabilidad de las empresas derivada de ilícitos internacionales.
Con el fin de delimitar y diferenciar las diferentes tipologías de juris-
dicción, sus ventajas y defectos, en primer término, se analizarán de forma 
sintética las normas internacionales que han permitido la creación de los 
tribunales penales internacionales. Por lo tanto, el punto de partida será la 
creación de los tribunales militares de Núremberg 5 y de Tokio 6 que han sen-
tado las bases para las normas de derecho penal internacional. Pasando su-
cesivamente a los tribunales penales internacionales, propiamente dichos 7, es 
3 La jurisdicción universal resulta ser un mecanismo de carácter excepcional debido a que la juris-
dicción territorial tiene siempre una importancia peculiar, siempre y cuando se demuestre que sea 
realmente efectiva y eficaz.
4 Por lo que se refiere a la legislación de Canadá, podemos mencionar el caso Anvil Mining, en el 
que el demandante usa la doctrina del foro necessitatis para sustentar su demanda. Por lo que se 
refiere a la Unión Europea podemos ver como en 2009, como parte del proceso de la primera 
revisión del Reglamento Bruselas I, la Comisión Europea propuso la inclusión de una regla foro 
necessitatis, lo que hubiera permitido la institución de procesos cuando ningún otro foro sea 
disponible y por lo tanto se dejaría sin justicia a las víctimas. Sin embargo, se quedó solamente 
como propuesta.
5 El tribunal de Núremberg se instituía mediante el Acuerdo de Londres de 8 de agosto de 1945.
6 El Tribunal de Tokio se instituía mediante la Declaración del Comandante Supremo de las Fuerzas 
Aliadas, el general Mac Arthur, de 19 de enero de 1946.
7 Estos órganos no pueden ser clasificados entre los tribunales penales con carácter internacional, 
por no respetar los requisitos para su constitución, o sobre las normas relativas a los procesos lleva-
dos a cabo delante de ellos. Este tema será tratado en el apartado 2.2.1.
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decir, a los Tribunales ad hoc de la exYugoslavia 8, Ruanda 9 y el Tribunal Penal 
Internacional 10.
Este breve recorrido nos proporcionará las bases para evaluar el diálogo 
existente entre dichos tribunales y los tribunales nacionales, sobre todo en el 
tema de influencia y de codificación de las normas de derecho internacional 
penal en el interior de los ordenamientos nacionales.
A raíz de este diálogo y relación, nos surgió la necesidad de evaluar tam-
bién el papel que en los últimos años ha tenido la Alien Tort Claims Act, norma 
estadounidense que establece los criterios para la utilización de una jurisdicción 
sobre ilícitos especiales; donde la especialidad está en el hecho de que dichos ac-
tos están directamente disciplinados por el derecho internacional. En esta parte 
veremos las dos normas que constituyen las bases jurídicas de la llamada juris-
dicción sobre ilícitos civiles especiales: la Alien Tort Statute de 1789, y la Torture 
Victim Protection Act de 1991. Esto con el fin de evaluar si también en este 
contexto encontramos elementos de análisis útiles, similitudes al sistema penal, 
para revisar la posibilidad de una futura creación de una jurisdicción universal 
en materia civil.
Finalmente, podemos definir este diálogo y relación en forma de interde-
pendencia de estos mecanismos, debido a que, en el momento actual, ninguno 
de estos modelos está exento de críticas y de que existen muchas dificultades 
para ser llevados a cabo.
2.1. LA FRAGMENTACIÓN DEL SISTEMA PENAL INTERNACIONAL
En un interesante artículo de Víctor y Ernesto Corzo Aceves (2006: 2) se ha-
bla de la fragmentación de las instituciones de derecho internacional que han 
venido influenciando y enriqueciendo este modelo de justicia; un ejemplo de 
lo dicho es la norma internacional de aut dedere aut judicare 11 o el principio de 
8 Creado por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas mediante la resolución nº 827 de 25 
de mayo de 1993.
9 Creado por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas mediante la resolución nº 955 de 8 
de noviembre 1994.
10 Creada mediante el Estatuto adoptado a Roma, el 17 de julio de 1998 y que entró en vigor el 11 
de abril de 2002.
11 Como hemos analizado en el apartado 1.7 del primer capítulo, utilizada en derecho internacional, 
la doctrina de extraditar o juzgar establece una obligación de los Estados de extraditar o, en su de-
fecto, ejercitar su jurisdicción, es decir juzgar, determinadas conductas que, debido a su naturaleza 
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jurisdicción universal 12. Un sistema que, como sabemos, resulta ser complemen-
tario, a través de las relaciones de coordinación y cooperación, a los sistemas 
nacionales y cuya finalidad: «no es la gestación de un cosmos supranacional que 
supla o desplace las instituciones nacionales de procuración y administración de 
justicia, sino todo lo contrario, lo que busca es coadyuvar con los Estados para 
evitar que los crímenes queden impunes».
Objeto de este capítulo es el análisis de este sistema centrando nuestros 
estudios sobre las aportaciones de las diferentes formas de jurisdicción: la juris-
dicción penal internacional de los tribunales penales internacionales, el Tribunal 
Penal Internacional o de los tribunales mixtos, la jurisdicción penal universal 
activada por los tribunales nacionales y finalmente una tipología de jurisdicción 
que en los últimos años ha venido enriqueciendo el debate internacional sobre 
todo en el tema de responsabilidades civiles por ilícitos especiales. Todas ellas 
han contribuido seguramente a formar el conjunto de normas para la persecu-
ción de crímenes internacionales y están ligadas de forma estrecha en cuanto 
persiguen el mismo objetivo: acabar con la impunidad de conductas tan graves 
que ofenden a la humanidad en su conjunto.
Al mismo tiempo resulta necesario un análisis de sus límites y obstáculos ya 
que debido a ellos este sistema resulta imperfecto. Estas diferentes jurisdicciones 
tienen que ser analizadas y profundizadas en el sentido de entenderlas en diálogo 
constante. A través de la intrínseca relación que tienen, se crean, se modifican 
o se extinguen normas internacionales relacionadas con la persecución de los 
crímenes internacionales. En efecto, lo dicho es palpable y muy importante en 
cuanto a la supervivencia, la modificación o la decadencia de una norma in-
ternacional consuetudinaria, como es por ejemplo el principio de jurisdicción 
universal. Tenemos que acordarnos que en el ámbito de derecho internacional 
penal, junto a las normas convencionales existentes, un papel fundamental lo 
tiene el derecho consuetudinario.
Partiendo de este presupuesto, si tomamos en consideración las decisiones 
de los tribunales nacionales, podemos ver cómo constituyen y crean lo que en 
y a la gravedad de sus consecuencias, la comunidad internacional considera especialmente graves. 
Como explican Bassiouni y Wise (1995), este principio: «figura en una serie de tratados multilate-
rales orientados a lograr la cooperación internacional en la represión de determinados comporta-
mientos delictivos». Este principio en la actualidad compone el sistema penal internacional como 
mecanismo complementario a la figura de la extradición.
12 En este contexto se hará referencia al principio de jurisdicción universal, tratado en los capítulos 
tercero, cuarto y quinto, como complementario y en una posición de diálogo constante con la 
jurisprudencia de los tribunales internacionales.
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derecho internacional llamamos praxis sobre una determinada materia y al mis-
mo tiempo ponen en evidencia la opinio juris de los Estados 13. Ambos elementos, 
praxis y opinio juris, resultan ser importantes a la hora de evaluar la persistencia, 
creación o decadencia de una norma de derecho internacional consuetudina-
rio 14.
Analizando dicha praxis, desde una perspectiva internacionalista, pero al 
mismo tiempo de derecho comparado, hemos podido ver cómo los Estados han 
venido cooperando con los tribunales penales internacionales, adquiriendo en el 
interior de sus legislaciones los principios derivados de la jurisprudencia interna-
cional y las normas internacionales sobre todo en el tema de persecución y repre-
sión de crímenes internacionales. Al mismo tiempo, codificando en el interior de 
sus legislaciones dichas normas y principios, han usado e interpretado el derecho 
internacional que se ha formado en esta materia, contribuyendo de tal forma a 
enriquecer el debate sobre la supervivencia y sobre bajo qué condiciones de las 
reglas antes mencionadas se da dicha supervivencia. Este proceso, que el profesor 
Ollé Sesé (2008) define como interactivo, entre la norma nacional y la interna-
cional, se basa, por tanto, en un necesario consenso y equilibrio entre las dos.
Ante la ausencia de un órgano legislativo a nivel internacional, para la crea-
ción de las normas jurídicas internacionales, la costumbre internacional vive en 
13 En el tema de praxis y opinio juris: «tradizionalmente si ritiene che le regole consuetudinarie si 
formino sulla base di diffusi comportamenti degli Stati ripetuti nel tempo con una certa rego-
larità (diuturnitas) e del convincimento da parte degli Stati stessi che tali comportamenti siano 
giuridicamente dovuti o che, in fase di formazione della regola, sia necessario che lo divengano 
(opinio jurissive necessitatis) [...] prassi giurisprudenziale internazionale [...] è generalmente tenuta 
in massima considerazione e utilizzata dagli Stati anche in contesti stragiudiziali. [...] [la prassi 
giurisprudenziale è spesso un mezzo di] manifestazione di opinio juris che corrobora la formazione 
o il consolidamento di una consuetudine» (Tanzi, 2013: 87 y ss.). Traducción: tradicionalmente se 
piensa que las reglas consuetudinarias se crean sobre la base de comportamientos extendidos por 
los Estados repetidos en el tiempo con una cierta regularidad (diuturnitas) y del convencimiento 
por parte de los Estados mismos que estos comportamientos son jurídicamente debidos o que, 
en fase de formación de la regla, sea necesario que lleguen a serlo (opinio jurissive necessitatis) [...] 
la praxis jurisprudencial internacional [...] es generalmente tomada en máxima consideración y 
utilizada por los Estados también en contextos extrajudiciales. [...] [la praxis jurisprudencial es una 
forma de] manifestación de opinio juris que comprueba la formación o la consolidación de una 
costumbre.
14 La definición de la costumbre internacional está establecida en el artículo 38 del Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia: prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho. Como se 
ha afirmado por la Corte Internacional de Justicia en el caso North Sea Continental Shelf de 1969 
(I.C.J. 3, párrafos 73-81, Ger.v. Den.; Ger. v. Neth), el artículo 38(1)(b) establece que la costumbre 
es una fuente de derecho internacional cuando cumple dos requisitos: se haya 1) evidence of a general 
practice (el componente objetivo) (2) accepted as law (opinio juris; el componente subjetivo).
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un continuo «proceso que se autofunda y que, simultáneamente, funda la validez 
y eficacia de la norma o normas que regulan o sirven de fundamento a los otros 
procedimientos de creación de normas internacionales» (Mariño Menéndez, 
1993: 199).
En resumidas cuentas, podemos afirmar que, si de un lado el derecho in-
ternacional y la jurisprudencia internacional influyen en las políticas legislativas 
de los Estados y en las labores de los tribunales nacionales, siendo usados por 
los órganos estatales resultan al mismo tiempo sujetos a diferentes interpretacio-
nes que con el tiempo pueden llevar a modificaciones importantes del mismo 
derecho. Del otro lado, la falta de utilización o la limitación de algunas normas 
internacionales por parte de los Estados disminuye la opinio juris sobre la necesi-
dad de la supervivencia en el ámbito internacional de una determinada norma. 
Como explica Anthea Roberts (2012: 63):
Where a judicial decision reflects, does not contradict, or influences State 
practice, it is more likely to be accepted as declaring international law. Where 
it has little basis in State practice and is rejected by States, it is less likely to be 
viewed as determinative. Nonetheless, national court decisions are often gi-
ven greater weight than the practice of a single State would suggest because 
they are treated as a subsidiary means of identifying international law rather 
than as State practice per se 15.
Como hemos visto en el primer capítulo de este trabajo en el apartado 
relativo a las normas de derecho internacional penal, el desarrollo de dichas nor-
mas es una de las señas de identidad más importantes de la evolución del orde-
namiento jurídico internacional (Salinas Alcega, 2009: 185). En este proceso de 
desarrollo y creación de normas, el principio de responsabilidad penal interna-
cional del individuo tiene un papel fundamental y se refleja en la jurisprudencia 
de los primeros tribunales, Núremberg y Tokio, pero al mismo tiempo afirma la 
necesidad de los Estados, en términos de opinio juris, de salvaguardar las normas 
internacionales creadas en el tema de protección de los derechos humanos y per-
secución de un crimen internacional, castigando a los culpables de su infracción.
15 [Traducción de la autora]: «Cuando una decisión judicial refleja, no contradice, o influencia la 
práctica del Estado, es más probable que sea aceptada como derecho internacional. Cuando tiene 
poca base en la práctica de los Estados y es rechazada por los Estados, es menos probable que sea 
visto como determinante. Sin embargo, las decisiones de los tribunales nacionales reciben a menu-
do un peso mayor que la práctica de un solo Estado sugeriría, porque son tratadas como un medio 
subsidiario para identificar el derecho internacional y no como práctica estatal per se».
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Esta opinio juris se ha visto reforzada por la codificación, en el interior de 
las legislaciones estatales de principios básicos para la persecución de críme-
nes internacionales derivados directamente del ordenamiento internacional. 
Se han consolidado los mecanismos para extender extraterritorialmente la 
eficacia de dichos principios y poder juzgar a los responsables de actos que se 
hayan verificado en el exterior del foro, siempre con el fin de acabar con la 
impunidad.
En este contexto es fácil entender que para poder estudiar el sistema penal 
internacional hay que analizar los diferentes instrumentos de justicia en su con-
junto y como complementarios; solo de esta forma se podrá valorar la eficacia 
de este mismo sistema.
¿Cuáles son las ventajas y las aportaciones de los tribunales penales inter-
nacionales? ¿Y del Tribunal Penal Internacional? ¿Dónde se sitúan los tribunales 
mixtos en este complicado e imperfecto modelo de justicia? ¿Puede la jurisdic-
ción universal superar los obstáculos que los mecanismos anteriores encuentran 
cuando hay que perseguir un crimen internacional? A todas estas preguntas 
intentaremos contestar, siempre teniendo en cuenta el objeto de este trabajo, 
es decir, la jurisdicción penal universal, y sin entrar en detalles más específicos 
relativos a otras tipologías de jurisdicción, meritorios de estudios más detallados 
hechos por una doctrina especializada.
2.2.  LOS AVANCES DE LOS TRIBUNALES PENALES INTERNACIONALES 
EN LA LUCHA CONTRA LA IMPUNIDAD
A partir de los crímenes cometidos en la Segunda Guerra Mundial, una res-
puesta dada por la comunidad internacional para la represión de los crímenes 
internacionales fue la creación de los tribunales penales internacionales. Esta 
respuesta no ha sido, sobre todo al principio, aceptada por parte de los Esta-
dos. De hecho, una de las preocupaciones más grandes para los países, desde la 
creación de dichos órganos, es la erosión de su soberanía, en particular, respecto 
al poder de castigar. De acuerdo con lo manifestado por el profesor Carrillo 
Salcedo (2001), el desarrollo del derecho internacional hacia la creación de 
los tribunales internacionales no ha eliminado el conjunto de principios que 
inspiraron el orden internacional de Westfalia. La sociedad internacional no ha 
perdido su estructura descentralizada y ni siquiera el derecho internacional se 
ha convertido en un sistema jurídico plenamente institucionalizado. Y, a pesar de 
las afirmaciones referentes a la dignidad intrínseca de la persona y del derecho 
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de los pueblos a la libre determinación como nuevos principios constitucionales 
proclamados por la Carta de las Naciones Unidas, la soberanía, independencia e 
integridad territorial siguen siendo los principios básicos del derecho interna-
cional y conservan su importante función legitimadora.
Al mismo tiempo la preocupación a la que se enfrentan los Estados es sim-
ple; con el establecimiento de esos tribunales se les priva de lo que hasta aquel 
momento había sido su monopolio exclusivo: la represión penal. «However, due 
to the loss of legal sovereignty that can be an effect of international criminal 
justice, states have historically been hesitant to allow international institutions to 
function in their place, except under special circumstances 16» (Bernaz y Prou-
vèze, 2010: 270).
Como explica Cassese (2004: 20), «estamos en presencia de un proceso 
de debilitamiento de la autoridad del Estado». Sin embargo, nadie duda que 
la creación de las diferentes cortes internacionales ha contribuido, de manera 
importante, a poner punto final a algunas situaciones de impunidad. Así que la 
pérdida de soberanía en el tema de represión penal está contrabalanceada con 
una mayor justicia internacional.
De hecho podemos destacar algunos aspectos que seguramente han sido 
positivos en la creación de dichos órganos 17:
• En general, han cumplido con la función puramente represiva que el 
derecho penal internacional prevé para los crímenes internacionales.
• Han identificado y castigado a parte de los culpables de dichos actos.
• Han puesto las bases para crear un sistema de prevención de las futuras 
violaciones a los derechos humanos.
• La doctrina internacional ha revelado que han cumplido también con la 
función simbólica, reflejando un avance decisivo por parte de los Estados 
en la dirección del respeto del derecho internacional.
• Han contribuido a la determinación de las normas de derecho penal 
internacional sobre los crímenes internacionales. De este modo, pode-
mos mencionar el hecho de que, a través de la jurisprudencia de estos 
últimos, ha nacido la norma sobre la responsabilidad penal personal del 
individuo que ha cometido uno de los crímenes internacionales previs-
tos en los estatutos de los tribunales internacionales, o por ejemplo la 
16 [Traducción de la autora]: «Sin embargo, debido a la pérdida de la soberanía legal que puede ser 
un efecto de la justicia penal internacional, los estados han sido históricamente reacios a permitir 
que las instituciones internacionales funcionen en su lugar, excepto en circunstancias especiales».
17 Sobre este aspecto, entre otros véase Bernaz y Prouvèze (2010: 270 y ss.).
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norma que prevé la no relevancia, en los juicios llevados a cabo por los 
tribunales internacionales, de las leyes nacionales que otorgan amnistías 
o indultos.
• Se han puesto en el proceso de lucha a las muchas formas de impunida-
des para una posible reconciliación social.
A través de las palabras de Fausto Pocar, juez y expresidente del Tribunal 
Penal Internacional para la exYugoslavia podemos observar que:
It is an undeniable fact that within the past decade, the international com-
munity has witnessed acceleration in the establishment of judicial bodies at 
the international level for combating impunity for war crimes, genocide and 
crimes against humanity 18. (Beigbeder, 2005: IX)
2.2.1. Los tribunales penales internacionales
Quien escribe está de acuerdo con la parte de la doctrina que sostiene 
que antes de 1993 no se puede hablar a nivel internacional de tribunales pe-
nales con carácter internacional. Sin embargo, las instituciones creadas después 
de la Segunda Guerra Mundial resultan muy importantes a la hora de identifi-
car las características y las normativas que sustentan la creación de los estatutos 
de los tribunales penales internacionales modernos. Hablando de instituciones 
creadas a nivel internacional, que tienen como fin la represión y la prevención 
de los crímenes internacionales, podemos mencionar los dos tribunales insti-
tuidos en 1945 y 1946, en los territorios de Núremberg y Tokio. Los cuales se 
propusieron conocer los crímenes cometidos bajo la Segunda Guerra Mundial 
y, por primera vez en la historia del derecho penal internacional, castigar di-
rectamente a los responsables que habían cometido dichos actos. Este es uno 
de los principios fundamentales que se han obtenido por la jurisprudencia 
del Tribunal de Núremberg, el principio de «responsabilidad penal individual 
internacional».
Moreno-Ocampo (2007: 1) afirma que: «60 years ago with the Nur-
emberg Trials, for the first time, those who committed massive crimes were 
held accountable before the international community. For the first time, the 
18 [Traducción de la autora]: «Es un hecho innegable que, de facto, en la última década, la comunidad 
internacional ha sido testigo de la aceleración en la creación de órganos judiciales a nivel interna-
cional para combatir la impunidad de los crímenes de guerra, genocidio y crímenes en contra de 
la humanidad».
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victors of a conflict chose the law to define responsibilities» 19. Por lo tanto, 
en Núremberg se centraron, por un lado, los esfuerzos de la comunidad in-
ternacional en determinar las reglas claves para la persecución de los delitos 
internacionales, y, por el otro lado, las esperanzas de muchas víctimas de recibir 
justicia por lo sufrido.
Este mismo tribunal dio gran impulso a las reglas internacionales que ahora 
encontramos reconocidas y trascritas en los estatutos de los tribunales penales 
internacionales 20. Podemos mencionar por lo tanto algunos de los principios 
que han surgido por el trámite de la jurisprudencia de Núremberg y que se 
han reflejado en el derecho penal internacional constituyendo un punto muy 
importante en la lucha contra la impunidad.
En la resolución número 177 (II), párrafo (a) de la Asamblea de las Nacio-
nes Unidas se le solicitó a la Comisión de Derecho Internacional que formulase 
los principios del derecho internacional reconocidos en la Carta de los Juicios 
de Núremberg y en las determinaciones del tribunal. Aprobado en su segunda 
sesión, el texto ofrece una clara exposición de los principios expresados por la 
jurisprudencia del mismo tribunal.
Por el Principio I° se prevé que:
Cualquier persona que cometa actos que constituyan un crimen bajo las 
leyes internacionales será responsable y por consiguiente sujeto a castigo.
En el Principio II°:
El hecho de que las leyes internas no impongan castigo por un acto que 
constituya un crimen bajo las leyes internacionales no exime a la persona 
que cometió el acto de su responsabilidad bajo las leyes internacionales.
Además, en el Principio III°:
El hecho de que una persona que ha cometido un acto que constitu-
ye un crimen bajo las leyes internacionales sea Jefe de Estado o un oficial 
responsable del Gobierno no le exime de la responsabilidad bajo las leyes 
internacionales.
19 [Traducción de la autora]: «Hace 60 años con los juicios de Núremberg, por primera vez, los que 
cometieron los crímenes masivos se hicieron responsables frente a la comunidad internacional. Por 
primera vez, los vencedores de un conflicto eligieron la ley para definir las responsabilidades».
20 Como explican Bernaz y Prouvèze (2010: 274): «The IMT was a ground breaking step for inter-
national criminal justice and for the elaboration and enforcement of international criminal law at 
a time when states remained adverse to such a process». [Traducción de la autora]: «El TMI fue un 
paso fundamental para la justicia penal internacional y para la elaboración y aplicación del derecho 
penal internacional en un momento en que los estados se mantuvieron adversos a un proceso de 
este tipo».
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Principio IV°:
El hecho de que una persona actúe bajo las órdenes de su Gobierno o de 
un superior no le exime de la responsabilidad bajo las leyes internacionales, 
siempre que se demuestre que tenía posibilidad de actuar de otra forma.
Principio V°:
Cualquier persona acusada de un crimen bajo las leyes internacionales 
tiene el derecho de un juicio justo ante la ley.
Principio VI°:
Los crímenes que se enumeran a partir de aquí son punibles como críme-
nes bajo las leyes internacionales:
(a) Guerra de agresión:
 (i)  La planificación, preparación, iniciación o comienzo de una gue-
rra de agresión, o una guerra que viole los tratados internaciona-
les, acuerdos o promesas;
(ii)  La participación en un plan común o conspiración para el cumpli-
miento de cualquiera de los actos mencionados en (i).
(b) Crímenes de Guerra:
Las violaciones de las leyes o costumbres de la guerra que incluyen, pero 
no están limitadas a, asesinato, trato inhumano o deportación como esclavos 
o para cualquier otro propósito de la población civil de un territorio ocu-
pado, asesinato o trato inhumano a prisioneros de guerra, a personas sobre el 
mar, asesinato de rehenes, pillaje de la propiedad pública o privada, destruc-
ción injustificada de ciudades, pueblos o villas, o la devastación no justificada 
por la necesidad militar.
(c) Crímenes contra la humanidad:
Asesinato, exterminio, esclavitud, deportación y cualquier otro acto inhu-
mano contra la población civil, o persecución por motivos religiosos, raciales 
o políticos, cuando dichos actos o persecuciones se hacen en conexión con 
cualquier crimen contra la paz o en cualquier crimen de guerra.
Principio VII°:
La complicidad en la comisión de un crimen contra la paz, un crimen de 
guerra o un crimen contra la humanidad tal y como fueron expuestos en los 
Principios VI°, es un crimen bajo las leyes internacionales.
En resumidas cuentas, los aspectos positivos en la creación de los tribunales 
penales militares, en particular de Núremberg, han sido:
On the positive side, [...] their creation, the trials and judgments made a 
significant contribution to international criminal law and justice. Nurem-
berg established the principle and set the precedent that individuals at the 
highest levels of government and armed forces could be prosecuted and 
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tried by an international tribunal for grave violations of international huma-
nitarian law. It thus affirmed, for the first time in history, individual criminal 
responsibility [...] Nuremberg law served as a basis and an inspiration for the 
Genocide and Apartheid Conventions [...] and complemented the Hague 
and Geneva laws. It served as an essential legal and judiciary basis for the la-
ter creation of the Tribunals for the Former Yugoslavia and for Rwanda, and 
for the creation of the International Criminal Court 21. (Beigbeder, 2005: 4)
A pesar de los avances mencionados anteriormente, este tribunal ha sido 
objeto de muchas críticas, entre las cuales, la principal puede ser sintetizada a 
través de las palabras de José Manuel Peláez Marón:
El Tribunal de Núremberg incurrió en numerosos defectos tanto desde 
el punto de vista político como desde el jurídico. [...] La principal crítica de 
que fue objeto es la de su carácter unilateral [...] fue ciertamente el Tribunal 
ad hoc de las potencias vencedoras. [...] Su perfil jurídico deja también que 
desear; piénsese lo que supone, desde la perspectiva procesal, la inexistencia 
de una instrucción previa separada o el hecho extraordinario de un proceso 
penal desarrollado en una única etapa y que la instrucción y el juicio fueron 
llevados a cabo por un mismo órgano judicial. (Peláez Marón, 2000: 109)
Después de los tribunales militares, que han sido fundamentales para los 
avances del derecho penal internacional, y que al mismo tiempo han tenido 
numerosas críticas por parte de la comunidad internacional, han sido instituidos 
los tribunales ad hoc para la exYugoslavia y para Ruanda. Dichos órganos pueden 
ser definidos como internacionales, por cómo han sido creados, por sus propias 
características y por los principios y normas que han disciplinado los relativos 
juicios. Instituidos por el trámite de una resolución del consejo de la ONU, en 
1993 y 1994, estos tribunales tienen una composición más internacional, se ins-
piran en los avances de la cultura en el tema de derechos humanos en esos años, 
21 [Traducción de la autora] (cursivas de la autora): «del lado positivo, [...] su creación, los juicios y 
las sentencias hicieron una contribución significativa al derecho penal internacional y a la justicia. 
Núremberg estableció el principio y sentó el precedente de que los individuos en los más altos 
niveles del gobierno y las fuerzas armadas podrían ser procesados y juzgados por un tribunal in-
ternacional por las graves violaciones del derecho internacional humanitario. Por lo tanto, afirmó, 
por primera vez en la historia, la responsabilidad penal de las personas [...] el derecho de Núremberg 
sirvió de base e inspiración para el Genocidio y los Convenios de apartheid [...] y complementa las 
leyes de La Haya y de Ginebra. Sirvió como una base jurídica y judicial esencial para la posterior 
creación de los Tribunales para la exYugoslavia y para Ruanda y para la creación de la Corte Penal 
Internacional».
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y prevén todas las garantías propias de los juicios internos, en lo referente a la 
protección de los derechos del reo, de las víctimas y de los testigos, sin olvidar 
que proscriben la pena capital.
También estos tribunales han sido objeto de numerosas críticas 22. Como 
por ejemplo, el hecho de ser creados por el Consejo de seguridad de las Na-
ciones Unidas, órgano ejecutivo, que en esta ocasión actuó como si fuera un 
órgano legislativo; lo que le permitió, bajo algunas condiciones, establecer reglas 
jurídicamente vinculantes para los Estados. Según Palchetti (1996), al crear estos 
tribunales, el Consejo ha ejercitado una función fuera de sus poderes, yendo mas 
allá de las competencias otorgadas por la Carta de las Naciones Unidas; esto en 
cuanto no se ha limitado a impedir la perpetuación de amenazas a la paz.
Como explica Prada Solaesa (2012: 17), hablando de la constitución del 
Tribunal para el territorio de la exYugoslavia:
Su base jurídica no fue, pues, un tratado internacional, ni siquiera un acto 
de la Asamblea General Naciones Unidas, sino una resolución del órgano 
ejecutivo de Naciones Unidas. Analizando desde una perspectiva política 
clásica de separación de poderes, resulta difícil reconocer a este órgano de 
la ONU capacidad para legislar normas penales de carácter internacional, 
y establecer un tribunal de justicia con jueces independientes e imparciales 
con facultades de juzgar crímenes internacionales.
Sin embargo, preguntarse en qué consiste la legitimidad de la jurisdic-
ción ejercitada por estos tribunales no es solo un ejercicio de mera teoría. Esta 
cuestión apareció desde los primeros casos llevados a cabo por los tribunales 
internacionales.
En la sentencia de la Cámara de Apelación del 2 de octubre de 1995, rela-
tiva al caso Tadic (IT-94-1-AR72), los jueces han tenido que evaluar la legitimi-
dad de la resolución de la ONU (Ris. 827/93), que ha instituido el Tribunal para 
la exYugoslavia. Los jueces, ejerciendo la actividad jurisdiccional concebida por 
la misma resolución han, en la práctica, juzgado su propia existencia.
La Cámara de Apelación ha debido tratar dos diferentes aspectos: el pri-
mero relativo a la validez de la creación del tribunal, y el segundo relativo a la 
22 También estos tribunales han tenido problemas debido a la incertidumbre de la base jurídica sobre 
la que han sido construidos en cuanto ambos órganos han debido enfrentarse a excepciones de 
constitucionalidad sobre su creación. No obstante, los Estados han terminado aceptando esta nueva 
competencia del Consejo, asumiendo de esta manera la legalidad de la constitución de dichos tri-
bunales, pero con reservas hacia la futura utilización por parte del Consejo de esta competencia.
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cuestión de si al Consejo de Seguridad pertenece la competencia de instituir 
estos órganos. El fundamento de esta competencia, el Tribunal lo ha encontrado 
en el capítulo VIII de la Carta de las Naciones Unidas, artículo 41; no obstante, 
en este artículo no se encuentra específicamente mencionada. Con base en esta 
norma, el Consejo puede adoptar todos los medios con el fin de establecer y 
mantener la paz, con el único límite de la prohibición del uso de la fuerza. Ade-
más, el artículo 51 de la carta ONU concede una amplia discreción al Consejo 
al fin de individuar las modalidades necesarias para el mantenimiento de la paz 
siempre en el respeto de los principios de las Naciones Unidas.
Parte de la doctrina italiana ha intentado establecer una conexión con el 
artículo 42 de la Carta, optando por la idea de que la institución de un tribunal 
es una competencia típica en caso de conflictos armados (Lattanzi, 1993: 134; 
Conforti, 1994: 103). Las argumentaciones que la Cámara de apelación susten-
ta para negar las contestaciones de ilegitimidad propuestas por la defensa del 
imputado, se basan en particular sobre las previsiones normativas, internas a los 
Estados o internacionales, que prevé que los tribunales deben ser «establecidos 
por ley». La Cámara ha interpretado este concepto en el sentido de que lo «es-
tablecido por ley» significa también: creado por un órgano que, si bien no tiene 
poderes legislativos, tiene un poder de asumir decisiones vinculantes, como es 
el caso del Consejo de Seguridad. Este poder debe ser ejercitado en el respeto 
de las normas internacionales relativas a los principios reconocidos por todos los 
Estados parte de la comunidad internacional.
La sentencia deja muchas dudas, sobre todo cuando se lee el punto refe-
rente a la interpretación que el Tribunal hace de «establecido por ley», pero lo 
que importa es que al final los Estados han terminado por otorgar esta nueva 
competencia al Consejo, no sin reserva de su futuro ejercicio 23.
Cuando hablamos de la contribución que dichos órganos 24 han aportado al 
sistema de justicia internacional, nos referimos al hecho de que a través de ellos 
23 No hay que olvidar que razones de rapidez y eficiencia han afectado de manera sensible la adop-
ción de un tratado para legitimar el funcionamiento de dichos organismos; de hecho, el lapso de 
tiempo necesario para negociar el texto de un tratado y su posterior entrada en vigor mal se adap-
taba con la necesidad de actuar lo más rápidamente posible en la situación de grave emergencia 
humanitaria en el territorio de la exYugoslavia. Por otra parte, el propio tratado legitimador de 
la operatividad del Tribunal no habría sido ratificado por aquellos Estados en cuyo territorio los 
delitos habían sido verificados.
24 En particular, en lo que se refiere al Tribunal para la exYugoslavia véase Bernaz y Prouvèze 
(2010: 286): «Since it became fully functioning, the contribution of the ICTY to the en-
forcement of international criminal law and humanitarian law has been undeniable. [...] In 
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se han codificado todos los principios, reglas y derivados de la jurisprudencia 
de los tribunales penales militares que con anterioridad se habían ocupado de la 
persecución de los crímenes internacionales, y no solo esto, sino bien:
The contribution of the ad hoc Tribunals is yet to be fully recognized and 
measured. The developed the law, prosecuted the worst perpetrators, Gene-
rals, members of a Governments. The contributed to restore lasting peace in 
conflict-torn regions. The ad hoc tribunals for Yugoslavia and Rwanda paved 
the way for the decision to establish a permanent criminal court 25. (Moreno-
Ocampo, 2007: 2)
Este último aspecto, es decir, el hecho de que hayan abierto la puerta hacia 
la creación de una corte penal permanente, representa un paso muy importante 
en el ámbito del derecho penal internacional. La decisión de establecer una 
corte permanente ocurrió cuando en 1998 una conferencia diplomática redactó 
el Estatuto del TPI. Esto significó un hecho sin precedentes, ya que hablamos 
de una jurisdicción internacional, competente para conocer, desde el momento 
de su formación, todos los crímenes que están previstos en el artículo 5 de su 
estatuto, cometidos en uno de los Estados que han firmado dicho documento.
Mediante este Estatuto: «International Justice was not a moment in time 
any longer, neither an ad hoc post conflict solution: it became an institution 26». 
En Roma los Estados: «created a comprehensive and global criminal justice sys-
tem 27». (Moreno-Ocampo, 2007: 3)
establishing the Court, the UN took into account the advantages and shortcomings realized 
by the Tribunals at Nuremberg and Tokyo [...]. As a result, strides were made to respect the 
principle of legality, especially the standard of nullum crimen sine lege, which was one of the main 
problems faced by Nuremberg and Tokyo Tribunals». Traducción: «Desde que entró en pleno 
funcionamiento, la contribución del TPIY en la aplicación del derecho penal internacional y del 
derecho humanitario ha sido innegable. [...] En el establecimiento de la Corte, la ONU tomó 
en cuenta las ventajas y las deficiencias realizadas por los Tribunales de Nuremberg y Tokio [...]. 
Como resultado, se hicieron progresos para respetar el principio de legalidad, especialmente el 
estándar de nullum crimen sine lege, que fue uno de los principales problemas enfrentados por los 
Tribunales de Núremberg y Tokio».
25 [Traducción de la autora]: «la contribución de los tribunales ad hoc aún no ha sido reconocida y 
evaluada plenamente. El desarrollo de la ley, la persecución de los peores perpetradores, generales, 
miembros de un Gobierno. La contribución para restaurar la paz en las regiones afectadas por un 
conflicto. Los tribunales ad hoc para Yugoslavia y Ruanda abrieron el camino para la decisión de 
establecer un tribunal penal permanente».
26 [Traducción de la autora]: «La justicia internacional dejó de ser algo efímero en el tiempo, o una 
solución ad hoc posterior a un conflicto: se convirtió en una institución».
27 [Traducción de la autora]: «los Estados crearon un sistema de justicia penal integral y global».
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El profesor Sánchez Legido, de acuerdo con lo manifestado por Carrillo 
Salcedo (2000 y 1999), enfatiza la importancia del Estatuto de Roma como 
creación de una jurisdicción penal internacional 28. Sistema que a principios 
de los noventa fue complementado por la importante labor de los tribunales 
nacionales en la aplicación del principio de jurisdicción universal como meca-
nismo para la lucha contra la impunidad y garantía de intereses esenciales de la 
comunidad internacional en su conjunto, como es la persecución de crímenes 
que ofenden a la humanidad.
El 17 de julio de 1988, con la adopción del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional, se culminaban más de tres décadas de intentos e intermitentes 
esfuerzos orientados a la creación de una jurisdicción penal internacional y 
se comenzaba a hacer realidad una utopía con más de un siglo de existencia. 
Un logro con el que, llegó a afirmarse, la Humanidad comenzaba a dejar de 
ser un mito del Derecho Internacional, poco más que un simple recurso re-
tórico, para entrar en la Historia de la realidad normativa y fáctica. (Sánchez 
Legido, 2009: 270)
A diferencia de los tribunales precedentes, el TPI tiene una jurisdicción 
basada en el consentimiento estatal, debido al proceso de ratificación de su Es-
tatuto, y complementaria respecto a las jurisdicciones nacionales; esta comple-
mentariedad resulta ser un compromiso real en las relaciones entre el tribunal 
y los Estados parte del Estatuto cuyo Preámbulo, en el párrafo nº 10 establece: 
«Destacando que la Corte Penal Internacional establecida en virtud del presente 
Estatuto será complementaria de las jurisdicciones penales nacionales».
Este principio ha sido creado partiendo del presupuesto de que su apli-
cación de ninguna manera sustituye a las administraciones de justicia de los 
Estados parte; siendo complementaria, actúa cuando los Estados son incapaces 
o les falta disponibilidad para hacerlo por sí mismos. En otras palabras, la res-
ponsabilidad primaria de investigar y enjuiciar los delitos, que son también de 
competencia de la Corte, se queda en manos de los Estados; solo en el caso en 
que estos últimos no tengan la disposición o la capacidad material para proceder 
28 Conforme con lo afirmado por William Schabas (2006) podemos decir que, a pesar de las imper-
fecciones y faltas del Estatuto de Roma, su adopción ha representado el mayor paso en el esta-
blecimiento y validez de las normas de derecho penal internacional. Un paso que, como declara 
Bassiouni (2000), no solo resulta ser el más importante hacia el camino para la creación de una 
Corte Penal Internacional permanente, sino también un paso necesario en la lucha contra la im-
punidad.
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o se demuestre su inactividad o, finalmente, en el caso en el que prefieran que la 
Corte persiga los crímenes, será posible que la Corte Penal Internacional pueda 
determinar admisible un asunto.
En el tema de los avances en el desarrollo de las normas internacionales pe-
nales, podemos ver como en el Estatuto han sido codificadas las normas relativas 
al «justo proceso», a los derechos de las víctimas y testigos como en el victimario, 
en todas las fases de juicio. Al mismo tiempo se ha establecido la creación de un 
fondo para la reparación o compensación de las víctimas.
Al lado de estas instancias internacionales, han sido creados los tribunales 
penales «mixtos», que pueden tener jueces del Estado en que un crimen ha sido 
cometido, y además jueces internacionales nombrados por las Naciones Unidas. 
Seguramente la utilización de estos instrumentos ha dado resultados muy bue-
nos, si pensamos en particular en la creación de las normas internacionales, o si 
pensamos en el fuerte significado ideológico detrás de la constitución de uno 
de estos órganos judiciales. El fuerte significado ideológico consiste en haber 
instituido los tribunales en el mismo lugar donde se han cometido los crímenes; 
mismo hecho que comparten con el tribunal de Núremberg, ciudad utilizada 
por los nazis para la propaganda de las más atroces leyes raciales. Hacer justicia 
donde la ley ha sido violada.
Pero también poner algunas instancias lejos del lugar donde se cometieron 
los actos, por ejemplo, los tribunales ad hoc de la exYugoslavia o de Ruanda o el 
TPI, que han servido para dar una mayor independencia e imparcialidad a los 
juicios, pudiendo además asegurar un mayor alejamiento del ambiente y de la 
opinión pública de los lugares donde estos actos se verificaron.
2.2.2. Las aportaciones de los tribunales mixtos
En este sistema internacional para la persecución de crímenes internacio-
nales, como hemos dicho no perfecto y fragmentado, han sido creados modelos 
diferentes de tribunales con el fin de adecuarlos a las distintas situaciones en las 
que estos últimos habrían tenido que operar, siendo constatada la imposibilidad 
de acción de la justicia nacional o de la acción de un tribunal internacional.
Mixed national-international criminal tribunals have been created as an 
alternative, as the «second best» to genuine international criminal tribunals, 
or, more positively, as an expected improvement over unwilling or incapable 
national tribunals. The reluctance of the Western permanent members of 
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the Security Council to still create more costly, fully international criminal 
tribunals played a role in the creation of these new tribunals 29. (Beigbeder, 
2005: 141)
Cuando hablamos de tribunales mixtos 30, nos referimos a tribunales que 
tienen, por lo menos, un elemento en común: son órganos jurisdiccionales que 
desempeñan funciones judiciales. Como explica el profesor Condorelli (1999), 
son tribunales ad hoc en cuanto han sido creados en situaciones específicas.
Podemos mencionar entre los tribunales mixtos: Los Paneles Especiales 
para el Timor Oriental 31, las Salas 64 de Kosovo 32, las Salas Extraordinarias para 
Camboya 33, el Tribunal Especial para Sierra Leona 34 o el Tribunal Especial para 
Líbano 35. Estos órganos se diferencian entre ellos en cuanto a su naturaleza jurí-
dica, por eso se habla de tribunales internacionales nacionalizados y de tribuna-
les internos internacionalizados, y también en lo que se refiere al método usado 
para su creación o la composición: «por decirlo de otra manera, el equilibrio 
29 [Traducción de la autora]: «Los Tribunales penales mixtos nacionales-internacionales se han creado 
como una alternativa, como la «segunda mejor» a los auténticos tribunales penales internacionales, 
o, de manera más positiva, como una mejora esperada en los tribunales nacionales que no quieren 
o son incapaces. La reticencia de los miembros permanentes de Occidente del Consejo de Segu-
ridad a que todavía se creen más costosos tribunales penales internacionales desempeñó un papel 
importante en la creación de estos nuevos tribunales».
30 Como explica Salina Alcega (2009: 195), no hay una categoría única de tribunales mixtos, pode-
mos decir que lo que tienen en común dichos órganos, además de las funciones que desempeñan, 
es su carácter mixto, presentando una combinación de elementos internos e internacionales.
31 Creado en el año 2000 a través del Reglamento nº 2000/15 de la Administración de Transición de 
las Naciones Unidas (UNTAET), de 6 de junio de 2000, sobre el establecimiento de cámaras es-
peciales con jurisdicción exclusiva sobre determinados graves delitos (UNTAET/REG/2000/15); 
véase la página web: http://www.un.org/peace/etimor/untaetR/Reg0015E.
32 Instituidos mediante Reglamento 2000/64 (UNMIK/REG/2000/64) de 15 de diciembre de 
2000, con el que la misión de la Administración Interina de las Naciones Unidas en Kosovo de-
cidió incorporar jueces y fiscales internacionales al sistema judicial kosovar.  Véase la página web: 
http://www.unmikonline.org/regulations/2000/reg64-00.htm.
33 Establecidas con la Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas nº 57/228B (A/
RES/57/228 B), que aprueba el acuerdo entre el Gobierno Real de Camboya y las Naciones 
Unidas, en lo relativo a la creación de salas especiales para el procesamiento de los crímenes co-
metidos durante el periodo de la Kampuchea Democrática. Consultable en la página web: http://
www.worldlii.org/int/other/UNGARsn/2003/11.pdf.
34 Creado mediante trámite de acuerdo bilateral entre las Naciones Unidas y el Gobierno de Sierra 
Leona sobre el establecimiento de una Corte Especial, firmado en Freetown el 16 de enero de 
2002. Se puede consultar el acuerdo en la página web: http://www.sc-sl.org/scsl-agreement.html.
35 Instituido a través de la resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas nº 1757 de 
30 de mayo de 2007 (S/RES/1757), consultable en la página web: http://daccess-dds ny.un.org/
doc/UNDOC/GEN/N07/363/57/PDF/N0736357.pdf?OpenElement.
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existente entre los componentes interno e internacional, e incluso los objetivos 
que guían la creación de estos tribunales» (Salinas Alcega, 2009: 198).
Cuando hablamos de las aportaciones de los tribunales mixtos a este sistema 
internacional cuya finalidad es la lucha contra la impunidad, seguramente tene-
mos que partir de la naturaleza híbrida de dichos órganos. Esta naturaleza mixta 
ha permitido adaptar todo el desarrollo del derecho penal internacional a casos 
concretos, a situaciones conflictivas que se presentaban bastante diferentes entre 
ellas. Estos tribunales han tenido una ventaja respecto a los tribunales penales in-
ternacionales: la cercanía y cooperación con el Estado en el que se verificaron los 
hechos; al mismo tiempo este carácter híbrido ha permitido superar los problemas 
que la justicia nacional encontraba, sobre todo en el tema de independencia e 
imparcialidad en los procesos. Respecto a lo último se tiene que añadir el hecho 
de que estos órganos hayan sido aceptados con más facilidad por los destinatarios 
de esta justicia 36, debido a la cercanía con el lugar donde han ocurrido los delitos.
En definitiva, podemos decir que estos últimos pueden constituir un com-
plemento útil a los otros instrumentos de la justicia penal internacional, sobre 
todo en el caso de imposibilidad para la justicia interna de hacer frente a la 
situación conflictiva y procesar a los responsables de crímenes internacionales 
y de que tampoco los tribunales internacionales puedan intervenir; de hecho, 
como hemos mencionado con anterioridad, el TPI no tiene una competencia 
universal teniendo la capacitad de activar su jurisdicción para aquellos Estados 
parte de su Estatuto.
Es en ese caso cuando se abre la puerta a la utilización de la figura de los 
tribunales mixtos, que permite colmar el vacío que dejan tanto la incapaci-
dad de los tribunales internos como la falta de comprensión y el correspon-
diente rechazo de los tribunales internacionales por los destinatarios de la 
justicia que se debe impartir. (Salinas Alcega, 2009: 207)
Estos mecanismos han contribuido también a fortalecer la codificación de 
las normas internacionales en el tema de la persecución de crímenes internacio-
nales, así como fueron codificadas en los Estatutos de los primeros tribunales in-
ternacionales y finalmente reconocidas por el TPI. De esta forma se han puesto 
36 Como explica Carmen Quesada (2009: 48), la credibilidad de un tribunal frente a los destinatarios 
de la justicia, en particular las comunidades de víctimas, es otro de los elementos útiles para evaluar 
la eficacia, el funcionamiento y el éxito de un tribunal tanto interno como internacional; por lo 
tanto, tenemos que tomar en consideración dicho elemento junto con la credibilidad que este 
órgano tiene ante la comunidad internacional.
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en el centro del debate internacional por sus ventajas, incorporando de forma 
rápida el desarrollo del derecho internacional en la materia y cercanía al lugar 
donde se verificaron los hechos.
Hybrid courts are thus assumed to combine the best of two worlds, the 
purely domestic and the purely international prosecution of international 
crimes, and to transcend the shortcomings of each world taken separately. 
According to Dickinson, one of the most fervent proponents of this model, 
hybrid courts do this in the areas of legitimacy, capacity and norm penetra-
tion 37. (Nouwen, 2006: 190)
Cuando hablamos de las aportaciones de dichos órganos a la lucha a la 
impunidad nos referimos al efecto que estos tribunales tienen en el interior del 
ordenamiento jurídico y de la sociedad del país en cuyo territorio se verificaron 
los hechos. Esto en cuanto que la constitución de un tribunal de estas caracte-
rísticas conlleva reforzar la capacidad interna de los órganos judiciales hasta el 
punto de que los tribunales internos puedan asumir por sí mismos el enjuicia-
miento de los presuntos responsables. Como explica Dickinson (2003) además 
de este efecto, se puede constatar que en la mayoría de los casos en que han 
sido utilizados tribunales mixtos el trabajo llevado a cabo por dichos órganos ha 
influenciado a los jueces nacionales y ha favorecido la utilización de normas y 
principios propios del derecho internacional penal. De hecho, ha fortalecido la 
opinio juris sobre la necesidad de respetar aquellos principios y estándares creados 
para la persecución de los crímenes internacionales.
No obstante, la eficacia de estos órganos tiene que ser evaluada teniendo en 
cuenta los límites u obstáculos que estos últimos encuentran a la hora de perseguir 
los crímenes. Un ejemplo de ello es la limitada capacidad de asuntos que pueden 
ser llevados delante de uno de estos tribunales, la escasez de sus recursos, humanos 
y materiales, o el hecho de que la acción de estos órganos puede ser influenciada 
por factores de políticas internas y externas. Como afirma Salinas Alcega (2009: 
239), la creación de tribunales mixtos representa un paso más en el camino hacia 
una verdadera justicia penal internacional, pero sería utópico considerarlos como 
realmente eficaces en todos los casos en que se cometan delitos internacionales.
37 [Traducción de la autora]: «Los tribunales mixtos de este modo se supone que combinan lo mejor 
de los dos mundos, la persecución puramente nacional y la puramente internacional de los críme-
nes internacionales, y para superar las deficiencias de cada mundo tomados por separado. Según 
Dickinson, una de las defensoras más fervientes de este modelo, los tribunales mixtos hacen esto 
en las áreas de la legitimidad, capacidad y penetración de la norma».
120 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
2.3.  LÍMITES Y OBSTÁCULOS DE LOS TRIBUNALES INTERNACIONALES 
EN LA PERSECUCIÓN DE LOS CRÍMENES INTERNACIONALES
El sistema antes descrito tiene importantes limitaciones. De hecho, ninguna de 
las jurisdicciones antes mencionadas resulta del todo satisfactoria. Si partimos de 
los primeros ejemplos de tribunales que han intentado enfrentarse a crímenes 
internacionales, como Núremberg y Tokio, además de problemas de irretroac-
tividad de las normas penales aplicables en los procesos, la principal crítica ha 
sido su constitución por las potencias vencedoras del conflicto mundial 38. Esto 
en deterioro de otros principios como el de imparcialidad e independencia de 
los órganos judiciales.
La crítica a la constitución de dichos órganos acompañará también la crea-
ción de los tribunales penales internacionales para el territorio de la exYugos-
lavia y Ruanda, constituidos por el trámite de una resolución del Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas. Tampoco este hecho ha sido aceptado por 
los Estados, que no reconocían la capacidad del Consejo de crear órganos judi-
ciales. Finalmente sabemos que se admitió la legalidad de su constitución, pero 
dejando bien clara una postura contraria en el caso de un futuro ejercicio por 
parte del Consejo de dicha capacidad.
Además de esto, un elemento común a todos los tribunales que a nivel in-
ternacional se han ocupado de crímenes internacionales es que algunos delitos 
se quedan fuera de su control, como el terrorismo y el crimen de agresión; pue-
de ser solo por motivos políticos ligados a los Estados que han otorgado com-
petencias a estas instituciones, o puede ser por la falta de una reglamentación a 
nivel internacional sobre su enjuiciamiento, al no existir una base común entre 
los Estados parte de la comunidad internacional.
Pero estos no son los únicos límites que se encuentran a la hora de evaluar 
la operatividad y la efectividad de estas jurisdicciones. Uno de los principales 
38 En este sentido, entre otros, Salinas Alcega (2009: 187) afirma que: «los Tribunales de Núremberg y 
Tokio [...] representan algunos elementos de crítica, no tanto en lo que se refiere a la responsabilidad 
de los acusados sino respecto a la identificación de los juzgadores como la comunidad internacional, 
tratándose más bien de tribunales creados por los vencedores en ese conflicto para enjuiciar a los 
vencidos». Esta también es la postura del juez Radhabinod Pal en la dissenting opinion (Dissentient 
Judgement of the Tokyo Tribunal Mr. Justice Pal [1948], 1999, disponible en http://www.cwporter.com/
pal11.htm): «It has been said that a victor can dispense to the vanquished everything from mercy to 
vindictiveness; but the one thing the victor cannot give to the vanquished is justice». [Traducción de 
la autora]: «Se ha dicho que un vencedor puede dispensar a todo vencido desde la misericordia a la 
venganza; pero la única cosa que el vencedor no puede dar a los vencidos es la justicia».
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defectos que estas últimas instancias tienen es que los juicios son demasiado 
lentos. Una posible explicación a lo anterior reside en el hecho de que los pro-
curadores, a la hora de formular los cargos de imputación, formulan muchos y 
alternativos entre ellos, con el único fin de no permitir la absolución del im-
putado. Además, estos procesos son hechos en diferentes idiomas, lo que segu-
ramente no facilita la rapidez de los debates y de las discusiones de las pruebas. 
Además, en algunos casos la lejanía del lugar donde se cometieron los crímenes 
genera un rechazo por parte de la sociedad afectada por los mismos delitos en 
cuanto consideran la jurisdicción internacional como algo impuesto y que no 
respeta su cultura jurídica.
Sin embargo, más significativos resultan en nuestra opinión los obstáculos 
de naturaleza político-social. En efecto, elementos como la lejanía de esos 
tribunales internacionales respecto de los Estados en los que se llevaron a 
cabo los crímenes, el hecho de que estén conformados por jueces y fiscales 
extranjeros, e incluso la utilización de idiomas distintos de los de la pobla-
ción de esos Estados, generan en las sociedades en principio beneficiarias de 
su acción incomprensión e incluso rechazo al ser vistos como una justicia 
impuesta desde fuera. (Salinas Alcega, 2009: 207)
Desde una perspectiva más práctica, el problema más importante es que 
no pueden ser activados sin la cooperación de los Estados. No debemos olvi-
dar que estos órganos no tienen un propio aparato de policía que permita la 
búsqueda de las pruebas, la escucha a los testigos o la detención de los impu-
tados.
Con las palabras de Cassese (2004: 24) podemos ver como estos tribunales 
«están desprovistos del poder de apremio, que sigue en manos de los Estados 
soberanos». Por esa razón, sin la cooperación del Estado en que estos actos se 
han verificado o sin la ayuda de otros Estados que pueden tener en su propio 
territorio al reo, los tribunales internacionales tienen las manos atadas.
Para superar las limitaciones anteriormente resumidas, en este contexto 
internacional se materializan los tribunales mixtos que como explica Salinas 
Algeca (2009: 207) han logrado generar una mayor participación de las so-
ciedades involucradas en los crímenes internacionales; además del hecho de 
que apoyarse en la comunidad internacional debería garantizar la indepen-
dencia e imparcialidad de los procesos llevados a cabo por dichos órganos. 
Sin embargo, también teniendo en cuentas las ventajas que estos últimos 
órganos tienen y las aportaciones que han dado a la lucha contra de la im-
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punidad, existen también en estos casos numerosos obstáculos de carácter 
práctico o jurídico.
Un obstáculo muy importante es claramente el riesgo que la constitución 
de un tribunal mixto tiene de que su acción pueda ser instrumentalizada por 
el Gobierno del Estado en el que se verificaron los hechos y donde el tribunal 
deberá trabajar. De hecho, uno de los principales problemas a la hora de cons-
tituir un órgano, que por su naturaleza resulta ser híbrido, es el alcance de un 
acuerdo sobre el equilibrio entre la dimensión interna e internacional. Y como 
los otros tribunales internacionales, también en este caso, sin la colaboración 
de las autoridades locales de los Estados en cuyo territorio se cometieron los 
crímenes, este modelo de tribunal no logra poder trabajar de forma eficaz. En 
resumen, podemos decir que: «los tribunales mixtos no son una solución defi-
nitiva sino, en todo caso, un nuevo parche, como de alguna manera ya lo fueron 
los Tribunales penales internacionales para la exYugoslavia y Ruanda» (Salinas 
Alcega, 2009: 238).
Finalmente por lo que se refiere al TPI, que tiene un reto importante al ser 
una corte permanente, que no ha sido creada para una situación específica de 
emergencia humanitaria o de crimenes, podemos ver sus limitaciones, además 
de los obstáculos que encuentra en la activación de su jurisdicción.
Podemos resumir las barreras que este tribunal encuentra en cuatro puntos:
• El primero es el margen de competencia que dicho órgano tiene: a nor-
ma del artículo 5 de su Estatuto se prevén los crímenes de competen-
cia de la Corte. «La Corte ejercerá competencia respecto del crimen de 
agresión una vez que se apruebe una disposición de conformidad con los 
artículos 121 y 123 en la que se defina el crimen y se enuncien las con-
diciones en las cuales lo hará». De esta forma quedan fuera del alcance 
de la Corte conductas como el tráfico de drogas, de armas y de personas; 
la pornografía y la prostitución infantil; el terrorismo o los crímenes al 
medio ambiente.
• Otro límite es la irretroactividad con relación a los crímenes cometidos 
antes de la fecha de entrada en vigor del Estatuto.
• La injerencia del Consejo de Seguridad en las cuestiones llevadas a la 
Corte seguramente es otro punto débil de este sistema. La norma del 
artículo 16 del Estatuto de Roma prevé que el Consejo pueda pedir 
aplazamiento de las investigaciones o de los procesos; conforme al ar-
tículo 13 inciso b, el Consejo participa activamente en el inicio de la 
acción penal, pudiendo también calificar las figuras delictivas interna-
cionales.
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• Finalmente, la jurisdicción limitada a los Estados parte del Estatuto; sien-
do la ratificación una condición esencial para la operatividad de su com-
petencia, muchos crímenes no son susceptibles de juicio 39.
Además de esto, tiene que enfrentarse a los problemas derivados de la aplica-
ción práctica del principio de complementariedad. Como sabemos este principio 
representa un compromiso fundamental en las relaciones entre los Estados y la 
Corte, que se manifiesta en la preferencia a favor de las jurisdicciones nacionales 
(Condorelli, 1999: 20), pudiendo el tribunal en última instancia controlar si el 
Estado ejerce de forma eficaz los intereses de justicia jus puniendi. De todas for-
mas, este mecanismo podría acarrear situaciones de obstruccionismo de aquellos 
Estados que, a través de acciones simuladas de investigación o proceso, decidan 
proteger o garantizar la impunidad de los sospechosos de un crimen internacional.
Como señala Sánchez Legido (2009), a la hora de evaluar la eficacia del 
principio en cuestión, hay que tener en cuenta la complejidad y lentitud del 
procedimiento instaurado para garantizar el respeto del principio de comple-
mentariedad por la Corte. De acuerdo con lo tipificado en el Estatuto de Roma, 
se establecen algunas cautelas para combatir los abusos de los Estados en la apli-
cación de este principio, así como estándares para que el Tribunal pueda contro-
lar y cuestionar la decisión de rechazar o asumir el enjuiciamiento de algunos 
hechos delictivos.
2.4.  LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL COMO SISTEMA COMPLEMENTARIO 
EN LA LUCHA CONTRA LA IMPUNIDAD
¿En este contexto internacional de justicia tan fragmentado e imperfecto, cómo 
se inserta y qué papel tiene el principio de jurisdicción universal?
Debido a los desequilibrios y a las imperfecciones que rodean la creación 
y activación de los tribunales penales internacionales, mixtos y del TPI, el me-
39 La CPI no ejerce su competencia a menos que el Estado de nacionalidad del acusado o el Estado 
en cuyo territorio ocurrió el presunto crimen sean partes del Estatuto. Si ninguno de los Estados ha 
ratificado el Estatuto, la Corte no tendrá jurisdicción, excepto en dos situaciones. Primero, el Estatuto 
dispone que la Corte pueda ejercer su competencia si el Estado en cuyo territorio ocurrió el crimen 
o el Estado de nacionalidad del acusado, aunque no sean partes, conciernen en la competencia de la 
Corte sobre una causa dada. En segundo lugar, el Consejo de Seguridad actuando de conformidad 
con el capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas puede remitir una situación que implique a 
un Estado que no es parte de la Corte, en cuyo caso la Corte Penal Internacional actuaría como un 
tribunal ad hoc como aquellos establecidos para la antigua Yugoslavia y Ruanda.
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canismo de jurisdicción universal, que seguramente tiene sus fundamentos en 
el derecho internacional público 40, puede y tiene que ser considerado como 
complemento útil y eficaz en la lucha contra la impunidad.
La compétence universelle est un titre additionnel de compétence re-
connu aux tribunaux pénaux d‘un Etat d‘engager des poursuites contre un 
suspect et de le punir s‘il est reconnu coupable, indépendamment du lieu de 
la commission de l‘infraction et sans égard à la nationalité de son auteur ou 
de la victime 41. (Momtaz, 2006: 405)
Es un complemento en cuanto que se activará, por un lado, en el caso en el 
que haya incapacidad o falta de voluntad de la jurisdicción territorial del Estado 
donde se verificaron los hechos, que por lo tanto tiene primacía a la persecución 
de los delitos; y por el otro, por la imposibilidad práctica de un tribunal interna-
cional de hacer uso de su jurisdicción 42.
En el primer caso se habla del principio de subsidiariedad con la jurisdic-
ción territorial de los Estados en los que se verificaron los hechos:
De acuerdo con la posición que defiendo, la jurisdicción universal será 
relativamente concurrente ya que requeriría la inexistencia de cosa juzgada y, 
en todo caso, la constatación de una inactividad judicial por imposibilidad 
legal o por falta de voluntad o capacidad para la persecución de los crímenes 
internacionales de primer grado por parte del Estado en el que hayan sido 
cometidos los hechos [...]. (Ollé Sesé, 2008: 2010)
En el segundo caso, cuando se habla de la concurrente jurisdicción del 
TPI 43 sobre determinados crímenes, no podemos olvidar que este órgano no 
40 Nos referimos a la utilización del principio cuando se haya cometido un crimen de piratería. En 
el próximo capítulo en los apartados 3.3 y sucesivos enfrentaremos las bases, los requisitos y los 
límites de este principio partiendo de su utilización en esta tipología de crimen y veremos cómo 
la cuestión ha sido enfrentada también desde una perspectiva jurisprudencial en el caso Lotus.
41 [Traducción de la autora]: «La jurisdicción universal es un título adicional que reconoce a los 
tribunales penales de un Estado la competencia de procesar a un sospechoso y de castigarlo si es 
reconocido como culpable, independientemente del lugar de comisión de la infracción y sin tener 
en cuenta la nacionalidad del autor o de la víctima».
42 Si por ejemplo tomamos en consideración las barreras que encuentra la Corte Penal Internacio-
nal, podemos ver que este órgano solo puede conocer de crímenes cometidos desde la entrada en 
vigor del Estatuto y su jurisdicción ha de ser aceptada por los Estados. Muy significativamente ni 
China, ni Israel, ni Estados Unidos, ni Rusia se han sometido a dicha jurisdicción.
43 Como sabemos la jurisdicción del TPI no tiene primacía sobre las jurisdicciones nacionales si 
no respeta el principio de complementariedad; no teniendo el carácter de jurisdicción universal, 
EL SISTEMA DE LA JUSTICIA PENAL INTERNACIONAL │ 125
tiene una competencia universal, a pesar de que sea la jurisdicción que se de-
muestre más imparcial, independiente etc.
Sin embargo, su papel no es ilimitado. Todo lo contrario. La jurisdicción 
de la Corte está sometida a varias limitaciones de distinta naturaleza que 
condicionan de manera importante su ejercicio, lo que no hace sino con-
firmar la necesidad de reforzar la vigencia del principio de justicia universal 
en las legislaciones nacionales. [...]Por lo tanto, la aplaudida creación de la 
Corte Penal Internacional no puede cuestionar en modo alguno la vigencia 
del principio de justicia universal. Las importantes limitaciones a su compe-
tencia establecidas en el Estatuto de Roma son una muestra de ello. De otro 
modo, quedarían importantes lagunas de impunidad en materia de perse-
cución y castigo de los crímenes más graves. (Rodríguez Yagüe, 2007: 3-7)
Como explica Kai Ambos (2007: 2): «The International Criminal Court 
continues to be an institution in progress and cannot resolve over night centu-
ries long problems of impunity for serious human rights violations 44».
Por lo tanto, los obstáculos que los tribunales internacionales pueden en-
contrar en la lucha a la impunidad, en algunas ocasiones, pueden ser resueltos 
o por lo menos tratados por los sistemas internos de justicia ejercitando una 
jurisdicción universal; es por eso que en este sistema de justicia internacional un 
papel muy importante lo tienen los tribunales nacionales, tanto en la determi-
nación de las responsabilidades penales y castigo de los responsables como en el 
ámbito de la reparación de los daños a las víctimas. Por esa razón, el desarrollo 
del derecho internacional penal ha conllevado, a nivel global, la formulación del 
principio jurídico de justicia universal 45 para establecer los criterios y los límites 
para su aplicación.
Entendemos por justicia universal aquel principio de derecho internacio-
nal que permite a los tribunales nacionales perseguir crímenes, aunque se co-
resulta, en el momento actual, concurrente a otras jurisdicciones territoriales que ejercen esta 
tipología de jurisdicción: «la renuncia a la jurisdicción universal de la Corte ha sido, junto con el 
principio de complementariedad, el precio que se debió pagar para hacer posible la adopción del 
Estatuto» (Sánchez Legido, 2004: 136).
44 [Traducción de la autora]: «el Tribunal Penal Internacional sigue siendo una institución en progre-
so, pero no puede resolver todos los problemas de impunidad derivados de las graves violaciones a 
los derechos humanos».
45 Como explica Cristina Rodríguez Yagüe (2007: 1): «En su configuración originaria el principio de 
justicia universal se construye sobre la idea de solidaridad internacional, con el objeto de proteger 
los valores esenciales de la comunidad internacional».
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metan fuera de sus territorios, y también en el caso en que las víctimas como el 
victimario resulten ser de nacionalidad diferente respecto al Estado que procede 
al enjuiciamiento de los hechos; el Estado del foro.
En el debate internacional se ha enfatizado la importancia de la creación 
de dicha norma en cuanto que resultaría útil en el momento de desarrollar 
mecanismos/estrategias para impedir que Estados, acogiendo a los presuntos 
responsables, permitan la impunidad de los hechos. Además de esto, la doctrina 
ha enfatizado que (hasta el momento en que se escribe este trabajo) este me-
canismo es una fuerte herramienta de presión para que las autoridades de los 
países involucrados en un crimen internacional actúen a favor de la justicia y la 
reparación para las víctimas.
Consciente de todas las diferentes posturas en el tema de jurisdicción univer-
sal que serán largamente tratadas en este trabajo, en el capítulo tercero apartado 3.3 
podemos ver cómo este principio se inserta de lleno en los debates internacionales 
relativos a la relación que este último tiene con otros principios relacionados con la 
persecución de crímenes internacionales como la cláusula de aut dedere aut judicare. 
Con las palabras de la jueza Van Den Wyngaert, en el asunto de la orden de arresto 
de 11 de abril del año 2000 (República Democrática del Congo c. Bélgica) 46:
60. In order to assess the «permissibility» of universal jurisdiction for in-
ternational crimes, it is important to distinguish between jurisdiction clauses 
and prosecution (aut dedere aut judicare) clauses in international criminal law 
conventions. 61. The jurisdiction clauses in these Conventions usually obli-
ge States to provide extraterritorial jurisdiction, but do not exclude States 
from exercising jurisdiction under their national laws. Even where they do 
not provide universal jurisdiction, they do not exclude it either, nor do they 
require States to refrain from providing this form of jurisdiction under their 
domestic law. The standard formulation of this idea is that «[t]his Conven-
tion does not exclude any criminal jurisdiction exercised in accordance with 
national law...» 47.
46 I.C.J., Reports 2002, Opinión disidente, párrs. 60-61.
47 [Traducción de la autora]: «60. Con el fin de evaluar la «permisividad» de la jurisdicción universal 
por crímenes internacionales, es importante distinguir entre las cláusulas de jurisdicción y de 
enjuiciamiento (aut dedere aut judicare) de los convenios de derecho penal internacional. 61. Las 
cláusulas de jurisdicción en dichos convenios generalmente obligan a los Estados a proveer la 
jurisdicción extraterritorial, pero no excluye a los Estados de ejercer jurisdicción con arreglo a su 
legislación nacional. Incluso en los casos que no prevén la jurisdicción universal, no la excluyen 
tampoco, ni tampoco obligan a los Estados a abstenerse de proporcionar este tipo de jurisdicción 
en su derecho interno. La formulación estándar de esta idea es que “[la] presente Convención no 
excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de conformidad con la legislación nacional...”»
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Evaluar el impacto real de este principio en la lucha contra la impunidad 
es una tarea difícil; seguramente también en este caso estamos frente a una ju-
risdicción imperfecta y que en los últimos años se está enfrentado a numerosos 
problemas derivados de su aplicación práctica en aquellos países que por su trá-
mite se habían hecho portavoces de la lucha contra la impunidad.
Efectivamente, su función, por lo menos esta era la idea que fundamentaba 
su creación, se basa en la superación de las barreras que de hecho dejan impunes 
los crímenes internacionales. Si pensamos en la impotencia o falta de voluntad 
de los Estados en cuyos territorios se verificaron los hechos o en los obstácu-
los prácticos y jurídicos que tienen los tribunales penales internacionales para 
activar su jurisdicción, este mecanismo permitiría a las víctimas encontrar un 
foro donde hacer valer sus pretensiones, pero sobre todo donde determinar las 
responsabilidades penales de los sujetos implicados.
Relacionado con el tema de acceso a la justicia para las víctimas de un 
crimen internacional, en los últimos años se ha hablado también de una ju-
risdicción civil universal como contraparte de la jurisdicción penal universal. 
Siguiendo el mismo razonamiento que ha llevado a los Estados a enjuiciar crí-
menes cometidos en el extranjero y a determinar las responsabilidades penales, 
ahora se habla de una jurisdicción civil sobre estos mismos hechos, que no tiene 
la función de determinar las responsabilidades penales sino de resarcir a las víc-
timas, que de otra forma no encontrarían un foro adecuado donde hacer valer 
sus pretensiones. También en este contexto estaríamos frente a una jurisdicción 
que se activa únicamente en función de la naturaleza del crimen.
En este difícil y al mismo tiempo fascinante mundo de instrumentos in-
ternacionales que se ponen del lado de las víctimas, se entiende que para hacer 
valer eficazmente las obligaciones internacionales de los Estados en términos de 
protección de los derechos humanos y de persecución y reparación en caso de 
una violación grave de los mismos, hay que crear los espacios adecuados para 
acceder a la justicia. Esto demuestra, una vez más, la importancia fundamental 
que los jueces internos tienen y el papel importante que la jurisdicción universal 
ha tenido y tendrá para llenar los espacios vacíos que han permitido que exista 
la impunidad.
Ahora bien, para que se entienda la función de la jurisdicción universal 
como complemento de los otros mecanismos, podemos poner el ejemplo de los 
límites subjetivos que estos últimos tienen a la hora de perseguir una conducta 
delictiva. De hecho, sabemos que hasta el momento no hay normas que afirmen 
también la responsabilidad penal internacional de entes como las empresas, y 
que, por lo tanto, cuando estás últimas cometen una grave violación a los dere-
128 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
chos humanos no pueden ser llevadas delante de un tribunal internacional con 
el fin de evaluar su participación en el delito y, si así fuera el caso, determinar su 
responsabilidad penal.
Esto es un importante vacío existente en un mundo donde las empresas 
parecen moverse en la total libertad sin preocuparse de las consecuencias de sus 
acciones. Para superar este obstáculo, algunos Estados, entre ellos los Estados 
Unidos, han puesto en marcha instrumentos, por lo menos civiles, para resar-
cir a las víctimas internacionales, cuando no hayan recibido justicia en el lugar 
donde el delito haya sido cometido y no exista otro instrumento internacional 
activable.
No obstante, pensamos que, debido a la gravedad de los hechos cometi-
dos por dichos entes, una simple responsabilidad civil no resulta ser totalmente 
satisfactoria en términos de justicia, pero al mismo tiempo somos conscientes 
de que el desarrollo del derecho internacional penal no ha llegado hasta la de-
mostración de una responsabilidad penal internacional de dichos entes, y, por lo 
tanto, el ejercicio de esta tipología de jurisdicción puede permitir por lo menos 
el respeto de una de las obligaciones de los Estados: dar acceso a la justicia a las 
víctimas y resarcir los daños.
En los últimos veinte años, en Estados Unidos una particular tipología de 
jurisdicción civil sobre ilícitos especiales, regulada por ley la llamada Alien Tort 
Claims Act, ha sido utilizada para determinar las responsabilidades civiles de las 
empresas en caso de ilícitos internacionales basados en la ley de las naciones. 
Debido a su importancia en materia de reparación o compensación de las vícti-
mas, hemos decidido dejar un espacio bastante importante en este capítulo para 
fortalecer la idea de que para combatir la impunidad es necesario un sistema 
internacional que trabaje desde diferentes áreas, una de ellas puede ser la civil, 
para construir mecanismos nuevos y crear soluciones en los vacíos dejados por 
la jurisdicción territorial y por los tribunales internacionales.
2.5.  LA JURISDICCIÓN SOBRE ILÍCITOS CIVILES ESPECIALES: SU 
CONTRIBUCIÓN EN LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
HUMANOS Y REPARACIÓN PARA LAS VÍCTIMAS
El papel de las empresas, como actores internacionales que contribuyen o se 
involucran en la comisión de un crimen internacional, ha interesado e interesa 
a los mecanismos de justicia penal internacional antes mencionados. «It is not 
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difﬁcult to see why international criminal law is an appealing tool for addressing 
negative aspects of the relationship between business and human rights/huma-
nitarian law, especially in conﬂict situations 48» (Kyriakakis, 2013: 982).
El papel de las empresas en la comisión de un crimen internacional y 
la determinación de las relativas responsabilidades penales ha sido objeto de 
atentas discusiones por parte del profesor John Ruggie, representante especial 
de las Naciones Unidas (ONU) del Secretario General sobre la cuestión de los 
derechos humanos y las empresas transnacionales y otras empresas comerciales 
(SRSG); en particular los debates se han centrado en tratar el derecho interna-
cional como uno de los medios clave para hacer frente a las peores violaciones 
contra los derechos humanos.
Sin embargo, la idea de crear una norma para las empresas, diferente a la 
de los individuos involucrados en la comisión de un crimen internacional, no 
es reciente; de hecho, en un principio también el tribunal penal militar de Nú-
remberg se cuestionaba la posibilidad de que los actores empresariales pudie-
ran ser considerados como responsables de un crimen internacional. Podemos 
decir que cuando fueron creados los tribunales internacionales primordia les, 
era opinión ampliamente aceptada el considerar las acciones por parte del 
sector privado y empresarial como acciones que pudieran ser investigadas y 
castigadas si fuera el caso. Aunque esta era la intención inicial, podemos ver 
que nunca se reflejó en las acusaciones formales emitidas por los tribunales in-
ternacionales como el tribunal para la exYugoslavia, Ruanda o la Corte Penal 
Internacional.
Debido a esta brecha en el sistema internacional, que de hecho no permi-
te en el momento actual llevar una empresa frente a un tribunal internacional 
para establecer su responsabilidad y sucesivamente reparar a las víctimas, resultan 
interesantes algunas prácticas estatales recientes, como la estadounidense rela-
cionada con la reparación de los daños derivados de la comisión de un crimen 
internacional.
La doctrina del foro necessitatis desarrollada por algunos Estados podría 
insertarse en este contexto. Frente a la imposibilidad de encontrar un foro para 
la reparación y compensación de los daños hechos por empresas, y frente a la 
ola de impunidad en que estas últimas parecen moverse, Estados como Canadá, 
48 [Traducción de la autora]: «No es difícil ver por qué el derecho penal internacional es una herra-
mienta atractiva para hacer frente a los aspectos negativos de la relación entre las empresas y los 
derechos humanos/derecho humanitario, especialmente en situaciones de conflicto».
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Holanda y Suiza están promoviendo la utilización de una doctrina para que, 
como mecanismo residual, dé la posibilidad a las víctimas de acceder a la justicia 
delante de sus tribunales.
The forum of necessity doctrine allows a court to hear a claim, even when 
the standard tests for jurisdiction are not fully satisfied, if there is no other fo-
rum where the plaintiff could reasonably seek relief. It is thus the mirror image 
of forum non conveniens, which allows defendants to establish that a court should 
not hear a claim, despite the tests for jurisdiction being met, based on a range 
of discretionary factors. While the doctrines operate on similar principles, forum 
non conveniens gives defendants an extra chance to kill a case, whereas forum 
of necessity gives plaintiffs an extra chance to save it 49. (Goldhaber, 2013: 137)
Actualmente, existe una tipología de jurisdicción civil que tiene una peculia-
ridad, el carácter especial de los ilícitos, que encuentran sus disciplinas directamen-
te en el derecho internacional; efectivamente, en los últimos años el debate inter-
nacional se ha centrado sobre el papel de la Alien Tort Claims Act como medio de 
reparación de violaciones graves a los derechos humanos. Este mecanismo ha sido 
utilizado como una de las alternativas posibles, a modo de respuesta útil para la re-
presión, prevención y reparación de crímenes internacionales. En otras palabras, a 
través de esta ley se ha dado la posibilidad de otorgar una respuesta reparadora a las 
víctimas que han sufrido uno de estos crímenes, en un Estado que no está ligado 
de forma directa al delito mismo, o que no tiene ningún interés específico en la 
represión y reparación del delito, sino que responde a un interés de la comunidad 
internacional en su conjunto: la protección de los derechos humanos.
De aquí surge la idea de que también en el ámbito civil se podría en el fu-
turo hablar de una jurisdicción universal 50, como contraparte de la jurisdicción 
penal universal, basada únicamente en la naturaleza del crimen cometido. El 
fundamento de esta tipología de jurisdicción estaría en el hecho de que cuando 
se trata de crímenes tan graves que ofenden el concepto mismo de humanidad y 
49 [Traducción de la autora]: «la doctrina del foro necessitatis permite que un tribunal pueda conocer 
cualquier reclamación, aun cuando las pruebas estándar para la jurisdicción no están plenamente 
satisfechas, si no hay otro foro en el que el demandante podría razonablemente buscar alivio. Por 
tanto, es la imagen especular de forum non conveniens, que permite a los acusados establecer que 
un tribunal no debería escuchar un reclamo, a pesar de que las pruebas de competencia se hayan 
cumplido en función de una serie de factores discrecionales. Mientras las doctrinas operan en 
principios similares, forum non conveniens da a los acusados la oportunidad de terminar con el caso, 
mientras que el foro de la necesidad da a los demandantes una oportunidad adicional de salvarlos».
50 Al respecto, véase los estudios llevados a cabo por Donald Francis Donovan y Anthea Roberts (2006).
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que se quedarían en el olvido por parte del Estado en que se verificaron dichos 
actos, resulta necesario poner en marcha instrumentos útiles para la indemni-
zación de los daños sufridos por las víctimas, aunque estemos en una situación 
en que se procede incluso por crímenes cometidos en el extranjero contra ex-
tranjeros.
Desde ahora resulta importante decir que el ejercicio del principio de ju-
risdicción universal en materia civil se encuentra aún en formación en el ámbito 
internacional y que su futuro es incierto, por las dificultades que se encuentran 
para llevarlo a cabo. No existen normas de derecho internacional que obliguen a 
los Estados a ejercitar esta tipología de jurisdicción en los casos de violaciones de 
las normas sobre los derechos humanos. Como explica Pigrau i Solé (2012: 215): 
«el derecho internacional no prevé expresamente ninguna forma de jurisdicción 
civil universal, ni para autorizarla ni para prohibirla». De hecho, si tomamos en 
consideración el artículo 14 de la Convención sobre la prohibición de actos de 
tortura de las Naciones Unidas, este último prevé una adecuada compensación 
para los sujetos que han sufrido estos actos, sin embargo, no hace referencia al 
hecho de que esta compensación pueda hacerse valer a través suya.
El ejemplo más significativo, prácticamente el único de una jurisdicción 
sobre ilícitos especiales –torts– está representado por la legislación de los Estados 
Unidos de América. La legislación estadounidense ha jugado un papel muy des-
tacado; aunque también ha sido objeto de críticas, tanto internas como externas, 
las cuales han llevado a una interpretación de dicha legislación de forma variable 
y, en los últimos tiempos, cada vez más restrictiva 51.
Como sostiene Mauricio Iván del Toro Huerta:
La experiencia estadounidense es ilustrativa respecto del papel de los tri-
bunales nacionales frente a la protección de los Derechos Humanos y sobre 
la falta de mecanismos efectivos de reparación de las violaciones graves a 
tales derechos, aspectos fundamentales en la construcción de una comunidad 
nacional e internacional más humana y más justa. (Toro Huerta, 2007: 3)
Pasando al análisis de la ley estadounidense sobre la indemnización civil 
por daños extracontractuales a extranjeros, denominada Alien Tort Claims Act, 
de 1789, podemos ver cómo dicha ley otorga competencia a los tribunales fede-
51 Sobre este aspecto podemos mencionar las recientes decisiones del Tribunal Supremo de Estados 
Unidos en los casos Kiobel contra Royal Dutch Petroleum Co de 17 de abril de 2013 y Daimler 
Chrysler AG v. Bauman de 14 de enero de 2014. Ambas decisiones serán objeto de análisis a lo 
largo de este capítulo.
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rales de distrito para conocer casos en que un extranjero reclame las violaciones 
al derecho internacional o a los tratados internacionales en que los Estados Uni-
dos de América sea parte. Un sector de la doctrina internacional habla en este 
contexto de una jurisdicción «casi» universal (Pigrau i Solé, 2012: 215), esto en 
cuanto se admiten las demandas por parte de extranjeros y se requieren ciertos 
vínculos para su activación.
Antes de adentrarnos en el análisis de esta norma hay una consideración 
importante que hacer: en el marco del tema de la protección de los derechos 
humanos la jurisdicción territorial tendrá una importancia peculiar, siempre y 
cuando se demuestre que sea realmente efectiva y eficaz. En este sentido pode-
mos decir que la creación de una la jurisdicción universal debe ser considerada 
como un mecanismo de carácter excepcional y que, por lo tanto, a nivel nacio-
nal como internacional debe ser regulado y ejercido con claridad con el fin de 
proteger los valores fundamentales de la comunidad internacional previniendo 
las violaciones a sus valores e intereses compartidos.
Debido a la amplitud del tema, en los próximos apartados se presenta un 
mero acercamiento al tema de la experiencia estadounidense relacionada con 
la jurisdicción sobre ilícitos civiles especiales, ofreciendo una panorámica de las 
características y límites de esta tipología de jurisdicción destacando algunos de 
los aspectos más actuales y críticos que rodean esta temática.
2.5.1. La experiencia estadounidense: la Alien Tort Claims Act
Como se ha dicho, el único ejemplo de jurisdicción sobre ilícitos civiles 
especiales a través de una ley está representado por la legislación estadounidense 
sobre la indemnización civil por daños extracontractuales a extranjeros, deno-
minada Alien Tort Statute o Alien Tort Claims Act de 1789; de hecho, como 
explica Liesbeth Enneking (2012: 397):
This tendency is not confined to the US; similar claims have been brought 
before courts in other Western societies such as the UK, Australia, Canada 
and the Netherlands. In the absence of an ATS equivalent anywhere outside 
the US, these claims have typically been based on general principles of tort 
law and the tort of negligence in particular 52.
52 [Traducción de la autora]: «Esta tendencia no se limita a los EE.UU.; demandas similares han 
sido llevadas ante los tribunales en otras sociedades occidentales como el Reino Unido, Australia, 
EL SISTEMA DE LA JUSTICIA PENAL INTERNACIONAL │ 133
Este ley, que «ostenta un relieve especial en cuanto trae origen del periodo 
fundacional de la República» (Zamora Cabot, 2005a: 1383), otorga competen-
cia a los tribunales federales de distrito para conocer casos en que un extranjero 
reclame violaciones del derecho de gentes y de los tratados internacionales en 
los que los Estados Unidos de América sean parte, permitiendo la institución de 
procesos civiles por los daños sufridos por las víctimas y por la compensación a 
los Estados Unidos por los gastos económicos soportados.
El ATCA fue codificado en el United States Code en su volumen 28 sección 
1350 que prevé: «The district courts shall have jurisdiction of any civil action by 
an alien for a tort only, committed in violation of the law of nations or a treaty 
of the United States 53». Como explica el profesor Beigbeder (2005: 57), esta ley 
otorga una competencia a los tribunales federales limitada a conocer la sola res-
ponsabilidad civil para la violación de los derechos humanos y a la indemnización 
de las víctimas:
The US Courts’ jurisdiction under this Act is limited to adjudicating 
civil liability for human rights violations (especially torture). The Courts 
have civil, not criminal, competence: they do no sanction the perpetrators 
except by deciding on restoration to the victims, limited to financial com-
pensation 54.
Como quedó establecido por el Tribunal Supremo de Estados Unidos en el 
caso Sosa contra Álvarez-Machain 55, el ATCA: es un jurisdictional Statute. Como 
explican Peter Henner (2009) y Zamora Cabot (2013), esta ley no crea ningún 
derecho sustantivo siendo puramente jurisdiccional y autorizando demandas 
sobre ciertos ilícitos especiales ante los tribunales estadounidenses.
Canadá y los Países Bajos. En ausencia de un equivalente al ATS en cualquier lugar fuera de los 
EE.UU., estas demandas se han basado en los principios generales del derecho penal y en el delito 
por negligencia, en particular».
53 [Traducción de la autora]: «Los tribunales de distrito tendrán jurisdicción sobre cualquier acción 
civil activada por un extranjero solamente por un acto ilícito cometido en violación de la ley de 
las naciones o un tratado de los Estados Unidos».
54 [Traducción de la autora]: «La competencia de los tribunales de EE.UU. en virtud de esta ley se 
limita a determinar la responsabilidad civil por violaciones de derechos humanos (especialmente 
por tortura). Los tribunales tienen una competencia civil, no penal: no establecen ninguna sanción 
a los responsables, excepto por la determinación de la restauración de las víctimas, limitada a la 
compensación financiera».
55 542 U.S. 692 (2004).
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De hecho:
All that, without ignoring that, in the case of ATCA, it is a question of 
special torts, to the extent, for example, to which the norm reserving federal 
courts’ jurisdiction to adjudicate is supported by the Law of Nations and a 
reduced set of conducts contrary to Jus Cogens, just as the Sosa precedent 
established. Or that when it is time to determine the choice of law, these 
same courts, following the cited precedent, can always choose federal com-
mon law, which has been integrating the mandates of public international 
law. I say «choose», because they are allowed to apply, according to the con-
flict of laws or the choice of law to which they should be subject, a foreign 
law, e.g., the law where the action took place. Being a special tort does not, 
in the end, mean exclusion, but the opportunity to make public and private 
international law work together. Which always ennobles both of them 56. 
(Zamora Cabot, 2013: 11)
Para su activación resultan necesarios tres elementos establecidos por el 
Juzgado del décimo primer circuito en la sentencia del 2009 sobre el caso rela-
tivo a Sinaltrainal contra Coca-Cola Co 57.: «Federal subject matter jurisdiction 
exists for an ATS claim when the following three elements are satisfied: (1) an 
alien (2) sues for a tort (3) committed in violation of the law of nations 58». Más 
adelante veremos en qué consisten los torts cometidos en violación de la law of 
nations, y la evolución jurisprudencial sobre estos aspectos.
Como confirmación a la importancia de una legislación que pudiese in-
demnizar a las víctimas de crímenes internacionales, el Congreso codificó otra 
importante ley en 1992: The Torture Victim Protection Act. Esta ley autoriza a 
56 [Traducción de la autora]: «Todo eso, sin olvidar que, en el caso de ATCA, es una cuestión de 
ilícitos especiales, en la medida, por ejemplo, de que la norma reservada por la jurisdicción del 
tribunal federal para juzgar es apoyada por el derecho de gentes y un conjunto reducido de con-
ductas contrarias al jus cogens, justo como el precedente Sosa estableció. O que cuando llega el 
momento de determinar la elección de la ley, estos mismos tribunales, siguiendo el precedente 
citado, siempre pueden elegir la ley federal común, que ha sido formada por la integración de los 
mandatos del derecho internacional público. Digo “elegir”, ya que pueden aplicar, de acuerdo 
con el conflicto de leyes o la elección de la ley a la que deben someterse, una ley extranjera, por 
ejemplo, la ley en donde la acción se llevó a cabo. Al ser un agravio especial no significa, al final, 
la exclusión, sino la oportunidad de hacer que el derecho internacional público y privado trabajen 
juntos. Lo que siempre ennoblece a ambos».
57 578 F.3d 1252 (11th Cir. 2009). 
58 [Traducción de la autora]: «La jurisdicción federal existe bajo el ATS cuando una demanda satisfa-
ga los tres siguientes elementos: (1) un extranjero (2) demanda por responsabilidad extracontrac-
tual (3) cometido en violación del derecho de gentes».
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cualquier individuo, nacional o extranjero, a reclamar civilmente por la comisión 
de actos de tortura o ejecuciones extrajudiciales, siempre y cuando no hayan te-
nido un acuerdo de solución en el lugar de comisión de tales acciones. Este docu-
mento ha sido codificado en el volumen 28 sección 1350 del United States Code. 
La idea de fondo que sustenta esta norma es clara, con su creación: «It highlights 
the role of U.S. Courts in providing a legal forum for outrageous violations of 
human rights regardless of where they are committed 59» (Koebele, 2009: 5).
Pasando al análisis de los acontecimientos que llevaron a la creación de esta 
ley, podemos ver que a finales de 1700, después de algunos ilícitos sufridos por 
diplomáticos extranjeros en el territorio estadounidense, el Congreso decidió 
adoptar una ley que establecía una jurisdicción en materia civil que podría ser 
actuada frente a los tribunales federales estadounidenses respecto de las violacio-
nes de la law of nations o de los treaty of the United States.
La ley llamada Alien Tort Claims Act, sobre los daños extracontractuales 
causados a extranjeros, fue promulgada en 1789, pero durante casi dos siglos no 
fue empleada de forma significativa y no existieron sentencias relevantes por 
parte de los tribunales estadounidenses. Antes de 1980, solo un número menor 
de casos merecieron la aplicación de esta ley. La situación cambió con el caso 
Filártiga contra Peña-Irala 60 (1980), en el que un ciudadano paraguayo deman-
dó a un antiguo alto oficial de policía de la dictadura militar de Stroessner en 
Paraguay por actos de tortura cometidos en dicho Estado, actos que llevaron a la 
muerte al hijo menor de edad del demandante. En este caso, el Tribunal de Ape-
lación del segundo circuito, al efecto de establecer la competencia del tribunal 
con base en el derecho internacional general, equiparó en sus efectos el crimen 
de piratería con el de tortura al señalar que:
Among the rights universally proclaimed by all nations, as we have noted, 
is the right to be free of physical torture. Indeed, for purposes of civil liability, 
the torturer has become like the pirate and slave trader before him hostis 
humani generis, an enemy of all mankind 61.
59 [Traducción de la autora]: «Esto destaca el papel de los tribunales de los EE. UU. para ofrecer un 
foro legal sobre violaciones escandalosas de los derechos humanos, independientemente del lugar 
en que se cometieron».
60 630 F.2d 876 (2d Cir. 1980). 
61 [Traducción de la autora]: «Entre los derechos universalmente proclamados por todas las naciones, 
como hemos señalado, existe el derecho a ser libre de tortura física. De hecho, para efectos de 
la responsabilidad civil, el torturador, es ahora un pirata y comerciante de esclavos, hostis humani 
generis, un enemigo de la humanidad en su conjunto».
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En consecuencia, y considerando la opinión favorable de la Administración 
del entonces presidente Carter, dicho tribunal se consideró competente y esti-
mó que «deliberate torture perpetrated under color of official authority violates 
universally accepted norms of the international law of human rights 62». Como 
explica Steinhardt y D’Amato (1999:30):
The Filártiga decision grounded the constitutionality of the Alien Tort 
Claims Act on these principles, asserting that «the constitutional basis for the 
Alien Tort Statute is the law of nations, which has always been part of the 
federal common law 63».
Esta sentencia representa un punto muy importante en la historia del ATCA 
pero sobre todo un momento crucial para la protección de los derechos humanos.
In terms of the international protection of human rights, this decision 
must count as one of the most significant judicial judgements ever rende-
red, placing the ATS at the center of human rights adjudication. This focus 
necessarily raised questions about the scope and limits of claims under this 
statute 64. (Caron y Buxbaum, 2010: 2)
Desde este caso, se han presentado numerosas demandas por actos cometidos 
fuera del territorio estadounidense, en perjuicio de extranjeros, inaugurándose una 
nueva era jurisprudencial de dicha ley. Después de este caso, la historia de la apli-
cación de esta norma ha conocido demandas por diferentes violaciones de normas 
internacionales que se concretizan en diversos crímenes internacionales, entre ellos 
podemos mencionar: tortura, genocidio, violencia sexual, crímenes de guerra, es-
clavitud y trabajos forzosos, apartheid, ejecuciones extrajudiciales, tratos inhumanos 
y degradantes, daños graves al medio ambiente y desapariciones forzadas.
A nivel histórico podemos identificar cuatros diferentes periodos en la 
historia del ATCA: el primero es el periodo pre-Filártiga, es decir el periodo 
que va de 1789 al 1980, donde la ley no ha sido utilizada sino en casos margi-
62 [Traducción de la autora]: «Tortura deliberada perpetrada bajo la apariencia de autoridad oficial 
que viola normas universalmente aceptadas del derecho internacional de los derechos humanos».
63 [Traducción de la autora]: «La decisión Filártiga fundamenta la constitucionalidad de la Alien Tort 
Claims en estos principios, afirmando que “la base constitucional para el Estatuto Alien Tort es el 
derecho de gentes, que siempre ha sido parte de la ley federal común”».
64 [Traducción de la autora]: «En cuanto a la protección internacional de los derechos humanos, esta 
decisión debe contar como una de las sentencias judiciales más importantes jamás emitidas, colo-
cando el ATS en el centro de la adjudicación de derechos humanos. Este enfoque necesariamente 
plantea preguntas sobre el alcance y los límites de las reclamaciones en virtud de esta norma».
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nales; el segundo periodo parte del caso Filártiga y llega hasta el 2004 con el 
caso Sosa, cuando se abre una nueva etapa y el ATCA empieza a ser utilizado 
en casos de crímenes de tortura, de genocidio o en contra de la humanidad. 
Una tercera fase posterior al caso Sosa, en la cual el Tribunal Supremo confirma 
la importancia del ATCA y abre el debate relativo a los criterios de aplicabi-
lidad de dicha norma, es la referente a la responsabilidad de las empresas en la 
comisión de crímenes internacionales y sobre la compatibilidad de la norma 
que prevé la indemnización para los daños extracontractuales y las normas que 
otorgan inmunidad a los Estados extranjeros respecto de la jurisdicción civil y 
penal. Finalmente, una cuarta fase, todavía no concluida, caracterizada por dos 
sentencias del Tribunal Supremo relativas a los asuntos Kiobel y Daimler, en las 
que se aprecia una postura restrictiva del Alto Tribunal relativa a la posibilidad de 
aplicar este ATCA a conductas que se desarrollan en el extranjero.
A lo largo de estas fases, los criterios, las características y los efectos de esta 
tipología de jurisdicción han sido diferentes y han llevado a numerosas sentencias 
contrastantes. Los casos Filártiga y Sosa, por diferentes causas, representan momen-
tos de cambio significativos y determinan las líneas jurisprudenciales seguidas por 
los tribunales federales en un determinado momento. El caso Filártiga pone en evi-
dencia lo arduo de adaptar una norma creada en 1789, por problemas y amenazas a 
la seguridad internacional y a la paz, muy diferentes de las que en 1980 los tribuna-
les tenían que sancionar. El tribunal tenía el difícil papel de determinar si los actos 
de torturas estaban o no cubiertos por el dictado del ATCA original. Como hemos 
mencionado antes, el Congreso decidió otorgar competencia universal solamente 
en casos en los que se había cometido una violación de la ley de las naciones. La 
expresión «ley de las naciones», como bien explica el profesor Tanzi (2013: 114), 
es propia del derecho internacional consuetudinario y por lo tanto el juez en este 
caso pudo declarar su competencia a conocer la causa solo determinando la natu-
raleza consuetudinaria de la norma internacional que prohíbe los actos de tortura.
Tenendo conto che l’espressione the law of nations, il c.d. diritto de-
lle genti, corrisponde al diritto internazionale consuetudinario e poiché gli 
attori avevano basato l’azione in giudizio sulla consuetudine, per determina-
re la propria giurisdizione il giudice americano ha dovuto accertare la natura 
consuetudinaria del divieto della tortura 65.
65 [Traducción de la autora]: «Teniendo en cuenta que la expresión the law of nations, el llamado derecho 
de gentes, corresponde al derecho internacional consuetudinario y debido a que los actores habían 
fundamentado la acción en juicio sobre la costumbre, para determinar su propia jurisdicción el juez 
ha tenido que poner de relieve la naturaleza consuetudinaria de la prohibición de la tortura». 
138 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
La decisión del Tribunal Supremo en el caso Sosa ciertamente representa 
un punto de ruptura con el pasado y con las líneas seguidas por los tribunales 
en el caso Filártiga y un punto de partida para entender la actual utilización 
del ATCA. De hecho, ese Tribunal, de forma contraria a la jurisprudencia pre-
cedente, estableció que el ATCA no establece un derecho o causa de acción 
propiamente dicha, sino que reconoce la jurisdicción de los tribunales federales 
sobre un cierto número limitado de violaciones del derecho internacional. Po-
demos ver que, en este caso, contrariamente a la sentencia Filártiga, se optó por 
un criterio restringido a la hora de determinar cuáles pudieron ser las violacio-
nes del derecho internacional accionables con el ATCA, es decir: las violaciones 
que teniendo un elevado grado de especificidad, universalidad y obligatoriedad 
podrían ser incluidas en el listado de violaciones recogidas en dicha norma, 
siguiendo las interpretaciones hechas originalmente por el Congreso en el mo-
mento de su creación. Este cambio ha sido posible en cuanto que la interpretación 
del ATCA está en manos de los tribunales federales que determinan, a través de 
sus sentencias, también los criterios aplicables para establecer, por ejemplo, qué 
violaciones entran o no entran en el dictado normativo.
En general, la sentencia en el caso Sosa representó un punto de inflexión 
en la dinámica que hasta el momento había tenido la aplicación del ATCA. En 
un intento por equilibrar los diferentes intereses en juego, en su fallo salomóni-
co, el tribunal, por un lado, reconoció que en principio la ley no establece pro-
piamente un título para poner en funcionamiento sino solo una competencia 
jurisdiccional, y reconoció también la posibilidad de que un número muy limi-
tado de violaciones al derecho internacional puedan ser alegadas en el marco del 
ATCA (Toro Huerta, 2007).
La repercusión de esta sentencia ha tenido un alcance elevado y ha enrique-
cido los debates y las críticas sobre un sistema de jurisdicción civil que tuvo, tiene 
y tendrá numerosos defectos debido a causas estructurales y ligadas a la creación de 
una norma que durante siglos no fue modificada y adaptada a las nuevas exigen-
cias y a las nuevas violaciones del derecho internacional a nivel legislativo, sino más 
bien dejada a la exclusiva competencia jurisprudencial. De hecho, en los últimos 
años, los tribunales federales han tenido que enfrentarse a numerosas cuestiones 
relativas a la naturaleza de dicha ley y a su compatibilidad con otras normas inter-
nas e internacionales que otorgan inmunidades, amnistías e indultos y a muchas 
otras cuestiones ligadas al ámbito de aplicabilidad de esta jurisdicción. El primer 
reto, como hemos visto en el caso Sosa, que los tribunales federales han tenido que 
superar ha sido el relativo a los estándares o parámetros a la hora de determinar 
cuáles son los crímenes que pueden ser perseguidos basándose en este Acta.
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Partiendo de este último tema, tanto en la jurisprudencia, como en la doc-
trina, podemos ver cómo han existido diferentes teorías 66. Desde 1980 han sido 
utilizados cinco estándares para determinar qué crímenes pueden ser persegui-
dos a través del ATCA:
1. Customary International Law­Standard. Con base en este criterio el ATCA 
puede ser activado en el caso de que un extranjero alegue haber sufri-
do un daño, siempre que este último se concrete en una violación del 
derecho internacional o de los tratados en que los Estados Unidos son 
parte. Bajo este parámetro, cada violación del derecho internacional 
consuetudinario podría ser considerada suficiente para activar la tutela 
prevista por el ATCA.
2. El criterio del Universal and Obligatory Standard. Este criterio, mayormente 
utilizado por los tribunales, reduce el ámbito de aplicación de la norma 
a las serias y graves violaciones de derecho internacional. Debemos re-
conocer que este criterio tiene la ventaja de adaptarse a la evolución del 
derecho internacional en cuanto permite que las nuevas violaciones, con-
sideradas serias y graves del derecho internacional, que crean obligaciones 
universales para los Estados, entren en consideración de forma automática 
como violaciones perseguibles a través de la jurisdicción civil.
3. El criterio del Jus Cogens Standard. Este criterio permite, con algunas 
excepciones, incluir en el listado de los crímenes que puedan ser juzga-
dos con el ATCA solo las normas que a nivel internacional llegan a ser 
normas de jus cogens, es decir, la parte del derecho internacional indero-
gable y no modificable, de carácter superior. Obviamente, restringiendo 
demasiado el ámbito de aplicación del ATCA, no puede en principio 
ser considerado un criterio adecuado, teniendo en cuenta la lentitud 
con la que una norma de derecho internacional llega a ser considerada 
como norma de jus cogens. Esto no permitiría adaptarse con las graves 
y diferentes amenazas a la paz y la seguridad hoy en día existentes. Un 
ejemplo de lo anterior es el caso Sosa 67:
understood that the district courts would recognize private causes of action 
for certain torts in violation of the law of nations, [...] courts should require 
any claim based on the present-day law of nations to rest on a norm of 
66 Siendo esto un tema que aborda aspectos muy técnicos, me limitaré a citar los estándares utilizados 
sin adentrarme en estudios que necesitarían un tratamiento minucioso por parte de una doctrina 
especializada. 
67 542 U.S. 692 (2004) (nº 03-339) Id. At 725, 731-32. 
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international character accepted by the civilized world and defined with 
a specificity comparable to the features of the 18th-century paradigms we 
have recognized 68.
 En este caso, el Tribunal Supremo ha limitado el alcance de ATCA, en 
particular en el momento de determinar el título de acción que, como 
hemos mencionado con anterioridad, no es abierto sino que queda 
restringido a un número reducido de violaciones que, como la piratería 
o las violaciones en contra de los embajadores, han logrado tener un 
estatus de protección muy elevado, de jus cogens.
4. Teoría aún más restrictiva es aquella propuesta por el profesor Modeste 
Sweeney el cual afirmó que el ATCA debería activarse solo en caso de 
violaciones de la ley de las naciones entendida con los mismos paráme-
tros utilizados cuando fue creada la ley. Siguiendo esta teoría, los tribu-
nales federales podrían dirimir un juicio civil por los crímenes que en el 
momento de la creación del ATCA se configuraban como violaciones 
de un tratado o de la ley de las naciones o el derecho internacional co-
nocido en el momento de la redacción del ATCA.
5. Un último criterio es: The International Law Standard, que contraria-
mente a los dos anteriores, ampliaría demasiado el ámbito de aplicación 
de la norma sobre la jurisdicción civil. De hecho prevé que el ATCA 
se podría aplicar en todos los casos de violaciones de derechos indi-
viduales, reconocidos por el derecho internacional como tales a nivel 
nacional por los Estados.
 A pesar de las críticas que han rodeado esta ley desde su creación y de 
las diferentes interpretaciones de los criterios para su aplicabilidad, la 
historia del ATCA ha pasado por diferentes momentos, algunos favora-
bles, como el criterio seguido en Filártiga, otros más restrictivos, como 
el sostenido en Tel-Oren contra Libyan Arab Republic 69 donde se negó 
admitir la demanda presentada en contra de la Organización para la Li-
beración de Palestina por sobrevivientes y representantes de las víctimas 
de un ataque armado en contra de un autobús civil en Israel en 1978.
68 [Traducción de la autora]: «Entendido que los tribunales de distrito reconocerían causas de acción 
privadas para ciertos actos ilícitos, en violación de la ley de las naciones, [...] los tribunales deberían 
aceptar cualquier demanda privada basada en la ley actual en las naciones que sea una norma de 
carácter internacional aceptada por el mundo civilizado y definida con una especificidad compa-
rable a las características de los paradigmas reconocidos en el siglo XVIII».
69 517 F.Supp. 542 (D.D.C. 1981). 
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2.5.1.1. Aplicabilidad del ATCA a los crímenes internacionales
Pasando al análisis sobre la aplicabilidad del ATCA me limitaré a mencio-
nar algunos casos sin adentrarme en un análisis minucioso de los mismos, con el 
solo fin de dar una visión en conjunto del trabajo llevado a cabo por los tribu-
nales federales estadounidenses.
En relación a los crímenes, tort committed in violation of the law of nations, 
los tribunales federales han determinado la base jurídica sobre la activación del 
Acta en los diferentes supuestos. Partiendo del crimen de genocidio en el caso 
Kadic contra Karadzic 70 de 1996, el Tribunal Federal de Justicia de New York 
ha reconocido que: «The aftermath of the atrocities committed during the Se-
cond World War, the condemnation of genocide as contrary to international law 
quickly achieved broad acceptance by the community of the nations 71», y por lo 
tanto ha admitido que el crimen de genocidio es un delito sujeto a juicio bajo 
el ATCA, siempre que sea un delito cometido de forma sistemática y que haya 
afectado a un gran número de víctimas.
De hecho, debido a las características y a los requisitos pedidos a nivel in-
ternacional al delinear los actos que constituyen dicho crimen, para que se pue-
da determinar la responsabilidad civil es necesario que los tribunales determinen 
en qué casos quien actúa ha tenido la intención, dolo intencional, de destruir en 
todo o en parte el grupo protegido. Y en diferentes casos los tribunales tuvieron 
que desestimar causas al no encontrar que se hubiera producido un genocidio.
By definition, an allegation of genocide is a very strong and serious ac-
cusation. Several courts have declined to exercise subject matter jurisdiction 
over allegations of genocide that fail to allege a necessary element of the 
claim. For example, allegations of harm caused by defoliants manufactured 
by U.S. corporations and used in Vietnam did not state claim for genocide, 
because the defoliants were not used with the intention of destroying a po-
pulation 72. (Henner, 2009: 136-137)
70 70 F.3d 232, 251 (2d Cir. 1995). 
71 [Traducción de la autora]: «Las consecuencias de las atrocidades cometidas durante la Segunda 
Guerra Mundial, la condena del genocidio como contraria al derecho internacional alcanzó rápi-
damente una amplia aceptación por la comunidad de las naciones».
72 [Traducción de la autora]: «Por definición, una acusación de genocidio es muy fuerte y seria. Varios 
tribunales han negado ejercer su jurisdicción sobre la materia por acusaciones de genocidio que no 
pueden alegar un elemento necesario de la reclamación. Por ejemplo, las denuncias de daños causados 
por defoliantes fabricados por las empresas estadounidenses y usados en Vietnam no integraron el de-
lito de genocidio, porque los defoliantes no se utilizaron con la intención de destruir a una población».
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Pasando a los crímenes en contra de la humanidad, en la misma sentencia 
de Kadic contra Karadzic, el tribunal se ha expresado sobre estos delitos deter-
minando que, así como en el caso del genocidio, estos crímenes forman parte 
de derecho penal internacional formalmente reconocidos por parte de los tri-
bunales penales internacionales de la exYugoslavia, de Ruanda y por la Corte 
Penal Internacional y, por lo tanto, están incluidos entre las violaciones previstas 
por el ATCA. Estos crímenes han sido objeto de muchos juicios delante de los 
tribunales federales estadounidenses, entre otros se pueden mencionar los casos 
John Doe contra Unocal 73 y Tel-Oren contra Libyan Arab Republic 74, este úl-
timo basado sobre el delito de apartheid, un delito incluido en el listado de los 
crímenes en contra de la humanidad.
En el caso de crimen de genocidio, el tribunal ha establecido que, para la 
activación de esta norma en los casos de crimen contra la humanidad, estos 
delitos deben ser cometidos a gran escala, siguiendo un plan dirigido al asesi-
nato o exterminio en contra de una población o un grupo de personas. En el 
listado de los actos que constituyen el crimen antes mencionado entran, entre 
otros: los homicidios, el exterminio, esclavitud, la deportación forzada de la 
población, tortura, encarcelamientos o privación de la libertad en violación de 
las normas de derecho internacional, violación sexual u otras prácticas tenden-
tes a someter a la población civil. Dicho esto, para que se pueda determinar 
la responsabilidad civil por uno de estos actos, el demandante deberá probar: 
además de que se haya producido uno de estos actos, que sea parte del ataque 
sistemático en contra de la población civil y la existencia de un nexo entre el 
acto y el ataque.
En lo relativo a los crímenes de guerra, hay una diferencia fundamental con 
los primeros casos analizados al inicio de este apartado. La peculiaridad respecto 
a los otros delitos radica en el hecho de que estos últimos necesitan un elemento 
para que se puedan configurar, es decir, un conflicto armado o una guerra. Ade-
más, se necesita una violación del derecho internacional humanitario, la ley de 
la guerra, que establece las conductas prohibidas durante un conflicto interno o 
internacional, lo que se identifica a través del llamado jus in bello.
En el caso Kadic contra Karadzic 75, pasando al análisis de los crímenes que 
se identifican como de guerra, el Tribunal Federal de Justicia ha declarado que: 
73 395 F.3d 932 (9th Cir. 2002). 
74 726 F.2d 774 (1984). 
75 70 F.3rd 232 (2nd Cir. 1996). 
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«atrocities of the types alleged here have long been recognized in international 
law as violations of the law of war 76». Por lo tanto, una vez establecido el hecho 
de que las convenciones de Ginebra habían sido reconocidas y ratificadas por 
180 Estados, entre ellos Estados Unidos, el tribunal (United States Court of Ap-
peal Second Circuit), en consecuencia, afirmó que los crímenes cometidos en 
violación de dichas normas pueden ser juzgados bajo el ATCA.
El crimen de tortura ha sido objeto de numerosos juicios por parte de los 
tribunales federales partiendo del caso Filártiga, donde se determinó que un 
acto de tortura, cometido por parte de un agente de un Estado en el momento 
de llevar a cabo una detención, viola las normas establecidas por el derecho in-
ternacional de los derechos humanos y por lo tanto causa una violación de la ley 
de las naciones y activa la tutela prevista del ATCA. Después del caso Filártiga, 
la protección contra los actos de tortura fue reforzada, por parte del Congreso 
a través de la creación de una norma llamada Torture Victim Protection Act de 
1991 que confirma la aplicabilidad del ATCA en los casos de tortura.
Esta ley ha clarificado no solamente los elementos constitutivos del crimen 
de tortura, con algunas diferencias respecto a las convenciones internacionales 
que prohíben la tortura, sino también las circunstancias a través de las cuales se 
pueden activar los juicios federales. En particular, ha determinado que también 
un solo caso aislado de tortura puede ser objeto de juicio delante de los tribuna-
les federales. Como explica Koebele: «According with Cassese, opposed to ge-
nocide or crimes against humanity the prohibition against torture is not limited 
to atrocities on large scale; instead every single instance of torture amounts to a 
violation of international law 77» (Koebele, 2009: 101).
Finalmente, algunos de los crímenes que pueden ser enjuiciados ante el 
Tribunal Federal de Justicia sobre la base jurídica del ATCA se refieren a las vio-
laciones cometidas en contra de los estándares internacionales establecidos por la 
protección de los trabajadores. La organización ILO, Internacional Labor Orga-
nization, de hecho, ha establecido algunos estándares, determinados por el dere-
cho internacional en el tema de derechos laborales. Estos principios y reglas han 
sido aceptadas por parte de la comunidad internacional, recogidas en conven-
ciones internacionales y ratificadas por los Estados Unidos, como la declaración 
76 [Traducción de la autora]: «Las tipologías de atrocidades alegadas han sido reconocidas en el dere-
cho internacional como violaciones de la ley de la guerra».
77 [Traducción de la autora]: «De acuerdo con Cassese, contrariamente al genocidio o a los crímenes 
en contra de la humanidad, la prohibición de tortura no se limita a las atrocidades en gran escala; 
de hecho, cada caso de tortura concretiza una violación del derecho internacional».
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de 1998: Declaration on Fundamental Principles and Rights at Work. En esta 
declaración se reconocen cuatros derechos fundamentales:
1. La eliminación del trabajo forzoso y obligatorio.
2. La eliminación de las discriminaciones.
3. La efectiva abolición del trabajo de niños.
4. La libertad de asociación y el reconocimiento de los derechos colectivos.
La violación de estos principios determina una violación del derecho in-
ternacional aceptado por los Estados y puede tener como consecuencia la ins-
tauración de juicios delante de los tribunales estadounidenses como en el caso 
Unocal donde la District Court ha reconocido que: «forced labor is a modern 
variant of slavery that, like traditional variants of slave trading, does not require 
state action to give rise to liability under ATCA» 78.
Desde mi punto de vista, el aspecto más destacable del análisis de esta ley 
es que la utilización actual de la misma se encamina hacia la creación de una 
responsabilidad civil de las empresas transnacionales en la comisión o participa-
ción en un crimen internacional con el apoyo de un gobierno o de los aparatos 
militares. Como explica Pigrau i Solé (2010: 114):
Es un principio común a todos los sistemas jurídicos que los operadores 
deben, en general, responder en una u otra medida de los daños que causen 
a terceros. Ello suele comportar una obligación de reparación civil y, en caso 
de determinadas infracciones, una responsabilidad de tipo administrativo, 
además, en muchos Estados se puede atribuir a las empresas responsabilidad 
penal. Pero en derecho internacional, hay casi completa imposibilidad de 
hacer a las empresas transnacionales (ETN) directamente responsables de las 
violaciones de sus normas, puesto que la mediación del Estado las ha hecho 
jurídicamente invisibles.
La cuestión relativa a la responsabilidad de las empresas ha sido tratada en 
diferentes ocasiones por los tribunales federales empezando por el caso John 
Doe contra Unocal que resulta también ser esencial para dar una visión del 
estado actual de la utilización del ATCA en relación a los derechos humanos, y 
ha venido progresando en el periodo post-Sosa. Como destacan muchos auto-
res, entre ellos Zamora Cabot (2005b; 2011; 2012) y Pigrau i Solé (2009; 2010; 
78 [Traducción de la autora]: «el trabajo forzoso es una variante moderna de esclavitud que, como 
variantes tradicionales de la trata de esclavos, no requiere de la acción del Estado para dar lugar a 
responsabilidad en virtud de la ATCA».
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2012), esta cuestión empieza a ser central en el debate internacional de los úl-
timos años sobre todo debido a la creciente sensación de impunidad en la que 
parecen moverse las empresas, en particular las corporaciones multinacionales, 
ante la ley nacional e internacional. Partiendo del presupuesto de que este úl-
timo tema no pueda ser resuelto solamente con el auxilio del derecho interna-
cional, los tribunales federales se están moviendo en la dirección de evaluar la 
posibilidad de que pueda existir una responsabilidad para las empresas, partiendo 
del derecho nacional.
A pesar de lo dicho, dos recientes sentencias sobre el caso Kiobel contra 
Royal Dutch Petroleum Co de 17 de abril 2013 y DaimlerChrysler AG contra 
Bauman de 14 de enero de 2014 ponen en peligro este sistema que hasta el día 
de hoy ha dado una esperanza a muchas víctimas de un ilícito internacional 
cometido en el extranjero; estos dos asuntos, como sustentan muchos autores, 
entre otros Zamora Cabot (2013 y 2014), son casos particulares donde el Tribu-
nal Supremo seguramente ejerce competencias, sua sponte, que no están exentas 
de críticas. Respecto de la cuestión de extraterritorialidad en el caso Kiobel:
It is also worth noting that the Supreme Court, sua sponte, raised this 
question, even though it was only addressed marginally in legal commenta-
ries and the parties had not made special mention of it. This is not to suggest 
that the High Court exceeded the scope of its authority, since it enjoys 
practically limitless powers, but the manner in which the Court is exercising 
its authority in this case is certainly surprising 79. (Zamora Cabot, 2013: 2)
Al mismo tiempo son casos particulares, en cuanto sus conexiones con el 
territorio estadounidense son mínimas: los casos F-Cube 80, con sus peculiarida-
des, han llegando hasta el Tribunal Supremo y, por lo tanto, tendrán repercusio-
nes importantes sobre el futuro ejercicio de esta jurisdicción. En nuestra opi-
nión resulta difícil creer que se pueda revolucionar un sistema que el ATCA ha 
creado, basándonos únicamente sobre litigios de esas características. La pregunta 
79 [Traducción de la autora]: «También vale la pena señalar que el Tribunal Supremo, de oficio, planteó 
esta cuestión, a pesar de que solo fue abordada marginalmente en los comentarios jurídicos y las 
partes no habían hecho mención especial de la misma. Esto no es para sugerir que el Tribunal Supe-
rior excedió el ámbito de su competencia, ya que goza de poderes prácticamente ilimitados, pero la 
manera en que el Tribunal está ejerciendo su autoridad en este caso es sin duda sorprendente».
80 La doctrina del F­Cubed Cases o Foreing cubed nature, como explica Liesbeth Enneking (2012: 
399), ha sido utilizada para referirse a los casos en los que los demandantes y los demandados son 
extranjeros y la conducta delictiva se realiza fuera de los Estados Unidos. 
146 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
que el profesor Zamora Cabot hace en su último artículo sobre la decisión del 
Tribunal Supremo en el caso Daimler nos muestra la gravedad de esta situación: 
«¿es lógico aprovechar un caso como Daimler que prima facie aparece como pa-
radigma de forum shopping, para sentar una nueva doctrina?» (2014: 11).
En el primer caso, Kiobel, el Tribunal Supremo estadounidense se expresa 
sobre la presunción en contra de la extraterritorialidad. Basándose en este pro-
nunciamiento, como explica Curtis Bradley (2013), se podría reducir de manera 
significativa el contencioso internacional sobre la violación de los derechos hu-
manos ante los tribunales federales. Como explica el profesor Bradley, no cabe 
duda que por lo menos por las demandas relativas al TVPA sobre los casos de 
tortura y de ejecuciones extrajudiciales esta sentencia no tendrá repercusiones 
directas, aunque no se pueda decir lo mismo de las demandas ligadas al ATCA 
que podrán tener fuertes limitaciones debido a una serie de obstáculos de dere-
cho interno. Sin duda la preocupación más grande es que la sentencia Kiobel po-
dría conducir a una modificación, más restrictiva, del actual estatuto del ATCA 
por parte del Congreso, sobre todo en el tema de contenciosos con empresas 
transnacionales. De hecho:
The Supreme Court has now decided that the claims that have been put 
foward by the petitioners do not «touch and concern the territory of the 
United States [...] with sufficient force». [...] the decision on Kiobel is ar-
guably a moment of juridico-political gravety, with critical repercussions for 
the future possibilities of suing transnational corporations before US courts 
[...] 81. (Liste, 2014: 3-4)
Mientras que en Daimler la cuestión se basaba en determinar si un tribunal 
federal tenía o no la autoridad para conocer casos en contra de empresas extran-
jeras si el único elemento de conexión estaba representado por la existencia, en 
el Estado en el que se presentó la demanda, de una filial corporativa que prestaba 
servicios en nombre de la empresa demandada; en este caso el tribunal revocó 
la sentencia del Tribunal de Apelación a favor de los demandantes, afirmando 
que no había conexiones suficientes entre la empresa y la concreta jurisdicción 
81 [Traducción de la autora]: «El Tribunal Supremo ha decidido que las reclamaciones hechas por los 
peticionarios no «tocan y se refieren al territorio de los Estados Unidos [...] con fuerza suficiente». 
[...] la decisión sobre Kiobel es sin duda un momento de gravedad jurídico-política, con reper-
cusiones importante para las posibilidades futuras de iniciar un proceso en contra de las empresas 
transnacionales ante los tribunales de los Estados Unidos».
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estadounidense, como para que aquella se encontrase «esencialmente en casa». 
Como explica Zamora Cabot (2014: 14):
Me pregunto cuál es el ánimo que rige al sector progresista del Tribunal 
Supremo en los últimos tiempos. Kiobel seguramente refleja una negocia-
ción previa en la que junto al sector conservador acuerda descartar una 
respuesta a lo que en principio se preguntaba, el sometimiento de las empre-
sas multinacionales a los mandatos del Dº de Gentes [...] Pero en Daimler, 
solo Sotomayor parece percatarse de lo que hay en juego, aunque quede en 
un espléndido aislamiento. Algo es innegable tras estas notorias decisiones, los 
medios empresariales y sus asesores se encuentran alborozados o, por usar la 
expresión del Alto Tribunal en Daimler, «esencialmente en casa». Las víctimas, 
por su parte, son arrojadas a las tinieblas exteriores.
2.5.1.2. Principales críticas que rodean esta jurisdicción
Aunque los avances en este tema de jurisdicción sobre ilícitos especiales, 
como seguramente son los crímenes en contra de la humanidad, de genocidio o 
de tortura, han sido seguramente muy importantes, aún queda mucho camino 
que recorrer. No podemos olvidarnos de las críticas que rodean este sistema de 
jurisdicción. Críticas que pueden ser claramente resumidas partiendo de las que 
se refieren al sistema en su totalidad. Antonio Cassese, en su artículo sobre la 
justicia penal internacional, habla de este sistema de jurisdicción como una res-
puesta para la represión de algunos crímenes internacionales y que por lo tanto 
se revela como una alternativa importante y útil, pero que al mismo tiempo tiene 
dos límites fundamentales que no se pueden dejar de lado: en primer lugar, tiene 
el límite de ser actuada por parte de un solo Estado y, en segundo lugar, que «no 
tiene una competencia universal de carácter penal» (Cassese et al., 2007: 4).
En este sentido, esta tipología de jurisdicción en materia civil no está re-
lacionada propiamente con el deber de justicia penal relativo a la investigación 
y sanción de los crímenes internacionales ni con el ejercicio de la jurisdicción 
universal en materia penal, aunque sí se encuentra relacionada con el derecho 
de las víctimas a una adecuada reparación y con el derecho a la verdad (Toro 
Huerta, 2007: 326).
También en el novedoso campo de la responsabilidad civil de las empresas, 
algunos autores, como Pigrau i Solé (2009: 129), han expuesto en sus trabajos las 
preocupaciones y las críticas relativas a una jurisdicción puramente civil, de he-
cho: «la vía del ATCA se ha criticado por el hecho de que una eventual condena 
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civil tal vez no reflejaría la gravedad de los hechos que suelen analizarse en estos 
casos de la misma forma que lo haría una condena penal».
A estos límites se puede agregar el hecho de que no siempre las decisiones 
o sentencias de condena para el reo, con el fin de dar una indemnización a las 
víctimas, encuentran cumplimiento.
The US Courts judging under the Alien Tort Claim Act are civil courts 
only empowered to decide on monetary compensation to victims. Amounts 
in some cases are considerable, but may not by effectively implemented. 
Some victims have found such recourse, even if limited and symbolic, very 
gratifying. Under ATCA, victims are enabled to sue their tormentors, or 
families of victims can sue killers, but only the Prosecutor can initiate inves-
tigations and prosecutions in the international criminal tribunals 82.
Pasando a las críticas más cercanas a la norma que prevé esta jurisdicción, 
es decir el Alien Tort Claims Act, podemos ver que la mayoría de ellas se sustentan 
en la incertidumbre acerca de sus elementos y requisitos esenciales para la acti-
vación. Debido a esto, los tribunales han tenido que adaptar el texto original del 
ATCA incorporado en la Judiciary Act de 1789, y no utilizado por dos siglos, 
a las exigencias actuales en las que se perpetúan las nuevas formas de amenazas 
a la seguridad humana y con ésto a la paz, a través de sentencias a veces con-
tradictorias. Estos límites se reflejan y crean un sistema de justicia civil frágil; 
un sistema basado en una norma que actualmente deja muchas cuestiones sin 
resolver. Como ejemplo podemos mencionar la delicada cuestión relativa a la 
determinación de la compatibilidad de esta ley con otras leyes internas o inter-
nacionales que otorgan inmunidades, amnistías o indultos a miembros de go-
bierno, jefes o exjefes de estados, etc. El reciente caso del expresidente mexicano 
Ernesto Zedillo es emblemático de esta situación y enfatiza la fragilidad de un 
sistema que carece de reglas claras y precisas y que sobre todo no logra alejarse 
de las cuestiones puramente políticas, otorgando, quizás, inmunidades también 
cuando hayan sido cometidos crímenes internacionales.
82 [Traducción de la autora]: «Los tribunales de los EE. UU., que juzgan bajo la Alien Tort Claims Act, 
son tribunales civiles facultados solo para decidir sobre la indemnización monetaria a las víctimas. 
En algunos casos las cantidades son considerables, pero no pueden ser ejecutadas efectivamente. 
Algunas víctimas han encontrado este recurso, aunque sea de forma limitada y simbólica, muy gra-
tificante. Bajo el ATCA, las víctimas pueden denunciar a sus verdugos, o las familias de las víctimas 
pueden demandar a los asesinos, pero solo el fiscal puede iniciar investigaciones y enjuiciamientos 
en los tribunales penales internacionales».
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De todas formas, el recorrido y los progresos hechos por los tribunales 
federales en los últimos años, sobre todo en el tema del reconocimiento de una 
responsabilidad de las empresas en la comisión o participación en un crimen 
internacional, otorgan esperanza a las víctimas de obtener justicia.
Las respuestas que faltan, los criterios incompletos y poco claros, ahora más 
que nunca se quedan en las manos de los tribunales estadounidenses, sobre los 
cuales descansa el mismo desafío de la comunidad internacional: determinar el 
equilibrio entre las fuerzas, los poderes y las normas internas e internacionales 
sobre todo cuando lo que está en juego es la protección de los derechos huma-
nos y la lucha contra la impunidad.
Por todo ello, los tribunales de los Estados Unidos tienen un importante rol 
que cumplir en el momento de valorar y ponderar los diferentes principios fun-
damentales del derecho internacional y el juego de las inmunidades; el desarrollo 
que pueda darse en el ámbito nacional será determinante para la construcción de 
soluciones de lege ferenda que permitan el equilibrio entre el principio de inmu-
nidad de jurisdicción estatal y el deber de reparación por violaciones graves a los 
derechos humanos, y, en ello, habrá que valorar la eficacia o no que ha tenido el 
principio de jurisdicción universal en materia civil (Toro Huerta, 2007).
Para dar una visión del estado actual de la utilización del ATCA en el tema 
de derechos humanos y responsabilidad civil de las empresas, hemos decidido 
dedicar el próximo apartado al estudio de algunos casos enfrentados por los tribu-
nales federales estadounidenses, en particular el caso relativo a la empresa Unocal, 
y reflexionar sobre el tema de la responsabilidad civil por daños cometidos en 
violaciones de normas internacionales como las relativas a los derechos del trabajo. 
Sucesivamente se tratarán los casos Kiobel contra Royal Dutch Petroleum y Dai-
mler AG contra Bauman ET AL, que han levantado numerosas críticas y que nos 
hacen preguntar cuál puede ser la práctica futura sobre el ATCA.
2.5.1.3. Casos de estudio
Para dar una visión del estado actual de la utilización del ATCA en el 
tema de derechos humanos es esencial partir del famoso caso John Doe contra 
Unocal. Este caso se refiere a las graves violaciones cometidas por parte del 
gobierno militar en Birmania. En los años 90 se dejó en manos del Gobierno 
militar birmano la responsabilidad de un proyecto relativo a la construcción y 
defensa de un gasoducto. El Gobierno, en actuación de dicho proyecto y con 
el uso de la fuerza, obligó a la población a trabajar en la construcción de dicha 
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instalación. Bajo su control, la situación degeneró y durante varios años se 
cometieron numerosos crímenes en contra de la humanidad y de tortura a las 
personas que no querían prestar su colaboración.
En 1996, algunas víctimas presentaron una acción en masa frente al juz-
gado del distrito de California llamando a la causa a la sociedad Unocal Cor-
poration con domicilio en California, que había propuesto al gobierno militar 
ejecutar el proyecto, y también se demandó a otras sociedades, como la nacio-
nal Myanmar Oil & Gas Enterprise y a la transnacional francesa Total S.A., que 
habían favorecido este plan en contra de la población civil.
En su decisión de primer grado, el juzgado de distrito establecía que para 
entrar en el ámbito de actuación del ATCA era necesario que la violación fuera 
realizada por parte de un Estado y que este requisito podía ser considerado cum-
plido cuando se aprobara la existencia de una joint action que pudiera involucrar 
partes privadas. En este sentido el juzgado tomó en consideración la fórmula de 
joint action que sigue, afirmando que: «[u]nder the joint action approach, private 
actors can be state actors if they are “willful participant[s] in joint action with 
the state or its agents”» 83 (John Doe I vs. Unocal Corp., 963 F. Supp. at 890, que 
ha sido citada en Fonda contra Gray, 707 F.2d 435, 437 9th Cir. 1983).
En este caso específico el juzgado no dedujo que se hubiera encontrado 
la existencia de la participación de las sociedades en las acciones perpetradas 
por parte del Gobierno militar. Con sentencia decidida el 18 de septiembre del 
2002, el Tribunal de Apelación rechazó el modelo de joint action adoptado por 
el juzgado federal. El Tribunal de Apelación tomó en consideración la active 
participation, afirmando que, en los crímenes de trabajo forzado, homicidio o 
violaciones, no era preciso que la conducta típica fuera llevada a cabo por un 
órgano de un Estado. Para llegar a este resultado, el Tribunal utilizó la praxis 
establecida por la jurisprudencia de los Tribunales Penales Internacionales para 
la exYugoslavia, en el caso de Anton Furundzija, International Criminal Tribu-
nal for the exYugoslavia (ICTY), de 10 de diciembre 1998, Prosecutor contra 
Furundzjia 84, y del Tribunal para Ruanda, en el caso Alfred Musema, Interna-
tional Criminal Tribunal for Rwanda (ICTR), Prosecutor contra Musema 85, 
de 27 de enero 2000. Con base en esta jurisprudencia, el Tribunal afirmó que 
la sociedad UNOCAL, que había concebido la actuación del proyecto sobre 
83 Traducción: bajo el enfoque de una joint action, los actores privados pueden ser actores estatales si 
son «participantes voluntarios de una acción conjunta con el Estado o con sus agentes».
84 IT-95-17/1. 
85 ICTR-96-13-T.
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la construcción del acueducto al gobierno militar, sabía que este último ac-
tuaría adoptando un programa de trabajo forzado y utilizando cada medio útil 
para la represión de la población disidente, y debido a ello había participado 
directamente en los hechos criminales perpetrados por el Gobierno militar. El 
inminente pronunciamiento del Plenario del Tribunal, que proclamaba la res-
ponsabilidad de la sociedad UNOCAL, fue en un primer momento anulado, 
por decisión de 13 de febrero de 2003, y después, por las negociaciones lleva-
das a cabo por las partes, se consiguió la firma de un acuerdo secreto y, sobre la 
base de este acuerdo, el procedimiento se declaró extinto.
A partir de este caso, se presentaron otras muchas demandas en contra de 
empresas trasnacionales, como el caso Presbiterian Church of Sudan contra 
Talisman Energy Inc 86, relativo al resarcimiento de los daños provocados por 
parte de una sociedad transnacional por la violación de las obligaciones inter-
nacionales sobre los derechos humanos.
Ahora bien, la doctrina creada sobre la utilización del ATCA, en asuntos 
en los que se ven implicadas empresas extranjeras por ilícitos cometidos en el 
extranjero, está siendo ahora cuestionada por el Tribunal Supremo; me refiero a 
los famosos casos Kiobel contra Royal Dutch Petroleum y el caso Daimler AG 
contra Bauman et al. Partiendo del pronunciamiento sobre Kiobel a través de 
las palabras del profesor Zamora Cabot (2012: 9), este asunto es:
símbolo de lo que pudiéramos llamar un fenómeno de retroceso en rela-
ción con el foro que han sido hasta ahora las sedes federales de los EE.UU., 
ante las que se han dirimido, o están dirimiéndose, más de 200 casos que 
implican a empresas multinacionales, en clave principalmente de la célebre 
Alien Tort Claims Act.
En este caso los demandantes eran ciudadanos de Nigeria, miembros del 
conocido grupo étnico Ogoni 87. En el juicio instaurado ante los tribunales 
americanos afirmaron que las empresas holandesas, británicas y nigerianas de-
dicadas a la exploración y producción de petróleo fueron, con la complicidad 
del gobierno de Nigeria, responsables de muchas violaciones de derecho in-
ternacional consuetudinario durante la década de 1990. En particular, sos-
tenían la responsabilidad de las compañías: Royal Dutch Petroleum y Shell 
Transport and Trading Company con la participación de una filial nigeriana. 
86 582 F.3d 244, 259 (2d Cir. 2009).
87 El pueblo Ogoni es uno de los muchos pueblos indígenas asentados en el delta del Níger.
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Como explica Álvarez Torné (2013), la acción en masa se basó en los presuntos 
abusos cometidos por dichas empresas y llevados a cabo para sofocar de forma 
violenta actividades en contra de la extracción petrolífera llevada a cabo en 
dicho territorio.
El 29 de septiembre de 2006, el juzgado de distrito desestimó las preten-
siones de los demandantes relativas a los crímenes de: exilio forzado, asesinato 
extrajudicial y violación de los derechos a la vida, la libertad, la seguridad, y 
de asociación. En esta sentencia se argumentó que el derecho internacional 
consuetudinario en el momento en que se presentó la causa no había definido 
dichas violaciones con suficiente detalle. Tras este rechazo, el asunto llegó al 
Tribunal de Apelación que se pronunció en 2010. En una decisión emitida el 
17 de septiembre de 2010, el Tribunal de Apelaciones de EE.UU. para el Se-
gundo Circuito sostuvo que las empresas no son responsables por violaciones 
de derecho internacional consuetudinario, planteando lo siguiente:
(1) under both U.S. Supreme Court and Second Circuit precedents over 
the previous 30 years that address ATS suits alleging violations of customary 
international law, the scope of liability is determined by customary interna-
tional law itself; (2) under Supreme Court precedent, the ATS requires courts 
to apply norms of international law –and not domestic law– to the scope of 
defendants’ liabilities. Such norms must be «specific, universal and obligatory»; 
and (3) under international law, corporate liability is not a discernible –much 
less a universally recognized– norm of customary international law 88.
Por lo tanto, las demandas de los actores debían ser desestimadas por falta 
de jurisdiction to prescribe.
Por primera vez un Tribunal de Apelaciones de Estados Unidos se po-
sicionaba en este sentido. Se había llegado de forma mayoritaria a la con-
clusión de que el derecho internacional no preveía la responsabilidad de las 
empresas en casos de abusos contra los derechos humanos, por lo que el ATS 
no posibilitaría ejercer competencia sobre este tipo de demandados. (Álvarez 
Torné, 2013: 166)
88 [Traducción de la autora]: «(1) Para los precedentes del Tribunal Supremo de EE.UU. y del Segundo 
Circuito, de los últimos 30 años, que se adaptan a la legislación en el tema de ATCA, basado en las vio-
laciones de derecho internacional consuetudinario, la amplitud de la responsabilidad se determina por 
el derecho internacional consuetudinario en sí, (2) En los precedentes del Tribunal Supremo se prevé 
que el ATCA requiere a los tribunales apliquen el derecho internacional –y no el derecho inter-
no–, con el fin de determinar la responsabilidad del demandado. Estas normas deben ser “específicas, 
universales y obligatorias”, y (3) en derecho internacional la responsabilidad de las sociedades no está 
prevista –mucho menos reconocida universalmente- por el derecho internacional consuetudinario».
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Posteriormente, podemos ver cómo varios juzgados de distrito, de otros 
circuitos federales, se expresaron en desacuerdo con lo dicho por el Tribunal de 
Apelación y por lo tanto las víctimas decidieron llevar la causa ante el Tribunal 
Supremo en agosto de 2011. Durante el alegato oral ante el Tribunal Supremo 
en febrero de 2012, se hizo evidente que varios de los justices tenían preguntas 
sobre un tema que es potencialmente independiente de la cuestión de la respon-
sabilidad corporativa: el grado en que el ATCA se debe aplicar a la conducta que 
se produce fuera de los Estados Unidos. Poco después de la discusión, el Tribunal 
emitió una resolución planteando la siguiente cuestión adicional: «Si, y en qué 
circunstancias, el Alien Tort Statute, 28 USC § 1350, permite a los tribunales 
reconocer una causa de acción para violaciones de la ley de las naciones que se 
producen en el territorio de un ente soberano».
El 17 de abril de 2013, el Tribunal Supremo, posicionándose a favor de una 
interpretación restrictiva del ATCA, confirmó el pronunciamiento del Tribunal 
de Apelación del Segundo Circuito. A pesar de que los nueve justices manifesta-
ron acuerdo sobre este resultado, no estaban de acuerdo sobre el razonamiento. 
El Tribunal estableció que: «[w]hen a statute gives no clear indication of an 
extraterritorial application, it has none 89»; el principio de presunción de no 
extraterritorialidad que se fundamenta en el hecho de evitar al Estado ameri-
cano los conflictos frente a otros Estados por la aplicación de leyes. Este princi-
pio, fuertemente criticado en la materia, conllevaría la consecuencia de que el 
ATCA no resultaría aplicable en los casos de ilícitos internacionales cometidos 
fuera de Estados Unidos, siempre que no se encuentre una vinculación directa 
entre dicho crimen y el territorio estadounidense.
Este pronunciamiento es sintomático de una fuerte tensión subyacente en-
tre el ejercicio de un Estado de la jurisdicción sobre ilícitos civiles especiales y 
sus intereses nacionales. Como explica el profesor Jonathan Hafetz (2013: 104):
Kiobel’s adoption of the presumption against extraterritoriality was dri-
ven by these perceived adverse foreign policy consequences. The presump-
tion, the Kiobel majority explained, «serves to protect against unintended 
clashes between our laws and those of other nations which could result in 
international discord» 90.
89 [Traducción de la autora]: «Cuando una ley no da ninguna indicación clara sobre su aplicación 
extraterritorial, no se aplica».
90 [Traducción de la autora]: «La sentencia Kiobel sobre la presunción en contra de la extraterritoria-
lidad fue impulsada por las consecuencias negativas de políticas exterior percibidas. La presunción, 
explicada en Kiobel, “sirve para proteger contra choques no deseados entre nuestras leyes y las de 
otras naciones que podrían dar lugar a discordia internacional”».
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De hecho, en la sentencia el Tribunal adujo casos en lo que las causas 
basadas en el ATCA en diferentes ocasiones habían dado origen a conflictos 
diplomáticos. Por ejemplo, citó las objeciones de varios países, como Canadá, 
Alemania, Sudáfrica y el Reino Unido, además de fundamentar su razona-
miento en la idea de que dar una aplicación amplia de jurisdicción sobre ilíci-
tos civiles especiales podría conllevar consecuencias perjudiciales en la política 
exterior estadounidense. A pesar de ello, quien escribe comparte la idea de Hafetz 
(2013: 119):
ATS litigations seeks to advance human rights by providing victims with 
a federal forum for the enforcement of a subset of sufficiently well-defined 
and established violations. The presumption that the statute’s extraterrito-
rial application will necessarily interfere with U.S. foreign policy is at odds 
with the growing linkage between human rights and security. It obscures 
the degree to which providing a federal forum –even in the absence of a 
U.S. nexus– can further U.S. strategic interests by promoting respect for 
human rights and advancing perceptions of its commitment to the enfor-
cement of universally accepted norms 91.
A raíz de este pronunciamiento, algunos meses después de la polémica 
sentencia sobre el caso Kiobel, llega otra sentencia del Tribunal Supremo re-
lativa al caso Daimler, que seguramente se encontrará en el centro del debate 
interno y internacional en los próximos años. Esta decisión es bastante com-
pleja y requiere estudios más profundos y técnicos sobre algunos aspectos y al 
mismo tiempo plantea nuevas perspectivas de análisis y por esta razón merece 
estudios detallados por parte de una doctrina especializada. Lo que es cierto es 
que sus repercusiones, negativas, tardarán en poderse apreciar.
El Tribunal Supremo en este caso interviene en la polémica cuestión rela-
tiva al ejercicio de la jurisdicción de los tribunales federales sobre una empresa 
extranjera cuando el único elemento de conexión con el territorio estadouni-
91 [Traducción de la autora]: «Los litigios basados en el ATS buscan promover los derechos humanos 
proporcionando a las víctimas un foro federal para la ejecución de un subconjunto de normas 
relativas a violaciones suficientemente definidas y establecidas. La presunción de que la aplicación 
extraterritorial de la ley interferirá necesariamente con la política exterior estadounidense se con-
tradice con la creciente vinculación de los derechos humanos y la  seguridad. Se oscurece el grado 
con el que se proporciona un foro federal –incluso en la ausencia de un nexo con los Estados 
Unidos– pudiendo corresponder a los intereses estratégicos de este país por promover el respeto 
a los derechos humanos y avanzar en las percepciones de su compromiso con el cumplimiento de 
las normas universalmente aceptadas».
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dense es el hecho de que una subsidiaria indirecta, con sede en Estados Unidos, 
haya ejecutado servicios a cargo del demandado en el Estado del foro. Este ór-
gano afirma que las operaciones de la empresa Daimler en California no son su-
ficientes para permitir una demanda civil contra dicha empresa en este país. Lo 
que parece claro es que el Tribunal quiere poner en marcha una nueva doctrina, 
contraria a la anterior, respecto de las empresas matrices cerrando la puerta a la 
reparación para las graves violaciones de los derechos humanos.
¿De la misma forma en que en los últimos años asistimos a limitaciones 
del principio de jurisdicción universal en materia penal, también en este caso 
estamos frente a un retroceso en la defensa de los derechos humanos, cuando 
están en juego los intereses económicos estadounidenses y las responsabilida-
des de grandes empresas multinacionales? Y partiendo de aquí, uniéndonos a 
las preocupaciones de muchos autores como Zamora Cabot (2012: 8), cabe 
preguntarse: ¿cuál puede ser el futuro del ATCA?
2.5.2. ¿Tiene un destino similar a la jurisdicción universal en materia penal?
Hay muchos elementos que nos hacen pensar que la jurisdicción civil 
sobre ilícitos especiales y la jurisdicción universal en materia penal, también 
si formalmente no están relacionadas, han tenido, tienen y tendrán un destino 
similar. La situación es más que clara: en este momento estamos frente a una 
verdadera crisis de estas tipologías de jurisdicciones, debido a que suponen una 
interferencia en los asuntos internos de otros países que no quieren o no pue-
den reprimir dichos actos en el interior de su territorio y podrían por lo tanto 
crear problemas diplomáticos o económicos entre los Estados.
Debido a esto, en los últimos años asistimos a un lento pero continuo 
proceso de erosión de la defensa y protección de los derechos humanos y de la 
represión de los crímenes internacionales, sobre todo por parte de algunos Es-
tados que en el pasado habían utilizado estas jurisdicciones como medio para 
reparar a las víctimas y condenar a los responsables de delitos internacionales 
a través de sus sistemas legales. De hecho, en los últimos años, estos Estados, 
pioneros en la lucha contra la impunidad, han modificado su legislación intro-
duciendo límites y requisitos para obstaculizar los procedimientos en curso y 
los futuros, basados en la jurisdicción penal universal, por ejemplo.
Asimismo, podemos ver cómo la jurisdicción civil sobre ilícitos especiales 
está siendo amenazada por la reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo 
americano en los asuntos Kiobel y Daimler, ya que cuestionan la posibilidad 
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de introducir límites o condiciones para el ejercicio de esta tipología de juris-
dicción por parte de los tribunales estadounidenses.
Las preocupaciones surgen en cuanto, como sabemos, las decisiones de 
los tribunales nacionales constituyen y crean lo que, al principio de este capí-
tulo, hemos llamado praxis sobre una determinada materia y al mismo tiempo 
ponen en evidencia la opinio juris de los Estados. Y como hemos visto, ambos 
elementos resultan ser importantes a la hora de evaluar la persistencia, creación 
o decadencia de una norma de derecho internacional consuetudinario como 
es el principio de jurisdicción universal.
Los casos Kiobel y Daimler seguramente influirán en este contexto, sobre 
todo en cuanto a la posibilidad de seguir aplicando el ATCA a conductas que se 
desarrollan en el extranjero, siempre que no se demuestre una conexión especí-
fica con el territorio estadounidense (Kiobel) o que la empresa no se encuentre 
«esencialmente en casa» ante la concreta jurisdicción estadounidense (Daimler).
De todas formas, estas preocupaciones podrían ser mitigadas si analizamos 
y profundizamos la problemática de la presunción contra la extraterritorialidad 
que al menos emerge en el caso: es verdad que, si a través de la sentencia Kiobel 
se impone un nuevo requisito de nexo territorial, al mismo tiempo no pode-
mos ignorar el hecho de que se dejaría abierta la posibilidad de que, en algunos 
supuestos relevantes, la presunción contra la extraterritorialidad podría ser su-
perada. De hecho el Tribunal concluye: «[...] And even where the claims touch 
and concern the territory of the United States, they must do so with sufficient 
force to displace the presumption against extraterritorial application» 92. Ade-
más, como sostiene Anthony J. Colangelo (2013: 1343) también si:
Pure universal jurisdiction may be difficult to argue after Kiobel, but 
there are other bases of extraterritorial jurisdiction in international law, 
including jurisdiction over activity abroad that has effects within a state 
(objective territoriality), activity by a state’s nationals abroad (active perso-
nality), activity against a state’s nationals abroad (passive personality), and 
activity that threatens the state and its official functions (protective prin-
ciple). Construing the statute in line with these principles would be to 
construe the ATS under the law of nations it invokes 93.
92 [Traducción de la autora]: «[...]. Y aun cuando las reivindicaciones tocan y se refieren al territorio 
de los Estados Unidos, deben hacerlo con la fuerza suficiente para desplazar la presunción contra 
la aplicación extraterritorial».
93 [Traducción de la autora]: «Será difícil argumentar la existencia de una jurisdicción universal pura 
después de Kiobel, pero hay otras bases de la jurisdicción extraterritorial en el derecho inter-
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En definitiva, aunque el futuro ejercicio de esta jurisdicción sobre ilícitos 
civiles especiales es incierto, queda pendiente de lo que los jueces de los Estados 
Unidos decidan en los próximos años, sobre la supervivencia, y bajo qué con-
diciones, de la ATCA. Pero, por ahora, y tras los últimos pronunciamientos del 
Alto Tribunal, el futuro al respecto no parece muy esperanzador. No obstante, 
la llama declinante de la ATCA está prendiendo con fuerza en otros lugares. 
Sin salir de Norteamérica, el nuevo protagonismo de los tribunales canadienses 
frente a los desmanes de las empresas extractivas de su país, resulta un muy buen 
ejemplo 94.
2.6. CONCLUSIONES DEL CAPÍTULO
Como explica Sánchez Legido (2009: 301), el TPI y los otros tribunales inter-
nacionales o mixtos son la clara expresión de la voluntad de la comunidad in-
ternacional de luchar contra la impunidad por hechos delictivos que se ponen 
en contra de los intereses esenciales de la misma comunidad, debido a que los 
Estados donde estos últimos ocurrieron no tienen la capacidad o la voluntad de 
perseguirlos.
Denunciar la impunidad antes las graves y sistemáticas violaciones de de-
rechos humanos constituye un deber moral de todos –Estados, individuos, 
ONGs...–, un deber también para los profesores universitarios que nos de-
dicamos a una disciplina en ocasión tan ingrata como el Derecho Interna-
cional Público. Y algo se ha conseguido: en los últimos años se ha construido 
un entramado jurídico con la pretensión de reducir a la mínima expresión 
los supuestos en que los individuos responsables de la comisión de conductas 
especialmente graves contra los derechos humanos y el derecho internacio-
nacional, que incluyen la jurisdicción sobre la actividad en el exterior que tiene efectos dentro 
del Estado (territorialidad objetiva), la actividad de los nacionales de un Estado en el extranjero 
(personalidad activa), actividad frente a los nacionales de un Estado extranjero (personalidad 
pasiva) y la actividad que afecta al Estado y a sus funciones oficiales (principio de protección). 
Interpretando la ley en consonancia con estos principios sería interpretar el ATS en el marco del 
derecho de gentes».
94 Como explica el profesor Zamora Cabot (2014: 15), se están abriendo los foros canadienses frente 
a violaciones cometidas en el extranjero por las temibles multinacionales extractivas del país; al 
respecto podemos mencionar los estudios de A. J. Gray y J. R. Lambert: «Further Cause for Alarm 
for Canadian Corporations with Foreign Operations», Lexology, 27-I-2014.
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nal humanitario queden en libertad. Es un sistema joven aún, y desde luego 
no perfecto, pero un sistema, al final y al cabo, que hace tan solo quince años 
constituía una mera ensoñación. (Bollo Arocena, 2009: 86)
Sin embargo, «las respuestas de la comunidad internacional no son capaces 
de llegar a todas las situaciones de impunidad [...]. Es precisamente para tratar de 
colmar los vacíos de impunidad [...]» que se decide recuperar un mecanismo de 
represión como el de la jurisdicción universal, «invocando en efecto, una facul-
tad cuando no una obligación reconocida en el derecho internacional, un cre-
ciente grupo de Estados [...] han procedido a la investigación y enjuiciamiento 
de graves crímenes cometidos fuera de sus fronteras, por extranjeros y contra 
extranjeros» (Sánchez Legido, 2009: 302).
No obstante, como fue afirmado con anterioridad, el sistema penal inter-
nacional así descrito, debido a las dificultades prácticas que encuentra, no puede 
resultar perfecto o por lo menos eficaz, en comparación con los sistemas penales 
nacionales cuando se enfrentan a delitos comunes. Las diferentes tipologías de 
jurisdicciones que participan en ello encuentran obstáculos tanto legislativos 
como prácticos a la hora de enfrentarse a la determinación de las responsabili-
dades de los sujetos involucrados en la comisión de crímenes internacionales. 
Como bien resume el profesor Tomuschat (2009: 16-17), cada ejemplo de juris-
dicción tomada en consideración no es ideal, efectivamente, podemos ver como 
tanto en el caso de los tribunales penales internacionales o mixtos, como cuando 
se habla de la Corte Penal Internacional, las críticas avanzadas por la doctrina 
internacional hacen evidente los numerosos defectos que en el momento actual 
dichos órganos tienen.
No cabe duda que el enjuiciamiento de crímenes internacionales sería 
más satisfactorio si es llevado a cabo por un tribunal independiente e interna-
cional como es la Corte Penal Internacional, pero «La CPI sigue siendo una 
institución en desarrollo y no puede resolver, de un día para otro, viejos pro-
blemas de siglos de impunidad por violaciones graves a los derechos humanos» 
(Ambos, 2007: 15). Consecuentemente, es fácil imaginar por qué los Estados 
han recurrido al principio de jurisdicción universal:
En la actualidad, a pensar de la existencia de los tribunales supranacio-
nales, han sido los de determinados Estados, como los españoles, los que, en 
aplicación del principio de persecución universal, han demostrado que es 
posible combatir, desde la legalidad interna y internacional, la férrea cultura 
de impunidad. (Ollé Sesé, 2008: 84)
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En este ámbito todavía hay una cuestión de fondo que la comunidad 
internacional debe resolver: ¿cómo es posible mejorar este modelo de justicia 
para que sea realmente universal? Esto en cuanto que, actualmente «confiar en 
las virtudes de la jurisdicción universal resulta bastante ingenuo» (Tomuschat, 
2009: 16).
Partiendo de estas consideraciones previas sobre la complementariedad 
de estas tipologías de jurisdicciones para hacer frente a la impunidad y superar 
sus limitaciones, el objeto de los próximos capítulos será el análisis del prin-
cipio de jurisdicción universal; por lo tanto, en el capítulo tercero trataré los 
antecedentes históricos de este principio pasando al análisis comparativo de los 
Estados que han utilizado de forma significativa esta tipología de jurisdicción 
para perseguir los delitos internacionales.

Capítulo 3 
LAS TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE 
JURISDICCIÓN PENAL UNIVERSAL
3.1.  EL FUNDAMENTO DE LA JUSTICIA UNIVERSAL: LA PROTECCIÓN 
DE LOS VALORES FUNDAMENTALES DE LA COMUNIDAD 
INTERNACIONAL
Creada inicialmente para resolver problemas prácticos de aplicación de las nor-
mas penales en un espacio extraterritorial y con ello asegurar la represión de 
determinadas conductas cometidas en dicho espacio, la justicia universal en-
contraba su propia justificación en los ordenamientos internos de los Estados 
(Pigrau i Solé, 2009: 22).
Para poner un punto final a la impunidad y promover una justicia real, en 
el último siglo la comunidad internacional ha venido afirmando la necesidad 
de agregar a dicha justificación otra que tiene como finalidad la de proteger los 
intereses considerados superiores por todas las naciones. De hecho podemos 
afirmar que el fundamento actual de esta tipología de jurisdicción radica en la 
exigencia de determinar las responsabilidades de los individuos autores de los 
crímenes que afectan a toda la humanidad y reparar a las víctimas 1. «Junto a ello 
1 Como afirma Comellas Aguirrezábal (2010: 71): «Estaríamos ante lo que Bassiouni considera una 
actuación equivalente al concepto romano de actio popularis (el Estado que ejerce la jurisdicción 
universal actúa en nombre de la comunidad internacional porque, como miembro de ella, tiene 
un interés en la preservación del orden mundial). Bassiouni (2002: 7) afirma que el propósito del 
ejercicio de la jurisdicción universal como actio popularis: «es exclusivamente la de reforzar el orden 
global, garantizando que se responda por la perpetración de ciertos crímenes. Precisamente debido 
a que un Estado que ejerce la jurisdicción universal lo hace en representación de la comunidad 
internacional, éste debe colocar los intereses generales de la comunidad internacional por encima 
de los suyos propios. Mientras que Sánchez Legido define esta capacidad como un desdoblamiento 
funcional cosmopolita, que permitiría al Estado asumir la tutela de los intereses esenciales comunes 
y ejercer su ius puniendi para castigar a los que de alguna manera se han convertido en enemigos de 
la Humanidad. El principio de jurisdicción universal estaría así cumpliendo una función constitu-
tiva a través de la cual la comunidad internacional estaría imaginando su identidad, y su aplicación 
nos acercaría al ideal de la civitas maxim».
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se ha ido afirmando la existencia de una comunidad de intereses entre los Es-
tados o, más recientemente, la existencia de un interés general de la humanidad 
como fundamento de este principio» (Pigrau i Solé, 2009: 22-23).
En otras palabras, la internacionalización de los conflictos y las otras graves 
amenazas a la paz han fortalecido la idea de un deber de activarse para prevenir 
futuros actos y reprimirlos 2. Junto con los mecanismos del sistema penal interna-
cional, como los tribunales internacionales, de forma subsidiaria y complemen-
taria se ha extendido la competencia penal de los tribunales nacionales sobre 
conductas cometidas en un espacio no sometido a la jurisdicción del Estado del 
foro, una competencia universal.
En raison de l‘internationalisation croissante de certaines formes de cri-
minalité, il est de plus en plus fréquent que des infractions comportent des 
éléments d‘extranéité et la question se pose de savoir dans quelle mesure le 
juge national peut en connaître. Outre la compétence naturelle du juge du 
lieu des faits (principe de territorialité), le législateur national peut octroyer 
à ses juridictions des chefs de compétence extra territoriale en raison de la 
nécessité de la sauvegarde des intérêts essentiels de l’État (principe de com-
pétence personnelle active), en raison de la nationalité de la victime (princi-
pe de compétence personnelle passive) ou encore d‘autre critères (principe 
de compétence universelle) 3. (Bosly y Vandermeersch, 2010: 169)
De hecho, en el último siglo, este principio ha venido fortaleciéndose al 
punto de ser considerado un útil aliado y complemento para la protección de 
2 Sobre este aspecto véase, entre otros, Hesenov (2013: 278): «This is due to the internationalization 
of the social event, like crime, as a result of internationalization of the social life. Therefore the 
internationalization of both criminal legislation and the activities of law-enforcement agencies are 
necessary. We must admit that unlike the legislative and law-enforcement authorities of the states, 
the transnational crime adapts to the new conditions more swiftly». [Traducción de la autora]: 
«Esto es debido a la internacionalización del evento social, como el crimen, como consecuencia de 
la internacionalización de la vida social. Por lo tanto la internacionalización tanto de la legislación 
penal como de las actividades de la aplicación de la ley son necesarias. Tenemos que admitir que a 
diferencia de las autoridades legislativas y policiales de los estados, la delincuencia transnacional se 
adapta a las nuevas condiciones con mayor rapidez».
3 [Traducción de la autora]: «Debido a la creciente internacionalización de ciertos tipos de delito, es 
cada vez más común para los delitos que involucran elementos extranjeros abordar la cuestión de 
saber hasta qué punto el órgano jurisdiccional remitente puede conocer del delito. Además de la 
competencia natural de los tribunales del lugar de los hechos (principio de territorialidad), el legis-
lador nacional puede otorgar a los tribunales de la jurisdicción extraterritorial por la necesidad de 
salvaguardar los intereses esenciales del Estado (principio de personalidad activa), debido a la nacio-
nalidad de la víctima (principio de personalidad pasiva) u otros criterios (jurisdicción universal)».
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los derechos humanos y, con ellos, para la lucha contra las muchas formas de 
impunidad hoy en día existentes; y ha venido desarrollándose y adaptándose a 
diferentes crímenes internacionales 4.
Por tanto, el principio de justicia universal encuentra su fundamento en 
la posición de garante que ostenta cada Estado como parte de la comunidad 
internacional para la indispensable protección de intereses de carácter supra-
nacional que afectan a toda la comunidad internacional. Es un instrumento 
que, desde la solidaridad internacional, posibilita la persecución y enjui-
ciamiento de los crímenes más graves e intolerables que ofenden a toda la 
comunidad internacional. (Ollé Sesé, 2008: 259)
3.2. LAS PRINCIPALES CRÍTICAS A ESTE SISTEMA DE JUSTICIA
No cabe duda de que la jurisdicción universal conlleva numerosos problemas y 
críticas 5. Conforme a lo expresado por Ledesma Bartret (2014: 38): «la formu-
lación del principio de justicia universal depende en buena medida de opciones 
4 Como explica Blanco Cordero (2008: 102), ya en 1933, en una resolución del III Congreso Interna-
cional de Derecho Penal, en Palermo en abril de 1933, se empezó a hablar de los delitos que deberían 
entrar en una competencia universal: «La resolución declaró que “existen delitos que dañan intereses 
comunes de todos los estados” y apreció una tendencia hacia la represión universal de ciertos delitos 
graves, que ponen en peligro intereses comunes de los Estados en sus relaciones internacionales». Por 
lo que se refiere a los crímenes, se lee en la resolución: «hay delitos que son lesivos para los intereses 
comunes de todos los Estados, como la piratería, el tráfico de esclavos, la trata de mujeres y niños, el 
tráfico de drogas, la circulación y tráfico de publicaciones obscenas, la rotura y deterioro de los cables 
submarinos y delitos graves contra las comunicaciones radioeléctricas, en especial la transmisión o 
circulación de señales o llamadas de socorro falsas o engañosas, delitos monetarios, falsedad de títulos 
de valor o de instrumentos de crédito, actos de barbarie o vandalismo capaces de generar un peligro 
común». Además, el XIII Congreso Internacional de Derecho Penal (El Cairo, 1-7 octubre 1984) 
invitó a los Estados a la aprobación del principio de universalidad en su derecho interno para los 
delitos más graves con el fin de asegurar que tales delitos no queden impunes. No obstante, como 
veremos más adelante, es notorio que la cuestión relativa a los crímenes perseguibles a través de la 
justicia universal sigue siendo un tema muy discutido ya que en la actualidad hay diferentes posturas 
a respecto. El texto de las resoluciones se puede consultar en la siguiente página web: http://www.
penal.org/spip/IMG/NEP%2023_%20Spain.pdf.
5 Como afirma Bassiouni (2002: 2): «La jurisdicción universal sin limitaciones puede causar fracturas 
en el orden global y la pérdida de los derechos humanos individuales cuando es usada de una ma-
nera motivada políticamente o para fines vejatorios. Aun con la mejor de las intenciones, la juris-
dicción universal puede ser utilizada en forma imprudente, creando fricciones innecesarias entre 
Estados, potenciales abusos de acciones legales, y un apremio indebido de individuos procesados 
o perseguidos por procesamiento en conformidad con esta teoría. La jurisdicción universal debe 
en consecuencia ser utilizada en una forma cautelosa que minimice las posibles consecuencias 
negativas, permitiéndole, al mismo tiempo, alcanzar sus objetivos útiles».
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y prioridades jurídicas y políticas, que a su vez están muy relacionadas con la 
política exterior y la situación internacional, así como con la autonomía real de 
cada Estado 6».
Como explica Pasculli (2011: 37), el tema de la jurisdicción universal es 
controvertido por dos diferentes aspectos de derecho internacional:
first, the question of the legality of the principle and its recognition by sta-
tes, and second, the question of how universal jurisdiction is exercised. The 
principal reason for this controversy is the lack of sources and positive law 
defining the limits and conditions of universal jurisdiction 7.
Las numerosas críticas que rodean esta jurisdicción desde su creación pueden 
ser resumidas en la falta de un reconocimiento explícito por parte de los Estados 
y la ausencia a nivel internacional de los elementos que de manera clara definen 
los límites y las características para su aplicación, lo que ha generado numerosos 
obstáculos a la hora de ser aplicada por parte de los tribunales estatales 8. El primero 
de ellos es la interpretación de la propia naturaleza de la norma relativa a esta clase 
de jurisdicción 9. Sobre este aspecto Ollé Sesé (2008: 239) afirma que:
6 De esta forma se expresa también Hesenov (2013: 276): «The main problem of universal jurisdic-
tion lies in the contradiction between the universality of its mission and the particularity of the 
political interests of the sovereign nation states which provide the statutory framework for the 
application of the doctrine». [Traducción de la autora]: «El principal problema de la jurisdicción 
universal radica en la contradicción entre la universalidad de su misión y la particularidad de los 
intereses políticos de los Estados nacionales soberanos, que proporcionan el marco legal para la 
aplicación de la doctrina».
7 [Traducción de la autora]: «la cuestión de la legalidad del principio y su reconocimiento por parte 
de los Estados, y en segundo lugar, la cuestión de cómo se ejerce la jurisdicción universal. La ra-
zón principal para esta controversia es la falta de fuentes y de un derecho positivo que definan los 
límites y condiciones de la jurisdicción universal».
8 Conectando este tema con lo analizado en el segundo capítulo en lo relativo al sistema penal 
internacional para la represión de crímenes internacionales, podemos ver que, como explica To-
muschat (2009), tampoco este mecanismo de persecución de los crímenes internacionales resulta 
perfecto. Sin embargo, ha logrado colmar las lagunas existentes en el sistema de justicia internacio-
nal, intentado superar los límites de los tribunales internacionales y los obstáculos creados por los 
Estados en cuyo territorio se verificaron los hechos.
9 El derecho internacional consuetudinario establece las diferentes bases sobre las que se puede 
activar la jurisdicción penal de un tribunal nacional. Como hemos tratado en el capítulo primero 
en los apartados 1.6, 1.7 y 1.8, chocando con otros intereses de la comunidad internacional, como 
con el principio de soberanía de los Estados, el principio de persecución universal de determina-
das conductas criminales es un tema complejo y no pacífico a nivel internacional. Conforme con 
lo afirmado por Coombes (2011: 425), aunque difiere de las demás bases en cuanto a los intereses 
internacionales y no puramente nacionales que protege, no se puede considerar esta tipología de 
jurisdicción como una excepción a la regla general de persecución de crímenes internacionales, 
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[E]s el momento de retomar y responder al discutido interrogante sobre si 
puede considerarse el ejercicio de la jurisdicción universal como un princi-
pio de DI consuetudinario. Para una adecuada respuesta recupero los dos in-
dicadores de verificación: el DI convencional y la práctica de los Estados tan-
to en el terreno legislativo como jurisdiccional, como posible reafirmación 
de una práctica consuetudinaria. En el ámbito del DI convencional se puede 
concluir, de acuerdo con la evolución del DI reflejada en los convenios es-
tudiados en materia de crímenes internacionales de primer grado y de segundo 
grado, que sí incluye disposiciones sobre jurisdicción universal permitiendo, 
en todo caso su ejercicio. [...] En ámbito de derecho consuetudinario afloran 
las dificultades para determinar si existe una opinio juris favorable sobre la 
práctica efectiva de los Estados respecto de la jurisdicción universal. El exa-
men, entonces, debe proyectarse tanto a la comprobación en las legislaciones 
internas de la existencia de normas específicas sobre este título jurisdiccional 
universal, y la actitud del legislador en cada Estado, así como la praxis judicial 
de su aplicación en los tribunales domésticos.
Lo dicho demuestra que la naturaleza del principio de justicia universal ha 
sido en muchas ocasiones cuestionada. De hecho, este tema ha sido objeto de 
discusiones importantes tanto doctrinales como jurisprudenciales; si analizamos 
por ejemplo el voto separado de los jueces Higgins, Kooijmans y Buergenthal, 
en el caso de la República Democrática del Congo contra Bélgica de 2002 10, 
se hace mención al llamado derecho emergente, que identificaría la naturaleza 
sino que debemos entenderla como una de las bases jurisdiccionales que atribuyen una capacidad 
extraterritorial a los Estados. «It stands alone among the five generally accepted bases for exercis-
ing jurisdiction in not requiring a link between any part of the offense and the state seeking to 
exercise jurisdiction. Universal jurisdiction is also unique in another respect: it ultimately depends 
on domestic courts for its application» (Slaughter, 2004: 168). [Traducción de la autora]: «Es la 
única entre las cinco bases generalmente aceptadas para el ejercicio de la jurisdicción en que no 
se requiere una conexión entre cualquier parte de la infracción y el Estado que solicita ejercer 
su jurisdicción. La jurisdicción universal es también única en otro sentido: depende en última 
instancia de los tribunales nacionales para su aplicación». De hecho, los Estados han aceptado esta 
base jurisdiccional prevista in primis en el derecho internacional consuetudinario en los casos de 
crímenes de piratería, genocidio, tortura y contra la humanidad. Además de esto han ratificado los 
tratados internacionales sabiendo que tal acto implicaría modificar y adaptar las legislaciones inter-
nas para poder ejercerla. García Arán (2000: 14): «la forma más habitual de asunción del principio 
de justicia universal por parte de los Estados es la suscripción de los tratados en los que se establece 
el compromiso de persecución de determinados delitos. A partir de ahí, la mayor o menor eficacia 
del principio para los firmantes de los tratados depende, a su vez, del grado de incorporación a los 
ordenamientos internos que se produzca en cada uno de ellos».
10 Joint separate opinion of judges Higgins, Kooijmans and Buergenthal – Arrest Warrant of 11 April 
2000 (Democratic Republic of the Congo v. Belgium), Judgment of 14 February 2002. El texto 
se puede consultar en la siguiente página web: http://www.icj-cij.org/docket/files/121/8136.pdf.
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del principio en cuestión y que justifica su utilización aunque conlleve prácticas 
estatales heterogéneas; de hecho los jueces nos hablan de derecho emergente 
que conlleva las llamadas prácticas neutras 11. Este derecho, que no prohíbe ni 
permite el ejercicio de una jurisdicción universal sobre determinadas conductas 
internacionales, es un claro indicio de una evolución gradual del mismo princi-
pio para que un día pueda ser considerado como norma consuetudinaria.
Además de lo dicho, parte de la doctrina encuentra como uno de los obs-
táculos, de derecho internacional convencional a la aplicación del principio, el 
carácter no obligatorio de su previsión 12. No menos importantes son las críticas 
11 Sobre este aspecto véase el voto separado de Higgins, Kooijmans And Buergenthal – Arrest Warrant 
of 11 April 2000, párrafo 45: «In short, national legislation and case law – that is, State practice– is 
neutral as to exercise of universal jurisdiction». [Traducción de la autora]: «En breve, legislación y la 
jurisprudencia nacional –es decir, la práctica del Estado– es neutral en cuanto al ejercicio de la juris-
dicción universal». El texto se puede consultar en la siguiente página web: http://www.icj-cij.org/
docket/files/121/8136.pdf. Como afirma Fuentes Torrijo (2004: 128): «no es claro lo que quieren 
decir estos jueces al calificar la práctica estatal como neutra. Es la neutralidad de la práctica lo que al 
parecer los lleva a descartar la existencia de una regla de derecho internacional consuetudinario que 
otorgue el derecho a los Estados a ejercer jurisdicción universal. [...] De esta manera, entonces, la 
invocación de esta poco familiar categoría de “prácticas neutras” permite a los juicios crear un limbo 
en que la conducta de los Estados no está permitida ni prohibida por el derecho internacional».
12 La base jurídica del principio de jurisdicción universal puede encontrarse en las normas de derecho 
internacional consuetudinario y en los tratados internacionales que establecen la búsqueda, inves-
tigación y, en su caso, enjuiciamiento de los responsables de determinadas conductas internacional-
mente relevantes. Como norma de carácter convencional, derivada de los tratados internacionales 
sobre la prevención y sanción de crímenes internacionales, no resulta claro y pacíficamente acepta-
do que de ella derive una obligación sobre los Estados de activar esta tipología de jurisdicción, sino 
que se prevé una facultad de utilizarla para perseguir las conductas criminales codificadas en dichos 
tratados. Como afirma Pigrau i Solé (2009: 26): «[...] en la mayoría de los convenios multilaterales 
que articulan la cooperación penal internacional, la jurisdicción universal es facultativa, no hay 
una referencia explícita a la jurisdicción universal, sino que se utiliza a menudo una fórmula que 
indica que el texto de la convención no excluye ninguna competencia penal ejercida conforme a 
las leyes nacionales». Sin embargo, quien escribe está convencido de que el carácter facultativo no 
incide sobre la naturaleza de esta norma debido a que se considera la jurisdicción universal como 
uno de los instrumentos que los Estados tienen para proteger intereses propios de la comunidad 
internacional; y, en ningún caso, este carácter facultativo puede ser entendido como medio para 
dejar impunes estas conductas. Conforme con lo expresado por la Comisión de Derecho Inter-
nacional en el informe A/68/10 de 2013, 65º período de sesiones (6 de mayo a 7 de junio y 8 de 
julio a 9 de agosto de 2013)) página 147: «Conformidad con el objeto y el fin. Las medidas que va 
a adoptar un Estado deben interpretarse a la luz del objeto y el fin del instrumento internacional 
pertinente u otras fuentes de la obligación internacional vinculante para ese Estado, lo que hace 
más eficaz la lucha contra la impunidad. Vale la pena recordar también que, en virtud del artículo 
27 de la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, que refleja el derecho internacional 
consuetudinario, un Estado parte en un tratado no podrá invocar las disposiciones de su derecho 
interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Además, las medidas adoptadas de-
ben ser conformes al estado de derecho». El informe se puede consultar en la siguiente página web: 
http://legal.un.org/ilc/reports/2013/all_languages/a_68_10_s.pdf.
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relativas a su aplicabilidad o a los obstáculos de derecho internacional 13 o nacio-
nal 14 que esta misma norma encuentra en su camino a la hora de ser utilizada 
13 Sobre este aspecto, la doctrina especializada habla de los choques que inevitablemente surgen en la 
aplicación de dicha jurisdicción con otras normas de derecho internacional como las relativas a la so-
beranía de los Estados y el principio de no injerencia en los asuntos internos de un país, o las relativas 
a las inmunidades de los Estados de la jurisdicción. En lo referente al régimen de las inmunidades, 
cabe recordar que el fundamento de las inmunidades de los Estados radica en el principio de igualdad 
y soberanía de los Estados: par in parem non habet imperium, es decir, el Estado extranjero estaría exento 
de la jurisdicción del Estado territorial. Como explica Ríos Rodríguez (2007), el régimen de las 
inmunidades pertenece a una costumbre internacional por la cual se reconoce un cierto número de 
privilegios a los gobernantes que les permiten evitar la aplicación del derecho común. La inmunidad 
de jurisdicción puede definirse como el privilegio según el cual determinadas personas o institu-
ciones no pueden ser juzgadas por los tribunales de un Estado extranjero. Kai Ambos (2006a: 470) 
afirma que: «Inmunidad o exención de jurisdicción se refiere a un relevante status de las personas que, 
como representantes de su Estado, ejercen tareas oficiales. Estas personas deben ser excepcionadas de 
la jurisdicción nacional, por cuanto de alguna manera –así la más temprana teoría de la exterritorialidad– 
son consideradas como extraterritoriales para que puedan ejercer sin interferencias las tareas que les 
corresponden como representantes del Estado de envío en el territorio del Estado extranjero». Ahora 
bien, cuando nos enfrentamos a crímenes internacionales, estas normas chocan con otros intereses 
propios de la comunidad internacional, como los de prevenir, sancionar y reparar a las víctimas de 
dichos actos. Si el desarrollo del derecho penal internacional hace evidente cómo las inmunidades no 
pueden interferir con la búsqueda de justicia de los tribunales internacionales, lo mismo no se puede 
decir en el caso del ejercicio de la jurisdicción universal por parte de los tribunales nacionales, por 
lo que todavía el problema del balanceamiento de normas internacionales sigue existiendo. Dicho 
esto, el desarrollo sucesivo relativo a la jurisdicción universal debería ajustarse sobre este aspecto al 
derecho penal internacional; esto en cuanto, si partimos de la pregunta de Ángel Sánchez Legido 
(2001) de que la naturaleza perentoria de la norma de derecho internacional que proscribe la tortura 
y que faculta a los estados a la utilización de la jurisdicción universal ¿no debería hacer inaplicable 
la inmunidad del Estado extranjero? De la misma postura es Hernán Homarzábal Malarée (2000: 
184): «Cuando los Estados reconocen estos derechos en declaraciones universales, pactos, convenios 
y tratados internacionales, están dando a la persona el carácter de sujeto de derecho internacional, 
convocándola en un plano de igualdad con el Estado. [...] La comunidad internacional no solo está 
integrada por los Estados sino también por las personas que son titulares de derechos inviolables. 
Esta constatación tiene consecuencias importantes. Si un Estado viola sistemáticamente los derechos 
humanos, si coloca la razón de Estado por encima de los derechos fundamentales de las personas, está 
agrediendo a un sujeto de derecho internacional, está, en definitiva, creando un conflicto internacio-
nal. Ello necesariamente tiene que llevar a cuestionar la doctrina de la inmunidad [...]».
14 En este contexto entran en juego las temáticas relativas a las amnistías e indultos que se posicionan 
como obstáculos de derecho nacional a la persecución de actos delictivos. En caso de crímenes in-
ternacionales las reflexiones están orientadas en: «Probably the most well-know, and controversial, 
alternatives to prosecutions are amnesties. Amnesties are conferred under law that blocks criminal 
action against people in the State in which it is passed. They can also block civil claims. [...]The 
question of duties to prosecute does not quiet exhaust that of legality of amnesties, although the 
issue are closely related. The question is whether there is an exception to any existing duty to pros-
ecute when an amnesty is said to be necessary to re-establish peace» (Cryer et al., 2010: 563-564). 
[Traducción de la autora]: «Probablemente las más conocidas y polémicas alternativas a los proce-
samientos son las amnistías. Las amnistías son conferidas en virtud del derecho en el que se blo-
quea la acción penal en contra de personas en el Estado en el que están previstas. También pueden 
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en un procedimiento, que también radica en el problema principal de la falta 
de una legislación clara y específica 15 en el tema de jurisdicción universal que 
podría resolver eventuales conflictos de leyes internas e internacionales.
Todo lo dicho genera que las adaptaciones de las normas relativas a esta 
tipología de jurisdicción sean llevadas a cabo por los jueces en lugar de por un 
legislador internacional; y consecuentemente, esto lleva a prácticas diferentes en 
los Estados donde el principio ha sido la base de muchos juicios sobre crímenes 
internacionales. «Se dunque collochiamo il “giudice al posto del legislatore” il 
principio di giurisdizione universale diviene diritto vivente, anche in assenza di 
diritto 16» (Pasculli, 2011: 151).
Este capítulo abordará específicamente estos temas. Por lo tanto, siguiendo 
el ejemplo dado por muchos autores que han escrito sobre este asunto, entre 
bloquear las demandas civiles. [...] La cuestión de las obligaciones a perseguir no está resuelta con 
la legalidad de las amnistías, aunque el tema está estrechamente relacionado. La pregunta es si hay 
excepción a las obligaciones de perseguir cuando una amnistía es necesaria para el restablecimien-
to de la paz». Obviamente las amnistías y los indultos impiden la persecución de los delitos en el 
territorio donde han sido cometidos debido a la cuestionable legalidad y constitucionalidad de 
dichas leyes. De todas formas, si un Estado tercero decide empezar las investigaciones sobre hechos 
cubiertos por amnistías, las leyes relativas a dichos privilegios para determinados sujetos carecen de 
validez en otro foro. De esta forma fundamentaba la Audiencia Nacional Española las sentencias 
sobre los casos Argentina y Chile. Para profundizar en el tema, véase el quinto capítulo, apartados 
5.2 y 5.3.
15 Sobre este punto véase el documento del Sexto Comité de la Asamblea de las Naciones Unidas, 
«Principle of ‘Universal Jurisdiction’ Again Divides Assembly’s Legal Committee Delegates; Fur-
ther Guidance Sought from International Law Commission», en el que se pone de manifiesto la 
postura de muchos delegados estatales, entre otros los de España, que se muestran a favor de una 
reglamentación a nivel internacional de los criterios sobre la aplicación de la jurisdicción univer-
sal, cuya falta ha generado incertidumbre y prácticas diferentes en los Estados que han utilizado 
este criterio para perseguir crímenes internacional. «The problem facing the Committee was the 
«existing uncertainties» of the scope and applicability of the principle, the delegate from Greece 
stressed. While States had different opinions about the practice, Spain’s representative observed, 
there was no common understanding of the circumstances and conditions of its application. He 
welcomed both the future work of the newly-established Working Group and the work of the 
International Law Commission, which had already begun studying this complex principle and 
the myriad of related issues». [Traducción de la autora]: «El problema que enfrentó el Comité 
fue las “incertidumbres existentes” sobre el alcance y la aplicabilidad del principio, como subrayó 
el delegado de Grecia. Si bien los Estados tienen diferentes opiniones acerca de la práctica, el 
representante de España observó que no había un entendimiento común de las circunstancias 
y las condiciones de su aplicación. Se auspicia la labor en un futuro del Grupo de Trabajo de la 
Comisión de Derecho Internacional, que ya había comenzado a estudiar este principio complejo 
y la gran cantidad de temas relacionados». Para profundizar en el tema véase la pagina web: http://
www.un.org/News/Press/docs/2011/gal3415.doc.htm.
16 [Traducción de la autora]: «Si ponemos al juez en lugar del legislador el principio de jurisdicción 
universal llega a ser derecho viviente, también con falta de legislación».
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ellos Cassese et al. (2007), hemos considerado oportuno afrontar el estudio de 
la jurisdicción penal universal partiendo de las normas que a nivel internacio-
nal han sido creadas en este tema pasando sucesivamente al análisis de los casos 
enfrentados por los tribunales internos a los Estados; con el objetivo de intentar 
responder a las preguntas que, como explica Reydams (2003: 2), son: «under 
what conditions is the country investigating, or prosecuting the extraterritorial 
offence internationally competent, and what is the basis in domestic or munici-
pal law for the exercise of jurisdiction? 17».
3.3. EL CONCEPTO DE JURISDICCIÓN PENAL UNIVERSAL
Conforme con lo expresado por la Comisión de Derecho Internacional de las 
Naciones Unidas, en su informe de 2013 18:
El establecimiento de la jurisdicción es «un paso previo lógico» a la apli-
cación de una obligación de extraditar o juzgar a un presunto infractor que 
se encuentre en el territorio de un Estado. A los efectos del presente tema, 
cuando el crimen ha sido cometido presuntamente en el extranjero sin víncu-
lo alguno con el Estado del foro, la obligación de extraditar o juzgar reflejará 
necesariamente el ejercicio de la jurisdicción universal, que es la jurisdicción 
para determinar la jurisdicción territorial respecto de personas por hechos 
extraterritoriales cuando ni las víctimas ni los presuntos infractores son nacio-
nales del Estado del foro ni se ha causado presuntamente daño alguno a los 
propios intereses nacionales del Estado del foro. Ahora bien, la obligación de 
extraditar o juzgar también puede ser reflejo de un ejercicio de la jurisdicción 
en virtud de otras razones. Así, si un Estado puede ejercer la jurisdicción ampa-
rándose en otra razón, tal vez no sea necesario invocar la jurisdicción universal 
en el cumplimiento de la obligación de extraditar o juzgar.
De tal forma, entendemos por jurisdicción penal universal una tipología 
de jurisdicción que trasciende los Estados y que no tiene la intención de ligar 
un determinado crimen a un determinado territorio, sino de ampliar la perse-
17 [Traducción de la autora]: «¿bajo qué condiciones un país es competente para investigar, o juzgar 
delito extraterritorial a nivel internacional, y cuál es la base de la legislación nacional o municipal 
para el ejercicio de la jurisdicción?».
18 Informe de la Comisión de Derecho Internacional, 65º período de sesiones (6 de mayo a 7 de 
junio y 8 de julio a 9 de agosto de 2013) página 145. El informe se puede consultar en la siguiente 
página web: http://legal.un.org/ilc/reports/2013/all_languages/a_68_10_s.pdf.
170 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
cución de algunos crímenes, de interés universal, y que por lo tanto pueden ser 
juzgados en un país que no tiene ningún interés específico en reprimirlo sino 
que actúa bajo un interés más general de mantenimiento del orden legal inter-
nacional 19.
La compétence universelle consiste en l‘aptitude d‘un juge à connaître 
d‘une infraction indépendamment du lieu où elle a été commise et que-
lles que soient la nationalité de l‘auteur et celle de la victime. Elle peut 
également être définie «par défaut» comme un critère complémentaire de 
compétence pour connaître de crimes commis à l‘étranger et pour lesquels 
aucun autre critère de compétence extraterritoriale en s‘applique 20. (Bosly y 
Vardemeersch, 2010: 173)
Este criterio constituye, de facto, una excepción al principio de derecho 
penal de territorialidad en la persecución de los delitos. Al mismo tiempo, la 
jurisdicción universal se diferencia de los otros criterios de jurisdicción extra-
territorial, como de personalidad activa y pasiva, en cuanto elimina cualquier 
conexión del crimen con el Estado en que se procede al juicio. Según este prin-
cipio, los tribunales de cualquier país son competentes para perseguir los críme-
nes internacionales graves, actos que por su naturaleza afectan a los intereses de 
la comunidad internacional. «Universal jurisdiction refers to the competence of 
national judicial authorities (as opposed to an international judicial body) with 
respect to crime (as distinguished from torts) 21» (Reydams, 2003: 2).
En este sentido, esta tipología de jurisdicción intentaría substituir a las ine-
ficaces jurisdicciones nacionales con la ayuda de tribunales de países no invo-
lucrados directamente en actos criminales. «Positively defined, a State exercises 
universal jurisdiction when it seek to punish conduct that is totally foreign, ie 
19 Pigrau i Solé (2009: 23) afirma que: «Lo que se percibe es una interacción mutua entre ordena-
mientos nacionales y derecho internacional. Más que de acuerdo entre Estados que permite acti-
var mecanismos de extensión extraterritorial de la aplicación de las propias normas, la evolución 
va en la línea de crear espacios lo más amplios posibles de jurisdicción compartida entre todos los 
Estados para la represión de determinados comportamientos criminales».
20 [Traducción de la autora]: «La jurisdicción universal es la capacidad de un juez para juzgar un de-
lito, independientemente del lugar donde se haya cometido o de la nacionalidad del perpetrador 
y de la víctima. También se puede definir por defecto como criterio adicional de la jurisdicción 
sobre los delitos cometidos en el extranjero y para los cuales no se aplica ningún otro criterio de 
jurisdicción extraterritorial».
21 [Traducción de la autora]: «La jurisdicción universal se refiere a la competencia de las autoridades 
judiciales nacionales (en oposición a un organismo judicial internacional) con respecto a los crí-
menes (a diferencia de los agravios)».
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conduct by and against foreigners, outside its territory and its extensions, and 
not justified by the need to protect a narrow self-interest 22» (Reydams, 2003: 5).
En otras palabras, se prevé que las autoridades judiciales de los Estados pue-
dan aplicar sus leyes penales en casos que trascienden el solo Estado; puedan juz-
gar crímenes internacionales cometidos fuera de su propio territorio por parte 
de extranjeros. En principio, estos órganos pueden ejercer la acción penal tam-
bién sin una conexión explicita entre el crimen y el foro. Por lo tanto podemos 
decir que esta tipología de jurisdicción, en su versión absoluta, está totalmente 
aislada de los normales criterios o factores que ligan un crimen a los intereses 
estatales de persecución o, retomando lo dicho en el segundo capítulo de este 
trabajo, la jurisdicción universal así descrita se basaría únicamente en la natu-
raleza del delito cometido sin tener en consideración el lugar de comisión de 
dicho acto, la nacionalidad de las víctimas o de los presuntos responsables, o sin 
otros elementos que ligan el crimen al Estado donde este último se perseguirá 23.
3.3.1. Jurisdicción universal absoluta o condicionada
Es bien sabido que no hay una única acepción del término jurisdicción 
universal 24. Esto es evidente tanto en los trabajos de los expertos internacionales 
sobre el tema como en las sentencias de los tribunales internos e internacionales 
22 [Traducción de la autora]: «Positivamente definida, un Estado ejerce jurisdicción universal cuando 
se trata de castigar una conducta que es totalmente ajena, es decir, una conducta en contra de los 
extranjeros, fuera de su territorio y sus extensiones, y no justificada por la necesidad de proteger 
su propio interés».
23 Recientemente el tema ha estado en el centro del debate de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas que en diferentes ocasiones ha puesto el acento sobre la necesidad de crear normas interna-
cionales vinculantes, claras y unívocas sobre el principio de jurisdicción universal. Me refiero por 
ejemplo a la resolución nº 64/117 de diciembre de 2009, el texto de la resolución se puede consul-
tar en la página web: http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/64/117; 
la resolución nº 65/33 de diciembre de 2010, en: http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.
asp?symbol=A/RES/65/33; la resolución nº 66/103 de diciembre 2011 en: http://www.un.org/
en/ga/search/view_doc.asp?symbol=%20A/RES/66/103; y la resolución nº 67/98 de diciembre 
de 2012, en: http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/67/98.
24 Sobre este tema, entre otros, Kissinger (2001), Cassese (2003), Reydams (2003) y Becker (2008). 
Sobre este aspecto véase la opinión en contra de la jueza Van Den Wyngaert en el caso Arrest 
Warrant de 11 de abril de 2000 (Congo v. Belgium), 2002, de febrero de 2014: «There is no gene-
rally accepted definition of universal jurisdiction in conventional or customary international law». 
[Traducción de la autora]: «En el derecho internacional convencional o consuetudinario no hay 
una definición generalmente aceptada de jurisdicción universal».
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que en muchas ocasiones hacen referencia a acepciones diferentes del tema 25. 
Conforme a lo expresado por Cassese (2003) cuando la presencia del acusado 
es expresamente establecida por ley, estamos frente a una tipología de jurisdic-
ción universal condicionada 26. Mientras que en el caso de jurisdicción absoluta 
o pura 27 no se establecen requisitos para su ejercicio. Más cuestionable resulta la 
formula en ausencia.
En mi opinión, la explicación más sencilla es que la confusión se origina 
al no distinguir convenientemente entre el concepto de jurisdicción uni-
versal y el ejercicio de la misma. No cabría hablar de distintas categorías o 
tipos de jurisdicción universal, sino de distintas maneras de ejercerla. La de-
nominada jurisdicción universal in absentia no sería un título diferenciado o 
propio de jurisdicción (como tampoco lo es la jurisdicción territorial in ab­
sentia) y ni siquiera una categoría o subcategoría de la jurisdicción universal, 
sino simplemente una manera de ejercerla cuya admisión [...] dista mucho 
de ser unánime. (Comellas Aguirrezábal, 2010: 69)
En definitiva, podemos decir que las diferentes denominaciones no inter-
fieren con la existencia de una justicia universal, sino que denotan las diferentes 
formas en que los países la han codificado y aplicado. Los sistemas jurídicos que 
no exigen algún vínculo legitimador para el ejercicio de la jurisdicción universal 
25 En sentencia y en las separate dissenting opinions de los jueces Higgins, Kooijmans y Buergenthal en 
la causa de la República Democrática de Congo contra Bélgica de 2002 delante de la Corte Inter-
nacional de Justicia, se hace expresa referencia a diferentes modalidades de jurisdicción universal. 
La versión original, pura del principio, la versión condicionada en ausencia, y en ausencia.
26 Esto, por ejemplo, es el caso de Francia donde la presencia del acusado es una exigencia para el 
ejercicio de la jurisdicción universal y esta exigencia se encuentra expresamente recogida por la 
legislación nacional. El fundamento de esta exigencia se basa en la eficacia en la persecución de 
crímenes cometidos en el extranjero. Este tema será analizado en este capítulo, en el apartado 
3.7.7.
27 Hasta el año 2003, el derecho belga preveía una jurisdicción universal pura o incondicional. Este 
tema será analizado en este capítulo, en el apartado 3.7.4. También en la legislación española, 
antes de la reforma operada con la Ley Orgánica 1 de 2009, estábamos frente a una tipología de 
jurisdicción absoluta, de hecho, como afirma Sánchez Legido (2014: 9): «[...] hasta tres elementos 
presentes en la configuración inicial del sistema español de jurisdicción universal permiten afirmar 
que nos encontrábamos ante un modelo de extraordinaria e inusual amplitud. El primero de ellos 
no es otro que la aceptación de la jurisdicción universal con carácter puro o absoluto, esto es, sin 
condicionar su operatividad a la concurrencia de vínculos adicional de conexión y, más particu-
larmente, permitiendo activar los mecanismos de cooperación judicial internacional sin requerir 
la presencia real, próxima o previsible del sospechoso en territorio español». El tema será analizado 
en el capítulo cuarto.
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permiten la jurisdicción universal absoluta 28; los estados que establecen una serie 
de condiciones ulteriores, respeto a la mera naturaleza del delito internacional, 
permiten el ejercicio de la jurisdicción universal aunque condicionado al res-
pecto de dichos requisitos. Sobre este tema se ha expresado también la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en su informe de 2010 sobre el concepto, al-
cance y límites de esta tipología de jurisdicción:
A este respecto, en algunas observaciones también se hizo una distinción 
entre una jurisdicción universal que fuera absoluta, ilimitada o incondicio-
nal, y una jurisdicción universal que fuera condicional o limitada. La prime-
ra, entre otras cosas, permitía el ejercicio de la jurisdicción universal en el 
proceso penal en rebeldía o in absentia, sin que el autor estuviera presente en 
el territorio del Estado del foro. La segunda se aplicaba si se cumplían una 
o más condiciones necesarias para el ejercicio razonable de la jurisdicción 
extraterritorial, de las cuales el factor común era la presencia del presunto 
infractor en el territorio del Estado del foro. A estas se sumaban otras consi-
deraciones, que dependían de las particularidades de cada jurisdicción nacio-
nal, entre ellas la prohibición de extraditar al presunto infractor al Estado del 
territorio o al Estado de la nacionalidad, o la necesidad de que una autoridad 
debidamente designada formulara una petición concreta o diera su consen-
timiento. (Asamblea General Naciones Unidas, 2010: 6) 29
Podemos resumir los requisitos previstos en las legislaciones estatales que 
hacen que la justicia universal sea condicionada de la siguiente forma, con-
forme a lo establecido en el informe de Amnistía Internacional de septiembre 
de 2001 30:
• Custodial universal jurisdiction. Es decir, la presencia del acusado en el te-
rritorio del Estado del foro: «Generally, it is considered sufficient under 
28 Como afirma Ollé Sesé (2008: 366-367): «En el derecho comparado, diferentes legislaciones in-
ternas regulan el principio de jurisdicción universal sin sujeción a ningún vínculo nacional como 
el artículo 7 de la ley belga, de 16 de julio de 1993, reformada por la Ley de 23 de abril de 2003, 
el art. 8.6 del CP danés o el art. 7.5 del CP italiano».
29 Sexagésimo quinto período de sesiones, tema 88 del programa provisional, alcance y aplicación del 
principio de la jurisdicción universal. Informe del Secretario General preparado sobre la base de 
los comentarios y observaciones de los gobiernos. Asamblea General de las Naciones Unidas, 29 
de julio de 2010. El informe se puede consultar en la siguiente página web: http://papersmartv4.
unmeetings.org/media/641723/A%2065%20181%20s.pdf.
30 Informe de Amnistía Internacional: «Universal Jurisdiction: The duty of states to enact and im-
plement legislation Chapter One (Definitions)», septiembre de 2001, página 15. El informe se 
puede consultar en la página web: http://www.amnesty.org/es/library/asset/IOR53/003/2001/
en/a866e900-d8f0-11dd-ad8c-f3d4445c118e/ior530032001en.pdf.
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this restrictive type of universal jurisdiction that the suspect be in the 
territory of the forum state at the time an investigation formally opens 31».
• Requirements of subsequent adoption of citizenship or residence. Requisitos de 
la posterior adquisición de la ciudadanía o de residencia. Este último se 
refiere al límite de que el sospechoso adquiere posteriormente la nacio-
nalidad o la residencia en el Estado del foro.
• Requirement that an extradition request be refused. El requisito de la negación 
de la extradición.
• Double criminality. Doble incriminación. Se requiere que los hechos 
constituyan delito tanto en la jurisdicción del Estado del foro como en 
la jurisdicción del Estado territorial o el Estado que ha pedido la extra-
dición.
• Geographic limits. Los límites geográficos con respecto a los crímenes de 
guerra
• Temporal limitations to particular time periods. Limitaciones temporales
• Prohibitions on retrospective application of universal jurisdiction. Prohibición de 
la irretroactividad de la aplicación de la jurisdicción universal.
Estas variantes indican las modalidades con las cuales los Estados han in-
terpretado y aplicado esta tipología de jurisdicción, en su sentido más auténtico 
o introduciendo unas restricciones legales a su utilización. Conforme con lo 
expresado por el Tribunal Constitucional español en el caso Guatemala 32, en el 
ordenamiento español, la formulación inicial del precepto de justicia universal, 
contendida en el artículo 23.4 de la Ley Orgánica 6/1985, instauraba una juris-
dicción de carácter absoluto 33:
[...] El artículo 23.4 LOPJ otorga, en principio, un alcance muy amplio al 
principio de justicia universal, puesto que la única limitación expresa que in-
troduce respecto de ella es la de la cosa juzgada [...]. En otras palabras, desde 
una interpretación apegada al sentido literal del precepto, así como también 
desde la voluntas legislatoris, es obligado concluir que la LOPJ instaura un 
31 [Traducción de la autora]: «Generalmente, es considerado suficiente bajo esta tipología de restric-
ción de la jurisdicción universal que el sospechoso esté en el territorio del Estado del foro en el 
momento de la apertura formal de la investigación».
32 Sentencia nº 237/2005, Segunda Sala de lo Penal, de 25 de febrero de 2005. Esta sentencia será 
profundizada en el quinto capítulo, apartado 5.4.
33 Para profundizar en esta temática, véanse los capítulos 4 y 5 donde se analiza el recorrido hecho 
por el legislador español en el tema de justicia universal (capítulo 4) y los casos más relevantes 
tratados por los tribunales españoles (capítulo 5).
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principio de jurisdicción universal absoluto, es decir, sin sometimiento a cri-
terios restrictivos de corrección o procedibilidad, y atribución competencial, 
puesto que, a diferencia del resto de criterios, el de justicia universal se con-
figura a partir de la particular naturaleza de los delitos objeto de persecución.
El hecho de tener variantes y de ser interpretada y aplicada de diferentes 
formas conlleva seguramente consecuencias importantes que deben ser tenidas 
en cuenta a la hora de evaluar la praxis de los Estados en esta materia 34. De todas 
formas, cabe recordar que el hecho de que algunos países condicionen la utiliza-
ción del principio al respeto de una serie de requisitos internos, no significa que 
en el momento actual no exista o se esté menguando la opinio juris de los Estados 
sobre la necesidad de mantener en pie una justicia universal absoluta. Como 
afirma Macedo (2004), es un hecho indudable que, debido a la dificultadas prác-
ticas de poner en marcha este principio en un Estado lejano a la comisión de los 
hechos y que no tiene otras conexiones con estos últimos sino el interés general 
de protección de los valores compartidos por el conjunto de naciones, una ju-
risdicción universal condicionada resuelve algunos de los problemas básicos para 
la activación de los tribunales internos; de todas formas, el derecho internacional 
general sobre esta materia no requiere requisitos para la aplicación de dicho 
principio aunque deje a los Estados libertad para determinar cómo codificar este 
principio en el interior de su legislaciones con el único límite de cumplir las 
obligaciones internacionales evitando la impunidad de los hechos.
34 Como afirma Philippe (2006: 379): «Nonetheless, implementation of the general principle remained 
difficult, as the principle of universal jurisdiction is an issue not only of international but also of 
national law. States are entitled to grant their own courts universal jurisdiction over certain crimes as 
a result of a national decision, and not only of a rule or principle of international law. Consequently, 
the universal jurisdiction principle is not uniformly applied everywhere. While a hard core does 
exist, the precise scope of universal jurisdiction varies from one country to another, and the notion 
defies homogeneous presentation. Universal jurisdiction is thus not a unique concept but could be 
represented as having multiple international and national law aspects that can create either an obliga-
tion or an ability to prosecute. It is therefore difficult to gain a clear picture of the overall situation». 
[Traducción de la autora]: «No obstante, la aplicación del principio general sigue siendo difícil, 
debido a que el principio de la jurisdicción universal es un problema no solo de derecho interna-
cional, sino también de la ley nacional. Los Estados tienen derecho a otorgar a sus propios tribunales 
jurisdicción universal sobre ciertos delitos, como resultado de una decisión nacional, y no solo de una 
regla o principio de derecho internacional. En consecuencia, el principio de jurisdicción universal 
no se aplica de manera uniforme en todas partes. Si bien existe un núcleo duro, el alcance preciso de 
la jurisdicción universal varía de un país a otro, y la noción desafía su presentación homogénea. Por 
tanto, la jurisdicción universal no es un concepto único y podría ser representado teniendo en cuenta 
múltiples aspectos internacionales y nacionales de derecho que pueden crear bien una obligación, o 
una capacidad de procesar. Por tanto, es difícil obtener una imagen clara de la situación general».
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Sin embargo, las prácticas estatales tendientes a la aplicación de la sola 
jurisdicción universal condicionada llevan a pensar que se está creando aquel 
proceso en el derecho consuetudinario encaminado a la creación de una futura 
norma consuetudinaria basada en una opinio juris contraria a la mencionada 
con anterioridad, que se centra sobre la necesidad de implementar normas que 
establezcan limitaciones o restricciones al principio antes mencionado y que 
finalmente condicionen su utilización, y que, de esta forma, podría sobreponerse 
a la normas internacionales existentes 35.
3.4.  EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE JUSTICIA UNIVERSAL: 
CONTEXTUALIZACIÓN HISTÓRICA
Como afirma Bassiouni (2002: 10), hasta la segunda década del siglo veinte se 
puede ver que la práctica de los Estados, tanto con respecto a la facultad para 
prescribir como a la facultad para hacer cumplir las dos caras de la jurisdicción, 
demuestra la fuerte convicción de los Estados de conservar la conexión existen-
te entre la soberanía en su contexto territorial y el ejercicio judicial de la juris-
dicción penal nacional. Fue a partir del 1920 que los países empezaron a razonar 
en términos de capacitar a sus tribunales para conocer casos que excedían el 
territorio nacional a través del principio de personalidad activa. Sucesivamente a 
éste se agregaron otros criterios para ejercer extraterritorialmente la jurisdicción 
penal. Nos referimos al criterio de los intereses nacionales o de la personalidad 
pasiva. Sin embargo: «Estas teorías de jurisdicción extraterritorial reflejan una 
conexión territorial o una conexión entre las facultades de prescribir y de hacer 
cumplir la ley entre un Estado y sus nacionales» (Bassiouni 2002: 12).
El término justicia universal, creado en este contexto, se solía utilizar cuan-
do se hablaba de los mecanismos útiles para encontrar soluciones a los proble-
mas derivados de la aplicación de la ley penal en el espacio (Ledesma Bartret, 
2014: 33). Muchos expertos en esta materia suelen encontrar en la sentencia de 
la Corte Permanente de Justicia de 1927, relativa al caso Lotus, la materializa-
ción del principio de jurisdicción universal. Por lo tanto, como afirma Comellas 
Aguirrezábal (2010: 72): «El fundamento del pretendido principio no estribaría, 
por tanto, en la naturaleza del delito sino en el locus delicti. Desde esta perspectiva, 
35 Este tema será analizado en el capítulo 4, apartado 4.6.
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expandir el ámbito de la jurisdicción universal sería contrario a la racionalidad 
histórica del principio».
En su análisis al desarrollo del principio de jurisdicción universal, la autora 
antes mencionada llega a criticar esta postura sobre todo en lo relativo a lo que 
ella llama «sus olvidos»:
Este argumento puede, no obstante, criticarse por sus «olvidos». En primer 
lugar, porque omite que, si bien el locus delicti constituía el principal fundamen-
to para admitir la jurisdicción de los Estados en el caso de la piratería, no es 
menos cierto que otros factores contribuían a tal admisión: el primero, que la 
piratería llegó a constituir una verdadera amenaza para la seguridad de la nave-
gación marítima, fundamental en aquella época para el sustento económico de 
los Estados; el segundo, que el propio lugar de comisión, el alta mar, dificultaba 
la represión de los autores y contribuía a la impunidad de quienes se habían 
convertido en hostis humani generis». (Comellas Aguirrezábal, 2010: 72)
La importancia del caso Lotus es notoria, debido a que por primera vez se 
sentaron las bases para exceder los límites territoriales en el caso de la comisión 
de un acto de piratería. Los piratas, en ocasiones, eran considerados hombres sin 
patria, cometían crímenes en contra de la navegación pacífica en alta mar, lugar 
que se encuentra fuera de la soberanía de un Estado. La dimensión extraterri-
torial de los delitos como la piratería que afectan a los intereses comunes de los 
Estados, se transforma en la dimensión internacional de un delito que afecta a 
los intereses de todos los Estados.
Sin embargo, fue a través del desarrollo sucesivo de las normas de derecho 
penal internacional y de la jurisprudencia de los tribunales militares de Núrem-
berg y de Tokyo, que la jurisdicción universal encontró su legitimación como 
uno de los mecanismos para la protección de aquellos intereses superiores, jus 
cogens, y la persecución de las graves violaciones cometidas en su contra. Fue el 
caso de Adolf Eichmann de 1961, juzgado por los tribunales israelíes 36, el que 
abrió el camino hacia la utilización del principio.
36 La Corte Suprema de Israel en el caso Eichmann afirmó que la jurisdicción para juzgar crímenes 
bajo el derecho internacional es universal y que el poder de cada Estado de investigar y perseguir 
el crimen se basa en el derecho internacional consuetudinario. Conforme a lo expresado por Olle 
Sesé (2008: 465): «La Corte Suprema no vaciló en declarar que el derecho del Estado de Israel a 
castigar al acusado derivaba de una fuente universal –patrimonio de toda la humanidad– que atri-
buye el derecho de perseguir y castigar los crímenes de esta naturaleza y carácter, porque afectan 
a la comunidad internacional, a cualquier Estado de la familia de naciones, y el Estado que actúa 
judicialmente lo hace en nombre de la comunidad internacional».
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Después de 30 años, España dio un importante paso en este desarrollo. En 
1996 revive aquella esperanza de las víctimas de crímenes internacionales de ver 
condenados a sus victimarios. En ese año, se abrieron causas en este país sobre los 
crímenes cometidos durante las décadas de los 70 y 80 en las dictaduras chilena y 
argentina 37. De hecho, muy importante ha sido el papel de las víctimas, como las 
Madres de la Plaza de Mayo, que decidieron acudir a la justicia española (Prada 
Solaesa, 2014: 29). Este acontecimiento llevó a otras víctimas a presentar denuncias 
por los crímenes cometidos bajo la dictadura chilena, en particular contra Augusto 
Pinochet por crímenes contra la humanidad 38. Pero el éxito de estas iniciativas 
judiciales, por lo menos al principio, resultó totalmente inesperado 39:
Hasta el arresto de Augusto Pinochet en Londres para ser extraditado 
a España, donde se pretendía juzgarlo por la comisión de crímenes contra 
la humanidad, pocas personas en Chile se preocupaban de la jurisdicción 
universal. La ratificación de la Convención contra la Tortura de 1984 por 
el gobierno de Pinochet se hizo obviamente pensando que el ejercicio de 
la jurisdicción universal jamás alcanzaría a los actos de la dictadura chilena. 
(Fuentes Torrijo, 2004: 123)
Seguramente el caso que constituyó un verdadero logro (Garzón, 2014: 42), 
y al mismo tiempo reafirmó la idea de no considerar la justicia universal como 
algo excepcional, sino más bien como un mecanismo complementario para la 
persecución de los crímenes internacionales, fue el caso de Adolfo Scilingo. Con 
una sentencia histórica, el 1 de octubre de 2007 el Tribunal Supremo español 
condenó a Scilingo a 1084 años de cárcel 40. El juez Baltasar Garzón afirma que 
este caso fue emblemático de la nueva postura de los Estados en cuanto a la lu-
cha contra la impunidad, en particular de España.
Desde esta fase inicial, donde se pone en marcha esta lucha a través de los 
mecanismos previstos en los tratados internacionales sobre la prevención y san-
37 Este tema será analizado en el quinto capítulo, apartados 5.1, 5.2 y 5.3.
38 Sobre este aspecto, véase: «The Pinochet Precedent: How Victims Can Pursue Human Rights Crimi-
nals Abroad», en Human Rights Watch Update, en: http://www.hrw.org/es/reports/1998/11/01/
pinochet-precedent.
39 De esta forma, entre otros, Ferrer Lloret (2008: 193-194): «En efecto, en los ochenta y primera 
mitad de los noventa el recurso por parte de la Audiencia Nacional (AN) al art. 23.4 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) de 1985 como respuesta a los atentados más groseros contra 
la dignidad humana ocurridos en terceros Estados que permanecían impunes, dormía el sueño 
de los justos. Del que vendrá a despertar bruscamente ante la interposición de sendas denuncias y 
posteriores querellas a lo largo de 1996 [...]».
40 Véase el apartado 5.3 del quinto capítulo.
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ción de crímenes internacionales, en la historia de este principio pasamos a una 
segunda fase menos exitosa, en la que los Estados cuestionan la justicia universal 
y proponen cambios legislativos aptos a frenar un uso abusivo del mismo, cuan-
do entran en juego intereses económicos y de política internacional 41. Confor-
me a lo expresado por la doctrina mayoritaria, ahora estamos frente a una tercera 
fase en la que los Estados piden reglas claras y unívocas sobre el principio de 
justicia universal, sobre todo en lo referente a las características y límites de esta 
tipología de jurisdicción.
Como afirma Prada Solaesa (2014: 30), a nivel histórico podemos distin-
guir diferentes etapas:
una vez pasada una primera etapa de inicio, en la que con las dificultades 
vistas [...] puede decirse que se asienta y arraiga la idea de que existe una 
justicia internacional, que se producen y se exteriorizan manifestaciones cla-
ras de la misma y se llega incluso a determinados inopinados logros y que 
su éxito, aunque relativo y parcial, es no obstante impactante, se pasa a una 
segunda en la que [...] se pone en cuestión su futuro sobre todo con leyes 
cada vez más agresivas con las que se pretende desactivar [...] la jurisdicción 
extraterritorial. Ahora [...] nos encontraríamos en los prolegómenos de una 
tercera etapa, en la que la jurisdicción universal debe reelaborarse [...] [para 
que sea considerada] útil y necesaria.
3.4.1. La evolución del concepto en relación a los crímenes internacionales
Podemos decir que, partiendo del crimen de piratería 42, el principio de 
jurisdicción penal universal se ha extendido a otros actos de graves violaciones 
al derecho internacional como el crimen de esclavitud. A través del crimen de 
piratería se abrió el camino hacia una jurisdicción extraterritorial y después 
41 Entrarían en estas etapas las reformas legislativas avanzadas en Bélgica en 2003 y las dos reformas 
españolas de 2009 y 2014.
42 Conforme a lo expresado por Bassiouni (2002: 24-25), podemos ver que al principio no se podía 
hablar de jurisdicción verdaderamente universal en relación a la persecución del crimen de piratería. 
De hecho, la persecución y sanción del crimen, aunque de forma extraterritorial, se fundamentaba 
en la protección de los intereses del Estado de bandera y en su derecho a defenderse de los piratas y, 
si fuera el caso, a perseguirlos y castigarlos como medida de prevención y sanción del delito. «No obs-
tante, la jurisdicción universal para prevenir y eliminar la piratería ha sido ampliamente reconocida 
en el derecho internacional consuetudinario como el crimen internacional por excelencia al cual se 
aplica la universalidad» y sucesivamente reconocida por el derecho internacional convencional. Para 
profundizar en este tema véase el primer capítulo, apartado 1.4.1.
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universal, y como explica Fitzmaurice (1953), desde este momento se ha tenido 
que contestar a la siguiente pregunta: ¿cuándo la jurisdicción extraterritorial está 
permitida o no prohibida? Como explica Bassiouni (2002: 2):
El ejercicio de la jurisdicción universal se encuentra generalmente reser-
vado para los crímenes internacionales más graves, tales como crímenes de 
guerra, crímenes contra la humanidad, y el genocidio. Sin embargo, puede 
haber otros crímenes internacionales respecto de los cuales un tratado apli-
cable establece dicha base jurisdiccional, como es el caso del terrorismo.
En este ámbito, podemos decir que cuando los hechos penalmente relevantes 
«are universal in nature, transceding the interest of any one state» 43, o cuando el 
criterio jurisdiccional consiste en «international concern» 44 de la situación o del 
bien que debería protegerse, el derecho internacional convencional vigente impo-
ne una obligación para los Estados al ejercicio de la jurisdicción penal; también sin 
la presencia de una relación con el ordenamiento del Estado que procede.
Interesante resulta el análisis llevado a cabo por Becker (2008) sobre la 
evolución que el concepto ha tenido en relación a las diferentes tipologías de 
crímenes internacionales. Por analogía al crimen de piratería que, como explica 
Randall (1988: 794): «Piracy may comprise particularly heinous and wicked acts 
of violence or depredation, which are often committed indiscriminately against 
the vessels and nations of numerous states 45», otras graves violaciones a los in-
tereses de la comunidad internacional han sido consideradas meritorias de una 
tutela más precisa y eficaz. Entre estas conductas se consideraban crímenes de 
competencia universal la esclavitud, el crimen de apartheid, los crímenes de gue-
rra, el genocidio y la tortura. De hecho: «By qualifying certain crimes as being 
subject to universal jurisdiction the international community signals that they 
are so appalling that they represent a threat to the international legal order» 46 
(International Law Association London Conference, 2000: 3) 47.
43 [Traducción de la autora]: «son de carácter universal, que trasciende el interés de un Estado».
44 [Traducción de la autora]: «la preocupación internacional».
45 [Traducción de la autora]: «La piratería puede comprender actos particularmente odiosos y mal-
vados de la violencia o la depredación, que a menudo se han cometido de forma indiscriminada 
contra las naves y las naciones de numerosos Estados».
46 [Traducción de la autora]: «Al calificar ciertos delitos como sometidos a la jurisdicción universal 
de la comunidad internacional se señala que son tan atroces que representan una amenaza para el 
orden jurídico internacional».
47 Committee on International Human Rights Law and Practice: http://webcache.google-
usercontent.com/searchq=cache:ViNG3x9P9UEJ:www.ilahq.org/download.cfm/do-
cid/43F56C67-C59D-496EA7C9FF418D88FCF4+&cd=2&hl=es&ct=clnk&gl=es. 
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Las mismas instancias internacionales, como es el caso del Tribunal para la 
exYugoslavia, han apoyado e incrementado la creación de esta obligación inter-
nacional consuetudinaria y convencional de perseguir las violaciones de dere-
cho internacional humanitario. En el asunto Hadzihasanovic y Kubura, párrafo 
259-60, la Corte para la exYugoslavia ha señalado que:
Looking at the various International instruments governing humanitarian 
law and criminal law, it would appear that there is no written rule which 
obligates State to prosecute serious breach of International humanitarian law 
on the basis of the International laws on war crimes. As such, States generally 
refuse to initiate proceedings solely on the basis of customary International 
law. (...) As such, there is no rule, either in customary, or in positive Interna-
tional law, which obligates state to prosecute acts which can be characterized 
as war crimes solely on the basis of international humanitarian law, comple-
tely setting aside any characterizations of their national criminal law 48.
Como hemos mencionado en los apartados relativos a las normas de soft 
law en el tema de jurisdicción universal, estas últimas normas, por ejemplo los 
Principios de Princeton y la Declaración de Madrid, han aportado muchas no-
vedades en lo referente a los crímenes internacionales que se deberían conside-
rar como sometidos a la jurisdicción universal. Lógicamente el papel que estas 
normas despegan es limitado, debido a la falta de efectos jurídicos vinculantes, 
pero como hemos dicho, pueden constituir las bases para el futuro desarrollo de 
normas vinculantes, sean consuetudinarias o convencionales.
Por lo que se refiere a los Principios de Princeton, de particular interés 
resulta el principio segundo donde se establece el listado de delitos perseguibles, 
en el que se incluyen los crímenes en contra de la humanidad. Seguramente esta 
inclusión ha estado presente en las mentes de los legisladores estatales que, en 
diferentes ocasiones, a la hora de codificar en sus ordenamientos el principio de 
justicia universal han insertado en el listado de los crímenes los delitos en contra 
48 [Traducción de la autora]: «En cuanto a los diversos instrumentos internacionales que rigen el 
derecho humanitario y el derecho penal, parece que no hay ninguna regla escrita que obligue 
a los Estados a perseguir la violación grave del derecho internacional humanitario sobre la base 
de las leyes internacionales sobre crímenes de guerra. Por lo tanto, los Estados suelen negarse a 
iniciar el procedimiento únicamente sobre la base del derecho internacional consuetudinario. [...] 
Como tal, no existe una norma, ya sea consuetudinaria o en el derecho positivo internacional, 
que obligue a los Estado a enjuiciar los actos que pueden calificarse como crímenes de guerra 
únicamente sobre la base del derecho internacional humanitario, dejando de lado completamente 
las caracterizaciones de su derecho penal nacional».
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de la humanidad, siendo graves violaciones a los valores fundamentales de la 
comunidad internacional, así como codificados también en los estatutos de los 
tribunales internacionales.
El tema de los delitos perseguibles bajo el principio de justicia universal 
sigue estando en el centro del debate internacional. De hecho, actualmente, una 
parte de la doctrina pretende que la jurisdicción universal exista con respecto a 
todos los crímenes internacionales (Werle, 2005: 60); mientras que otros autores, 
como la asociación de los internacionalistas del Instituto de Derecho Interna-
cional (2006: 297) en su resolución durante su sesión de Cracovia en 2005 49, 
afirman que la jurisdicción universal debe ser reconocida específicamente por 
los Estados, y que no deriva automáticamente del carácter de un delito como 
crimen internacional. En la doctrina española, Juste Ruiz (2000) y Orihuela 
(2000) siguen la primera tendencia, que defiende la aplicabilidad del principio a 
todos los crímenes internacionales.
Como en el caso del crimen de piratería, también en el caso de tortura 
parece unánime que la prohibición y castigo de los actos que constituyen el 
crimen en cuestión conlleve al ejercicio de la jurisdicción universal por parte 
de los Estados. El estatus de jus cogens de la norma internacional sobre la pre-
vención y sanción de los actos de tortura y las praxis estatales confirman dicha 
postura. Como hemos visto en el segundo capítulo, hablando de la legislación 
de los Estados Unidos, la Alien Tort Claims Act y la Torture Victim Protection 
Act, desde el famoso caso Filártiga contra Peña Irala se han abierto numerosos 
juicios civiles basados en los crímenes de torturas cometidos por extranjeros en 
contra de extranjeros.
Por lo que se refiere a la jurisdicción penal universal, diferentes países, 
entre ellos, Bélgica, Holanda, Reino Unido, España y Holanda, han utilizado 
esta tipología de jurisdicción para perseguir el crimen de tortura. Un ejemplo 
de ello es el caso Bouterse, en los tribunales holandeses, en el que el Estado ha 
reconocido el carácter jus cogens de la prohibición de la tortura y la facultad de 
activar la jurisdicción universal para juzgar a los responsables 50.
Por lo que se refiere a las graves violaciones de las leyes y costumbres de 
guerra, las tendencias internacionales nos muestran el gran número de legis-
49 Véase la nota 31. El texto de la resolución se puede consultar en la siguiente página web: http://
www.idi-iil.org/idiE/resolutionsE/2005_kra_03_en.pdf.
50 En este caso, que será analizado en los apartados sucesivos, los tribunales holandeses establecieron 
que el ejercicio de la jurisdicción universal para los crímenes de tortura había alcanzado estatus 
consuetudinario.
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laciones nacionales que en los últimos años, en cumplimiento de las obliga-
ciones derivadas por los Convenios de Ginebra y Protocolo Adicional 51 y del 
Estatuto de la Corte Penal Internacional, han incorporado explícitamente en 
su ordenamiento los tipos penales correspondientes a los contemplados como 
crímenes de guerra en dichas normas internacionales, y han reconocido el 
ejercicio de la jurisdicción universal sobre los mismos, como Bélgica y Ho-
landa; mientras que otros Estados como Alemania y España también, si bien 
no han reconocido explícitamente el principio de jurisdicción universal sobre 
dichas conductas, han previsto una cláusula final en las leyes que establecen este 
principio 52, en la que se contiene la disposición sobre la aplicación del prin-
cipio a aquellas conductas que están previstas por los tratados internacionales 
ratificados por dichos países. Sin embargo, el creciente número de Estados que 
establecen la jurisdicción universal sobre dichas conductas no se refleja en las 
prácticas estatales. De hecho, asistimos a un número escaso de casos relativos 
a los crímenes de guerra llevados a cabo por tribunales nacionales y basados 
sobre el principio de jurisdicción universal. Como consecuencia, un número 
elevado de Estados ha reconocido la importancia de crear unidades especia-
lizadas en la persecución de dichos actos. Estas unidades especializadas ya son 
una realidad en algunos países como Bélgica, Dinamarca, Francia, Alemania, 
Holanda, Noruega, Suecia, Suiza, Inglaterra, Canadá y Estados Unidos (Dicker, 
2013: 236).
Pasando al crimen de genocidio, como hemos visto en el primer capí-
tulo, la Convención sobre la prevención y represión del crimen de genocidio 
permite afirmar que el genocidio está sujeto al principio de justicia universal, 
al determinar un compromiso de los Estados parte de prevenirlo, sancionarlo 
e incorporarlo a su legislación nacional para asegurar el cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la Convención (Ollé Sesé, 2008: 553), a pesar de una 
fase inicial en la que los Estados se mostraban desconfiados hacia el ejercicio 
de esta tipología de jurisdicción. Como explica Bollo Arocena (2004: 387), en 
esta fase, que coincidió con las labores de preparación de la Convención sobre 
el genocidio, resultó difícil, si no imposible, introducir una norma en la misma 
en la que se establecía de forma directa el ejercicio de la jurisdicción universal. 
51 Del análisis en conjunto de los Cuatro Convenios de Ginebra y del Protocolo adicional se puede 
asumir que la obligación penal de cumplir y hacer cumplir las normas internacionales incluye 
implícitamente el derecho de los Estados parte de los mismos a ejercitar la jurisdicción universal; 
siempre teniendo en cuenta sus obligaciones derivadas por las leyes nacionales.
52 Para profundizar en el tema véase Sánchez Legido (2004: 152 y ss.) y Bollo Arocena (2004: 382 y ss.).
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Consecuentemente un número limitado de países reconoció en un principio la 
aplicabilidad del principio por crímenes de genocidio.
Sin embargo, a pesar de que a nivel histórico nos encontramos frente a un 
número escaso de Estados que preveían en sus legislaciones nacionales normas 
sobre la aplicabilidad del principio de justicia universal con relación a los crí-
menes de genocidio, y a que en muy pocos casos se ha llegado a juicios basados 
sobre dichos actos (véanse los casos Eichmann y Demjanjuk), en la actualidad un 
gran número de países han incorporado los crímenes de genocidio en sus legis-
laciones y han establecido la capacidad de sus tribunales de ejercer jurisdicción 
universal sobre dichos actos, véanse los casos Guatemala, Kadic contra Karadzik, 
Jorgic, Javor, Dusco Tadic, Nulyarimma contra Thompson, Dusco Cvjetkovi.
Finalmente, por lo que se refiere a los crímenes en contra de la humani-
dad, desde una perspectiva de derecho comparado, a nivel histórico podemos 
ver que los Estados, a falta de un tratado internacional 53 sobre dichos delitos, se 
han mostrado reacios a implementar sus propias normas internas incluyendo y 
codificando explícitamente estas actividades ilícitas.
Sin embargo, esto no ha constituido un límite absoluto para el ejercicio de 
la jurisdicción universal; de hecho en las praxis estatales podemos apreciar dife-
rentes posturas sobre este tema. La primera de las cuales afirma la competencia 
de los tribunales nacionales, aunque en ausencia de la tipificación del crimen 
en el derecho interno, debido a que la prohibición de los crímenes contra la 
humanidad forma parte de aquel derecho internacional consuetudinario que 
hemos definido como jus cogens y que crea normas universalmente aceptadas y 
obligaciones erga omnes para los Estados. Otros Estados, como Reino Unido, han 
tenido una postura más restrictiva. En el mismo caso Pinochet, los Lores afir-
maron que, en ausencia de previsión legislativa interna, no es posible considerar 
que un determinado delito de derecho internacional lleve asociado jurisdicción 
universal. De esta forma se expresa Sanchéz Legido (2004: 209).
De todas formas, en la actualidad, las tendencias estatales se muestran más 
favorables a abrir casos basados en la justicia universal sobre dichos actos. Como 
expone Bassiouni (2014: 460), el profesor Máximo Langer, que ha investigado 
el tema de la persecución de crímenes contra la humanidad a través de la juris-
dicción universal, ha encontrado treinta y dos casos llevados a cabo por cortes 
53 Como afirma Bassiouni (2002: 32): «También es importante hacer notar que no existe una con-
vención especializada para “crímenes contra la humanidad”. Como consecuencia de ello, uno no 
puede decir que exista una ley convencional que establezca la jurisdicción universal para “críme-
nes contra la humanidad”».
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nacionales en estos últimos años. En particular en Australia, Austria, Bélgica, 
Canadá, Dinamarca, Francia, Alemania, Israel, Holanda, Noruega, España, Suiza 
y el Reino Unido.
3.5. LAS FUENTES DE DERECHO
Como hemos mencionado en el primer apartado de este capítulo, una de las 
problemáticas que hay que enfrentar cuando se habla de jurisdicción universal 
es determinar la naturaleza del principio en relación a los diferentes crímenes 
internacionales por los que este último puede ser utilizado 54. En el momento 
actual, la falta de un tratado internacional sobre el principio de jurisdicción uni-
versal que regule la materia ha creado numerosos obstáculos y ha fortalecido la 
incertidumbre sobre los elementos, características y límites de esta tipología de 
jurisdicción. Además de esto, ha provocado una praxis de los Estados heterogé-
nea que no ha permitido establecer reglas generalizadas sobre dichos aspectos.
A falta de un tratado internacional, ¿cuáles son las normas internacionales 
sobre las que se basa el principio de jurisdicción universal? Esta pregunta ha 
estado en el centro de los debates y pronunciamientos tanto por parte de los tri-
bunales estatales como de los tribunales internacionales que a diferente título se 
han ocupado del tema. Seguramente las normas de soft law, como los Principios 
de Princeton o de Bruselas y la más reciente Declaración de Madrid 55, han con-
tribuido a aclarar el alcance y los criterios, aunque no plenamente compartidos 
por los Estados, de esta jurisdicción. Por lo tanto, resultarán un buen punto de 
partida para el estudio de esta materia.
Además de las normas no vinculantes antes mencionadas, las fuentes nor-
mativas de este principio resultan ser las normas consuetudinarias que estable-
cen la prevención y represión de determinadas conductas internacionalmente 
relevantes, y los convenios internacionales ratificados por los Estados 56. En todo 
54 Sobre este aspecto, entre otros, Pigrau i Solé (2009) y Ollé Sesé (2008). 
55 Este tema ha sido analizado en el apartado 3.5.1.2 de este capítulo.
56 Como se afirma en la Resolución del Instituto de Derecho Internacional, sesión 17, Cracovia 2005, 
«Universal criminal jurisdiction with regard to the crime of genocide, crimes against humanity and 
war crimes», por el que se afirma: «1. Universal jurisdiction in criminal matters, as an additional 
ground of jurisdiction, means the competence of a State to prosecute alleged offenders and to punish 
them if convicted, irrespective of the place of commission of the crime and regardless of any link of 
active or passive nationality, or other grounds of jurisdiction recognized by international law. 2. Uni-
versal jurisdiction is primarily based on customary international law. It can also be established under 
186 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
caso, para poderse activar, el principio necesita ser codificado por los ordena-
mientos internos. Como afirma Philippe (2006: 379):
The recognition of universal jurisdiction by the state as a principle is not 
sufficient to make it an operative legal norm. There are basically three neces-
sary steps to get the principle of universal jurisdiction working: the existence 
of a specific ground for universal jurisdiction, a sufficiently clear definition of 
the offence and its constitutive elements, and national means of enforcement 
allowing the national judiciary to exercise their jurisdiction over these crimes 57.
Por esta razón el análisis de las fuentes no puede alejarse de las legislaciones 
de los Estados que de hecho prevén la jurisdicción de los tribunales internos en 
relación a determinadas conductas ilícitas internacionales:
Un juez nacional puede, por tanto, encontrar en las normas consuetu-
dinarias internacionales elementos de apoyo para el ejercicio de su juris-
dicción, pero no debe presumirse que basten por sí solos, si no hay además 
disposiciones expresas en el derecho interno que –además de tipificar los 
delitos concretos– establezcan su jurisdicción para juzgarlos cuando se pro-
ducen fuera del territorio y son cometidos por extranjeros contra extranje-
ros. (Pigrau i Solé, 2009: 32)
Pasando a las normas convencionales, los tratados internacionales que se ocu-
pan de la persecución de los crímenes internacionales establecen disposiciones 
penales que también hacen referencia a la tipología de jurisdicción sobre dichos 
a multilateral treaty in the relations between the contracting parties, in particular by virtue of clauses 
which provide that a State party in the territory of which an alleged offender is found shall either 
extradite or try that person». [Traducción de la autora]: «Jurisdicción criminal universal respecto al 
crimen de genocidio, crímenes contra la humanidad y crímenes de guerra», en la que se afirma: «1. 
La jurisdicción universal en materia penal, como criterio adicional de jurisdicción, significa la com-
petencia de un Estado para enjuiciar a los presuntos culpables y castigarlos si son declarados culpables, 
con independencia del lugar de comisión del delito, y al margen de cualquier vínculo de nacionalidad 
pasivo o activo u otros requisitos reconocidos por el derecho internacional. 2. La jurisdicción univer-
sal se basa principalmente en el derecho internacional consuetudinario. También se puede establecer 
en virtud de un tratado multilateral en las relaciones entre las partes contratantes, en particular, en vir-
tud de las cláusulas que establecen que un Estado parte en cuyo territorio se encuentre un presunto 
delincuente deberá extraditar o juzgar a esa persona». El texto de la resolución se puede consultar en 
la siguiente pagína web: http://www.idi-iil.org/idiE/resolutionsE/2005_kra_03_en.pdf.
57 [Traducción de la autora]: «El reconocimiento de la jurisdicción universal por parte del Estado 
como principio no es suficiente para que sea una norma jurídica operativa. Básicamente, hay tres 
pasos necesarios para conseguir un principio de jurisdicción universal operativo: la existencia 
de un motivo específico de la jurisdicción universal, una definición suficientemente clara de la 
infracción y sus elementos constitutivos, y los medios nacionales de la aplicación que permite la 
judicatura nacional para ejercer su jurisdicción sobre estos crímenes».
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crímenes. De todas formas, en muy pocos casos encontramos, implícitamente 58 o 
explícitamente 59, una referencia a esta jurisdicción. Por ejemplo, implícitamente, 
estas convenciones permiten o no excluyen la inclusión de la jurisdicción univer-
sal como medio para lograr el resultado final: enjuiciar y castigar a los responsa-
bles. Además, los convenios internacionales que prevén esta jurisdicción 60 a veces 
58 Un ejemplo de lo dicho lo podemos encontrar en lo referente al artículo VI de la Convención para 
la persecución del crimen de genocidio o la Convención contra la tortura y otros tratos inhumanos y 
degradantes; sobre este aspecto véase, entre otros, Prada Solaesa (2014: 21). También, si no se establece 
claramente la facultad de los Estados de activar su jurisdicción para perseguir conductas cometidas en 
el extranjero y contra extranjeros, esta facultad se puede inferir del carácter de jus cogens de la norma 
y de las obligaciones del Tribunal Internacional de Justicia en el asunto Bosnia Herzegovina contra 
Yugoslavia que derivan de ella. Es indiscutible que los Estados tienen que cooperar con el fin de no 
dejar impune estos hechos. De esta forma se ha expresado también el Tribunal Internacional de Justi-
cia en el asunto Bosnia Herzegovina contra Yugoslavia de 1996: «Lastly, as to the territorial problems 
linked to the application of the Convention, the Court is of the view that it follows from the object 
and purpose of the Convention that the rights and obligations enshrined by the Convention are 
rights and obligations erga omnes. The Court notes that the obligation each State thus has to prevent 
and to punish the crime of genocide is not territorially limited by the Convention» (I.C.J. Summary 
of the Judgment of 11 July 1996 http://www.icj-cij.org/docket/index.php?sum=479&p1=3&k=f
4&case=122&p3=0). [Traducción de la autora]: «Por último, en cuanto a los problemas territoriales 
vinculados a la aplicación de la Convención, la Corte es de la opinión que del objeto y propósito de 
la Convención se deriva que los derechos y obligaciones consagrados en la Convención son derechos 
y obligaciones erga omnes. El Tribunal señala que la obligación de cada Estado de prevenir y sancionar 
el delito de genocidio no se limita territorialmente por la Convención».
59 Sobre este tema véase, entre otros, Pigrau i Solé (2009: 23): «[...] no ha existido un criterio uniforme 
en la práctica convencional según el cual el sistema de jurisdicción universal se aplique a todos los 
tipos penales internacional, o se aplique en función de la gravedad de los mismos. De esta manera, 
por ejemplo, no se recoge en algunos convenios más antiguos relativos al genocidio o la discrimina-
ción racional. Sí se recoge, en cambio, de una u otra forma, entre otros, en los relativos a los crímenes 
de guerra, la captura ilícita de aeronaves o la toma de rehenes». En la misma línea, Prada Solaesa 
(2014: 21): «Así algunos tratados, especialmente los cuatro Convenios de Ginebra de 1959, imponen 
expresamente la obligación a todos los Estados de perseguir a los responsables de crímenes de guerra 
independientemente de su nacionalidad y del lugar donde se haya cometido el delito».
60 Podemos mencionar algunos de ellos: Convention for the Suppression of Unlawful Seizure of 
Aircraft, The Hague, 16 December 1970, 860 UNTS 105, article 4(2); Convention for the Sup-
pression of Unlawful Acts against the Safety of Civilian Aircraft, Montreal, 23 September 1971, 
974 UNTS 177, article 5(2); Convention on the Prevention and Punishment of Crimes against 
Internationally Protected Persons, including Diplomatic Agents, New York, 14 December 1973, 
1035 UNTS 167, article 3(2); Convention against the Taking of Hostages, New York, 17 Decem-
ber 1979, 1316 UNTS 205, article 5(2); Convention on the Physical Protection of Nuclear Ma-
terial, Vienna, 3 March 1980, 1456 UNTS 124, article 8(2); Convention against Torture and Other 
Cruel, Inhuman or Degrading Treatment or Punishment, New York, 10 December 1984, 1465 
UNTS 112, article 5(2); Convention for the Suppression of Unlawful Acts against the Safety of 
Maritime Navigation, Rome, 10 March 1988, 1678 UNTS 221, article 6(4); Protocol for the Sup-
pression of Unlawful Acts against the Safety of Fixed Platforms Located on the Continental Shelf, 
Rome, 10 March 1988, 1678 UNTS 304, article 3(4); Convention against the Recruitment, Use, 
Financing and Training of Mercenaries, 4 December 1989, New York, UN Treaty Reg. No. 37789, 
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imponen 61 y otras veces facultan 62 a los Estados a su ejercicio en cumplimiento 
de una obligación general de enjuiciar y castigar los crímenes internacionales. Un 
ejemplo es la Convención supletoria sobre la abolición de la esclavitud, la trata de 
esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud de 4 de septiembre 
de 1956. Basándose en este tratado se impone una obligación de resultado a los 
países, dejando a su criterio los medios para hacerlo. De esta forma, se incluye en 
el listado de los medios útiles para la persecución de un crimen internacional, la 
jurisdicción universal, pero no se ofrece garantía alguna de que habrá juicio.
3.5.1. Las normas de soft law
Normas de derecho internacional no vinculante 63, que no constituyen 
normas jurídicas en un sentido estricto pero que de una cierta forma vinculan 
article 9(2); Convention on the Safety of United Nations and Associated Personnel, New York, 
9 December 1994, 2051 UNTS 363, article 10(4); Convention for the Suppression of Terror-
ist Bombings, New York, 15 December 1997, UN Treaty Reg. No. 37517, article 6(4); Second 
Protocol to the Hague Convention of 14 May 1954 for the Protection of Cultural Property in the 
Event of Armed Conflict, The Hague, 26 March 1999, UN Treaty Reg. No. 3511, article 16(1)(c); 
Convention for the Suppression of the Financing of Terrorism, New York, 9 December 1999, UN 
Treaty Reg. No. 38349, article 7(4); Convention against Transnational Organized Crime, New 
York, 15 November 2000, UN Treaty Reg. No. 39574, article 15(4); Convention for the Suppres-
sion of Acts of Nuclear Terrorism, New York, 13 April 2005, UN Treaty Reg. No. 44004, article 
9(4); Convention for the Protection of All Persons from Enforced Disappearance, New York, 20 
December 2006, UN Doc. A/RES/61/177, Annex, article 9(2) (not in force).
61 Esto es el caso de los Convenios de Ginebra y del Protocolo Adicional sobre la persecución de las 
graves violaciones que entran en lo que hemos definido como crímenes de guerra en contra de los 
sujetos protegidos en los mismos convenios. Dichos Tratados establecen una clara y unívoca obliga-
ción de los Estados parte de los mismos de buscar a los responsables, investigar los hechos y, en su caso, 
activar su jurisdicción para perseguir dichas conductas con independencia del lugar de comisión de 
los hechos y de la nacionalidad de las víctimas y del victimario. De esta forma se expresa la Comisión 
de Derecho Internacional en el informe A/68/10 de 2013, 65º período de sesiones (6 de mayo a 7 
de junio y 8 de julio a 9 de agosto de 2013), página 146: «Varios instrumentos internacionales, como 
los muy ampliamente ratificados cuatro Convenios de Ginebra de 1949 [...] exigen el ejercicio de la 
jurisdicción universal respecto de los delitos a que se refieren esos instrumentos o, si no, la extradición 
de los presuntos delincuentes a otro Estado a efectos de su enjuiciamiento». El informe se puede con-
sultar en la siguiente página web: http://legal.un.org/ilc/reports/2013/all_languages/a_68_10_s.pdf.
62 De hecho, en muchos tratados internacionales relativos a la persecución de crímenes internacio-
nales se codifica este principio como una facultad de los Estados parte de los mismos de utilizar, 
entre otros instrumentos, la jurisdicción universal como remedio para que los hechos no queden 
impunes y se pueda determinar las responsabilidades de los sujetos que los han cometido.
63 De esta forma el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia donde se establece 
las fuentes de derecho internacional general, y entre ellas afirma la importancia de las normas 
de soft law para el desarrollo del mismo derecho: «La Corte, cuya función es decidir conforme al 
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y influyen sobre la praxis de los Estados en una determinada materia (Tanzi, 
2013) 64. En otras palabras, podemos afirmar que a pesar de que carecen de 
los elementos típicos para que puedan ser consideradas normas vinculantes, 
su relevancia y importancia no puede ser puesta en discusión sobre todo si 
pensamos en los procesos de transformación y modificación de las normas 
internacionales. A través de los efectos de cristalización, de constitución y de 
generación, las normas de soft law pueden llegar a ser codificadas o a crear cos-
tumbres internacionales o a la ratificación de un tratado internacional sobre 
una determinada materia.
Además de esto podemos decir que, en el tema de justicia universal, por 
ejemplo, dichas normas han sido utilizadas por los Estados que, a falta de un 
tratado internacional sobre el tema, han decidido codificar en el interior de sus 
ordenamientos el principio de justicia universal más próximo a lo establecido en 
dichas normas. Por lo tanto, resulta necesario y útil partir del análisis de dichas 
normas como parámetros para establecer cómo ha sido concebida esta tipología 
de jurisdicción y cuál puede ser su futuro.
Seguramente, entre las normas no vinculantes pero muy importantes en 
este tema encontramos los Principios de Princeton de 2001 sobre los que se 
fundamentó el carácter absoluto de la jurisdicción universal, basada exclusiva-
mente en la naturaleza del crimen cometido, con independencia del lugar de 
comisión del crimen o de la nacionalidad de las víctimas o del victimario. Estos 
últimos han sido actualmente objeto de revisión y de trabajo siendo las bases 
de la reciente Declaración de Madrid de 2014. Ambas serán analizadas en los 
siguientes apartados.
No menos importantes resultan los Principios de Bruselas de 2002 65 que 
afirman el derecho de los Estados a activar la jurisdicción de sus tribunales para 
derecho internacional las controversias que le sean sometidas, deberá aplicar: [...] b) la costumbre 
internacional como prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho». El texto en 
español del Estatuto se puede consultar en: http://www.unav.es/adi/UserFiles/File/4000004058/
EstatutoTIJ.pdf.
64 Sobre este aspecto Tanzi (2013: 63) afirma que: «Si tratta di quegli strumenti non vincolanti giuri-
dicamente che, tuttavia, tendono a fare parte delle dinamiche di formazione di obblighi giuridici 
internazionali secondo processi diplomatici e logico-giuridici in base al principio generale della 
buona fede». [Traducción de la autora]: «Se trata de aquellos instrumentos no vinculantes jurídi-
camente que, de todas formas, hacen parte de las dinámicas de formación de las obligaciones jurí-
dicas internacionales según los procesos diplomáticos y lógicos-jurídicos con base en el principio 
general de la buena fe».
65 El texto de los principios puede ser consultado en la siguiente página web: http://www.iccnow.
org/documents/BrusselsPrinciples6Nov02_sp.pdf.
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luchar contra la impunidad, sancionar los responsables de graves crímenes inter-
nacionales y reparar a las víctimas. Se lee en los motivos:
En numerosos países, los crímenes más graves que conmueven al conjun-
to de la comunidad internacional permanecen impunes. Las víctimas no se 
atreven a hablar; los autores no son perseguidos o no son encontrados; las 
autoridades no tienen voluntad o no son capaces de asegurar la justicia. La 
impunidad provoca consecuencias desastrosas: permite a los autores creer 
que se escaparán de las consecuencias de sus actos, ignora la angustia de las 
víctimas y perpetúa los crímenes. La impunidad socava asimismo las institu-
ciones de los estados, niega los valores humanos y envilece el conjunto de 
la humanidad.
Entre otras cosas, los principios afirman las obligaciones de los Estados en 
la prevención, sanción y reparación de los crímenes internacionales y otras re-
glas relativas a la imprescriptibilidad de dichas conductas internacionales. Por lo 
que se refiere a la competencia universal, los principios 13 66 y 14 67 establecen el 
concepto, las características y el alcance de su aplicación por parte de los Estados.
66 Principio 13 - Definición y base jurídica de la competencia universal.
   1. La «competencia universal» es el derecho del Estado de perseguir judicialmente y juzgar al 
presunto autor de una infracción, sean cuales sean el lugar de la infracción, la nacionalidad o la 
residencia del presunto autor o de la víctima 2. Esta competencia puede ejercerse, observando las 
normas del proceso justo, tanto en el caso de que el presunto autor se encuentre en el territorio 
del Estado del fuero como en el caso de que no se encuentre ahí. 3. Si el derecho interno del Es-
tado del fuero no prevé explícitamente la competencia universal, la justicia de este Estado la podrá 
ejercer en la medida en que la costumbre internacional forma parte del derecho interno de este 
Estado.
67 Principio 14 - Alcance de las obligaciones de los Estados.
   1. El derecho internacional obliga a todos los Estados a ejercer la competencia universal con 
respecto al presunto autor de un crimen grave desde el momento en que este autor se encuentra 
en el territorio de este Estado. 2. El derecho internacional no obliga al Estado a ejercer la compe-
tencia universal en la hipótesis de que el presunto autor de un crimen grave no se encuentre en 
su territorio (competencia por defecto). A falta de competencia de una jurisdicción internacional, 
sin embargo, sería deseable que, para hacer más efectiva la lucha contra la impunidad, el Estado 
pueda ejercer la competencia universal por defecto, a fortiori cuando las víctimas se encuentran en 
el territorio del Estado del fuero. El ejercicio de tal competencia no debe, sin embargo, convertirse 
en un obstáculo para el ejercicio de la competencia de la Corte Penal Internacional. 3. El Estado 
no tiene la obligación de ejercer la competencia universal si extradita al presunto autor a cualquier 
otro Estado que lo reclame a fin de entablar los procedimientos relativos a un crimen grave, o 
si remite a esta persona a la Corte Penal Internacional o a cualquier otro órgano jurisdiccional 
penal internacional. 4. Si la extradición es solicitada simultáneamente por varios Estados, el Estado 
requerido decidirá teniendo en cuenta todas las circunstancias, especialmente las mencionadas en 
el principio 15 § 2.
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3.5.1.1. Los Principios de Princeton
La importancia que la jurisdicción penal universal tiene para la protección 
de los derechos humanos, sobre todo para lograr la construcción de un ideal 
universal de justicia para enfrentarse a las muchas y graves violaciones de las 
normas internacionales, en particular en tema de crímenes internacionales, ha 
sido tomada en consideración en una importante iniciativa llamada The Prin-
ceton Project.
El proyecto de Princeton 68 nació en el año 2000 por medio de la Comi-
sión Internacional de Juristas que propuso la idea de formular principios para 
ayudar y clarificar algunas importantes normas de derecho penal internacional y 
en particular de jurisdicción penal universal. Un proyecto, cuyo borrador había 
sido elaborado por M. Cherif Bassiouni y fue debatido en la Universidad de 
Princeton el 10 de noviembre del 2000. En 2001 este mismo documento fue 
ampliado y finalizado.
Con este proyecto se intenta contestar a diversas preguntas surgidas so-
bre este tema: ¿Cuándo se puede hablar de jurisdicción penal universal? ¿Qué 
delitos están incluidos? ¿Cuándo y contra quién debe ejercerse la jurisdicción 
universal? ¿Quién debe enjuiciar? ¿Con qué protección cuenta el acusado?
Como explica Steven W. Becker (2001), en el comentario a los principios 
que se prepararon bajo la dirección del profesor M. Cherif Bassiouni y con la 
participación de Stephen Macedo, estos principios:
Tienen por objeto impartir una orientación a los órganos legislativos na-
cionales que deseen sancionar las leyes de ejecución; a los jueces que acaso 
deban interpretar la jurisdicción universal al aplicar el derecho nacional o 
adoptar decisiones de extradición; a los gobiernos que deben decidir si han 
de enjuiciar o extraditar o, por otras razones, coadyuvar a promover la im-
68 Como explica Bassiouni (2002:1): «Reimpreso con la autorización del Proyecto Princeton sobre 
Jurisdicción Universal. Los Principios Princeton fueron parte de un proyecto desarrollado por el 
Programa de Derecho y Asuntos Públicos de la Universidad de Princeton y la Escuela Woodrow 
Wilson de Asuntos Públicos e Internacionales, la Comisión Internacional de Juristas, la Asociación 
Americana para la Comisión Internacional de Juristas, el Instituto Holandés de Derechos Huma-
nos y el Instituto Urban Morgan de Derechos Humanos; presidente y editor del Proyecto, profesor 
Stephen Macedo; presidente del Comité de Redacción, profesor M. Cherif Bassiouni; miembros 
del Comité Directivo, profesor Gary J. Bass, Sr. William J. Butler, profesor Richard A. Falk, profesor 
Cees Flinterman, profesor Bert B. Lockwood, y Sr. Stephen A. Oxman. Para mayores detalles acer-
ca del proyecto, incluidos comentarios explicativos y material de conferencia, ver Princeton Project 
on Universal Jurisdiction (Princeton University Program in Law and Public Affairs, 2001) y Universal 
Jurisdiction (Princeton University Press, 2001)».
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putación internacional de responsabilidad penal; y a los integrantes de la so-
ciedad civil que velan por llevar ante la justicia a los perpetradores de delitos 
internacionales graves.
Por el primer principio se explica que la jurisdicción universal se aplica 
únicamente en función de la naturaleza del crimen sin tener en consideración 
el lugar donde el mismo ha sido cometido o la nacionalidad del sujeto que lo ha 
perpetrado o de las víctimas; en otras palabras, en absoluta ausencia de cualquier 
elemento de conexión 69 es ejercitada por medio de un órgano judicial compe-
69 Principle 1 - Fundamentals of Universal Jurisdiction.
   1. For purposes of these Principles, universal jurisdiction is criminal jurisdiction based solely on 
the nature of the crime, without regard to where the crime was committed, the nationality of the 
alleged or convicted perpetrator, the nationality of the victim, or any other connection to the state 
exercising such jurisdiction. 2. Universal jurisdiction may be exercised by a competent and ordi-
nary judicial body of any state in order to try a person duly accused of committing serious crimes 
under international law as specified in Principle 2(1) provided the person is present before such 
judicial body. 3. A state may rely on universal jurisdiction as a basis for seeking the extradition of 
a person accused or convicted of committing a serious crime under international law as specified 
in Principle 2(1), provided that it has established a prima facie case of the person’s guilt and that the 
person sought to be extradited will be tried or the punishment carried out in accordance with 
international norms and standards on the protection of human rights in the context of criminal 
proceedings. 4. In exercising universal jurisdiction or in relying upon universal jurisdiction as a 
basis for seeking extradition, a state and its judicial organs shall observe international due process 
norms including but not limited to those involving the rights of the accused and victims, the 
fairness of the proceedings, and the independence and impartiality of the judiciary (hereinafter 
referred to as «international due process norms»). 5. A state shall exercise universal jurisdiction in 
good faith and in accordance with its rights and obligations under international law.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 1 - Fundamentos de la jurisdicción universal.
   1. Para los fines de estos Principios, la jurisdicción universal es la jurisdicción penal basada única-
mente en la naturaleza del delito, sin tener en cuenta dónde se cometió el delito, la nacionalidad del 
presunto autor o condenados, la nacionalidad de la víctima, o cualquier otro tipo de conexión a la 
Estado que ejerce dicha jurisdicción. 2. La jurisdicción universal puede ser ejercitada por un órgano 
judicial competente y ordinario de cualquier Estado con el fin de juzgar a una persona debidamente 
acusada de cometer delitos graves conforme al derecho internacional tal como se especifica en el 
Principio 2 (1), siempre que la persona esté presente antes de esa instancia judicial. 3. Un estado 
puede depender de la jurisdicción universal como base para buscar la extradición de una persona 
acusada o condenada por cometer un delito grave con arreglo al derecho internacional tal como 
se especifica en el Principio 2 (1), siempre que se haya establecido una presunción prima facie de la 
culpabilidad de la persona y que la persona reclamada a ser extraditada será juzgada o que el castigo 
se lleve a cabo de conformidad con las normas y estándares internacionales en materia de protección 
de los derechos humanos en el contexto de un proceso penal. 4. En el ejercicio de la jurisdicción 
universal o en confiar en la jurisdicción universal como base para pedir la extradición, el Estado y sus 
órganos judiciales deberán observar las normas internacionales del debido proceso, incluyendo pero 
sin limitarse a las relacionadas con los derechos de los acusados y de las víctimas, la imparcialidad 
del proceso, y la independencia e imparcialidad del poder judicial (denominada en lo sucesivo «las 
normas internacionales del debido proceso»). 5. Un Estado ejerce jurisdicción universal de buena fe 
y de conformidad con sus derechos y obligaciones en virtud del derecho internacional.
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tente de cualquier Estado, con el único límite que debe ser un delito previsto 
por una norma de derecho internacional, un crimen grave sancionado bajo el 
derecho internacional. El Estado que quiere ejercer esta jurisdicción tiene el 
derecho a pedir la extradición del sujeto responsable. El aparato judicial del Es-
tado que aplique esta tipología de jurisdicción debe respetar las normas penales 
y procesales de derecho internacional en el tema de derecho del acusado, de 
las víctimas y de los testigos, así como las normas sobre el justo procedimiento 
como la imparcialidad y la independencia del órgano que tiene la capacidad de 
hacer el juicio; international due process norms. Por lo tanto, debe respetar los dere-
chos y las obligaciones previstas por el derecho internacional.
El principio segundo 70 prevé los crímenes sobre los que se puede ejercer 
esta jurisdicción como la piratería, la esclavitud, los crímenes de guerra, los crí-
menes en contra de la paz, en contra de la humanidad, el genocidio y la tortura. 
Este no es un listado definitivo ya que puede ser incrementado por otros delitos 
que se incluirán en el listado de las graves violaciones al derecho internacional 
a través del desarrollo del derecho penal internacional.
El tercer principio 71 establece la no relevancia, para el derecho internacio-
nal, de la ausencia de una reglamentación interna a los Estados en el tema de la 
jurisdicción universal. En otras palabras, se prevé que los tribunales deben ade-
cuarse a la normas internacionales sobre jurisdicción universal, en ausencia de 
una previsión normativa estatal, en la medida en que sus regímenes jurídicos lo 
70 Principle 2 - Serious Crimes Under International Law.
   1. For purposes of these Principles, serious crimes under international law include: (1) piracy; 
(2) slavery; (3) War crimes; (4) crimes against peace; (5) crimes against humanity; (6) genocide; and 
(7) torture. The application of universal jurisdiction to the crimes listed in paragraph 1 is without 
prejudice to the application of universal jurisdiction to other crimes under international law.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 2 - Los delitos graves conforme al derecho internacional.
   1. A los efectos de estos Principios, delitos graves conforme al derecho internacional incluyen: 
(1) la piratería; (2) la esclavitud; (3) Los crímenes de guerra; (4) los crímenes contra la paz; (5) los 
crímenes de lesa humanidad, genocidio (6), y (7) la tortura. 2. La aplicación de la jurisdicción 
universal para los delitos enumerados en el párrafo 1 se entenderá sin perjuicio de la aplicación de 
la jurisdicción universal a otros delitos de derecho internacional.
71 Principle 3 - Reliance on Universal Jurisdiction in the Absence of National Legislation.
   With respect to serious crimes under international law as specified in Principle 2(1), national 
judicial organs may rely on universal jurisdiction even if their national legislation does not speci-
fically provide for it.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 3 - El recurso a la jurisdicción universal en ausencia de legislación nacionales.
   Por lo que se refiere a los graves crímenes de derecho internacional, como son señalados en el 
Principio 2(1), los órganos judiciales nacionales pueden recurrir a la jurisdicción universal, incluso 
en el caso en que su legislación nacional no establezca nada al respecto.
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permitan. Los demás principios establecen la responsabilidad de los Estados bajo 
el derecho internacional. Los Estados tienen como obligación principal la de 
procesar o extraditar a los sujetos que han cometido un crimen internacional 72.
Con base en los artículos 5 73, 6 74 y 7 75 se establece la no relevancia, bajo 
el derecho internacional, de las normas nacionales que prevén inmunidades o 
penas reducidas para algunos sujetos determinados, o de las normas relativas a 
los indultos y amnistías.
72 Principle 4 - Obligation to Support Accountability.
   1. A state shall comply with all international obligations that are applicable to: prosecuting or ex-
traditing persons accused or convicted of crimes under international law in accordance with a legal 
process that complies with international due process norms, providing other states investigating or 
prosecuting such crimes with all available means of administrative and judicial assistance, and under-
taking such other necessary and appropriate measures as are consistent with international norms and 
standards. 2. A state, in the exercise of universal jurisdiction, may, for purposes of prosecution, seek judi-
cial assistance to obtain evidence from another state, provided that the requesting state has a good faith 
basis and that the evidence sought will be used in accordance with international due process norms.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 4 - Obligación de apoyo a la responsabilidad.
   1. El Estado deberá cumplir con todas las obligaciones internacionales que son aplicables a: enjui-
ciar o extraditar a las personas acusadas o condenadas por delitos de derecho internacional, de acuerdo 
con un proceso legal que cumpla con las normas internacionales del debido proceso, proporcionando 
a otros estados investigación o juzgamiento de esos delitos con todos los disponibles mediante la 
asistencia administrativa y judicial, y la realización de otras medidas necesarias y adecuadas que sean 
compatibles con las normas y estándares internacionales. 2. El Estado, en el ejercicio de la jurisdicción 
universal, podrá, a efectos de enjuiciamiento, buscar asistencia judicial para obtener pruebas de otro 
Estado, siempre que el Estado requirente tenga una base de buena fe y que las pruebas buscadas serán 
utilizadas de acuerdo con las normas internacionales debido a las normas procesales.
73 Principle 5 - Immunities.
   With respect to serious crimes under international law as specified in Principle 2(1), the official 
position of any accused person, whether as head of state or government or as a responsible gov-
ernment official, shall not relieve such person of criminal responsibility nor mitigate punishment.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 5 - Las inmunidades.
   Con respecto a los delitos graves conforme al derecho internacional, tal como se especifica 
en el Principio 2 (1), la posición oficial que desempeñe el inculpado, ya sea jefe de Estado o de 
Gobierno o de funcionario responsable del gobierno, no le eximirá de responsabilidad penal ni 
atenuará la pena.
74 Principle 6 - Statutes of Limitations.
   Statutes of limitations or other forms of prescription shall not apply to serious crimes under 
international law as specified in Principle 2(1).
 [Traducción de la autora]:
 Principio 6 - Estatutos de limitaciones.
   Los estatutos de limitaciones u otras formas de prescripción no se aplicarán a los delitos graves 
conforme al derecho internacional tal como se especifica en el Principio 2(1).
75 Principle 7 - Amnesties.
   1. Amnesties are generally inconsistent with the obligation of states to provide accountability 
for serious crimes under international law as specified in Principle in 2(1).
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Con base en el artículo 8 76 se muestran los mecanismos que se deben 
utilizar para resolver un conflicto de jurisdicción entre más Estados. El mismo 
artículo muestra los criterios útiles a fin de identificar el órgano judicial compe-
tente en el objeto de juicio específico.
El artículo 9 77 refleja el desarrollo del derecho penal internacional en la di-
rección de un mayor respeto de los principios de derecho penal internos para los 
 2. The exercise of universal jurisdiction with respect to serious crimes under international law as 
specified in Principle 2(1) shall not be precluded by amnesties which are incompatible with the 
international legal obligations of the granting state.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 7 - Las amnistías.
   1. Las amnistías son generalmente incompatibles con la obligación de los estados a rendir cuen-
tas por delitos graves conforme al derecho internacional tal como se especifica en el Principio 
2(1). 2. El ejercicio de la jurisdicción universal con respecto a los delitos graves conforme al dere-
cho internacional, tal como se especifica en el Principio 2(1) no será obstáculo para las amnistías 
que son incompatibles con las obligaciones jurídicas internacionales del Estado otorgante.
76 Principle 8 - Resolution of Competing National Jurisdictions.
   Where more than one state has or may assert jurisdiction over a person and where the state that 
has custody of the person has no basis for jurisdiction other than the principle of universality, that 
state or its judicial organs shall, in deciding whether to prosecute or extradite, base their decision 
on an aggregate balance of the following criteria: (a) Multilateral or bilateral treaty obligations; (b) 
The place of commission of the crime; (c) The nationality connection of the alleged perpetrator 
to the requesting state; (d) The nationality connection of the victim to the requesting state; (e) 
Any other connection between the requesting state and the alleged perpetrator, the crime, or the 
victim; (f) The likelihood, good faith, and effectiveness of the prosecution in the requesting state; 
(g) The fairness and impartiality of the proceedings in the requesting state; (h) Convenience to 
the parties and witnesses, as well as the availability of evidence in the requesting state; and (I) The 
interests of justice.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 8 - Resolución de conflicto de jurisdicción nacional.
   Cuando más de un Estado tenga o pueda ejercer jurisdicción sobre una persona y cuando el 
Estado que tiene la custodia de la persona no tiene ninguna base para la jurisdicción que no sea 
el principio de universalidad, ese estado o sus órganos judiciales, para decidir si se debe enjuiciar o 
extraditar, basan su decisión en un balance de los siguientes criterios: (a) obligaciones de los trata-
dos multilaterales o bilaterales; (b) el lugar de comisión del delito; (c) la conexión de la nacionali-
dad del presunto autor con el Estado requirente; (d) la nacionalidad de la víctima en relación con 
el Estado requirente; (e) cualquier otra conexión entre el Estado requirente y el presunto autor del 
delito, el delito o la víctima; (f) la probabilidad, la buena fe y la eficacia de la acción pública en el 
Estado requirente; (g) la equidad y la imparcialidad de los procedimientos en el Estado requirente; 
(h) la conveniencia de las partes y los testigos, así como la disponibilidad de pruebas en el Estado 
solicitante, y (I) los intereses de la justicia.
77 Principle 9 - Non Bis In Idem/ Double Jeopardy.
   In the exercise of universal jurisdiction, a state or its judicial organs shall ensure that a person 
who is subject to criminal proceedings shall not be exposed to multiple prosecutions or punish-
ment for the same criminal conduct where the prior criminal proceedings or other accountability 
proceedings have been conducted in good faith and in accordance with international norms and 
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Estados y ahora previstos como tales también a nivel internacional. En el caso es-
pecífico nos propone el principio de ne bis in idem, a través del cual no se permite 
un doble juicio sobre los mismos hechos para el mismo sujeto. Esto refleja tam-
bién una mayor coherencia respeto a las garantías para los derechos del acusado.
En la misma línea que el anterior artículo, el principio 10 78 prevé una ga-
rantía para el acusado de no ser extraditado a países que prevén la pena capital 
standards. Sham prosecutions or derisory punishment resulting from a conviction or other ac-
countability proceedings shall not be recognized as falling within the scope of this Principle. 2. A 
state shall recognize the validity of a proper exercise of universal jurisdiction by another state and 
shall recognize the final judgment of a competent and ordinary national judicial body or a com-
petent international judicial body exercising such jurisdiction in accordance with international 
due process norms. 3. Any person tried or convicted by a state exercising universal jurisdiction for 
serious crimes under international law as specified in Principle 2(1) shall have the right and legal 
standing to raise before any national or international judicial body the claim of non bis in idem in 
opposition to any further criminal proceedings.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 9 - Non bis in idem.
   1. En el ejercicio de la jurisdicción universal, el Estado o sus órganos judiciales velarán por que 
una persona que es objeto de un procedimiento penal no deba ser expuesta a múltiples proce-
samientos o penas por la misma conducta criminal en los procedimientos anteriores o procedi-
mientos penales que se han realizado de buena fe y de conformidad con las normas y estándares 
internacionales. Procesamientos o penas irrisorias como resultado de una condena o de otros 
procedimientos de rendición de cuentas no se reconocerán como comprendidos en el ámbito de 
aplicación de este principio. 2. El Estado reconocerá la validez de un correcto ejercicio de la juris-
dicción universal por otro estado y deberá reconocer la sentencia definitiva de un tribunal compe-
tente y organismo judicial nacional ordinario o un órgano judicial internacional competente en el 
ejercicio de dicha jurisdicción, de conformidad con las normas internacionales del debido proceso. 
3. Toda persona sometida a juicio o condenada por un Estado que ejerce la jurisdicción universal 
para los delitos graves conforme al derecho internacional tal como se especifica en el Principio 
2(1) tendrá el derecho permanente y legal para plantear ante cualquier órgano judicial nacional o 
internacional la solicitud de non bis in idem en la oposición al ejercicio de otras acciones penales.
78 Principle 10 - Grounds for Refusal of Extradition.
   1. A state or its judicial organs shall refuse to entertain a request for extradition based on uni-
versal jurisdiction if the person sought is likely to face a death penalty sentence or to be subjected 
to torture or any other cruel, degrading, or inhuman punishment or treatment, or if it is likely 
that the person sought will be subjected to sham proceedings in which international due process 
norms will be violated and no satisfactory assurances to the contrary are provided. 2. A state which 
refuses to extradite on the basis of this Principle shall, when permitted by international law, pros-
ecute the individual accused of a serious crime under international law as specified in Principle 
2(1) or extradite such person to another state where this can be done without exposing him or 
her to the risks referred to in paragraph 1.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 10 - Motivos de denegación de la extradición.
   1. El Estado o sus órganos judiciales se negarán a atender una solicitud de extradición sobre la 
base de la jurisdicción universal si la persona buscada es probable que se enfrente a una condena a 
pena de muerte o ser sometido a torturas o a otras penas crueles, degradantes o inhumanos tratos, 
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o tratamientos inhumanos, o a lugares donde es firme la convicción de que se 
violan las normas de derecho internacional y que no ofrezcan las mismas garantías 
previstas a nivel internacional para el acusado. Finalmente, en el principio 11 79, se 
establece la obligación para los Estados de adoptar todos los medios necesarios, en 
su legislación interna, para poner en marcha la jurisdicción penal universal y dar 
eficacia a estos principios y además se exige a los poderes legislativos eliminar los 
obstáculos que no permitan dar cabida al ejercicio de dicha jurisdicción.
Aunque contienen elementos tanto de lex lata (el derecho vigente) como de 
lege ferenda (el derecho que debiera ser), no ha de interpretarse que los Principios 
restringen la evolución futura de la jurisdicción universal, en cambio, se abren al 
futuro desarrollo del derecho internacional. Estos tienen únicamente el papel de 
orientar a los poderes, ejecutivo, legislativo y judicial estatales cuando se enfrentan 
a cuestiones que involucran una tipología de jurisdicción extraterritorial.
3.5.1.2. La Declaración de Madrid de 2014
Durante el congreso antes mencionado, llevado a cabo en Madrid por la 
Fundación Baltasar Garzón en la primavera de 2014 sobre el principio de ju-
risdicción universal, expertos en el tema, abogados, profesores, jueces y fiscales, 
manifestaron su desacuerdo con algunas políticas legislativas estatales que en 
los últimos años están amenazando la persistencia del principio de jurisdicción 
universal. En particular centraron su atención en la práctica española que desde 
el año 2003 ha puesto en marcha un proceso de limitación y obstruccionismo al 
ejercicio de la justicia universal por parte de los tribunales españoles. Nadie duda 
o si es probable que la persona reclamada será sometida a un procedimiento simulado en el que las 
normas internacionales del debido proceso violen las garantías satisfactorias y no se proporcione al 
contrario una asistencia satisfactoria. 2. El Estado que se niega a conceder la extradición en razón 
de este principio debe, cuando lo permita la ley internacional, enjuiciar a la persona acusada de 
un crimen grave con arreglo al derecho internacional tal como se especifica en el Principio 2(1) 
o extradición de esa persona a otro Estado cuando éste puede ser hecho sin exponer a él o ella a 
los riesgos a que se refiere el apartado 1.
79 Principle 11 - Adoption of National Legislation.
   A state shall, where necessary, enact national legislation to enable the exercise of universal juris-
diction and the enforcement of these Principles.
 [Traducción de la autora]:
 Principio 11 - Adopción de la legislación nacional.
   El Estado, cuando sea necesario, debe promulgar legislación nacional para permitir el ejercicio 
de la jurisdicción universal y la garantía de estos Principios.
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de la dificultad y problemáticas en el ejercicio de esta tipología de jurisdicción, 
lo que se recrimina es la continua y persistente agresión que el legislador espa-
ñol ha demostrado tener en su contra.
Los expertos que participaron en la conferencia, entre otros, Ana Pérez 
Cepeda, Juan Torres, Carlos Poveda Moreno, José Elías Esteve, Manuel Ollé Sesé, 
Almudena Bernabéu, Hernán Hormazábal y Kai Ambos, confirmaron la impor-
tancia y, sobre todo, la necesidad de mantener en vida la jurisdicción universal 
debido a que representa un mecanismo eficaz para la lucha contra la impunidad 
y una respuesta para hacer frente a los crímenes internacionales, sancionarlos y 
reparar con ello a las víctimas.
Las conclusiones a las que llegaron durante los cuatro días de conferencia 
abren la puerta a las futuras discusiones sobre el tema. En particular la Fundación 
ha propuesto un documento, en la misma línea de los principios aprobados en 
Princeton en 2001, sobre el principio de jurisdicción universal y su futuro ejer-
cicio. Debido a los cambios y las limitaciones que el principio ha sufrido en los 
últimos años, los expertos afirman la necesidad de modificar las reglas existentes 
a nivel internacional para dar una nueva vida al principio.
Conforme a los valores y principios derivados del derecho penal interna-
cional en este tema, y tomando como base las normas que a nivel internacional 
fundamentan el ejercicio de esta tipología de jurisdicción sobre determinados 
crímenes como genocidio, lesa humanidad y de guerra, los expertos de la Fun-
dación Baltasar Garzón han venido trabajando en un proyecto llamado: la De-
claración de Madrid de 2014 80, relativo a la propuesta de discusión sobre los 
principios rectores de la justicia universal. Conscientes de que la realidad y los 
propios delitos de la justicia universal han cambiado:
Después de la evolución que en los últimos veinticinco años ha experi-
mentado el Derecho Penal Internacional, el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y el Derecho Humanitario, se impone una importante 
reflexión sobre los logros obtenidos y los fracasos o desencuentros acumulados 
en la aceptación y utilización por legisladores y operadores judiciales de un 
instrumento como la Jurisdicción Universal que se ha revelado como esencial.
Desde ahora resulta importante decir que el documento no representa el 
punto final, sino el principio de un duradero y eficaz diálogo. Recogiendo las 
80 El texto completo de la propuesta se puede consultar en la página web: http://ep00.epimg.net/
descargables/2014/05/23/a46ea9851cb29bf39df34292f366eacb.pdf.
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recomendaciones de los juristas que a nivel internacional se han ocupado del tema, 
el intento de la Declaración es actualizar los Principios de Princeton y desarrollar 
nuevas normas de soft law en materia de ejercicio de la jurisdicción universal por los 
tribunales nacionales en el respeto de las normas internacionales sobre la preven-
ción, persecución y reparación de las graves violaciones de los derechos humanos.
Podemos ver, en el detalle de las novedades propuestas, el fin de no limitar o 
interpretar de forma tal que se pueda obstaculizar el principio de justicia universal. 
Se establece que todos los Estados deberán codificar en el interior de sus legisla-
ciones el principio de jurisdicción universal y que, aunque no sea incorporado, los 
órganos judiciales deberán aplicarlo conforme a lo previsto por el derecho inter-
nacional (Principio 5). En el ámbito de la asistencia en materia judicial entre los 
Estados, la falta de incorporación del principio de justicia universal en el interior 
de la legislación nacional del Estado, requerido de auxilio, no impedirá la presta-
ción del auxilio judicial reclamado (Principio 12). En el tema de extradición, el no 
reconocimiento del principio de jurisdicción universal por el Estado requerido 
no impedirá la concesión de la extradición; en todo caso se afirma que: el Estado 
que deniega la solicitud de extradición, por cualquier razón, deberá investigar y, en 
su caso, enjuiciar a los presuntos responsables de los delitos previstos en el princi-
pio 2 de la presente declaración (Principio 13).
Siguiendo con el análisis podemos ver que se establece, así como está pre-
visto en los estatutos de los tribunales penales internacionales, la irrelevancia de 
las legislaciones estatales que conceden amnistías, indultos, y otras que prevén 
una exclusión de la responsabilidad penal o que prescriben crímenes de derecho 
internacional (Principio 6). Siempre conforme al desarrollo que ha habido en 
esta materia gracias a la jurisprudencia de los tribunales internacionales, se afir-
ma que todas las conductas, previstas en esta propuesta de principios y relativas a 
las graves violaciones de derecho internacional, serán perseguibles aunque estos 
crímenes no sean codificados en las legislaciones nacionales (Principio 7). En 
este texto se habla de complementariedad con la Corte Penal Internacional en 
la investigación y enjuiciamiento de los casos y del principio de concurrencia y 
de no subsidiariedad en las relaciones con otros Estados que están investigando 
los crímenes. Sobre este aspecto, como invitación a las Naciones Unidas a la 
creación de un organismo que pueda solucionar los eventuales conflictos entre 
jurisdicciones, en el Principio 11 se establece:
1. La investigación judicial de un mismo hecho podrá iniciarse eventual-
mente de forma concurrente por las jurisdicciones nacionales de dos o más 
Estados, debiendo estos cooperar para la mejor resolución del caso.
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2. El Estado que acredite, de acuerdo con el principio pro actione, estar en 
mejores condiciones para enjuiciar los hechos tendrá prioridad para la inves-
tigación, sin que exista una jerarquía preestablecida de títulos de jurisdicción. 
En la valoración de las condiciones para el enjuiciamiento se tomará en 
cuenta, entre otros aspectos, las posibilidades de enjuiciamiento creíble en el 
país en el que se cometieron los hechos, el lugar en el que se halle preso el 
presunto autor, el acceso al material probatorio, las medidas de protección 
disponibles para víctimas y testigos, así como la independencia e imparcia-
lidad con la que se haya sustanciado y se vaya a sustanciar el procedimiento. 
En cualquier caso, el órgano judicial competente adoptará las medidas de 
investigación personales y patrimoniales necesarias sobre las personas afecta-
das hasta que se resuelva el conflicto planteado, siendo válidas y eficaces las 
decisiones que adopte.
El principio primero define el concepto de jurisdicción universal. Pode-
mos decir que se regresaría a un criterio absoluto en conformidad con lo esta-
blecido por los Principios de Princeton y mediante la aplicación del derecho 
penal internacional y su desarrollo en esta materia; en fin, como inicialmente 
había sido aplicada en el territorio español a raíz de la sentencia de 2005 del 
Tribunal Constitucional español sobre el caso Guatemala: «con independencia 
del lugar donde se hayan cometido, la nacionalidad del sospechoso, de las vícti-
mas o de la existencia de cualquier otro vínculo de conexión con el Estado que 
ejerza esta jurisdicción».
En el mismo principio se establece el criterio de ne bis in idem. Se ejercitará 
esta tipología de jurisdicción siempre que los hechos objeto de investigación no 
hayan sido previamente juzgados por otro tribunal competente, tanto a nivel 
nacional como internacional, en el que se hayan respetado las normas sobre el 
debido proceso.
En el segundo principio se establecen los delitos posibles de ser juzgados 
a nivel universal. Las novedades en este caso consisten en la distinción entre 
los delitos graves de derecho internacional, en los que entrarían el genocidio, 
los delitos de lesa humanidad, de guerra, de tortura, de desapariciones forzadas, 
entre otros; y los graves delitos contra el medio ambiente, la naturaleza y econó-
micos que afectan o que podrían afectar a la humanidad. Sobre este aspecto se 
debería trabajar en relación con la naturaleza de las normas internacionales que 
prescriben las segundas conductas. Si en el primer caso estamos frente a viola-
ciones de normas que como se sabe son normas de jus cogens y que por lo tanto 
crean obligaciones erga omnes, en el segundo caso el desarrollo del derecho penal 
internacional no ha llegado a clasificar los delitos contra la naturaleza como 
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norma de jus cogens. Se debería analizar las normas que prevén dichas conductas 
si establecen o por lo menos no prohíben el ejercicio de jurisdicción universal. 
Cabe recordar que este documento es una propuesta de diálogo y que por lo 
tanto los expertos deberán trabajar para implementar estos principios de forma 
que vaya desarrollándose el derecho penal internacional.
Los principios tercero y cuarto se ocupan de la extraterritorialidad de la ley 
penal y del principio de responsabilidad penal. En este punto cabe rescatar que 
se habla de una responsabilidad penal no solo de las personas físicas sino tam-
bién de las personas jurídicas; esto sin duda representa un paso muy importante 
en la lucha contra la impunidad. De hecho ha sido demostrado que las graves 
violaciones de los derechos humanos pueden ser y son cometidas también con 
la complicidad de empresas 81, y se ha demostrado que actualmente hay un vacío 
legal que permite a estos entes quedarse en la más amplia impunidad. Sobre este 
tema la propuesta establece: «La responsabilidad penal de las personas jurídicas 
deberá estar reconocida en la legislación interna o convencional para su aplica-
ción y será independiente de la individualización, enjuiciamiento y condena de 
las personas físicas que hubieren cometido materialmente el delito».
Con esta propuesta se abre una nueva fase en la vida del principio de juris-
dicción universal. Los próximos años serán seguramente cruciales para estable-
cer las nuevas reglas internacionales en esta materia.
3.6.  LAS TENDENCIAS INTERNACIONALES EN JURISDICCIÓN 
UNIVERSAL
De esta forma, conscientes del desarrollo que ha habido a nivel internacional 
relativo a la persecución de los crímenes internacionales, han sido creadas le-
gislaciones nacionales para la operatividad de aquel principio de justicia uni-
versal que permite la persecución de delitos que por su naturaleza afectan a la 
comunidad internacional en su conjunto y que deben poder ser perseguidos 
en cualquier parte del mundo, respetando los tres presupuestos básicos para la 
aplicación de esta jurisdicción:
• Que exista un interés o razón especifica a nivel internacional para ejercitar-
la (gravedad del crimen, consecuencias para la comunidad internacional).
81 Sobre este aspecto véase el segundo capítulo del presente trabajo apartados 2.5 y sucesivos sobre la 
responsabilidad de las empresas por las graves violaciones del derecho internacional y el Alien Tort 
Claims Act.
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• Que se tenga una definición clara del crimen y de sus elementos consti-
tutivos.
• Que existan medios nacionales para la aplicación que permitan a las au-
toridades judiciales ejercer su jurisdicción sobre esos crímenes.
Por lo tanto, para un análisis del principio de justicia universal es necesario 
profundizar en el tema mirando las características, los criterios y los límites pre-
vistos en las legislaciones estatales. Esta praxis nos dará elementos útiles, aunque 
las reglas resulten ser heterogéneas y por lo tanto no generalizables, para evaluar 
el futuro desarrollo del principio conforme a dicha praxis. En lo referente a la 
práctica estatal, Bassiouni (2002) afirma que tiene que ser suficiente para que el 
principio de jurisdicción universal adquiera duración, uniformidad, consistencia 
y generalidad, y esta consiste en la legislación específica sobre el ejercicio de la 
jurisdicción universal y los actos que autorizan la aplicación y la práctica de los 
tribunales nacionales.
Partiendo de una consideración general, como explica la Corte Perma-
nente de Justicia Internacional: «a State which has contracted valid international 
obligations is bound to make in its legislation such modifications as many be 
necessary to ensure the fulfillment of the obligations undertaken 82» (Intercam-
bio de poblaciones griegas y turcas, Opinión Consultiva, P. C. I. J. Series B, nº 10, 
página 20, 1925).
Por el momento podemos decir que:
En la actualidad, más de un centenar de Estados atribuyen, en mayor o 
menor grado, competencia a jueces y tribunales internos para juzgar crí-
menes de Derecho internacional. Esta incorporación generalizada de la ju-
risdicción universal en los ordenamientos jurídicos estatales, aun con un 
alcance variable, es en buena medida consecuencia de la adopción en 1998 y 
entrada en vigor en 2002 del Estatuto de la Corte Penal Internacional (CPI), 
en cuanto el principio de complementariedad y la obligación de cooperar 
con la CPI se ha traducido en la adopción, o en su caso adaptación, de legis-
lación interna por los Estados. (Alija Fernández, 2014: 14)
Lo dicho demuestra que, aunque faltando una práctica uniforme en esta 
materia, debido también a la ausencia de un tratado internacional sobre el ejer-
cicio de la jurisdicción universal para determinados delitos, los Estados han 
82 [Traducción de la autora]: «un Estado que ha contraído obligaciones internacionales válidas está 
vinculado a llevar a cabo en su legislación aquellas modificaciones que sean necesarias para garan-
tizar el cumplimiento de las obligaciones asumidas».
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puesto en marcha algunas modificaciones legislativas para poder perseguir pe-
nalmente crímenes cometidos en el extranjero cuando estos últimos constituyan 
graves violaciones a los derechos humanos. Por lo tanto, el análisis del desarrollo 
del principio de justicia universal no puede alejarse del estudio de dichas nor-
mas internas, que si bien se diferencia en cuanto al alcance del ejercicio de la 
jurisdicción extraterritorial y en la determinación de los crímenes perseguibles, 
nos da una visión más amplia del tema, sobre la que se puede reflexionar para 
evaluar el futuro desarrollo de dichas normas.
Como bien explica Alija Fernández (2014: 14), tenemos que tener presente 
que si bien actualmente más de cien Estados atribuyen dicha competencia a los 
jueces y tribunales internos, «menos de una veintena de Estados han aplicado 
efectivamente la jurisdicción universal, una muestra muy reducida para extraer 
de ella reglas generalizables». Debido a la limitación temporal y para hacer más 
práctico el estudio de las normas internas, hemos decidido limitar nuestro aná-
lisis a las legislaciones de los Estados que han aplicado dicho principio, apoyán-
donos en las decisiones más importantes de los tribunales internos 83.
Para sintetizar, podemos decir que hasta el momento, en los casos en-
frentados por los diferentes Estados, como España, Bélgica, Alemania, Holanda, 
Noruega y la Unión Africana (desde este momento UA), se han encontrado 
dos posturas diferentes sobre esta clase de jurisdicción, posturas que reflejan 
también dos modalidades diferentes en su utilización. En algunos casos, los Es-
tados han decidido utilizar un concepto más amplio, una jurisdicción universal 
absoluta, a través de criterios más flexibles para su aplicación; en otros casos se 
ha optado por utilizar un concepto más restringido, coherente con las normas 
internas de derecho procesal y penal, o, lo que es lo mismo, una universalidad 
condicionada.
A esto tenemos que agregar el hecho indudable de que las praxis diferentes 
sobre el tema dependen también de la diversidad de los sistemas jurídicos en los 
que se aplica el principio, aunque muchos de los problemas prácticos para la uti-
lización de la jurisdicción universal resultan ser los mismos independientemente 
del sistema jurídico tomado en consideración.
83 De hecho hemos analizado las legislaciones y la jurisprudencia de algunos de los Estados eu-
ropeos que mayormente han contribuido a la creación de reglas sobre el principio de justicia 
universal. Siendo España la nación pioniera en la lucha contra la impunidad a través de la 
utilización de la jurisdicción universal, hemos decidido dedicar los siguientes dos capítulos al 
análisis de la legislación española y el estudio de los casos más relevantes llevados a cabo por los 
tribunales nacionales.
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En lo referente a la posición asumida por los Estados que forman la Unión 
Africana, es sabido que en los pasados años se han mostrado escépticos sobre la 
utilización de la justicia universal por parte de los países europeos. En muchas 
ocasiones ha sido afirmado que el ejercicio de dicha jurisdicción había determi-
nado abusos en contra de la soberanía y de la integridad territorial de algunos 
Estados africanos, en particular en el caso de Ruanda 84. Esta postura ha venido 
modificándose a raíz de los cambios legislativos que están permitiendo en dicho 
continente abrir procedimientos basados sobre el criterio de justicia universal, lo 
que les permitiría limitar los mencionados abusos de los países occidentales. Se 
puede decir que ahora los países africanos reconocen y aplican, bajo determina-
dos criterios establecidos en sus legislaciones nacionales, dicho principio con el 
límite de la imposibilidad de efectuar juicios in absentia.
Como se desprende del informe del Consejo de la Unión Europea, de 16 
de abril de 2009, podemos ver que:
It should be noted that there are legal limitations to the exercise of uni-
versal jurisdiction in the legislative practice of AU Member States. These 
include: (i) The requirement that the suspect be in the territory of the prose-
cuting state at the time of the initiation of criminal proceedings (e.g. Demo-
cratic Republic of the Congo, Senegal, Ethiopia and South Africa). (ii) The 
requirement that prosecution be initiated by the Attorney General (Botswa-
na, Kenya, Lesotho, Namibia, Nigeria, Seychelles, Sierra Leone, Swaziland, 
Tanzania and Zimbabwe), by the Director of Public Prosecutions (Malawi 
and Uganda) or by the Prosecutor (Burundi and Democratic Republic of 
the Congo). (iii) The stipulation that specified low-level courts do not enjoy 
jurisdiction to try offences to which universal jurisdiction attaches (Botswa-
na and Nigeria). (iv) Respect for the immunities from criminal jurisdiction 
enjoyed by state officials under international law 85. (The AU-EU Expert 
Report on the Principle of Universal Jurisdiction, 2009: 15)
84 Sobre este aspecto véase la Decisión de la Asamblea de la Unión Africana de 1 de julio de 2008. 
Assembly/AU/Dec. 199 (XI), consultable en la siguiente página web: http://www.au.int/en/
sites/default/files/assembly_en_30_june_1_july_2008_auc_eleventh_ordinary_session_deci-
sions_declarations_%20tribute_resolutioN.pdf. Y la más reciente resolución de 2012, Assembly/
AU/Dec.420(XIX) Decision on the Abuse of the Principle of Universal Jurisdiction – Doc. 
EX.CL/731(XXI), consultable en la siguiente página web: http://www.au.int/en/sites/default/
files/Assembly%20AU%20Dec%20416-449%20%28XIX%29%20_E_Final.pdf.
85 [Traducción de la autora]: «Hay que señalar que existen limitaciones legales para el ejercicio de la 
jurisdicción universal en la práctica legislativa de los Estados miembros de la UA. Estos incluyen: 
(i) El requisito de que el sospechoso esté en el territorio del Estado que se enjuicia en el momento 
del inicio de un proceso penal (por ejemplo, la República Democrática del Congo, Senegal, Etio-
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Como se explica en el informe, los problemas prácticos que puedan ser 
enfrentados por los Estados miembros de la Unión Africana en el ejercicio uni-
versal de jurisdicción probablemente resultan ser los mismos que encuentran 
los Estados europeos. En cualquier caso, no cabe duda que, dada la capacidad de 
los tribunales nacionales y las dificultades económicas que deben soportar los 
Estados miembros de la UA, es lógico pensar que el obstáculo allí sea mayor.
Si tomamos en consideración las legislaciones europeas en este tema, pode-
mos ver que también en estos países el ejercicio de la jurisdicción penal universal 
suele ser objeto de restricciones legales, como la necesaria presencia del sospe-
choso en el territorio estatal, ya sea antes de la investigación criminal o antes del 
juicio; o que el sospechoso deba residir en el Estado donde empieza el juicio; 
además se pueden encontrar limitaciones temporales, esto significa que se puede 
proceder solo por crímenes cometidos después de una fecha determinada 86.
Más allá de estas limitaciones legales, existen ciertas limitaciones prácticas 
para el ejercicio de la jurisdicción universal, como la dificultad de reunir prue-
bas en relación a los delitos cometidos en el extranjero, sobre todo cuando el 
Estado en el que se alega que el delito se haya producido se niega a cooperar. 
Por lo tanto resultará útil analizar en los sucesivos apartados algunos ejemplos 
de normas nacionales y sus aplicaciones en los casos en que están implicados e 
involucrados los tribunales nacionales.
3.6.1. La importancia de la praxis estatal en el tema de justicia universal
Cuando pensamos en el principio de jurisdicción universal y en las fuentes 
de derecho sobre las que ha sido creado, sabemos que la praxis de los Estados 
constituye un elemento fundamental para la creación de una norma consuetu-
pía y Sudáfrica). (ii) El requisito de que la persecución se inicie por el Fiscal General (Botsuana, 
Kenya, Lesoto, Namibia, Nigeria, Seychelles, Sierra Leona, Suazilandia, Tanzania y Zimbabue), el 
director del Ministerio Público (Malaui y Uganda), o por el fiscal (Burundi y la República Demo-
crática del Congo). (iii) La estipulación de que los tribunales de bajo nivel especificados no gozan 
de competencia para juzgar delitos a los que se atribuye una competencia universal (Botsuana y 
Nigeria). (iv) El respeto de las inmunidades de jurisdicción penal de las que gozan los funcionarios 
del Estado en virtud del derecho internacional».
86 Sobre este tema véase Alija Fernández (2014) que nos propone algunas reflexiones relativas al 
principio de jurisdicción universal y su evolución en la práctica estatal. El tema será analizado en 
este capítulo en los apartados 3.7 y sucesivos donde enfrentaremos de cerca la praxis de los Estados 
evaluando cómo estos últimos han introducido este principio en sus legislaciones.
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dinaria en esta materia y al mismo tiempo nos muestra la opinio juris sobre la 
utilidad y necesidad de crear dicha norma para la protección de intereses supe-
riores compartidos por la comunidad internacional. Cabe recordar que cuando 
hablamos de praxis nos referimos no solamente a la jurisprudencia sino también 
al factor legislativo que ha venido codificando e implementando el principio 
de justicia universal en el interior de los ordenamientos nacionales. Sobre este 
aspecto Bosly y Vandermeersch (2014: 12) afirman que el número siempre cre-
ciente de Estados que están codificando dicho principio demuestra que: «la 
compétence universelle est un outil prometteur plusieurs égards 87».
Siguiendo esta línea, es fácil entender que el papel jugado por los tribunales 
internos resulta muy importante, aunque, como hemos visto, no hay una casuís-
tica muy amplia y el número de Estados que han efectivamente utilizado esta 
jurisdicción es reducido. Las limitaciones temporales, materiales, la distancia con 
el crimen cometido o la falta de cooperación con el Estado en cuyo territorio 
se verificaron los hechos son elementos que se deben tener en consideración 
cuando se estudia dicha praxis.
Del estudio de las normas nacionales y de la jurisprudencia de los tribuna-
les en el tema de la aplicación del principio de jurisdicción universal a los casos 
de genocidio, crímenes de lesa humanidad, de tortura o de guerra, podemos 
decir que también, si bien no podemos tener reglas generalizadas, un gran nú-
mero de países han previsto criterios adicionales para la aplicación del principio, 
aunque ninguno de ellos está contemplado en las normas internacionales que 
prevén esta tipología de jurisdicción.
Esto ha derivado en la inclusión en la legislación nacional de requisitos 
ulteriores de los que depende el inicio de las investigaciones, como por ejemplo 
la presencia del reo en el territorio estatal o algunas conexiones directas entre 
el crimen y el Estado del foro (como la nacionalidad de las víctimas). En otros 
casos encontramos legislaciones que establecen límites temporales para la acción 
penal, también en el caso de comisión de delitos ya previamente reconocidos a 
nivel internacional como normas consuetudinarias (la no retroactividad de las 
normas penales).
Al mismo tiempo, del análisis anterior podemos ver como también, si no 
siempre se ha logrado perseguir y sancionar un crimen internacional, las prác-
ticas estatales en materia de justicia universal han sido muy importantes tanto 
87 [Traducción de la autora]: «La jurisdicción universal es una herramienta prometedora en varios 
aspectos».
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desde una perspectiva de la protección de los derechos humanos como de la 
persecución, sanción y reparación de los daños causados a las víctimas; en otras 
palabras, la jurisprudencia de los tribunales nacionales ha contribuido de ma-
nera incisiva en la lucha contra las impunidades y en el restablecimiento de la 
justicia 88. De hecho, tenemos que tener presente desde ahora que no podemos 
evaluar la labor de los tribunales internos únicamente desde la perspectiva de las 
sentencias emitidas en esta materia. Como veremos en los sucesivos capítulos de 
este texto, en el tema de reparación de las víctimas y en el tema de justicia, el 
hecho de abrir investigaciones y enjuiciar los presuntos responsables resulta ser 
ya un paso muy importante.
También las instancias internacionales, como el Tribunal Europeo de De-
rechos Humanos y la Corte Interamericana sobre Derechos del Hombre, en los 
casos en que se han enfrentado a esta temática, en particular en la difícil cuestión 
de la compatibilidad de las normas nacionales que otorgan amnistías e indultos 
con los principios que regulan la persecución de los crímenes internacionales 
por parte de las cortes nacionales 89, han constatado el papel fundamental jugado 
por las cortes internas de muchos Estados en la lucha contra la impunidad y 
en la creación de principios, normas comunes relativas a la persecución de los 
crímenes internacionales por medio de esta jurisdicción.
Quien escribe está de acuerdo con la idea de que para que se pueda seguir 
hablando de jurisdicción universal hay que demostrar que este principio está 
tomando más importancia en todo el mundo, y que la futura praxis de los tri-
bunales internos demuestre que la justicia universal ha dejado de ser un sistema 
de represión de crímenes activado por los países europeos. El caso Habré 90 es un 
claro ejemplo de lo dicho, gracias al cual se pueden disminuir las preocupaciones 
de los países africanos, desde siempre considerados como objetos y nunca suje-
tos de esta tipología de jurisdicción. Por lo tanto, cabe reafirmar que la práctica 
de los Estados es el elemento más importante para la supervivencia de esta nor-
ma y su adaptación a las nuevas amenazas mundiales.
88 Sobre este tema véase el documento de la Comisión de Derechos Humanos, «Sixtieth session 
Item 17 of the provisional agenda, Promotion and Protection of Human Rights, Impunity», E/
CN.4/2004/88 de 27 de febrero de 2004. El texto se puede consultar en: http://daccess-dds-ny.
un.org/doc/UNDOC/GEN/G04/113/55/PDF/G0411355.pdf?OpenElement.
89 Entre otros, véase el caso Jorgic (Case of Jorgic v. Germany, The European Court of Human 
Rights (Fifth Section), de 12 de julio de 2007. Sentencia consultable en: http://www.trial-ch.org/
uploads/tx_wetwdb/Case_Jorgic_v._Germany_02.pdf). Para más información véase el apartado 
3.7.11 de este capítulo.
90 Sobre este caso véanse los apartados 3.7.4 y 3.7.18.
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3.7.  APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE JURISDICCIÓN UNIVERSAL POR 
PARTE DE LAS JURISDICCIONES NACIONALES
Como hemos mencionado con anterioridad, más de un centenar de Estados 
han incorporado el principio de justicia universal en sus ordenamientos. Sin 
embargo, en muy pocos casos se ha utilizado efectivamente este instrumento 
para reprimir conductas de interés universal. Conscientes de lo que ha supues-
to la escasa y no homogénea aplicación del principio, al no poderse hablar de 
prácticas generalizadas en materia, no podemos olvidar, como afirma Pigrau i 
Solé (2009: 38), que hay una serie significativa de casos 91 donde se ha ejercido 
este mecanismo en relación a los crímenes de guerra, contra la humanidad y 
genocidio.
La selección de las legislaciones responde a los siguientes criterios: España y 
Bélgica, por ser estos países pioneros en la lucha contra la impunidad a través de 
la jurisdicción universal; Estados Unidos e Israel por ser reacios a la utilización 
de dicho instrumento que choca con la soberanía de los Estados; Francia, Reino 
Unido, Alemania y Finlandia por el gran número de casos llevados delante de 
los tribunales nacionales en aplicación de este principio; Noruega, Dinamarca, 
Italia, Holanda, Suiza, Australia y Canadá por el importante desarrollo legislativo 
en este tema o por la creación de unidades especiales para conocer determina-
dos ilícitos internacionales; Argentina y Senegal por los recientes casos abiertos 
que demuestran la voluntad de expandir esta justicia fuera de los confines euro-
peos para que sea verdaderamente universal.
3.7.1. Alemania
Para tener una imagen de las tendencias internacionales en el tema de juris-
dicción universal podemos empezar analizando el tema partiendo de las legis-
laciones nacionales que han incorporado este principio. De gran interés es la 
91 Conforme a los informes de Amnistía Internacional, son más de 125 las naciones que incorporan 
el principio de jurisdicción universal en sus legislaciones, pero solo en una docena de casos han 
efectivamente utilizado dicho instrumento para perseguir alguno de los crímenes internacionales 
mencionados con anterioridad. Los 15 Estados que han utilizado esta tipología de jurisdicción 
(investigado, enjuiciado los hechos e incluso en algunos casos sancionado a los responsables) son: 
Austria, Australia, Bélgica, Canadá, Dinamarca, Francia, Alemania, Israel, México, Holanda, Sene-
gal, España, Suiza, Inglaterra y los Estados Unidos. El informe se puede consultar en la página web: 
http://web.amnesty.org/web/web.nsf/pages/legal_memorandum. 
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legislación alemana 92 en la que se establecen varias normas relativas a la com-
petencia de los tribunales internos para juzgar a sujetos que son sospechosos 
de haber cometido alguna de las graves violaciones del derecho internacional. 
En algunas de ellas se menciona explícitamente el principio de jurisdicción 
universal como uno de los mecanismos aptos contra la lucha a la impunidad y 
represión de los crímenes internacionales 93. La Constitución, el Código Penal 
y el Código de Crímenes de Derecho Internacional de este país han creado un 
marco jurídico claro para el ejercicio de una jurisdicción penal extraterritorial, 
cuando los intereses en juego implican la participación de la comunidad inter-
nacional.
Seguramente el Código de Crímenes de Derecho Internacional represen-
ta la base jurídica sobre la cual los tribunales nacionales son competentes para 
juzgar según el principio de jurisdicción penal universal. Este Código, fruto de 
la implementación que el legislador ha querido hacer de las normas de derecho 
penal internacional y de la necesaria cooperación que los Estados parte del Es-
tatuto de Roma tienen que garantizar en relación a la labor de la Corte Penal 
Internacional, establece que los tribunales nacionales son competentes en el caso 
de la comisión de uno de estos crímenes cuando estos últimos sean cometidos a 
partir del 30 de junio de 2002.
Empezando por la Constitución alemana, Grundgesetz, podemos ver que 
en su artículo 25 se establece que el derecho internacional consuetudinario 
tiene prioridad sobre la legislación nacional: las reglas generales del derecho 
internacional público son parte integrante del derecho federal. Tienen primacía 
sobre las leyes y crean directamente derechos y obligaciones para los habitantes 
del territorio federal. En otras palabras, el ordenamiento se adapta a las normas 
de derecho internacional generalmente reconocidas y da directa aplicación a las 
normativas internacionales que imponen obligaciones sobre los Estados. Entre 
estas reglas encontramos la obligación de reprimir los crímenes internacionales 
y de reparar el daño sufrido por las víctimas.
92 Para profundizar en el tema véase el informe presentado por Alemania en respuesta a la resolución 
64/177 (véase la nota 200) sobre la aplicación del principio en este país. El informe se puede 
consultar en la web: http://www.un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/
Germany.pdf.
93 Bajo las condiciones establecidas en el Código Procesal Penal, sección 153 f (Dispensing with Pro-
secution of Criminal Offences under the Code of Crimes against International Law), los tribunales 
alemanes pueden ejercer la jurisdicción universal sobre los crímenes contemplados en el Código 
Penal alemán y en el Código de Crímenes de Derecho Internacional. El texto del artículo en inglés 
se puede consultar en: http://www.gesetze-im-internet.de/englisch_stpo/englisch_stpo.html.
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El Código Penal, en su sección 7(2)(2), establece que la ley penal alemana 
se aplicará también a crímenes cometidos en el exterior si el acto criminal es 
considerado un hecho delictivo por la ley penal del Estado en cuyo territorio se 
cometió, si el sospechoso se encuentra en territorio alemán y no se procedió a 
la extradición por uno de los motivos establecidos en el mismo artículo. Mien-
tras que en la sección 6 (1) se autoriza a los tribunales internacionales a activar 
su jurisdicción, si fuera el caso universal, cuando ha sido cometido un crimen 
de genocidio, definido en la sección 220a del mismo código, u otros crímenes 
internacionales recogidos en tratados que hayan sido ratificados por Alemania 
y de los que se desprende una clara obligación de perseguir dichas conductas 
también en caso de ser cometidas en el exterior, sección 6(9) 94.
El Código de Crímenes de Derecho Internacional, introducido en los úl-
timos diez años: «shall apply to all criminal offences designated therein even 
when the offence was committed abroad and bears no relation to Germany» 95. 
En particular, se prevé esta jurisdicción sobre tres categorías de delitos básicos 
de derecho internacional: el crimen de genocidio, el crimen de lesa humanidad 
y los crímenes de guerra. De hecho, los tribunales nacionales serán competentes 
en el caso de la comisión de uno de estos crímenes cuando estos últimos sean 
cometidos a partir del 30 de junio de 2002. El artículo 1, que establece que esta 
ley rige para todos los delitos de derecho internacional descritos en ella, faculta 
a la Fiscalía Federal para investigar y entablar procesamientos con independen-
cia de la nacionalidad de las víctimas o los autores, del territorio donde se haya 
cometido el delito o de la presencia de los acusados.
En este marco jurídico se han instaurado numerosos juicios basados sobre 
esta tipología de jurisdicción, aunque no siempre se han obtenido los resultados 
esperados. En muchos casos, la Fiscalía ha decidido no empezar algunos proce-
dimientos, interpretando, de manera no correcta, los requisitos previstos por el 
ejercicio de la jurisdicción penal extraterritorial establecidos en las normativas 
nacionales. Un ejemplo de lo dicho es el caso de la presunta responsabilidad del 
ministro uzbeko Zakir Almatov (2005), o el caso en contra del expresidente chi-
no Jiang Zemin (2003), o contra el exsecretario de Defensa de Estados Unidos 
Donald Rumsfeld en 2004 y 2006.
94 El Código Penal alemán puede consultarse en inglés en el siguiente link: http://www.iuscomp.
org/gla/statutes/StGB.htm.
95 [Traducción de la autora]: «Esta Ley se aplicará a todos los delitos que ellos designen, incluso cuan-
do el delito se haya cometido en el extranjero y no tiene relación alguna con Alemania».
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Algunos de los casos que resultan importantes para evaluar la utilización 
del principio de jurisdicción universal en este país son el asunto Tadic (1994) 
sobre la base jurídica de las Convenciones de Ginebra y de la Convención sobre 
la persecución del crimen de genocidio, sucesivamente trasferido delante del 
Tribunal Penal Internacional para la exYugoslavia 96, y el asunto Jorgic 97, donde se 
llegó a una condena por el Tribunal Superior de Distrito de Dusseldorf el 26 de 
septiembre de 1997. Finalmente podemos mencionar el asunto Kusljic 98, con-
denado a cadena perpetua el 21 de febrero de 2001 por la Bavarian Higher Re-
gional Court que ha rechazado el recurso de apelación presentado por Kusljic 
por los crímenes de genocidio, deportaciones y asesinados en el territorio de 
la antigua Yugoslavia 99, y finalmente el asunto Sokolovic´  100, condenado a nueve 
años por complicidad en el genocidio de Kalesija y por crímenes de guerra.
96 Decision on the Defense Motion for Interlocutory Appeal on Jurisdiction, The Prosecutor v. 
Dusko Tadic, Case No. IT-94-1-AR72, ICTY Appeals Chamber, 2 October 1995 (en: http://
www.icty.org/x/cases/tadic/acdec/en/51002.htm); Judgment, The Prosecutor v. Dusko Tadic, 
Case No. IT-94-1-A, ICTY Appeals Chamber, 15 July 1999 (en: http://www.refworld.org/
docid/40277f504.html).
97 (Judgment of 26 September 1997, the Düsseldorf Court of Appeal convicted the applicant on 
eleven counts of genocide IV-26/96). Nikola Jorgić fue condenado a cadena perpetua por once 
cargos de genocidio y otros delitos; esta sentencia fue confirmada tanto por el Tribunal Federal de 
Justicia como por el Tribunal Constitucional y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. El 
acusado, una vez acabados los recursos internos, llevó el asunto frente a la Corte Europea de los 
Derechos Humanos por presuntas violaciones de los artículos 5 y 6 de la Convención: Artículo 
5: «1. Everyone has the right to liberty and security of person. No one shall be deprived of his 
liberty save in the following cases and in accordance with a procedure prescribed by law: (a) the 
lawful detention of a person after conviction by a competent court»; Article 6 «1. In the deter-
mination of... any criminal charge against him, everyone is entitled to a fair... hearing... by [a] 
tribunal established by law...». [Traducción de la autora]: «1. Todas las personas tienen derecho 
a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo en los casos 
siguientes y en conformidad con el procedimiento prescrito por la ley: (a) la detención legal de 
una persona después de una sentencia dictada por un tribunal competente»; Artículo 6: «1. En la 
determinación de... cualquier acusación de carácter penal en su contra, todo el mundo tiene de-
recho a un justo... escuchado... por [un] tribunal establecido por la ley...». La Corte decidió el 12 
julio de 2007, afirmando la no violación de los artículos 5 y 6 de la Convención, la capacidad de 
los tribunales alemanes de perseguir los crímenes internacionales, bajo los principios de derecho 
internacional aceptados por las naciones, y que por lo tanto la demanda de Jorgic a este órgano no 
encontraba cumplimiento. El texto integral de la sentencia se puede consultar en la página web: 
http://www.trial-ch.org/uploads/tx_wetwdb/Case_Jorgic_v._Germany_02.pdf.
98 Sentencia del 15 diciembre de 1999, 6 ST 1/99, apelación rechazada el 21 de febrero de 2001 
BGH 3 ST 244/00. El texto en alemán se puede consultar en la página web: http://juris.bundes-
gerichtshof.de/cgi-bin/rechtsprechung/document.pyGericht=bgh&Art=en&Datum=2001&So
rt=3&Seite=69&client=12&nr=18811&pos=2098&anz=2401.
99 Sobre el análisis de este caso Schabas (2008: 711).
100 Más información en: http://www.internationalcrimesdatabase.org/Case/44/Sokolovic/#p1.
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3.7.2. Argentina
Por lo que se refiere a la legislación argentina en el tema de jurisdicción 
universal 101, podemos ver que el 8 de febrero de 2001 se depositó el instrumento 
de ratificación del Estatuto de Roma, con el que se afirmaba la firme voluntad del 
Gobierno de Argentina de cooperar con la Corte Penal Internacional en la perse-
cución de los crímenes internacionales, tipificados estos en su Estatuto. De hecho, 
ya en 2000 en este país empezó a trabajar una comisión interministerial 102 para la 
implementación y codificación de las normas internacionales en el ordenamiento 
nacional, para que esta cooperación fuera efectiva. En 2002 fue presentado un pro-
yecto de ley para la implementación del Estatuto de la Corte Penal Internacional, 
que finalmente fue aprobado en 2006 a través de la Ley 26.200. En esta se afirma 
que: los crímenes establecidos en los artículos 6, 7, 8 y 70 del Estatuto de Roma 
y todos aquellos delitos y crímenes que resultan ser de competencia de la Corte 
Penal Internacional serán punibles en la República Argentina.
El principio de jurisdicción universal, aunque no haya mención explícita 
de él en la ley aprobada en 2006 ni en el Código Penal argentino en su función 
de complemento y apoyo en la persecución de los delitos internacionales, estaría 
reconocido por la Constitución argentina, en la que se afirma:
Art. 118.- Todos los juicios criminales ordinarios, que no se deriven del 
derecho de acusación concedido a la Cámara de Diputados se terminarán 
por jurados, luego que se establezca en la República esta institución. La 
actuación de estos juicios se hará en la misma provincia donde se hubiere 
cometido el delito; pero cuando éste se cometa fuera de los límites de la 
Nación, contra el Derecho de Gentes, el Congreso determinará por una ley 
especial el lugar en que haya de seguirse el juicio 103.
La cuestión de la aplicación del principio de jurisdicción universal en este 
país fue planteada en 1989 104 con motivo de una petición de extradición de un 
101 Véase el informe presentado por Argentina en respuesta a la resolución 64/117 de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, sobre el estado actual de la aplicación del principio de jurisdic-
ción universal (véase la nota 200). El texto se puede consultar en la página web: http://www.
un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/United%20States.pdf.
102 Fue creada por Resolución Conjunta n° 2762, 930 y 996 de 29 de setiembre de 2000, firmada por 
los ministros de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, de Defensa, y de Justicia 
y Derechos Humanos.
103 El texto se puede consultar en: http://www.senado.gov.ar/Constitucion/deInteres.
104 Proceso de extradición de Josef Schwammberger, quien durante el Tercer Reich actuó como coman-
dante del gheto A de Przemysl. El 9 de enero de 1976 la Embajada de la República Federal Alemana 
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criminal nazi por delitos de lesa humanidad. En un fallo de la Cámara Federal de 
Apelaciones de La Plata se afirmó la aceptación en Argentina de los instrumen-
tos fundacionales del derecho penal internacional. Pero es en la jurisprudencia 
reciente en la que este principio ha adquirido una importancia fundamental 105.
Como veremos en el quinto capítulo, la experiencia argentina en el ejer-
cicio de la jurisdicción universal resulta ser muy interesante si la analizamos en 
comparación con la experiencia española sobre este tema y en particular a la luz 
de los últimos acontecimientos que se han verificado en España; me refiero a 
la última limitación legislativa de marzo de 2014, que constituye un verdadero 
obstáculo para la futura aplicación, en este territorio, del principio de justicia 
universal. Además de esto, la experiencia argentina está fuertemente ligada a la 
problemática relativa a la impunidad que en el Estado español han tenido los 
crímenes cometidos en España bajo la dictadura franquista 106.
Cabe recordar que el ejercicio de esta tipología de jurisdicción implica el 
balance de los intereses nacionales de cada Estado. De hecho, muchos han sido 
los procesos abiertos por su trámite, y en algunos casos también este país ha te-
nido que confrontarse con los intereses en juego, como por ejemplo en el caso 
de comisión de un crimen internacional cubierto en otro territorio por una ley 
de amnistía o indulto.
Sobre este aspecto, los tribunales nacionales españoles, que en el pasado 
se habían enfrentado a este obstáculo en los casos relativos a los crímenes co-
metidos en Argentina o en Chile 107, han dictado, conforme a lo previsto en el 
presentó ante el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de la República Argentina la solicitud de 
extradición del ciudadano alemán Josef Schwammberger acusado de robo con chantaje y homicidios 
reiterados durante la Segunda Guerra Mundial. El 28 de febrero de 1988 la sentencia de Primera Ins-
tancia concedió la extradición de Schwammberger. La extradición fue confirmada el 1° de septiembre 
de 1989 por la Cámara Federal de La Plata. Este dictamen fue ratificado por la Corte Suprema de Jus-
ticia el 20 de marzo de 1990. Véase: http://www.argentina-rree.com/portal/archivos/justicia05.htm.
105 Sobre este aspecto véase la nota 278.
106 Sobre la querella véase Carlos Slepoy en «El principio de jurisdicción universal y su aplicación en 
la persecución de responsables de crímenes contra la humanidad», consultable en: http://www.
vientosur.info/IMG/pdf/CONTRA126_C_Slepoy_Principio_jurisdiccion_universal.pdf.
107 Véase los apartados 5.2 y 5.3 del quinto capítulo. En la sentencia firme nº 798/2007, de 2 de julio 
de 2007 de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, que condenó al marino argentino Adolfo 
Scilingo, además de la irrelevancia de las leyes nacionales de amnistías, debido al carácter de jus 
cogens de las normas internacionales violadas, se destacó: 1) la extensión espacial de la jurisdicción 
española para el conocimiento de crímenes de lesa humanidad cometidos en el extranjero; 2) la 
extensión temporal de la jurisdicción a dichos hechos delictivos cometidos antes de la constitu-
ción del tribunal, 3) la perseguibilidad de los responsables de estos crímenes legislados en el dere-
cho interno y 4) la aplicación de las penas correspondientes en la ley penal interna a cada uno de 
los delitos que se cometen en el marco de aquellos.
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derecho penal internacional, la incompatibilidad con las normas nacionales que 
otorgan beneficios y que excluyen la posibilidad de abrir investigaciones y per-
seguir crímenes internacionales, determinando la responsabilidad de los sujetos 
que se vieron involucrados en ellos, como es el caso de las Leyes de Obediencia 
Debida y Punto Final.
Regresando al caso de los crímenes cometidos durante la dictadura fran-
quista, cubiertos en España por la Ley de amnistía 46/1977, de la que deriva la 
imposibilidad de los tribunales internos de conocer dichos hechos criminales, 
el tribunal argentino sigue el mismo razonamiento que conllevó la condena en 
España de algunos de los responsables de los crímenes más atroces cometidos en 
Latinoamérica.
Al igual que la justicia española ejercitó la competencia universal en Ar-
gentina, entendiendo que los crímenes que allí se habían cometido trascen-
dían las competencias jurisdiccionales exclusivas argentinas por afectar a la 
humanidad en su conjunto, ahora desde Argentina se busca luchar contra 
la impunidad existente en el Estado español durante más de setenta años. 
(Zapico Barbeito, 2010: 915)
De hecho, como explica Chinchón Álvarez (2007), España se ha puesto en 
una situación crítica debido a que su decisión de no perseguir dichos hechos 
conlleva el incumplimiento de las obligaciones internacionales, codificadas en 
los tratados internacionales ratificados por este país, de garantizar a las víctimas 
un recurso efectivo. En otras palabras, no garantiza que las víctimas reciban 
justicia por lo sufrido, por lo tanto otro Estado podría juzgar los hechos antes 
mencionados. De esta forma, la Ley de amnistía llega a ser considerada como 
un factor crucial para determinar la no voluntad o imposibilidad del Estado a 
ejercer jurisdicción sobre los crímenes cubiertos por la ley, lo que significa que 
es un factor claro de impunidad que faculta a otro país a perseguir dichos actos 
que por su naturaleza afectan a la comunidad internacional, siendo crímenes 
internacionales.
Sobre la base de la tesis de la no aplicabilidad de las leyes que otorgan 
amnistías sobre crímenes internacionales en otro país que quiere perseguir los 
hechos a través de la jurisdicción universal, el 14 de abril de 2010, un grupo de 
activistas, entre otros, juristas, profesores, asociaciones para la protección de los 
derechos humanos, como la Asociación para la Recuperación de la Memoria 
Histórica o las Abuelas de la Plaza de Mayo, junto al premio Nobel de la Paz 
Adolfo Pérez Esquivel, presentaron una querella en Argentina contra miles de 
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personas involucradas en los delitos de genocidio y lesa humanidad cometidos 
durante la dictadura y la Guerra Civil, para que dichos actos no se quedaran 
impunes. La querella se fundamentó en el principio de justicia universal consa-
grado en el derecho internacional y previsto en la normativa nacional argentina 
antes mencionada.
Pasando al análisis de la querella, tenemos que destacar algunos puntos 
fundamentales. En primer lugar, tenemos que cuestionarnos la naturaleza de los 
crímenes previstos por la querella, donde los crímenes franquistas son califica-
dos como actos de lesa humanidad y de genocidio, lo que ha generado, como 
hemos mencionado con anterioridad, numerosas críticas, entre otros, de Gil Gil 
(2009b). Esta previsión se fundamenta en cuanto se afirma que el sistema dic-
tatorial tenía la intención de destruir a todos los rivales políticos, los defensores 
de la República, y para ello llevo a cabo un sistema de exterminio sistemático, 
a través de secuestros, desapariciones forzadas y asesinatos. Se lee en la querella 
que en España hubo: «un plan sistemático, generalizado, deliberado y planificado 
de aterrorizar a los españoles partidarios de la forma representativa de gobierno, 
a través de la eliminación física de sus más representativos exponentes». Como 
resulta de su desarrollo, la querella se basa en los siguientes delitos tipificados 
en el Código Penal argentino: homicidio (art. 79), homicidio agravado (art. 80, 
incs. 2º, 4º, 6º, 9º), privación ilegal de la libertad calificada por la aplicación de 
torturas (144 bis inc. 1º, en función del 142 incs. 1º y 5º, y 144 ter, primer pá-
rrafo) y demás delitos que resulten de la investigación, cometidos en España en 
el período comprendido entre el 17 de julio de 1936 y el 15 de junio de 1977, 
fecha de las primeras elecciones parlamentarias libres y pluralistas desde las del 
16 de febrero de 1936. Asimismo en la querella se prevé que la determinación 
de los crímenes se produzca sobre la base del auto del 16 de octubre de 2008 
con el que el juez Garzón intentó asumir las competencias para investigar los 
crímenes franquistas en España:
Para la determinación de los hechos delictivos, el contexto en que se 
produjeron y sus características, resulta pertinente transcribir extensamen-
te determinados párrafos de las resoluciones dictadas, en las fechas que se 
indican, por el Juzgado Central de Instrucción número 5 de la Audiencia 
Nacional de España a cargo del juez Baltasar Garzón. [...] En primer lugar, 
debe resaltarse que los hechos objeto de denuncia nunca han sido investiga-
dos penalmente por la Justicia española, por lo que hasta el día de la fecha, 
la impunidad ha sido la regla frente a unos acontecimientos que podrían 
revestir la calificación jurídica de crimen contra la humanidad (artículo 607 
bis del Código Penal actual).
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A través de este acto se pide: 1) que España remita testimonio completo de 
las «Diligencias previas Proc. Abreviado 399/2006 V» y del Sumario 53/2008 E, 
incluidos los medios de prueba reunidos antes de que se le prohibiera continuar 
la investigación; 2) que el Gobierno de España dé información sobre los nom-
bres y último domicilio conocido de los miembros de los Consejos de Ministros 
de los Gobiernos del Estado Español que desarrollaron sus funciones entre el 
17 de julio de 1936 y el 15 de junio de 1977, idem por las fuerzas armadas y 
la Guardia Civil y el certificado de muerte de los que fallecieron; 3) dé toda la 
información relativa a las personas desaparecidas para poderlas identificar y a las 
que fueron asesinadas o torturadas por motivos políticos y 4) de la misma forma, 
colabore en la localización de las fosas comunes y dé toda la información que 
posea sobre los niños sustraídos a su familias durante la dictadura.
Actualmente podemos ver que la querella sigue avanzando tanto que la 
jueza instructora del caso, María Servini, ha pedido imputar a tres de los que 
fueron ministros durante la dictadura de Franco, involucrados en la comisión de 
los crímenes de genocidio y contra la humanidad: Martín Villa, ministro de Go-
bernación y después vicepresidente del Gobierno durante la transición, Utrera 
Molina, ministro de Vivienda, y Fernando Suárez, ministro del Trabajo.
3.7.3. Australia
En el informe «Australian views on the scope and application of the principle 
of universal jurisdiction» 108, se afirma que para dar aplicación y hacer efectivo el 
principio de jurisdicción universal en la legislación nacional australiana fue creado 
un sistema para la prevención y sanción de los crímenes internacional basado en 
tres pilares: 1) seguridad fronteriza; 2) investigación y procesamiento internos; 3) 
y cooperación en crímenes internacionales. La presencia del acusado en territorio 
australiano es considerada elemento indispensable en el momento en que se em-
piecen los juicios. En los apartados 268 y 274 de la Criminal Code Act de 1995 109 
encontramos la definición de crímenes de genocidio, tortura, crímenes contra la 
108 Informe de 2009 de Australia, en respuesta a la resolución de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas relativa al estado de aplicación del principio de jurisdicción universal, la nº 65/177 (véase 
la nota 200); el texto del informe se puede consultar en la siguiente página web: http://www.
un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/Australia.pdf.
109 Se puede consultar el Código Penal en la siguiente página web: http://www.comlaw.gov.au/
Details/C2014C00196/Html/Volume_2#_Toc390957730.
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humanidad y de guerra. Estas conductas están sujetas a una jurisdicción especial 
(unrestricted category D jurisdiction) que se activa con independencia del lugar de 
comisión de los hechos, o de la nacionalidad de las víctimas o del victimario. En 
las secciones 268.121 y 274.3 se establece la norma sobre el necesario consensus 
de la Fiscalía para empezar las investigaciones, para evitar un uso abusivo de esta 
tipología de jurisdicción. En cumplimiento de sus funciones la Fiscalía tendrá que 
tener en justa consideración las normas internacionales sobre la persecución de 
dichos actos, las practicas de otros Estados basadas sobre la justicia universal y la 
practica de los tribunales internacionales que se han pronunciado sobre la misma.
Hay una segunda categoría de crímenes: esclavitud, violencia sexual y trá-
fico de personas, establecida en la sección 270 y 271 del Código Penal austra-
liano. En este caso se establecen criterios y requisitos diferentes para activar la 
jurisdicción de los tribunales nacionales. En el caso de la esclavitud, en la sección 
270.3 se afirma la jurisdicción de los tribunales nacionales con independencia 
de la presencia del acusado en el territorio australiano; mientras que por los 
demás delitos antes citados se establece que, si las conductas ocurren fuera del 
territorio nacional, los tribunales nacionales tendrán jurisdicción en el caso de 
que el victimario tenga la nacionalidad australiana o sea residente en este país.
En en caso Polyukhovich 110, en relación a los crímenes de guerra, la Corte 
Suprema de Australia afirmó la jurisdicción sobre los actos que constituyen crí-
menes de guerra cometidos durante la Segunda Guerra Mundial. En este asunto, 
la Corte, haciendo referencia a la War Crimens Act 111 (WCA) de 1945, modi-
ficada en 1989, afirma que sobre estos actos hay un consenso generalizado de 
atribuir la jurisdicción a los tribunales nacionales con independencia del lugar 
de comisión de los hechos y de la nacionalidad de las víctimas y del victimario. 
Del preámbulo de la WCA se desprende que:
Whereas:
(a) concern has arisen that a significant number of persons who committed 
serious war crimes in Europe during World War II may since have entered 
Australia and became Australian citizens or residents; (b) it is appropriate that 
persons accused of such war crimes be brought to trial in the ordinary cri-
minal courts in Australia; and (c) it is also essential in the interests of justice 
110 Polyukhovich v. the Commonwealth of Australia and Another (1991) 172 CLR 501 F.C. 91/026. 
El texto se puede consultar en la siguiente página web: http://www.haguejusticeportal.net/Docs/
NLP/Australia/Polyukhovich_High_Court_Decision_14-8-1991.pdf.
111 El texto se puede consultar en: http://www.austlii.edu.au/au/legis/cth/consol_act/wca1945121/.
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that persons so accused be given a fair trial with all the safeguards for accused 
persons in trials in those courts, having particular regard to matters such as 
the gravity of the allegations and the lapse of time since the alleged crimes 112.
Al acusado se le atribuían crímenes de guerra cometidos entre septiembre 
1942 y mayo de 1943 en Ucrania. Sin embargo, por falta de pruebas fue pues-
to en libertad en mayo de 1993 113. Otra sentencia que resulta importante es la 
relativa al Tribunal Federal en el caso Thompson 114 donde se afirmó que no se 
podía hablar de adaptación automática de la legislación nacional al derecho 
consuetudinario sobre crímenes internacionales. De hecho, este tribunal afirmó 
que el derecho internacional consuetudinario no puede ser considerado parte 
integrante del ordenamiento jurídico nacional en cuanto no es self­executing.
3.7.4. Austria
Como se desprende del informe presentado por Austria, en diciembre de 
2009, sobre la aplicación del principio de jurisdicción universal en este país 115, el 
Código Penal austriaco, Strafgesetzbuch, prevé, en los artículos 62-67, las normas 
de derecho penal internacional. En particular, los artículos 64 y 65.1.2 prevén 
una extensión de jurisdicción a una limitada lista de delitos «other punishable 
criminal acts which Austria is under an obligation to punish even when they 
have been committed abroad» (artículo 64 sub-párrafo 6) 116, listado que inclu-
112 [Traducción de la autora]: «considerando: (a) ha surgido la preocupación de que un número signi-
ficativo de personas que han cometido graves crímenes de guerra en Europa durante la Segunda 
Guerra Mundial ya pueden haber entrado en Australia y han llegado a ser ciudadanos australianos 
o residentes; (b) que es conveniente que las personas acusadas de tales crímenes de guerra sean 
juzgadas en los tribunales penales ordinarios en Australia; y (c) es también esencial para los inte-
reses de la justicia de las personas así acusadas que sean sometidas a un juicio justo con todas las 
garantías para los acusados en los juicios, teniendo especialmente en cuenta cuestiones tales como 
la gravedad de las imputaciones y el lapso de tiempo transcurrido desde los presuntos delitos».
113 Para más información sobre este asunto, véase, entre otros, Pigrau i Solé (2009: 40).
114 Sentencia del Tribunal Federal de Australia de 1 de septiembre de 1999, Nulyarimma v. Thompson 
relativa al crimen de genocidio. El texto se puede consultar en la siguiente página web: http://
www.icrc.org/applic/ihl/ihlnat.nsf/0/5f7290d6b2452b57c12576560041b861/$FILE/48929658.
pdf/Australia%20-%20Nulyarimma%20Case%201999.pdf.
115 Informe presentado por Austria en respuesta a la resolución 64/77 (véase la nota 200) sobre la 
aplicación del principio de jurisdicción universal con el título: «The Scope and Application of the 
Principle of Universal Jurisdiction». Se puede consultar el texto en la siguiente página web: http://
www.un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/Austria.pdf.
116 [Traducción de la autora]: «otros hechos criminales punibles en que Austria tiene la obligación de 
castigar aún cuando hayan sido cometidos en el extranjero».
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ye los crímenes recogidos en la Convención de las Naciones Unidas como el 
crimen de tortura, las violaciones a los Convenios de Ginebra y sus Protocolos 
Adicionales y el crimen de genocidio. Hasta este momento, las normas ante-
riores han sido utilizadas como medios para la aplicación de la cláusula jurídica 
aut dedere aut judicare y en pocos casos se ha decidido proceder en aplicación del 
principio de jurisdicción universal, como en el asunto Cvjetkovic, en el que la 
extradición de los acusados resultó ser imposible. Por lo que se refiere al caso 
Cvjetkovic, Republic of Austria contra Cvjetkovic, que se encontraba en terri-
torio austriaco y al que se le atribuían actos de genocidio en territorio de Bos-
nia, y a pesar de la inicial afirmación de competencia de la jurisdicción austriaca, 
confirmada también por la Corte Suprema de Austria en 1994, el imputado fue 
absuelto de los cargos el año siguiente por la Corte de Salzburgo 117.
Muy controvertido fue el asunto Kadyrov 118, jefe de la República Rusa de 
Chechenia en el Cáucaso Norte, acusado de tortura en 2008. El 13 de junio 
de 2008, fue presentada una denuncia en nombre de ECCHR contra Ramzan 
Kadyrov, acusado de actos de tortura y del asesinado de Umar Israilov 119, testigo 
clave en una demanda ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, sobre los 
delitos que este último había sufrido en Chechenia, y refugiado político en Austria 
desde el verano de 2007 120. Este caso no prosperó debido a la oposición del Fiscal 
de abrir la investigación y de emitir la orden de detención contra Kadyrov, a falta 
de pruebas directas que relacionasen a este último con las torturas y el asesinato.
3.7.5. Bélgica
Seguramente uno de los Estados que más han contribuido en este campo 
ejerciendo la jurisdicción universal ha sido Bélgica. En 1998 fue creada una 
unidad 121 para tratar exclusivamente los crímenes internacionales perpetrados 
117 Sobre este tema véase Pigrau i Solé (2009: 40 y ss.).
118 Más información sobre el caso en: http://www.ecchr.de/chechnya.html.
119 Los tribunales austriacos condenaron el 1 de junio de 2011 a tres chechenos, Otto Kaltenbrunner, 
Suleiman Dadayev y Turpal-Ali Yesherkayev, por la muerte de Umar Israilov. El primero fue con-
denado a cadena perpetua, el segundo a 19 años de prisón y el último a 16 años.
120 Sobre este aspecto véase la sentencia de la Corte Europea de Derechos Humanos en el caso 
Askhabova vs. Russia (54765/09), de 18 de abril de 2013, sobre la violación de los artículos 2, 3 
y 5 de la Convención Europea de los derechos humanos y por la que se condena al cuerpo de 
seguridad de Chechenia responsable de secuestro y asesinato.
121 Esta unidad es parte de la sección penal de la policía judicial del: arrondissement judiciaire Bru-
xelles.
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en diferentes países. Hasta ahora el equipo ha investigado los crímenes interna-
cionales cometidos, entre otros, en Ruanda, Chad, Guatemala. El principio de 
justicia universal ha sido codificado por el legislador belga en el artículo 7 de la 
ley de 17 junio de 1993. Dicha norma fue modificada en un primer momento 
en 1999 y después en 2003 122:
Belgium was one of the pioneers in the establishment of universal ju-
risdiction in respect of grave crimes under international humanitarian law. 
The act of 16 June 1993 which transposed to Belgium law the system of 
suppression established by the four Geneva Conventions of 1949 and their 
two protocols of 1977 on the protection of victims of war was extended to 
the crime of genocide and crimes against humanity by an act of 10 February 
1999. Thus, victims of war crimes, crimes against humanity and crimes of 
genocide may complain before the Belgian courts irrespective of the place 
of the crime, the nationality of the perpetrator or that of the victim. Under 
this act, Belgian courts were accorded absolute universal jurisdiction in or-
der to suppress the most serious crimes affecting the international commu-
nity 123. (Informe de Belgíca de 2009)
122 «The act of 5 August 2003 on grave violations of international humanitarian law preserves intact 
the substantive law of the 1993 and 1999 acts by including in the penal code a new chapter I 
bis: “Grave violations of international humanitarian law”. Moreover, the rules on the jurisdiction 
of Belgian courts are still broad, as a result of an adaptation of the general law of extraterrito-
rial competence to the realities of modern international crime. At the same time, however, the 
2003 act modifies the procedure for applying to Belgian courts by providing that prosecutions, 
including investigations, can be undertaken only at the request of the federal prosecutor, who 
assesses the complaints made». [Traducción de la autora]: «La ley de 5 de agosto de 2003 sobre las 
graves violaciones del derecho internacional humanitario conserva intacto el derecho sustantivo 
de los actos de 1993 y 1999 mediante la inclusión en el Código Penal de un nuevo capítulo I bis: 
“Violaciones graves del derecho internacional humanitario”. Por otra parte, las normas relativas 
a la competencia de los tribunales belgas se amplían, como resultado de la adaptación de la ley 
general de la jurisdicción extraterritorial a la realidad de la delincuencia internacional moderna. 
Al mismo tiempo, sin embargo, la ley de 2003 modifica el procedimiento para solicitar a los tri-
bunales belgas probar que las persecuciones, incluidas las investigaciones, pueden llevarse a cabo 
solo a petición del fiscal federal, quien evalúa las demandas hechas». Informe de Bélgica de 2009: 
«Observations by Belgium on the scope and application of the principle of universal jurisdic-
tion», en respuesta a la resolución 64/ 117 (véase la nota 200) de la Asamblea de las Naciones 
Unidas relativa a la aplicación del principio de jurisdicción universal. El texto se puede consultar 
en la siguiente página web: http://www.un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesCom-
ments/Belgium_E.pdf.
123 [Traducción de la autora]: «Bélgica fue uno de los pioneros en el establecimiento de la jurisdicción 
universal respecto a delitos graves conforme al derecho humanitario internacional. La ley de 16 
de junio 1993, con la que se traspasó a la ley belga el sistema de supresión establecido por los 4 
Convenios de Ginebra de 1949 y sus dos protocolos de 1977 sobre la protección de las víctimas 
de guerra, se extendió a los delitos de genocidio y crímenes contra la humanidad por ley de 10 de 
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Desde ahora y conforme a lo expresado por Bassiouni (2002: 53) en rela-
ción al texto original de la norma belga que establecía esta clase de jurisdicción, 
podemos decir que:
Bélgica probablemente tiene disposiciones que establecen el ejercicio más 
extenso de la jurisdicción universal sobre crímenes contra los derechos hu-
manos que cualquier otro país. Los tribunales belgas pueden conocer casos 
de crímenes de guerra (internos e internacionales), crímenes contra la hu-
manidad y genocidio no cometidos por ciudadanos belgas fuera de Bélgica 
contra ciudadanos que no son belgas, incluso sin la presencia del acusado 
en Bélgica. Por razones prácticas, sin embargo, es poco probable que los 
tribunales se aboquen a una investigación a menos que Bélgica tenga una 
verdadera conexión con el caso.
Modificada en 1999, ampliando el listado de crímenes sobre los cuales se 
puede ejercer la jurisdicción universal, entre estos genocidio y crímenes en contra 
de la humanidad, en su artículo 7 establece: «Les juridictions belges sont compé-
tentes pour connaître des infractions prévues à la présente loi, indépendamment 
du lieu où celles-ci auront été commises 124». Esta ley ha sido enmendada en 2003, 
bajo numerosas presiones políticas y por razones de economía procesal, llegando 
a introducir el criterio de la presencia del imputado sobre el territorio belga. En 
cualquier caso, a pesar del paso atrás dado con esta reforma, según Amnistía Inter-
nacional de Bélgica, esta ley ha sido muy útil en la lucha contra la impunidad en 
caso de crímenes internacionales:
Avec son ancienne loi de compétence universelle, la Belgique contribuait 
à détruire le mur d‘impunité derrière lequel les tyrans du monde entier 
s‘abritent pour couvrir leurs crimes. Il est vraiment regrettable que la Bel-
gique oublie, aujourd‘hui, les victimes pour lesquelles son système judiciaire 
représentait un espoir de justice 125.
febrero 1999. Por lo tanto, las víctimas de los crímenes de guerra, crímenes contra la humanidad 
y crímenes de genocidio pueden quejarse ante los tribunales belgas con independencia del lugar 
del crimen, la nacionalidad del autor o de la víctima. Bajo esta ley, los tribunales belgas acordaron 
la jurisdicción universal absoluta con el fin de suprimir los delitos más graves que afectan a la 
comunidad internacional». (Informe de Bélgica de 2009)
124 [Traducción de la autora]: «Los tribunales belgas tienen jurisdicción para juzgar delitos contem-
plados en esta ley, independientemente de dónde se hayan cometido».
125 [Traducción de la autora]: «Con su antigua ley, la jurisdicción universal de Bélgica contribuyó a 
destruir el muro de la impunidad detrás de la cual los tiranos se esconden para cubrir sus crímenes. 
Es verdaderamente lamentable que hoy Bélgica olvide a víctimas para las que el sistema judicial 
representa una esperanza de justicia».
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Pasando a las normas actualmente en vigor, que establecen los criterios de 
jurisdicción, estas están contenidas en el código procesal penal. En este (Code 
de procédure pénale), se ha introducido una norma de carácter general que prevé 
una extensión de la jurisdicción por parte de los tribunales nacionales en todos 
los casos en el que una obligación internacional, derivada por un tratado ratifi-
cado por el Estado, establezca de manera clara y unívoca dicha extensión. Esta 
previsión está contenida en el artículo 12 bis título preliminar del código pro-
cesal penal, introducido en el año 2001 126. En el caso del crimen de terrorismo, 
el artículo 10, título sexto preliminar del código procesal penal, reconoce una 
competencia general universal siempre que el autor se encuentre en territorio 
estatal.
Para evaluar el trabajo hecho por los tribunales nacionales belgas en el tema 
de jurisdicción extraterritorial, partimos de los juicios abiertos en 1995 127 por la 
Cour d‘assises, sobre los asuntos Ntezimana, Higaniro, Mukangango, Mukabu-
tera, acusados y condenados en 2001 por crímenes de guerra 128 cometidos en 
territorio de Ruanda. Relativos a los crímenes de guerra y de genocidio per-
petrados en Ruanda son los otros juicios abiertos en los tribunales belgas en los 
casos Nzabonimana 129 y Ndashyikirwa 130, condenados en 2005, y Ntuyahaga 131, 
condenado en 2007 por el asesinato de cascos azules.
Una decisión que resulta ser importante en el análisis de la experiencia 
belga es la sentencia relativa al caso Sharon 132, emitida por el tribunal belga en 
126 «The Belgian courts are competent to take cognizance of offences committed outside the territo-
ry of the Kingdom that are the object of an international convention binding on Belgium if the 
convention obliges in any way to submit the case to the competent authorities for the purpose of 
prosecution». [Traducción de la autora]: «Los tribunales belgas son competentes para conocer los 
delitos cometidos fuera del territorio del Reino que son el objeto de un convenio internacional 
vinculante en Bélgica si el convenio obliga en modo alguno a someter el caso a las autoridades 
competentes a efectos de enjuiciamiento».
127 Para profundizar en el tema de los primeros juicios llevados a cabo por los tribunales belgas relativos 
a la aplicación del principio de justicia universal, véase, entre otros, Pigrau i Solé (2009: 41 y ss).
128 El texto de la sentencia, relativa a los asuntos Ntezimana, Higaniro, Mukangango, Mukabutera, 
se puede consultar en la página web: http://www.haguejusticeportal.net/Docs/NLP/Belgium/
Ntezimana_arret_(8-6-2001).pdf.
129 Más información sobre este caso en: http://www.trial-ch.org/en/ressources/trial-watch/trial-
watch/profils/profile/327/action/show/controller/Profile.html.
130 Más información sobre este caso en: http://www.trial-ch.org/en/resources/trial-watch/trial-
watch/profiles/profile/328/action/show/controller/Profile.html.
131 Texto de la sentencia en: http://www.trial-ch.org/uploads/tx_wetwdb/arret-5-juillet-2007.pdf.
132 Los hechos pueden ser resumidos de la siguiente forma: el 18 de junio de 2001 fue depositado 
en Bruselas un recurso en contra de Ariel Sharon y Amos Yaron, debido a una denuncia formal 
presentada por veintitrés personas, palestinos y libaneses, sobrevivientes de la masacre de Sabra y 
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2001. Se puede destacar que el caso ha tenido bastante relevancia internacio-
nal, por el hecho de que el proceso se celebró en este país cuando en su ley de 
1993 establecía el principio de jurisdicción universal de forma absoluta 133. Sin 
embargo, este caso resulta importante en cuanto estuvo en el centro de un aten-
to debate internacional debido a su proximidad temporal con otra importante 
causa que vio involucrados a los tribunales belgas en 2001 frente a la Corte 
Internacional de Justicia. De hecho en 2001, Bélgica perdió, ante la Corte In-
ternacional de Justicia, el caso relativo a la posibilidad de empezar un procedi-
Shatila, perpetrada en Beirut en septiembre de 1982 durante la ocupación israelí. Ariel Sharon y 
Amos Yaron fueron acusados de genocidio, crímenes en contra de la humanidad, crímenes de gue-
rra y violaciones de los Convenios de Ginebra. El 5 de diciembre de 2001 el fiscal general belga, 
Pierre Morlet, aseguraba que los tribunales belgas tenían competencia para juzgar el caso, que 
apoyaba totalmente la investigación relativa a la responsabilidad de Sharon en las masacres de 1982 
y que esta última debería seguir adelante. Al mismo tiempo, los abogados de Ariel Sharon provoca-
ron la suspensión temporal del caso en octubre, argumentando que Bélgica no tenía jurisdicción 
sobre un primer ministro que aún ocupaba su cargo. Según la ley belga de 1993, enmendada en 
2003, y el derecho internacional, Sharon es imputable también por los crímenes de guerra y por 
esa razón este caso es fundamental y de gran importancia, no solamente por el hecho de que viene 
aplicada una jurisdicción universal por los crímenes de guerra, como muestra de una nueva sen-
sibilidad que ha llevado a la formación de una Corte Penal Internacional, sino porque se ha dado 
relevancia a la obligación puesta sobre los Estados de reprimir estos actos. De hecho, las violacio-
nes de los derechos humanos de las Convenciones de Ginebra y de las resoluciones de la ONU 
obligan a los Estados a una inmediata acción internacional para poner fin a estos crímenes. En la 
denuncia se resalta que en la época en que se verificaron dichos actos, el ejército israelí controlaba 
toda la ciudad de Beirut. La demanda sostiene que Sharon, ministro de Defensa y comandante del 
ejército, organizó el ataque en Líbano y fue el principal responsable de la masacre de palestinos por 
parte de las milicias libanesas, que entraron en los campamentos de los refugiados en las ciudades 
de Sabra y Shatila, zona controlada por Israel, siguiendo órdenes del ejército israelí la noche del 16 
de septiembre de 1982; por lo tanto Sharon fue imputado por tener una personal responsibility en 
la masacre, como se explica en el «Informe: 1983, The Complete Kahan Commission Report»: el 
ejército israelita recibió los primeros informes sobre las atrocidades que se estaban llevando a cabo 
en los campamentos pero, al mismo tiempo, permitieron que las fuerzas libanesas permanecieran 
en el interior del territorio hasta la mañana del 18 de septiembre. La primera respuesta dada por 
el tribunal de primera instancia fue negativa, declarando la no admisibilidad del juicio en los tri-
bunales belgas. Por su parte, la Corte Suprema de Bruselas, el 26 de junio de 2002, decidió por 
la admisibilidad del procedimiento penal contra del primer ministro de Israel. De hecho anuló la 
precedente decisión del tribunal de primera instancia que había declarado inadmisible el caso. Pero 
esta decisión llegó en un momento bastante delicado.
133 Al principio de este capítulo hemos mencionado las diferentes posturas de los Estados ante un 
tipo de jurisdicción extraterritorial, y hemos relevado cómo en la actualidad existen dos diferentes 
tipologías de jurisdicción; condicionada y absoluta, dependiendo de los criterios admitidos en cada 
Estado para su aplicación. Podemos constatar como Bélgica ha sido, hasta ahora, uno de los países 
en el que la ley de 17 de junio de 1993, que contiene el listado de las graves violaciones al derecho 
humanitario, autorizaba a los jueces nacionales competentes para juzgar a los responsables aun en 
ausencia del imputado en el territorio.
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miento a cargo del ministro de Asuntos Exteriores de la República Democrática 
de Congo 134. Debido a ello, y tomando en consideración todas las cuestiones y 
dudas nacidas a nivel internacional sobre la compatibilidad del ejercicio extra-
territorial de la jurisdicción penal con las normas internacionales y nacionales 
que prevén inmunidades para los funcionarios de un Estado, el procurador del 
Estado belga sugirió a la Cour d’assises el reconocer la inmunidad del primer 
ministro. Aunado a esto, en febrero de 2003 la Cour d’assises 135 belga decidió no 
proceder en contra del imputado, concediéndole de esta manera la inmunidad. 
Como explica Sánchez Legido (2004), en la citada decisión, la Corte declaró 
inadmisibles las acciones ejercidas contra Sharon por considerar aplicable con 
preferencia al derecho interno belga el derecho internacional consuetudinario 
en materia de inmunidad de los altos representantes estatales en ejercicio, tal y 
como lo había interpretado la CIJ en el asunto relativo a la orden internacional 
de arresto. Pero no se expone en lo relativo a la posibilidad del ejercicio por 
parte de los tribunales belgas de la jurisdicción universal absoluta en ausencia 
del reo en territorio belga. Se lee en la motivación de la sentencia de la Corte 
Suprema belga:
La coutume internationale s’oppose à ce que les chefs d’États et de gou-
vernement en exercice puissent, en l’absence de dispositions internationales 
134 Resumiendo, los hechos más relevantes sobre este caso son: el 11 de abril de 2000, el juez de Ins-
trucción del Tribunal de Primera Instancia de Bruselas emitió una orden de captura internacional 
en rebeldía contra Abdulaye Yerodia Ndombasi, en la que se le acusaba de ser autor y cómplice 
de los delitos que constituyen violaciones graves de los Convenios de Ginebra de 1949 y de sus 
Protocolos adicionales y crímenes de lesa humanidad. El 17 de octubre de 2000, la República 
Democrática de Congo presentó un recurso a la Corte Internacional de Justicia, en el que se 
solicitó que declarase nula la orden de detención internacional emitida el 11 de abril 2000. Este 
órgano declaró que tal y como es afirmado en muchos tratados internacionales, entre otros, el 
Convenio de Viena sobre relaciones diplomáticas de 18 de abril de 1961 y la Convención de 
Nueva York sobre las Misiones Especiales de fecha 8 de diciembre de 1969, y las decisiones de 
otros tribunales internos como la Cámara de los Lores en Gran Bretaña en el caso Pinochet, el 
derecho internacional reconoce la inmunidad de los funcionarios del Estado, como los agentes 
diplomáticos y consulares, incluyendo jefes de Estado, jefes de gobierno y ministros de relaciones 
exteriores de la jurisdicción civil y penal de otros países. De esta forma este Tribunal llegó a la 
conclusión de que el Reino de Bélgica debía, por tanto, cancelar la orden de detención de 11 
de abril de 2000 e informar a las autoridades congoleñas de que se distribuyó esa orden. Para 
más información sobre este asunto, véase la página web de la Corte Internacional de Justicia, en: 
http://www.icjcij.org/docket/pr=543&code=cobe&p1=3&p2=3&p3=6&case=121&k=36&P
HPSESSID=137e6b049d3288ebe37e63211bf47f72.
135 Decisión de la Suprema Corte de Casación del 12 febrero de 2003 (Cour de Cassation, Section 
Francaise, 2e Chambre, arrêt du 12 fevrier 2003, Aff. Hijazi S. et crts. C/ Sharon A. et Yaron A., 
nº JC032C1_1), consultable en: http:// www.indictsharon.net/12feb2003dectrans.pdf. 
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contraires s’imposant aux États concernés, faire l’objet de poursuites devant 
les juridictions pénales d’un État étranger 136.
Para finalizar con la experiencia belga, no podemos dejar de mencionar 
el caso Habré 137, importante bajo diferentes perspectivas pero en particular en 
cuanto ha abierto las puertas al ejercicio de la jurisdicción universal en el conti-
nente africano. De hecho, como veremos en el apartado relativo a la práctica de 
Senegal, en 2015 empieza el procedimiento contra Habré en dicho país gracias 
al enorme esfuerzo hecho por las víctimas que durante años habían pedido jus-
ticia delante de los tribunales belgas, a la justicia belga y al trabajo de la Corte 
Internacional de Justicia.
En febrero del año 2009, Bélgica presentó una demanda ante la Corte 
Internacional de Justicia 138 fundamentada, en primer lugar, sobre la negativa de 
Senegal de extraditar al señor Habré y, en segundo lugar, sobre el incumplimien-
to de la obligación de someter su caso ante las autoridades competentes 139. En 
este caso la Corte Internacional de Justicia, acogiendo la demanda de Bélgica, 
determinó la responsabilidad internacional de Senegal y reconoció la obligación 
136 [Traducción de la autora]: «La costumbre internacional se opone al hecho de procesar a los jefes 
de Estado y de Gobierno en ejercicio, en ausencia de disposiciones contrarias internacionales que 
vinculan a los Estados interesados ante los tribunales penales de un Estado extranjero».
137 Habré está acusado de haber matado y torturado a miles de personas durante los años 1982 y 1990. 
Sobre este asunto resulta importante destacar el papel fundamental jugado por dos de los principa-
les actores que han estado luchando por una acusación de Habré, antes en territorio belga y ahora 
en Senegal, el abogado Chad Jacqueline Moudeina, que recibió el Premio Nobel Alternativo de 
la Paz en 2011 por su trabajo persistente para poner fin a la impunidad de los crímenes, y Reed 
Brody de Human Rights Watch. De hecho, un paso fundamental hacia la decisión de juzgar a Ha-
bré ocurrió cuando las víctimas, apoyadas por Moudeina y Brody, decidieron presentar demanda 
contra él en Bélgica, bajo el principio de jurisdicción universal y una vez demostrado que todos 
los intentos de procesar a Habré en su país, Chad, y su país de exilio, Senegal, habían fallado. La 
información sobre el caso Habré puede ser consultada en la siguiente página web: http://www.
hrw.org/habre-case.
138 Cour Internationale de Justice recueil des arrêts, avis consultatifs et ordonnances, questions con-
cernant l’obligation de poursuivre ou d’extrader (belgique c. sénégal), arrêt du 20 juillet 2012, 
la sentencia se puede consultar en la siguiente página web: http://www.icj-cij.org/docket/fi-
les/144/17064.pdf.
139 Se lee en la sentencia que Bélgica pidió: – Que la Corte tiene competencia para conocer de 
la controversia entre Bélgica y Senegal sobre el cumplimiento por Senegal de su obligación de 
enjuiciar al Sr. H. Habré, o extraditarlo a Bélgica para someterlo a un proceso penal. – Que la 
pretensión de Bélgica es admisible. – Que la República del Senegal está obligada a incorporar 
una acción penal contra el sr. H. Habré por actos que incluyen delitos de tortura y crímenes de 
lesa humanidad que se le imputan como autor, coautor o cómplice. – Que, si no enjuicia al Sr. H. 
Habré, la República del Senegal está obligada a extraditarlo al Reino de Bélgica para que pueda 
responder por estos delitos ante los tribunales belgas.
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principal que este Estado debía cumplir: activar la justicia para las víctimas de 
dichos crímenes. Y por lo tanto ordenó el inicio de las investigaciones y los jui-
cios relativos a los crímenes cometidos en dicho territorio. De hecho la Corte 
concluyó que Senegal incumplió las obligaciones previstas en los artículos 6.2 
y 7.1 de la Convención contra los actos de tortura y las penas inhumanas y de-
gradantes por no haber iniciado acciones penales por los actos ilícitos de tortura 
cometidos por Habré y por no haber sometido su caso ante las autoridades 
competentes, y ordenó a Senegal cesar en el incumplimiento de las obligaciones 
previstas en la Convención sobre los actos de tortura y llevar a cabo, sin demoras, 
las medidas necesarias para someter el asunto del señor Habré ante sus autori-
dades competentes con miras a su judicialización. En cualquier caso la sentencia 
nos deja algunas problemáticas más en el complicado mundo de la jurisdicción 
universal y por lo tanto resulta ser importante a la hora de evaluar la futura utili-
zación de esta jurisdicción y la compatibilidad de las normas que la prevén con 
las otras normas internas o internacionales que otorgan inmunidades, amnistías 
e indultos 140.
En cumplimiento de la sentencia, el 24 julio de 2012 se instituyó el Tribunal 
especial para los crímenes cometidos en Senegal con jueces provenientes de la 
Unión Africana; y después de 22 años de total impunidad, Habré, el 30 de junio 
de 2013, fue detenido en Dakar y fue procesado en 2015 por este tribunal.
3.7.6. Canadá
«Without justice, there is no reconciliation, and without reconciliation, no 
peace 141». Lloyd Axworthy, académico y político canadiense (1998) 142, expresó 
140 Preliminarmente, podemos decir que dicho tribunal no menciona la problemática relativa a la 
inmunidad de la jurisdicción de un sujeto que ha tenido cargos oficiales en otro país cuando este 
último haya cometido un crimen internacional, además no se pronuncia sobre otros aspectos del 
caso, y resulta ser criticable el hecho que tampoco entre en consideraciones sobre la cuestión de la 
jurisdicción universal para crímenes contra la humanidad. Otra vez más, este tribunal no aprovecha 
el caso para establecer criterios claros y precisos sobre las obligaciones derivadas del incumpli-
miento de las normas internacionales sobre la persecución de los crímenes internacionales y con 
ello pierde la oportunidad de hacer progresar, de forma importante, el derecho internacional.
141 [Traducción de la autora]: «Sin justicia, no hay reconciliación, y sin reconciliación, no hay paz».
142 Caroline Sawatzki en el informe «Universal Jurisdiction in Crimes against Humanity» sobre la 
aplicación del principio de justicia universal por los tribunales canadienses afirma que: «Canada 
would like to work with nations to creatively and innovatively foster their participation not only 
in signing, ratifying, and adhering to the Rome Statute of the International Criminal Court, but 
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de esta forma la intención de cooperar con la Corte Penal Internacional 143 y de 
codificar y dar actuación a las normas internacionales en el tema de represión de 
las graves violaciones al derecho internacional por parte del Gobierno de Canadá.
Conforme a las previsiones normativas de la Crimes Against Humanity 
and War Crimes Act, enmendadas en el año 2000, los tribunales canadienses son 
competentes para conocer casos de crímenes de genocidio 144, contra la humani-
dad 145 y de guerra 146, aun si fueron cometidos fuera del territorio canadiense, y a 
determinar las eventuales responsabilidades penales de los autores 147.
Sobre esta base normativa se han abierto numerosos juicios, como el caso 
Munyaneza 148, relativo a los crímenes de genocidio y contra la humanidad 
also in attaining their support and participation within the Court itself. Canada strongly believes 
in the ability of nations to work through differences to reach a consensus concerning legal stan-
dards for universal jurisdiction on crimes against humanity, and is willing to attempt to foster such 
an agreement within reasonable means». [Traducción de la autora]: «Canadá desea trabajar con las 
naciones para fomentar de manera creativa e innovadora con su participación no solo con la firma, 
ratificación y la adhesión al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, sino también en la 
consecución de su apoyo y participación dentro de la propia Corte. Canadá cree firmemente en la 
capacidad de las naciones para trabajar a pesar de las diferencias para llegar a un consenso sobre las 
normas jurídicas relativas a la jurisdicción universal sobre los crímenes de lesa humanidad, y está 
dispuesta a tratar de promover un acuerdo de este tipo dentro de los medios razonables». El texto 
se puede consultar en la siguiente página web: http://www.glica.org/topics/show/95. 
143 Canadá ratificó el Estatuto de Roma en julio de 2000.
144 Los actos de genocidio están disciplinados en los artículos 6(3) y 6(4) de la Crimes Against Hu-
manity and War Crimes Act. El texto se puede consultar en: http://www.cbsa-asfc.gc.ca/security-
securite/wc-cg/wc-cg2007-eng.html.
145 Los crímenes contra la humanidad están disciplinados en los artículos 6(3) y 6(5) de la Crimes 
Against Humanity and War Crimes Act. El texto se puede consultar en: http://www.cbsa-asfc.
gc.ca/security-securite/wc-cg/wc-cg2007-eng.html.
146 Los crímenes de guerra están disciplinados en el artículo 6(3) de la Crimes Against Humanity and 
War Crimes Act. El texto se puede consultar en: http://www.cbsa-asfc.gc.ca/security-securite/
wc-cg/wc-cg2007-eng.html.
147 Crimes Against Humanity and War Crimes Act, Sec. 6. (1): «Every person who, either before or 
after the coming into force of this section, commits outside Canada (a) genocide; (b) a crime 
against humanity; or (c) a war crime, is guilty of an indictable offence and may be prosecuted for 
that offence in accordance with section 8». [Traducción de la autora]: «Toda persona que, ya sea 
antes o después de la entrada en vigor del presente artículo, cometa fuera de Canadá (a) genocidio; 
(b) un crimen contra la humanidad; o (c) un crimen de guerra es culpable de un delito grave y 
podrá ser procesada por ese delito de conformidad con la sección 8». El texto se puede consultar 
en: http://www.international.gc.ca/court-cour/war-crimes-guerres.aspx?lang=eng.
148 En 2009, Désiré Munyaneza fue juzgado y declarado culpable de siete cargos de genocidio, crí-
menes contra la humanidad y crímenes de guerra cometidos en la prefectura de Butare, Ruanda, 
entre el 1 de abril y 31 de julio de 1994. Por dichos delitos fue condenado a cadena perpetua. 
(Superior Court of Canada, Province of Québec, District of Montreal, Criminal Division, N. 500-
73-002500-052, del 22 de mayo de 2009). El texto de la sentencia se puede consultar en: http://
www.montrealgazette.com/pdf/munyaneza.pdf.
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cometidos en Ruanda, o el caso Finta 149, policía húngaro enjuiciado por críme-
nes contra la humanidad, absuelto por falta de pruebas. En este último ejemplo, 
como afirma Ollé Sesé (2008: 363), se estableció que, aunque los tribunales 
nacionales tienen una jurisdicción propia para conocer casos contra personas 
residentes en Canadá por delitos cometidos en el extranjero, para determinar 
la jurisdicción el requisito más importante es la naturaleza del delito, que en el 
caso Finta eran los crímenes contra la humanidad.
3.7.7. Dinamarca
De acuerdo con las resoluciones del Consejo de las Naciones Unidas, el 
Código Penal danés establece en su sección 8, párrafo 1, nº 5, que Dinamarca 
tiene jurisdicción sobre actos cubiertos por normas internacionales que estable-
cen las obligaciones de los Estados que las han ratificado 150. Esto significa que 
los Estados deben implementar las normas internas aptas para dar efectiva apli-
cación de la jurisdicción nacional sobre los crímenes establecidos por las normas 
internacionales internacionalmente reconocidas. El artículo 8, párrafo 1, nº 6, 
establece la jurisdicción danesa en todos los casos en que la extradición de una 
persona en otro país sea negada, y a condición de que el crimen, cometido en 
el exterior, sea considerado como tal en la ley estatal del territorio en el que se 
verificaron los hechos (doble incriminación).
La sección 8ª del Código Penal de Dinamarca define que un acto cometido 
fuera del territorio del Estado danés está sujeto a jurisdicción penal danesa si en-
tra en el listado de crímenes cuya previsión internacional está consagrada en el 
artículo 5 del Estatuto de Roma, a condición de que el acto haya sido cometido 
por un persona que tenga la nacionalidad danesa o que tenga su residencia en 
Dinamarca, o por una persona que está presente en Dinamarca en el momento 
en el que se presentan los cargos. Mientras que, bajo la sección 8b del Código 
Penal de Dinamarca, un acto previsto por el artículo 183a de la ley sobre la 
149 Sentencia de 24 de marzo de 1994, Regina v. Finta, S.C.R. 701, 811. ILR, 104 (1997). El texto se 
puede consultar en: http://scc-csc.lexum.com/scc-csc/scc-csc/en/item/1124/index.do.
150 La información relativa a la legislación danesa se puede encontrar en el documento presentado 
bajo la invitación hecha por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 65/117 
(véase la nota 200) de 16 de diciembre de 2009 por el Ministerio de los Asuntos Exteriores de Di-
namarca en el informe «The Scope and Application of The Principle of Universal Jurisdiction». El 
documento puede consultares en la siguiente página web: http://www.un.org/en/ga/sixth/65/
ScopeAppUniJuri_StatesComments/Denmark.pdf.
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toma de posesión ilegal de un avión o un barco, cuando se cometan fuera del 
territorio del Estado danés, está sujeto a la jurisdicción penal de Dinamarca a 
condición de que el acto haya sido cometido por una persona que sea ciudadana 
danesa o tenga su domicilio o residencia en Dinamarca, o por una persona que 
está presente en Dinamarca cuando se inicien procedimientos legales formales. 
Este Código ha sido enmendado en 2008, en particular en lo relativo al estatuto 
de limitaciones (por ejemplo, la relativa a los límites temporales y a la no retroac-
tividad de las normas penales) en caso de comisión de crímenes internacionales 
como la tortura.
Resulta importante señalar que en Dinamarca ha sido creado un depar-
tamento especial encargado de la investigación y el enjuiciamiento de los crí-
menes internacionales. De hecho, la Oficina Internacional de Crímenes Es-
peciales (SICO) 151 fue establecida en 2002 y está a cargo de la investigación 
y el enjuiciamiento de los graves crímenes cometidos en el extranjero por las 
personas presentes (ciudadano, residente o simplemente presente) en suelo da-
nés. La gran mayoría de denuncias a la SICO se reciben de las autoridades de 
inmigración. Todos los solicitantes de asilo son examinados y entrevistados tres 
veces con el fin de permitir a las autoridades de inmigración verificar sus his-
torias. En todos los casos, la Fiscalía tiene la autoridad exclusiva para decidir si 
hay elementos para iniciar una investigación contra las personas que entren en 
territorio danés.
Por lo que se refiere a los casos llevados ante un tribunal interno bajo el 
principio de jurisdicción universal podemos mencionar el caso Pinochet contra 
el que se presentó una denuncia en 1998, pero que fue rechazada por la Fiscalía 
en diciembre del mismo año porque no se respetaba uno de los requisitos antes 
mencionados: la presencia del reo en territorio danés. En la denuncia, que había 
sido avanzada por un grupo de chilenos residentes en Dinamarca, se le acusaba a 
Pinochet 152 de haber ordenado, diseñado o mantenido un régimen en el que los 
demandantes habían sido expuestos a la detención, la tortura y los tratos degra-
dantes en Chile durante los años 1973–1988. Otros dos casos resultan importantes 
en la práctica danesa y por lo tanto merecen ser mencionados; me refiero al caso 
Saric 153, primer caso enfrentado por los tribunales de este país, en el que se se con-
151 Para profundizar en el tema véase Vestberg (2006: 1 y ss.).
152 Sobre este tema, Pigrau i Solé (2009: 44-45) e Inazumi (2005: 146-147).
153 Corte Suprema Danesa, The prosecution v. Saric, Eastern Division of High Court (third Cham-
ber), S-33396-94, de 25 de noviembre de 1994. Sentencia confirmada en apelación el 15 de agosto 
de 1995. Sobre el caso véase Pigrau i Solé (2009: 44), donde el autor centra su análisis en los tres 
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denó a ocho años de prisión y a la posterior expulsión fuera del territorio danés a 
Refik Saric por crímenes durante el conflicto de la antigua Yugoslavia.
En noviembre de 2002, el exjefe del ejército iraquí Nizar al-Khazraji fue 
acusado de graves violaciones de los Cuatro Convenios de Ginebra en relación 
con los crímenes presuntamente cometidos contra kurdos durante la guerra de 
1980-1988 entre Irán e Irak 154. Khazraji, que había estado viviendo en Dina-
marca y que había solicitado el asilo, fue detenido pero logró escapar en marzo 
de 2003. Las autoridades danesas emitieron una orden de detención nacional e 
internacional y expresaron su disposición a solicitar la extradición en el caso de 
que el acusado se encontrara en el extranjero.
3.7.8. España
En la legislación española 155, tema que será analizado en los capítulos suce-
sivos, el artículo 23.4 de la Ley Orgánica sobre el Poder Judicial nº 6/1985, de 1 
de julio de 1985 156, ha establecido los criterios para el ejercicio de la jurisdicción 
penal universal en España.
La jurisdicción universal, tal y como la entendemos y se manifiesta en la 
actualidad en nuestro derecho, se enmarca en el proceso de internacionaliza-
ción de la justicia penal y es consecuente con el desarrollo del derecho penal 
internacional como forma de luchar contra la impunidad ante las más graves 
violaciones de derechos humanos. (Prada Solaesa, 2014: 20)
casos llevados por los tribunales daneses en aplicación del principio de jurisdicción universal, me 
refiero a Saric, Pinochet y Ahorugeze; además se puede consultar el informe del Ministerio de 
Asuntos Exteriores danés, en respuesta a la resolución 64/117 de la Asamblea de las Naciones Uni-
das (véase la nota 200) sobre la aplicación del principio de jurisdicción universal en Dinamarca. 
El texto del informe se puede consultar en la página web: http://www.un.org/en/ga/sixth/65/
ScopeAppUniJuri_StatesComments/Denmark.pdf.
154 Para profundizar en el caso véase Yearbook of International Humanitarian Law, 2003, 3 YIHL 2003, 
pp. 486-487.
155 Véase el informe presentado por España en respuesta a la resolución 65/33 (véase la nota 200), en 
la sección de 2012 del sexto Comité de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la apli-
cación del principio de jurisdicción universal. El titulo del informe es «The scope and application 
of the principle of universal jurisdiction»; el texto del informe de España se puede consultar en la 
página web: http://www.un.org/en/ga/sixth/66/ScopeAppUniJuri_StatesComments/Spain%20
(S%20to%20E).pdf.
156 Sobre el análisis de la Ley nº 6 de 1985 y de las enmiendas a través de las leyes nº 1 de 2009 y nº 1 
de 2014, véase, entre otros, Bujosa Vadell (2009), Chinchón (2009, 2014), Del-Carpio-Delgado 
(2009), Ferrer Lloret (1993-1994), Ollé Sesé (2008), Pardo Gato (2011), Pigrau i Solé (2009; 2014) 
y Sánchez Legido (2004).
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Este artículo ha sido sucesivamente modificado a través de dos leyes orgá-
nicas, la 1/2009, complementaria de la Ley de reforma de la legislación procesal 
para la implementación de la nueva oficina judicial, y la Ley de reforma del Po-
der Judicial nº 1/2014. Con ellas la Ley Orgánica del Poder Judicial fue modifi-
cada en varios puntos. En particular, en el tema de justicia universal relativa a los 
crímenes de genocidio, lesa humanidad, terrorismo y otras graves violaciones a 
los derechos humanos, el artículo 23 LOPJ fue ampliado y en parte modificado. 
A través de estas reformas se establecieron una serie de limitaciones a la hora de 
aplicar el principio de jurisdicción penal universal determinando criterios que 
ligan el crimen con el Estado 157.
Esta norma ha sido la base de muchos juicios delante de los tribunales 
nacionales en aplicación del principio de jurisdicción universal, desde los men-
cionados casos Scilingo y Pinochet, hasta los más recientes sobre los crímenes 
cometidos en territorio tibetano, en Gaza, en Guatemala y en la prisión de 
Guantánamo. Además, como, enfatiza Bassiouni (2002), en su versión original, 
junto con la legislación belga anterior al 2003, no se establecía ningún requisito 
adicional para el ejercicio de la jurisdicción por las cortes nacionales. Por ejem-
plo, no se establecía que la presencia del acusado en España pudiese impedir 
el ejercicio de la jurisdicción universal, basada únicamente en la naturaleza del 
delito cometido. «[...] hay solamente dos casos conocidos de este autor, específi-
camente Bélgica y España, en los cuales la jurisdicción universal fue aplicada sin 
ningún nexo con el Estado que la aplicó» (Bassiouni: 2002: 47).
Los casos más relevantes serán objeto de un estudio más detallado en el 
quinto capítulo de este trabajo donde se valorará también el impacto de las 
reformas legislativas limitativas del principio de justicia universal, tanto en los 
casos todavía pendientes de juicios como en los futuros basados en ellas.
3.7.9. Estados Unidos
Como hemos analizado en el segundo capítulo de este trabajo en los 
apar tados 2.5 y sucesivos, la legislación estadounidense, a través de la ATCA y 
de la TVPA, estableció reservas de jurisdicciones sobre reclamaciones de daños 
derivados de ilícitos civiles especiales como puede ser el crimen de tortura o 
de genocidio 158. Como se afirma en el informe presentado por Estados Uni-
157 Para un análisis más detallado del tema véase el cuarto capítulo de este trabajo.
158 Véase el apartado 2.5.1.1 del segundo capítulo.
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dos 159, el único requisito requerido por la legislación estadounidense es la pre-
sencia del sospechoso en dicho país; de hecho se establece: Present in o found in.
Sin entrar en detalle, podemos citar algunos de los casos en los que los tri-
bunales estadounidenses han tenido la oportunidad de conocer crímenes interna-
cionales, aunque solo en lo referente a la determinación de las responsabilidades 
civiles derivadas de ilícitos internacionales. Desde el famoso caso Filártiga contra 
Peña Irala, pasando por el caso Kadic contra Karadzik, llegando al caso Kiobel, 
donde los tribunales federales han tenido que enfrentarse a la problemática de la 
responsabilidad de las empresas por la participación en un crimen internacional 160.
Por lo que se refiere al ejercicio de una jurisdicción penal universal, merece 
mencionar el asunto Chucky Taylor 161, quien fue condenado a 97 años de cárcel 
por los crímenes de tortura cometidos en Liberia entre 1997 y 2003, con base e el 
artículo 18 U. S. C., párrafo 2340 162. Como explican Ferstman y Schurr (2011: 451), 
este caso resulta importante en cuanto es el primero en el que un tribunal estadou-
nidense juzga con base en la jurisdicción universal pero no en su sentido puro; el 
sujeto en la época del juicio tenía doble nacionalidad, de Liberia y de Estados Uni-
dos. Podemos decir que la legislación estadounidense establece por el crimen de 
tortura una jurisdicción universal condicionada por la nacionalidad del victimario. 
Al mismo tiempo resulta importante en cuanto que nunca antes una persona había 
sido condenada por las atrocidades cometidas durante la guerra civil en Liberia.
3.7.10. Finlandia
El reconocimiento jurídico del principio de justicia universal 163 en terri-
torio finlandés pasa por su codificación en el Código Penal y se basa sobre la 
159 Informe presentado en respuesta a la resolución 64/117 (véase la nota 200) de la Asamblea de 
las Naciones Unidas sobre la aplicación del principio de justicia universal, consultable en la web: 
http://www.un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/United%20States.pdf.
160 Para profundizar en el análisis de los casos relativos a la jurisdicción sobre ilícitos civiles especiales, 
véase el apartado 2.5.1.3 del segundo capítulo.
161 Sentencia de 9 de enero de 2009, U.S. District Court. Confirmada en apelación el 15 de julio 
de 2010 por la Corte Federal de Apelación de Miami. Se puede consultar el texto de la sen-
tencia en la siguiente página web: http://www.internationallawbureau.com/blog/wp-content/
uploads/2010/02/Indictment.pdf.
162 Establece la base para el enjuiciamiento de los ciudadanos de Estados Unidos por delitos de tortura 
cometidos en el extranjero.
163 Véase el informe de Finlandia de 2010 sobre la aplicación del principio de jurisdicción univer-
sal en este país, en respuesta a la resolución 64/117 (véase la nota 200) del Sexto Comité de la 
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existencia de obligaciones internacionales reconocidas y aceptadas por este te-
rritorio 164. El Código Penal en su capítulo 1 sección 7 establece que:
(1) Finnish law applies to an offence committed outside of Finland where 
the punishability of the act, regardless of the law of the place of commission, 
is based on an international agreement binding on Finland or on another 
statute or regulation internationally binding on Finland (international offen-
ce). Further provisions on the application of this section shall be issued by 
Decree; (2) Regardless of the law of the place of commission, Finnish law 
applies also to a nuclear explosive offence or the preparation of an endan-
germent offence that is to be deemed an offence referred to in the Compre-
hensive Nuclear Test Ban Treaty (Treaties of Finland 15/2001) (841/2003); 
(3) Regardless of the law of the place of commission, Finnish law applies 
also to trafficking in persons, aggravated trafficking in persons and an offence 
referred to in chapter 34a committed outside of Finland 165.
Como afirma Pigrau i Solé (2009: 46), desde 2003 Finlandia abrió las puer-
tas al ejercicio de la justicia universal sobre crímenes internacionales. Su primer 
intento fue el caso de las demandas contra Luo Gan 166, dirigente del Buró Político 
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la aplicación de dicho principio en las prácticas 
estatales. Informe disponible en: http://www.un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_States-
Comments/Finland.pdf.
164 Un ejemplo de lo dicho se encuentra en el Act on the implementation of the provisions of a le-
gislative nature of the Rome Statute of the International Criminal Court and on the application 
of the Statute, nº 1284/2000, de 28 de diciembre de 2000, consultado en la página web: http://
www.icrc.org/ihl-nat.nsf/WebLAW2?OpenView&Start=1&Count=150&Expand=14.5#14.5.
165 [Traducción de la autora]: «(1) La ley finlandesa se aplica a un delito cometido fuera de Finlandia, 
donde la punibilidad del acto, sin tener en cuenta la ley del lugar de la comisión del delito, se basa 
en un acuerdo internacional vinculante sobre Finlandia o en otro estatuto o regulación vincu-
lante a nivel internacional en Finlandia (delito internacional). Las futuras disposiciones relativas a 
la aplicación de esta sección deberán ser expedidas por el Decreto. (2) A pesar de la ley del lugar 
de la comisión del delito, la legislación finlandesa se aplica también a una ofensiva nuclear o la 
preparación de un delito contemplado en el Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nu-
cleares (Tratados de Finlandia 15/2001) (841/2003); (3) A pesar de la ley del lugar de la comisión 
del delito, la legislación finlandesa se aplica también a la trata de personas, el tráfico agravado de 
personas y los delitos mencionados en el capítulo 34 bis cometidos fuera de Finlandia». La versión 
inglesa del Código Penal finlandés se puede consultar en la siguiente página web: http://www.
finlex.fi/en/laki/kaannokset/1889/en18890039.pdf.
166 Más información sobre este asunto en: http://www.redress.org/downloads/publications/legal-
remedies-final-spanish.pdf. En el «Informe de Acciones Legales para las Víctimas de “Crímenes 
Internacionales”», la Federación Internacional de los derechos humanos trata el tema de las le-
gislaciones nacionales que prevén el principio de justicia universal, entre otras, la de Finlandia. 
Analizando las normas finlandesas afirman que hay 4 temas implicados en la decisión de activar 
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del Partido Comunista chino, relativas a los actos de torturas y genocidio cometi-
dos en contra de los pertenecientes al grupo Falun Gong. No obstante, el acusado 
pudo regresar a China y escapar a las acciones penales de los tribunales finlandeses.
Los primeros juicios tardaron unos años en llegar, como es el caso del 
asunto Bazaramba 167. La Corte de Apelación de Finlandia, en su primer juicio 
por crímenes de genocidio, en aplicación del principio de jurisdicción uni-
versal consagrado en el Código Penal, condenó a cadena perpetua a Françoise 
Bazaramba por los crímenes cometidos en Ruanda. El acusado fue detenido 
en Finlandia en 2007, después de que había entrado en este territorio en 2003 
pidiendo asilo, y condenado en primer grado a cadena perpetua en 2010 168, 
sentencia confirmada por la Corte de Apelación y después también por la Corte 
Suprema en 2012 169.
Tanto en el tribunal de primera instancia como en el de apelación se 
afirmó la competencia de los tribunales de Finlandia en las investigaciones y 
sanciones de dichos crímenes, rechazando las demandas de extradición hechas 
por Ruanda debido a la posibilidad de que los crímenes se quedaran en la más 
amplia impunidad en dicho territorio. También la Corte de Apelación afirmó 
el respeto a la ley penal finlandesa sobre la aplicabilidad de dichas normas a ex-
tranjeros por crímenes cometidos en el extranjero. También en este caso, como 
ocurre ahora en la legislación española o la alemana, la Corte habla del respec-
to al requisito de un vínculo que podemos definir como legitimador para el 
ejercicio de esta tipología de jurisdicción, que en este caso es la residencia del 
acusando.
Se demostró que él residía establemente en territorio finlandés desde hacía 
tres años en el momento en el que empezaron las investigaciones. Este hecho 
fue considerado suficiente para la aplicación de la ley penal a dicho sujeto. De 
la jurisdicción de los tribunales nacionales: 1) la presencia del reo en el territorio, aunque no se 
haga mención de esta exigencia en la sección 7 capítulo 1 del Código Penal; la discrecionalidad 
ejecutiva de acuerdo con la sección 12 capítulo 1 del mismo Código, por el que solo el Fiscal 
General puede ordenar la apertura de las investigaciones; el tema de las inmunidades así como el 
establecido en la sección 15 capítulo 1 del mismo Código y finalmente las reglas de prescripción 
sección 1 del capítulo 8, con explícita excepción de los crímenes que conllevan cadena perpetua 
como el genocidio, no sujetos a prescripción.
167 Prosecutor contra Bazaramba, Court of Appeal of Helsinki, Finland, 30 March 2012.
168 La sentencia de primer grado, relativa al caso Bazaramba, se puede consultar en la siguiente pá-
gina web: http://www.asser.nl/upload/documents/DomCLIC/Docs/NLP/Finland/Bazaram-
ba_Press_Release_EN.pdf.
169 Para más información sobre el caso, consúltese la página web: https://doc.es.amnesty.org/cgi-bin/
ai/BRSCGI/ior530202012en?CMD=VEROBJ&MLKOB=32120785151, páginas 28 y ss.
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hecho, por lo que se refiere a la aplicabilidad de la ley penal finlandesa a extran-
jeros, el Código Penal establece:
Chapter 1 Section 6 - Offence committed by a Finn
(1) Finnish law applies to an offence committed outside of Finland by a 
Finnish
citizen. [...]
(3) The following are deemed equivalent to a Finnish citizen:
(1) a person who was permanently resident in Finland at the time of the 
offence or is permanently resident in Finland at the beginning of the court 
proceedings, and (2) a person who was apprehended in Finland and who 
at the beginning of the court proceedings is a citizen of Denmark, Iceland, 
Norway or Sweden or at that time is permanently resident in one of those 
countries 170.
3.7.11. Francia
Conforme a lo afirmado en el informe presentado en 2009 por Francia, 
relativo al momento actual de la práctica estatal en el tema de jurisdicción 
universal, en respuesta a la resolución de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas 64/117 171, en el derecho francés, en los años 1995 y 1996, a través de las 
leyes nº 95-1 y 96-432, se estableció una adaptación de la legislación francesa a 
las disposiciones de las resoluciones nº 827 y 955 del Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas que establecían la creación de los tribunales penales inter-
nacionales para el territorio de la exYugoslavia y de Ruanda para juzgar a las 
personas consideradas responsables de una de las graves violaciones al derecho 
internacional humanitario. Estas disposiciones resultaron muy importantes en 
cuanto adaptaron la legislación francesa al desarrollo del derecho penal interna-
cional ad opera de los tribunales antes mencionados.
170 [Traducción de la autora]: «(1) El derecho finlandés se aplica a un delito cometido fuera de Finlan-
dia por un ciudadano finlandés. [...] (3) A continuación se consideran equivalentes a un ciudadano 
finlandés: (1) una persona que tenía su residencia permanente en Finlandia en el momento del 
delito o tenga su residencia permanente en Finlandia a principios de los procedimientos judiciales, 
y (2) una persona que fue detenida en Finlandia y que al inicio del procedimiento de la corte es un 
ciudadano de Dinamarca, Islandia, Noruega o Suecia o en ese momento es residente permanente 
en uno de esos países».
171 Para más información véase la nota 200. El texto del informe se puede consultar en la siguiente pá-
gina web: http://www.un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/France_E.pdf.
236 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
En cumplimiento de las obligaciones derivadas del derecho penal interna-
cional, en el articulo 113-8-1 172 del Código Penal se establece una jurisdicción 
general sobre el modelo de aut dedere aut iudicare y un reconocimiento explícito 
de una jurisdicción universal como resultado de los convenios y tratados inter-
nacionales de los que Francia es parte. Mientras que en el artículo 689-1 del 
Código Procesal Penal 173, se afirma que:
In accordance the international agreements referred to in the following 
articles, any person who has committed one of the crimes listed in these 
articles outside the territory of the French Republic may be prosecuted and 
convicted by the French courts if s/he is in France. The provisions of the 
172 Artículo 113-8-1 del Código Penal francés en inglés: «(Inserted by Act no. 2004-204 of 9 March 
2004 article 19 Official Journal of 10 March 2004) Without prejudice to the application of articles 
113-6 to 113-8, French Criminal law is also applicable to any felony or misdemeanor subject 
to a penalty of at least five years’ imprisonment committed outside the territory of the French 
Republic by an alien whose extradition to the requesting State has been refused by the French 
authorities either because the offence for which the extradition has been requested is subject to 
a penalty or to a safety measure that is contrary to French public policy, or because the person 
in question has been tried in the aforesaid State by a court which does not respect the basic 
procedural guarantees and the rights of the defence, or because the matter in question shows the 
characteristics of a political offence. Prosecution for the offences set out in the first paragraph 
may only be initiated at the request of the public prosecutor. It must be preceded by an official 
accusation, transmitted by the Minister of Justice, from the authorities in Updated 12/10/2005 
– Page 2/132PENAL CODE the country where the offence has been committed and which 
has requested the extradition».
 [Traducción de la autora]: «(Introducido por la Ley nº 2004-204 de 9 de marzo de 2004, 
art. 19, Diario Oficial de 10 de marzo de 2004) Sin perjuicio de la aplicación de los artículos 
113-6 a 113-8, la ley penal francesa será aplicable también a cualquier delito grave o delito 
menor sujeto a una pena de al menos cinco años de prisión cometido fuera del territorio de 
la República francesa por un extranjero cuya extradición al Estado requirente ha sido negada 
por las autoridades francesas ya sea porque el delito por el cual se ha solicitado la extradición 
está sujeto a una pena o a una medida de seguridad que sea contraria al orden público francés, 
o porque la persona en cuestión ha sido perseguida en el Estado antes mencionado por un 
tribunal que no respeta las garantías procesales básicas y los derechos de la defensa, o porque 
el asunto de interrogación muestra las características de un delito político. El enjuiciamiento 
por los delitos enunciados en el párrafo primero solo podrá iniciarse a petición del fiscal. 
Debe estar precedida por una acusación oficial, transmitida por el ministro de Justicia de las 
autoridades del país en que el delito se ha cometido y que ha solicitado la extradición». El 
texto en inglés del artículo puede ser consultado en la siguiente página web: http://www.
unodc.org/cld/en/legislation/fra/penal_code/book_i_-_title_i/article_113-1_-_113-12/ar-
ticle_113-1_-_113-12.html. 
173 El texto del artículo 689-1 del Código Procesal Penal se puede consultar en la siguiente página 
web: http://www.legislationline.org/download/action/download/id/1674/file/848f4569851e2e
a7eabfb2ffcd70.htm/preview.
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present article apply also to any attempt to commit these crimes, whenever 
such is punishable by law 174.
Por lo tanto, como se evidencia en el informe antes mencionado:
Thus, exercise of universal jurisdiction in France requires the presence of 
the suspect within national territory at the time proceedings are initiated 
in France, and precludes the initiation of proceedings in the absence of that 
person. In practice, therefore, the jurisdiction of the courts is «quasi-univer-
sal». It is also limited by the need to incorporate international agreements 
giving jurisdiction to the national judges into French law 175.
El listado de los crímenes perseguibles se encuentra en los artículos 689.2 y 
sucesivos del Código Procesal Penal 176. Esta atribución de jurisdicción está limita-
da al respeto de los principios de derecho penal como el ne bis in idem, y se limitará 
a los: «crimes relevant de la compétence de la cour pénal internationale» 177.
Además se prevén cuatro condiciones posteriores: jurisdicción sobre actos 
cometidos por un extranjero que resida en Francia (personne résidant habituelle­
ment sur le territoire de la République); sobre uno de los crímenes establecidos en el 
artículo 5 del Estatuto de la Corte Internacional Penal con la condición de que: 
«les faits soient punis para la législation de l’État oú été commis ou que cet État 
ou l’État dont elle a la nationalité soit partie á la convention précitée; monopole 
du ministère public pour initier les poursuites et absence de demande de remise 
ou d‘extradition de la personne en cause» 178.
174 [Traducción de la autora]: «Según los acuerdos internacionales mencionados en los siguientes artí-
culos, cualquier persona que haya cometido uno de los delitos enumerados en estos artículos fuera 
del territorio de la República francesa puede ser procesada y condenada por tribunales franceses 
si está en Francia. Las disposiciones del presente artículo se aplican también a toda tentativa de 
cometer estos delitos, siempre que sean punibles por la ley».
175 [Traducción de la autora]: «Por lo tanto, el ejercicio de la jurisdicción universal en Francia requiere 
de la presencia del sospechoso en el territorio nacional en el momento del inicio de los procedi-
mientos en Francia, y se opone a abrir el procedimiento en ausencia de esa persona. En la práctica, 
por lo tanto, la jurisdicción de los tribunales es “casi-universal”. También está limitada por la nece-
sidad de incorporar los acuerdos internacionales que dan competencia a los jueces nacionales en 
el derecho francés».
176 El texto del Código Procesal Penal se puede consultar en la siguiente página web: http://www.
legislationline.org/download/action/download/id/1674/file/848f4569851e2ea7eabfb2ffcd70.
htm/preview.
177 [Traducción de la autora]: «crímenes relevantes de competencia de la Corte Penal Internacional.»
178 [Traducción de la autora]: «monopolio del Ministerio Público para iniciar el procedimiento y 
ninguna solicitud de entrega o extradición de la persona interesada».
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Sobre la base de dichas normas, en el ordenamiento francés se han abierto 
casos basados en la jurisdicción penal universal como el relativo a la Fédération 
Internationale des Ligues des Droits de l‘Homme et al contra Ould Dah 179, cau-
sa que involucró también al Tribunal Europeo de Derechos Humanos a través 
de la decisión de 17 de marzo de 2009, Ould Dah contra Francia, decisión que 
será analizada en el sexto capítulo. La Corte de Gard, con sentencia confirmada 
en el tribunal de casación, estableció su propia competencia para juzgar al impu-
tado. Tanto en las sentencias de primer grado y de apelación como en las de la 
Corte de Casación, se establece la responsabilidad y la culpabilidad del imputado 
en función de tres argumentos:
• El crimen de tortura es un crimen previsto tanto por parte de las con-
venciones internacionales como por parte de las legislaciones internas a 
los Estados que han recibido y dado aplicación en sus propios ordena-
mientos a las convenciones, las mismas que prevén que por este crimen 
los Estados tienen la facultad de ejercer la jurisdicción penal universal. 
Por lo tanto, los jueces franceses tenían la facultad de utilizar este medio 
para dar seguimiento a la obligación prevista en el derecho internacional 
y en el ordenamiento interno de garantizar una represión y una sanción 
para estos actos.
• La ley de amnistía de Mauritania no se aplica al caso concreto, limitando 
o excluyendo del todo la posibilidad de la instauración de un juicio sobre 
algunos crímenes internacionales, y poniéndose en contra de muchas nor-
mas internacionales que prevén la represión de estos actos y la imputación 
de los mismos a los culpables, más la reparación a las víctimas. De otra ma-
nera, se impediría la efectiva utilización del mecanismo de la jurisdicción 
penal universal.
179 El caso al que nos referimos habla de un jefe militar, Ely Ould Dah, comandante en Mauritania 
que entre 1990 y 1991 cometió muchos delitos de tortura y asesinatos contra mauritanos de 
etnia africana que, como disidentes, fueron detenidos arbitrariamente, torturados y asesinados. 
En 1993, el Gobierno de Mauritania emitió una ley que permitía la más amplia impunidad a los 
sujetos que cometieron dichos actos entre 1989 y 1992. La ley de amnistía preveía la prohibición 
de un futuro ejercicio de la jurisdicción penal sobre estos hechos. El imputado, encontrándose 
en Francia en 1998, fue detenido por parte de las fuerzas francesas, sobre la base de algunas 
denuncias llevadas a cabo por dos asociaciones para la protección de los derechos humanos en 
Francia, una de ellas la Fédération Internationale des Ligues des Droits de l’Homme, debido a 
la violación de convenciones internacionales y, en particular, por la violación de la convención 
sobre la prohibición de los actos de tortura de 1984, ratificada y que entró en vigor en Francia 
en 1987. Para mayor información sobre el caso véase la página web: http://echrblog.blogspot.
com/2009/03/amnesty-and-torture.html.
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• Además, la Corte de Casación establece la regularidad de los juicios lle-
vados a cabo por el primer y el segundo grado de juicio que establecen 
la segura implicación y responsabilidad del imputado.
Terminados los recursos internos, el imputado decide llevar la cuestión 
ante la Corte CEDU por la violación de algunas normas internacionales en el 
tema de ejercicio de jurisdicción penal y de normas penales internas sobre los 
principios de no retroactividad de las normas penales. Delante de este tribunal el 
acusado afirmaba la violación del principio de la prohibición de retroactividad 
de las normas penales, establecida en el artículo 7 de la Convención Europea 
de Derechos Humanos, en el punto de la inclusión del crimen de tortura en el 
ordenamiento francés. Este órgano estableció que Francia no había incurrido 
en ninguna violación en cuanto a la ratificación, en 1987, de la convención 
contra los actos de torturas de 1984, que supone la adquisición por este país 
de las obligaciones derivadas de ella; es decir, de perseguir los actos criminales 
constitutivos de tortura.
Un caso reciente es el relativo a Pascal Simbikangwa 180, que trabajó para el 
Gobierno de Ruanda en los años en que se verificó el genocidio en este país, 
condenado a 25 años de cárcel el 14 de marzo 2014 por complicidad en los 
crímenes de genocidio y crímenes contra la humanidad. Su juicio se celebró 
en 2014, Simbikangwa, amigo cercano de Juvénal Habyarimana, cuyo asesi-
nato provocó tensiones étnicas en Ruanda y que era el mayor accionista en 
Free Radio-Televisión des Milles Collines, fue acusado de haber participado en 
los crímenes de propaganda cometidos con este instrumento. De hecho, Free 
Radio-Television fue considerada una de las principales armas de propaganda 
hutu, de donde se publicitó abiertamente el genocidio de los tutsi.
180 Durante el conflicto de Ruanda, Pascal Simbikangwa era jefe del Servicio Central de Información 
de este país. Después del conflicto que culminó en el genocidio, en 2005, partió hacia Mayotte 
con una identidad falsa. El 28 de octubre de 2008 fue arrestado y, en el momento de su detención, 
su verdadera identidad la estableció la policía francesa, descubriendo que era buscado por la In-
terpol. Efectivamente estaba siendo investigado por Ruanda, que lo acusó el 3 de marzo de 2008 
de genocidio, complicidad y conspiración de genocidio y de crimen organizado. El 13 de febrero 
de 2009, «el Colectivo de las partes civiles para Ruanda» presentó una denuncia en Mayotte. Ahí 
mismo se abrió una investigación judicial. En julio de 2009 fue transferido a la cárcel de Saint-
Denis en la isla de Reunión. El 29 de marzo de 2013 fue acusado de complicidad en el genocidio 
y de complicidad en los crímenes contra la humanidad y condenado a 25 años de prisión el 14 
de marzo de 2014, en calidad de autor e instigador del genocidio en Ruanda. Para mayor infor-
mación sobre los hechos véase la página web: http://www.trial-ch.org/es/recursos/trial-watch/
trial-watch/profils/profile/3552/action/show/controller/Profile.html.
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3.7.12. Holanda
Los criterios de jurisdicción de las cortes nacionales holandesas están esta-
blecidos en el Código Penal holandés, Wetboek van Strafrecht. En sus artículos 2 al 
8 encontramos los criterios que regulan la atribución de jurisdicción a las cortes 
nacionales. El artículo 2 prevé el principio de territorialidad y establece: «The 
criminal law of the Netherlands applies to anyone who commits any offense 
within the Netherlands 181». Basándose en el dictado del sucesivo artículo 4 se 
establece el criterio de extraterritorialidad de la jurisdicción, pero únicamente 
limitada a algunos casos previstos en el artículo 5, como el principio de la per-
sonalidad activa, pero no de la personalidad pasiva. Este ultimo criterio, de la 
personalidad pasiva, se activará exclusivamente en el caso en que haya una obli-
gación clara, prevista en un tratado o convenio internacional que se aplique en 
el territorio holandés. Como ejemplo se puede mencionar el caso de la conven-
ción sobre la prevención y sanción de los crímenes cometidos en contra de las 
personas protegidas incluidos los agentes diplomáticos. Similares restricciones se 
produjeron en el tema de jurisdicción universal, de hecho: «It is only accepted 
if the obligation arises from customary or conventional international law. The 
main objections are the risks of double jeopardy, conflicts of jurisdiction, the 
shifting of responsibilities, and the obstruction of justice 182» (Reydams, 2010: 2).
Siempre en esta óptica restrictiva, el legislador holandés se muestra crítico 
en cuanto a la formula de aut dedere aut judicare prevista en muchos tratados 
internacionales sobre todo por el hecho de la ausencia de una jerarquía, a nivel 
internacional, en los principios relativos a la determinación de los criterios para 
la atribución de la jurisdicción y por la falta de claridad en la existente relación 
entre la extradición y la persecución. Por lo tanto, por jurisprudencia constan-
te se admite una extensión de jurisdicción en este país solamente cuando un 
convenio internacional prevea, de forma obligatoria e inequívoca, el ejercicio 
de la jurisdicción universal sobre determinados crímenes internacionales, así 
establecidos en el mismo código penal en los artículos 4 (3), 4 (4), 4(7) y 4 (8) 183.
181 [Traducción de la autora]: «La Ley Penal holandesa se aplica a todas las personas que cometen un 
delito en territorio holandés».
182 [Traducción de la autora]: «Solo se acepta si la obligación deriva del derecho consuetudinario y 
convencional. Las principales objeciones son: los peligros de doble enjuiciamiento, los conflictos 
de jurisdicción, el desplazamiento de las responsabilidades, y la obstrucción de la justicia».
183 Como explica Reydams (2004:13) «The reluctance to exercise extraterritorial jurisdiction is 
motivated by human rights concerns and international comity. Ratification of international crim-
inal law conventions does not usually lead to any extension of jurisdiction, unless the convention 
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En cuanto a los crímenes sobre los que los tribunales internos pueden 
ejercer una jurisdicción que exceda los límites territoriales, podemos ver que 
después de la adopción en 2003 de la International Crimes Act (ICA) 184 los 
tribunales nacionales tienen la capacidad de conocer casos de genocidio y crí-
menes contra la humanidad cometidos también en los casos en los que no se en-
cuentre una relación directa entre el crimen y el Estado del foro, y si son come-
tidos después de la entrada en vigor de dicha norma, de 1 de octubre de 2003. 
Esto significa que hasta 2003 los tribunales holandeses no estaban autorizados a 
ejercer una jurisdicción de carácter universal sobre los actos de genocidio o los 
crímenes en contra de la humanidad. Desde la creación de esta norma, se puede 
ejercer esta tipología de jurisdicción para perseguir los crímenes en contra del 
derecho internacional humanitario sin violar el principio de no retroactividad 
de la normativa penal (Reydams, 2004: 14).
Los actos cometidos con anterioridad a la entrada en vigor del ICA pueden 
ser perseguidos en Holanda bajo los requisitos establecidos en la Criminal Law 
in Wartime Act (Wet Oorlogsstrafrecht) de 10 de julio de 1952, enmendada en 
1990, que define la competencia de los tribunales nacionales en relación a algunas 
obligaciones internacionales 185 ratificadas por dicho país, entre otras, las relativas a 
los crímenes de guerra y el crimen de tortura. De hecho esta ley se ha modificado 
en varios puntos relativos a la inclusión de las graves violaciones de los derechos 
humanos. Como se lee en el informe presentado por el Comité contra la tortu-
ra de 5 enero de 2000 186, después de 1997, momento en que la Corte Suprema 
contains an unequivocal obligation to do so. Even then a reservation is usually made to the effect 
that the Netherlands will only prosecute a foreign suspect if a request for extradition has been 
received and refused». [Traducción de la autora]: «La duda en ejercer la jurisdicción extraterritorial 
está motivada por las preocupaciones relativas a los derechos humanos y por la cortesía interna-
cional. La ratificación de los convenios internacionales de derecho penal no suele dar lugar a una 
prórroga de la jurisdicción, a menos que el convenio contenga una obligación inequívoca de ha-
cerlo. Incluso entonces una reserva se hace por lo general en el sentido de que los Países Bajos solo 
procesarán a un sospechoso extranjero si la solicitud de extradición se ha recibido y se ha negado».
184 Para profundizar en el tema véase el informe presentado por Holanda en respuesta a la resolución 
64/117 (véase la nota 200) sobre la aplicación del principio en este país. El informe se puede 
consultar en la web: http://www.un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/
Netherlands.pdf.
185 Entre otras violaciones perseguibles encontramos: el crimen de piratería, con base en una costum-
bre internacional. Esto significa que se permite a los tribunales holandeses conocer causas sobre 
las violaciones de las convenciones sobre el alta mar o la Convención de 1988 sobre la represión 
de los actos que afectan a la seguridad marítima y al comercio marítimo, siempre que se respete el 
requisito de la presencia del acusado en territorio estatal.
186 Se lee en el informe, CAT/C/44/Add.8, de 5 enero de 2000: «A special National War Criminals 
Investigation Team –the NOVO– has been set up to target not only crimes under the Criminal 
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holandesa emitía la sentencia en el caso Knesevic´  187, se abren los debates internos 
sobre la posibilidad de ampliar la utilización del principio de jurisdicción universal 
a otras amenazas a la paz como en el caso de crimen de tortura 188.
La norma international Crimes Act tiene una enorme importancia, de un 
lado, en cuanto ha venido incorporando en el ordenamiento holandés los avances 
del derecho penal internacional; del otro, en cuanto ha ampliado al listado de los 
crímenes bajo los cuales se puede ejercer la jurisdicción penal universal. En las 
premisas del acto se puede ver que el intento es una adecuación a las obligaciones 
internacionales derivadas de la ratificación de tratados internacionales: «Whereas 
we have considered that it is necessary, partly in view of the Statute of the Interna-
tional Criminal Court, to adopt rules concerning serious violations of internatio-
nal humanitarian law 189». Mientras por lo que se refiere al listado de los crímenes:
Anyone who commits one of the following acts shall be guilty of a crime 
against humanity and liable to life imprisonment or a term of imprisonment 
not exceeding thirty years or a sixth category fine, if such acts are commit-
ted as part of a widespread or systematic attack directed against any civilian 
population, with knowledge of the attack 190.
Law in Wartime Act, but other crimes against humanity as well, such as torture». [Traducción de 
la autora]: «Se ha establecido un equipo de investigación nacional especial de criminales de guerra, 
el NOVO, que se encarga no solo de los delitos tipificados en la ley de derecho penal en tiempo 
de guerra sino de otros crímenes de lesa humanidad, como por ejemplo la tortura en el sentido 
de la Convención». El informe se puede consultar en: http://www.bayefsky.com/reports/nether-
lands_cat_c_44_add.8_1999.pdf.
187 Sentencia de 11 de noviembre de 1997 sobre el caso Knesević, un serbio bosnio acusado de haber 
cometido crímenes de guerra, como asesinato, deportación a un campo de concentración e inten-




188 Como explica Reydams (2004), la ratificación de la Convención sobre la tortura y la aprobación 
de la Torture Act (Act implementing the Convention against Torture of 1988) han conllevado la 
modificación también del listado de crímenes establecidos en el artículo 4 del Código Penal. Esto 
con la perspectiva de hacer eficaz la facultad de ejercer la jurisdicción universal sobre los casos de 
tortura.
189 [Traducción de la autora]: «Mientras, hemos considerado que es necesario, debido en parte al Es-
tatuto del Tribunal Penal Internacional, adoptar normas relativas a violaciones graves del derecho 
internacional humanitario».
190 [Traducción de la autora]: «Cualquier persona que cometa uno de los siguientes actos será culpa-
ble de un delito contra la humanidad y condenada a cadena perpetua o una pena de prisión no 
superior a treinta años o una multa de sexta categoría si esos actos se han cometido como parte de 
un ataque generalizado o sistemático dirigido contra una población civil y con conocimiento de 
dicho ataque».
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La práctica holandesa en el ejercicio de esta tipología de jurisdicción mues-
tra como este Estado ha contribuido de forma significativa en la lucha contra la 
impunidad y con ello en el intento de perseguir las graves violaciones contra el 
derecho internacional. Este país seguirá contribuyendo a incrementar el debate 
internacional sobre la necesidad y utilidad de una jurisdicción extraterritorial de-
bido a la propuesta avanzada por el legislador holandés de crear un foro necessitatis 
para permitir el acceso a la justicia a las víctimas de crímenes internacionales, en 
todo los casos en que otro foro, más cercano a los hechos o que tiene otro criterio 
de conexión con las víctimas o victimarios, no se pueda activar, así como cuando 
se demuestre la imposibilidad de acceder a una corte internacional 191.
En lo referente al ejercicio de la jurisdicción universal, el asunto Pino-
chet 192 ha sido un punto importante para abrir el debate interno sobre la nece-
sidad de encontrar un foro donde perseguir crímenes internacionales. En 1994, 
cuando el expresidente chileno estaba de visita en Ámsterdam, el Chili Komitee 
presentó una denuncia formal penal, fundamentada en la Convención contra 
del crimen y los actos de tortura de la ONU, que tanto Chile como Holanda 
ratificaron a finales de los años 80. Como explica Reydams (2004: 6) «Chili Ko-
mitee Nederland v Pinochet illustrates the dilemmas created by the transitory 
191 Sobre este aspecto véase el apartado 2.5 de este trabajo.
192 Por lo que se refiere al análisis de los hechos, podemos ver como este caso es el primero en que 
una organización no gubernamental lleva un juicio penal en un país totalmente ajeno a la causa 
judicial en contra del que en ese momento tenía el cargo de presidente chileno, Augusto Pino-
chet, acusado de diferentes crímenes en contra de la humanidad contra la población chilena y 
de extranjeros en Chile durante su mandato como presidente. En este caso el ministerio público 
se negó, por diferentes razones, a investigar los crímenes cometidos en Chile al final de los años 
80. Entre las razones podemos mencionar: el ministerio público sostiene que los Países Bajos no 
tienen jurisdicción sobre estos crímenes, con base a los criterios previstos en la misma convención; 
de un lado, no se ha demostrado que Holanda no quiera extraditar al presunto culpable a Chile, 
lugar donde se cometieron los hechos, para que allí se puedan llevar a cabo las investigaciones y 
los procesos y, del otro lado, no se respeta el requisito de la presencia del imputado en el territorio 
holandés desde el momento en que no se sabe si Pinochet se ha marchado del país. Otro aspecto 
por el cual se niega el juicio es el de la inmunidad que algunas personas, debido al cargo desempe-
ñado en su propio país, tienen en virtud de normas internacionales o nacionales, en contradicción 
con lo que algunos años después decidió la House of Lords en el caso mencionado al principio de 
este capítulo que tiene como protagonista al mismo Pinochet, al que no se otorgó la inmunidad 
por haber desempeñado cargos públicos en cuanto no hay posibilidad de otorgar inmunidades en 
los casos de comisión de un crimen internacional. En cualquier caso, también en esta situación 
se negó la posibilidad de empezar un procedimiento penal en su contra debido a sus condiciones 
de salud. Finalmente, pero no menos importante, están los problemas prácticos que el ministerio 
público ve a la hora de empezar un juicio en un territorio totalmente ajeno a los hechos, un país 
que no tiene ningún tratado con Chile que le permitiría poder investigar los hechos sucedidos en 
este territorio, recoger las pruebas y llevar a Holanda los testigos.
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presence in a third country of a person suspected of a crime to which an aut 
dedere aut judicare convention applies 193».
En relación a los crímenes de guerra cometidos en 1998 se constituyó un 
grupo de trabajo especializado en dichos actos: NOVO (Nationaal Opsporings-
team Voor Oorlogsmisdriiven) 194. La unidad especial sobre crímenes de guerra 
empezó a trabajar en 2002 y desde ese momento coopera con otras unidades 
como las relativas a la inmigración y el Prosecution Service (Landelijk Parket). 
Desde febrero de 2006 esta unidad se ha ocupado de casos especiales: casos 1F 
sobre los crímenes antes mencionados. Algunos de los casos que fueron inves-
tigados por esta unidad fueron los relativos a los crímenes de guerra cometidos 
en territorio afgano como el caso Hesam y Jalalzoy 195, condenados a 20 años de 
prisión el primero y a nueve el segundo por actos de tortura y otros crímenes 
de guerra, u otros casos relativos a los crímenes cometidos en Iraq, en Liberia, 
en Sierra Leona o en la República Democrática del Congo.
Para evaluar el trabajo y la cooperación instaurada entre los departamentos 
de inmigración, demandas de asilo, refugiados, etc., uno de los casos más intere-
santes es el relativo al asunto Nzapali 196, donde las autoridades que se ocuparon 
de la demanda de asilo y la inmigración consideraron que el acusado no tenía 
los requisitos necesarios para pedir el estatus de refugiado y, debido a su posi-
ble participación en la comisión de crímenes en la República Democrática de 
Congo, decidieron pasar el análisis del caso a la unidad especializada con el fin 
de determinar si había la posibilidad de abrir un procedimiento en su contra.
Otro de los casos que merece ser citado por su importancia es el referente 
al asunto Bouterse 197, un líder de la República de Surinam, en el que se admitió 
193 [Traducción de la autora]: «Chili Komitee Nederland v Pinochet ilustra los dilemas creados por la 
presencia transitoria en un tercer país de una persona sospechosa de un delito al que se aplica una 
convencion aut dedere aut judicare».
194 Para profundizar en el tema véase Human Rights Watch, State of Art (2006: 73), consultable en: 
http://www.hrw.org/reports/2006/ij0606/.
195 Sentencia confirmada en apelación el 29 de enero de 2007 por la Hague District Court. Este 
caso es relativo a dos miembros del ejército afgano acusados de crímenes de guerras perpetrados 
en Afganistán en la década de los 80. («Trial Judgment in the case against Heshamudin H, 14-10-
2005» en: http://www.haguejusticeportal.net/index.php?id=5104; «Trial Judgment in the case 
against Habibullah J, 14-10-2005» en: http://www.haguejusticeportal.net/index.php?id=5105).
196 Para más información sobre el caso consúltese: Human Rights Watch, «Netherlands: Congolese 
Torturer convicted», A Human Rights Watch Press Release, April 7, 2004, [online], en la página web: 
http://hrw.org/english/docs/2004/04/07/congo8406.htm.
197 Decisión de la Corte de Apelación de Ámsterdam de 20 de noviembre de 2000, que establece la 
persecución de los crímenes cometidos en la República de Surinam por Bouterse, entre otros, 
torturas y ejecuciones sumarias, en diciembre de 1982. (Decision of 20 November 2000 by the 
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que la jurisdicción universal había alcanzado el estatus consuetudinario, pero 
donde al mismo tiempo se evidenciaba la prohibición de los juicios en ausencia 
en la legislación pre-ICA y la no retroactividad de las normas penales relativas 
a los crímenes de tortura cometidos antes de la entrada en vigor de la Torture 
Convention Act.
3.7.13. Italia
Por lo que se refiere a la legislación italiana, en esta última no se prevé 
ninguna norma específica que autorice el ejercicio por parte de los tribunales 
nacionales de la jurisdicción universal; no obstante, el Código Penal italiano esta-
blece algunas excepciones al principio de territorialidad de la jurisdicción 198. En 
su artículo 7 199 establece la persecución de un crimen, cometido por extranjeros 
o por un italiano en el exterior del Estado, bajo las obligaciones que derivan de 
fifth three-judge section charged with dealing with civil matters on the complaint – with the 




198 En el informe presentado por Italia en 2011, en respuesta a la resolución 65/33 (véase la nota 
200) de la Asamblea de las Naciones Unidas sobre el estado actual del ejercicio de la jurisdicción 
universal por parte de los tribunales internos, se afirma que: «Italy exercises universal jurisdiction 
over crimes against international law. According to a broad provision in the Italian Criminal Code 
(article 7, 5), the foreigner that commits a crime abroad is punished under Italian law whenever 
this is provided for by special legislation, or by international conventions. Italy has pledged to 
co-operate in the suppression of all serious crimes by adopting multilateral conventions, bilateral 
and multilateral extradition treaties and treaties providing for mutual legal assistance in criminal 
matters». [Traducción de la autora]: «Italia ejerce la jurisdicción universal sobre crímenes contra el 
derecho internacional. Conforme a la amplia previsión en el Código Penal italiano (artículo 7, 5), 
el extranjero que comete un crimen en el exterior es punible bajo la ley italiana en todos los casos 
en que está establecido por una legislación especial, o por los tratados internacionales, tratados 
bilaterales o multilaterales de extradición y tratados que establezcan una asistencia penal mutua». 
El texto del informe se puede consultar en la siguiente página web: http://www.un.org/en/ga/
sixth/66/ScopeAppUniJuri_StatesComments/Italy.pdf.
199 El artículo 7 del Código Penal italiano establece: «Reati commessi all’estero. È punito secondo la 
legge italiana il cittadino o lo straniero che commette in territorio estero taluno dei seguenti reati: 
[...] 5) ogni altro reato per il quale speciali disposizioni di legge o convenzioni internazionali sta-
biliscono l’applicabilità della legge penale italiana». [Traducción de la autora]: «Es punido según la 
ley italiana el ciudadano o el extranjero que comete en territorio extranjero uno de los siguientes 
delitos: [...] 5) los otros delitos por los que las disposiciones de ley especiales o convenios interna-
cionales establezcan la aplicabilidad de la ley italiana». Se puede consultar el texto del artículo en: 
http://www.brocardi.it/codice-penale/libro-primo/titolo-i/art7.html.
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los convenios y tratados de los que Italia es parte, entre estos, la convención sobre 
la prevención y persecución de los actos de genocidio. Podemos ver que dicha 
norma regula en territorio italiano el principio de jurisdicción universal sin su-
jetar este último a ningún vínculo nacional, en línea con la concepción inicial de 
la jurisdicción universal, haciendo referencia directa a las fuentes internacionales 
que obligan a Italia a perseguir conductas de interés supranacional. En otras pa-
labras, actuaría como adaptación de la legislación interna para el desarrollo del 
derecho internacional en dicha materia.
En lo relativo a los casos en que los tribunales italianos han tenido la opor-
tunidad de enfrentarse a graves violaciones del derecho internacional como el 
genocidio o los crímenes de guerra podemos mencionar los procesos de los casos 
Hass 200, Kappler 201 y Priebke 202, por los crímenes conocidos en Italia como el ecci­
dio delle Fosse Ardeatine 203. Mientras que en lo referente a los crímenes cometidos 
en el exterior podemos citar los crímenes de genocidio cometidos en territorio de 
Ruanda en 1994, el de Seromba, de 2002, y el de Uwayezu, de 2009. En el primer 
caso Athanse Seromba fue detenido y entregado al Tribunal Penal Internacional 
para Ruanda 204 donde fue condenado a cadena perpetua, mientras que Emma-
nuel Uwayezu, sobre el cual estaba pendiente una orden de detención emitida 
por Ruanda por su presunta complicidad en el genocidio, y que se encontraba en 
territorio italiano y que fue localizado en Empoli, fue detenido en 2009. Sin em-
bargo, la Corte de Apelación de Florencia negó la extradición en enero de 2010.
200 Para más información sobre este caso véase la página web: http://www.trial-ch.org/en/resou-
rces/trial-watch/trial-watch/profiles/profile/3908/action/show/controller/Profile.html. Senten-
cia del Tribunal Militar de Roma de 22 de julio de 1997, consultable en la página web: http://
www.difesa.it/GiustiziaMilitare/RassegnaGM/Processi/Priebke_Erich/Pagine/08_22-07-97.
aspx; Sentencia de la Corte de Apelación Militar de Roma de 7 de marzo de 1998, consultable 
en la página web: http://www.difesa.it/GiustiziaMilitare/RassegnaGM/Processi/Priebke_Erich/
Pagine/13_07-03-98.aspx; Sentencia de la Corte Suprema de Casación de 16 de noviembre de 
1998, consultable en la página web: http://www.difesa.it/GiustiziaMilitare/RassegnaGM/Proces-
si/Priebke_Erich/Pagine/15_sentenza_16-11-98.aspx.
201 Para más información sobre este caso véase la página web: http://www.trial-ch.org/en/resources/
trial-watch/trial-watch/profiles/profile/3703/action/show/controller/Profile.html.
202 Para más información sobre este caso véase la página web: http://www.trial-ch.org/en/resources/
trial-watch/trial-watch/profiles/profile/579/action/show/controller/Profile.html.
203 Masacre llevada a cabo el 24 de marzo de 1944 por las tropas de ocupación nazi (oficiales de la 
Policia de Seguridad y de las SD en servicio en Roma) que derivó en la muerte de 335 personas 
(detenidos civiles y militares).
204 Caso ICTR-2001-66-A, sentencia de 6 de febrero de 2002: http://www.unictr.org/Portals/0/
Case/English/Seromba/judgement/061213.pdf. Confirmada en apelación el 12 de marzo de 2008: 
http://www.unictr.org/Portals/0/Case/English/Seromba/decisions/080312-Appeals_judg.pdf.
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3.7.14. Israel
El ejercicio de la jurisdicción universal en este país está disciplinado por 
diferentes normas internas como la Crime Genocide Law 205 de 1950 para pre-
venir y sancionar los actos de genocidio, y la ley penal de Israel de 1977 206, en 
su forma enmendada en 1994, en cuya sección 16, titulada «Delitos contra el 
derecho de gentes», establece:
a) The penal laws of Israel shall apply in respect of external offences for 
the committing of which the State of Israel has undertaken, in multilateral 
international treaties open to accession, to penalize; this will also apply even 
where the person committing the offence is not an Israeli citizen or resident, 
and irrespective of the place of committing of the offence.
b) The qualifications specified in Section 14(b)(2) and (3), and (c), shall 
also apply in respect of the applicability of the penal laws of Israel under this 
Section. Section 14 of the Law states:
(b) ... (2) A qualification for penal liability under the laws of that State [i.e. 
another State] does not apply; (3) The person has not yet been acquitted of 
that offence in that State or, having been convicted, he has not served the 
sentence imposed on him in respect of that offence. (c) No penalty more 
grave than what could have been imposed under the laws of the State where 
the offence was committed shall be imposed in respect of the offence 207.
En lo referente al ejercicio de la jurisdicción universal en dicho Estado 
seguramente el punto de partida resulta ser el caso Eichmann 208. De este asunto 
205 El texto en inglés se puede consultar en: http://preventgenocide.org/il/law1950.htm.
206 Para más información sobre la legislación de Israel véase el informe presentado por el Gobierno 
en 2010 en respuesta a la resolución 64/117 (véase la nota 200) sobre la aplicación del principio 
de jurisdicción universal en este país. El texto del informe se puede consultar en: http://www.
un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/Israel.pdf.
207 [Traducción de la autora]: «a) Las leyes penales de Israel se aplicarán respecto a la comisión de de-
litos externos los cuales el Estado de Israel se ha comprometido, en tratados internacionales multi-
laterales abiertos a la adhesión, a sancionar; esto también se aplicará cuando la persona que comete 
el delito no es un ciudadano o residente de Israel, y con independencia del lugar de comisión del 
delito. b) Los requisitos especificados en la sección 14 (b) (2) y (3), y (c), se aplicarán también con 
respecto a la aplicabilidad de las leyes penales de Israel en virtud de la presente sección. El artículo 
14 de la ley establece: (b)... (2) la calificación de la responsabilidad penal en virtud de la legislación 
en ese Estado [es decir, otro Estado] no se aplica; (3) La persona no ha sido absuelta de ese delito 
en ese Estado o, después de haber sido declarado culpable, no ha cumplido la condena que se le 
impuso en relación con ese delito. (c) Ninguna pena más grave que la que podría haber sido im-
puesta en virtud de las leyes del Estado donde se cometió el delito podrá ser impuesta».
208 Attorney General of Israel v. Eichmann, 36 I.L.R. 277, 304, Israel S. Ct., 29 de mayo de 1962.
248 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
resulta relevante comentar que, aunque el tribunal de distrito israelí decidió ac-
tivarse en virtud del principio de jurisdicción universal en su versión pura, aca-
bó determinando su competencia basándose en la legislación nacional de Israel 
que confiere jurisdicción a sus tribunales sobre los crímenes cometidos contra el 
pueblo judío 209. Sobre este aspecto, hay autores que sostienen que en realidad no 
se trataría de un ejercicio de jurisdicción universal debido a la conexión entre 
el crimen y las víctimas consideradas como nacionales. Se hablaría en este caso 
de protección de los intereses nacionales del Estado de Israel (Fawcett, 1962).
De hecho, este tribunal basó el juicio sobre la ley dictada en 1950 que 
incluye, entre otros, el crimen de genocidio y crímenes contra la humanidad, 
pero al mismo tiempo pone como requisito que dichos delitos sean cometidos 
contra el pueblo judío. Esto conllevó, como hemos mencionado, que algunos 
expertos afirmasen que en realidad no hubo ejercicio de la jurisdicción univer-
sal en cuanto los tribunales israelíes activaron su jurisdicción por el criterio de 
personalidad pasiva. Como afirma Liivoja (2014: 304):
In case with a potentially «mixed» jurisdictional basis, courts have often 
either emphasized the particular significance of universal jurisdiction or fai-
led to explore seriously the alternative bases of jurisdiction. In Eichmann for 
instance, even though the Supreme Court subscribed to the District Court’s 
views as to the applicability of the protective and passive personality prin-
ciples, it is most emphatically stated that the «state of Israel [...] was entitled, 
pursuant to the principle of universal jurisdiction and in the capacity of a 
guardian of international law and agent for its enforcement» 210.
Para quien escribe, resulta más coherente la posición de Bassiouni (2014: 
465), que, conforme a esta ley de 1950, estima que el alcance de la jurisdicción 
del Estado de Israel es universal pero al mismo tiempo encuentra su fundamento 
en una conexión de nacionalidad con las víctimas que coloca dicha base juris-
diccional bajo la teoría de la personalidad pasiva. En otras palabras, podemos de-
cir que en este caso asistimos al ejercicio de jurisdicción universal condicionada 
209 Sobre este aspecto, entre otros, Bassiouni (2002 y 2014).
210 [Traducción de la autora]: «En caso de bases jurisdiccionales potencialmente “mixtas”, los tribu-
nales han enfatizado a menudo la especial importancia de la jurisdicción universal o han dejado 
de explorar seriamente las bases alternativas de competencia. En Eichmann, por ejemplo, a pesar 
de que el Tribunal Supremo suscribió a las cortes del distrito la aplicabilidad de los principios de 
protección y de la personalidad pasiva, se afirmó categóricamente que el “Estado de Israel [...] 
tenía derecho, en virtud del principio de la jurisdicción universal y en la capacidad de guardián de 
la ley y como agente internacional de su cumplimiento”».
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por el requisito de una conexión relevante con el Estado del foro, la nacionali-
dad de las víctimas. De acuerdo con esta postura se encuentra la Corte Suprema 
israelí porque en dicho asunto va más allá, afirmando que la citada ley de 1950 se 
aplica no solo a los judíos sino también a los polacos, eslovenos, checos y gitanos.
Este caso resultó ser un muy importante antecedente en el ejercicio de 
la justicia universal, estableciendo al mismo tiempo los criterios y los límites 
para su aplicación. Por eso a nivel histórico parte de la doctrina internacional 
empieza su análisis de las praxis estatales relativas a la persecución de críme-
nes internacionales partiendo de este caso, donde un tribunal estatal afirma 
rotundamente la no contrariedad a los principios y normas de derecho inter-
nacional general del ejercicio de la justicia universal para defender los intereses 
y valores de la comunidad internacional en su conjunto. Como explica Ollé 
Sesé (2008: 466):
Se puede concluir, de acuerdo con la opinión del juez Lord Millet, emitida 
en el caso Pinochet, que el caso Eichmann es autoridad en tres proposicio-
nes: (i) ninguna norma de DI prohíbe a un Estado ejercer jurisdicción penal 
extraterritorial sobre crímenes cometidos por extranjeros en el extranjero; 
(ii) los crímenes de guerra y atrocidades de la escala y carácter internacional 
del Holocausto son crímenes sometidos a la jurisdicción universal conforme 
al DI consuetudinario; y (iii) aunque el autor cometa esos crímenes en el 
curso de sus funciones oficiales, no impide el ejercicio de jurisdicción por 
un tribunal estatal.
Si en un principio podemos decir que la legislación y la praxis israelí se 
mostraban favorables al ejercicio de la jurisdicción universal sobre las graves 
violaciones de los tratados internacionalmente ratificados, actualmente pode-
mos ver como la postura del Gobierno israelí ha cambiado. Es evidente que 
a raíz de las causas abiertas, por ejemplo en España 211 o Reino Unido 212 o en 
Bélgica 213, relativas a los crímenes cometidos por Israel en territorio palestino, 
dicho país se ha mostrado menos favorable a la creación de normas interna-
cionales vinculantes sobre la jurisdicción universal. En muchas circunstancias 
el Gobierno israelí ha afirmado que el uso excesivo de la justicia universal en 
países europeos está amenazando su pacíficas relaciones económicas y diplo-
máticas con esos Estados.
211 Para más información, véase el apartado 5.9.
212 Véase el apartado 3.7.16 de este capítulo sobre el caso Doron Almog.
213 Véase el apartado 3.7.5 de este capítulo sobre el caso Sharon.
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3.7.15. Noruega
En la legislación de Noruega encontramos diferentes leyes que establecen la 
relación de complementariedad en el ejercicio de la jurisdicción entre los tribu-
nales internos y los tribunales internacionales, en particular en el caso de comisión 
de crímenes internacionales. Un ejemplo de lo dicho es la ley de 1994 relativa 
a la incorporación de las normas de derecho penal internacional derivadas por 
los estatutos y la jurisprudencia de los tribunales penales internacionales para la 
exYugoslavia y para Ruanda 214, o la ley de 2001(ICC Act 2001) 215 sobre la imple-
mentación del Estatuto de Roma en la legislación de este país, que establece las 
normas de cooperación entre Noruega y la Corte Penal Internacional. Además de 
esto, como afirman Blix-Nilsen et al. (2007: 2), el Gjennomføringsloven, es decir 
la ICC Act de 2001, reconoce el principio de la jurisdicción universal respecto 
de algunos delitos graves, core crimes (genocidio, crímenes contra la humanidad y 
de guerra). Esta norma hace referencia a lo establecido en las secciones 12(4) del 
Código Penal noruego 216, que extiende la jurisdicción de los tribunales naciona-
les a los delitos cometidos por extranjeros en un país extranjero: «is a felony also 
punishable according to the law of the country in which it is committed, and the 
offender is resident in the realm or is staying therein 217».
Mientras que, como es explicado en el informe presentado por Noruega sobre 
el estado actual de aplicación del principio de justicia universal en dicho país 218, 
la Criminal Procedural Act 219, modificada en 1981, establece las disposiciones 
214 Act N. 38 24/06/1994 relating to the incorporation into Norwegian law of the UN Security Coun-
cil Regulation on the establishment of international tribunals for crimes committed in the former 
Yugoslavia and Ruanda, http://www.ub.uio.no/ujur/ulovdata/lov-19940624-038-eng.pdf.
215 ICC Act 2001, Act relating relating to the implementation of the Statute of the International 
Criminal Court of 17 July 1998 (the Rome Statute) in Norwegian law, Act No. 65 of 15 June 
2001. El texto en inglés de la norma ICC Act de 2001 se puede consultar en la página web:
 http://www.icrc.org/applic/ihl/ihlnat.nsf/0/328c47a0efe19411c1256b36005d3165/$FILE/
Act%20%2065%20of%2015%20June%202001%20.pdf.
216 El texto en inglés del código puede ser consultado en: http://www.ub.uio.no/ujur/ulovdata/lov-
19020522-010-eng.pdf.
217 [Traducción de la autora]: «es un delito punible también de acuerdo con la ley del país en el que 
se comete, y el delincuente reside en el reino o se queda en el mismo».
218 Informe de 2010 en respuesta de la resolución 64/117 (véase la nota 200) del Sexto Comité de 
la Asamblea de las Naciones Unidas sobre la aplicación del principio de jurisdicción universal en 
las prácticas estatales, http://www.un.org/en/ga/sixth/65/ScopeAppUniJuri_StatesComments/
Norway.pdf.
219 El texto en inglés puede ser consultado en: http://www.ub.uio.no/ujur/ulovdata/lov-19810522-
025-eng.doc.
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relativas a los requisitos procedimentales para el ejercicio de la jurisdicción en 
los casos de crímenes internacionales. Entre los requisitos encontramos la pre-
sencia del sospechoso en este país, en los casos en que éste último no tenga la 
nacionalidad o no resida en Noruega.
Pasando al análisis de los casos, aunque todavía no se han producido con-
denas sobre la base de la jurisdicción universal en Noruega, como se afirma en 
el «Universal Jurisdiction in Europe: The State of the Art», de Human Rights 
Watch 220 (2006: 82 y ss.), el país ha identificado numerosos sospechosos en su 
territorio. Se afirma que más de setenta casos han sido examinados hasta ahora 
relativos a sospechosos que buscaban asilo en Noruega; los crímenes se refieren 
a los territorios de Irak, Afganistán, África (en particular Ruanda) y los Balcanes. 
Tanto que en 2005 el Gobierno de Noruega decidió dejar la investigación de 
dichos casos a una unidad penal especializada en crímenes internacionales, el 
llamado Servicio de Investigación (Norway’s National Criminal Investigation 
Service [NCIS]). La unidad tiene el papel de crear una lista detallada de todos 
los casos con el fin de establecer directrices para la selección y priorización de 
las investigaciones.
Un asunto que ha tenido fuertes repercusiones en territorio noruego fue 
el caso Michel Bagaragaza 221, relativo a los crímenes de genocidio cometidos en 
Ruanda. El tribunal noruego en 2006 pidió al Tribunal Penal Internacional para 
Ruanda el poderlo juzgar bajo su legislación; posibilidad rechazada por el Tribu-
nal Penal Internacional 222, no teniendo Noruega la jurisdicción adecuada para 
poder examinar el asunto. De hecho, la ley noruega establecía la prohibición de 
aplicar retroactivamente las normas relativas a la persecución de crímenes inter-
nacionales sobre hechos que se habían verificado con anterioridad respecto a la 
entrada en vigor de dichas normas. Después de este caso el legislador noruego 
decidió enmendar la legislación en relación a los crímenes internacionales y la 
compatibilidad de los principios penales con estos últimos, en particular, en lo 
referente a las reglas de prescripción.
220 El informe se puede consultar en: http://www.hrw.org/reports/2006/06/27/universal-jurisdic-
tion-europe.
221 Bagaragaza, exdirector gerente de la OCIR-Tea y miembro del comité local del Movimiento 
Republicano para el Desarrollo y la Democracia (MRND), fue acusado de complicidad y conspi-
ración en los crímenes de genocidion de 1994.
222 The prosecutor vs. Michel Bagaragaza case no. ictr-05-86-ar11bis, in the appeals chamber ictr, 
sentencia de la Corte de Apelación del Tribunal Internacional para Ruanda. El texto de la senten-
cia del Tribunal para Ruanda se puede consultar en la página web: http://www.fichl.org/uploads/
media/ICTR_Appeals_Chamber_Decision_in_the_Bagaragaza_case.pdf.
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3.7.16. Reino Unido
The United Kingdom acknowledges that there is a further limited group 
of crimes which some States consider to attract universal jurisdiction, inclu-
ding genocide and crimes against humanity, but there is a lack of interna-
tional consensus on the issue. These crimes are not underpinned by treaties 
providing for universal jurisdiction. Accordingly, a careful study of state prac-
tice and opinio iuris would be required to determine whether they are esta-
blished under customary international law as crimes of universal jurisdiction 
and whether there are conditions for the exercise of such jurisdiction 223.
Esta es la posición que el Reino Unido ha expresado en el informe emiti-
do en abril de 2011 en respuesta a la resolución 65/33 de la Asamblea General 
de la Naciones Unidas sobre la aplicación del principio de jurisdicción universal 
en la práctica estatal 224. Como se evidencia en el mismo documento, en este 
territorio se ha ejercitado la jurisdicción extraterritorial con relación a delitos 
internacionales y ha sido creado un sistema legal apto para determinar las ca-
racterísticas, requisitos y límites de esta jurisdicción en relación a las diferentes 
tipologías de crímenes tomados en consideración.
En relación al crimen de piratería, ha sido incorporada en la legislación 
nacional la convención sobre la Law of the Sea, a través de la Merchant Shipping 
and Maritime Security Act de 1997. Por este crimen la legislación inglesa no 
establece ningún nexo territorial.
Por lo que se refiere a las graves violaciones de los Convenios de Gine-
bra y sus Protocolos Adicionales, en 1957, modificado en 2009, con base en 
la Geneva Conventions Act, se ha establecido la jurisdicción de los tribunales 
nacionales. También en este caso no se establecían vínculos territoriales. Mien-
tras que la War Crimes Act de 1991 ha sido la base para algunos juicios como 
el caso Szymon Serafinowicz y Andrzej Sawoniuk. Basándose en esta ley se 
prevé la jurisdicción de los tribunales nacionales sobre los crímenes de guerra 
223 [Traducción de la autora]: «El Reino Unido reconoce que existe un grupo limitado de delitos 
sobre los que algunos Estados puedan considerar la jurisdicción universal, como el genocidio y los 
crímenes contra la humanidad, pero falta un consenso internacional sobre el tema. Estos crímenes 
no están respaldados por tratados que prevén jurisdicción universal. En consecuencia, se requiere 
un estudio cuidadoso de la práctica estatal y la opinio iuris para determinar si son establecidos en 
el derecho internacional consuetudinario como crímenes de jurisdicción universal y si existen 
condiciones para el ejercicio de esta jurisdicción».
224 El texto del informe se puede consultar en la siguiente página web: http://www.un.org/en/ga/
sixth/66/ScopeAppUniJuri_StatesComments/UK&Northern%20Ireland.pdf.
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cometidos en Alemania o en los territorios ocupados por Alemania durante la 
Segunda Guerra Mundial. Se establece un requisito para aplicar esta tipología 
de jurisdicción: que el acusado hubiera tenido la nacionalidad o fuera residente 
en el Reino Unido.
Pasando al crimen de tortura, la Criminal Justice Act de 1988 fue la base de 
algunos juicios frente a los tribunales nacionales como el caso Fayaradi Zardad, 
condenado a 20 años de cárcel por actos de tortura y secuestros. Con base en la 
sección 134 se establecía el principio de jurisdicción universal por dichos actos 
sin ningún tipo de conexión con el foro.
Desde 2001, la International Criminal Court Act ha venido modificando la 
disciplina de los crímenes internacionales cometidos fuera de este país. Esta ley, 
modificada en 2009, ha introducido algunos requisitos para la utilización de la 
jurisdicción universal en los casos de crímenes de genocidio, guerra y crímenes 
contra la humanidad. Esta ley se aplica desde el 1 de enero de 2001.
Por lo que se refiere a los casos enfrentados por los tribunales ingleses 
después del famoso asunto Pinochet, resulta muy importante mencionar el caso 
Fayaradi Zardad 225, un líder de la milicia acusado de cometer torturas en Afga-
nistán en la década de 1990, que involucró a varios países en las investigaciones, 
entre ellos, Estados Unidos, Dinamarca y Holanda. Zarzad fue acusado en virtud 
de la sección 134 de la Criminal Justice Act de 1988 y del párrafo §1(1) del 
Taking of Hostages Act de 1982 –actos que extienden la competencia de los tri-
bunales internos sobre determinados crímenes internacionales como la tortura, 
cuando son cometidos por una persona que resida en el Reino Unido, ya sea en 
el momento de la comisión del ilícito o cuando inicie el procedimiento–. En 
2005 Zardad fue condenado a 20 años de prisión y esta fue la primera sentencia 
de condena a un torturador por hechos cometidos fuera de Inglaterra 226.
Otro caso seguramente interesante es el de Doron Almog 227, general is-
raelí acusado de la demolición de 59 casas en Rafah, Franja de Gaza, el 10 de 
enero de 2002, constituyente de crimen de guerra contra civiles en cuanto no 
justificado por la necesidad militar 228. Además de esto, fue acusado del asesina-
225 R vs. Zardad (Cent. Crim. Ct. July 18, 2005) (Eng.); véase también R v. Zardad, [2007] EWCA 
(Crim) 279 (Eng.).
226 Más información sobre el caso en: http://www.trial-ch.org/en/resources/trial-watch/trial-
watch/profiles/profile/329/action/show/controller/Profile/tab/legal-procedure.html.
227 Para más información sobre el caso Doron Almog véase la página web: http://www.theguardian.
com/uk/2005/sep/12/israelandthepalestinians.warcrimes.
228 Artículo 147 de la Convención de Ginebra (IV) relativa a la protección de los civiles en tiempo 
de guerra de 12 agosto del 1949. El texto se puede consultar en: http://www.icrc.org/ihl/We-
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to de Noha Shukri Al Makadma el 3 de marzo de 2003 como resultado de la 
demolición de una casa y del asesinato de Mohammad Abd Elrahman el 30 de 
diciembre 2001. Y finalmente del lanzamiento de una bomba de una tonelada 
sobre el barrio de Al Daraj de la ciudad de Gaza el 22 de julio 2002.
En septiembre de 2005 Almog fue a Inglaterra a presenciar una conferencia 
sobre el autismo infantil, decidió no salir de su avión y regresar a Israel después 
de que la embajada de Israel en Londres le advirtió acerca de una orden de 
arresto 229 en relación a los crímenes antes mencionados. De esta forma logró 
evadir su detención y el posible juicio en su contra en Inglaterra 230.
3.7.17. Senegal
El artículo 98 de la Constitución de Senegal, enmendada en 2008, esta-
blece: «The treaties or agreements regularly ratified or approved have, on their 
publication, an authority superior to that of the laws, under reserve, for each 
treaty or agreement, of its application by the other party 231». Entre otros tratados 
internacionales firmados y ratificados por este país están los relativos a la perse-
cución y sanción de los crímenes internacionales como la tortura. En cumpli-
miento de las obligaciones internacionales derivadas por dichas convenciones, el 
legislador ha modificado en los últimos años la legislación penal y procesal para 
poder reprimir dichas conductas en territorio senegalés, también en el caso en 
que sean cometidas en el exterior.
Estas modificaciones legislativas son fruto también del papel jugado por 
diferentes actores internos e internacionales que pidieron enmiendas al Código 
Penal y Procesal para permitir un ejercicio efectivo de la jurisdicción sobre de-
terminadas graves conductas. Entre los actores cabe recordar al Comité contra 
la tortura 232, la Corte Internacional de Justicia y la Unión Africana en lo relativo 
bART/380-600169.
229 Orden de detención emitida el 10 de septiembre de 2005 sobre la base de las graves violaciones a 
los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales.
230 Véase el informe «Israeli exGeneral Evades London Arrest on War-Crimes Charge»: http://www.
labournet.net/world/0509/almog1.html.
231 [Traducción de la autora]: «Los tratados o acuerdos ratificados o aprobados tienen, en su publi-
cación, una autoridad superior a la de las leyes, bajo reserva, para cada tratado o acuerdo de su 
aplicación por la otra parte». El texto del artículo se puede consultar en la siguiente página web:
 http://www.wipo.int/edocs/lexdocs/laws/en/sn/sn014en.pdf.
232 El Comité contra la tortura en su comunicación 181/2001 de 19 de mayo de 2006 declaró que 
Senegal violó la Convención contra la Tortura de la que es parte, al no haber incorporado a la le-
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al famoso caso Habré 233, a menudo definido como el Pinochet de los países 
africanos.
Como consecuencia de las presiones internacionales, en 2007 el legislador 
promulgó un texto legislativo para otorgar a los tribunales nacionales la com-
petencia para conocer de casos de genocidio, crímenes contra la humanidad, 
crímenes de guerra y torturas, incluso cuando estos hubiesen sido cometidos 
fuera del territorio de Senegal.
Pasando al caso Habré, exdictador de Chad, en exilio en Senegal, como 
hemos visto en el apartado relativo a la legislación belga, este último fue incul-
pado una primera vez en Senegal en 2000, cuando 7 víctimas presentaron una 
denuncia, pero los tribunales senegaleses resolvieron que él no podía ser juzgado. 
Una vez demostrada la imposibilidad de poder abrir juicios contra el acusado en 
el país donde se cometieron los crímenes y en Senegal, sus víctimas decidieron 
presentar una denuncia en Bélgica. En septiembre de 2005, tras cuatro años de 
investigación, un juez belga inculpó a Habré en Bélgica y pidió su extradición a 
Senegal, donde el acusado se encontraba. La disputa entre Bélgica y Senegal rela-
tiva al proceso de extradición duró más de tres años y conllevó una demanda de 
Bélgica frente a la Corte Internacional de Justicia, en la que se le pedía a la Corte 
ordenar a Senegal extraditar o juzgar al acusado. Efectivamente, el 20 de julio de 
2012, este órgano ordenó juzgar a Habré sin demora a falta de extraditarlo.
En abril de 2012, y bajo la presidencia de Macky Sall, la Unión Africana y 
Senegal acordaron crear las Cámaras Extraordinarias Africanas 234. Estas últimas 
fueron constituidas con la función de poder juzgar determinados delitos inter-
nacionales, entre otros, los crímenes cometidos en territorio del Chad. Las cá-
maras están compuestas por cuatro secciones: una sección de instrucción (cuatro 
jueces senegaleses), una Cámara de Acusación (tres jueces senegaleses), una Cá-
gislación interna las modificaciones necesarias para cumplir con el contenido de este instrumento.
233 Véase el apartado 3.7.5 de este capítulo relativo al caso Habré delante de los tribunales belgas: 
Questions relating to the obligation to prosecute or extradite (Belgium v. Senegal), Judgment, In-
ternational Court of Justice, 20 July 2012 (http://www.icj-cij.org/docket/files/144/17064.pdf).
234 Creadas después de la sentencia del Tribunal CEDEAO (Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Económica de África Occidental (CEDEAO), un órgano pensado para la resolución de contro-
versias entre Estados, el texto de la sentencia se puede consultar en la siguiente página web: http://
www.chambresafricaines.org/index.php/l-affaire-habre/552-d%C3%A9cision-de-la-cour-de-
justice-de-la-cedeao.html) de 18 de noviembre de 2010, con el fin de crear unas salas extraordina-
rias de carácter internacional para juzgar retroactivamente determinados crímenes internacionales, 
estas salas llegan en un momento crucial para la justicia africana que deberá demostrar tener la 
capacidad de cumplir con las obligaciones internacionales derivadas por el derecho internacional 
penal.
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mara de Primera Instancia y una Cámara de Apelación (dos jueces senegaleses 
y un presidente de otro país perteneciente a la Unión Africana). La legislación 
procesal aplicable a dichos órganos es la senegalesa.
Gracias a este importante paso, Habré fue inculpado por crímenes contra 
la humanidad, crímenes de guerra y tortura, y puesto bajo orden de detención 
por los jueces de instrucción senegaleses; el proceso empezó en 2015 delante de 
dichas Cámaras.
3.7.18. Suiza
En el informe sobre la aplicación del principio de jurisdicción universal en 
territorio suizo 235 se afirma que:
Switzerland subscribes to the «conditional» or «limited» interpretation 
of universal jurisdiction, in which the exercise of universal jurisdiction is 
subject to two conditions (i) The person suspected of the offence is in Swiss 
territory; (ii) The suspect is not extradited to another competent jurisdic-
tion In the Swiss legal system, universal jurisdiction is therefore a juris-
diction exercised subsidiarily, when no other jurisdiction with a stronger 
jurisdictional link (territoriality or nationality, for example) can prosecute 
the perpetrator of the crimes in question. Moreover, the exercise of universal 
jurisdiction is reserved for serious crimes 236.
Pasando al análisis de la legislación suiza, la ley de 1981 que establece las 
normas de auxilio internacional en materia penal (Loi fédérale sur l‘entraide in-
ternationale en matière pénal, recueil systématique du droit fédéral 351.1), prevé 
las normas aplicables en caso de extradición cuando falta un tratado específico 
con el Estado que la requiere. En su artículo 2 establece la regla a través de la 
235 Switzerland’s position on the appropriateness of discussing universal jurisdiction in the Sixth 
Committee of the General Assembly of the United Nations. General Assembly decision in its reso-
lution 65/33: http://www.un.org/en/ga/sixth/66/ScopeAppUniJuri_StatesComments/Switzer-
land%20(F%20to%20E).pdf.
236 [Traducción de la autora]: «Suiza se adhiere a la interpretación “condicional” o “limitada” de la 
jurisdicción universal, en la que el ejercicio de la jurisdicción universal está sujeta a dos condiciones 
(i) La persona acusada del delito se encuentre en territorio suizo; (ii) el sospechoso no es extradi-
tado a otra jurisdicción competente. En el sistema jurídico suizo, la jurisdicción universal es ejerci-
tada subsidiariamente, cuando otra jurisdicción competente y con un vínculo jurisdiccional fuerte 
(territorialidad o nacionalidad, por ejemplo) no puede enjuiciar al autor de los delitos en cuestión. 
Por otra parte, el ejercicio de la jurisdicción universal está reservado para los delitos graves».
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cual se rechaza la extradición de un sujeto si se demuestra que, en el Estado que 
quiere proceder a juzgarlo, el proceso sería falseado o si el Estado no garantiza 
que el imputado no será sometido a tratamientos inhumanos o que afecten a su 
integridad física y psíquica.
Más contundente en el tema de jurisdicción universal resulta el artículo 6 bis 
del Código Penal suizo que consagra el principio del que estamos hablando cuan-
do este último esté previsto en una obligación internacional ratificada por Suiza 
y en el caso en que el autor se encuentre en el territorio 237 donde se celebrará 
el juicio y siempre que se respeten los principios de ne bis in idem y de lex mitior.
1 Le présent code est applicable a quiconque aura commis a l’étranger un 
crime ou un délit que la Confédération, en vertu d’un traite international, 
s’est engagée a poursuivre, si l’acte es réprimé aussi dans l’Etat ou il a été 
commis et si l’auteur se trouve en Suisse et n’est pas extradé à l’étranger. La 
loi étrangère sera toutefois applicable si elle est plus favorable à l’inculpé.
2 L’auteur ne pourra plus être puni en Suisse: s’il a été acquitté dans l’Etat 
où l’acte a été commis, pour le même acte par un jugement passé en force; 
s’il a subi la peine prononcée contre lui à l’étranger, si cette peine lui a été 
remise ou si elle est prescrite 238.
Esta disposición ha sido ampliada en relación también a los crímenes sobre 
los que se puede extender la jurisdicción, a través de la inclusión del artículo 6 
bis, sobre los actos de terrorismo, en el Código Penal de 1982, y del artículo 12 
bis, del año 2000, sobre los actos que constituyen el crimen de genocidio. Sobre 
la base de esa ley, Suiza sometió a proceso y condenó en 1999 al ruandés Ful-
gence Niyonteze 239 a catorce años de prisión, sentencia confirmada en apelación 
en 2000 240, por haber participado en los crímenes de genocidio en Ruanda.
237 Sobre este aspecto Moerloose y Perissi (2014) hablan de un modelo de competencia casi universal, 
debido al requisito de la presencia del acusando en territorio suizo en el momento del dépôt de la 
plainte.
238 [Traducción de la autora]: «1 Este código es aplicable a cualquier persona que cometa un delito 
en el extranjero o por delitos que la Confederación, en virtud de un tratado internacional, se ha 
comprometido a perseguir si el acto también es reprimido en el Estado en que se cometió y el 
agente se encuentra en Suiza y no es extraditado al extranjero. El derecho extranjero, sin embargo, 
se aplica si es más favorable al reo. 2 El autor no puede ser castigado en Suiza si fue absuelto por la 
misma conducta en el Estado donde el delito fue cometido por una sentencia; si ha sido pronun-
ciada sentencia en su contra en el extranjero, si la pena ha sido establecida o prescrita».
239 Véase, entre otros, Schabas (2008) y Reydams (2002).
240 Tribunal Militaire d’Appel 1A, Audience du 15 mai au 26 mai 2000, Palais de Justice, salle G3. Se 
lee en la sentencia: – à la peine de quatorze ans de réclusion, sous déduction de 1.367 (mille trois 
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Además, para los crímenes de guerra, el código penal militar, promulgado 
por la ley federal de 13 de junio de 1927 y modificado el 29 de febrero de 2000, 
establece que las jurisdicciones militares pueden conocer crímenes cometidos 
en el extranjero por parte de extranjeros siempre que el autor se encuentre en el 
país y no pueda ser extraditado o entregado a un tribunal penal internacional. La 
base de esta jurisdicción universal la encontramos en el combinado dispuesto de 
los artículos 9, 108 y 109 que ponen las bases para su ejercicio en los casos de las 
violaciones de las leyes o de las costumbres de la guerra. El artículo 9 señala en 
su párrafo 1: «Le présent code est applicable aux infractions commises en Suisse 
et à celles qui ont été commises à l’étranger» 241. Los artículos 108 y 109 consti-
tuyen también una base para la jurisdicción universal por «infractions commises 
contre le droit des gens en cas de conflit armé 242».
En 2001 Suiza ratificó el Estatuto de Roma, adaptando al mismo tiempo 
la legislación nacional a las obligaciones internacionales derivadas por dicha ra-
tificación. Introdujo en el código penal, entre otras novedades, la noción de crí-
menes contra la humanidad y los elementos constitutivos de crímenes de guerra, 
haciendo explicita la necesidad de remitirse al código militar y al Estatuto de 
Roma. Además, «les articles introduits aux titres 12 bis et 12 ter du Code pénal 
suisse [...] reflet du droit international coutumier et conventionnel et permet-
tent une adaptation aux évolutions du droit» 243 (Moerloose y Perissi: 2014: 14).
Recientemente el caso Khaled Nezzar 244 ha reactivado en territorio sui-
zo el debate acerca del ejercicio y sobre qué condiciones se puede aplicar la 
cent soixante-sept) jours de détention préventive. – aux frais de première instance, fixés à fran et à 
ceux d’appel, fixés à francs, soit un total de francs. – à l’expulsion du territoire de la Confédération 
Suisse pour une durée de quinze ans. [Traducción de la autora]: «–La sentencia de catorce años de 
prisión en virtud de deducción de 1.367 (mil trescientos sesenta y siete) días de prisión preventiva. 
–A expensas de Primera Instancia fijó en francos suizos y los de apelación, establecido en francos 
suizos, para un total de francos. –La expulsión de la Confederación suiza por un período de quince 
años». La sentencia de condena se puede consultar en la siguiente página web: http://www.trial-
ch.org/fileadmin/user_upload/documents/APPEL_FN.pdf.
241 [Traducción de la autora]: «este código es aplicable a los delitos cometidos en Suiza y a los que son 
cometidos en el extranjero».
242 [Traducción de la autora]: «las infracciones cometidas en contra del derecho de gentes y en caso 
de conflicto armado».
243 [Traducción de la autora]: «los artículos introducidos en los títulos 12 bis y 12 del ter del Código 
Penal suizo [...] reflejan el derecho internacional consuetudinario y convencional y permiten una 
adaptación a la evolución del derecho».
244 Khaled Nezzar, exministro de Defensa de Argelia, fue considerado responsable de diferentes deli-
tos internacionales, como la eliminación de los opositores, desapariciones forzadas y ejecuciones 
extrajudiciales, cometidos durante el primer año de la llamada sale guerre (1992-2002).
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jurisdicción universal. Nezzar, que se encontraba en Ginebra, fue detenido e 
inculpado por crímenes de guerra en 2011. Sin embargo, fue puesto en libertad 
con la promesa de estar presente durante el procedimiento por dichos actos. En 
2011, Nezzar interpuso recurso al Tribunal Penal Federal basado en la supuesta 
inmunidad que tienen los ministros de un Estado extranjero. En 2012 el recuso 
fue denegado por dicho tribunal que, diferenciando los casos de inmunidades 
ratione materiae y ratione personae, estableció que, por lo referente a la inmunidad 
ratione materiae, el desarrollo del derecho internacional había venido creando 
excepciones a la aplicación de las inmunidades en caso de comisión de crímenes 
internacionales: «Il serait à la fois contradictoire [...] on affirmait vouloir lutter 
contre ces violations graves aux valeurs fondamentales de l’humanité et [...] l’on 
admettait une interprétation large des règles de immunité fonctionnelle» 245.
3.8. CONCLUSIONES DEL CAPÍTULO
Como hemos explicado en el segundo capítulo de este trabajo, en el sistema 
penal internacional ha sido de mucha importancia la creación de tribunales 
internacionales, mecanismos útiles para no dejar los crímenes internacionales 
impunes. De todas formas, debido a las limitaciones y obstáculos que estas cor-
tes encuentran, no pueden ser considerados los únicos instrumentos aptos para 
determinar las responsabilidades penales de los hechos y reparar a las víctimas.
Como declara el Preámbulo del Estatuto de Roma, la impunidad se ha 
convertido en uno de los «males de nuestro tiempo: el fracaso en la persecu-
ción de los crímenes graves es considerado algo tan malo, si no peor que el 
propio crimen. En la actualidad, la jurisdicción universal es la técnica favorita 
empleada para prevenir la impunidad por los crímenes internacionales; la 
jurisdicción universal es uno de los métodos más efectivos para disuadir y 
prevenir la comisión de crímenes internacionales, incrementando las posibi-
lidades de persecución y sanción de sus autores. (Blanco Cordero, 2008: 101)
Por lo tanto, el fundamento de la justicia universal reside en proteger los 
intereses fundamentales no solo de los Estados, sino de la comunidad interna-
245 [Traducción de la autora]: «Sería contradictorio [...] afirmar querer luchar contra las graves viola-
ciones a los valores fundamentales de la humanidad [...] y admitir una interpretación amplia de la 
regla de la inmunidad funcional». Tribunal Penal Federal de Suiza, caso Khaled Nezzar, decisión 
de 25 julio de 2012.
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cional en su conjunto; intereses que se ven amenazados en el momento en que 
se cometen graves violaciones del derecho internacional que afectan a toda la 
humanidad. Si este es su fundamento, es fácil entender que el objetivo de esta 
justicia sea colmar aquellas lagunas, faltas en el sistema penal internacional, para 
que resulte efectivo el ejercicio de la acción penal contra los responsables de 
las conductas criminales antes mencionadas y se asegure con ello no dejar a a 
dichos sujetos la posibilidad de encontrar lugares en el mundo donde poder 
quedar impunes: safe havens. Como explica Comellas Aguirrezábal (2010: 107):
la jurisdicción universal es una herramienta útil e incluso necesaria para 
combatir la tradicional impunidad de la que suelen gozar los responsables de 
los más graves crímenes internacionales, garantizar que normas internacio-
nales fundamentales no queden «en letra muerta», y hacer valer los derechos 
de las víctimas.
En este capítulo, partiendo del fundamento, objetivos y características del 
principio de jurisdicción universal, hemos intentado dar una panorámica de las 
problemáticas ligadas a esta tipología de jurisdicción. De hecho:
La jurisdicción universal no se encuentra tan bien establecida en el dere-
cho internacional convencional y consuetudinario como sus más entusiastas 
defensores, incluyendo importantes organizaciones de derechos humanos, 
pretenden que está. Dichas organizaciones han confeccionado listas de países 
que ellos alegan se basan en la jurisdicción universal. En el hecho, las dispo-
siciones legales que ellas citan no apoyan esa proposición, o a lo menos no 
en la forma inequívoca que ellas indican. (Bassiouni, 2002: 4)
Partiendo del concepto de jurisdicción penal universal, se han analizado los 
tratados internacionales, fuentes directas de derecho internacional, y costumbres 
internacionales, que expresan la opino juris y praxis de los Estados, y finalmente 
normas de soft law, como resoluciones, códigos de conducta en tiempo de gue-
rra, informes, declaraciones y principios en el tema de jurisdicción penal uni-
versal. Todo este material nos ha dado un contexto lo más cercano posible sobre 
el que poder analizar las normativas internas a los Estados y su jurisprudencia en 
los casos en que los tribunales nacionales han tenido que utilizar esta tipología 
de jurisdicción. Partiendo del crimen de piratería, los Estados han ampliado sus 
criterios de jurisdicción a otros crímenes que por su naturaleza afectan a la hu-
manidad en su conjunto; sin embargo, no todos los países han admitido y utiliza-
do los mismos criterios a la hora de desarrollar su propia competencia. Algunos 
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han utilizado criterios más restringidos a la hora de determinar qué crímenes 
pueden ser juzgados, o criterios que de cualquier forma ligan el crimen cometi-
do al territorio en que se procede a juicio. En muchos casos, las normas que es-
tablecen esta jurisdicción han tenido que chocar con otros principios básicos del 
derecho penal: ne bis in idem, no retroactividad de la norma penal, lex mitior, etc.
Algunos, más que otros, como Bélgica, España, Francia, Alemania o Holan-
da, han contribuido de manera importante tanto desde una perspectiva legisla-
tiva como jurisprudencial.
Conforme a lo afirmado por Ferrer Lloret (2008: 216), cuando se habla de 
justicia universal se debe tener en cuenta la práctica legislativa y jurisprudencial 
de los Estados, sobre todo de aquellos que como España han tenido un papel 
importante en la implementación del principio y su utilización en casos con-
cretos.
De conformidad con este Derecho comparado, nos declaramos partida-
rios de la jurisdicción universal territorial como solución más realista y via-
ble. Solución, que, por referirnos a nuestro ámbito geográficos más próximo, 
de aplicarse con efectividad por todos los Estados de nuestro entorno euro-
peo, podría suponer nada menos que el continente europeo iba a dejar de 
cobijar a los autores de genocidio, crímenes de guerra o crímenes contra la 
humanidad y otros crímenes tipificados convencionalmente, como la tortura, 
como así ha ocurrido en un buen número de casos en las últimas décadas. 
(Ferrer Lloret, 2008: 216-217)
Como consideración final, podemos decir que el estudio de las normas 
que a nivel internacional abarcan el principio de jurisdicción universal, junto 
con las praxis estatales en materia, nos debería orientar hacia el futuro de dicho 
principio. Su evolución depende en gran medida de la creación de normas 
vinculantes a nivel internacional como puede ser un tratado internacional que 
discipline con claridad los elementos, características y límites de esta tipología 
de jurisdicción y para que la futura praxis de los Estados sea más homogénea y 
predecible 246. Como explicaba Brown (2001: 397), este principio debería evo-
246 Sobre este aspecto véase, entre otros, Blanco Cordero (2008), en el que la autora analiza los in-
formes nacionales presentados por los Estados durante el Coloquio Preparatorio de la IV Sección 
del XVIII Congreso Internacional de Derecho Penal de septiembre de 2009. Fueron presentados 
14 informes nacionales, representando diferentes partes del mundo: Alemania, Bélgica, Croacia, 
España, Estados Unidos de América, Finlandia, Francia, Holanda, Hungría, Italia, Rumanía, Suecia 
y Turquía, más dos informes adicionales que se ocupaban de la cuestión desde una perspectiva 
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lucionar en el sentido de ser considerado como norma de jus cogens y con ello 
determinar una obligación erga omnes en relación a los delitos de genocidio, de 
lesa humanidad, de tortura y de guerra, evitando de esta forma el seguir cuestio-
nando la naturaleza de este principio sobre dichos actos: «Through this process 
the duty to prosecute universal jurisdiction crimes, and perhaps even the duty to 
prevent them, could eventually gain recognition as compelling jus cogens norms 
from which no derogation is permitted 247».
global y europea. En ellos se puede resaltar la necesidad evidenciada por los Estados de la creación 
de normas claras y unívocas sobre los elementos y límites de esta tipología de jurisdicción. Ade-
más, han sido avanzadas muchas propuestas para alcanzar un acuerdo internacional, en forma de 
tratado sobre las condiciones para su aplicación. El análisis de los informes se puede consultar en 
la siguiente página web: http://www.cairn.info/zen.php?ID_ARTICLE=RIDP_791_0101.
247 [Traducción de la autora]: «A través de este proceso el deber de perseguir delitos de jurisdicción 
universal, y quizás incluso el deber de prevenirlos, con el tiempo podría ser reconocido como jus 
cogens que no admite ninguna excepción».
Capítulo 4 
LA PARTICULAR EXPERIENCIA ESPAÑOLA 
EN EL TEMA DE JURISDICCIÓN PENAL 
UNIVERSAL: SUS ALTIBAJOS
4.1. INTRODUCCIÓN
La jurisdicción, desde siempre considerada como una manifestación de la sobe-
ranía de un Estado 1, encuentra límites que se concretizan cuando entra en juego 
con la de otros Estados. En muchos casos el concepto de soberanía jurisdiccional 
territorial estricta y de no injerencia en los asuntos internos de un Estado 2 ha 
sido utilizado como justificación de algunas políticas estatales que sistemática-
mente violaban los derechos humanos 3. En otras palabras, podemos ver como 
1 Como explica Sánchez Legido (2004:21): «Si la soberanía es el atributo jurídico-político esencial 
de la estatalidad, la noción de jurisdicción, en sentido amplio y referida al Estado en su totalidad, 
haría referencia al conjunto de competencias inherentes a la soberanía».
2 Este tema ha sido abordado en el capitulo primero en el apartado 1.5.
3 Sobre este punto véase Remiro Brotóns (1999: 46) en su libro sobre el caso Pinochet y los límites 
de la impunidad, donde el autor expone el problema de la intervención de terceros Estados en 
asuntos de orden judicial que corresponden a otros Estados, como en los casos donde los hechos 
se han verificado. El autor enfrenta la temática analizando los discursos del gobierno chileno de 
diciembre de 1998, como el discurso hecho en la ceremonia de saludo de fin de año al cuerpo di-
plomático acreditado en Chile, en Santiago el 28 de diciembre de 1998. En este caso Eduardo Frei 
Ruiz-Tagle, presidente de la república chilena, declara: «al ponerse en entredicho la plena vigencia 
de principios jurídicos tan esenciales para nuestra soberanía como el derecho que nos corresponde 
para hacer justicia respecto de los hechos acaecidos en nuestro territorio». De la misma forma se 
expresa el abogado de Chile (alegado escrito) ante el Comité de Apelación de la Cámara de los 
Lores: «La República interviene para afirmar su propio interés y derecho a que este asunto se ven-
tile en Chile. [...] La posición del gobierno chileno acerca de la inmunidad del Estado no busca 
un escudo personal para el senador Pinochet, sino defender la soberanía nacional de Chile, de 
acuerdo con principios de derecho internacional generalmente aceptados». También en el famoso 
caso en contra de Abdulaye Yerodia Ndombasi, exministro de Asuntos Exteriores de la República 
del Congo, acusado en Bélgica, por el trámite de la jurisdicción universal, de haber fomentado el 
odio racial contra la población tutsi, fue presentada una demanda delante de la Corte Internacional 
de Justicia donde las autoridades congolesas afirmaban que la orden de detención contra Yerodia 
Ndombasi implicaba una: «Violación del principio según el cual un Estado no puede ejercer (su 
autoridad) sobre el territorio de otro Estado y del principio de igualdad soberana de todos los 
miembros de la Organización de Naciones Unidas, proclamado por el artículo 2, apartado1, de 
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por mucho tiempo ha significado defender el derecho de cada Estado a perpe-
trar, dentro de sus fronteras, actos violentos, crímenes en contra de su población 
y de extranjeros presentes en su territorio, garantizando al mismo tiempo la más 
amplia impunidad por estos hechos 4.
Con el paso de los años, este principio ha sido combinado con otros, como 
los relativos a la represión de los crímenes internacionales. De hecho, las ins-
tancias internacionales han empezado a abrir la puerta a una posible injerencia 
en los asuntos internos, en particular en el caso en que el Estado no respete los 
estándares previstos a nivel internacional y cometa uno de los actos prohibidos 
por las convenciones internacionales en defensa de los derechos humanos.
Injerencia que ha sido reconocida también como un valioso instrumento 
en la lucha contra la impunidad manifestándose también en la utilización de la 
jurisdicción universal 5, siempre si se demuestra la existencia de un interés nacio-
nal, también si no es exclusivo de un Estado, o internacional que la justifique. La 
jurisdicción de un Estado trasciende la esfera de intereses individuales y especí-
ficos (Sánchez Legido, 2004: 40) sobre crímenes ocurridos fuera del territorio 
en el que se procede al juicio, también los cometidos por extranjeros en contra 
de otros extranjeros y que por lo tanto serían competencia de los tribunales 
internos del país en el que se verificaron los actos ilícitos.
la Carta de Naciones Unidas» («Requête introductive d’istance enregistrée au Greffe de la Cour 
le 17 octobre 2000, Mandat d’arrêt du 11 avril 2000», consultado en la pagina web de la Corte 
Internacional de Justicia: http:www.cij-icj.org, el 20 de marzo de 2014).
4 Debemos recordar que el derecho internacional clásico, como hemos mencionado en el primer 
capitulo, apartado 1.1, se caracterizaba por considerar a los Estados como los únicos sujetos inter-
nacionales; «esta concepción tenía por consecuencia que el derecho internacional se desentendiera 
de la forma en la que un Estado trataba a sus nacionales: al maltratarlos no violaba los derechos 
de ningún Estado, ya que el trato a sus nacionales formaba parte de la jurisdicción exclusiva del 
Estado. Ningún Estado tenía derecho a intervenir en favor de los nacionales de otros Estados» 
(Castillo, 2003: 36).
5 Como hemos visto en el tercer capítulo de este trabajo, apartados 3.3 y sucesivos, el principio 
de justicia universal se caracteriza, en primer término, porque no se vincula con ninguno de 
los elementos tradicionales que constituyen la estatalidad. Por lo tanto, dicha regla se diferencia 
de los otros títulos de jurisdicción como el principio de territorialidad, de personalidad o na-
cionalidad activa, personalidad o nacionalidad pasiva o el principio de protección de intereses 
estatales. Cabe recordar que también el principio de universalidad responde a una exigencia 
sentida no por el Estado sino por la comunidad internacional en su conjunto; en defensa de los 
intereses propios de esta última. Como explica García Arán (2000, 67) hablando del principio 
en el ordenamiento español: «el Estado se reserva la competencia para perseguir hechos come-
tidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional cuando lesionan determinados 
bienes jurídicos reconocidos por toda la comunidad internacional y en cuya protección ésta se 
encuentra interesada».
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La extensión de la jurisdicción penal a hechos ocurridos fuera del terri-
torio nacional, y que afectan por tanto a intereses de otros Estados, ha sido un 
tema desde siempre muy controvertido en los debates internacionales (Scha-
chter, 1991). La extensión extraterritorial de la jurisdicción debe poder ser justi-
ficada ya sea por la existencia de intereses particulares pero no exclusivos de cada 
país o por un interés de defensa y cooperación compartido por la generalidad de 
los Estados. El Tribunal Internacional de Justicia en la sentencia de 11 de julio 
de 1996 sobre el asunto relativo a la aplicación del Convenio para la prevención 
y la represión del crimen de Genocidio declara:
Por lo que se refiere a la naturaleza del Convenio sobre el genocidio 
[...], los Estados contratantes no tienen intereses propios sino que tienen 
exclusivamente, todos y cada uno, un interés común, el de preservar los fines 
superiores que constituyen la razón de ser al Convenio 6».
En este último caso resulta indiscutible el reconocimiento internacional 
de la facultad de perseguir autores de crímenes que por su naturaleza afectan al 
bienestar de la comunidad internacional, en protección de intereses considera-
dos superiores y meritorios de una tutela especial. De hecho, considerando que 
el jus cogens garantizaría la superioridad de los derechos humanos prohibiendo 
los actos como el genocidio, las torturas y otras violaciones, los Estados están 
facultados para aplicar una jurisdicción extraterritorial para perseguir los delitos 
más graves.
La ratio de esa afirmación está en que no sería legítimo, en el momento 
actual del desarrollo humano, permitir que frente a crímenes tan graves se de-
jara abierta la puerta a la cultura de la impunidad, sino que resultaría necesario 
contraponerse a esta última a través de la utilización de una justicia que sea no 
solo ideal sino también efectiva. Efectividad que se obtiene solamente compar-
tiendo globalmente la represión de los crímenes y la salvaguardia de los derechos 
humanos.
Como hemos afirmado en el segundo capítulo de este trabajo, en el 
apartado 2.4, es por medio de la jurisdicción universal, entendida como com-
plemento en el sistema de justicia penal internacional, que se pueden superar 
los obstáculos que no permiten hoy en día a las víctimas el recibir justicia y 
condenar a los responsables de las graves violaciones de los derechos humanos 
6 Asunto Bosnia-Herzegovina contra Yugoslavia, sentencia de 11 de julio de 1996. La sentencia fue 
consultada en la página web: http: www.icj-cij.org/, el día 20 de marzo de 2014.
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ante un tribunal internacional o ante los tribunales de los países involucrados 
en dichas violaciones.
La persecución de los crímenes internacionales por distintos tribunales 
nacionales sobre la base del principio de jurisdicción universal ha venido a 
contribuir, con sus avances y retrocesos, a una globalización de la justicia. En 
efecto, la lucha contra la impunidad ha permitido combatir aberrantes aguje-
ros en la justicia internacional que parecían enquistados desde hace décadas. 
[...] Ahora bien, por todos es sabido, que los exiguos recursos materiales y 
personales del TPI, como sus limitaciones estatutarias y condicionamientos 
políticos, no garantizan el pleno acceso a la justicia de las víctimas. Es por 
ello, que el mecanismo de la jurisdicción universal contribuye en la medida 
de lo posible a paliar estas deficiencias. (Esteve Moltó, 2011: 2)
Cuando hablamos del ejercicio extraterritorial de la jurisdicción penal de-
bemos tomar en consideración la experiencia española que ha sido fundamental 
para el desarrollo de los criterios y límites para la aplicación de la jurisdicción 
penal universal. De hecho, España es uno de los países que en el último siglo se 
ha hecho portavoz de la lucha sistemática contra todas las formas de impuni-
dad, previstas en otros Estados. Estas formas de impunidad tienen como conse-
cuencia principal el hecho de dejar a las víctimas de las graves violaciones a los 
derechos humanos sin posibilidad de una justa reparación y sin determinar las 
relativas responsabilidades.
4.1.1. El complejo camino de la justicia universal en el territorio español
A nivel histórico podemos afirmar que el sentimiento de justicia global 
tiene raíces muy profundas en el territorio español. Ya a finales del siglo XV, po-
demos ver que en la Historia de la Nueva España se empezó a hablar de intereses 
superiores que debían ser defendidos también si eran violados fuera de la penín-
sula ibérica. Nacido en Sevilla en 1484, Bartolomé de las Casas 7, fraile católico 
7 Famoso por haber emprendido una campaña para la defensa de los derechos humanos de los in-
dios denunciando los abusos perpetrados por los conquistadores y por haber propuesto cambios 
legislativos para poner fin a dichos actos delictivos. Como afirma García García (2011: 81), la figura 
de Bartolomé de las Casas se presenta como sumamente ligada a la teoría y práctica de los derechos 
humanos: «fue el defensor de los indios y, por ende, defensor de los hombres, de todos los hom-
bres, de todos los oprimidos en todos los tiempos y en todos los lugares. Defenderá sus derechos 
como seres humanos, personas racionales y libres, y luchará por conseguir para ellos la dignidad, la 
libertad, la justicia, preservar su cultura, su tierra y sus bienes».
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español, abrió en España el debate sobre los crímenes, que hoy serían llamados 
de lesa humanidad, cometidos por los españoles en América. Tuvo ciertamente 
un importante papel en la defensa de los nativos americanos y por eso pasó a la 
historia, por haber sustentado la existencia de derechos inviolables que pertene-
cen a todos los hombres y que por lo tanto deben ser respetados por parte de 
todos los Estados.
El primer antecedente español de formulación de la justicia universal lo 
encontramos en 1556, cuando Diego de Covarrubias 8 sustentó, en su Practicarum 
Quaestionum, que el autor de algunos delitos que se consideran muy graves pue-
de ser perseguido en el Estado donde los comete y también en el que se refugia. 
En la célebre controversia de Valladolid (1550- 551) 9, que se refiere al trato de 
los nativos, celebrada en el colegio de San Gregorio en la ciudad vallisoletana, 
Covarrubias apoyó a De las Casas frente a Ginés de Sepúlveda, quien sostenía 
que los indios no tenían derechos y se les podía someter a los más crueles tratos 
impunemente.
Sin embargo, no es hasta después de los crímenes cometidos a lo largo del 
siglo XX, que en la legislación española se estableció claramente el principio de 
jurisdicción penal universal para los crímenes internacionales. Con ello, tanto en 
la legislación nacional como en la jurisprudencia de los tribunales internos y del 
Tribunal Constitucional, empezaron a crearse reglas enfocadas a reprimir dichas 
conductas. El legislador, apoyado por la jurisprudencia del Tribunal Supremo y 
del Tribunal Constitucional por lo menos en ese momento, se mostró favorable 
a la creación de un marco de reglas que permitiera la persecución y represión 
penal de ilícitos que trascienden el solo Estado y que involucran los intereses de 
la comunidad internacional en su conjunto.
Al mismo tiempo, cabe constatar que este proceso no ha sido siempre li-
neal; ha visto momentos de rupturas y de choques entre los posicionamientos 
de los órganos judiciales, pero al final se logró llegar a un punto de compromiso 
entre los intereses en juego: políticos, económicos y procesales; balanceando al 
mismo tiempo las necesidades nacionales con las obligaciones internacionales de 
justicia y de represión de los crímenes internacionales.
A través de numerosas sentencias, emitidas por los tribunales internos, se 
había construido un sistema que reconocía y atribuía a la jurisdicción española 
8 Diego de Covarrubias y Leyva fue uno de los más importantes juristas españoles del siglo XVI.
9 Sobre este caso véanse, entre otros, Ana Manero Salvador (2009) y Francisco Fernández Buey (1992) 
que sintetizan la controversia y las diferentes posturas e intereses de las partes.
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una portada universal cuando se trataba de actos que por su naturaleza resulta-
ban ser considerados como crímenes internacionales. En la sentencia nº 237 de 
2005 10, fallo de 26 de septiembre de 2005 referente a la denuncia interpuesta 
por Rigoberta Menchú Tum con relación a la comisión de posibles delitos de 
genocidio ocurridos en Guatemala, entre los años 1978 y 1986, la sentencia 
del Tribunal Constitucional (STC) explicitó la base de esta universalidad de la 
competencia jurisdiccional del Estado y de sus órganos, en línea con las obliga-
ciones establecidas a nivel internacional, con el fin de conocer y perseguir graves 
crímenes a través de un procedimiento judicial.
La base se fundamentaba en la protección y defensa de los derechos huma-
nos. Según este tribunal:
la persecución internacional y transfronteriza que pretende imponer el prin-
cipio de justicia universal se basa exclusivamente en las particulares caracte-
rísticas de los delitos sometidos a ella, cuya lesividad (pragmáticamente en el 
caso del genocidio) trasciende la de las concretas víctimas y alcanza a la co-
munidad internacional en su conjunto. Consecuentemente su persecución y 
sanción constituyen, no solo un compromiso, sino también un interés com-
partido de todos los Estados cuya legitimidad, en consecuencia, no depende 
de ulteriores intereses particulares de cada uno de ellos.
Por lo tanto, la doctrina internacional llegó a la conclusión de que en Es-
paña se había producido una forma de institucionalización de la universalidad 11. 
Universalidad en defensa de los derechos humanos y de las libertades civiles, 
políticas y económicas; defensa que en derecho internacional ha adquirido una 
superioridad frente a otros principios y reglas internacionales, como las que 
prevén inmunidades o amnistías e indultos.
10 Véase la sentencia del Tribunal Constitucional de España nº 237, de 26 de setiembre de 2005, 
referente al caso de genocidio en Guatemala, apartado 5.4 del quinto capítulo de este trabajo.
11 En este sentido, hablando del esfuerzo por institucionalizar la universalidad, podemos decir que 
el carácter esencial de los valores comunes de la comunidad internacional, cuya salvaguardia está 
en peligro, apunta a la necesidad/obligación de avanzar en el proceso de creación de un marco de 
reglas y principios para que la jurisdicción universal sea efectiva. Esta necesidad refleja también el 
compromiso de los Estados en la asunción de las responsabilidades que a todos ellos incumben en 
la prevención, represión y reparación de todas aquellas actividades delictivas graves de trascenden-
cia internacional. Este proceso resulta importante en la lucha contra la impunidad también si par-
timos de otra perspectiva; si pensamos en los límites y obstáculos que los tribunales internacionales 
tienen a la hora de enfrentarse a un crimen internacional, la jurisdicción universal, como ya fuera 
expresado en el tercer capítulo, apartado 3.1, llega a ser un útil y eficaz aliado. Como explica Ángel 
Sánchez Legido (2002: 28): «la jurisdicción universal sigue siendo imprescindible para combatir la 
impunidad de los responsables de las más graves atrocidades».
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Este sistema, que ve su formalización en la Ley del Poder Judicial nº 6/1985 
y que permitió abrir procesos de importancia mundial, está siendo actualmen-
te amenazado por la reforma operada en España a través de la Ley Orgánica 
nº 1/2014. Si ya en el pasado habían sido muchos los intentos de limitar u 
obstaculizar la jurisdicción universal, podemos ver que, por un lado, con la ley 
de reforma de 2009 se logra desnaturalizar casi en su totalidad el principio de 
jurisdicción universal mientras que, por otro lado, se decide poner fin al valioso 
trabajo de los jueces españoles en los casos más discutidos como Tíbet, Guantá-
namo o Couso con la reciente Ley Orgánica de reforma 1/2014.
Pero como hemos ya mencionado, la erosión del principio de jurisdicción 
universal en territorio español no es un fenómeno nuevo. Las tentativas de li-
mitar u obstaculizar su utilización por parte de los tribunales españoles han sido 
muchas y en diferentes ocasiones han sido objeto de numerosas críticas por par-
te de la doctrina interna e internacional y de las organizaciones internacionales 
que se ocupan de la protección y defensa de los derechos humanos.
En estos momentos, y tras la última reforma, cabe preguntarnos: ¿se puede 
seguir hablando de jurisdicción universal en España? Seguramente el futuro no 
es muy esperanzador y lo más preocupante de todo es que el retroceso que las 
modificaciones legislativas conlleva repercute no solo en el territorio español 
sino en las legislaciones y jurisprudencia de los tribunales de otros países. Esto 
en cuanto, como hemos mencionado al principio de este capítulo, España no ha 
sido un país más en la lucha contra la impunidad, ha sido su portavoz.
En términos de praxis internacional, la postura restrictiva del Estado espa-
ñol, también si es contrabalanceada por otros Estados que ejercen esta tipología 
de jurisdicción, tendrá un peso y consecuencias importantes; por lo tanto, debe-
rá ser objeto de profundizaciones y análisis más detallados en los próximos años.
A lo largo de este capítulo se hará mención de estas problemáticas to-
mando en consideración las diferentes normas nacionales que han constituido 
y constituyen límites significativos para la operatividad de dicho principio en 
suelo español. Para lograr este resultado hemos decidido profundizar en el tema 
con el auxilio de la doctrina española que a lo largo de estas últimas décadas ha 
analizado minuciosamente la aplicación del principio de jurisdicción universal a 
la luz de las diferentes normas y de la jurisprudencia de los tribunales nacionales.
De esta forma, partiendo del estudio de la legislación española, particu-
larmente de la Ley Orgánica del Poder Judicial 6/1985, atacada en diferentes 
ocasiones y objeto de diferentes modificaciones legislativa, se abordarán las re-
formas que han determinado importantes cambios en lo relativo a los criterios 
para poder activar esta jurisdicción, a través de la Ley Orgánica nº 1/2009 y de 
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la Ley Orgánica nº 1/2014. Al mismo tiempo se tomará en consideración el 
choque que se ha producido entre la jurisprudencia del Tribunal Supremo y del 
Tribunal Constitucional.
Desde ahora resulta importante decir que ambas reformas han sido funda-
mentadas en la presunta reconciliación del interés común por evitar la impu-
nidad de crímenes contra la humanidad, genocidio entre otros, con un interés 
concreto del Estado en la protección de determinados bienes como el de la 
economía procesal. Pero, contrariamente a lo que establece el principio de ju-
risdicción penal universal, imponen condiciones para el ejercicio, por parte de 
los tribunales internos, de esta clase de jurisdicción. En particular introducen el 
requisito de encontrar una conexión entre el crimen cometido fuera del terri-
torio nacional con el Estado español. Lo que contradice a la misma ratio de la 
jurisdicción universal, que por su naturaleza no necesita de una conexión entre 
el crimen y el Estado que procede al juicio.
Esto nos lleva a las preguntas que sustentan el quinto capítulo de este traba-
jo sobre las consecuencias jurídicas que esta reforma conlleva sobre algunas re-
flexiones relativas a la aplicación de la nueva ley a los casos pendientes de juicio 
y sobre el futuro ejercicio de la jurisdicción penal universal. Estas preguntas son: 
¿Por qué España, que se había hecho portavoz de la lucha contra la impunidad, 
dio un paso atrás, modificando la ley que permite a los jueces nacionales el po-
der juzgar a extranjeros por crímenes cometidos fuera del territorio español y 
en contra de extranjeros 12? ¿Es también un paso atrás para la justicia universal, la 
protección de los derechos humanos y la construcción de una cultura de paz?
12 En este sentido véase, entre otros, Ángel Sánchez Legido (2002: 28) cuando enfrenta la temática 
relativa a la tendencias nacionales e internacionales en el tema de la jurisdicción universal, tema 
tratado con anterioridad en el tercer capítulo de este trabajo en los apartados 3.6 y sucesivos. 
Efectivamente, si a principio de los noventa hay una tendencia general en la defensa de los dere-
chos fundamentales y en considerar la jurisdicción universal como el mecanismo más adecuado 
para la prevención y persecución de los crímenes internacionales, a la hora de enfrentar pro-
blemas relativos a choques diplomáticos con otros Estados soberanos hay una tendencia en sal-
vaguardar los intereses económicos y políticos estatales frente a los intereses comunitarios. Esto 
se refleja en la actitud de los gobiernos en modificar la legislación relativa a esta tipología de 
jurisdicción, introduciendo límites para su ejercicio. El autor afirma de hecho que: «[...] nuestros 
tribunales, que amparándose en la textura abierta del art. 23.4 LOPJ, colocaron nuestra práctica 
interna en la vanguardia de los espectaculares desarrollos experimentados por el derecho inter-
nacional penal, en general, y por el principio de universalidad, en particular, durante la década 
de los noventa. Sin embargo, tales desarrollos, incómodos políticamente por osar anteponer la 
lucha contra la impunidad a otros intereses –al parecer más relevantes–, se baten últimamente 
en franca retirada».
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Desde ya, podemos afirmar que quien escribe está convencida de que esto 
supone un paso atrás en la defensa de las víctimas de crímenes como el genoci-
dio o crímenes de lesa humanidad; defensa de la cual, hasta entonces, el Estado 
español había sido un referente mundial desde el caso Pinochet, abierto en 1996.
Estas preguntas y reflexiones pueden ayudar a comprender mejor cómo los 
tribunales internos podrían dar actuación a estas leyes. Por ahora el futuro de la 
jurisdicción penal universal en España es incierto debido al hecho de que será 
solo la praxis jurisprudencial sucesiva la que nos diga si efectivamente se ha pro-
ducido un daño irreparable para los avances en materia de derechos humanos, o 
si todavía se puede encontrar remedio para seguir con los juicios empezados y 
llevar a cabo nuevas investigaciones.
4.2. LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA
La Ley Orgánica del Poder Judicial, nº 6 de 1 de julio de 1985, establece las 
normas sobre la potestad y administración de la justicia. Dividida en seis libros, 
representa el cuerpo jurídico sobre los órganos que ejercen la potestad judicial, 
su organización y división en el territorio español y finalmente sobre las reglas 
para resolver los conflictos entre jurisdicciones competentes.
La potestad jurisdiccional está tutelada por la Constitución española que 
garantiza el respeto a los principios esenciales y necesarios para su correcto fun-
cionamiento; entre otros, se garantiza la imparcialidad, la independencia, la inamo-
vilidad, la responsabilidad y la legalidad. El artículo 1 de la Constitución española 
de 1978 establece que: «España se constituye en un Estado social y democrático 
de derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico 
la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político». Esto con el fin, entre los 
establecidos en su preámbulo: de «colaborar en el fortalecimiento de unas relacio-
nes pacíficas y de eficaz cooperación entre todos los pueblos de la tierra».
En este cuadro jurídico, el principio de justicia universal se materializa a 
través del Libro Primero, «de la extensión y límites de la jurisdicción y de la 
planta y organización de los juzgados y tribunales»; Título Primero, «de la exten-
sión y límites de la jurisdicción», artículo 23, párrafo 4, de la Ley 6/1985 13. Con 
13 Como explica Prada Solaesa (2014: 22), la previsión contenida en este artículo no es en sí el funda-
mento de la jurisdicción universal, sino la norma interna que faculta a los tribunales españoles para 
actuarla fijando su extensión y sus condiciones de ejercicio, dentro de la perspectiva establecida a 
nivel internacional.
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este artículo el legislador ha querido atribuir una portada universal a la jurisdic-
ción española, a tutela de los valores superiores declarados en la Constitución, 
en el ámbito de los crímenes previstos en esta ley y en correspondencia de su 
gravedad y proyección internacional. Por lo tanto, esta norma:
claramente nació para la atribución de jurisdicción extraterritorial a nuestros 
tribunales, en relación con determinada tipología delictiva, para permitir la 
actuación de la jurisdicción española en determinados casos, en relación a 
determinadas clases de delitos, fundamentalmente para dar cumplimento a 
los tratados internacionales [...] por afectar bienes jurídicos considerados de 
carácter supranacional. (Prada Solaesa, 2014: 22)
Con base en esta norma se estableció la competencia de la jurisdicción es-
pañola para juzgar los delitos de genocidio y terrorismo, entre otros, cometidos 
en el extranjero, aunque fueran cometidos por personas extranjeras.
Artículo 23. Párrafo 4:
(...)
Igualmente será competente la jurisdicción española para conocer de los 
hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional 




c. Piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves.
d. Falsificación de moneda extranjera.
e. Los delitos relativos a la prostitución y los de corrupción de menores 
o incapaces.
f. Tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes.
g. Tráfico ilegal o inmigración clandestina de personas, sean o no traba-
jadores.
h. Los relativos a la mutilación genital femenina, siempre que los respon-
sables se encuentren en España.
i. Y cualquier otro que, según los tratados o convenios internacionales, 
deba ser perseguido en España.
Como ha sido explicado por los jueces del Tribunal Supremo en el co-
mentario a la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta ley se situó en un cuadro 
político y jurídico caracterizado por un desarrollo impresionante en el ámbito 
del derecho internacional y de los derechos humanos.
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La competencia internacional de los jueces penales españoles ha evolu-
cionado de modo vertiginoso en el último cuarto del siglo XX debido al 
fenómeno de la globalización provocado principalmente (...) por la integra-
ción europea, especialmente a raíz de la creación del espacio europeo de li-
bertad, seguridad y justicia, y por la irrupción de los jueces penales españoles 
aplicando el principio denominado de justicia universal. (Escribano Testaut 
et al., 2010: 147)
En este momento de gran evolución, también el Estado español vio nacer 
el principio de justicia universal. Según el artículo 23 de la ley de 1985 se esta-
blecían en sustancia los casos de extensión de la jurisdicción española al conoci-
miento de delitos cometidos también fuera del territorio nacional. Por lo tanto, 
debido a la naturaleza de determinados crímenes, como los internacionales, se 
previó la jurisdicción universal sin la necesidad de encontrar una conexión con 
el Estado.
La opción de las jurisdicciones nacionales que, como la española o la ale-
mana, se convierten a su vez en subsidiarias de la Corte Penal Internacional 
en la persecución de delitos que no hayan sido cometidos en territorio espa-
ñol o por nacionales puede ser sorprendente en el marco de una legislación 
que, como la LOPJ en su art. 23.4, establece un principio de justicia uni-
versal puro o sin límites. [...] el contenido del principio de justicia universal 
queda intacto, invocándose para la extensión de la jurisdicción española en 
todos aquellos casos en los que la CPI no tenga competencia objetiva o bien 
haya decidido no intervenir. (Rodríguez Yagüe, 2007: 23-24)
Conforme a las convenciones internacionales de la cuales España es parte, 
se estableció que, por los crímenes de genocidio, de piratería, y otros delitos 
previstos en los tratados internacionales como graves violaciones de los dere-
chos humanos, los tribunales nacionales pueden ser competentes para conocer 
y determinar la responsabilidad de los autores de estos actos, cometidos fuera 
del territorio, por extranjeros, en contra de extranjeros. El fundamento de este 
principio radica en los siguientes argumentos, resumidos por Martínez Rivas 
(2010: 362-363):
a) El bien jurídico universal: en consecuencia de la comisión de un crimen 
que por su gravedad daña bienes universales, se producen efectos jurí-
dicos en todo el planeta. «Por lo tanto, tales delitos también producen 
efectos jurídicos “en España”, lo que justifica que los tribunales españo-
les del orden penal puedan y deban intervenir en el enjuiciamiento de 
estas gravísimas conductas».
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b) Inexistencia de monopolios jurisdiccionales penales estatales en rela-
ción con estas conductas: «Ningún Estado debe asumir un “monopolio” 
del enjuiciamiento de estas conductas gravísimas, porque todos los Esta-
dos están afectados por las mismas».
c) Existencia derivada de los compromisos internacionales: «el artículo 
23.4 facilita la represión de determinados delitos relevantes para la co-
munidad internacional sobre los que existe un consenso internacional 
y en relación con los que España se ha obligado, frente y junto a otros 
Estados, a perseguirlos».
La doctrina española y la internacional han interpretado los criterios y los 
límites para la aplicación del principio de justicia universal en el territorio espa-
ñol conforme a la evolución y al desarrollo que estos últimos han vivido gracias 
a la jurisprudencia de los tribunales estatales.
Desde 1985 la Ley dedicada, entre otros aspectos jurisdiccionales, a la 
extensión y límites de la Jurisdicción española (Ley Orgánica del Poder Judi-
cial, LOPJ), probablemente con una concepción más voluntarista que prag-
mática, vino a establecer que los Juzgados y Tribunales españoles, conforme 
a las normas de competencia y procedimiento, tendrían jurisdicción incluso 
para conocer de asuntos penales en los que la comisión del delito no hubiese 
tenido lugar en el territorio español, ni los imputados fueran ciudadanos es-
pañoles, ni siquiera las víctimas lo fueran y aun los bienes jurídicos afectados 
no tuvieran directa relación con España, siempre que se tratara de determi-
nadas categorías delictivas especialmente graves y de trascendencia especial 
para la dignidad humana. Era una concreción legal del llamado principio de 
universalidad o de justicia universal, sin mayores matizaciones –así lo manifestó 
el Tribunal Constitucional en su sentencia 237/2005, en el caso del llamado 
«genocidio maya», frente a la interpretación de la Sala 2ª favorable a la exis-
tencia de límites implícitos–. (Bujosa Vadell, 2009: 1)
De esta forma, y debido al desarrollo posterior del principio en la jurispru-
dencia nacional española, podemos ver como este principio no ha tenido desde 
su creación una vida fácil. De hecho, esta justicia ha sido varias veces puesta en 
discusión; en particular se situó en el centro de un atento debate jurisprudencial 
entre el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional de España. La misma 
doctrina se ha interrogado en numerosas ocasiones sobre su ejercicio y los re-
quisitos que las normativas internas imponen para su aplicación.
Un claro ejemplo de lo dicho es la disputa relativa a la naturaleza absoluta 
del principio, donde por absoluta entendemos que es libre de cualquier ele-
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mento de conexión entre el crimen cometido y el territorio en que se procede a 
juicio, como fue explicado en el tercer capítulo de este trabajo, apartado 3.3.1. En 
este asunto se asiste a una fuerte contraposición entre la postura del Tribunal Su-
premo expresada en la sentencia de 25 de febrero de 2003 14, que sustentó la nece-
sidad de encontrar un elemento de conexión del crimen internacional y España, 
y la sentencia del Tribunal Constitucional de 26 de septiembre de 2005 15. En esta 
última, el Tribunal Constitucional afirma que la presunta exigencia de encontrar 
un elemento/vínculo de conexión entre el crimen internacional y el Estado en 
que se procede a juicio es contraria al derecho de tutela judicial efectiva. Este tema 
será analizado a lo largo de este capítulo.
Por lo tanto, podemos ver que, anulando la sentencia de 2003 y confirman-
do la competencia de los tribunales españoles, el Tribunal Constitucional rebate 
todo lo dicho por el Tribunal Supremo y además afirma que:
[...] El articulo 23.4 LOPJ otorga, en principio, un alcance muy amplio al 
principio de justicia universal [...], es obligado concluir que la LOPJ instaura 
un principio de justicia universal absoluto, es decir, sin sometimiento a crite-
rios correctivos de corrección o procedibilidad, y sin ordenación jerárquica 
alguna con respecto al resto de reglas de atribución de competencia, puesto 
que, a diferencia del resto de los criterios, el de justicia universal se configura 
a partir de la particular naturaleza de los delitos objeto de persecución. (STC 
237/2005, de 26/09)
A pesar de las muchas críticas y las dificultades encontradas en su camino, 
el artículo 23.4 LOPJ ha sido la base jurídica de muchos casos abiertos a partir 
del famoso caso Pinochet 16 de 1996, que ha interesado a tres diferentes jurisdic-
ciones de tres diferentes países 17, cuyas consecuencias no han tardado en llegar 
a nivel internacional.
Efectivamente, una de las múltiples consecuencias de este caso ha sido, como 
explica Kai Ambos (1999: 331), que: «después del caso Pinochet, los exdictadores, 
14 Sentencia del Tribunal Supremo (España) – STS 327/2003 sobre falta de competencia de la juris-
dicción española para enjuiciar delitos de genocidio, torturas y terrorismo cometidos en Guate-
mala, Sala de lo Penal, de 25 de febrero de 2003, Recurso 803/2001.
15 Que anula la sentencia del Tribunal Supremo 327/2003, Tribunal Constitucional (España) – STC 
237/2005 sobre competencia de la jurisdicción española para enjuiciar delitos de genocidio, tor-
turas y terrorismo cometidos en Guatemala, de 26 de septiembre de 2005, por la que se confirma 
la competencia de la jurisdicción española para enjuiciar delitos cometidos en Guatemala.
16 Este caso será analizado en el capítulo 5, apartado 5.1.
17 Sobre este caso véase los apartados 3.75 y 3.7.10.
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cuando sus actuaciones no sean perseguidas por su propio país, corren el peligro 
de quedar expuestos a la persecución penal extranjera».
Además de esto, un claro ejemplo de la importancia internacional y reper-
cusiones del caso sobre legislaciones y jurisprudencia de otros países, se puede 
encontrar en el año 2004, cuando la Corte Suprema chilena, con una decisión 
que pasó a la historia, confirmado el fallo del Tribunal de Apelación sobre el 
caso de la operación Cóndor 18, negó la inmunidad a Pinochet, abriendo la vía 
para un posible juicio en este país. Este fallo ha representado un punto muy im-
portante en el camino hacia la lucha contra la impunidad y restablecimiento de 
la verdad y justicia en el lugar donde los crímenes habían sido perpetrados. Sin 
embargo, debido a la enfermedad del exdictador chileno, este procedimiento 
nunca se pudo celebrar.
A raíz de este caso, comenzaron en el territorio español numerosos juicios 
de importancia fundamental para la justicia internacional. Los asuntos más im-
portantes serán analizados en el próximo capítulo. Antes de ello resulta necesario 
un análisis de las modificaciones legislativas que han tenido consecuencias bas-
tante negativas sobre dichos juicios.
4.3. LAS LEYES ORGÁNICAS 15/2003 Y 18/2003
En el difícil camino recorrido por los tribunales españoles en el tema de per-
secución de crímenes internacionales, los obstáculos o limitaciones al principio 
de la jurisdicción universal empezaron a ser siempre más evidentes en la medida 
en que los intereses de política exterior y relaciones diplomáticas con otros 
países resultaban de una cierta forma afectados por este afán de justicia de los 
18 La Operación Cóndor consistió en la coordinación de los servicios de inteligencia de las dic-
taduras del Cono Sur entre los años 70 y 80 para la persecución y exterminio de opositores en 
Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay. Resumiendo los hechos que llevaron a 
dicho pronunciamiento, podemos ver que: el 29 de enero de 2001, el juez Juan Guzmán dictó el 
procesamiento y arresto domiciliario de Augusto Pinochet. El 8 de marzo, la Corte de Apelacio-
nes confirmó dicho procesamiento, pero rebajó de autor a encubridor los cargos. El 1 de julio de 
2001, la Corte Suprema sobreseyó definitivamente el caso Pinochet, en este caso basándose en la 
«demencia vascular» que le había sido detectada al acusado. El 2 de julio de 2002, Pinochet renun-
cia al cargo de senador vitalicio, pero se acoge al «Estatuto de los expresidentes» que le otorga un 
nuevo foro o inmunidad. El 28 de mayo de 2004 la Corte de Apelación de Santiago aprueba el 
desafuero del expresidente y el 25 de agosto del mismo año la Corte Suprema de Justicia confirma 
dicho fallo, dejando en condiciones de ser juzgado al expresidente por su eventual participación 
en la denominada Operación Condor.
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tribunales nacionales. Si a esto agregamos el hecho de que la coexistencia de 
diferentes instrumentos internos e internacionales para la represión de dichos 
actos implican también concurrencia de jurisdicciones sobre los mismos hechos, 
la situación no podría presentarse más compleja y problemática.
La adaptación de la legislación española a las normas de derecho penal 
internacional, en particular a aquellas que se refieren a la persecución de críme-
nes internacionales, sin duda ha sido un proceso complicado y que a lo largo 
de los últimos viente años ha significado importantes cambios que no siempre 
han estados exentos de críticas. Como señala Bujosa Vadell (2008: 901) a través 
de las palabras de Fix-Zamudio que ya en 1988 hablaba de los problemas de la 
justicia: «Cada vez existen más relaciones, y por ello también conflictos, entre 
la aplicación de las disposiciones de la Constitución y aquellas que pertenecen 
al campo transnacional, algunas de las cuales forman parte directa, o a través de 
mecanismos de incorporación, del orden jurídico interno».
De hecho, un ejemplo de relación/conflicto entre normas internas e in-
ternacionales surgió en territorio español con la creación de la Corte Penal In-
ternacional. Partiendo de la consideración que: «La eficacia de cualquier sistema 
de administración de justicia penal depende, entre otros factores, del correcto 
funcionamiento de los mecanismos de cooperación y asistencia judicial interna-
cional» (Malarino, 2007: 581), debemos recordar que la Corte Penal Internacio-
nal, siendo un instrumento internacional, sin la cooperación de los Estados parte 
de su Estatuto no podría ejercer su competencia; cooperación que se concretiza, 
entre otros aspectos, en asegurar la eficacia y eficiencia del principio de com-
plementariedad para permitir a dicho órgano ejercer su jurisdicción en los casos 
previstos por el Estatuto, para adecuar las legislaciones internas, y finalmente 
para dar ejecución de las decisiones de dicho órgano.
España, al firmar el Estatuto de la Corte el 18 de julio de 1998, manifes-
tó todo su apoyo a este tribunal ratificando sucesivamente su Estatuto el 4 de 
octubre de 2000 a través de la Ley Orgánica 6/2000. Como señala Márquez 
Carrasco (2000: 359-360), siendo el Tratado de Roma el ejemplo más evidente 
del desarrollo de la comunidad internacional en el camino hacia la lucha contra 
la impunidad, el apoyo a la Corte y consecuentemente la adecuación de las nor-
mas internas son fundamentales para que este órgano pueda trabajar 19.
19 De todas formas, como bien afirma Olásolo Alonso (2009: 31-32), el Estatuto de Roma: «se confi-
gura como un instrumento de última ratio al servicio de la protección de los valores superiores de 
la Comunidad Internacional frente a aquellas conductas que por su excepcional gravedad pueden 
afectarlos seriamente». El mismo autor sigue explicando este concepto en estos términos: «Con-
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Con base en el principio general de derecho internacional pacta sunt ser­
vanda 20, los Estados parte del Estatuto han aceptado las obligaciones derivadas 
de él, relativas a las adaptaciones de las normativas nacionales a las normas inter-
nacionales sobre crímenes internacionales 21. «Lo que se requiere de los Estados 
parte es que adopten la legislación adecuada para la colaboración con la Corte 
y evitar así, directa o indirectamente, la creación de paraísos y refugios para los 
criminales internacionales» (Odello 2005: 297).
Como explica la profesora Gil Gil (2006: 2) el debate interno español, 
después de la ratificación, se centró en evaluar las adaptaciones de la legislación 
española a las exigencias del Estatuto 22. Adaptaciones que dieron lugar a una 
reforma del Código Penal, mediante la Ley Orgánica 15/2003 que implementa 
las disposiciones relativas a los delitos y a los principios generales de derecho 
penal y por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995; y la de cooperación y 
asistencia a la Corte Penal Internacional a través la ley 18/2003.
Partiendo de la primera norma podemos ver como dicha ley, en palabras de 
la exposición de motivos de dicha LO del 2003, trataba de definir y regular «los 
delitos que permiten coordinar nuestra legislación interna con las competencias 
de la Corte Penal Internacional» 23. Podemos ver como, además de modificar 
forme al principio de complementariedad, la Corte constituye una jurisdicción de última ratio que 
solo puede, primero activarse, y posteriormente ejercitarse, ante la inacción, la falta de disposición 
o la incapacidad de las jurisdicciones nacionales. De esta manera se consagra el principio de pri-
macía formal de las jurisdicciones nacionales».
20 Este principio se encuentra claramente establecido en la fórmula pacta sunt servanda contenida en 
el Preámbulo y en el art. 2 de la Carta de las Naciones Unidas y en varios tratados internacionales 
como en el artículo 26 del Convenio de Viena sobre el derecho de los tratados de 1969. Aunque 
el Estatuto de la Corte Penal Internacional no hace expresa mención del principio, se considera 
como universalmente aceptado en el derecho internacional general.
21 Evidentemente, España, al ser parte de la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios, es cons-
ciente que el Estatuto de Roma tendrá que incidir en diferentes aspectos de su derecho interno. So-
bre este punto véase Fernández Aparicio (2006: 2438); el autor identifica diferentes aspectos sobre los 
que la ratificación del Estatuto de la Corte Penal Internacional va a incidir: el ámbito constitucional, 
el ámbito procesal penal, el ámbito penal y finalmente el ámbito del derecho penitenciario.
22 El principio de complementariedad fue una de las cuestiones más debatidas en España.
23 Como explica Fernández Aparicio (2006: 2443): «La Ley Orgánica 15/2003 viene a dar satisfac-
ción a las lagunas punitivas que tras la aprobación del ECPI se evidenciaban en nuestro derecho 
interno». El autor afirma la necesidad de colmar la laguna de la legislación española, de hecho: 
«nuestra legislación interna no regula ni ha regulado en ningún Código Penal con la excepción del 
genocidio, los crímenes contra la humanidad, ni han formado parte de nuestro derecho interno. El 
efecto es terrible por cuanto España ha sido hasta la Ley Orgánica 15/2003 un potencial refugio 
de criminales frente a persecuciones penales que no estén bajo la jurisdicción de los tribunales ad 
hoc de la exYugoslavia y Ruanda. Es decir, España no podía castigar por estos delitos aun cuando 
el delito se hubiera cometido en España y menos aun si lo hubiera cometido en el extranjero».
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los delitos en caso de conflicto armado, sumó los delitos de lesa humanidad 
(art. 607 bis) y ciertas reglas de imputación específicas, relativas a cuestiones im-
portantes como la responsabilidad por omisión del superior con respecto a los 
delitos de sus subordinados y la relevancia de la obediencia debida. Pero en este 
proceso de implementación de normas internacionales en la legislación interna, 
el legislador se aleja en algunos casos de lo que se prevé en el Estatuto, creando 
situaciones de incertidumbre y levantando críticas por parte de la doctrina es-
pecializada. Como expone Feijoo Sánchez (2011:14):
La reforma de este capítulo llevada a cabo en el año 2003 supone, por 
tanto, junto con la LO 18/2003, de 10 de diciembre, de Cooperación con 
la Corte Penal Internacional, la implementación del Estatuto de la Corte 
Penal Internacional en el ámbito del Derecho español. La reforma del 2003 
viene a completar lagunas de punción en relación a la regulación del Esta-
tuto, si bien, como no puede ser de otra manera, el alcance de los delitos 
contra la comunidad internacional en el Derecho interno no se corresponde 
exactamente con el alcance de las normas del Estatuto de Roma (en unos 
casos por exceso y, en otros, escasos, por defecto, lo cual en teoría podría 
dar lugar –de forma altamente improbable- con base en el principio de 
complementariedad a que en este último caso pudiera intervenir el Tribunal 
Penal Internacional con respecto a hechos cometidos en España que no se 
encuentran definidos como delito en el Código Penal español). Precisamen-
te son las diferencias entre las garantías y los criterios de legitimación del 
Derecho Internacional y las garantías y los criterios de legitimación de un 
Derecho penal propio de un sistema constitucional las que tornan imposible 
un acoplamiento.
Además, como justamente afirma Gil Gil (2006: 20), por lo que se refiere 
a la tipificación del delito de lesa humanidad, su redacción dista bastante de la 
prevista en el Estatuto de Roma 24, en particular en lo que se refiere a los crí-
menes de apartheid y persecuciones: «La regulación del CP español al separarse 
24 Como explica la autora en su obra sobre las bases para la persecución penal de crímenes inter-
nacionales en España, en el Código Penal se ha seguido, para la tipificación del delito de lesa 
humanidad, la propuesta realizada por el Grupo de Estudios de Política Criminal. La propuesta 
se centraba en desgajar los crímenes de apartheid y de persecuciones de las conductas constitu-
tivas de crimen de lesa humanidad. En otras palabras, los crímenes antes mencionados «no se 
entienden como modalidades de crímenes contra la humanidad sino como especificaciones del 
contexto en el que deben ser realizadas todas las modalidades para constituir crímenes contra la 
humanidad» (Gil Gil, 2006:20).
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de esta concepción hará que para el derecho y la jurisprudencia internacional 
son constitutivas de crímenes contra la humanidad, no pueden sin embargo ser 
calificadas como tales conforme a la legislación interna».
Otras problemáticas han surgido en el tema de crímenes de guerra. La 
reforma en este aspecto ha sido cuestionada en cuanto se decidió no ampliar 
las conductas punibles, por ejemplo, en relación a las armas químicas y bacte-
riológicas, o a las conductas de comisión de delitos contra la libertad sexual de 
personas protegidas.
Seguramente la ley que representa el primer obstáculo 25 verdadero para 
la aplicación del principio de jurisdicción universal es la Ley Orgánica nº 18 
de 2003 de cooperación con la Corte Penal Internacional 26. En un intento de 
facilitar y reducir el trabajo para los tribunales internos, el legislador pretendió 
regular algunos aspectos orgánicos, procesales y procedimentales que permitían 
la aplicación concreta del Estatuto 27.
Según la exposición de motivos de la ley, dando satisfacción a la obligación 
asumida por España, de igual forma que los otros Estados parte del Estatuto de 
Roma, de cooperar con esa Corte, se otorga prioridad a la competencia de la 
CPI en aquellos asuntos en los que el autor del delito no sea español. Quedán-
25 Como subraya Olásolo Alonso (2009: 226), en el debate parlamentario, lo que generó mayores 
problemas fue el proyecto del artículo 7.2 de la Ley Orgánica 18 de 2003; es lo que se pone en 
directo contraste con lo previsto en la Ley Orgánica 1 de 1985: «Durante el debate parlamentario, 
algunos apuntaron que este proyecto restringía el alcance del principio de justicia universal, tal y 
como se recoge en el artículo 23(4) LOPJ, puesto que impediría su aplicación en relación con los 
delitos previstos en el ER. Como resultado, paradójicamente, la creación de la Corte supondría el 
principio del fin del principio de justicia universal en España».
26 Como señala Díaz Pita (2005: 2), la Ley 18 de 2003 evidencia la concurrencia de jurisdic-
ción y competencia entre la Corte Penal Internacional y los tribunales españoles basada en 
el principio de complementariedad: «La Jurisdicción y competencia que, conforme a lo dis-
puesto en el Tratado de Roma, ejerce la CPI, y la Jurisdicción y competencia de los órganos 
judiciales españoles, es cierto que concurren o pueden concurrir en el enjuiciamiento de los 
tipos delictivos tasados a los que el Tratado de Roma hace referencia. Esa concurrencia, esa 
coincidencia de la Jurisdicción de la CPI y de la Jurisdicción de los órganos judiciales penales 
españoles se expresa en el Tratado de Roma con la denominación de principio de comple-
mentariedad».
27 Como bien explica Héctor Olásolo (2007: 349-350), el legislador español a través de esta ley ha 
mostrado un empeño efectivo en cumplir las obligaciones que le impone el Estatuto de Roma 
incluyendo también obligaciones adicionales de forma individual, como las relativas al procedi-
miento de entrega a la Corte. Sin embargo: «existen ciertos aspectos de la regulación contenida en 
la LOCCPI que se apartan llamativamente de esta tendencia. [...] Pero, sin duda, lo que constituye 
una mayor fuente de preocupación es la inversión del principio de complementariedad de la Cor-
te en el artículo 7.2 y 7.3 LOCCPI en relación con los delitos cometidos por no españoles fuera 
de España».
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dose en competencia de los tribunales nacionales los casos en los que el victi-
mario sea español o el delito se consuma en España. En otras palabras, según el 
dictamen legislativo, las relaciones entre los tribunales españoles y la Corte penal 
internacional se fundamentaría en el principio de complementariedad 28 inter-
pretado por el legislador español de forma diametralmente opuesta respecto a la 
previsión del Estatuto de Roma.
De hecho, si analizamos desde cerca el principio de complementariedad, 
expresado en el Preámbulo y el artículo 1 del Estatuto y que se concreta en el 
artículo 17, se afirma que: siendo prioritaria la jurisdicción de los Estados, la 
Corte intervendrá cuando el Estado, que tiene jurisdicción sobre los hechos, no 
quiera o no pueda hacerlo.
La complementariedad opera, por tanto, en caso de concurrencia 
de jurisdicciones. Pero cabe afirmar que si la jurisdicción de la CPI 
es complementaria de las jurisdicciones nacionales –con primacía de 
éstas–, dichas jurisdicciones nacionales pueden «complementar» la ju-
risdicción de la CPI en aquellos supuestos en que ésta, o no exista, o 
no se ejerza 29. (García Arán, 2004: 273)
Para entender la interpretación a esta regla dada por el legislador español 
tenemos que analizar al detalle la norma establecida en la Ley Orgánica 18 de 
2003. El artículo 7.1 prevé que la atribución de la potestad última para decidir 
sobre la remisión a la Corte de un caso pertenece al Gobierno español, de forma 
que se puedan valorar todas las implicaciones en la política exterior del Estado 
28 Este principio, así como el disciplinado en el Estatuto de Roma, prevé que, de cometerse alguno 
de los crímenes de competencia de la Corte como genocidio, lesa humanidad o crímenes de gue-
rra, en el territorio de un Estado parte o por algunos de sus nacionales, no corresponde, en prime-
ra instancia, a la Corte intervenir, sino que es un deber de los Estados parte del Tratado ejercer su 
propia jurisdicción penal. Además, el Estatuto de Roma afirma que el ejercicio de la jurisdicción 
penal por parte de los Estados es un deber y no una mera facultad o potestad que pueda ser dis-
crecionalmente ejercitada, cuyo preámbulo prevé al respecto: recordando que es deber de todo 
Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales. De esta 
forma el principio de complementariedad tiene como finalidad dar primacía a los tribunales de 
los Estados en cuanto son los que se encuentran en mejor posición para juzgar un caso. Mientras 
que se justificaría la intervención de un tribunal internacional si aquellos fueran renuentes a poner 
en práctica sus propios mecanismos jurisdiccionales o si lo hicieran de un modo incompatible con 
sus obligaciones bajo el derecho internacional.
29 En otras palabras, la autora afirma que: para evitar la impunidad por crímenes internacionales pue-
de hablarse del principio de complementariedad recíproca entre la CPI y los Estados que ejerzan 
la justicia universal.
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consecuentemente a la remisión a la Corte de un asunto 30. Mientras que el ar-
tículo 7.2 establece que el Ministerio Fiscal y los órganos judiciales españoles se 
abstendrán de proceder (salvo las primeras diligencias urgentes) cuando se trate 
de un delito competencia objetiva de la Corte, ya sea cuando tengan conoci-
miento de una denuncia o querella o sea de oficio. Siempre que los delitos no 
hayan sido cometidos en el territorio español y sus presuntos autores no sean 
nacionales españoles.
En estos supuestos, únicamente se limitarán a informar al denunciante, 
querellante o solicitante de la posibilidad que tienen de acudir directamente al 
fiscal de la CPI. Se evita con ello la concurrencia simultánea de dos instruccio-
nes judiciales sobre el mismo hecho.
Artículo 7. De la solicitud para iniciar una investigación por el Fiscal de 
la Corte.
1. Corresponde exclusivamente al Gobierno, mediante Acuerdo del Con-
sejo de Ministros, a propuesta conjunta del Ministro de Asuntos Exteriores 
y del Ministro de Justicia, decidir la presentación de la denuncia de una 
situación ante el Fiscal de la Corte, de conformidad con lo prevenido en los 
artículos 13, párrafo a), y 14 del Estatuto, y en su caso, para instar a la Sala 
de Cuestiones Preliminares para que el Fiscal reconsidere su decisión de no 
iniciar actuaciones, conforme al artículo 53.3ª) del Estatuto.
2. Cuando se presentare una denuncia o querella ante un órgano judicial 
o del Ministerio Fiscal o una solicitud en un departamento ministerial, 
en relación con hechos sucedidos en otros Estados, cuyos presuntos auto-
res no sean nacionales españoles y para cuyo enjuiciamiento pudiera ser 
competente la Corte, dichos órganos se abstendrán de todo procedimien-
to, limitándose a informar al denunciante, querellante o solicitante de la 
posibilidad de acudir directamente al Fiscal de la Corte, que podrá, en su 
caso, iniciar una investigación, sin perjuicio de adoptar, si fuera necesario, 
30 Héctor Olásolo (2007: 323-324) afirma que un sector de la doctrina española ha mostrado algunas 
preocupaciones en relación a lo establecido por dicho artículo: «puesto que deja exclusivamente 
en manos del Ejecutivo la propuesta y decisión sobre la remisión de situaciones de crisis a la Corte 
y sobre la presentación de solicitudes de revisión de las decisiones de la Fiscalía de la Corte de 
no investigar o de finalizar una investigación sin iniciar enjuiciamiento alguno. En opinión del 
autor, el proceso debiera haber incluido también el dictamen consultivo del Consejo General del 
Poder Judicial para así dar entrada a otras consideraciones al margen de las meramente políticas, 
puesto que algunos de los presupuestos para la activación de la jurisdicción latente de la Corte con 
respecto a una determinada situación de crisis consisten en la existencia de indicios razonables de 
criminalidad y en la admisibilidad de esa situación».
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las primeras diligencias urgentes para las que pudieran tener competencia. 
En iguales circunstancias, los órganos judiciales y el Ministerio Fiscal se 
abstendrán de proceder de oficio.
La promulgación de esta ley ha provocado una gran discusión doctrinal 31. 
Algunos, en particular el Grupo Parlamentario Mixto, han visto en la regulación 
del artículo 7.2 de la ley una injustificada restricción de la esencia del principio 
de justicia universal y de su regulación en el artículo 23.4 LOPJ. Igualmente, 
como confirma Bujosa Vadell (2008), parte de la doctrina española ha señalado 
que supone una contradicción con el principio de complementariedad puesto 
que según el art. 17.1 del Estatuto la jurisdicción nacional en virtud del princi-
pio de justicia universal es prioritaria a la CPI y no al revés, como ha pretendido 
con su regulación la legislación española.
Como han afirmado la doctrina nacional y las organizaciones internacio-
nales como Amnistia Internacional, por el deber de respetar las obligaciones 
de derecho internacional no puede ser eludido 32 el principio de complemen-
tariedad, a raíz del cual son los Estados los que deben proceder primeramente 
al enjuiciamiento de los presuntos responsables de crímenes que enumera el 
Estatuto. Este establece un régimen de no substitución de la jurisdicción de los 
tribunales nacionales a favor de la jurisdicción penal internacional de la Corte 
Penal Internacional, así como lo establecido en el mismo Estatuto. Mientras 
que la ley española, por el contrario, invierte dicho principio, rechazando ca-
sos judiciales que deberían ser atendidos por sus propios tribunales en primer 
término.
31 La cooperación, como elemento esencial para permitir a la Corte trabajar, ha sido reconocida 
reiteradamente; véanse, entre otros, Mª Cruz Arcos Vargas (2000) y Carmen Márquez Carrasco 
(2000). Nadie de hecho duda de la importancia de una reglamentación interna sobre la coope-
ración y asistencia judicial con la Corte Penal Internacional. En efecto, como explica Bassiouni 
(2005), es en materia de cooperación donde queda manifestado que la Corte Penal Internacio-
nal es una institución internacional, y no supranacional. Ahora bien, lo que se critica es cómo 
estos principios han sido interpretados e introducidos en el ordenamiento español. Como ex-
plica Gisela Elsner (2007: 15): «la importancia de la Corte Penal Internacional es indudable. [...] 
En virtud del principio de complementariedad, se traduce también en un estímulo para que los 
Estados juzguen los crímenes graves, ya que, de no hacerlo, entiende en tales casos la Corte Penal 
Internacional». Además, es verdad que a raíz de los artículos 86 y 88 del Estatuto de Roma se 
establece la obligación de los Estados parte de cooperar con la Corte y de adaptar el derecho 
procesal nacional, pero esta adaptación tiene que ser orientada a facilitar y apoyar el trabajo de 
la Corte y no fundamentada en la economía procesal de los Estados.
32 El texto del documento se puede consultar en la siguiente página web: http://www.colectivodea-
bogados.org/IMG/pdf/amr230082006maindoc.pdf.
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Es fácilmente demostrable que ese principio consagrado en la Ley Orgá-
nica 18 de 2003 resulta ser el inverso al consagrado por el Estatuto de Roma 
y constituye una clara violación al mismo 33. De hecho, Héctor Olásolo (2007: 
321) afirma que:
El autor tiende a compartir la posición de aquellos que consideran que 
los párrafos segundo y terceros del artículo 7 LOCCPI invierten el conte-
nido de la relación entre la Corte y las jurisdicciones nacionales, tal y como 
se define por el principio de complementariedad. En opinión del autor, la 
prohibición de actuar impuesta a los órganos judiciales, al Ministerio Fiscal 
y a los departamentos ministeriales, así como la obligación de informar a los 
denunciantes o solicitantes de la posibilidad de transmitir la noticia criminis 
a la Fiscalía de la Corte, tienen su origen en una visión de la Corte como 
sustituto de la jurisdicción española en la persecución penal de los delitos 
cometidos por no españoles fuera de España.
En un intento de mitigar dichas críticas, el legislador introdujo en el artí-
culo 7 el punto 3 que seguramente deja las puertas abiertas para una aplicación 
marginal del principio antes mencionado, pero que no elimina del todo las pre-
ocupaciones emergentes y la criticidad de las previsiones ahí contenidas.
Artículo 7. De la solicitud para iniciar una investigación por el Fiscal de 
la Corte.
3. No obstante, si el Fiscal de la Corte no acordara la apertura de la 
investigación o la Corte acordara la inadmisibilidad del asunto, la denun-
cia, querella o solicitud podrá ser presentada nuevamente ante los órganos 
correspondientes.
Podemos decir que, con el objetivo de regular las relaciones entre la Corte 
Penal Internacional y los tribunales nacionales, el legislador parece favorecer 
33 Como explica Gil Gil (2006: 59): «en principio no parece mal que se ceda la competencia a la CPI 
en el entendimiento de que la competencia de un órgano internacional puede ser preferible a la de 
la nacional bajo el principio de jurisdicción universal [...] el principio de complementariedad está 
pensado no solo para proteger la soberanía de los Estados cuando estos reclaman la competencia por 
los principios de territorialidad o personalidad, sino también como mecanismo de colaboración en 
la tarea de impartir justicia ante la mencionada limitación de las posibilidades, no solo legales, sino 
prácticas, de actuación de la Corte». Además, si a la errónea interpretación del principio de com-
plementariedad unimos otros datos importantes, como el hecho de que la formulación del artículo 
7 impide al juez o fiscal el dirigirse a la Corte y el hecho de que el Gobierno no resulta obligado 
a presentar demanda frente a dicho órgano, teniendo en consideración los intereses políticos que 
podrían comprometerse tras presentar la demanda, España: «infringe sus obligaciones de lucha contra 
la impunidad de estos delitos como Estado parte en el Estatuto de Roma» (Gil Gil, 2006: 59).
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o dar la primacía a la jurisdicción internacional seguramente a beneficio de 
la economía procesal y de la salvaguardia de las relaciones diplomáticas con 
otros Estados y sus intereses políticos. Como explica Cristina Rodríguez Yagüe 
(2007: 12):
Especial interés muestra el legislador español, y así queda plasmado en la 
propia Exposición de Motivos de la LO 18/2003, en la regulación de los 
eventuales conflictos competenciales que puedan producirse entre la Corte y 
los órganos jurisdiccionales españoles, para los que establece los mecanismos 
de resolución en sus artículos 7 y 8. Lo trascendental de esta regulación, con-
cretamente del art. 7.2, es que va a matizar el principio de jurisdicción uni-
versal, limitando la jurisdicción de los tribunales españoles cuando ejerzan su 
competencia en virtud del principio de justicia universal y restringiendo el 
contenido del principio formulado con carácter general en el art. 23.4 LOPJ 
y, con ello, la competencia extraterritorial española.
Aunque resulta necesario mencionar que parte de la doctrina, entre otros 
García Arán (2004), como señala Cristina Rodríguez Yagüe (2007: 15), no vio 
una efectiva amenaza al principio de jurisdicción universal debido a que este 
mismo estaría sujeto a limitaciones propias derivadas del ejercicio de jurisdic-
ción de la Corte Penal Internacional:
Para otros, en cambio, no supone sino una restricción relativa del alcance 
del principio de justicia universal, permitida por el Estatuto de la CPI, pues-
to que en la búsqueda por la impunidad no tiene por qué ser necesaria la 
prevalencia de la justicia universal ejercida por los tribunales nacionales sobre 
la jurisdicción de la Corte.
A pesar de lo dicho, no cabe duda de que el intento del legislador fue el de 
obstaculizar la jurisdicción universal a favor de la ejercitada por la Corte Penal 
Internacional. Como afirma Gil Gil, si analizamos la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo en el caso Guatemala 34 y la Ley de Cooperación, podemos ver cómo 
en el ordenamiento español fueron introducidas las primeras e importantes li-
mitaciones al principio de jurisdicción universal.
Resulta además llamativo el hecho de que el legislador no haya reservado 
siquiera para la jurisdicción nacional los casos de delitos perseguibles bajo el 
principio de jurisdicción universal en los que se vean afectados víctimas e 
34 Esta sentencia será objeto de estudio en el apartado 5.4 del capítulo quinto.
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intereses españoles [...]. Ahora, por el juego de la LO de Cooperación y esta 
jurisprudencia, el principio de justicia universal se ve sumamente limitado. 
Por un lado sucede que si por naturaleza del delito son competentes los 
tribunales españoles bajo el principio de justicia universal, según el TS no 
pueden, sin embargo, actuar salvo que haya víctimas españolas [...]. Pero por 
otro lado ahora, según la LO de Cooperación, aunque haya víctimas españo-
las tampoco podrán actuar los tribunales españoles si pudiera ser competente 
sobre el caso la Corte. (Gil Gil, 2006: 59-60)
Lo cierto es que en términos procesales la Ley de Cooperación ha optado 
por restringir el alcance del principio de jurisdicción universal puesto que el 
Estatuto de Roma en la realidad permite su utilización incluso frente a la com-
petencia de la Corte Penal Internacional. De todas formas, las limitaciones no 
han impedido el ejercicio de este principio por parte de los tribunales naciona-
les. Como afirma Cristina Rodríguez (2007: 15) la regulación establecida en los 
artículos 7 y 8 de la LO 18/2003 no ha logrado vaciar de contenido el principio 
de justicia universal.
Su finalidad no es crear espacios de impunidad ni impedir la actuación 
de los órganos jurisdiccionales españoles ante crímenes internacionales co-
metidos en otros territorios. Su fin no es otro que priorizar la Corte por 
delante de las jurisdiccionales nacionales con el objeto de evitar que éstas se 
conviertan en sustitutos de la Corte, con las disfunciones ya no solo de ín-
dole política sino también práctica puede producir la excesiva acumulación 
de asuntos ante la AN española, ante una generosa regulación del principio 
de justicia universal en el art. 23.4 LOPJ.
Sin embargo, no deja de ser un punto de inflexión bastante importante de 
este repaso a los obstáculos que encuentra esta tipología de jurisdicción en el 
territorio español.
4.4.  LA PREANUNCIADA REFORMA DEL PRINCIPIO DE JUSTICIA 
UNIVERSAL
La polémica surgida en España desde el auto del procesamiento de Pinochet 
ha abierto el debate sobre la utilización de la jurisdicción universal como me-
canismo en defensa de los derechos humanos en el territorio español; debate 
que como explica Esteve Moltó (2008: 233) ha generado profundas repercusio-
nes sobre la efectividad de dicho principio a favor de las víctimas de crímenes 
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internacionales. Parte de la doctrina (entre otros García Sanchéz [2004]) afirma 
que uno de los problemas actuales del principio de jurisdicción universal es la 
falta de normas claras y unívocas a nivel internacional. Por lo tanto, la autora 
reflexiona sobre los efectos negativos derivados de la aplicación del principio en 
territorio español.
Además también pueden existir en algunos casos inconvenientes desde 
el punto de vista político, y en concreto desde la perspectiva de la política 
exterior de los Estados, pues como se ha demostrado en casos recientes ocu-
rridos en nuestro país, como en el «caso Pinochet», la aplicación del principio 
de competencia universal puede ocasionar conflictos entre los Gobiernos 
de los Estados implicados, conflictos que pueden suponer obstáculos para 
la colaboración jurídica entre los países. De ahí que no solo se defienda el 
establecimiento de una Corte Penal Internacional desde una perspectiva ju-
rídica –que garantiza una mayor imparcialidad de los jueces–, sino desde una 
perspectiva política, pues evitaría estos conflictos entre los Estados a los que 
hemos aludido. (García Sanchéz, 2004: 271)
Desde este caso, «esta cuestión de la justicia universal no ha permanecido 
pacífica» (Esteve Moltó, 2008: 234). De hecho, las reticencias de jueces y polí-
ticos han llevado a numerosos cambios en el entendimiento de los requisitos y 
límites de esta clase de jurisdicción. Es en este contexto, y bajo estas condiciones, 
que tenemos que analizar la problemática Ley Orgánica nº 1/2009.
El 3 de noviembre de 2009 fue publicada en el Boletín Oficial del Estado 
Español la Ley Orgánica 1/2009, complementaria a la ley de reforma de la le-
gislación procesal, para la implementación de la nueva oficina judicial. A través 
de esta ley se modificó la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, sobre el poder 
judicial. Esta normativa se insertaba en un proyecto más amplio de reforma del 
sistema judiciario español; un sistema que prometió ser más eficiente y rápido, 
además de economizar la justicia.
Fue aprobada con la mayoría absoluta de los votos; en particular votaron 
a favor: el Partido Socialista (PSOE) y el Partido Popular (PP), mientras que 
el Partido Nacionalista Vasco (PNV), el Bloque Nacionalista Gallego (BNG), 
Esquerra Republicana de Catalunya (ERC), Izquierda Unida (IU) y el Partido 
Verde Europeo (ICV) votaron en su contra.
La Ley Orgánica del Poder Judicial fue modificada en varios puntos. En 
particular, en el tema de justicia universal relativa a los crímenes de genocidio, 
lesa humanidad, terrorismo, piratería y otras graves violaciones a los derechos 
humanos, el artículo 23 LOPJ fue ampliado y en parte modificado.
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La versión original del artículo 23.4, transcrita en el segundo apartado de 
este capítulo, preveía la competencia de la justicia española para perseguir pe-
nalmente los crímenes indicados en el párrafo 4 del mismo artículo: delitos de 
genocidio, terrorismo, piratería y sustracción ilícita de aviones, delitos ligados a 
la explotación de la prostitución, tráfico ilegal de drogas y otros crímenes que, 
según las disposiciones contenidas en los tratados y en las convenciones interna-
cionales, están en la jurisdicción española.
Estos actos podían ser perseguidos también en el caso en que no se encon-
trara una conexión directa con el territorio español y no necesitaban ser cometi-
dos por ciudadanos españoles ni que la víctima tuviese la nacionalidad española. 
De hecho, la jurisdicción de los tribunales españoles se determinaba, en virtud 
del texto original del artículo 23.4 de la Ley Orgánica 6/1985, en virtud de la 
aplicación del criterio de universalidad, criterio que se ponía a lado de otros cri-
terios útiles para la determinación del foro conveniens, como el criterio de la te-
rritorialidad, o el de la personalidad, activa o pasiva, que ligan la determinación 
de la autoridad judicial competente al lugar donde el crimen ha sido cometido 
o a la nacionalidad del sujeto que actúa o de las víctimas. La reforma de 2009 
supuso la inclusión de nuevos crímenes 35 en el listado del artículo 23.4 y la in-
troducción de requisitos para que los tribunales españoles pudiesen conocerlos.
La aprobación de esta reforma fue acompañada de numerosas críticas. La 
más importante se sustentó en la intención de frenar los procesos con base en el 
criterio de universalidad; intención que se ponía como un paso atrás a los están-
dares de tutela de los derechos humanos que gracias al trámite de este criterio se 
habían podido lograr. Por el contrario, quienes estuvieron a favor de esta refor-
ma afirmaban que en cualquier caso la competencia de la jurisdicción española, 
relativa a los crímenes internacionales, habría sido garantizada y que los respon-
sables de estos actos y los hechos habrían sido sancionados con base en esta clase 
de jurisdicción, dando a las víctimas una justa reparación por lo sufrido.
Lo que preocupó a la doctrina internacional fueron las repercusiones que 
esta ley habría podido tener no solo sobre los nuevos procesos, sino sobre los 
35 Sobre este punto tenemos que acordarnos de que ya en 2007, el legislador había modificado el 
listado de los delitos previstos en el párrafo 4, a través de la Ley Orgánica 13 de 2007. Esta norma 
introdujo algunos crímenes enjuiciables por las autoridades españolas, como el de la inmigración 
clandestina o el tráfico ilícito de personas. La ratio de esta introducción se encontraba en el hecho 
de que el desarrollo del derecho internacional permitió reconocer la existencia de una obligación 
internacional por algunas violaciones graves a los derechos humanos que involucran a toda la 
comunidad internacional para la represión de dichas violaciones.
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que ya estaban ante los tribunales españoles, como el caso Tíbet, el caso de los 
crímenes de guerra cometidos en Gaza, el genocidio en Guatemala, las torturas 
en Guantánamo o los actos de piratería cometidos en las costas de Somalia. En 
estos procedimientos, la competencia del tribunal español, bajo los parámetros 
introducidos, fue amenazada debido a que los jueces tuvieron que encontrar, 
para seguir teniendo abierto el procedimiento, una conexión directa de los crí-
menes con el territorio español, en conformidad con lo que prevé el nuevo 
artículo 23 LOPJ.
Efectivamente, partiendo del análisis de las justificaciones que han provo-
cado estos cambios, Del-Carpio-Delgado (2009) explicó que la preocupación 
principal que el Gobierno ha tenido de adaptar y modelar la legislación españo-
la a las de otros Estados que prevén el principio de justicia universal ha surgido 
solo después de 2008 36, año en el que los tribunales españoles se hacen eco de las 
muchas denuncias sobre crímenes cometidos en Estados Unidos, Israel y China 
y por nacionales de estos últimos países, mientras que esta misma preocupación 
no afectó a los intereses estatales de España cuando eran investigados y juzgados 
los crímenes cometidos durante las dictaduras latinoamericanas.
De hecho, resultó que, a raíz las denuncias presentadas por víctimas tibe-
tanas o palestinas, tanto China como Israel se manifestaron en contra de dichas 
querellas y amenazaron a España con que la eventual investigación de los hechos 
provocaría tensiones en las relaciones diplomáticas y económicas entre los países, 
sustentando que no permitirían una interferencia en los asuntos internos por 
parte de un gobierno extranjero. Además, la embajada de China solicitó al Go-
bierno tomar: «medidas inmediatas y efectivas» para que la querella presentada 
fuera retirada lo antes posible.
Estas medidas fueron evidentemente inmediatas y efectivas, como auspi-
ciaban dichos países. Así, el Gobierno se propuso la modificación del artículo 
23.4 en el menor tiempo posible para limitar la utilización del principio de 
jurisdicción universal tanto desde una perspectiva formal, introduciendo crite-
rios para poderlo activar delante de un tribunal estatal español, como material, 
modificando el catálogo de los crímenes perseguibles.
36 Otros autores, como Pardo Gato (2011), hacen referencia al hecho de que, justamente en el marco 
temporal inmediatamente posterior a las denuncias sobre los crímenes cometidos por nacionales de 
China o de Estados Unidos, se activó de manera forzosa el debate sobre la necesidad, por problemas 
político-diplomático-económicos, de poner límites al ejercicio de la jurisdicción universal por parte 
de los tribunales españoles. Dicho autor, menciona las decisiones en particular sobre el caso Guantá-
namo, entre las causantes del cambio de orientación legal que ocurrió en España en 2009.
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Definitivamente podemos ver cómo estos pensamientos no fueron abs-
tractos, sino basados en un análisis profundo de la modificación introducida en 
2009 donde resultó emblemática la no inclusión de los crímenes de guerra en 
el catálogo de delitos perseguibles ex lege, lo que, como explica Del-Carpio-
Delgado (2009) este elemento demostró la clara voluntad de frenar el ejercicio 
de esta jurisdicción en España.
Naturalmente, también si tenemos en consideración la previsión del artí-
culo 23.4 apartado h) donde se previó una cláusula abierta para la inclusión de 
otras conductas ilícitas punibles, el hecho de no mencionar los crímenes de gue-
rra expresamente, junto con el crimen de genocidio o los crímenes en contra de 
la humanidad, resultó ser una fuerte señal a favor de una limitación y cierre de 
esta tipología de jurisdicción.
En conclusión, podemos ver cómo la Ley 1/2009 reflejó también la fuerte 
tensión existente en el ámbito político-diplomático de este país y también la 
polémica relación de los órganos judiciales nacionales, representativa de una 
controvertida relación entre el Tribunal Supremo, el Tribunal Constitucional 
y la Audiencia Nacional; relación complicada que podría dejar sin efecto los 
avances de una protección eficaz de los derechos humanos y con ello reducir la 
persecución de los crímenes internacionales.
Como veremos en el próximo capítulo del presente trabajo, la limitación 
al principio de jurisdicción penal ha tenido en los últimos años importantes 
consecuencias sobre estos casos. De hecho, el 4 de abril de 2010 se archivó la 
investigación relativa al caso Tíbet abierta en 2008, destino que también tuvo el 
caso Gaza.
Lo que pareció claro en 2009 fue que España, después de un decenio de 
batallas con la finalidad de promover una justicia global, intentado esclarecer 
numerosos crímenes internacionales, se arrepintió de su elección y encontró la 
manera de volver a la situación precedente. Seguramente sin la utilización de la 
jurisdicción universal España no habría pasado a la Historia como el país pione-
ro en la persecución de crímenes internacionales, sin embargo, se habría salvado 
de posibles polémicas con las grandes potencias económicas mundiales como 
China y Estados Unidos de América, que han considerado en varias ocasiones 
ilegítima la injerencia en sus asuntos internos.
Esta situación de tensión, que se originó sin duda a raíz de los casos 
abiertos por la Audiencia Nacional, llevó a un fuerte pesimismo sobre el fu-
turo desarrollo de una justicia verdaderamente global en este país. Este pesi-
mismo ha sido recientemente confirmado en marzo de 2014, momento en 
que fue introducida la segunda reforma del principio de jurisdicción penal 
LA PARTICULAR EXPERIENCIA ESPAÑOLA EN EL TEMA DE JURISDICCIÓN PENAL UNIVERSAL: SUS ALTIBAJOS │ 291
universal que de hecho degrada la regla hasta hacerla desaparecer. Pero antes 
de profundizar y analizar la segunda reforma, veamos de cerca los requisitos 
introducidos en 2009 y las críticas que han tenido tanto a nivel nacional como 
internacional.
4.4.1. La Ley Orgánica 1/2009
Fundamentada sobre la idea de homologar la legislación vigente en Espa-
ña con la de otros países que utilizan esta jurisdicción para perseguir crímenes 
internacionales, como hemos visto en los precedentes capítulos de este trabajo, 
entre otros, Francia, Bélgica y Holanda, esta reforma pareció orientada más bien 
a evitar futuros conflictos diplomáticos con otros Estados y a no afectar las rela-
ciones internacionales de gran importancia económica para España.
Se lee en el preámbulo de la Ley 1/2009 que el fin de esta reforma fue:
[...] de un lado, incorporar tipos de delitos que no estaban incluidos y cuya 
persecución viene amparada en los convenios y costumbre del Derecho In-
ternacional, como son los de lesa humanidad y crímenes de guerra. De otro 
lado, la reforma permite adaptar y clarificar el precepto de acuerdo con el 
principio de subsidiariedad y la doctrina emanada del Tribunal Constitucio-
nal y la jurisprudencia del Tribunal Supremo.
No obstante, sobre la previsión del preámbulo a la Ley de reforma, Del-
Carpio-Delgado (2009) explica que las modificaciones introducidas de hecho 
han reducido y han resultado ser mucho más restrictivas respecto a las legisla-
ciones de otros países por los criterios que prevén y que, contrariamente a la 
ratio del principio de justicia universal, basado exclusivamente en la naturaleza 
del crimen cometido, han vuelto a crear elementos de conexión entre el delito 
efectuado y el territorio español, como por ejemplo el hecho de que la vícti-
ma sea de nacionalidad española. Asimismo, podemos ver que la nueva ley no 
ha incluido explícitamente en el listado de los crímenes internacionales, sobre 
los cuales poder aplicar esta jurisdicción, los crímenes de guerra, hecho que 
ha puesto en duda las intenciones reales del legislador a la hora de reformar el 
principio de jurisdicción universal.
Artículo 23 párrafo 4, reformado por la Ley 1/2009:
Igualmente, será competente la jurisdicción española para conocer de los 
hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional 
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susceptibles de tipificarse, según la Ley española, como alguno de los siguien-
tes delitos:
a. Genocidio y lesa humanidad.
b. Terrorismo.
c. Piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves.
d. Delitos relativos a la prostitución y corrupción de menores e incapa-
ces.
e.  Tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes.
f. Tráfico ilegal o inmigración clandestina de personas, sean o no traba-
jadores.
g. Los relativos a la mutilación genital femenina, siempre que los respon-
sables se encuentren en España.
h. Cualquier otro que, según los tratados y convenios internacionales, en 
particular los Convenios de derecho internacional humanitario y de 
protección de los derechos humanos, deba ser perseguido en España.
Sin perjuicio de lo que pudieran disponer los tratados y convenios inter-
nacionales suscritos por España, para que puedan conocer los Tribunales es-
pañoles de los anteriores delitos deberá quedar acreditado que sus presuntos 
responsables se encuentran en España o que existen víctimas de nacionalidad 
española, o constatarse algún vínculo de conexión relevante con España y, en 
todo caso, que en otro país competente o en el seno de un Tribunal interna-
cional no se ha iniciado procedimiento que suponga una investigación y una 
persecución efectiva, en su caso, de tales hechos punibles.
El proceso penal iniciado ante la jurisdicción española se sobreseerá pro-
visionalmente cuando quede constancia del comienzo de otro proceso sobre 
los hechos denunciados en el país o por el Tribunal a los que se refiere el 
párrafo anterior.
Resumiendo las novedades introducidas en la versión definitiva de la Ley 
1/2009, podemos ver cómo tras las modificaciones realizadas por la Leyes Or-
gánicas 3/2005 y 13/2007, han sido introducidos en el artículo 23.4 apartados 
f) y g) los delitos relativos a las prácticas de mutilación femenina o al tráfico 
ilegal o inmigración clandestina; al mismo tiempo se ha añadido el crimen de 
lesa humanidad en el apartado a) junto al crimen de genocidio. Efectivamente, 
el Preámbulo de la Ley Orgánica 1/2009 indica expresamente que:
En cumplimiento del mandato emanado del Congreso de los Diputados, 
mediante resolución aprobada el día 19 de mayo de 2009 con motivo de 
Debate del estado de la Nación, se realiza un cambio en el tratamiento de 
lo que ha venido en llamarse la «jurisdicción universal», a través de la mo-
dificación del artículo 23 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para, de un 
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lado, incorporar tipos de delitos que no estaban incluidos y cuya persecución 
viene amparada en los convenios y costumbre de Derecho Internacional, 
como son los de lesa humanidad y crímenes de guerra [...].
Han sido excluidos del presente listado los delitos de falsificación de mo-
neda extranjera y los crímenes de guerra, dejando sin significado la previsión 
del Preámbulo de la Ley que prevé la incorporación de los crímenes de guerra. 
Aunque esta exclusión haya sido criticada por la doctrina especializada, se re-
conoció el hecho de que estos crímenes, aunque no resultaban directamente 
mencionados en el dictado legislativo, pudieran ser considerados incluidos en la 
cláusula genérica introducida en el artículo 23.4 letra h.
En segundo lugar, fueron establecidos criterios, que serán analizados en el 
próximo apartado de este capítulo, para que los jueces de la Audiencia Nacional 
pudieran perseguir los crímenes previstos en el listado así reformado. En parti-
cular se previó que se podían perseguir solo los delitos: en los que las víctimas 
tuviesen nacionalidad española o en los que los responsables estuvieran en el 
país, o faltando los precedentes requisitos, en los casos en que se encontrara una 
conexión relevante entre el delito y el territorio. Otra condición prevista en el 
nuevo artículo 23 párrafo 4 fue que el crimen pudiera ser investigado solo si 
se demostraba la inexistencia de juicios, sobre los mismos actos, en el territorio 
donde estos últimos habían sido cometidos o ante un tribunal internacional.
En tercer lugar, en caso de litispendencia, se previó la no competencia de la 
jurisdicción española en el caso de un procedimiento en el Estado extranjero o 
ante un tribunal internacional sucesivo a aquello empezado en España. En este 
último caso la autoridad judicial española debería proceder a archivar la causa, 
en vía provisional. La norma citada no hacía referencia a la posibilidad de abrir 
otra vez una causa archivada provisionalmente.
Ahora bien, estas modificaciones llevaron a la consecuencia de limitar o 
reducir la posibilidad de las víctimas de tener justicia. Esto fue posible por la 
introducción de criterios y elementos más restrictivos para la aplicación de la 
justicia universal y en particular los relativos a la conexión entre el país que 
procede al juicio y el crimen cometido, como explica Luis Carlos Nieto García 
(2009: 155), magistrado y miembro investigador de la Federación Internacional 
de Ligas de Derechos Humanos:
no reconocer el carácter universal de los derechos humanos que deriva del 
reconocimiento de la dignidad intrínseca de todo ser humano supone un 
retroceso muy importante y un camino en dirección contraria a la indicada 
en los tratados y convenciones de derechos humanos.
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4.4.2.  Los nuevos requisitos introducidos por la Ley Orgánica nº 1/2009
Como hemos visto con la reforma del 3 de noviembre de 2009 se aprobó 
modificar la Ley Orgánica del Poder Judicial que consagra el principio de ju-
risdicción universal para restringir su contenido y alcance. De hecho, la reforma 
estableció una restricción del principio de jurisdicción universal hasta hacerlo 
casi inaplicable. Sin embargo, no logró su objetivo y cinco años después el legis-
lador intentó acabar con el principio a través de la Ley 1/2014.
Partimos nuestro análisis de los criterios establecidos por el legislador para 
crear un punto de conexión entre el delito cometido en el extranjero con los 
tribunales españoles, como el de la nacionalidad de las víctimas o la presencia del 
presunto autor del crimen en el territorio estatal. Podemos afirmar que a través 
de esta introducción el legislador quiso apoyar la tesis del Tribunal Supremo, 
que en los últimos años se ha mostrado favorable a una reducción teleológica 
del artículo 23.4. En otras palabras, que el crimen debería presentar una cone-
xión espacial con España, aunque la Ley 6/1985 nada expresaba al respecto. De 
hecho, en muchas ocasiones, como en el caso Guatemala, este tribunal sustentó 
que, al no encontrar dicha conexión, la jurisdicción española operó de manera 
agresiva y exorbitante, perturbando el orden internacional entre los Estados.
El texto del artículo 23.4 de 2009 previó que:
Sin perjuicio de lo que pudieran disponer los tratados y convenios inter-
nacionales suscritos por España, para que puedan conocer los Tribunales es-
pañoles de los anteriores delitos deberá quedar acreditado que sus presuntos 
responsables se encuentran en España o que existen victimas de nacionalidad 
española, o constatarse algún vínculo de conexión relevante con España y, en 
todo caso, que en otro país competente o en el seno de un Tribunal interna-
cional no se ha iniciado procedimiento que suponga una investigación y una 
persecución efectiva, en su caso, de tales hechos punibles.
Por lo referente a la presencia del presunto autor del delito en el territorio 
español, en el momento actual, resulta ser un requisito necesario en algunos 
Estados para poder ejercer esta tipología de jurisdicción; un ejemplo de ello son 
las legislaciones belga y suiza; pero esto no indica que se haya creado, en derecho 
internacional, una regla según la cual la presencia en el territorio del presunto 
culpable sea un requisito indispensable para proceder.
Desde un punto de vista práctico, es difícil recolectar pruebas de delitos 
cometidos en el extranjero por extranjeros, lo cual puede llevar al Estado, 
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por razones prácticas más que jurídicas, a exigir la presencia del acusado en 
el territorio para proceder. Pero ninguna de estas razones puede fundamen-
tar una norma de Derecho internacional consuetudinario. (Blanco Cordero, 
2004: 8)
Realmente, conforme a lo expresado por muchos autores, entre otros, An-
drés Domínguez (2010) y Del-Carpio-Delgado (2009), si bien la presencia del 
presunto responsable resulta ser un requisito indispensable en el momento del 
enjuiciamiento y de la condena, no se puede decir lo mismo de las fases previas 
al juicio, como cuando se realizan investigaciones y se emiten órdenes de captu-
ra internacional. Sobre este punto, al no identificar las diferentes etapas del juicio 
y al no establecer normas sobre cuando la presencia del reo es indispensable o 
no, la ley de reforma quedó expuesta a muchas críticas.
Pasando al análisis de los otros vínculos que la reforma supone, podemos 
ver cómo la condición por la cual las víctimas deben tener nacionalidad españo-
la, el llamado principio de personalidad pasiva, demuestra que la tutela y la per-
secución de los crímenes internacionales deben ser ligadas a un interés efectivo 
del Estado al cual se atribuye la jurisdicción. Este principio ya está previsto en 
la ley penal y se refiere a la aplicación extraterritorial de dicha ley. Este requeri-
miento tiene un fundamento y una justificación diferente respecto al principio 
de jurisdicción universal en cuanto se posiciona en la defensa y salvaguardia de 
intereses propios de los Estados, en particular, se refiere a la protección por el 
Estado de sus nacionales en el extranjero.
Ahora bien, a través de la reforma realizada por la Ley 1/2009, este último 
se ha convertido en un requisito indispensable para la activación de la justicia 
universal cuando no se encuentre, en el territorio estatal, el presunto autor o en 
el caso en que no exista o no se encuentre otro vínculo o punto de conexión 
entre el país que procede al juicio y el crimen cometido.
En los párrafos sucesivos, el texto del artículo 23.4 estableció la intro-
ducción de la condición de que exista y se pueda encontrar algún vínculo de 
conexión relevante con España. Este requisito está asentado en la necesidad 
de reducir el desgaste excesivo de los órganos judiciales o el exceso o abuso 
del derecho. Este requerimiento, por una interpretación doctrinal aceptada, se 
aplicaría en forma residual, es decir, en caso que falten los demás previstos en 
el artículo 23.4: la presencia del reo en el territorio o la nacionalidad de las 
víctimas.
Finalmente, en el artículo 23.4 párrafo 3 se ha consagrado el principio de 
subsidiariedad, por lo que la jurisdicción española es subsidiaria respecto de los 
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tribunales de otro país o de un tribunal internacional que haya previamente co-
menzado un procedimiento, lo que supone una investigación y una persecución 
efectivas de los hechos delictivos, siempre que se demuestre la falta de voluntad 
o de capacidad de los órganos judiciales competentes en la persecución de di-
chos crímenes.
4.4.3. Las críticas a las limitaciones establecidas por la Ley 1/2009
De esta forma hemos resumido los cambios más significativos introducidos 
por la Ley de Reforma, nº 1/2009 y con ello podemos ahora pasar a la obser-
vación de las numerosas críticas que los rodean.
La consideración preliminar desde la cual se debe partir es que, desde antes 
de la anunciada reforma, en particular la doctrina española había revelado que 
los soportes sobre cuya base se ha construido dicha ley para desterrar, limitar o 
en cualquier caso obstaculizar la aplicación del principio de justicia universal 
resultaron ser varios y poco rigurosos.
Entre ellos podemos mencionar los argumentos de naturaleza técnico-
jurídica, de naturaleza económica, pasando a los de política exterior, o a los de 
falta de capacidad de los tribunales internos para asumir esa carga de trabajo en 
detrimento de la justicia, hasta llegar, finalmente a sustentar que la reforma era 
necesaria para poner freno al egocentrismo o protagonismo de algunos jueces 
en el escenario internacional.
Como explicó Javier Chinchón Álvarez (2009), las declaraciones públicas 
sobre esta reforma hechas por políticos demuestran claramente que la reforma 
estuvo orientada a adaptar la legislación sobre esta materia a los intereses econó-
micos y diplomáticos del Estado. Por ejemplo, el exministro de Asuntos Exterio-
res y Cooperación Miguel Ángel Moratinos afirmó en el Diario Público de 25 de 
mayo de 2009 que no se trató más que de una adaptación para que el principio 
de jurisdicción universal fuera más eficaz y cercano a los intereses españoles, lo 
cual, como explicó Chinchón Álvarez (2009), habría de llevarnos a concluir que 
estaríamos frente a un principio cuyo fundamento ya deja de ser la persecución 
de crímenes internacionales que por su naturaleza afectan a la comunidad inter-
nacional y sus intereses y se convierte en un principio orientado a defender los 
intereses propios de España.
Posteriormente a la entrada en vigor de la reforma, las críticas, provenientes 
tanto del mundo académico como de las organizaciones que se ocupan de la 
defensa de los derechos humanos, fueron muchas y pueden ser divididas entre 
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las que están relacionadas con la forma en que dicha ley fue adoptada y las que 
se refieren al contenido de la misma. Como explica la profesora Montserrat 
Abad Castelos (2012: 81) en un interesante artículo que nos muestra el estado 
actual de la justicia universal y donde ella misma se pregunta si sigue existiendo 
la jurisdicción universal en España:
De una parte, por lo que se refiere a la forma, es de lamentar la precipita-
ción con la que se han efectuado, aprovechando el trámite de enmiendas al 
Proyecto de Ley de Reforma de la Legislación Procesal para la implantación 
de la Oficina Judicial, y sustrayendo así la reforma al debate informado con 
el que una cuestión de este contenido debería contar.
Asimismo, analizando el «Manifiesto sobre la Reforma Legislativa que in-
troducirá modificaciones al ejercicio de la Justicia Universal» de 2 de junio de 
2009, podemos ver también que en esta ocasión se criticó el momento y la 
sede en que se decidió implantar la reforma, es decir, que los partidos políticos 
aprovechasen el trámite de enmiendas al Proyecto de Reforma de la Legislación 
Procesal, sin tener en consideración el hecho de que una restricción al principio 
de justicia universal necesita ser debatida en la sede legislativa.
Queremos subrayar lo anterior con las palabras de Martín Pallín durante la 
mesa redonda de expertos sobre «La primacía del derecho internacional de los de-
rechos humanos: su aplicación en España», en la que participaron entre otros Ollé 
Sesé y Cuerda Riezu: «en este caso, la restricción de la jurisdicción universal que 
supuso esta reforma y, por tanto, del acceso a la tutela judicial efectiva y la lucha 
contra la impunidad, se realizó incumpliendo el procedimiento de tramitación 
parlamentaria que exigía la materia» (Martín Pallín, 2012: 31).
Pasando a las críticas relativas al contenido de la reforma podemos ver 
cómo esas se focalizaron en particular sobre la creación de vínculos, puntos de 
conexión entre el crimen cometido y España. Exigir una conexión relevante 
con el territorio resultó ser inapropiado en cuanto nos enfrentamos a crímenes 
que, afectando a la comunidad internacional, generan un compromiso global 
para su persecución: «La inclusión por tanto de estas nuevas condiciones en la 
reforma, es decir, “nacionalidad” del presunto autor, o “conexión relevante con 
España”, a mi juicio, altera y desnaturaliza el principio desde el punto de vista 
jurídico» (Abad Castelos, 2012: 83).
Las críticas a estos requisitos no se refieren exclusivamente a la limita-
ción que suponen, sino van más allá. Muchos autores como Andrés Domínguez 
(2010) y Del-Carpio-Delgado (2009) manifestaron la preocupación relativa a 
la interpretación de este mismo requisito previsto en el artículo 23.4 LOPJ. De 
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hecho, también interpretando la previsión normativa en el sentido de que en el 
momento en que se determina la nacionalidad de las víctimas se considera que 
los crímenes son cometidos, dicha interpretación dejaría un vacío legal impor-
tante.
Para explicarlo con un ejemplo, pensemos un caso en que las víctimas re-
sultan ser extranjeras en el momento en que los actos delictivos son cometidos, 
pero posteriormente a estos hechos, por diferentes razones, adquieran la nacio-
nalidad española, ¿en este caso operaría el articulo 23.4? La anterior y muchas 
otras preguntas sobre esta condición quedan, todavía en el momento actual, sin 
una respuesta.
Igualmente encuentra muchos ataques el otro requisito de conexión re-
levante para España. La mayoría de las críticas se concentran en el fundamento 
puesto a la base de este requisito. Si bien el legislador quiso operar una forma 
de auto-restricción para evitar el exceso de procedimientos, el desgaste que 
estos generan y el abuso del derecho en la práctica; debemos valorar que los 
asuntos actualmente basados en la jurisdicción penal universal solo ascienden al 
0,035% 37 de todos los casos pendientes ante la justicia española.
La introducción de un vínculo con el territorio no puede por lo tanto ser 
justificada por razones de economía procesal; además, este criterio supone una 
reducción considerable del ámbito de tutela, en particular haciéndolo coincidir 
con la tutela de intereses estatales. En otras palabras, se superponen intereses es-
tatales a los intereses y valores propios de la comunidad internacional.
Al interés común que supone la persecución de un delito contra la co-
munidad internacional, por el mero hecho de ser parte integrante de ésta, 
sobre la base de la solidaridad internacional, se superpone, pues, un interés 
nacional que nada tiene que ver con la naturaleza misma del delito ni con 
el fundamento del principio de justicia universal. (Andrés Domínguez, 
2010: 35)
Finalmente, también el principio de subsidiariedad consagrado en el ar-
tículo 23.4 párrafo 3 fue en varias ocasiones criticado en cuanto a determinar 
37 Como explica Ollé Sesé (2014: 47): «Tampoco eran de recibo otras razones ofrecidas en aquel 
momento para alcanzar esta limitación, como la carga de trabajo que suponía la instrucción de 
estas causas, las dificultades probatorias, o los criterios globales de eficiencia. Solo el 0,035% de los 
procedimientos que se instruyen y juzgan en la Audiencia Nacional correspondían a los casos que 
aquí nos ocupan, y, en general, gran parte del impulso procesal de las mismas provenía, y así sigue 
sucediendo, de las acusaciones populares y particulares».
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en qué ocasiones un tribunal de otro país haya efectivamente empezado las 
investigaciones sobre un crimen internacional cometido en dicho país; muchas 
veces no resulta fácil y casi siempre está ligado a consideraciones de carácter 
político-diplomático.
La prueba de ello se encuentra en el archivo de los casos, como el caso 
Gaza, basado exclusivamente en datos recibidos por una investigación interna 
del ejército israelí, donde se afirma que Israel ha tenido: «una verdadera y real 
actuación administrativa primero y judicial después, para comprobar la comisión 
delictiva» 38.
Los problemas que suscita la aplicación de este principio son muchos y 
de difícil clarificación. Además, si tomamos en consideración que el inicio de 
otro proceso ante otro tribunal conlleva la consecuencia inmediata del sobresei-
miento provisional de la causa en España, tenemos que tomar en consideración 
las preguntas hechas por José Ricardo Pardo Gato (2011) y que pueden ser 
resumidas de esta forma: ¿qué seguridad existe de que la apertura de un pro-
cedimiento en el mismo país donde se cometieron los crímenes no sirva para 
garantizar la impunidad de los mismos?; ¿podrían contentarse, por ejemplo, los 
tribunales españoles con la apertura formal del procedimiento para decretar el 
sobreseimiento? y ¿deberíamos poner en marcha mecanismos para asegurarnos 
de que la decisión de sobreseimiento no supone una forma de obtener cierta 
impunidad?
En palabras de Montserrat Abad Castelos (2012: 86), la introducción del 
principio de subsidiariedad es la condición que resulta ser mas lesiva para la 
competencia penal de los tribunales estatales; esto en cuanto, retomando en 
consideración los casos llevados a cabo por la Audiencia Nacional; «puede llegar 
a bastar una investigación, incluso fraudulenta, de los hechos en cuestión en el 
país interesado para que las autoridades judiciales españolas desistan en su favor». 
También Chinchón Álvarez (2009) hace referencia a la problemática de formu-
lación de la exigencia de que «no se ha[ya] iniciado procedimiento que suponga 
una investigación y una persecución efectiva», sobre todo en lo relativo al hecho 
de que, en el momento actual, no nos encontramos en grado de probar cuándo 
una investigación y persecución de los delitos en los países en que estos últimos 
han sido cometidos es efectiva y determina las responsabilidades penales de los 
presuntos culpables, restablece la verdad de los hechos y repara a las víctimas por 
los daños sufridos.
38 Auto del Pleno de la Sala de lo penal de la Audiencia Nacional de 9 de julio de 2009.
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Lamentablemente, las preocupaciones antes mencionadas crearon un cua-
dro de incertidumbre y nos prepararon a un posible escenario en que han sido 
afectados los juicios pendientes ante un tribunal nacional y limitados los futu-
ros 39. Este tema será objeto de estudio en el próximo apartado.
4.4.4. La reforma de 2009 en la jurisprudencia de los tribunales españoles
Para evaluar la aplicabilidad de la nueva ley a los casos pendientes de juicio, 
son necesarias algunas observaciones de carácter general sobre algunos concep-
tos que entran en juego en derecho penal y en el derecho penal procesal. En 
primer lugar, las normas penales no tienen efectos retroactivos, en malam partem. 
Esto significa que se da aplicación a la norma penal vigente en el momento en 
que los actos son cometidos: principio de no retroactividad de la norma penal, 
ligado al principio general del favor rei.
En derecho penal, el principio de la ley más favorable, en latino favor rei, 
establece que la ley penal que varía de manera favorable al imputado es aplicable 
también en vía retroactiva. Esto representa una garantía para el reo y es al mismo 
tiempo un límite para el juez, que deberá aplicar, en los juicios pendientes, las nor-
mas que resulten ser más favorables. La expresión latina se refiere, en derecho pe-
nal sustancial, a los preceptos que excluyen la existencia del ilícito o que producen 
efectos más leves a los que se verifican si no se da aplicación a la ley más favorable.
En el derecho penal procesal el favor rei es un principio general. Indica la 
conducta que favorece al imputado o el condenado y hace posible, en determi-
nadas circunstancias, resaltar los intereses del imputado respecto a los intereses 
propios de los juicios. Esta regla se aplica, desde el punto de vista subjetivo, al 
imputado de un juicio o al condenado, mientras que, desde una perspectiva 
objetiva, concierne a los intereses en juego: del imputado y del proceso. En este 
sentido, parte de la doctrina internacional considera el principio como una se-
gunda cara del principio del favor libertatis o del favor innocentiae.
39 Chinchón Álvarez (2009) mostró su preocupación frente a la posible interferencia de estas mo-
dificaciones no solamente pro futuro, sino bien en los juicios pendientes ante los tribunales nacio-
nales. De hecho, quien escribe compartió esta inquietud en cuanto todo lo mencionado conllevó 
numerosas consecuencias negativas y una notable perplejidad sobre el desarrollo del principio de 
jurisdicción universal. Todavía no estamos en grado de valorar el quantum exacto de los efectos 
negativos en relación a los procesos en macha en la Audiencia Nacional, pero tenemos ya algunos 
resultados que no nos hacen presagiar nada bueno para el futuro.
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En sustancia, si se cambia la norma penal que prevé el ilícito, la conducta y 
los elementos que determinan la responsabilidad del imputado, la solución será 
ver si el cambio es favorable o no al reo. Solo en el primer caso se dará aplicación 
a la ley sucesiva, de reforma.
Pero si cambia la norma procesal que prevé los criterios para la aplicación 
de la jurisdicción penal, ¿esta también influye sobre los procesos pendientes? 
Como hemos dicho, también en derecho procesal se prevé el favor rei como regla 
general, pero seguramente será más complicado determinar si una norma que 
establece los criterios y los elementos para determinar la jurisdicción puede ser 
efectivamente más favorable al reo.
En el caso especifico de la Ley Orgánica 1/2009, de reforma de la Ley Or-
gánica sobre el Poder Judicial, el legislador ha decidido poner algunos criterios 
posteriores para la aplicabilidad de la jurisdicción penal universal. Entre otros, ha 
establecido que los tribunales españoles serán competentes para juzgar una con-
ducta, que entra en las conductas previstas en la misma ley y que se clasifican como 
graves violaciones al derecho internacional, cuando haya una conexión directa 
entre los actos y el territorio español. Esto significa que se limitará la competencia 
de la Audiencia Nacional en casos de jurisdicción universal a aquellos en los que 
existan víctimas de nacionalidad española, que pueda constatarse algún vínculo 
de conexión relevante con España o que presuntos responsables se encuentren en 
territorio español y, en todo caso, se acredite falta de investigación o persecución 
efectiva en el país competente o por parte de un tribunal internacional.
Hasta el momento, en el que se escribe este trabajo, los pronunciamientos 
posteriores a la ley de reforma sobre los casos pendientes de juicio no han sido 
positivos. Con el auto de 6 de noviembre de 2011, referente al caso Tíbet 40, 
para que los tribunales nacionales pudieran conocer los delitos de tortura, lesa 
humanidad y los crímenes de guerra imputados a las autoridades chinas en el 
Tíbet, el Tribunal Supremo enfrentó la cuestión relativa a la aplicación de la 
reforma también en los casos en que los juicios hayan empezado con anterio-
ridad respeto a esta última.
En este caso, como era fácilmente previsible, el Tribunal Supremo estable-
ció que la aplicación de la jurisdicción universal queda supedita a la existencia 
de un vínculo o punto de conexión relevante entre el crimen cometido y Espa-
ña, a norma del artículo 23.4 de la LOPJ modificado por la Ley 1/2009.
40 Caso Delitos de lesa humanidad Tíbet, Juzgado Central de Instrucción nº 1 - D. Previas 242/2008, 
cuyo estado actual es: pendiente de resolución por parte del Tribunal Constitucional.
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En otras palabras, basándose sobre la nueva formulación del artículo 23.4 
LOPG, esta Corte, por el trámite del presente auto, rechaza la posibilidad de 
continuar la investigación relativa a los delitos cometidos contra la población 
tibetana en los meses previos a los juegos olímpicos de 2008, al no haber encon-
trado ninguna conexión relevante o vínculo que ligue el delito a España.
Para entender mejor esta resolución, podemos tomar en consideración los 
pasajes judiciales previos que caracterizaron el caso de los crímenes cometidos 
en el Tíbet, hasta llegar a la decisión última y desfavorable del Tribunal Supremo, 
tras la reforma al principio de justicia universal.
El 26 febrero de 2010 esta causa había sido archivada por la Audiencia Na-
cional, debido a la falta de un punto de conexión con el territorio español. En 
contra de esta decisión se interpuso un recurso de apelación, desestimado por la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional el 27 de octubre del mismo año; el re-
curso de apelación se fundamentaba en la vulneración del derecho a la tutela judi-
cial de los querellantes. De hecho, se hacía referencia al asunto de que habían sido 
aplicados erróneamente los tratados internacionales ratificados por España, de los 
que derivaría la jurisdicción española para conocer de los hechos denunciados, y 
además, se ponía el énfasis sobre la previsión de un criterio de conexión, derivado 
por la actual regulación del apartado 4 del artículo 23 LOPJ, que afectaba de for-
ma considerable la posibilidad de garantizar una tutela judicial a los querellantes.
Posteriormente, también el recurso de casación, contra el auto de 27 de 
octubre de 2010 fue denegado con el auto de la Sección de la Sala de lo Penal 
de la Audiencia Nacional de 16 de noviembre de 2010. En cualquier caso y de 
manera independiente, el Tribunal Supremo aceptó el recurso de queja presen-
tado por los querellantes. Desafortunadamente este último destruyó las pocas 
esperanzas que habían quedado cuando se archivó el caso en 2010. Dicha corte 
señaló que, tal como exige la nueva formulación del artículo 23.4 LOPJ, resulta 
indispensable, conditio sine qua non, encontrar un elemento de conexión relevante 
con España, por lo tanto, al no encontrarlo, el Tribunal rechaza cualquier posi-
bilidad de seguir investigando los delitos antes mencionados.
Aunque no podemos olvidar que en octubre de 2013, el principio de jus-
ticia universal vuelve al centro del debate nacional e internacional en cuanto a 
las relaciones entre el Gobierno español y las autoridades chinas por el caso del 
genocidio tibetano 41. De hecho, en noviembre de 2013, la Audiencia Nacional 
41 Caso del genocidio en Tíbet, Juzgado Central de Instrucción nº 2 - Sumario 63/08. Querella 
contra diversos dirigentes chinos por delitos de genocidio cometidos contra el pueblo tibetano a 
partir de 1988, ampliada en 2011 a crímenes de guerra. Estado actual: en fase de instrucción.
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emitió una orden de búsqueda y captura del expresidente chino Jiang Zemin 
y del exprimer ministro Li Peng, además de otros miembros de la cúpula del 
Partido Comunista Chino, por los hechos criminales que caracterizaron el ge-
nocidio en el Tíbet.
Y, así como sucedió en 2006, cuando se interpuso la querella contra el Go-
bierno chino por el Comité de Apoyo al Tíbet, las autoridades asiáticas también 
empezaron a hablar de crisis diplomática y económica con España. La crisis 
de 2006, como sabemos, ha sido una de las causas del proceso de revisión de 
la ley que prevé la jurisdicción universal, ley que al mismo tiempo sirvió para 
bloquear temporalmente las investigaciones sobre dichos hechos. Esta ley que 
previó la introducción de vínculos entre los hechos delictivos y el territorio 
español, en el caso Tíbet se respetaría en cuanto, como explica el profesor José 
Elías Esteve, que interpuso la querella de 2013, existe este vínculo en cuanto hay 
una víctima española. Ahora tendremos que esperar las consecuencias que la or-
den de captura acarreará y cómo el Gobierno español decidirá actuar. ¿Permitirá 
a las víctimas tener un foro competente para los daños sufridos?, ¿o se pondrá 
en contra de las decisiones de los jueces de la Audiencia Nacional de proceder 
en contra del Gobierno chino para evitar los abusos de estos últimos y las crisis 
diplomáticas con los países aliados?
Siguiendo la estela del proceso español de modificación de la jurisdic-
ción universal, podemos ver que las consecuencias negativas no terminan con 
el caso Tíbet. Desgraciadamente, el alcance de las limitaciones y condiciones 
ha tenido efectos importantes también en otros casos, como el de los crímenes 
cometidos en el territorio de Gaza que fueron archivados en abril de 2011 y el 
caso Guantánamo, relativo a la querella interpuesta contra varios miembros del 
Gobierno del presidente de los Estados Unidos George W. Bush por presuntos 
delitos cometidos en contra de civiles en la prisión de Guantánamo, analizado 
en el capítulo cuarto.
De todas formas, por lo menos mirando la reforma de 2009, los efectos 
negativos pueden ser menores de los que en un principio se pensaba. No pode-
mos olvidar que a través de una formulación amplia de estos límites y criterios 
el legislador prefirió restringir su futuro ejercicio sin ponerse directamente en 
contra de los convenios y tratados internacionales que la prevén y, al mismo 
tiempo, estableció que el juez, en el caso concreto llevado ante su competencia, 
pueda constatar si a su juicio en el asunto presentado hay una conexión rele-
vante con el país; dejando, de esta forma, la puerta abierta a los juicios que, a 
pesar de no tener una efectiva conexión con el territorio, pueden ser evaluados 
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como conexos con España a través de criterios de vez en vez establecidos por 
los jueces nacionales 42.
En otras palabras, en línea teórica, un juez nacional ante una querella por 
hechos cometidos en el extranjero, por parte de extranjeros en contra de otros 
extranjeros, podría encontrar una conexión con el territorio, también si no 
hay víctimas españolas, al fundamentar, por ejemplo, su decisión de abrir una 
investigación sobre la base de las relaciones económicas y políticas de España 
y el país donde se cometieron los hechos. Es verdad que con la reforma se ha 
limitado y obstaculizado la utilización de la jurisdicción penal universal, pero, 
al mismo tiempo, no podemos olvidar que su formulación extensa y vaga en 
algunos aspectos permitiría no inhibir de facto la competencia de los tribunales 
en los juicios pendientes y futuros.
Por lo tanto, el papel principal lo tienen los jueces nacionales al decidir si 
privilegiar los intereses políticos, de economía procesal y de relaciones interna-
cionales, o hacer valer los intereses de justicia. Además tenemos que esperar lo 
que decidirá el Tribunal Constitucional a la hora de enfrentarse a la reforma de 
2009 en lo relativo al artículo 23.
Con las palabras de Enrique Carnero Rojo (2011: 18):
In October 2010, the plenary of the National Court Criminal Chamber 
confirmed, by majority, the latter decision on appeal and declared that all 
proceedings that had been started before 4 November 2009 must be closed 
for lack of Spanish jurisdiction unless they met the requirements contained 
in the amended version of Article 23(4) LJ.65 Moreover, the majority of 
the National Court found that the amendment did not violate international 
conventions ratified by Spain, but simply submitted the exercise of Spanish 
jurisdiction over international crimes to certain conditions 43.
42 Sin embargo, cabe recordar que sobre este punto el Tribunal Constitucional todavía no se ha 
expresado. De hecho, no se ha pronunciado sobre el entendimiento de este último requisito. 
Como explicó en diferentes ocasiones Elías Esteve Moltó, al estado actual no resulta claro en 
qué consiste y cómo puede ser integrado el requisito del vínculo o conexión relevante con 
España.
43 [Traducción de la autora]: «En octubre de 2010, el pleno de la Sala de lo Penal Audiencia 
Nacional confirmó, por mayoría, la última decisión sobre la apelación y declaró que todas las 
actuaciones que se habían iniciado antes del 4 de noviembre 2009 se deben cerrar por falta de 
jurisdicción española, a menos que cumplan los requisitos establecidos en la versión modificada 
(4) del artículo 23 LJ.65. Por otra parte, la mayoría de la Audiencia Nacional consideró que 
la enmienda no violó los convenios internacionales ratificados por España, sino simplemente 
presenta con ciertas condiciones el ejercicio de la jurisdicción española sobre los crímenes in-
ternacionales».
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Sigue el autor:
As a consequence of this amendment, several international crimes ca-
ses that could have been investigated and prosecuted in Spain pursuant to 
the previous version of Article 23(4) LJ have not been opened (US and 
UK politicians and officials, Moroccan police, Myanmar officials, and Israeli 
officials) and at least one case that was opened before the amendment was 
introduced was recently closed in application of the «conditional universal 
jurisdiction rule» (Lian Guanglie et al.). It remains to be seen whether this 
will also be the fate of the remaining cases concerning international crimes 
opened in Spain or whether the Supreme Tribunal and/or the Constitutio-
nal Tribunal will avoid the «death foretold» of Spanish universal jurisdiction 
over international crimes 44. (Enrique Carnero Rojo, 2011:30)
4.5. LA LEY DE REFORMA 1/2014
El intento del legislador español de limitar el alcance de la justicia universal, 
reflejado en la Ley Orgánica 1/2009, ahora es más evidente que nunca. Han 
pasado cuatro años pero la intención de frenar y obstaculizar casos que pueden 
producir choques de intereses con otros Estados con los que España tiene rela-
ciones económicas importantes como Estados Unidos o China sigue estando en 
el centro del debate parlamentario tanto que, después de las numerosas presiones 
de dichos gobiernos, el legislador en diciembre de 2013 puso como prioridad 
del Gobierno la reforma de la jurisdicción universal y en particular las modi-
ficaciones de los requisitos para abrir juicios sobre crímenes internacionales 
bajo este principio. Un mes después, en enero de 2014, el Gobierno preparó el 
proyecto de la reforma tras las quejas formales de los países involucrados en los 
juicios pendientes ante la Audiencia Nacional.
El proyecto no tardó en ser aprobado y en marzo de 2014 fue publicado en 
el Boletín Oficial del Estado español nº 63 correspondiente al día 14 de marzo 
44 [Traducción de la autora]: «Como consecuencia de esta modificación, varios casos de crímenes 
internacionales que podrían haber sido investigados y juzgados en España de conformidad con la 
versión anterior del artículo 23 (4) LJ no se han abierto (los políticos de Estados Unidos y el Rei-
no Unido y los funcionarios, la policía marroquí, los funcionarios de Myanmar, y los funcionarios 
israelíes) y por lo menos un caso que se abrió antes de que se presentó la enmienda fue cerrado 
recientemente en la aplicación de la norma de competencia condicional “universal” (Lian Guan-
glie et al.). Queda por ver si este será también el destino de los restantes casos relativos a delitos 
internacionales abiertos en España o si el Tribunal Supremo o el Tribunal Constitucional evitarán 
la muerte anunciada de la jurisdicción universal española sobre los crímenes internacionales».
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del año 2014, la Ley Orgánica nº 1/2014, de 13 de marzo, que aporta modifica-
ciones fundamentales a la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
relativa a la justicia universal.
Como fue anticipado en la introducción al presente capítulo, al igual que 
ocurrió con la Ley Orgánica 1/2009, esta última reforma plantea unos cambios 
importantes con el objetivo, planteado en la exposición de motivos, de ampliar 
el listado de crímenes y adecuar la legislación vigente a las obligaciones interna-
cionales ratificadas por España. De hecho, se prevé:
perfilar la competencia de la jurisdicción española, ampliando por un lado 
los delitos que, habiéndose cometido fuera del territorio nacional, e in-
dependientemente de la nacionalidad de su autor, son susceptibles de ser 
investigados por la jurisdicción española y, por otro lado, definiendo las con-
diciones que debían darse para que la justicia española fuera competente, 
adaptando la justicia universal al principio de subsidiariedad y a la jurispru-
dencia constitucional y del Tribunal Supremo. [...] En esa misma línea de dar 
cumplimiento a las obligaciones impuestas por los Tratados internacionales 
que España ha ratificado, se hace necesario ampliar la lista de delitos que, co-
metidos fuera del territorio nacional, son susceptibles de ser perseguidos por 
la jurisdicción española. Tal es el caso, por ejemplo, de los delitos regulados 
en el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la 
violencia contra la mujer y la violencia doméstica, en la Convención contra 
la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, los delitos 
de corrupción de agente público extranjero previstos en el Convenio de la 
OCDE, delitos cuyas previsiones se incorporaron al Código Penal, si bien 
quedaba pendiente la definición de los aspectos de jurisdicción que ahora se 
incorporan en la presente Ley. Ese es el sentido que inspira la reforma que 
ahora se lleva a cabo, delimitar con claridad, con plena aplicación del prin-
cipio de legalidad y reforzando la seguridad jurídica, los supuestos en que la 
jurisdicción española puede investigar y conocer de delitos cometidos fuera 
del territorio en que España ejerce su soberanía.
Con esta finalidad, se precisan los límites positivos y negativos de la posi-
ble extensión de la jurisdicción española, que deben ser aplicados también a las 
causas actualmente en trámite, debido a que los tribunales españoles no pueden 
continuar procedimientos sobre los que ya carezcan de jurisdicción.
Partiendo del presupuesto de que la persecución extraterritorial de críme-
nes tiene un carácter excepcional y que por lo tanto tiene que ser justificada de 
forma efectiva y eficaz, el legislador decide establecer las condiciones, derivadas 
por los tratados internacionales de los que España es parte, de cada uno de los 
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delitos cometidos en el extranjero y que pueden ser perseguidos por la justicia 
española. Además de esto, se prevé que la apertura de dichos procedimientos 
solo podrá hacerse bajo querella presentada por el Ministerio Fiscal o la persona 
afectada del delito en cuestión.
En esta misma línea, se delimita, con carácter negativo, la competencia de 
los tribunales españoles, definiendo con claridad el principio de subsidiariedad. 
En ese sentido, se excluye la competencia de los tribunales españoles cuando ya 
se hubiese iniciado un procedimiento en un tribunal internacional o por la ju-
risdicción del país en que hayan sido cometidos los hechos o por la nacionalidad 
de la persona a la que se impute su comisión. En estos dos últimos supuestos se 
prevé una excepción a la regla en los casos en que la persona, a la que se im-
puten los hechos, se encuentre en España. Finalmente, los tribunales españoles 
se reservan la posibilidad de seguir ejerciendo la jurisdicción sobre los hechos 
ocurridos en el extranjero cuando el Estado en el que se verificaron demuestre 
no poder o querer llevar a cabo las investigaciones.
Como era imaginable las críticas no tardaron en llegar. Asociaciones de 
jueces y fiscales, asociaciones en defensa de los derechos humanos y miembros 
de la comunidad académica afirmaron en múltiples ocasiones que detrás de los 
motivos antes mencionados hay una clara voluntad del Gobierno de cerrar la 
puerta a casos problemáticos 45 y que han llevado a fuertes tensiones 46. El último 
detonante que se puede mencionar es la orden de detención internacional en 
contra de líderes chinos responsables de las masacres perpetradas en el caso del 
genocidio tibetano.
45 Actualmente son una docena las causas pendientes ante la Audiencia Nacional: genocidio en el 
Tíbet, genocidio en Guatemala, caso Couso sobre crímenes de guerra, genocidio en el Sáhara, caso 
Falun Gong, Holocausto, genocidio en Ruanda, los vuelos de la CIA, el asesinato de Carmelo 
Soria, el asesinato del jesuita español Ignacio Ellacuria, el ataque de Israel contra la flotilla de la 
libertad de Gaza, el ataque al campo de refugiados iraníes de Ashraf.
46 Es de hecho innegable que la urgencia por tramitar dicha norma fue en parte, si no en su totali-
dad, debida a la fuerte presión que el Gobierno chino ejerció sobre el Gobierno español desde el 
momento en que fue abierto el caso del genocidio en el Tíbet. Tensión que se incrementó cuando 
fueron emitidas demandas de detención internacional por parte de la Audiencia Nacional. «Pre-
sentada por el Grupo Popular, esta proposición de ley llega en un momento que no le permite 
esconder su finalidad última de paralizar cuanto antes el proceso abierto contra el expresidente 
chino Hu Jintao por delitos de genocidio contra el pueblo tibetano». De esta forma se expresó 
Rosa Ana Alija Fernández (2014) en el artículo «Crónica de una muerte anunciada: análisis de 
la Proposición de la Ley Orgánica para la reforma de la justicia universal en España», del blog de 
Revista Catalana de Dret Público, de 5 de febrero de 2014: http://blocs.gencat.cat/blocs/AppPHP/
eapc-rcdp/2014/02/05/cronica-de-una-muerte-anunciada-analisis-de-la-proposicion-de-ley-
organica-para-la-reforma-de-la-justicia-universal-en-espana-rosa-ana-alija/.
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En el interior del parlamento español los debates se tornaron intensos 
cuando el Partido Popular aprobó por vía urgente y a lectura única las modifi-
caciones. La oposición afirma que de esta forma fueron vulnerados no solo los 
derechos fundamentales de las víctimas a recibir justicia y verdad por lo sufrido 
sino también se vieron afectados los derechos de los españoles debido a que 
la nueva reforma plantea requisitos específicos y más restrictivos para poder 
perseguir crímenes internacionales también en el caso en que las víctimas sean 
españolas. «Esta reforma supone una limitación de facto del principio de justicia 
universal e incurre en una grave inconstitucionalidad» (Lara Bonilla 47, 2014).
4.5.1. Análisis de los límites introducidos a través de la Ley Orgánica 1/2014
A norma de la Ley 1/2014 se establece:
Artículo único. Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial.
La Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, se modifica en 
los siguientes términos:
Uno. Se modifican los apartados 2, 4 y 5 del artículo 23 de la Ley Orgáni-
ca 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y se introduce un nuevo apartado 
6 en dicho artículo 23 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, quedando todos ellos redactados de la siguiente manera:
«2. También conocerá la jurisdicción española de los delitos que hayan 
sido cometidos fuera del territorio nacional, siempre que los criminalmente 
responsables fueren españoles o extranjeros que hubieran adquirido la nacio-
nalidad española con posterioridad a la comisión del hecho y concurrieren 
los siguientes requisitos:
a) Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución, salvo que, en virtud 
de un Tratado internacional o de un acto normativo de una Organización 
internacional de la que España sea parte, no resulte necesario dicho requisito, 
sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados siguientes.
b) Que el agraviado o el Ministerio Fiscal interpongan querella ante los 
Tribunales españoles.
47 Jacinto Lara Bonilla, presidente de la Asociación Pro Derechos Humanos de España se expresó de 
esta forma en la jornada organizada en Valencia sobre el rechazo a la reforma de la justicia univer-
sal, en la cual tomaron parte el profesor Jose Elías Esteve, el abogado Carlos Slepoy, el periodista 
Juan Pablo Cardenal y finalmente el hermano de José Couso, David Couso.
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c) Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el 
extranjero, o, en este último caso, no haya cumplido la condena. Si solo la 
hubiere cumplido en parte, se le tendrá en cuenta para rebajarle proporcio-
nalmente la que le corresponda».
«4. Igualmente, será competente la jurisdicción española para conocer 
de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio 
nacional susceptibles de tipificarse, según la ley española, como alguno de los 
siguientes delitos cuando se cumplan las condiciones expresadas:
a) Genocidio, lesa humanidad o contra las personas y bienes protegidos en 
caso de conflicto armado, siempre que el procedimiento se dirija contra un 
español o contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente en Es-
paña, o contra un extranjero que se encontrara en España y cuya extradición 
hubiera sido denegada por las autoridades españolas. Código Penal, cuando:
1º el procedimiento se dirija contra un español; o,
2º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión 
de los hechos y la persona a la que se impute la comisión del delito se en-
cuentre en territorio español.
c) Delitos de desaparición forzada incluidos en la Convención internacio-
nal para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, 
hecha en Nueva York el 20 de diciembre de 2006, cuando:
1º el procedimiento se dirija contra un español; o,
2º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión 
de los hechos y la persona a la que se impute la comisión del delito se en-
cuentre en territorio español.
d) Delitos de piratería, terrorismo, tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupe-
facientes o sustancias psicotrópicas, trata de seres humanos, contra los dere-
chos de los ciudadanos extranjeros y delitos contra la seguridad de la nave-
gación marítima que se cometan en los espacios marinos, en los supuestos 
previstos en los tratados ratificados por España o en actos normativos de una 
Organización Internacional de la que España sea parte.
e) Terrorismo, siempre que concurra alguno de los siguientes supuestos:
1º el procedimiento se dirija contra un español;
2º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitual-
mente en España;
3º el delito se haya cometido por cuenta de una persona jurídica con 
domicilio en España;
4º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión 
de los hechos;
5º el delito haya sido cometido para influir o condicionar de un modo 
ilícito la actuación de cualquier Autoridad española;
6º el delito haya sido cometido contra una institución u organismo de la 
Unión Europea que tenga su sede en España;
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7º el delito haya sido cometido contra un buque o aeronave con pabellón 
español; o,
8º el delito se haya cometido contra instalaciones oficiales españolas, in-
cluyendo sus embajadas y consulados.
A estos efectos, se entiende por instalación oficial española cualquier ins-
talación permanente o temporal en la que desarrollen sus funciones públicas 
autoridades o funcionarios públicos españoles.
f) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión del apodera-
miento ilícito de aeronaves, hecho en La Haya el 16 de diciembre de 1970, 
siempre que:
1º el delito haya sido cometido por un ciudadano español; o,
2º el delito se haya cometido contra una aeronave que navegue bajo pa-
bellón español.
g) Los delitos contenidos en el Convenio para la represión de actos ilícitos 
contra la seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 23 de septiem-
bre de 1971, y en su Protocolo complementario hecho en Montreal el 24 de 
febrero de 1988, en los supuestos autorizados por el mismo.
h) Los delitos contenidos en el Convenio sobre la protección física de 
materiales nucleares hecho en Viena y Nueva York el 3 de marzo de 1980, 
siempre que el delito se haya cometido por un ciudadano español.
i) Tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópi-
cas, siempre que:
1º el procedimiento se dirija contra un español; o,
2º cuando se trate de la realización de actos de ejecución de uno de estos 
delitos o de constitución de un grupo u organización criminal con miras a 
su comisión en territorio español.
j) Delitos de constitución, financiación o integración en grupo u organi-
zación criminal o delitos cometidos en el seno de los mismos, siempre que 
se trate de grupos u organizaciones que actúen con miras a la comisión en 
España de un delito que esté castigado con una pena máxima igual o supe-
rior a tres años de prisión.
k) Delitos contra la libertad e indemnidad sexual cometidos sobre vícti-
mas menores de edad, siempre que:
1º el procedimiento se dirija contra un español;
2º el procedimiento se dirija contra ciudadano extranjero que resida ha-
bitualmente en España;
3º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, or-
ganización, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de 
personas que tengan su sede o domicilio social en España; o,
4º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momen-
to de comisión de los hechos, tuviera nacionalidad española o residencia 
habitual en España.
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l) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 11 de 
mayo de 2011 sobre prevención y lucha contra la violencia contra las muje-
res y la violencia doméstica, siempre que:
1º el procedimiento se dirija contra un español;
2º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitual-
mente en España; o,
3º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento 
de comisión de los hechos, tuviera nacionalidad española o residencia ha-
bitual en España, siempre que la persona a la que se impute la comisión del 
hecho delictivo se encuentre en España.
m) Trata de seres humanos, siempre que:
1º el procedimiento se dirija contra un español;
2º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida 
habitualmente en España;
3º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, or-
ganización, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de 
personas que tengan su sede o domicilio social en España; o,
4º el delito se hubiera cometido contra una víctima que, en el momento 
de comisión de los hechos, tuviera nacionalidad española o residencia ha-
bitual en España, siempre que la persona a la que se impute la comisión del 
hecho delictivo se encuentre en España.
n) Delitos de corrupción entre particulares o en las transacciones econó-
micas internacionales, siempre que:
1º el procedimiento se dirija contra un español;
2º el procedimiento se dirija contra un ciudadano extranjero que resida 
habitualmente en España;
3º el delito hubiera sido cometido por el directivo, administrador, emplea-
do o colaborador de una empresa mercantil, o de una sociedad, asociación, 
fundación u organización que tenga su sede o domicilio social en España; o,
4º el delito hubiera sido cometido por una persona jurídica, empresa, 
organización, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de 
personas que tengan su sede o domicilio social en España.
o) Delitos regulados en el Convenio del Consejo de Europa de 28 de 
octubre de 2011, sobre falsificación de productos médicos y delitos que su-
pongan una amenaza para la salud pública, cuando:
1º el procedimiento se dirija contra un español;
2º el procedimiento se dirija contra un extranjero que resida habitual-
mente en España;
3º el procedimiento se dirija contra una persona jurídica, empresa, or-
ganización, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de 
personas que tengan su sede o domicilio social en España;
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4º la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de comisión 
de los hechos; o,
5º el delito se haya cometido contra una persona que tuviera residencia 
habitual en España en el momento de comisión de los hechos.
p) Cualquier otro delito cuya persecución se imponga con carácter obli-
gatorio por un Tratado vigente para España o por otros actos normativos 
de una Organización Internacional de la que España sea miembro, en los 
supuestos y condiciones que se determine en los mismos. Asimismo, la ju-
risdicción española será también competente para conocer de los delitos an-
teriores cometidos fuera del territorio nacional por ciudadanos extranjeros 
que se encontraran en España y cuya extradición hubiera sido denegada por 
las autoridades españolas, siempre que así lo imponga un Tratado vigente 
para España».
«5. Los delitos a los que se refiere el apartado anterior no serán persegui-
bles en España en los siguientes supuestos:
a) Cuando se haya iniciado un procedimiento para su investigación y en-
juiciamiento en un Tribunal Internacional constituido conforme a los Trata-
dos y Convenios en que España fuera parte.
b) Cuando se haya iniciado un procedimiento para su investigación y en-
juiciamiento en el Estado del lugar en que se hubieran cometido los hechos 
o en el Estado de nacionalidad de la persona a que se impute su comisión, 
siempre que:
1º la persona a la que se impute la comisión del hecho no se encontrara 
en territorio español; o,
2º se hubiera iniciado un procedimiento para su extradición al país del 
lugar en que se hubieran cometido los hechos o de cuya nacionalidad fueran 
las víctimas, o para ponerlo a disposición de un Tribunal Internacional para 
que fuera juzgado por los mismos, salvo que la extradición no fuera autori-
zada. Lo dispuesto en este apartado b) no será de aplicación cuando el Estado 
que ejerza su jurisdicción no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o 
no pueda realmente hacerlo, y así se valore por la Sala 2ª del Tribunal Supre-
mo, a la que elevará exposición razonada el Juez o Tribunal.
A fin de determinar si hay o no disposición a actuar en un asunto deter-
minado, se examinará, teniendo en cuenta los principios de un proceso con 
las debidas garantías reconocidos por el Derecho Internacional, si se da una 
o varias de las siguientes circunstancias, según el caso:
a) Que el juicio ya haya estado o esté en marcha o que la decisión nacio-
nal haya sido adoptada con el propósito de sustraer a la persona de que se 
trate de su responsabilidad penal.
b) Que haya habido una demora injustificada en el juicio que, dadas las 
circunstancias, sea incompatible con la intención de hacer comparecer a la 
persona de que se trate ante la justicia.
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c) Que el proceso no haya sido o no esté siendo sustanciado de manera 
independiente o imparcial y haya sido o esté siendo sustanciado de forma 
en que, dadas las circunstancias, sea incompatible con la intención de hacer 
comparecer a la persona de que se trate ante la justicia. A fin de determinar 
la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, se exa-
minará si el Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración 
nacional de justicia o al hecho de que carece de ella, no puede hacer compa-
recer al acusado, no dispone de las pruebas y los testimonios necesarios o no 
está por otras razones en condiciones de llevar a cabo el juicio».
«6. Los delitos a los que se refieren los apartados 3 y 4 solamente serán 
perseguibles en España previa interposición de querella por el agraviado o 
por el Ministerio Fiscal».
Dos. Se introduce un número 4º en el apartado 1 del artículo 57 de la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, con la siguiente 
redacción:
«4º De los demás asuntos que le atribuya esta Ley».
Disposición transitoria única.
Las causas que en el momento de entrada en vigor de esta Ley se encuen-
tren en tramitación por los delitos a los que se hace referencia en la misma 
quedarán sobreseídas hasta que no se acredite el cumplimiento de los requi-
sitos establecidos en ella.
Disposición final única. Entrada en vigor.
La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día siguiente al de su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado».
Por tanto, mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que 
guarden y hagan guardar esta ley orgánica.
Partiendo de los requisitos previstos anteriormente podemos ver cómo 
el legislador ha querido introducir condiciones diferentes para cada crimen 
internacional. Con la excepción de delitos como el terrorismo o la corrup-
ción para los que se prevén requisitos más amplios y flexibles, se establece que 
el querellado tiene que tener la nacionalidad española, ser residente en dicho 
país o pueda ser localizado en España; este último requisito se contrapone 
a las obligaciones de perseguir los crímenes de guerra independientemente 
del lugar donde se cometen, nacionalidad de las víctimas y del victimario y 
también si los sujetos responsables no se encuentren en el territorio donde se 
presenta la querella.
Las críticas a esta nueva formulación del artículo 23 no llegan solo del 
mundo académico; también asociaciones de jueces y fiscales se han puesto en 
contra de dicha norma en cuanto hay una clara disparidad de criterios que de-
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rivan de convenios internacionales firmados por España que podrían, y ya en 
parte se está verificando, posibilitar soluciones judiciales dispares sobre la misma 
norma.
Como explica el profesor Pigrau i Solé (2014) en el blog del Institut Cata-
làn Internacional Per la Pau 48, esta reforma, que se pretende aplicar también a los 
crímenes de guerra, obligaría a cerrar casos como el de José Couso, muerto en 
Bagdad en el año 2003 49, poniéndose de esta forma manifiestamente en contra 
de lo previsto en los tratados de Ginebra sobre derecho humanitario de 1949.
En un acto de rebelión contra la reforma, bajo la idea de que el derecho 
interno no puede modificar o derogar el derecho internacional, en mayo 2014, 
el juez Pedraz que sigue el caso Couso ha afirmado que el IV Convenio de 
Ginebra obliga a España a perseguir el delito sea cual sea la nacionalidad de los 
autores y estén donde estén. Por lo tanto, ha decidido no aplicar la nueva norma 
al proceso en curso debido al contraste que esta última crea con los tratados 
internacionales ratificados por España.
La previsión de requisitos específicos para cada delito internacional, que 
establecen criterios distintos de competencia de los jueces españoles para cada 
crimen, es considerada como un claro ataque del Gobierno a las causas abiertas 
actualmente en los tribunales españoles, sobre todo si pensamos que la versión 
precedente del artículo establecía criterios iguales para cada delito. Esto además 
supone un tratamiento diferente que las víctimas reciben en función del delito 
que hayan sufrido.
Pero esto no es el único punto de la norma que es criticado. Se establece 
la imposibilidad de abrir los juicios por medio de la acción popular 50 siendo 
ahora necesaria la querella del Ministerio Fiscal o de las víctimas. Esto tendrá 
consecuencias disuasorias importantes porque comportará costos más elevados 
para las víctimas que tendrán que constituirse como partes en el procedimiento 
penal (Pigrau i Solé 2014), sin olvidarnos que favorece la impunidad. De hecho, 
si miramos cuantas causas han sido abiertas por querella del Ministerio Fiscal 
podemos fácilmente entender que dejados en sus manos, muchos crímenes se 
48 Sobre este punto véase la pagina del blog: http://blocs.gencat.cat/blocs/AppPHP/icip/2014/02/18/
cap-a-la-supressio-de-la-jurisdiccio-universal-a-espanya-un-avis-sobre-el-futur-dels-drets-humans-
en-un-mon-que-va-perdent-els-principis-d%E2%80%99humanitat/.
49 Este caso será objeto de estudio en el apartado 5.5 del quinto capítulo de este trabajo.
50 Raúl Maíllo (2014) hace un atento análisis de la situación creada con la reforma en una entrevista 
hecha por Rights International Spain sobre: la mutilación de la acción popular en la reforma del 
Gobierno. La entrevista se puede encontrar en la siguiente pagina web: http://www.youtube.
com/watch?v=zIg3dY2Cn64&feature=youtu.be.
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quedarían en el olvido total, ya que no se han abierto nunca de oficio en España 
causas relativas a crímenes internacionales.
De igual forma, no podemos olvidar el hecho de que, sobre todo en rela-
ción a los delitos de naturaleza sexual o en contra de la integridad física como 
la ablación genital femenina, las víctimas podrían sentirse amenazadas o aver-
gonzadas, cosa que impediría la presentación de muchas querellas; mientras que 
en otros delitos como el de lesa humanidad, genocidio o tortura, las víctimas 
podrían ser más vulnerables y sentirse amenazadas por posibles repercusiones 
para ellos o sus familiares al ejercitar acción contra miembros de gobiernos o 
jefes militares.
Se restringe así el derecho previsto en nuestra Constitución para la defensa 
de intereses colectivos legítimos y que ha sido esencial en la lucha contra la im-
punidad. Sin olvidar, por otro lado, que el Ministerio Fiscal, como regla general, 
se ha opuesto siempre a la apertura de este tipo de casos (Vicente Márquez y 
Chinchón Álvarez, 2014) 51.
Como explica en diferentes ocasiones Esteve Moltó, la disposición más da-
ñina a los juicios todavía pendientes delante de la Audiencia Nacional es la Dis-
posición Transitoria Única que, no teniendo en cuenta la vulneración del prin-
cipio constitucional de la división de poderes, prevé que las causas pendientes 
deban ser sobreseídas hasta la acreditación de los requisitos previstos por esta ley.
Las organizaciones internacionales y nacionales de protección de derechos 
humanos como Rights International Spain 52 afirman que la imposición de ar-
chivar causas choca con el principio de independencia de los órganos judiciales 
nacionales.
La cuestión que se abre entonces, sobre todo en el caso de las víctimas 
españolas, es la compatibilidad de dicho sobreseimiento con el derecho a la 
tutela judicial efectiva del artículo 24 de la Constitución y con los estándares 
internacionales de derechos humanos en materia de proceso debido. Será 
51 De esta forma se han expresado Lydia Vicente Márquez y Javier Chinchón Álvarez en el artículo 
sobre la nueva reforma de la jurisdicción universal «made in Spain» en El Diario, el 27 de enero 
de 2014: http://www.eldiario.es/contrapoder/jurisdiccion_universal-crimenes_contra_la_huma-
nidad-derechos_humanos_6_222637751.html.
52 Esta es la postura expresada por Lydia Vicente Márquez, directora ejecutiva de Rights Internatio-
nal Spain, en el documental sobre la justicia universal, artículo 23 capítulo primero, de Público Tv. 
En este documental se aborda la reforma llevada a cabo en marzo 2014, con la que se ha limitado 
severamente el principio de justicia universal en España y que lamentablemente ha afectando a 
más de una decena de casos abiertos en la Audiencia Nacional: http://www.publico.es/publico-
tv/program/67/video/185549/1-la-justicia-universal.
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interesante ver qué dice el Tribunal Constitucional al respecto, si este tema 
llega a su conocimiento por vía de cuestión de inconstitucionalidad o de 
recurso de amparo. (Alija Fernández, 2014)
4.5.2. Las repercusiones internacionales de la reforma
Seguramente hay que tener en cuenta los importantes efectos que a nivel 
nacional esta reforma supone, sobre todo en cuanto a los juicios pendientes y 
futuros basados en el principio de jurisdicción universal. Este tema será anali-
zado a lo largo del próximo capítulo de este trabajo donde se estudia los casos 
actualmente llevados por la Audiencia Nacional y se reflexiona sobre el futuro 
ejercicio de esta jurisdicción.
En este momento nos gustaría poner la atención sobre lo que supone esta 
reforma a nivel internacional. Además de afectar a los intereses propios de las 
víctimas y con ellos a la humanidad en su conjunto, este cambio supone un 
retroceso en todo el sistema de represión de los crímenes internacionales bajo 
el principio de jurisdicción universal y plantea fuertes dudas sobre la naturaleza 
del propio principio.
Como hemos afirmado en el segundo capítulo de este trabajo, la praxis y 
la opinio juris de los Estados influyen sobre la existencia y sobre bajo qué condi-
ciones de las normas internacionales consuetudinarias se desarrolla el principio 
de jurisdicción universal. Praxis contrarias, también si en el futuro inmediato no 
llegan a crear nuevas normas internacionales, pueden llevar a la demolición de 
las normas existentes. En otras palabras, a través de ellas lo que se ve afectado es 
la opinio juris sobre la necesidad de que la norma se quede de una cierta forma, 
lo que presume una vulneración del consenso dado por los Estados y que nos 
lleva a preguntar en qué medida afecta la existencia de dicha norma.
Hablando de la sentencia Nicaragua contra Estados Unidos, Tanzi (2013: 
94) afirma: «la formazione di una nuova consuetudine spesso coincide con il 
mutamento di una consuetudine precedente nella stessa materia 53». Sigue el 
autor centrando su discurso sobre los efectos negativos de praxis contrarias: «A 
questo proposito, nel brano citato la Corte riconosce que dalla violazione di 
una regola possa scaturire un indebolimento della stessa tale da poter condurre 
53 [Traducción de la autora]: «La formación de una nueva norma consuetudinaria suele coincidir con 
el cambio de una norma consuetudinaria existente».
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alla sua abrogazioneo alla formazione di una nuova regola consuetudinaria nella 
stessa materia 54».
Obviamente la existencia de praxis contrarias o violaciones sobre normas 
consuetudinarias existentes no significa que estas últimas dejen de existir o se 
creen nuevas reglas, esto en cuanto la opinio juris continúa existiendo. Así lo se-
ñala Higgins (1995: 22):
The reason that the prohibition on torture continues to be a requirement 
of customary international law, even though widely abused, is not because it 
has a higher normative status that allows us to ignore the abuse, but because 
opinio juris as to its normative status continues to exist. No state, not even a 
state that tortures, believes that the international law prohibition is undesira-
ble and that it is not bound by the prohibition. A new norm cannot emerge 
without both practice and opinio juris; and an existing norm does not die 
without the great majority of states engaging in both a contrary practice and 
withdrawing their opinio juris 55.
¿Qué pasa cuando la praxis de un Estado demuestra la falta de opinio juris 
sobre la necesidad de mantener intacta la norma consuetudinaria? En el razo-
namiento jurídico que está detrás de las modificaciones introducidas en el or-
denamiento español está la idea de no considerar la jurisdicción universal como 
instrumento indispensable para la persecución de los crímenes internacionales 
que además resultan ser de competencia de una Corte Penal Internacional en 
cuyo Estatuto España es parte.
Cabe recordar que, en el año 2003, a través de la Ley Orgánica nº 18, de 
dudosas intenciones, el principio de complementariedad introducido cambió el 
orden de primacía sobre determinados delitos internacionales, atribuyendo a la 
Corte Penal Internacional la primacía absoluta sobre dichos actos también en 
54 [Traducción de la autora]: «A este respecto, en el pasaje citado la Corte reconoce que de la viola-
ción de una regla pueda derivar un debilitamiento de la misma que podría conducir a su abroga-
ción o a la formulación de una nueva regla consuetudinaria en la misma materia».
55 [Traducción de la autora]: «La razón de que la prohibición de la tortura sigue siendo un reque-
rimento del derecho internacional consuetudinario, a pesar de que se viole, no es porque tiene 
un estatuto normativo superior que nos permite ignorar el abuso, sino porque la opinio juris en 
cuanto a su estatus normativo sigue existiendo. Ningún estado, ni siquiera un Estado que tortura, 
considera que la prohibición del derecho internacional no es deseable y que no está obligado a 
la prohibición. Una nueva norma no puede surgir sin la práctica y la opinio juris; y una norma 
existente no puede morir sin la gran mayoría de los Estados que participan en práctica contraria y 
retiran su opinio juris».
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los casos en que los tribunales nacionales serían competentes bajo el principio 
de jurisdicción universal. Esto, como explica en diferentes momentos Esteve 
Moltó (2014) 56, «resulta ser diametralmente opuesto a lo que prevé el mismo Es-
tatuto de Roma». Si a esto agregamos las reformas de 2009 y de 2014, es clara la 
voluntad del Gobierno español de liberarse de asuntos que «no le pertenecen», 
no reconociendo como necesidad el dar a las víctimas internacionales un foro 
donde hacer valer sus pretensiones, necesidad que había sido aceptada universal-
mente por la comunidad internacional.
Esto nos hace replantear en territorio español el sistema internacional exis-
tente de persecución de las graves violaciones a los derechos humanos y a con-
siderar con ello la jurisdicción universal como remedio último, excepcional y 
bajo condiciones que difícilmente pueden ser cumplidas. Debido a los efectos 
que esto genera, no se pueden ocultar las preocupaciones existentes hoy en día 
sobre las repercusiones que dichas praxis puedan tener a nivel internacional, so-
bre todo en relación a cómo pueden influenciar las normativas de otros países 57 
sobre este punto y qué cambios pueden generar en la concepción que teníamos 
de la norma internacional de justicia universal; considerando lo que pasó con 
las modificaciones previstas por la legislación belga 58, después de las cuales re-
sultó difícil continuar a pesar de la existencia de una jurisdicción universal pura, 
tenemos que enfrentarnos a las consecuencias que esta nueva norma supone de 
debilitamiento del principio de justicia universal.
Además, si pensamos en los efectos que la praxis tiene en cuanto a la mo-
dificación y generación de normas consuetudinarias que pueden llevar a la crea-
ción de normas convencionales sobre una determinada materia, de la misma 
forma que las normas de soft law ejercen funciones de reconocimiento, codifi-
cación o generación de normas consuetudinarias 59, es fácil entender como las 
56 Artículo en el diario El País, «Crónica de una impunidad anunciada». Para más información véase 
la pagina web: http://elpais.com/elpais/2014/02/11/planeta_futuro/1392113038_599851.htm.l. 
57 Como afirma Alan Cantos, director del Comité de Apoyo al Tíbet, en una entrevista hecha en 
enero de 2014: «No se trata solo del Tíbet, hay una preocupación por el efecto dominó y que 
otros países también comiencen a restringir la jurisdicción universal». Él mismo sigue explicando 
que hasta ahora España había representado una esperanza para las víctimas tibetanas en cuanto que 
solo en este país las víctimas habían logrado que la justicia moviera sus maquinarias para empezar 
las investigaciones sobre los delitos cometidos en el Tíbet. De hecho, él mismo recuerda como la 
Corte Penal Internacional solo puede intervenir en los casos en que los delitos se verifiquen en un 
Estado parte de su Estatuto y con posterioridad a su creación en el año 2002.
58 Sobre este aspecto véase el tercer capítulo de este trabajo, apartado 3.7.4.
59 Como expone el profesor Tanzi (2013), analizando la relación entre normas de soft law y cos-
tumbres: «il rapporto tra gli strumenti in esame e la consuetudine si pone negli stessi termini 
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praxis negativas pueden cristalizar lo que en un determinado momento histó-
rico es el convencimiento de los Estados sobre los requisitos y la aplicación de 
determinadas normas internacionales.
De hecho, la opinio juris, antes ampliamente difundida relativa a la necesidad 
de persecución de crímenes allá donde sea e independientemente de la nacio-
nalidad de las víctimas y del victimario, empieza a vacilar cuando hay prácticas 
estatales continuas y estables que demuestran la no voluntad de mantener las 
mismas reglas de juego sobre determinadas normas.
Estos discursos dejan de ser mera teoría en el momento en que reparamos, 
por ejemplo, en el hecho de que a raíz de la Ley Orgánica 1/2014, o casual-
mente en un momento temporal muy cercano a dicha norma, la Asamblea de 
las Naciones Unidas puso en su agenda la discusión del principio y de su aplica-
ción. Al igual que en octubre de 2011 60, la Asamblea quiere abrir el diálogo entre 
indicati dalla Corte Internazionale di Giustizia nella citata sentenza del 1969 sulla delimi-
tazione della piattaforma continentale del Mare del Nord, con riferimento ai rapporti tra 
convenzioni di codificazione e consuetudine». [Traducción de la autora]: «la relación entre 
los mecanismos en examen y la costumbre se pone en los mismos términos indicados por la 
Corte Internacional de Justicia en la mencionada sentencia de 1969 sobre la delimitación de 
la plataforma continental del Mar del Norte, en referencia a las relaciones entre convenciones 
de codificación y costumbres».
60 En la reunión del Sexto Comité de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre «Principle 
of ‘Universal Jurisdiction’ again Divides Assembly’s Legal Committee Delegates; Further Guidance 
Sought From International Law Commission», las posturas de los delegados nacionales fueron con-
tradictorias sobre los elementos y criterios en las prácticas estatales de aplicación del principio de 
jurisdicción universal. Aunque hay que recordar que casi todos los delegados concordaron sobre la 
necesidad de una regulación más clara y unívoca a nivel internacional del principio. Debido a la in-
certidumbre de los criterios y sobre todo de los límites aplicables, los tribunales estatales han tenido 
el arduo papel de determinar la prevalencia y bajo qué condiciones de los tratados internacionales 
relativos a la persecución de los crímenes internacionales se aplica el principio de justicia universal, 
enfrentándose a los problemas derivados de la aplicación de otros principios internacionales como 
el de soberanía o el de las inmunidades, lo que ha llevado a una aplicación diferencial del principio 
de jurisdicción universal. Por lo tanto, los delegados auspiciaron tener en un futuro una regulación 
internacional apta para resolver las dudas y las incertidumbres que rodean dicho principio. «While 
States had different opinions about the practice, Spain’s representative observed, there was no com-
mon understanding of the circumstances and conditions of its application. He welcomed both the 
future work of the newly-established Working Group and the work of the International Law Com-
mission, which had already begun studying this complex principle and the myriad of related issues». 
[Traducción de la autora]: «Si bien los Estados tienen diferentes opiniones acerca de la práctica, el 
representante de España observó que no había un entendimiento común sobre las circunstancias y 
las condiciones de su aplicación. Auspició por tanto el futuro trabajo del recién establecido Grupo 
de Trabajo y de la Comisión de Derecho Internacional, que ya habían comenzado a estudiar este 
principio complejo y la gran cantidad de temas relacionados». Sobre este tema véase la pagina web: 
http://www.un.org/News/Press/docs/2011/gal3415.doc.htm.
320 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
los delegados nacionales sobre el futuro del principio en examen y su aplicabi-
lidad poniendo el acento sobre las diferentes y contradictorias prácticas estatales 
de los últimos años que han levantado numerosas críticas a nivel internacional.
4.6. ¿SIGUE EXISTIENDO UNA JUSTICIA UNIVERSAL?
Es evidente que el principio de jurisdicción universal se encuentra en crisis 
tanto a nivel internacional como nacional. La génesis de la misma reside esen-
cialmente en la ausencia de una determinación clara y precisa del significado y 
alcance de dicho principio a nivel internacional. Una clara manifestación de lo 
anterior está representada por la ley de reforma española en este tema.
El profesor Santos Vara afirma que el ejercicio de una jurisdicción penal de 
forma extraterritorial constituye una vexata quaestion del derecho internacional, 
esto en cuanto todavía sigue siendo caracterizada por su complejidad y por la 
existencia de diferentes problemáticas relativas a su aplicación y a los criterios y 
límites que encuentra que no han sido resueltos ni por el derecho internacional 
ni por las legislaciones nacionales de los Estados que, como España, se han ocu-
pado de esta temática.
Sin embargo, la convergencia en el tiempo de diversas decisiones judicia-
les de los tribunales internos de varios Estados que avalan la aplicación del 
principio de jurisdicción universal para el enjuiciamiento de las más graves 
violaciones de los derechos humanos, entre los que se encuentran los espa-
ñoles, junto con la creación del Tribunal Penal Internacional, han contribui-
do a dotar al tema de una gran actualidad. (Santos Vara, 2006: 1)
Ya en 2004, la profesora Blanco Cordero explicaba como este principio 
había sido objeto de interpretaciones cada vez más restrictivas por parte de los 
Estados y su principal preocupación se situaba en el hecho de que con una 
aplicación restrictiva se podrían provocar consecuencias negativas a la hora de 
perseguir los crímenes internacionales y dejar impune a los responsables de di-
chos actos.
Pasados diez años de esta afirmación, las preocupaciones e inquietudes au-
mentan. Las prácticas estatales en esta materia no han sido, en la última década, 
siempre lineales sino desordenadas y caracterizadas por decisiones diferentes 
tanto sobre los elementos que constituyen la base de este principio como en lo 
relativo a la evaluación de la norma que prevé esta jurisdicción con otras normas 
internacionales y nacionales que otorgan inmunidades, amnistías e indultos.
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Como hemos visto en los apartados precedentes, España ha sido y es, has-
ta ahora, un referente para otros países en cuestiones de justicia internacional 
y universal tanto por los procesos empezados en los últimos años, como por 
los efectos que estos últimos han tenido en otros países, sobre todo en aquellos 
en los que se cometieron los crímenes; véase el caso Guatemala, tratado en 
el quinto capítulo de este trabajo, donde después de muchas reivindicaciones 
por parte de las víctimas y del proceso abierto en España sobre la base de la 
jurisdicción universal, las autoridades guatemaltecas decidieron colaborar con 
la justicia y empezar procedimientos en contra de los autores de crímenes in-
ternacionales. Como un paso seguramente hacia adelante para la construcción 
de una justicia global.
A través de la Ley Orgánica 1/2009, el legislador creó un sistema normati-
vo que intentó bloquear o influenciar de manera negativa sobre la posibilidad de 
abrir juicios por crímenes internacionales cometidos por extranjeros en España, 
introduciendo el requisito de la nacionalidad de la víctima o de la vinculación 
del caso con el territorio español. Bloquear o simplemente limitar la utilización 
de esta jurisdicción poniendo algunos criterios ulteriores que ligan el crimen 
cometido con el territorio del que procede al juicio: España. Debido a esto, 
tenemos que constatar que se produjo un proceso que supuso un retroceso del 
principio de jurisdicción universal en el propio país que se había hecho porta-
voz de la lucha a la impunidad.
Vidal Martín (2009: 32), investigador sobre derechos humanos y justicia 
internacional en la Fundación para las Relaciones Internacionales y el Diálo-
go Exterior (FRIDE) de Madrid, en un artículo de protesta contra la reforma 
de la Ley Orgánica sobre el poder judicial, explicó que: «Si el sistema judicial 
español se ha convertido en un referente en la lucha contra la impunidad, ha 
sido precisamente porque ha actuado en varias causas donde no existía una 
vinculación directa con España y, en especial, porque no existía ningún interés 
económico directo». El autor sigue sustentando que: «el Gobierno únicamente 
se ha visto amenazado por posibles problemas diplomáticos cuando se trata de 
Estados Unidos, China e Israel. En cambio, no propuso ninguna enmienda a la 
ley mientras las causas se dirigían a Ruanda, Chile o Marruecos».
A pesar de lo dicho, el golpe más fuerte y con el que el Estado español 
se encamina a la demolición total del principio de jurisdicción universal en su 
territorio está representado por la última reforma de 2014. De hecho, no cabe 
duda de que la clara intención del legislador es poner fin a una tipología de 
jurisdicción que ha puesto en peligro las relaciones económicas y diplomáticas 
de España con otros países.
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No podemos olvidar que también esta norma llega tras la indignación for-
mal de autoridades chinas, estadounidenses e israelíes debido a que a las causas 
abiertas contra ellos no se habían podido cerrar tras la reforma de 2009. Ahora 
la introducción de criterios ad hoc por cada crimen internacional tomado en 
consideración y la eliminación de la posibilidad de abrir procedimiento a través 
de la acción popular están encaminados a cerrar definitivamente dichos casos y 
con ellos a restablecer las relaciones y amistades con dichos países.
Si por un lado no es seguro que la reforma rebaje la intensidad de la discu-
sión sobre la legitimidad de la extensión de la competencia jurisdiccional para 
el enjuiciamiento de delitos contra la comunidad internacional cometidos en 
cualquier parte del mundo, por el otro, no podemos olvidarnos del efecto do-
minó que podría tener sobre las legislaciones de otros países y sobre los debates 
internacionales relativos al establecimiento de nuevos parámetros para ajustar el 
principio de jurisdicción universal a las prácticas estatales.
Con lo anterior debemos reflexionar sobre el hecho de que quizás tras la 
reforma nos estamos alejando, de forma irreversible, de un concepto de jurisdic-
ción verdaderamente universal y debemos preguntarnos hasta qué punto esto 
pueda influenciar las prácticas legislativas de otros Estados relativas a la protección 
de los derechos humanos y la persecución eficaz de los crímenes internacionales.
Morillas Fernández (2012: 617) después de la reforma de 2009 se pregun-
taba los efectos que dichos cambios suponían en España. En particular reflexio-
naba sobre el entendimiento de que limitar u obstaculizar la jurisdicción uni-
versal tiene como consecuencia la pérdida de aquellos aspectos y características 
de universalidad:
Tras la reforma operada en el artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial en virtud de la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, no cabe 
hablar de principio de justicia universal en el orden jurídico español, debien-
do buscar otra terminología para referirse a lo ahí contemplado. Quizás una 
que se aproxime a su nuevo contenido sea «principio de justicia nacional» en 
tanto se restringe la aplicación genérica a los casos en los que se establezca un 
vínculo de unión con España, permaneciendo ajenos a los delitos externos o 
sin el citado nexo, independientemente de su lesividad o atrocidad, algo que 
vulnera, a todas luces, el espíritu de la justicia universal y la solidaridad que 
los Estados deben tener con otros ciudadanos que sufren o padecen vulne-
raciones de sus derechos más elementales.
A esto podemos agregar que los nuevos requisitos previstos en la última 
reforma sobre la nacionalidad de los responsables o el hecho de que estos últimos 
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residan en España o se encuentren allí demuestran que estamos frente a una juris-
dicción sobre determinados delitos previstos y disciplinados en el mismo artículo; 
jurisdicción seguramente nueva, pero que de universal tiene solo el nombre.
4.7. CONCLUSIONES DEL CAPÍTULO
Como explica el profesor Manuel Ollé Sesé (2010) hablando sobre la contri-
bución de la justicia universal española en los últimos veinte años, el ejercicio 
de esta tipología de justicia había mostrado al mundo entero que era posible 
enfrentarse a la cultura de la impunidad:
En la actualidad, a pesar de los diferentes escenarios de realización de 
justicia penal internacional (Corte Penal Internacional, Tribunales ad hoc y 
tribunales mixtos) para exigir responsabilidades penales individuales por la 
comisión de los más graves crímenes internacionales, han sido los órganos 
judiciales de determinados estados, como los españoles, los que, en aplica-
ción del principio de jurisdicción universal, han demostrado que es posible 
combatir, desde la legalidad interna e internacional, la férrea cultura de la 
impunidad. (Ollé Sesé, 2010: 5)
A través de la Ley Orgánica nº 6/1985 han sido interpuestas en este país 
diferentes denuncias por crímenes internacionales y especialmente por los de-
litos cometidos en América Latina, como el caso Guatemala o los crímenes 
cometidos bajo la dictadura argentina entre los años 1976 y 1983. De hecho, es 
por el trámite de esta tipología de jurisdicción que se han podido abrir varios 
juicios en contra de jefes militares o de sujetos ligados a un gobierno que han 
perpetrado en el interior de sus países crímenes internacionales como genoci-
dio, torturas, crímenes de lesa humanidad y muchas otras violaciones graves a los 
derechos humanos y se han abierto procesos judiciales desafiando los mecanis-
mos de impunidad previstos en otros países donde se cometieron los crímenes.
En concordancia con lo dicho por Bujosa Vadell (2009), cuando nos en-
frentamos a crímenes calificados como internacionales, es decir, genocidio, lesa 
humanidad, de guerra o terrorismo, los mandatarios resultan estar involucrados 
con los aparatos gubernamentales estatales, y los crímenes son cometidos me-
diante el apoyo o la participación de miembros del Gobierno o de las fuerzas 
armadas. La ratio del principio de jurisdicción universal es exactamente la de 
terminar con la impunidad que estos sujetos han tenido y tienen en el interior 
de su propio país.
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La lucha contra la impunidad llegó a ser un deber de lealtad y solidaridad 
hacia la comunidad internacional (Jesús María Silva Sánchez, 2009), del cual se 
desprendió la obligación general de proteger los intereses propios de esta última. 
Este deber de solidaridad a favor de intereses comunes en protección de aquellos 
derechos considerados como fundamentales, debería tener como consecuencia el 
entendimiento del principio de jurisdicción universal como deber internacional; 
es decir, entenderlo como obligación erga omnes derivada de las normas de jus 
cogens como las que prohíben la tortura, el genocidio o los crímenes de guerra.
Siguiendo este razonamiento, la asunción, o el establecimiento de límites o 
restricciones a dicha obligación, debería conllevar una responsabilidad interna-
cional de los Estados, que de hecho limitan u obstaculizan con ello el cumpli-
miento de las otras obligaciones, de verdad, justicia y reparación, previstas en las 
mencionadas normas de jus cogens.
Sin embargo, como explica Silva Sánchez (2009), las fuentes de derecho 
internacional todavía no consideran el principio de persecución extraterritorial 
ilimitada como un deber y, por ello, no se habla de responsabilidad internacional 
de los países que lo rechazan o lo limitan. No cabe duda de que sería un paso 
importante y necesario reconocer que el carácter de jus cogens de normas inter-
nacionales, como la que por ejemplo prohíbe los actos de tortura, se extienda 
también a la formas de actuar para su persecución tanto a nivel internacional 
como nacional, reconociendo la obligación general sobre los Estados de garan-
tizar un foro necessitatis para las víctimas, tanto desde una perspectiva penal, en 
la determinación de las responsabilidades y restablecimiento de la verdad, como 
civil, para la indemnización de los daños sufridos.
En este capítulo la intención de quien escribe ha sido la de mostrar la 
evolución del principio de justicia universal en el ordenamiento español y al 
mismo tiempo abordar la cuestión relativa a las repercusiones que las limita-
ciones previstas por el legislador español crean en lo relativo a la posibilidad 
de modificar o debilitar el principio a nivel internacional y los efectos dominó 
sobre otros países que podrían modificar de igual forma su propia legislación en 
la materia. Lógicamente, solo analizando el desarrollo sucesivo que el principio 
de jurisdicción penal universal tendrá en la legislación y jurisprudencia de otros 
países 61 podremos valorar cómo la reforma española ha influido en ello y ha de-
61 Si la luz de la justicia emprendida por España se está apagando, hay otros Estados que están toman-
do el relevo; la querella Argentina, sobre los crímenes cometidos durante la dictadura en España, 
es un óptimo ejemplo de lo dicho. Véase el apartado 3.7.16 del tercer capítulo de este trabajo.
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terminado un punto de no regreso, de cierre a la posibilidad de una persecución 
de crímenes internacionales que sea verdaderamente universal, es decir, basada 
únicamente en la naturaleza del crimen y que tienda a proteger los intereses 
colectivos de la comunidad de Estados y no intereses particulares de un país.
En palabras de Carmen Pérez González, reproducidas por Montserrat Abad 
Castelos (2012: 88):
Solo una acción concentrada de un número significativo de Estados de 
la comunidad internacional podría aliviar la «carga» política que las acciones 
unilaterales suponen de hecho para aquellos estados que se deciden a incor-
porar o mantener el principio de jurisdicción universal en sus legislaciones, 
sin introducir ningún tipo de contrapeso de naturaleza política en relación 
con su aplicación.
Lamentable e independientemente de lo dicho, actualmente estamos fren-
te a un retroceso en la defensa de los derechos humanos. Limitar o ligar esta 
tipología de jurisdicción en el país que procede a los juicios hace que se pierda 
el verdadero significado de su universalidad. Un paso atrás en cuanto que la 
jurisdicción universal, consagrada como hemos visto en numerosos convenios 
y tratados internacionales sobre la protección de los derechos humanos, resulta 
ser un instrumento complementario de lucha contra la impunidad, es decir, 
un medio para lograr la rendición de cuentas e impedir que queden impunes 
los responsables de crímenes de derecho internacional. Un mecanismo que en 
muchos casos resulta ser el único remedio judicial que las víctimas poseen para 
restablecer la justicia y la verdad por los crímenes que han sufrido. Este remedio 
sirve y contribuye a fortalecer la protección de los derechos humanos y por lo 
tanto tiene una importante relevancia para la humanidad en su conjunto.

Capítulo 5 
LA LUCHA CONTRA LA IMPUNIDAD 
DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES
La convicción de no encontrar un solo lugar de la tierra 
donde los crímenes reales sean perdonados debe 
ser el camino más eficaz para prevenirlos. 
(Cesare Beccaria, 1764)
5.1. INTRODUCCIÓN
El modelo de justicia universal analizado a lo largo del tercer y cuarto capítulo 
de este trabajo pone de manifiesto las experiencias estatales que han contribuido 
a enriquecer el debate sobre el futuro desarrollo de las normas y jurisprudencia 
nacional e internacional sobre esta materia. Nos muestra como el fundamento 
de esta justicia se encuentra en la idea de enfrentarse de forma eficaz a la impu-
nidad y no permitir la creación de espacios, países refugio, para quien cometa un 
crimen internacional como genocidio, o tortura.
Como afirma García Arán (2000: 64 y ss.), el principio de justicia univer-
sal supone un paso más respecto a la mera cooperación entre los Estados para 
la persecución de los delitos; un paso destinado a compensar los límites de la 
actuación territorial de los Estados. De esta forma la jurisdicción universal cons-
tituye un punto de conexión entre la soberanía estatal y las normas de derecho 
internacional cuando se lesionan determinados bienes jurídicos reconocidos por 
toda la comunidad internacional y en cuya protección el Estado se encuentra 
interesado como miembro de esta última. De hecho, los jueces, bajo el ejercicio 
de esta tipología de jurisdicción, se hacen eco de los valores universalmente 
protegidos sin perder de vista el objetivo principal que es la justicia y reparación 
para las víctimas.
Además de esto, como afirma Pigrau i Solé (2009: 142), aplicar el princi-
pio de jurisdicción universal tiene una importante virtud que podemos definir 
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como reacción en cadena, que ve involucrada la jurisdicción de otros países y en 
particular logra presionar de forma directa sobre todos los Estados con relación 
directa con el crimen 1.
Una de las razones fundamentales por las cuales se ha desarrollado un 
derecho internacional, con carácter obligatorio (ius cogens) para reprimir los 
crímenes contra la Humanidad, ha sido la dificultad para una persecución 
de esos crímenes a través de jurisdicciones nacionales. Esto ha sido especial-
mente clamoroso en algunos Estados y durante algunas épocas recientes. Por 
ejemplo, en relación con Latinoamérica, aparecen países como Colombia, 
Perú, Bolivia, Chile o Argentina.[...] en Argentina y Chile, la impunidad se 
ha logrado a través de leyes específicas, en forma de amnistías y perdones, 
que incluso han hecho superflua la impunidad generada por la justicia mili-
tar. (López Garrido, 2000: 58-59)
Ahora bien, debido a la importancia que el ejercicio de esta tipología de ju-
risdicción supuso en el territorio español y después de haber analizado las normas 
que rigen este principio en España, ha llegado el momento de adentrarnos en el 
análisis de los casos más relevantes abiertos en dicho país a raíz de los primeros 
procesos sobre crímenes internacionales, cometidos en Chile y en Argentina, ini-
ciados en los Juzgados Centrales de Instrucción nº 5 y 6 de la Audiencia Nacional.
Es bien sabido que el artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
nº 6/1985, establece el principio de jurisdicción universal. Entre los crímenes 
reconocidos expresamente por dicho artículo encontramos: genocidio, terroris-
mo, lesa humanidad y cualquier otro que, según los tratados o convenios inter-
nacionales, los tribunales españoles deben poder conocer 2. Como hemos visto a 
lo largo del capítulo cuarto, este artículo ha sido objeto de numerosos cambios 
derivados de la adaptación de la legislación española a las normas internaciona-
les ratificadas de las cuales España es parte, como las que prevén la inclusión de 
nuevos crímenes no contemplados en la versión originaria de la norma, y por 
la voluntad del legislador de encontrar elementos de conexión de dichos actos 
con el territorio español.
1 Sobre la jurisdicción de los tribunales españoles relativa a los crímenes de genocidio, contra la 
humanidad y de guerra, véase, entre otros, Gil Gil (2006).
2 «España [...] es también uno de los Estados que, al amparo de la permisividad compensadora de las 
normas de Derecho internacional general, han hecho suyo el principio de persecución universal 
al establecer las bases de su jurisdicción penal sobre crímenes que ofenden gravemente derechos 
humanos primarios o perjudican intereses fundamentales de la comunidad internacional» (Remi-
ro Brotóns, 2001: 94).
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Como es lógico, el análisis de los casos que serán objeto de estudio en este 
capítulo no puede alejarse de las consideraciones hechas en el cuarto capítulo 
de este trabajo debido a que las modificaciones introducidas en el año 2009 y 
2014 han tenido y seguirán teniendo importantes implicaciones tanto en los 
casos pendientes de resolución como en los futuros basados en la jurisdicción 
universal.
Concluyo esta introducción a través de las palabras del profesor Esteve 
Moltó; si es verdad que las modificaciones legislativas están fundamentadas en 
salvaguardar los intereses del Estado español, ya sean diplomáticos, económicos 
o políticos, no deberíamos olvidar que estos intereses no pueden ser conside-
rados superiores a aquellos internacionales que hemos venido ratificando con 
la convicción de la necesidad de salvaguardar bienes y valores comunes a todos 
los hombres, es decir, intereses meritorios de tutela particular por la comunidad 
internacional en cuanto normas de jus cogens.
Para aquellos que ven en el efectivo ejercicio de la jurisdicción universal 
un peligro para los Estados o las relaciones diplomáticas, debe recordarse que 
estos crímenes universales están penalmente sancionados desde los juicios de 
los Tribunales de Nuremberg y que, ya entonces, la prohibición de su comi-
sión ha sido una norma de general aplicación para todos los Estados al ser 
una norma de ius cogens, y así pues a nadie debería sorprender su aplicación. 
(Esteve Moltó, 2008: 252)
5.2.  EL CASO PINOCHET: CRIMEN DE GENOCIDIO, TORTURA 
Y TERRORISMO
En el momento actual, resulta innegable la importancia del caso Pinochet, sobre 
todo por el debate jurídico generado a su alrededor. Seguramente este asunto 
ha pasado a la historia como el que de una cierta forma abrió el camino a la 
justicia universal y con ello a la lucha contra la impunidad ante los tribunales 
españoles 3.
3 Sobre este aspecto véase Gil Gil (2006); la autora hace un recorrido de los primeros procesos 
abiertos en España por crímenes internacionales iniciados en los Juzgados Centrales de Instruc-
ción nº 5 y 6 de la Audiencia Nacional relativos a los delitos perpetrados en Chile y Argentina, 
hasta los casos más recientes y problemáticos como el caso Guatemala, Couso o Tíbet. De hecho, 
los procedimientos iniciados en 1998 han abierto las puertas a la presentación de otras denuncias 
por presuntos delitos de terrorismo, genocidio y tortura delante de los tribunales españoles.
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La polémica surgida en la justicia española, desde el auto de procesa-
miento del ya fallecido Pinochet, ha abierto un enconado debate sobre esta 
cuestión legal que, sin duda, genera profundas repercusiones en la efectivi-
dad de los mecanismos de defensa de los Derechos Humanos en favor de 
las víctimas. Desde entonces la interpretación y aplicación del principio de 
jurisdicción universal ha sido entendida por unos, como un ejercicio de la 
justicia que debe a toda costa limitarse, por unos criterios como la conexión 
con un interés nacional, el principio de subsidiariedad y la aplicación de un 
test de razonabilidad, mientras que otros han defendido que dichos condicio-
namientos contradicen el interés de la legislación internacional a la hora de 
combatir la impunidad. (Esteve Moltó, 2008: 233-234)
A pesar de que el principio de jurisdicción universal fue introducido en 
la legislación española en 1985 a través de la Ley Orgánica 6/1985, en el artí-
culo 23.4, hasta 1996 este principio permaneció inutilizado, momento en que 
la Unión Progresista de Fiscales de España presentó una denuncia penal en este 
país contra el general Augusto Pinochet y otros miembros de su junta, basada 
en los crímenes cometidos en Chile durante la dictadura que tuvo lugar entre 
1973 y 1989. Como explica López Garrido (2000: 34): «esa denuncia, conside-
rada entonces por muchos como utópica o ilusoria, tenía fuertes bases legales y 
morales».
En este año Francia, Bélgica y Suiza, presentaron de igual forma, denuncias 
basadas en estos hechos pero que habían afectado a ciudadanos de dichos países. 
En sustancia, pedían abrir procedimientos penales y admitían sus competencias 
sobre los hechos ocurridos en Chile en función del criterio de personalidad 
pasiva, en cuanto las victimas también eran extranjeras con nacionalidades de 
uno de estos Estados. Por el contrario, en España, el magistrado que se ocupó 
del caso, el juez Baltasar Garzón, declaró que el tribunal español era competente 
para investigar los crímenes de genocidio y terrorismo, tomando no solo en 
consideración las nacionalidades de las víctimas sino un interés más amplio de 
justicia que pertenece a toda la humanidad. Como señaló el Ministerio Fiscal, 
así como fue recopilado en los comentarios a la documentación legislativa y 
jurisprudencial (edición de 2010), sobre el artículo 23.4 de la LOPJ:
las reglas sobre la competencia jurisdiccional en materia penal contenidas 
en el art. 23.4 LOPJ tienen como finalidad evitar la impunidad, de modo 
que su aplicación y la de disposiciones similares de otros países puede tener 
como consecuencia la competencia concurrente de la jurisdicción penal 
de varios Estados, siendo en estos casos necesario interpretar y aplicar la le-
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gislación tomando en consideración no solo el derecho de las partes acusa-
doras a la tutela judicial y efectividad de sus derechos e intereses legítimos, 
sino también los derechos de las otras partes del proceso y particularmente 
la interdicción constitucional de no ser sometido a un proceso penal por 
los mismos hechos en más de una ocasión». (García Pérez y Choclan Mon-
talvo; 2010: 117)
Por lo tanto, el 16 de octubre de 1998, se emitió una orden de búsqueda y 
captura internacional contra Pinochet 4. Como se desprende del auto de deten-
ción 5 dictado a este personaje, Pinochet:
aparece como uno de los responsables máximos de la organización, y lide-
razgo, en coordinación con otros responsables militares o civiles de otros 
países, entre ellos, y en forma principal, Argentina, de la creación de una or-
ganización internacional, que concibió, desarrolló y ejecutó un plan sistemá-
tico de detenciones ilegales (secuestros), torturas, desplazamientos forzosos 
de personas, asesinatos y/o desaparición de numerosas personas, incluyendo 
ciudadanos de Argentina, España, Reino Unido, Estados Unidos, Chile y 
otros estados, en diferentes países con la finalidad de alcanzar los objetivos 
políticos y económicos de la conspiración, exterminar a la oposición política 
y otras personas por razones ideológicas, a partir de 1973 y que coincide en 
el tiempo con los acontecimientos similares acaecidos en Argentina partir de 
1976 y 1983.
Siguiendo el razonamiento jurídico del mismo acto podemos ver como:
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 23.4 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, la jurisdicción española es competente para tramitar el Pro-
cedimiento, tal como está establecido en los Autos de 28 de junio de 1996, 
25 de marzo y 11 de mayo de 1998 y en el de 16 de octubre de 1998, de ad-
misión de querella. Por ello, y en atención a la gravedad de los hechos que se 
imputan y la situación del querellado, que se encuentra fuera del alcance de 
4 Cabe mencionar que parte de la doctrina española, entre otros Rodríguez Ramos (1999: 3-4), 
se ha mostrado en contra de la extradición de error jurídico y político. El mismo autor reafirma 
su postura: «La extravagante extradición de Pinochet», en El Mundo, de 9 de octubre de 1999, 
al señalar que el Convenio contra la Tortura, pese a atribuir la competencia por el principio de 
personalidad pasiva, no atribuye criterios de competencia distintos a los regulados por las leyes 
nacionales.
5 Auto del juez Garzón solicitando la prisión provisional incondicional de Pinochet el 18/10/1998, 
Juzgado Central de Instrucción, Audiencia Nacional nº 5, Procedimiento sumario 19/97, terroris-
mo y genocidio: «operación Cóndor».
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la jurisdicción española, procede acordar la prisión provisional incondicional 
de AUGUSTO PINOCHET UGARTE, al amparo de lo dispuesto en los 
artículos 503, 504 y 539 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en relación 
a los preceptos penales citados, por lo que se librarán las correspondientes 
órdenes de búsqueda y captura internacionales para proceder a su detención 
a efectos de extradición.
La noche del 16 de octubre de 1998 la policía de Londres procedió a la 
detención del general Augusto Pinochet, sobre la base de esta orden de captura 
emitida por España. Todo esto teniendo siempre en cuenta el hecho de que en 
Chile en 1978, con la pretensión de dejar impunes las violaciones de los dere-
chos humanos cometidas entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo 
de 1978, el gobierno militar del general Augusto Pinochet dictó una amnistía 
mediante el decreto nº 2191, que no permitió juicios sobre los crímenes come-
tidos en aquellos años por parte de la junta militar.
De hecho, la Corte Suprema de Chile, dictada el 28 de agosto de 1990, 
declara constitucional y de aplicación obligatoria por el Poder Judicial el citado 
«Decreto-Ley» nº 2191 ante la House of Lords, la defensa de Pinochet pidió 
reconocer la inmunidad del exdictador, que en su país tenía el cargo de senador 
vitalicio, cargo que le otorgaba la más amplia inmunidad de la jurisdicción civil, 
penal y administrativa en Chile y fuera de este territorio. Finalmente, la defensa 
pidió la inmediata excarcelación por parte de las autoridades inglesas y la no 
extradición a otro Estado. La House of Lords, por su parte, en dos ocasiones 
negó la inmunidad, en cuanto los actos de los que Pinochet había sido acusado 
no entraban en los actos cubiertos por las inmunidades de los jefes de Estado 
referentes a crímenes internacionales.
Tanto Inglaterra como Chile habían ratificado la Convención Contra el 
Crimen de Tortura, por la que se prevé que no se concederán inmunidades 
por estos actos y se procederá a la extradición para poder empezar los procedi-
mientos. El 28 de octubre de 1998, la High Court reconoció que Pinochet no 
podría ser extraditado a España porque gozaba de inmunidad en los tribunales 
británicos, por su condición de exjefe de Estado.
Reconociendo la inmunidad soberana, se decide por tanto no entrar a ana-
lizar la naturaleza de los delitos y su calidad o no de extraditables. «Los hechos 
imputados sucedieron cuando el acusado era Jefe de Estado. Por tanto, ahora, 
en su actual condición de exjefe de Estado, le ampara la inmunidad». Esa deci-
sión fue apelada inmediatamente por la Fiscalía inglesa ante el tribunal superior 
competente, que radica en la Cámara de los Lores.
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Mientras tanto en España, en el auto de la Sala de lo Penal de 5 de no-
viembre de 1998 6 se afirmaba la competencia española para enjuiciar a Augusto 
Pinochet por delitos de genocidio cometidos en Chile. En este auto el pleno 
de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional declaró que el artículo 6 del 
Convenio sobre la prevención y sanción del crimen de Genocidio no excluye 
ninguna jurisdicción, incluida la universal y también si los actos por los cuales 
el exjefe de Estado había sido acusado estaban cubiertos por amnistía en Chile.
Parece que en Derecho Internacional hay una tendencia en negar estos 
efectos a dichas leyes, como por ejemplo las decretadas en Chile y Argentina, 
cuando afecte a sujetos que presuntamente hayan cometido delitos que afec-
ten a la comunidad internacional. En este sentido, se pronunció en España 
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional en Auto de 5 de noviembre de 
1998, en el Caso Pinochet, respecto del Decreto Ley chileno de amnistía de 
1978, al considerarlo contrario al ius cogens y, por tanto, no puede impedir un 
enjuiciamiento de Augusto Pinochet por parte de las autoridades judiciales 
españolas. (García Sanchez, 2004: 253)
6 Resolución del Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional confirmando la competen-
cia de la justicia española para perseguir delitos de genocidio, tortura y terrorismo cometidos en 
Chile, con los siguientes fundamentos: 1. El artículo 6 del Convenio contra el genocidio de 1948 
impone la subsidiariedad de la actuación de jurisdicciones distintas de las allí previstas (la del país de 
comisión o la de un tribunal internacional) pero no impide que un estado parte pueda establecer 
su propia jurisdicción universal, con competencia extraterritorial, para la persecución de ese delito; 
2. La aplicación de la norma de jurisdicción (artículo 23.4 LOPJ) a hechos ocurridos antes de su 
existencia no viola el principio de legalidad penal (artículo 25 de la Constitución Española), puesto 
que no es una norma punitiva (no tipifica ni pena ninguna conducta) sino procesal; 3. La parte re-
currente no discute que los hechos imputados en la causa consistan en muertes, detenciones ilegales 
y torturas por razones de depuración ideológica atribuidas a gobernantes y miembros de las fuerzas 
armadas o de seguridad actuando en la clandestinidad, ocurridos en Chile durante el régimen mi-
litar instaurado el 11 de setiembre de 1973; esos hechos sí son constitutivos de delito de genocidio, 
ya que el concepto legal de «grupo nacional, étnico, racial o religioso» debe ser interpretado en el 
sentido de «cualquier grupo humano diferenciado, caracterizado por algo»; 4. Esos hechos sí son, 
también, constitutivos del delito de terrorismo por reunir sus notas típicas: a) banda armada con 
actuación clandestina (al margen de las funciones oficiales que ostentasen sus autores); b) organi-
zación estable con cierta permanencia temporal; c) tendente a producir inseguridad o miedo a un 
grupo o a la generalidad de la población; d) alteradora del orden jurídico vigente en el país donde 
ocurre. 5. Es irrelevante jurídicamente si España tendría o no competencia para perseguir los delitos 
de tortura cometidos, dado que en todo caso formarían parte del delito de mayor entidad de geno-
cidio o terrorismo; 6. No existe la falta de jurisdicción del artículo 23.2.c de la LOPJ (cosa juzgada) 
porque los cuatro procesos seguidos en Chile por la muerte de cuatro personas terminaron todos 
con sobreseimiento debido a una norma despenalizadora (amnistía de 1978), lo cual no equivale 
al caso del imputado absuelto o indultado en el extranjero; 7. Consideración final doble: España 
tiene jurisdicción universal sobre ciertos delitos establecida en su legislación interna. España «tiene 
también un interés legítimo en el ejercicio de esa jurisdicción, al ser más de cincuenta los españoles 
muertos o desaparecidos en Chile, víctimas de la represión denunciada en los autos».
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Como explica García Arán (2000: 87): «las leyes de amnistías no solo no 
son un obstáculo a la competencia extraterritorial española, sino que, en tanto 
contienen renuncias a la jurisdicción, proporcionan el genuino supuesto de hecho para que 
dicha competencia adquiera vigor y pueda ser ejercida».
El 25 de noviembre de 1998 7, la High Court revocó la decisión de 28 de 
octubre 1988 8 por una sección de la Cámara de los Lores, por 3 votos frente a 2, 
con lo que pudo continuar (con ciertas limitaciones) el proceso de extradición. 
El 10 de diciembre de 1998, se emitió el auto de procesamiento 9 contra Augusto 
Pinochet en el que la Audiencia Nacional concluyó que como norma de jus 
cogens, la prohibición y persecución del crimen de genocidio, cada Estado está 
obligado a su castigo con base al principio de jurisdicción universal y con exi-
gencia de cooperación universal por todos frente a todos (obligación erga omnes).
Declarando nula la sentencia anterior, y si bien confirmando la falta de in-
munidad de Pinochet, el 24 de marzo de 1999 un nuevo tribunal de la Cámara 
de los Lores, compuesto por siete miembros, decidió, por mayoría de 6 votos 
contra uno, que Pinochet solo podía ser objeto de la extradición por los hechos 
consistentes en tortura, o conspiración para la tortura, cometidos a partir del 8 
de diciembre de 1988. Por tanto, concluyendo la resolución judicial, «el procedi-
miento de extradición puede continuar si el Secretario de Interior lo considera 
apropiado» 10.
7 Los argumentos a favor del rechazo de la inmunidad fueron explicados por Lord Nicholls of Bir-
kenhead, Lord Steyn y Lord Hoffmann. Dicho rechazo se fundamentaba en la distinción de los 
actos cubiertos de inmunidad y los actos que, constituyendo crimen de tortura o de genocidio, 
no podían ser cubiertos por inmunidad en cuanto actos que no pueden considerarse como actos 
propios de un jefe de Estado.
8 A favor de la inmunidad Lord Slynn y Lord Hadley argumentaron sus posiciones basadas en la 
Inmunity Act de 1978, acta que establece impedimentos para iniciar una causa en contra de un 
jefe de Estado extranjero y también en el caso de un exjefe de Estado que gozaría de inmunidad 
propia. Además de esto, Lord Slynn afirmó que ninguna de las Convenciones que prevé la perse-
cución de uno de los crímenes de los que se ha sido acusado Pinochet contenía una disposición 
explícita apta para anular la inmunidad tradicional que el derecho internacional establece para un 
jefe de Estado o exjefe de Estado.
9 Auto de Procesamiento 10.12.98 contra Augusto Pinochet Ugarte, Procedimiento: Sumario 
19/97 Terrorismo y Genocidio. «Operación Cóndor» Juzgado Central de Instrucción nº 5 de la 
Audiencia Nacional.
10 Los argumentos que fundamentan la resolución son diferentes en cada uno de los seis jueces. Su 
decisión final puede resumirse en tres puntos acordados: 1. De acuerdo con lo ya resuelto en di-
ciembre de 1998 por el ministro de Interior, se excluyen como objeto de la extradición los delitos 
de genocidio y terrorismo. 2. Se requiere doble perseguibilidad (tanto por el estado requirente 
como por el que extradita), referida no solo al momento de la extradición sino también al de 
comisión del hecho. Esa doble perseguibilidad no se cumplió hasta la entrada en vigor, el 29 de 
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Sin embargo, el 1 de marzo de 2000, con una decisión muy polémica, el 
ministro del Interior británico decidió interrumpir el proceso de extradición 
a España al considerar que el acusado no se encontraba en condiciones de so-
meterse a juicio. Por lo tanto, decidía por la liberación inmediata del exjefe de 
Estado y su regreso a Chile. De esta forma, Pinochet pudo regresar a su país, 
donde murió en 2006.
Muchos años después de este caso, la doctrina internacional siguió pre-
guntándose cómo poder superar los obstáculos legislativos y jurisprudenciales 
previstos por los Estados para no repetir lo que pasó en el caso Pinochet y poder 
proceder a los juicios.
Debemos mencionar que el caso fue problemático también a causa de 
otros elementos controvertidos como la calificación de los hechos como crimen 
de genocidio y si dicha calificación se hacía extensible a los grupos políticos 11.
La Audiencia Nacional efectuó de nuevo una interpretación extensiva 
de la definición de genocidio, [...]. Asimismo se asegura que en Argentina y 
Chile no solo fueron eliminados grupos políticos, sino que otros opositores 
a la dictadura, que no poseían filiación política alguna, también fueron supri-
midos. Por ello se concluye que en el caso Argentina y Chile se produjo un 
autogenocidio, esto es, la destrucción parcial de un grupo nacional cometido 
por integrantes del mismo grupo y con unas motivaciones que podrían ca-
lificarse o no de políticas. (Esteve Moltó, 2008: 242)
A pesar de las muchas críticas y controversias que este caso ha suscitado, 
como explica Pigrau i Solé (2009: 93), este asunto representa el origen de todas 
las otras denuncias presentadas a la Audiencia Nacional sobre la base del princi-
pio de jurisdicción universal contenido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
artículo 23.4, nº 6/1985; además de esto, es indudable su trascendencia interna-
setiembre de 1988, de la Criminal Justice Act, que estableció la jurisdicción extraterritorial británica 
para enjuiciar delitos de tortura cometidos en el extranjero (no se exige, realmente, doble tipifica-
ción, sino doble «jurisdicción»). Por tanto, todos los delitos anteriores a esa fecha no son extradita-
bles. 3. Se considera aplicable la inmunidad como exjefe de Estado a los delitos cometidos hasta el 
8 de diciembre de 1988, fecha en el que Reino Unido ratificó el Convenio contra la tortura. Esta 
fecha fue la finalmente fijada por la mayoría, si bien los fundamentos de la decisión eran distintos 
en unos jueces y otros, y, además, algunos consideraban que debería haberse fijado en el 30 de 
octubre de 1988, fecha de la ratificación del Convenio por parte de Chile.
11 Alicia Gil Gil (2006: 2): «Personalmente no estoy de acuerdo con la calificación jurídica de los 
hechos que en mi opinión no constituían genocidio o terrorismo sino crímenes contra la huma-
nidad, y por otro lado la competencia por el delito de tortura es sumamente cuestionable».
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cional. Tenemos que recordar, como explicó el juez Garzón 12 (2014), que en el 
tema de reparación, abrir procedimientos y en su caso procesar, también si no 
se llega a una sentencia de condena, significa reparar a las víctimas de crímenes 
internacionales y con ello a la humanidad que se vio afectada por estos delitos.
Sin embargo, la condena y cumplimiento de pena de los responsables de 
graves crímenes de lesa humanidad en el marco de un procedimiento abierto 
con base en el principio de jurisdicción universal, no es el único criterio del 
que disponemos para medir el éxito de la aplicación de dicho principio en la 
lucha contra la impunidad. En muchas ocasiones, a pesar de no derivarse una 
sentencia condenatoria la mera apertura de una investigación en un Estado en 
virtud del principio de jurisdicción universal constituye en sí un medio eficaz 
de reparación de las víctimas que ven así reconocido su derecho a la verdad 
y la justicia, y además reaviva el sistema judicial del Estado donde sucedieron 
los hechos o cualquier otro Estado con jurisdicción, garantizando una acción 
efectiva contra la impunidad de los perpetradores. (Garzón, 2014: 43)
Volviendo al caso Pinochet y la falta de condena:
Pinochet was never formally tried, and the crimes under his brutal regime 
remain unpunished. The political will within Chile to undertake such a trial 
and have a look at the atrocities committed in the pas was too slow to build 
up. However, the Pinochet cases –since there were, in fact, several new deve-
lopments between 2000 and 2006– brought about some positive changes 13. 
(Bernaz y Prouvèze, 2010: 368)
5.2.1. Las repercusiones internacionales del caso Pinochet
Desde el punto jurídico, este asunto, que al principio se registró como un 
fracaso inicial de la justicia universal, había sido un punto de partida impor-
tante en el camino hacia la creación de esta tipología de justicia. Fue en este 
12 Congreso Internacional sobre la Jurisdicción Universal, organizado por la Fundación Internacio-
nal Baltasar Garzón (FIBGAR), del 20 al 23 de mayo de 2014, Madrid.
13 [Traducción de la autora]: «Pinochet nunca fue juzgado formalmente, y los crímenes bajo su 
régimen brutal permanecen impunes. La voluntad política en Chile para llevar a cabo un ensayo 
de este tipo y echar un vistazo a las atrocidades cometidas en el pasado fue demasiado lento de 
construir. Sin embargo, los casos de Pinochet –ya que había, de hecho, varios de los nuevos acon-
tecimientos ocurridos entre 2000 y 2006– provocaron algunos cambios positivos».
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momento cuando se demostró claramente que la comunidad internacional no 
podía permitir la impunidad por los casos de graves violaciones de los dere-
chos humanos.
Como afirma Abad Castelos (1998: 58-59), en relación al asunto Pinochet 
y al complicado camino de lucha de la Audiencia Nacional en contra de la im-
punidad:
Dictar sentencias y alcanzar su ejecución significaría, por supuesto, la sa-
tisfacción del derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación de las vícti-
mas. Pero un Auto de procesamiento constituiría también una inmensurable 
conquista [...] por su valor altamente simbólico, por su significado de sanción 
moral, por su potencial efecto contagioso en otros países [...].
Como explica Esteve Moltó (2008: 239), todas las resoluciones judicia-
les, sucesivas a dicho auto: «no solo pusieron por primera vez en práctica el 
principio de jurisdicción universal, sino que la interpretación absoluta que se 
hizo del mismo a favor de las víctimas animó a que otros casos de impunidad 
se presentaran ante la Audiencia Nacional». De hecho Pigrau i Solé (2005: 
1064) afirma que el proceso a Pinochet nos deja un importante aprendizaje, 
en particular en lo que se refiere al conjunto de decisiones emitidas por los 
tribunales españoles y británicos y posteriormente por el desarrollo de la jus-
ticia en territorio chileno.
Todo esto que ha sucedido en poco más de un año ha convulsionado la 
historia de la humanidad y ha convulsionado, a la vez, el Estado de Derecho, 
la capacidad de la justicia y la dimensión moral de lo legal y lo jurídico. (Ló-
pez Garrido, 2000: 39)
Es innegable el valor de dicho asunto, sobre todo en el desarrollo sucesivo 
de las normas de derecho penal internacional, pero lo más rescatable es que la 
comunidad internacional se haya encaminado a la lucha contra la impunidad 
para los crímenes más atroces. De hecho, la elaboración del Estatuto de Roma 
es hija de estos tiempos y también fundamentada en la necesidad de encontrar 
un foro competente en todos los casos en que los Estados sean incapaces o no 
quieran cumplir sus obligaciones derivadas de las normas internacionales sobre 
la protección de los derechos humanos y prevención de los crímenes interna-
cionales.
Si observamos los avances que han ocurrido en Chile después de los acon-
tecimientos judiciales sobre el caso Pinochet, podemos ver que también en este 
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territorio las consecuencias no tardaron en llegar. Como afirma José Miguel 
Vivanco, director de la División de las Américas de Human Rights Watch (20 de 
mayo de 2014), durante el congreso internacional sobre la jurisdicción universal, 
«en Chile asistimos a dos transiciones, la segunda de las cuales se ha concretizado 
en el momento de la detención de Pinochet en Londres».
En aquel momento histórico asistimos a un cambio en Chile en todos los 
sectores, desde la política hasta la sociedad civil, que ha influenciado al poder 
judicial en este territorio. Hubo cambios en la interpretación del Tribunal Su-
premo sobre la ley de amnistía, interpretación que posteriormente llevó a la 
consecuencia de considerar los crímenes de desaparición forzada, que son deli-
tos continuados e imprescriptibles, crímenes que pueden ser investigados y pro-
cesados en Chile. Finalmente podemos ver que a raíz de esta detención también 
el tema de los derechos humanos entró en el debate político nacional y con ello 
en la agenda del Gobierno. «Algo parecido ocurrió en Chile que, aunque con-
servando su Decreto Ley de Amnistía, avanzó enormemente en la investigación 
y condena de los responsables de crímenes de derecho internacional cometidos 
durante la dictadura [...] 14» (Garzón, 2014: 43).
Esto nos demuestra que la jurisdicción universal es una herramienta eficaz 
y necesaria en el proceso de lucha contra la impunidad de las más atroces vio-
laciones a los derechos humanos, pero también es un mecanismo útil que tiene 
importantes repercusiones en los procesos de cambio político y social de los 
países donde los hechos ocurrieron.
5.3. EL CASO ADOLFO SCILINGO
Seguramente uno de los casos más discutidos por parte de la doctrina, española e 
internacional, así como por parte de la jurisprudencia, fue el caso que vio como 
protagonista al exmilitar argentino Adolfo Scilingo. Los hechos imputados se 
enmarcan en la denominada «guerra sucia», en el plan de destrucción de los 
enemigos del alma argentina, que se desarrolló en Argentina entre los años 1976 
y 1983 cuando la dictadura militar empezó una importante represión contra la 
población civil.
14 Este tema ha sido tratado por Brett (2008) en su obra sobre el efecto Pinochet a los diez años 
de su encarcelación en Londres. El autor hace un recorrido de los casos abiertos en Chile y que 
llevaron a la investigación y enjuciamiento de los responsables de crímenes internacionales durante 
la dictadura de Pinochet.
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En su condición de oficial de la Armada del Ejército argentino, Scilin-
go participó en diferentes conductas delictivas contra dichos «enemigos de la 
patria»; entre ellas se pueden mencionar torturas, detenciones ilegales, desapa-
riciones forzadas, y otras derivadas del centro de detención de la Escuela de 
Mecánica de la Armada (ESMA). Para confirmar los debates abiertos podemos 
mencionar las sentencias con las que ha sido enjuiciado en España por crímenes 
cometidos en Argentina donde se pueden apreciar tres calificaciones distintas de 
los hechos, llevadas a cabo por diferentes órganos judiciales españoles.
Reconstruyendo el caso podemos ver que, en 1996, el Juzgado Central de 
Instrucción nº 5 de la Audiencia Nacional decidió abrir las investigaciones so-
bre los españoles o las personas de origen español asesinadas o desaparecidas en 
Argentina entre los años 1976 a 1983. En 1997, después de haberse presentado 
voluntariamente a declarar ante el juez Garzón, Scilingo fue detenido y el juez 
dictó, como medida cautelar, la retirada del pasaporte. Tras la anulación de dicha 
medida por parte del Tribunal Constitucional, en julio de 2001 fue emitido un 
auto de prisión provisional incondicional.
Diez años después del primer acto, y después de la sentencia del Tribunal 
Supremo nº 1262 de 2004 que confirmaba la competencia de la Audiencia 
Nacional para conocer los actos de genocidio, torturas y terrorismo imputados 
al exmilitar, la Audiencia le condenó a 640 años de prisión por los crímenes de 
lesa humanidad cometidos en Argentina, con sentencia nº 16 de 2005, con base 
en el artículo 607 bis del Código Penal, que entró en vigor en 2004, después 
de los hechos objeto de la sentencia, en la que se afirma que los grandes críme-
nes internacionales generan responsabilidad individual penal y de ello se tiene 
que extraer una doble consecuencia: constituyen normas penales universales 
y fuentes de obligaciones penales individuales y determinan una excepción al 
principio de territorialidad a favor de la competencia universal 15.
Basándose en los siguientes argumentos, el Tribunal fundamentó el ejerci-
cio de la jurisdicción española: primero, estableció la no prohibición del ejerci-
cio de la jurisdicción universal en caso de crímenes en contra de la humanidad; 
segundo, afirmó el interés de la comunidad internacional, confirmado en la 
naturaleza consuetudinaria del delito, en perseguir y castigar a los autores de di-
chos delitos y la no persecución en Argentina de los hechos; finalmente certificó 
la existencia de víctimas españolas.
15 Audiencia Nacional, Sala de lo Penal, Sentencia nº 16 de 2005 del 19 de abril de 2005, apartados 
3 y 5.
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Este pronunciamiento ha sido aclamado como una decisión histórica, que 
como explica Margalida Capellà i Roig (2005), rompe con la tradición monista 
española, en el sentido de reinterpretar el principio de legalidad penal adaptando 
el derecho español al derecho internacional penal en materia de crímenes de 
derecho internacional, en este caso de lesa humanidad.
De aquí surgen las primeras cuestiones jurídicas debido a que la ley penal 
española, cuando ocurrieron los hechos, reconocía la facultad de ejercer la juris-
dicción universal en materia penal solo sobre determinados crímenes: genocidio 
y terrorismo. La Audiencia Nacional, para superar este obstáculo legislativo, apli-
có directamente el derecho internacional estableciendo la contrariedad de los 
crímenes en contra de la humanidad al derecho internacional consuetudinario, 
pacíficamente aceptado por la comunidad internacional y que autoriza a los 
tribunales nacionales a sancionar estas conductas ilícitas.
Ahora bien, el problema generado por este razonamiento surge en cuanto, 
como muchos autores explican, entre ellos Conforti (2014), Pinzauti (2005) o 
Gil Gil (2005), esta norma no sería self­executing, siendo necesaria para su apli-
cación que el Estado la codifique en sus textos legales, respetando el principio 
de irretroactividad de las normas penales, principios fundamentales en derecho 
penal, y garantizados en España tanto en la Constitución como en el Código 
Penal donde se establece también el principio de nullum crimen sine lege. Como 
explica Alicia Gil Gil (2005: 5):
El principal problema de esta sentencia no radica, por tanto, en la califi-
cación jurídica, que estimo correcta, sino en que una vez calificados como 
crímenes contra la humanidad se les aplica a hechos ocurridos hace treinta 
años un precepto, el art. 607 bis del Código penal español, que entró en 
vigor el 1 de octubre del 2004.
De esta forma, en el marco de las protecciones constitucionales y de los 
principios fundamentales de derecho penal, para contestar al exmilitar crímenes 
de lesa humanidad el legislador habría tenido que codificar con anterioridad 
dichos actos como crímenes y establecer para ellos sanciones penales.
En contra, el juez español no consideró que violase los principios antes 
mencionados en cuanto el principio de nullum crimen sine lege tendría una for-
mulación y aplicación diferente en el ámbito nacional y en el ámbito interna-
cional. De hecho, en la sentencia se sustenta la tesis que se tendría que interpre-
tar de forma más flexible; como explica el profesor Pinzauti (2005: 746-747), 
que analiza la sentencia española, el tribunal utiliza este principio en un sentido 
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más amplio; en otras palabras, incluyendo el derecho internacional consuetu-
dinario que, como en el caso de los crímenes en contra de la humanidad, sería 
directamente eficaz en el ordenamiento español. Además:
al tratarse de la primera aplicación del art. 607 bis CP en la práctica judicial 
española, en un caso sobre crímenes contra la humanidad cometidos antes 
de la incorporación de este artículo al Código, la Sala ha tenido que afron-
tar cuestiones referidas al principio de legalidad penal, en especial: tipici-
dad, certeza e irretroactividad de la norma aplicable. El fundamento jurídico 
principal en el caso Scilingo se basa en que la Sala está aplicando una norma 
internacional, además de interna, por lo que habrá que tener en cuenta tanto 
la naturaleza de la norma internacional que prohíbe y criminaliza determina­
das conductas como crímenes contra la humanidad (de ius cogens y con carácter erga 
omnes), como el carácter general de estos crímenes, que permite que tenga su 
propia dinámica formativa y evolutiva, así como su persecución universal. 
En opinión de la Sala, aunque el art. 607 bis CP sea una norma penal de 
derecho interno, incorpora mandatos o prohibiciones preexistentes de dere-
cho internacional público [...]. En definitiva, la Audiencia Nacional acaba 
afirmando el principio general de aplicabilidad del Derecho internacional respecto a 
la responsabilidad individual penal por crímenes contra la humanidad (y los de más 
grave trascendencia para la comunidad internacional) y a sus consecuencias aplicables 
al presente caso. (Capellà i Roig, 2005:6)
Pero este razonamiento tiene un fallo, de hecho:
En mi opinión la regulación del principio de legalidad en nuestro Dere-
cho, que recoge un principio de legalidad férreo y estricto, impide aplicar 
directamente por los tribunales penales costumbres internacionales, ya que 
éstas no pueden responder a las exigencias tanto formales como materiales 
que nuestro ordenamiento atribuye a este principio, y por tanto tampoco se 
puede apelar la preexistencia de una costumbre internacional para justificar 
la aplicación retroactiva de un precepto como ha hecho la AN en este caso. 
(Gil Gil, 2005: 6)
Pasando a las otras cuestiones levantadas en este caso, las principales ob-
jeciones a la sentencia han surgido en el tema de calificación de los hechos 
delictivos, en cuanto que (contrariamente al Ministerio Fiscal que consideró 
los hechos como constitutivos, alternativamente, de delitos de genocidio con 
terrorismo y de lesa humanidad con terrorismo) la Audiencia Nacional ca-
lificó los hechos como delitos de lesa humanidad, detenciones ilegales y de 
tortura, aplicando el artículo 607 bis del Código Penal español, conforme a 
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la jurisprudencia de los tribunales penales internacionales y al Estatuto de la 
Corte Penal Internacional.
La calificación de los hechos como delitos de lesa humanidad me parece 
en cambio absolutamente correcta. La Sala se esfuerza incluso en argumentar 
la presencia de todos los elementos típicos incluido el contexto, lo que resul-
ta digno de alabanza [...]. Sin embargo resulta contradictorio que condene 
por un único «delito de lesa humanidad: 1º con causación de 30 muertes ale-
vosas...; 2º con también realización de detención ilegal...; 3º con causación 
de tortura grave...» en lugar de por 32 delitos, de lesa humanidad. La pena 
establecida, cuya medición me parece correcta, se ha calculado sumando las 
penas correspondientes a cada uno de los resultados, es decir, apreciando un 
concurso real de crímenes contra la humanidad, idea absolutamente acerta-
da pero que es contradictoria con la afirmación de que se ha cometido un 
solo delito de lesa humanidad. Esta última afirmación resulta incompatible 
además con la doctrina mayoritaria que asigna a los delitos contra la huma-
nidad la protección de bienes jurídicos personalismos fundamentales, siendo 
esta concepción precisamente la que permite apreciar la consunción de los 
correspondientes delitos comunes. (Gil Gil, 2005: 4-5)
Además, se crítica también la falta existente en este pronunciamiento de 
clasificaciones relativas a la forma de participación del acusado en los hechos 
delictivos. Muchos autores alimentan el debate tomando en consideración el 
hecho de que la Audiencia Nacional no hizo ninguna distinción entre la parti-
cipación directa y la complicidad o conspiración en los crímenes, no probando 
de ninguna forma que el acusado hubiese tenido un papel activo y personal en 
los hechos.
Podemos concluir que, en el afán por impedir la impunidad de deter-
minados hechos atroces, se han realizado en nuestro país interpretaciones 
erróneas y excesivamente amplias de los tipos penales y de algunos preceptos 
de la LOPJ, y en ocasiones se ha ido todavía más lejos, vulnerando peligrosa-
mente los principios de legalidad e irretroactividad de la Ley penal como en 
la sentencia que estamos comentando. Este afán por impedir la impunidad 
se contrapone con el deseo evidenciado en otras resoluciones de evitar la 
proliferación de procesos por delitos internacionales ante nuestra Audiencia 
Nacional. (Gil Gil, 2005: 17)
Esta sentencia fue recurrida ante el Tribunal Supremo, ya que, como he-
mos mencionado, la calificación adecuada de los hechos es de crímenes de lesa 
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humanidad, lo que conlleva a numerosas críticas debido a la codificación de 
dichos crímenes en la legislación española en 2004. El Tribunal Supremo, con 
sentencia nº 798 de 2007, planteó una posibilidad diferente, la de considerar 
los hechos como detenciones ilegales y asesinatos. Lamentablemente, tampoco 
esta calificación está exenta de objeciones. Como explica Fernández Pacheco 
Estrada (2008: 17):
La conclusión más evidente que se puede extraer del estudio algo más 
detallado de las diferentes calificaciones de los tribunales españoles es que 
ninguna de ellas está exenta de problemas, ya sean de mayor o menor calado. 
Con todo, en mi opinión, la interpretación mantenida finalmente por el 
Tribunal Supremo es, en términos de competencia, la más difícil de sostener. 
[...] Resulta difícilmente justificable declarar la competencia por el principio 
de jurisdicción universal sobre delitos que no se encuentran ni directa ni 
indirectamente recogidos en la LOPJ. Habiendo descartado la posibilidad 
de emplear los delitos de lesa humanidad como calificación propiamente 
dicha, es contradictorio su uso para justificar la gravedad de los crímenes y, 
en consecuencia, su competencia.
Se lee en la sentencia que se condena al acusado: autor de treinta delitos de 
asesinato, autor de un delito de detención ilegal y cómplice de 255 delitos de 
detención ilegal, los delitos constituyen crímenes contra la humanidad confor-
me al derecho internacional y el acusado ha sido condenado a las penas de 19 
años de prisión por cada asesinato y 4 años de prisión por el delito de detención 
ilegal del cual se condena como autor, y dos años por las otras detenciones ile-
gales de las cuales es considerado cómplice.
Esta sentencia, seguida de cuatro votos particulares de los jueces que se 
ocuparon del caso, no resuelve ni aclara los problemas levantados por la sen-
tencia de la Audiencia Nacional, sino alimenta aun más las criticas. De todas 
formas, cabe recordar que también este caso es especialmente importante por el 
desarrollo sucesivo de la justicia en territorio argentino:
No son pocos los expertos que reconocen en este proceso, no una simple 
coincidencia, sino un verdadero nexo casual entre los mismos (el autor habla 
de otros casos abiertos en Argentina para juzgar a los responsables de los 
crímenes de la dictadura) y la instrucción y enjuiciamiento de Adolfo Sci-
lingo y por tanto como una consecuencia de la aplicación de la jurisdicción 
universal. (Garzón, 2014: 43)
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5.4.  EL CASO GUATEMALA: GENOCIDIO, TORTURAS, TERRORISMO, 
ASESINATO Y DETENCIÓN ILEGAL
El 2 de diciembre de 1999 fue presentada por doña Rigoberta Menchú, de 
nacionalidad guatemalteca, una querella ante el Juzgado Central de Instrucción 
nº 1 de la Audiencia Nacional española contra antiguos altos responsables, ge-
nerales y mandatarios guatemaltecos, entre otros, Efraín Ríos Montt y Carlos 
Mejía Víctores, por diversos hechos ocurridos en Guatemala entre los años 1978 
y 1986, que podían constituir delitos de genocidio, tortura, terrorismo, asesinato 
y detención ilegal.
Se aprende de la denuncia que, en el momento en que se verificaron los 
hechos, Efraín Ríos Montt y Carlos Mejía Víctores ejercían funciones públicas 
de carácter civil y militar y que fue por estos cargos que tomaron parte en la 
guerra armada más sangrienta de la historia de Guatemala 16. El caso inicial-
mente encontró la oposición tanto de la fiscalía como de los jueces y tribunales 
españoles. De hecho, el Ministerio Fiscal al principio argumentó la falta de los 
presupuestos de la jurisdicción española respecto a los nacionales españoles ase-
sinados en Guatemala, en particular la no previsión en el ordenamiento español 
del principio de personalidad pasiva. Además de esto, el Ministerio Fiscal solicitó 
el archivo 17 del caso también teniendo en cuenta la calificación de los hechos 
como constitutivos del crimen de genocidio, al no encontrar el elemento sub-
jetivo de destrucción parcial o total de un grupo nacional, étnico o religioso.
Por el contrario, el juez instructor, Guillermo Ruiz Polanco, desestimó la 
solicitud de archivo y afirmó la competencia de la jurisdicción española para 
conocer e caso del genocidio maya, con auto del 27 de marzo de 2000 18. La 
base de tal afirmación toma su punto de partida en la consideración que existe 
16 Se aprende de la querella que entre los hechos incluidos en ella figura el ataque de las Fuerzas de 
Seguridad de Guatemala a la embajada de España en este país y que costó la vida a 37 personas el 
31 de enero de 1980.
17 Informe de 13 de enero de 2000 del Ministerio Fiscal que solicita el archivo de la causa por falta 
de competencia de la jurisdicción española en cuanto a que los hechos no se habían cometido en 
territorio español, los presuntos responsables no tenían la nacionalidad española.
18 Juzgado Central de Instrucción nº 1, Audiencia Nacional. Diligencia previa 331/99. Auto de 27 
de marzo de 2000. El juez Polanco afirma su competencia a conocer los hechos calificados como 
genocidio: «los hechos pretendidamente ejecutados por los denunciados se encaminaron al exter-
minio del pueblo maya en su realidad étnica, racial y social, en su pretextada calidad de favorecedor 
o encubridor –y aún de originador– de la insurgencia o revolución en Guatemala, así como la 
eliminación de todo obstáculo ideológico –encarnado en sujetos individuales o colectivos– que 
pudiese representar un riesgo de fracaso de la prevalente finalidad genocida».
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un principio unánime de aceptación de los hechos denunciados, «siendo la dis-
cordancia atinente únicamente a su valoración jurídica, esto es, a su tipificación 
en múltiple incriminación, unilateral e internacional, así como al cobijo en el 
contenido de los principios de persecución universal y protección universal».
Tal decisión fue recurrida en apelación por el Ministerio Fiscal, dando lu-
gar al segundo pronunciamiento judicial, el auto dictado por el Pleno de la Sala 
de lo Penal de 13 de diciembre de 2000 19 que llegó a la conclusión de la falta 
de jurisdicción de los tribunales internos, no encontrando ningún elemento de 
conexión entre los crímenes y el territorio español.
Sucesivamente el Ministerio Fiscal interpuso un recurso que el juez Polan-
co desestimó el 27 de abril del 2000. También este auto fue objeto de recurso 
de apelación ante la Sala de lo Penal que rechazó el ejercicio de la jurisdicción 
penal española en este caso, afirmado su subsidiariedad respecto a la jurisdicción 
guatemalteca sobre dichos hechos 20. El 23 de diciembre del 2000, el Pleno de 
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional declaró que, no existiendo ningún 
impedimento para que la justicia guatemalteca persiga el delito o que la misma 
se niegue a perseguir dichos delitos, «no procede el ejercicio en este momento 
de la jurisdicción penal española para la persecución de los referidos hechos, 
debiendo el Instructor archivar las Diligencias Previas por el expresado motivo 
de falta de jurisdicción».
Contra este auto, doña Rigoberta Menchú 21, que había presentado la pri-
mera denuncia junto a otros activistas de derechos humanos, interpuso un re-
curso de casación lamentando la infracción de ley y del precepto constitucio-
nal en defensa de los derechos humanos, en particular el derecho a una tutela 
judicial efectiva, ante el Tribunal Supremo. La cuestión esencial debatida en la 
sentencia del Tribunal Supremo de febrero de 2003 se centraba en determinar 
si el principio de jurisdicción universal establecido en la ley orgánica sobre el 
ordenamiento judicial, en su artículo 23.4, tenía o no algún límite derivado de 
otros principios de derecho internacional público.
19 Audiencia Nacional, Sala de lo Penal, Pleno. Rollo de Apelación nº 115/2000. Causa: Diligencias 
previas 331/99. Juzgado Central nº 1. Auto de 13 de diciembre de 2000.
20 El archivo fue decretado en cumplimiento del principio de subsidiariedad. El tribunal adujo que 
los tribunales guatemaltecos eran los que tenían jurisdicción prioritaria para juzgar los hechos 
denunciados en España y que la parte acusadora no había probado la inactividad de la justicia 
guatemalteca.
21 La querellante Rigoberta Menchú es hija de una de las 37 personas asesinadas durante el ataque 
perpetrado por las Fuerzas de Seguridad gualtemaltecas a la embajada de España en este país de 31 
de enero de 1980.
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Tampoco la sentencia emitida por este tribunal llegó a los resultados es-
perados. El Tribunal Supremo, de hecho, desestimó los motivos de casación; en 
particular no reconoció que se había producido una vulneración del derecho 
fundamental a la tutela judicial efectiva y, respecto al delito de genocidio, deses-
timó de forma definitiva la posibilidad de aplicación de la jurisdicción española. 
Como explica Pigrau i Solé (2009: 98), en la sentencia de 25 de febrero de 2003 
de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo 22 se da una interpretación todavía 
más restrictiva del alcance del principio de jurisdicción universal basada siempre 
en el principio de subsidiariedad 23, que prevé la primacía de la justicia guatemal-
teca sobre la española 24, debido a que para legitimar la jurisdicción española era 
necesario encontrar un punto de conexión entre el caso y los intereses españoles 
además de probar la inactividad de la justicia del país donde los hechos se habían 
perpetrado 25.
Se lee en dicho pronunciamiento que:
no le corresponde a ningún Estado en particular ocuparse unilateralmente 
de estabilizar el orden recurriendo al Derecho Penal, contra todos y en todo 
el mundo, sino que más bien hace falta un punto de conexión que legitime 
la extensión extraterritorial de su jurisdicción.
Como explica este tribunal, al no apreciarse ningún interés nacional, o que 
el delito de genocidio haya sido perpetrado contra españoles, ni otro vínculo 
con este país, los tribunales españoles no tienen competencia sobre este crimen. 
22 Sentencia del Tribunal Supremo sobre el caso del genocidio en Guatemala, Sala de lo Penal, sen-
tencia nº 327/2003, recurso de casación nº 803/2001.
23 De forma diametralmente opuesta, el magistrado Conde Pumpido en su voto particular afirma 
que la jursidicción universal no se rige por el principio de subsidiariedad sino por el de concu-
rrencia y con el único objetivo de evitar la impunidad; por ello, resulta innecesario acreditar la 
plena inactividad de la justicia del país donde los hechos ocurrieron, que resultaría una probatio 
diabolica, sino más bien aportar indicios claros y razonables de que los delitos denunciados no hayan 
sido perseguidos de modo efectivo. (Voto particular de la sentencia del Tribunal Supremo sobre 
el caso Guatemala por genocidio, Sala de lo Penal, sentencia nº 327/2003, recurso de casación 
nº 803/2001).
24 Sobre este punto véase Esteve Moltó (2008): «Además el Tribunal Supremo (a pesar de las pruebas 
aportadas que apuntan a un estado de impunidad del cual todavía gozan los presuntos criminales 
en su país de origen) señaló, que en modo alguno debía suplantarse el prevalecedor criterio de 
territorialidad».
25 El tribunal sobre este aspecto focaliza la atención sobre el proceso de reconciliación social llevado 
a cabo en Guatemala, proceso que supuestamente había creado y garantizado el estado de derecho 
en dicho país además de capacitar a los órganos judiciales nacionales a hacerse cargo de todos los 
crímenes de genocidio perpetrados en este territorio.
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De hecho se afirma más adelante que el principio de justicia universal encuen-
tra limitaciones en otros principios internacionales 26, normas convencionales o 
consuetudinarias, como la de la racionalidad y la de no intervención en asuntos 
de otros Estados. Un ejemplo es la norma prevista en el artículo 2.7 de la Car-
ta de las Naciones Unidas. Además, en un intento de encontrar elementos de 
conexión entre los hechos cometidos en Guatemala y el Estado español, este 
órgano afirma que:
no se aprecia la existencia de una conexión con un interés nacional espa-
ñol en relación directa con este delito, pues siendo posible concretar dicha 
conexión en la nacionalidad de las víctimas, no se denuncia, ni se aprecia, 
la comisión de un delito de genocidio sobre españoles. Tampoco se conecta 
directamente con otros intereses españoles relevantes, aunque se hayan vistos 
seriamente afectados por hechos susceptibles de ser calificados como delitos 
distintos, cometidos en su mismo contexto histórico 27.
Además, este tribunal en el Séptimo Fundamento de derecho de este pro-
nunciamiento afirmó que el Convenio de 1948 sobre la prevención y perse-
cución del crimen de genocidio no establece ninguna obligación relativa al 
ejercicio de la jurisdicción universal. De todas formas, este tribunal no llegó a 
sustentar la tesis de que el Convenio prohíbe la utilización de dicha jurisdicción.
En la doctrina hay muchos autores que se han pronunciado en contra de 
esta resolución como García Sánchez (2004), Gil Gil (2005 y 2009a) o Sánchez 
Legido (2004); y no podemos dejar de mencionar el hecho de que siete magis-
trados que se ocuparon del caso redactaron un voto particular en contra de esta 
sentencia que como explican: «mantiene una doctrina excesivamente restrictiva 
en la aplicación del relevante principio de jurisdicción universal».
La sentencia emitida fue la base para los recursos de amparo ante el Tribu-
nal Constitucional que alegaban la vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva, derecho previsto en la Constitución española en su artículo 24.1, por 
haber introducido requisitos para el ejercicio de la jurisdicción española no pre-
26 Como afirma Pigrau i Solé (2005: 1070): «El Tribunal afirma que, cuando la jurisdicción universal 
tiene su fundamento en normas de derecho penal nacional, “en la práctica, los alcances de dicho 
principio han sido limitados por la aplicación de otros igualmente reconocidos en el derecho 
internacional”. Sin precisar cuáles son tales principios, avanza un argumento más concreto: el 
ejercicio de la jurisdicción no puede operar “cuando no existe un punto de conexión directo con 
intereses nacionales”».
27 Tribunal Supremo, sentencia de 25 de febrero de 2003.
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vistos en el texto de la Ley Orgánica del Poder Judicial nº 6/1985, en particular 
en lo relativo al ejercicio de la jurisdicción universal previsto en el artículo 23.4 
de dicha ley.
Con sentencia de 26 de septiembre de 2005, nº 237 28, se reconoce la vul-
neración del derecho a una tutela judicial efectiva por no haber sido admita 
la jurisdicción universal en materia de genocidio. El Tribunal Constitucional, 
mediante esta sentencia histórica, reconoció de forma amplia el principio de 
jurisdicción universal, anulando las resoluciones de las instancias anteriores y 
ordenando a la Audiencia Nacional retomar la investigación. De hecho: «La de-
cisión afirmó el carácter absoluto de la jurisdicción universal [...], no sometida a 
otra restricción que a la de la cosa juzgada» (Pigrau i Solé, 2009: 99).
Esta corte anuló la decisión de la Audiencia Nacional de no investigar so-
bre los crímenes de genocidio, terrorismo y torturas cometidos en Guatemala 
en los años sesenta y ochenta y la sentencia del Tribunal Supremo, en la que se 
dictaba la persecución de dichos crímenes solo en el caso en que las víctimas 
tuvieran nacionalidad española; la corte afirma que en la decisión del Tribunal 
Supremo: «resulta una interpretación en extremo rigorista, así como, además, 
carente de sostén argumental». Además, sigue el Tribunal Constitucional afir-
mando que el hecho de encontrar vínculos o puntos de conexión con España 
comporta la desnaturalización del principio de justicia universal y una reduc-
ción de su alcance de aplicación.
En este sentido, los argumentos del Tribunal Supremo, que reducen el ám-
bito de aplicación del principio de jurisdicción universal hasta «casi suponer una 
derogación de facto del artículo 23.4 LOPJ» (Pigrau i Solé, 2009: 99) resultaron 
negados en la decisión STC 237/2005. La ratio de esta última se sustentaba en 
los principios constitucionales y en los derechos fundamentales del hombre, 
entre ellos, el derecho a la defensa, a una tutela judiciaria efectiva. Finalmente se 
declara que: «la concepción de la jurisdicción universal no se configura en torno 
a vínculos de conexión fundados en particulares intereses estatales», sino sobre la 
naturaleza del crimen que faculta a los Estados a intervenir en su represión para 
garantizar los derechos mencionados. Esto significa que el principio de jurisdic-
ción universal tiene prioridad sobre los intereses estatales.
Sobre este punto relativo a la búsqueda de elementos que ligan el crimen 
al territorio español el Tribunal Constitucional afirma:
28 Sala Segunda. Sentencia 237/2005, de 26 de septiembre. Recursos de Amparo 1744-2003, 1755-
2003 y 1773-2003 (acumulados). BOE, nº 258, Suplemento de 28 de octubre de 2005.
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tal interpretación, radicalmente restrictiva del principio de jurisdicción 
universal plasmado en el art. 23.4 LOPJ, que más bien habría de ser ca-
lificada como reducción teleológica (por cuanto va más allá del sentido 
gramatical del precepto), desborda los cauces de lo constitucionalmente 
admisible desde el marco que establece el derecho a tutela judicial efectiva 
consagrado en el art. 24.1 CE, en la medida en que supone una reducción 
contra legem a partir de criterios correctos que ni siquiera implícitamente 
pueden considerarse presentes en la Ley y que, además, se muestran pal-
mariamente contrarios a la finalidad que inspira la institución, que resulta 
alterada hasta hacer irreconocible el principio de jurisdicción universal 
según es concebido en el Derecho internacional, y que tiene el efecto de 
reducir el ámbito de aplicación del precepto hasta casi suponer una dero-
gación de facto del art. 23.4 LOPJ.
Como explica Meoli (2006), con esta sentencia se estableció el principio 
a través del cual se da primacía a los intereses de justicia universal sobre otros 
intereses internos estatales y de relación con otros países, en particular cuando se 
vean afectados los derechos humanos. A través de las palabras del profesor Santos 
Vara (2006: 1):
En este sentido, la Sentencia del Tribunal Constitucional del pasado 26 
de septiembre, que acepta la jurisdicción de los tribunales españoles para 
enjuiciar los crímenes cometidos en Guatemala por los gobiernos militares 
entre 1978 y 1986, constituye un excelente ejemplo del avance que viene 
experimentando la comunidad internacional en los últimos años en la perse-
cución de los responsables de la comisión de crímenes contra la humanidad, 
al amparo del principio de jurisdicción universal.
Como afirma Oriolo (2008), debido al continuo trabajo de la jurispruden-
cia, estamos presenciando el desarrollo de los principios sobre la jurisdicción 
universal, la cual muchas veces va más allá de las disposiciones normativas. Esto 
tiene una explicación sencilla: la legislación ordinaria es lenta y se adecua mal a 
las necesidades e intereses emergentes en el tema de derechos humanos, mien-
tras la jurisprudencia con sus decisiones puede interpretar las leyes adaptándolas 
a las nuevas exigencias.
Esta decisión es muy importante en cuanto que afirma que los jueces espa-
ñoles pueden ejercer la jurisdicción penal universal por los crímenes internacio-
nales antes mencionados también en ausencia del presunto reo en el momento 
en el que se empiezan las investigaciones. Esto pudiera ponerse en contra de una 
regla procesal interna que no admite la ausencia del imputado; lo que significa 
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que, si en el momento en que se abre el juicio el reo no se encuentra en España, 
no se podrá proceder en su contra.
La sentencia 237 ha tenido fuertes repercusiones en el interior de este país 
y también fuera del territorio nacional. Después de esta decisión, la Audiencia 
Nacional, «ateniendo a los postulados y principios de la sentencia del Tribunal 
Constitucional», el 10 de enero de 2006, se declaró competente para investigar 
el supuesto genocidio perpetrado por el gobierno chino en el Tíbet 29.
Finalmente, esta sentencia tiene un gran mérito: poner fin a la incertidumbre 
en la que el principio de jurisdicción extraterritorial estaba sometido sobre todo 
en relación a su contenido, a los criterios y límites para su aplicación por lo menos 
en relación a los crímenes de genocidio y contra la humanidad (Santos Vara, 2006). 
Esta incertidumbre seguramente estaba ligada a las diferentes posturas manifesta-
das tanto por el Tribunal Supremo como por la Audiencia Nacional y finalmente 
por el Tribunal Constitucional. A través de este pronunciamiento se afirma la ca-
pacidad de los órganos judiciales españoles para conocer los delitos antes mencio-
nados sin tener en consideración los elementos que ligan un determinado delito 
al Estado que procede; en otras palabras, podemos decir que esta sentencia expresa 
una concepción amplia del principio de persecución universal.
Una de las consecuencias directas de dicho pronunciamiento fue la reacti-
vación judicial del caso del genocidio maya 30. De hecho, el juez instructor San-
tiago Pedraz tramitó las ordenes de detención para los responsables. No obstante, 
el constante obstruccionismo de las autoridades guatemaltecas hizo imposible 
29 En consecuencia y en cumplimiento de la sentencia del Tribunal Constitucional, la Audiencia 
Nacional, en el auto no jurisdiccional del Pleno de la Sala de lo Penal de 3 noviembre de 2005, 
haciendo referencia al llamado test de razonabilidad decidió que desde este momento decidiría 
de oficio su propia jurisdicción examinado de oficio también la inactividad de los tribunales 
donde los hechos se han verificado y de los tribunales internacionales, aceptando de esta forma 
la jurisdicción, siempre que no se aprecie un exceso o abuso de derecho por absoluta ajenidad 
del asunto. Sobre este aspecto, la doctrina mayoritaria española, entre otros Gil Gil (2006), afirma 
que la inclusión de este parámetro, ajenidad del asunto, resultó arbitrario y problemático, además 
de constituir en si un límite a la facultad de ejercer esta tipología de jurisdicción. Cabe recordar 
que el criterio ha sido la base de otros pronunciamientos de este tribunal y que en lo referente al 
caso del genocidio tibetano la Sección cuarta de la Sala de lo Penal, auto de 10 de enero de 2006, 
interpretó este criterio con el fin de evitar un ejercicio abusivo de derecho: «pero en modo alguno 
ese argumento puede servir como pretexto para continuar dejando en la impunidad a crímenes 
internacionales, y más aún bajo un argumento tan subjetivo como que el delito o el lugar de la 
comisión de los hechos sea “un lugar extraño y/o alejado” [...] Afortunadamente en la primera 
ocasión que han tenido los jueces de pronunciarse e interpretar este criterio de razonabilidad han 
apostado por la lucha contra la impunidad» (Esteve Moltó, 2008: 259).
30 Auto 178/2006 de 16 de febrero de 2006.
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la extradición de muchos de los acusados. En este sentido, el 12 de diciembre 
de 2007 la Corte Constitucional guatemalteca denegó la extradición de los 
acusados a España sosteniendo que los criterios de atribución de la jurisdicción 
española no resultaban ser relevantes en Guatemala. Esto dio lugar a otro auto 
del juez Pedraz de 16 de enero de 2008 31.
Desde un principio el Gobierno español no pudo contar con la colabora-
ción de las autoridades locales guatemaltecas, que no aceptaban esta injerencia en 
los asuntos internos por parte de un gobierno extranjero. Una señal importante 
de este clima de tensión entre los dos países es la sentencia de 2007 de la Corte 
Constitucional guatemalteca que desconoció la competencia de los tribunales es-
pañoles negando al mismo tiempo la extradición a España de los imputados. Hasta 
el momento, no se conoce ninguna acción del Gobierno español para exigir a las 
autoridades guatemaltecas el cumplimiento del Tratado de Extradición entre los 
dos países que permitiría el enjuiciamiento de los responsables en España.
Dentro del territorio español, como afirma Pigrau i Solé (2009: 100), la 
trascendencia de la sentencia del Tribunal Constitucional, que consideró como 
incompatible la restricción del principio de jurisdicción universal con el dere-
cho a una tutela efectiva, no se limitó únicamente al caso Guatemala sino tuvo 
consecuencias importantes también en otros casos que fueron reabiertos a raíz 
de dicho pronunciamiento.
5.4.1. Las repercusiones internacionales del caso Guatemala
En lo que concierne a las repercusiones generadas fuera de España pode-
mos ver cómo, en particular en América Latina, ha habido un fuerte debate en 
torno a esta decisión. De hecho, las organizaciones para los derechos humanos, 
sobre todo en los pequeños pueblos centroamericanos donde se registran las 
mayores violaciones y el nivel más alto de impunidad, se han mostrado a favor 
del posicionamiento asumido por el Tribunal Constitucional. Mientras que, por 
otro lado, los gobiernos de estos países se han expresado por la ilegítima intro-
misión del poder judicial español en los asuntos internos de otros Estados.
Volviendo al caso guatemalteco, a pesar del debate iniciado sobre este asunto, 
desde el principio de este procedimiento, no podemos dejar de mencionar un 
31 Audiencia Nacional; Juzgado Central nº 1; Diligencias previas 331/1999; Auto de 16 de enero de 
2008.
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hecho muy importante, en la perspectiva de una mayor justicia y reparación para 
las víctimas, que se ha verificado en los últimos años. El 2 de agosto de 2011, con la 
condena de cuatro soldados guatemaltecos por crímenes internacionales por parte 
de un tribunal interno de Guatemala, las autoridades guatemaltecas han dado una 
esperanza a las muchas víctimas que a lo largo de treinta años han sufrido en este 
país por los crímenes cometidos de lesa humanidad, genocidio, asesinatos y tortu-
ras. Después de más de treinta años, se ha procedido al juicio y condena de algunos 
militares implicados en la masacre de 1982 en Dos Erres, en la región septentrio-
nal del Petén. Este ha sido uno de los actos más crueles de la historia del país.
La condena además de ser sancionadora, es simbólica, por el hecho de que 
se ha dado la pena de cárcel a cuatro soldados, con un total de seis mil sesenta 
años (6060). Simbólica por el hecho de que, en Guatemala, el Código Penal 
prevé que la pena máxima sea de cincuenta años.
Por los crímenes cometidos; asesinatos, torturas y crímenes en contra de la 
humanidad, los cuatros soldados (Manuel Pop Sun, Reyes Collin Gualip, Daniel 
Martínez y Carlos Carias) deberán pasar en prisión treinta años por cada homi-
cidio y otros treinta por haber cometido delitos de lesa humanidad, haciendo un 
total de seis mil sesenta años cada uno. Además de las sanciones a los responsa-
bles, en la sentencia, se ha establecido el resarcimiento a las víctimas.
Estas sentencias representan un importante adelanto para la justicia en 
Guatemala. Por los trámites de los juicios empezados y con la ayuda de otros 
Estados, como España, que quieren juzgar a los responsables de crímenes inter-
nacionales cometidos en el territorio guatemalteco, se podría iniciar una nueva 
etapa, muy importante no solo para el pueblo centroamericano, sino para la 
comunidad internacional en su conjunto.
Continuando en esta óptica de justicia, una sentencia histórica del Tribunal 
de Mayor Riesgo condenó al dictador guatemalteco Efraín Ríos Montt a 80 
años de cárcel, 50 por genocidio y 30 por crímenes contra la Humanidad, como 
autor de un exterminio que buscaba el aniquilamiento de la etnia ixil. La juez 
Jazmín Barrios sentenció que «El acusado Ríos Montt tuvo conocimiento de 
todo lo que estaba ocurriendo. Como Jefe de Estado era responsable de la estra-
tegia militar contra los ixiles». Según la juez «la política ejercida consideraba a 
los ixiles una raza inferior y enemigos públicos». Finalmente, la sentencia afirma 
que: «El delito de genocidio ha dañado al tejido social de los guatemaltecos. Este 
tipo de hechos no deben repetirse».
En concreto el expresidente guatemalteco fue condenado por acabar con 
la vida de 1.771 indígenas ixiles, el desplazamiento de otros 29 000 y la viola-
ción sistemática de mujeres por tropas bajo sus órdenes.
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A pesar de este importante paso hacia el restablecimiento de la justicia en el 
territorio guatemalteco, el Tribunal Constitucional guatemalteco el 21 de mayo 
de 2013 anuló dicha sentencia por irregularidades durante el proceso judicial. 
Por esta razón el caso se encuentra paralizado, el exdictador regresó a prisión en 
régimen preventivo a la espera de que las autoridades judiciales se pronuncien 
sobre la posibilidad de celebrar un nuevo juicio.
5.5.  EL CASO COUSO: VIOLACIÓN DEL IV CONVENIO DE GINEBRA 
SOBRE PROTECCIÓN DE CIVILES EN TIEMPOS DE GUERRA
A través de este asunto se logró tratar, delante de los órganos judiciales españoles, 
temas ligados a los actos de guerra, en particular, la violación de los Convenios 
de Ginebra de 12 de agosto de 1949 que imponen la protección de las personas 
civiles incluso en tiempos de guerra.
Como hemos visto en los capítulos anteriores, las normativas internacionales, 
consuetudinarias o convencionales, dan facultad a los Estados de ejercer la juris-
dicción penal universal en relación a los crímenes internacionales. En otras pala-
bras, las normas internacionales prevén: «La capacidad de un Estado de someter a 
sus propias leyes unos hechos respecto de los cuales carece de cualquier vínculo 
de conexión y la atribución a sus tribunales de la capacidad –que puede estar o no 
sujeta a restricciones– de conocer de los mismos» (Pigrau i Solé, 2009: 24).
Como explica el profesor Solé, el único caso en el que las normas de de-
recho internacional parecen imponer a los Estados la obligación del ejercicio 
de la jurisdicción penal universal es el de los Convenios de Ginebra, normas de 
derecho humanitario destinadas a imponer el enjuiciamiento de los presuntos 
responsables de crímenes de guerra. No debemos olvidar el hecho de que en 
la práctica esa obligación general de proceder penalmente a través de la justicia 
universal no se cumple porque los Estados no consideran obligatorio el ejercicio 
universal de su jurisdicción represora para esta tipología de crimen.
Pasando al análisis del caso, la denuncia presentada se sustentó sobre las vio-
laciones del IV Convenio de Ginebra que prescribe la protección de las personas 
civiles incluso durante un conflicto armado. A norma de este artículo se prevé:
Artículo 4 - Definición de las personas protegidas
El presente Convenio protege a las personas que, en cualquier momento y 
de la manera que sea, estén, en caso de conflicto o de ocupación, en poder de 
una parte en conflicto o de una potencia ocupante de la cual no sean súbditas.
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Este caso parte de una querella presentada en mayo de 2003 32, en contra de 
los militares norteamericanos implicados en la muerte de José Couso, periodista 
de la cadena de televisión española Telecinco, en Irak, por los hechos ocurridos 
en el ataque al Hotel Palestina realizados por parte de las fuerzas armadas nor-
teamericanas en contra de los civiles que estaban en el hotel durante el ataque.
Los crímenes fueron calificados como de guerra y asesinato con argu-
mentación jurídica basada en el Estatuto de la Corte Penal Internacional cuyo 
artículo 8.2 establece que se considera crimen de guerra: «a) Infracciones graves 
de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquiera de los 
siguientes actos contra personas 33 o bienes protegidos por las disposiciones del 
Convenio de Ginebra».
Entre las conductas sancionadas penalmente por el Estatuto de Roma en-
contramos:
matar intencionalmente; destruir bienes y apropiarse de ellos de manera no 
justificada por necesidades militares, a gran escala, ilícita y arbitrariamente; 
dirigir intencionalmente ataques contra la población civil en cuanto tal o 
contra civiles que no participen directamente en las hostilidades; dirigir in-
tencionalmente ataques contra objetos civiles, es decir, objetos que no son 
objetivos militares.
Después de que en julio de 2003 el Juzgado Central de Instrucción nº 5 de 
la Audiencia Nacional declarase nulo el archivo de la causa y remitiese los actos 
al Juzgado Central de Instrucción nº 1 en octubre de 2005, el juez instructor 
dictó orden de búsqueda y captura internacional contra tres militares nortea-
mericanos implicados en el ataque al hotel. Pero, como hemos podido ver en el 
caso anterior, relativo a las graves violaciones de derecho internacional cometi-
das en Guatemala, también en este caso se inició un importante debate entre la 
doctrina y la jurisprudencia, interna e internacional, sobre la competencia de la 
jurisdicción española para poder juzgar crímenes de guerra.
A nivel judicial interno, el debate se caracterizó por las diferentes posturas 
del Fiscal, de la Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo. De hecho, el Mi-
32 La querella fue presentada por la madre y los tres hermanos de José Couso, cámara de Telecinco, 
ante el Juzgado Central de Instrucción de la Audiencia Nacional, contra tres miembros de la 
Tercera División de Infantería del Ejército de Estados Unidos, por considerarlos «responsables del 
ataque al Hotel Palestina».
33 Cabe recordar que el artículo 79 de la Convención de Ginebra establece que los periodistas que 
realicen misiones profesionales peligrosas en la zona de conflicto armado serán consideradas per-
sonas civiles y añade que deberán ser protegidas como tales.
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nisterio Fiscal no apoyó la competencia de la jurisdicción española. Además, la 
Sala Segunda de lo Penal de la Audiencia Nacional no reconoció la jurisdicción 
española y ordenó el archivo del caso en 2006 argumentando no haber encon-
trado existencia de dolo al tratarse de un acto de guerra. Sin embargo, esta deci-
sión fue revocada por el Tribunal Supremo, con decisión de 2006. Este tribunal 
afirmó la necesidad de investigar sobre los hechos.
En consecuencia del pronunciamiento del Tribunal Supremo, en 2007, el 
juez instructor dictó auto de procesamiento por los delitos en contra de la 
comunidad internacional, contra los imputados, miembros de las fuerzas nor-
teamericanas, Thomas Gibson, Philip Wolford, y Philip de Camp. Los tres mi-
litares eran considerados implicados en los disparos contra el hotel en el que se 
encontraba Couso, que, a causa de estos disparos, murió en ese lugar donde se 
hospedaba junto al resto de la prensa internacional.
Como informa el libro relativo a la justicia universal para crímenes inter-
nacionales de Olle Sesé (2008: 75), el magistrado instructor, Santiago Pedraz 
Gómez, en auto de procesamiento afirma que:
Los procesados conocían que el Hotel Palestina era y se encontraba en 
zona civil y no era un objetivo militar. [...] El disparo efectuado desde el 
carro de combate que ocasionó la muerte del Sr. Couso se constituiría como 
ataque, represalia o acto de amenaza de violencia con la finalidad de aterro-
rizar a los periodistas, máxime si como se señala el mismo día se dirigieron 
ataques a las cadenas televisivas al Yazira y Abu Dhab.
A pesar de todas las investigaciones llevadas a cabo por el juez instructor, 
en octubre de 2009 34, la Audiencia Nacional dictó el sobreseimiento provisional 
del caso, con el voto particular en contra hecho por la magistrada Clara Eugenia 
Bayarri García 35. Esta decisión se sustentó sobre las tesis exculpatorias –al tratarse 
notoriamente de un acto de guerra y que por lo tanto, a juicio de este órgano, 
estaba exento de jurisdicción por parte de los tribunales españoles– utilizadas 
por la Sala Segunda en 2008. Este pronunciamiento fue recurrido ante el Tribu-
34 Audiencia Nacional Sala de lo Penal, Sección Tercera, Rollo de la Sala nº 34/07, Sumario Ordi-
nario 27/07, Juzgado Central de Instrucción nº 1, 22 de octubre de 2009.
35 Voto particular en contra, hecho por la magistrada Clara Eugenia Bayarri García, en el que la 
magistrada afirma que ocurrió un incumplimiento de la sentencia del Tribunal Supremo de 11 de 
diciembre de 2006 que contemplaba la competencia de la justicia española para investigar el ase-
sinato de José Couso y ordenaba reabrir el caso: http://josecouso.info/wp-content/docs/img620.
pdf.
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nal Supremo que revocó el sobreseimiento en 2010 decretado por la Audiencia 
Nacional en cuanto los delitos pudieran ser constitutivos de crímenes contra la 
comunidad internacional.
A raíz de estos acontecimientos, el 29 de julio de 2010, el Juzgado Central 
de Instrucción nº 1, del juez Pedraz, emite un auto ordenando nuevamente la 
búsqueda y captura e ingreso en prisión a efectos de extradición de los militares 
norteamericanos (sargento Thomas Gibson, capitán Philip Wolford y teniente 
coronel Philip de Cam) y emite las oportunas órdenes internacionales de deten-
ción. En el mismo auto el juez libró una comisión rogatoria a Estados Unidos 
reclamando copias de los documentos inherentes a la investigación y ordenó 
tomar declaraciones a los imputados.
Durante 2011 y 2012 el caso tomó notoriedad, luego de la divulgación 
ilegal de algunos documentos diplomáticos secretos de la embajada de los Esta-
dos Unidos en España. Estos documentos, publicados por WikiLeaks, contienen 
informaciones importantes sobre el proceso por el asesinato de Couso. En ellos 
se afirma que el Gobierno español estuvo involucrado en las investigaciones, 
implicando su responsabilidad al fin de evitar que los tres militares acusados del 
asesinado pudieran ser procesados.
En enero de 2011 el juez Pedraz decidió ir a Bagdad para investigar el caso 
reconstruyendo sobre el terreno la muerte de Couso. Con base a esto, el 4 de 
octubre de 2011 36 la Audiencia Nacional emitió un auto de procesamiento ba-
sado en los siguientes argumentos jurídicos:
1. La previsión en el Código Penal español de los delitos contra la comu-
nidad internacional, contra personas y bienes protegidos durante un con-
flicto armado.
2. Las fuerzas militares norteamericanas tenían conocimiento de que el 
Hotel Palestina era y se encontraba en zona civil y no podía ser objetivo mi-
litar, y que, además, estaba ocupado por población civil y periodistas; según 
se sigue en los testimonios y documentación en la causa.
3. Existen indicios racionales para tener como autores de dichas infrac-
ciones criminales al sargento Thomas Gibson, al capitán Philip Wolford y al 
teniente coronel Philip de Camp, dada la actuación concreta de cada uno 
de los imputados (orden, autorización, disparo) determinada en base a sus 
propias explicaciones dadas en medios de comunicación y documental que 
obra en actuaciones.
36 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 1, Sumario 27/2007, auto de procesa-
miento, 4 de octubre de 2011.
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Es evidente el empeño mostrado por el juez Pedraz para seguir con la cau-
sa, además, como explicó el abogado de la familia Couso en marzo de 2013 37, los 
avances en la causa han sido posibles por el empeño de la acusación particular 
de la familia Couso y el compromiso con la justicia del juez Pedraz, también 
teniendo en cuenta las muchas dificultades y oposiciones que ellos han tenido a 
lo largo de los 10 años de batalla. Siendo la última de las dificultades la reforma 
de la jurisdicción universal operada con base en la Ley Orgánica 1/2014, con la 
que se quiere acabar con la persecución de crímenes internacionales en España.
De hecho, hoy siguen vigentes las órdenes de búsqueda y captura dictadas 
a pesar de la reforma de 2014, que obligaría al juez a sobreseer la causa hasta 
que se demuestre el respeto a los requisitos previstos en la ley 1/2014. El juez 
Pedraz dictó, el 17 de marzo de 2014, un auto en el que se afirma que no apli-
cará la reforma en cuanto esta última es directamente contraria a los convenios 
internacionales ratificados por España, entre ellos, los Convenios de Ginebra y 
los Protocolos adicionales sobre los crímenes de guerra.
5.6.  EL CASO SÁHARA: GENOCIDIO CONCURRENTE CON ASESINATOS, 
LESIONES Y TORTURAS
Un caso que sin lugar a dudas tiene gran relevancia interna e internacional es 
el caso relativo al genocidio, y otras graves violaciones al derecho internacio-
nal, cometidas en el territorio del hoy Sáhara Occidental en los años setenta y 
ochenta. Este asunto tiene una connotación diferente de los otros previamente 
tratados debido a que el Sáhara fue una colonia y posteriormente una provincia 
española, con el nombre de Sáhara Español. En este caso se habla de una fuerte 
conexión entre los dos territorios debido a que, como afirmaron dos fiscales de 
la Audiencia Nacional, Pedro Rubira y José Perals en abril de 2014, España «si-
gue siendo, de iure, aunque no de facto, la potencia administradora» y que se trata 
de un «territorio no autónomo sometido a un proceso de descolonización pues 
el referéndum aún no se ha celebrado».
Antes de analizar el caso podemos reflexionar sobre cuál jurisdicción en 
el momento actual podría perseguir eficazmente los crímenes y si existe otro 
foro competente donde las víctimas saharauis puedan pedir verdad, justicia y 
37 Sobre este tema véase los reportajes en ArgenPress (Parte I-II-III-IV): avanza la causa contra ase-
sinos del Hotel Palestina, con la oposición del PP y PSOE: http://josecouso.info/2013/03/.
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reparación por los crímenes internacionales cometidos en su contra. Para em-
pezar, podemos ver en la documentación aportada por las víctimas y las aso-
ciaciones pro derechos humanos en la querella presentada ante la Audiencia 
Nacional que en Marruecos no se efectuaron investigaciones efectivas sobre 
los hechos objetos de la misma. Pasando a la Corte Penal Internacional, corte 
con carácter permanente creada con la finalidad de conocer de crímenes de 
genocidio, de lesa humanidad, de guerra y de agresión, podemos ver que este 
órgano no resulta competente para conocer los delitos cometidos en terri-
torio saharaui por dos razones: la primera es que Marruecos no es parte del 
Estatuto de Roma, y la segunda concierne al hecho de que la Corte puede 
intervenir solo por crímenes cometidos después de la entrada en vigor de su 
Estatuto, en 2002.
En este caso el ejercicio de la jurisdicción universal española se fundamenta 
en la imposibilidad de llevar el asunto a un foro diferente y concurrente. De 
hecho, se podría hablar de un foro necessitatis para las víctimas y en contra de la 
impunidad de las graves violaciones a los derechos humanos.
Pasando a los hechos objetos de la querella, en 1976, después de la Marcha 
Verde de Marruecos sobre el territorio saharaui, España lo abandonó. Desde 
ese momento comenzaron los enfrentamientos entre Marruecos y la República 
Árabe Saharaui Democrática para establecer la soberanía de este territorio que 
tomó el nombre de Sáhara Occidental. Sin embargo, según el derecho interna-
cional, este territorio sigue en manos de España. Por esta razón, se piensa que, 
por los crímenes cometidos en ese lugar, España es también responsable, por 
haber abandonado el territorio sin garantizar la seguridad a los civiles que allí 
se encontraban.
La querella fue presentada por asociaciones en defensa de derechos hu-
manos el día 14 de septiembre de 2006 contra trece personas. Entre ellos se 
encontraban gobernantes, militares y otras autoridades marroquíes. Todos estos 
sujetos, que en el momento de los hechos tenían cargos importantes relativos al 
mantenimiento del orden en este territorio, fueron considerados responsables 
del delito de genocidio, así como asesinato, lesiones y torturas, contra ciudada-
nos saharaui entre 1976 y 1988.
En los últimos años, muchas han sido las denuncias de los activistas pro 
derechos humanos que se han hecho portavoces de la masacre en este territorio; 
en particular los activistas Isabel Terraza y Antonio Velázquez han resaltado la 
situación de este país, recontando los hechos ocurridos durante el periodo en 
que los militares de Marruecos y las fuerzas de seguridad de Rabat empezaron 
la ocupación del territorio.
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Los activistas han afirmado que los hechos que se estaban verificando en 
el Sáhara deberían considerarse como una grave emergencia internacional, una 
masacre contra los civiles en el Sáhara, que podría ser resuelta solo a través de la 
ayuda de toda la comunidad internacional.
En la querella, admitida a trámite por el juez Garzón en octubre de 
2007 38,  el juez declara: «ACEPTAR la competencia para la instrucción de los 
hechos denunciados y presunto delito de genocidio y torturas, INCOÁN-
DOSE Diligencias Previas, que se registrarán con el número de orden que 
proceda y dando cuenta de su incoación al Ministerio Fiscal». Por lo referente 
a las diligencias previas el juez pidió a Marruecos, en comisión rogatoria, que 
le informara de si los hechos objeto de querella estaban siendo investigados 
por la justicia marroquí o sobre la existencia de un procedimiento penal con-
tra los querellados, además de establecer la identidad de las víctimas y el lugar 
en el que estuvieran enterradas. Esto en cuanto la jurisdicción española se 
calificaba como subsidiaria a las otras jurisdicciones nacionales de otros Esta-
dos. Además, en los criterios para la aplicación del principio de jurisdicción 
universal en España, previstos en la ley nº 6/1985, sobre el poder judicial, se 
prevé que si en un Estado, en el que se cometieron los crímenes, se inician los 
procedimientos, estos tienen la primacía sobre los eventuales procedimientos 
abiertos en España.
Esta admisión a trámite ha sido considerada un hecho muy importante, en 
cuanto se podría llevar a cabo un procedimiento que tiene como fin establecer 
la verdad histórica de los hechos cometidos y determinar las responsabilidades 
de las personas implicadas en ellos, en particular por las graves violaciones de 
los derechos humanos, las torturas y el genocidio en contra de la población del 
Sáhara Occidental. Cabe recordar que entre los querellados se encontraba el 
general Hosni Benslimane, jefe de la Gendarmería Real Marroquí que fue ga-
lardonado por España con la Gran Cruz de Isabel la Católica en 2005.
Desde la diligencia se han practicado diferentes declaraciones testificales de 
víctimas denunciantes de los delitos, principalmente de víctimas de tortura. Las 
víctimas son activistas o gente común, detenidas y desaparecidas por las fuerzas 
militares. Se cuentan más de 542 desaparecidos, de los que la mayoría conta-
ba con documento nacional de identidad que le acreditaba como español. La 
querella añadía que la invasión y masacre contra el pueblo saharaui se prolongó 
38 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 5, diligencias previas proc. abreviado 
362/2007, auto de 30 de octubre de 2007.
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durante 16 años, tiempo en el que sus integrantes fueron sometidos a la domi-
nación de una potencia extranjera.
El procedimiento sigue en curso y se ha solicitado la colaboración de Arge-
lia, país en el que actualmente viven varios testigos-víctimas, para que conteste a 
la petición de comisión rogatoria con el fin de tomar las declaraciones de estas 
personas.
Junto a la cuestión relativa a los crímenes, en los últimos años este asunto 
ha interesado a la doctrina internacional debido a otra cuestión. La pregunta 
que la doctrina se está haciendo es: ¿los actos perpetrados bajo la dominación 
extranjera impiden también el ejercicio del derecho a la libre determinación del 
pueblo del Sáhara, implicando con ello una denegación de los derechos huma-
nos fundamentales?
El derecho a libre determinación es el derecho de un pueblo a decidir sus 
propias formas de gobierno, perseguir su desarrollo económico, social y cultural 
y estructurarse libremente, sin injerencias externas, de acuerdo con el principio 
de igualdad.
En el ámbito internacional ha sido declarado norma de jus cogens, norma 
imperativa que no permite derogaciones para su aplicación. La libre determi-
nación está recogida en algunos de los documentos internacionales más im-
portantes, como la Carta de las Naciones Unidas o los pactos internacionales 
de derechos humanos, aunque no en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos. También se encuentra presente en numerosas resoluciones de la 
Asamblea General de la ONU, por ejemplo, en la resolución 1514 de diciem-
bre de 1960.
Sobre esta cuestión, relativa al territorio del Sáhara, se ha expresado la Cor-
te Internacional de Justicia,
The UN Legal Affairs Department reaffirmed and confirmed the 1975 
veredict of the International Court of Justice on the Western Sáhara issue:
1. «Spanish Sáhara was included in 1963 in the list of Non-Self-Gover-
ning Territories under Chapter XI of the Charter (A/5514, Annex III)... In a 
series of General Assembly resolutions on the Question of Spanish/Western 
Sáhara, the applicability to the territory of the Declaration on the Granting 
of independence to Colonial Countries and Peoples (General Assembly re-
solution 1514 (XV) was reaffirmed». (§5)
2. «The Madrid Agreement [1975] did not transfer sovereignty over the 
territory, nor did it confer upon any of the signatories the status of an ad-
ministering Power, a status which Spain alone could not have unilaterally 
transferred». (§6)
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3. «The transfer of administrative authority over the territory to Morocco 
and Mauritania in 1975, did not affect the international status of Western 
Sáhara as a Non-Self-Governing Territory» 39. (§6)
Desde entonces, la cuestión relativa al estatus como independiente quedó 
abierta, más esto no significa que los delitos cometidos pueden quedarse sin 
juicio, garantizando a los responsables la más amplia impunidad.
Como hemos afirmado por los otros casos, en los próximos meses se debe-
rá evaluar los efectos de la Ley de Reforma 1/2014, que introduce limitaciones 
y nuevos requisitos para el ejercicio de la jurisdicción universal en territorio 
español. En la Disposición Transitoria se establece el sobreseimiento de las causas 
abiertas en las que no concurran una serie de requisitos. Ahora se deberán mirar 
con atención los requisitos previstos por el crimen de genocidio también si en 
este caso nadie duda de la conexión absoluta existente entre el Sáhara Occiden-
tal y España debido a que actualmente España sigue siendo la entidad adminis-
tradora de un territorio en vía de descolonización en el que no se ha celebrado 
el referéndum para la independencia.
5.7. EL CASO GUANTÁNAMO: REFLEXIONES PRELIMINARES
He considerado oportuno abordar el tema ligado al caso Guantánamo debido a 
que es muy interesante, reciente y al mismo tiempo está ligado al debate actual 
sobre la guerra contra el terrorismo. La pregunta que nace es: ¿en qué consiste 
esta guerra contra el terrorismo? En la práctica, este concepto ha sido utilizado 
por parte de algunos Estados para justificar el ataque en contra de otros Estados 
que podrían amenazar la seguridad mundial, llegando también a justificar actos 
39 [Traducción de la autora]: «El Departamento de Asuntos Legales de la ONU (S/2002/161) rea-
firmó y confirmó el veredicto de 1975 de la Corte Internacional de Justicia sobre la cuestión del 
Sáhara Occidental: 1. “El Sáhara español fue incluido en 1963 en la lista de territorios no autóno-
mos de los territorios en virtud del Capítulo XI de la Carta (A/5514, anexo III). En una serie de 
resoluciones de la Asamblea General sobre la cuestión del Sáhara español/Occidental, la aplicabili-
dad en el territorio de la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos 
coloniales (resolución 1514 (XV) se reafirmó”. 2. “El Acuerdo de Madrid [1975] no transfirió la 
soberanía sobre el territorio, ni confirió a ninguno de los signatarios la condición de potencia ad-
ministradora, condición que España por sí sola no podía haber transferido unilateralmente”. 3. “La 
transferencia de autoridad administrativa sobre el territorio a Marruecos y Mauritania en 1975 no 
afectó a la condición internacional del Sáhara Occidental como territorio no autónomo”».
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que parecen más una suerte de venganza que de legítima defensa de los intereses 
estatales fundamentales.
Como se sabe, el derecho internacional prevé el uso legítimo de la fuerza, 
en respuesta a un ataque armado que pueda perjudicar las prerrogativas propias 
de un Estado, sus órganos o los derechos y las libertades de su población civil. 
Esto es explicado por el profesor Attila Tanzi, quien, analizando la sentencia de 
la Corte Internacional de Justicia del 1986 (causa Nicaragua contra los Estados 
Unidos sobre el deniego del uso de la fuerza armada en las relaciones interna-
cionales), argumentó que la prohibición del uso de la fuerza encuentra algunos 
límites, entre ellos, la legítima defensa.
Según la norma del artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas se prevé:
Nothing in the present Charter shall impair the inherent right of indivi-
dual or collective self-defence if an armed attack occurs against a Member of 
the United Nations, until the Security Council has taken measures necessary 
to maintain international peace and security. Measures taken by members 
in the exercise of this right of self-defence shall be immediately reported 
to the Security Council and shall not in any way affect the authority and 
responsibility of the Security Council under the present Charter to take at 
anytime such action as it deems necessary in order to maintain or restore 
international peace and security 40.
En sustancia, la legítima defensa es una de las causas que excluyen la ilicitud 
de las violaciones de derecho internacional. Un hecho que sería ilícito, como el 
uso de la fuerza en las relaciones internacionales, se convierte en lícito cuando 
está presente la causa que excluya su ilicitud como la auto tutela armada (Tanzi; 
2013: 445). En cualquier caso, las acciones en contra del derecho humanitario 
son ilícitas también si son actuadas bajo la legítima defensa.
Ahora bien, si la legítima defensa está garantizada por la tutela de la inte-
gridad de los Estados, de sus valores e intereses, y por la protección de los ciuda-
danos como respuesta a un ataque armado, Tanzi se pregunta si, en el momento 
40 [Traducción de la autora]: «Nada en la Carta menoscabará el derecho inherente a la legítima de-
fensa individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un miembro de la Naciones Unidas, 
hasta que el Consejo de Seguridad haya tomado las medidas necesarias para mantener la paz y la 
seguridad internacionales. Las medidas adoptadas por los miembros en ejercicio de este derecho 
de legítima defensa serán comunicadas inmediatamente al Consejo de Seguridad, y no afectará en 
modo alguno la autoridad y responsabilidad del Consejo conforme a la presente Carta para ejercer 
en cualquier momento la acción que estime necesaria con el fin de mantener o restaurar la paz y 
la seguridad internacionales».
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actual del desarrollo del derecho internacional, se puede o no hablar de legítima 
defensa preventiva; preventiva en el sentido de legitimar actos que no son di-
rectos a la defensa inmediata de un interés estatal, sino a la lucha de las formas 
de amenazas futuras a estos intereses. La llamada guerra contra el terrorismo, de 
hecho, prevé la utilización de cualquier medio, incluyendo el ataque armado, en 
contra de enemigos considerados terroristas y que por lo tanto podrían amena-
zar la paz y la seguridad de un Estado.
Las preguntas que surgen son: ¿estos actos pueden ser considerados le-
gítimos a la luz del hecho de que no hay una efectiva amenaza a la paz y a la 
seguridad de un Estado? Si es así, bajo la condición de la lucha contra el te-
rrorismo, ¿los derechos humanos podrían ser objeto de una restricción contra 
los enemigos?
Todas estas preguntas nos han llevado a tomar en consideración una teoría 
de filosofía del derecho que se ocupa de los derechos humanos y de la llamada 
guerra justa. Muchos autores se preguntan si efectivamente existe esta tipología 
de guerra que pueda ser justificada.
En su libro sobre el derecho de gentes, jus gentium, Rawls (2001) ofrece un 
análisis de lo que en los últimos años ha sido llamado derecho a una guerra justa. 
Para poder entender el estudio que el autor hizo sobre este principio, es necesa-
rio partir del concepto de derecho de gentes que utiliza. Por derecho de gentes 
él entiende una concepción política de la equidad y la justicia que se aplica a 
los principios y a las normativas de derecho internacional y su práctica. Ahora 
bien, partiendo de este concepto, Rawls habla de sociedad de los pueblos para 
referirse a todos aquellos pueblos que siguen los ideales y principios del derecho 
de gentes en sus relaciones recíprocas.
A través de sus palabras: «El derecho de gentes aspira a presentar como 
posible una sociedad mundial de pueblos liberales y decentes». (Rawls, 2001: 
16). Ningún Estado tiene derecho a la guerra para la realización de sus intereses; 
sin embargo, el derecho de gentes reconoce el derecho a la guerra en defensa. 
Esto significa que hay algunos criterios y requisitos para evaluar e interpretar las 
acciones de los Estados que utilizan este derecho para proteger y preservar las 
libertades básicas de los ciudadanos u otros intereses nacionales que involucran 
la supervivencia del mismo Estado.
El autor en su libro enumera algunos principios fundamentales de restric-
ción en la conducción de la guerra, que pueden ser resumidos de esta manera:
1. El fin de una guerra justa es una paz justa y duradera entre los pueblos.
2. La guerra será considerada justa solo si es hecha contra Estados cuya 
política exterior amenace la seguridad y las instituciones libres de otros Estados.
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De lo anterior se desprende que una guerra hecha por fines económicos y 
políticos debería ser ilegítima. Además, el autor siempre se basa en el concepto 
de guerra en defensa de la propia seguridad y de los derechos y libertades fun-
damentales.
3. En la conducción de la guerra se deberá distinguir entre: los dirigentes y 
los funcionarios de un Estado, sus soldados y su población civil.
Una reflexión que se puede hacer sobre esta distinción es que los ataques a 
la población civil deberán ser considerados como ilegítimos, no justificados, no 
siendo esta última involucrada en la preparación y organización de un conflicto, 
y por lo tanto no se puede considerar como responsable del mismo.
4. En la conducción de los actos de guerra se deberán respetar, en la medi-
da de lo posible, los derechos humanos de los miembros de las fuerzas armadas 
enemigas.
De hecho, según la teoría del derecho de gentes, el enemigo tiene este 
derecho.
5. En sus declaraciones y sus actos, los gobernantes, que hablan en nombre 
de los pueblos, deben prefigurar el tipo de paz y de relaciones que buscan.
6. Finalmente, los medios más eficaces para alcanzar el fin deben tener un 
papel restringido en la evaluación de las acciones o las políticas.
Resumiendo, de acuerdo con la teoría de Rawls, podemos decir que la 
guerra puede ser justificada solo en defensa de los intereses y prerrogativas fun-
damentales para la vida de un Estado. En todo caso, los derechos humanos deben 
ser respetados y garantizados. No pueden sufrir restricciones o limitaciones en 
contra de los enemigos.
5.7.1.  El caso Guantánamo: crímenes contra las personas y bienes protegidos 
en caso de guerra y otros delitos
Después de estas reflexiones, el caso Guantánamo, relativo a los crímenes 
contra las personas y bienes protegidos en caso de guerra, torturas y otras viola-
ciones de los derechos humanos, se presenta seguramente muy interesante.
Con la querella, impulsada por cuatro abogados, Gonzalo Boyé, Isabel El-
bal, Luis Velasco y Antonio Segura, con experiencia en causas de delitos contra 
la humanidad y de tortura, dirigida contra el Fiscal General de Estados Unidos, 
Alberto González, y otros cinco asesores jurídicos de la administración del ex-
presidente estadounidense George W. Bush, se abrió este asunto en abril de 2009 
ante la Audiencia Nacional por los crímenes antes mencionados. En particular se 
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imputó a estos la elaboración de un cuerpo de normas para privar de derechos 
fundamentales a los prisioneros de la base de Guantánamo; de establecer nuevas 
normas relativas a los interrogatorios que preveían torturas y otros malos tratos 
contra los prisioneros y finalmente la total impunidad de los militares, médicos 
y otros funcionarios de la base antes mencionada.
En sustancia, a los querellados se les imputó la responsabilidad de haber 
preparado un cuadro jurídico que permitió justificar actos de torturas y otros 
graves delitos en contra de las personas encarceladas en Guantánamo. La querella 
que, no obstante no fue dirigida directamente contra Bush, era directa contra 
el sistema que justificó actos ilícitos internacionales en la que la doctrina inter-
nacional de los últimos años tomó el nombre de «guerra contra el terrorismo».
Los acusados son Alberto González, asesor de Bush cuando se diseñó la 
nueva política y posteriormente fiscal general; David Addington, consejero del 
vicepresidente Dick Cheney; William J. Haynes, consejero del Departamento 
de Defensa, que dirigía Donald Rumsfeld; Douglas J.  Feith, subsecretario para 
asuntos legales de Defensa: Jay S. Bybee, asistente del fiscal general, y John Yoo, 
otro asistente jurídico del primer gobierno de Bush, el que creó Guantánamo.
El 4 de mayo de 2009 el Juzgado Central de Instrucción nº 6 de la Au-
diencia Nacional acordó una serie de diligencias y abrió una comisión rogatoria 
a Estados Unidos con el fin de saber, de las autoridades estadounidenses, si en 
este país los crímenes mencionados estaban siendo investigados o perseguidos.
La demanda a la comisión rogatoria no tuvo una respuesta hasta 2011. En 
marzo de este mismo año, el Gobierno de Estados Unidos solicitó a la Audien-
cia Nacional cerrar su investigación sobre los delitos en contra de las personas 
y bienes protegidos en caso de guerra, torturas y otras graves violaciones de los 
derechos humanos, en la base militar de Guantánamo.
El gobierno americano pidió que estos casos pasaran a los tribunales na-
cionales de su país, los únicos competentes para poder juzgar estos crímenes, en 
cuanto que se verificaron sobre el territorio americano. Al mismo tiempo, aseguró 
luchar contra la impunidad por esta tipología de ilícitos internacionales y que por 
lo tanto empezaría las investigaciones para restablecer la verdad de los hechos ocu-
rridos y las relativas responsabilidades de las personas involucradas en ellos.
El 13 de abril de 2011 41, el Juzgado Central de Instrucción nº 6 acordó la 
inadmisión de la querella presentada, el sobreseimiento provisional y el archivo 
41 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 6, Diligencias Previas Proc. Abreviado 
134/2009, auto del 13 de abril de 2011, en: https://docs.google.com/a/uji.es/file/d/0ByBM8_
x9YdxiX3BCQkhKRlhKN2M/edit.
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de las actuaciones judiciales previas. Este tribunal fundamentó su decisión en la 
aplicación del principio de subsidiariedad para que los tribunales estadouniden-
ses pudieran conocer los hechos.
Como hemos visto a lo largo del cuarto capítulo de este trabajo, la ley 
española prevé la regla de la subsidiariedad de la jurisdicción ejercitada por los 
tribunales nacionales por la que solo permite abrir un caso por delitos en el ex-
tranjero si los hechos denunciados no se indagan en el país en que se produjeron. 
La problemática del criterio de subsidiariedad reside en la imposibilidad práctica 
de poder demostrar la imparcialidad e independencia de los órganos judiciales 
extranjeros, como en este caso son los tribunales estadounidenses. No se puede 
controlar y establecer con certidumbre que sus actuaciones judiciales no tengan 
el único fin de dejar impunes a los sujetos involucrados en los hechos.
En marzo de 2012 42, después de que los demandantes interpusieron un 
recurso de apelación, el Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional 
confirmó el archivo, conforme al pronunciamiento del Tribunal Supremo que el 
20 de diciembre de 2012 43 inadmitió los recursos de casación. Contra este pro-
nunciamiento, las acusaciones populares presentaron un recurso de amparo ante 
el Tribunal Constitucional. Actualmente el procedimiento se encuentra parado 
y a la espera de la resolución del Tribunal Constitucional.
La noticia de las lesiones sufridas por las víctimas, consideradas como pre-
suntos terroristas en Guantánamo, sin posibilidad de tener un abogado y sin un 
proceso que efectivamente imputaba la responsabilidad de actos de terrorismo, 
causó un gran revuelo internacional. Después del 11 de septiembre de 2001, 
bajo un ideal de guerra justa al terrorismo, nació una política estatal que, en 
violación de los derechos humanos y de muchos convenios internacionales que 
prevén normas para la protección y los derechos de las personas, está dirigida a 
sancionar con cualquier medio, lícito o ilícito, los actos de terrorismo.
Esto seguramente no puede ser aceptado y debe ser sancionado; por esta 
razón los tribunales americanos tendrán un importante papel, debiendo juzgar 
a sus propios militares, y no pudiendo privilegiar otros intereses sobre los de 
justicia y represión de dichas conductas y reparación a las víctimas.
42 Sala de lo Penal, Audiencia Nacional, Pleno, EXP 14/2011, APELACION 148/2011, Diligencias 
Previas 134/2009, Juzgado Central de Instrucción 3, auto de 23 de marzo de 2012, en: https://
docs.google.com/a/uji.es/file/d/1YaZNY04CWT3vvAchGaGehaNgPdkGWs0vGaTL1oJe4P
XAgVMDv8gABDXdGreG/edit.
43 Tribunal Supremo Sala de lo Penal, auto 1916/2012, Recurso Casación nº 1133/2012, auto de 20 
de diciembre de 2012, en: https://docs.google.com/a/uji.es/file/d/0ByBM8_x9YdxiRnFVTD-
JtZTg5bDg/edit.
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5.7.2.  El caso Guantánamo: torturas y malos tratos contra detenidos españoles 
o con vínculo de conexión con España
No menos importante resulta el procedimiento abierto con la querella en 
2009 relativa a los malos tratos y torturas perpetrados contra prisioneros de la 
prisión de Guantánamo. Los querellantes, Abdul Latif al Banna, Omar Deghayes, 
Hamed Abderrahman Ahmad y Lahcen Ikassrien, denunciaron hechos crimina-
les ocurridos entre 2002 y 2005, después de haberse producido su detención y 
durante todo el tiempo en que estos últimos se encontraron bajo custodia de las 
autoridades estadounidenses.
Los delitos fueron clasificados por el Juzgado Central de Instrucción nº 5 
de la Audiencia Nacional como tortura y contra la integridad moral, en con-
curso con uno o varios delitos contra las personas y bienes protegidos en caso 
de conflicto armado; en concreto, lo relativo a prisioneros de guerra y personas 
civiles.
A través del auto de 27 de abril de 2009 44 se admitió a trámite la querella:
Según parece desprenderse de los documentos desclasificados por la 
Administración norteamericana, mencionados en medios de comunica-
ción, y, sin constancia, en este momento en la causa, por lo que deberán 
solicitarse, se ha relevado ahora lo que antes se intuía: un plan autorizado 
y sistemático de tortura y malos tratos sobre personas privadas de libertad 
sin cargo alguno y sin los elementales derechos de todo detenido, marca-
dos y exigidos por las convenciones internacionales aplicables. Este plan 
sistemático configura la posible existencia de una acción concertada para 
la ejecución de una multiplicidad de delitos de torturas contra las personas 
privadas de libertad en Guantánamo y otras prisiones [...]. Bien pudiera 
decirse que Guantánamo es un verdadero «limbo» en la Comunidad Jurí-
dica que queda definida por una multitud de tratados y convenciones fir-
mados por la comunidad internacional, constituyendo un acabado ejemplo 
de lo que alguna doctrina científica ha definido como «Derecho Penal del 
Enemigo». Este derecho penal del enemigo opuesto al derecho penal de 
los ciudadanos quedaría reservado para aquellos a los que se considerarían 
responsables de atacar o poner en peligro las bases de la convivencia del 
Estado de Derecho [...].
44 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 5, auto de 27 de abril 2009, en: https://
docs.google.com/a/uji.es/file/d/1f6k8cNjMrddDkN7SHezr7-0-vFs69ne_ziI Ip3iWrFJYPvXa-
aPllCONTRAQGnol/edit.
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En consideración del artículo 23 párrafo 4, modificado a través de la Ley 
Orgánica nº 1/2009, el 13 de noviembre de 2009 el fiscal interpone recurso de 
apelación contra el auto de 27 de abril de 2009 45, con lo que se admitió a trá-
mite la querella antes mencionada:
de conformidad con la Ley Orgánica 1/2009 de noviembre (BOE 4 de no-
viembre de 2009) que da nueva redacción a los apartados 4-5 del artículo 23 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no se cumplen los requisitos introdu-
cidos por la ley en el apartado segundo del citado artículo 23.4, por lo que, 
careciendo de jurisdicción, no es posible la admisión a trámite de la querella.
El 27 de enero de 2010 46 el Juzgado Central de Instrucción nº 5 dicta lo 
siguiente:
[...] Sin embargo, por una parte esta interpretación conduciría al absurdo 
de extender la jurisdicción española para todas las personas que han estado 
o están internadas en la Base Militar de Guantánamo, y por otra, la reforma 
legal es concluyente pues en el estado actual de la causa no es dable seguir 
el procedimiento sino por los delitos cometidos contra víctimas españolas, 
pero no por los cometidos contra víctimas extranjeras salvo que se constate 
algún vínculo relevante de conexión con España, que no concurre en el 
ámbito de este recurso, según se delimita en el Fundamento de Derecho 1 
del Auto del Pleno.
En abril de 2011 el Pleno de la Sala Penal desestimó el recurso confirman-
do la jurisdicción y competencia de la Audiencia Nacional. Finalmente, el 13 de 
enero de 2012 47 el Juzgado Central de Instrucción nº 5 emitió un auto donde 
se afirmó que no había constancia de un procedimiento que suponga una in-
vestigación y persecución efectiva en otro país competente o en el seno de un 
tribunal internacional:
45 Fiscalía de la Audiencia Nacional, diligencias previas 150 de 2009, Juzgado Central de Instrucción 
nº 5, en: https://docs.google.com/a/uji.es/file/d/0ByBM8_x9YdxiZmp4OE13XzZUTlk/edit.
46 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 5, diligencias previas 150/2009, auto de 
27 de enero de 2010; el auto 150/2009 se puede consultar en la página web: https://docs.google.
com/a/uji.es/file/d/1vu2n8wfFZnMk5RH9uRLIJ3EXmrWyGf6Riz4eE6B5WVY0yer5pWcY
z1yheVX/edit.
47 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 5, diligencias previas 150/2009, auto de 13 
de enero de 2012, en: https://docs.google.com/a/uji.es/file/d/0ByBM8_x9YdxiWk1hM1ZK-
S2JpbVE/edit.
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[...] Visto los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación,
DISPONGO
1. Afirmar la Jurisdicción española para la investigación y conocimiento 
de los hechos objeto de las presentes actuaciones.
2. Recabar informe del Ministerio Fiscal acerca de las personas contra 
quienes entienda pertinente dirigir la acción penal como presuntos respon-
sables de los hechos objeto de investigación. (Auto de 13 de enero de 2012, 
diligencias previas 150/2009-P, Juzgado Central de Instrucción nº 5, Au-
diencia Nacional Madrid, página 18)
En este último auto se ordenó además que se practicara el examen médico 
forense a los querellantes, y se reiteró la comisión rogatoria a Estados Unidos 
de América en 2009 para que las autoridades judiciales competentes en Esta-
dos Unidos informen: a) si existe alguna investigación judicial abierta en este 
país sobre los actos de tortura, tratos inhumanos y degradantes sufridos por los 
querellantes y si b) existe la posibilidad de que las víctimas impulsen tal investi-
gación. Hasta el momento en que se escribe, el proceso está parado por falta de 
cooperación de las autoridades estadounidenses.
5.8. EL CASO TÍBET
Una de las consecuencias más importantes, en el interior de España tras la sen-
tencia del Tribunal Constitucional español de 2005 en el caso Guatemala, ha 
sido que tras este pronunciamiento pudieron admitirse a trámite dos causas so-
bre crímenes internacionales que han visto involucrada a la República Popular 
China, cometidos en el Tíbet. Como explica Esteve Moltó (2008), la circuns-
tancia que se debe destacar de estos procesos ha sido que por primera vez se 
aplicó el principio de justicia universal en su sentido más absoluto. De hecho: 
«se ha estimado la competencia de los tribunales españoles en estos casos que no 
presentan ningún nexo de conexión nacional con el país de origen». Los casos 
abiertos fueron: el caso de delitos de lesa humanidad en el territorio tibetano y 
el caso de genocidio en el Tíbet.
Antes de adentrarnos en el análisis de los casos, resultan necesarias algu-
nas consideraciones previas. Como hemos explicado en los capítulos anteriores, 
para que pueda haber competencia de los órganos judiciales de un país tercero 
con el crimen, y bajo el principio de jurisdicción universal, hay que evaluar si 
efectivamente existe un foro más adecuado para que las víctimas puedan acudir 
a la justicia y determinar la responsabilidad relativa de las personas que resulten 
370 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
involucradas con los hechos. Sobre este aspecto hay que mencionar de forma 
sintética que, por el lado de la justicia territorial, en este caso ejercitada por los 
tribunales chinos, las víctimas encontraron siempre fuertes obstáculos para hacer 
valer sus pretensiones ante estos órganos. Ha sido sistemáticamente demostrado 
por los activistas, organizaciones de víctimas, de abogados y del mundo acadé-
mico que en China ha habido y hay un sistema que permite la total impunidad 
de los hechos considerados delictivos 48.
Del otro lado, si pensamos en la jurisdicción complementaria de la Corte 
Penal Internacional, tenemos que constatar que China y el Tíbet no son parte 
de su Estatuto. Además de esto, los hechos denunciados en la querella por el 
crimen de genocidio contra el pueblo tibetano son anteriores a 2002. Debido a 
ello, resulta prácticamente imposible una actuación de dicho órgano orientada 
a conocer los hechos 49.
5.8.1. Crímenes de lesa humanidad en el Tíbet
Partiendo del caso de los crímenes de lesa humanidad, podemos resumir 
los hechos de esta forma: a tres días de que empezaran los juegos olímpicos 
de Pekín de 2008, el juez Pedraz admitió a trámite la querella interpuesta por 
el Comité de Apoyo al Tíbet, la Fundación Privada Casa del Tíbet y Tubten 
Wahghen Sherpa Sherpa. La querella se refería a los delitos de lesa humanidad 
perpetrados por dirigentes chinos en un plan criminal generalizado y sistemáti-
co contra la población tibetana 50. La querella interpuesta no tuvo vida fácil. De 
48 La imposibilidad de acudir a la justicia territorial y la total impunidad de los hechos resultó bien 
documentada en el auto de la Audiencia Nacional de 16 de enero de 2006, sección cuarta de la 
Sala de lo Penal, Rollo de Apelación 196/2005, Diligencias Previas 237/2005, Noveno Funda-
mento de Derecho, apartado c.
49 Como explica Gil Gil (2006), en el acuerdo del pleno no jurisdiccional del 3 de noviembre de 
2005, consecuente a la decisión del Tribunal Constitucional de 26 de septiembre de 2005, caso 
Guatemala, la Audiencia Nacional decide dar cumplimiento a dicho pronunciamiento, examinan-
do de oficio la inactividad de los órganos judiciales del territorio y la imposibilidad de interven-
ción de los tribunales internacionales, aceptando, en caso de éxito positivo, la competencia para 
conocer los hechos, salvo que se aprecie el exceso o abuso de derecho. Por el auto de 10 de enero 
de 2006 la Audiencia, en seguimiento de estos parámetros, argumenta, de forma clara y unívoca, la 
inactividad de la jurisdicción china en la persecución de los hechos y la imposibilidad de activa-
ción de la Corte Penal Internacional.
50 Todos los autos pueden ser consultado en la página web de Rights International Spain, casos de 
interés, jurisdicción universal. Sobre el caso de los crímenes de lesa humanidad: http://ris.hrahead.
org/casos_/otros-casos-de-interes/jurisdiccion-universal.
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hecho, a pesar de que fue presentada meses antes de la preanunciada reforma 
de 2009 (Ley Orgánica del Poder Judicial 1/2009), en parte o en su totalidad, 
puesta en marcha para frenar determinados casos que podían generar problemas 
económicos y diplomáticos al Estado español, se ha visto frenada en diferentes 
momentos debido a la retroactividad de dicha ley aplicable a los procedimien-
tos pendientes ante la Audiencia Nacional. El Ministerio Fiscal a principios de 
2010 informó que «una vez en vigor la L.O. 1/2009 de 3 de noviembre, por la 
que se modifica, entre otros, el artículo 23.4 de la L.O.P.J. sobre los requisitos y 
presupuestos del principio de jurisdicción universal, procedía acordar el archivo 
de las actuaciones».
Al no encontrar presente uno de los nuevos requisitos introducidos por la 
reforma, en particular un vínculo con el Estado español, por el auto de 26 de 
febrero de 2010 el Juzgado Central de Instrucción nº 1 decretó el archivo de las 
actuaciones. No habiéndose encontrado una «conexión relevante» que deter-
minase la competencia de los órganos judiciales españoles bajo el principio de 
jurisdicción universal, así establecido en la Ley Orgánica nº 1/2009, y de con-
formidad con las obligaciones derivadas por el derecho internacional general, 
este tribunal estableció el archivo del procedimiento; confirmado en octubre de 
2010 51.
En el recurso de apelación, los querellantes afirmaron la vulneración del 
precepto constitucional de tutela judicial efectiva, al suponer la reforma de 2009 
un obstáculo para la continuación del procedimiento hasta su finalización 52. 
Sobre este aspecto el Tribunal afirma que:
No puede discutirse que las consecuencias de la reforma operada en el 
artículo 23.4 de la L. O. P. J., por lo que afecta al caso de autos, ha produ-
cido un cambio de la situación procesal anterior, y una imposibilidad de la 
continuación del procedimiento, pero tales consecuencias, aunque ciertas y 
reales, no pueden confundirse con la vulneración de los referidos principios, 
pues, como ya se ha indicado, la imposibilidad de la continuación de las ac-
tuaciones ni es arbitraria ni ilógica, sino debida a un cambio radical en la re-
dacción en cuanto que de una jurisdicción absoluta se ha pasado a limitada, 
lo que lleva consigo el inminente cese de la jurisdicción penal; todo ello, sin 
51 Auto de la Audiencia Nacional, Sala de lo Penal, Pleno, Diligencias Previas 242/2005, Juzgado 
Central de Instrucción nº 1, 27 de octubre de 2010.
52 Fundamento de Derecho Primero, auto de la Audiencia Nacional, Sala de lo Penal, Pleno, Dili-
gencias Previas 242/2005, Juzgado Central de Instrucción nº 1, 27 de octubre de 2010.
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perjuicio de recordar que lo que protege y ampara el «principio pro actione» 
íntimamente vinculado al cumplimiento de normas de carácter procesal, es 
impedir que a través de una visión excesivamente rigurosa de la normativa 
procesal se evite entrar a resolver sobre el fondo, supuesto inaplicable al caso. 
[...], sigue afirmando el indicado Tribunal, el deber que este principio impo-
ne consiste únicamente en obligar a los órganos judiciales a interpretar los 
requisitos procesales de forma proporcionada, impidiendo que determinadas 
interpretaciones y aplicaciones de los mismos eliminen u obstaculicen des-
proporcionadamente el derecho a que un órgano judicial conozca y resulta 
en derecho sobre la pretensión a él sometida 53.
Cabe recordar el voto particular de tres magistrados 54 que de forma dia-
metralmente opuesta a este tribunal afirmaron el carácter absoluto de la juris-
dicción universal, y que las limitaciones previstas en la nueva formulación del 
artículo 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial nº 1/2009 contradecían la 
misma naturaleza del principio así reconocido a nivel internacional; además de 
confirmar la postura sobre este aspecto del Tribunal Constitucional en la senten-
cia de 2005 relativa al caso Guatemala:
«vínculos de conexión», tales como que el autor del delito se halle en te-
rritorio español, las víctimas sean de nacionalidad española u otro punto de 
conexión directo con intereses españoles, por considerar que estos criterios 
no están amparados por la costumbre internacional y llevarían además a 
una reducción contra legem, no solo del derecho a obtener tutela judicial 
(según estaba entonces legalmente regulado su ejercicio), sino del propio 
principio de jurisdicción universal. [...] Por ello no se podría considerar 
como constitucionalmente factible que el interés legítimo en un ejercicio 
razonable de la Justicia Universal pase por establecer determinados límites de 
carácter automático al acceso a la jurisdicción, en concreto, los introducidos 
por el legislador español que en casos como el presente podrían tornarse 
innecesarios, excesivos e irrazonables. El «principio de progresividad» en la 
53 Fundamento de Derecho Segundo, auto de la Audiencia Nacional, Sala de lo Penal, Pleno, Dili-
gencias Previas 242/2005, Juzgado Central de Instrucción nº 1, 27 de octubre de 2010.
54 Voto particular que formulan los magistrados Clara Bayarri García, Ramón Sáez Valcárcel, José 
Ricardo de Prada Solaesa, contra el auto del Pleno de la Sala de lo Penal de fecha veintisiete de 
octubre de dos mil diez en el recurso de apelación interpuesto en el procedimiento DP 242/2005 
del Juzgado Central de Instrucción nº 1 de la Audiencia Nacional, 5 de noviembre de 2010. Para 
más información, véase el texto integral del voto particular de los magistrados antes mencionados, 
en la siguiente página web: https://drive.google.com/a/uji.es/file/d/0ByBM8_x9YdxiZ0hteX-
pEc3lWZlVvaGpHR3pvRVhIcWtLZG1B/edit.
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protección de los Derechos humanos impediría cualquier retroceso o rebaja 
en el estándar de protección ya alcanzado, fijado en la referida jurisprudencia 
constitucional.
Posteriormente a dicho auto los querellantes presentaron en su contra un 
recurso de casación inadmitido por el Tribunal Supremo 55. Actualmente este 
proceso está pendiente de resolución por el Tribunal Constitucional.
5.8.2. El crimen de genocidio
Uno de los casos más discutidos y problemáticos, y que ahora se ve ame-
nazado por la introducción en el ordenamiento español de la Ley de Reforma 
1/2014, seguramente es el caso del genocidio en el Tíbet. Resumiendo los he-
chos 56 podemos ver como el 28 de junio de 2005 el Comité de Apoyo al Tíbet, 
la fundación privada Casa del Tíbet 57 y como acusación particular el ciudadano 
español de origen tibetano, Thubten Wangchen, presentaron una querella 58 por 
actos de genocidio cometidos en el Tíbet en los años 80 y 90. En la querella 
presentada frente de la Audiencia Nacional española se alegaban las responsa-
55 Auto del Tribunal Supremo, Sala de lo Penal, recurso 857/2011, del 14 de noviembre de 2011.
56 Para profundizar el tema véase, entre otros, Esteve Moltó (2006).
57 La iniciativa fue presentada como acción popular, establecida en el artículo 125 de la Constitución 
española y regulada también por la Ley Orgánica del Poder Judicial en los artículos 19.1 y 20.3.
58 Además de los crímenes de genocidio, se alegaban otras violaciones internacionales como tortura, 
terrorismo de estado y crímenes contra la humanidad. Hablando del terrorismo de Estado, Es-
teve Moltó (2006: 588) afirma que: «las detenciones al margen de todo procedimiento legal, los 
juicios sumarios y formales, la práctica de la tortura por funcionarios del Gobierno de Pekín en 
las cárceles del Tíbet, la represión violenta en los monasterios y de las manifestaciones pacíficas, 
las desapariciones, las ejecuciones sumarias y arbitrarias, obedecen a una plan que coordina a los 
tres poderes del Estado Chino y que orquestan los dirigentes del Partido Comunista Chino. Esta 
actuación delictiva, no solo altera gravemente la paz pública, tal como exige nuestro Código penal, 
sino que constata la ausencia de un orden constitucional en China. A este concepto del llamado 
“terrorismo de Estado”, es al que ya se refirió en los años cincuenta el Profesor Quintano Ripo-
llés y que se trae a colación el ya mencionado auto de procesamiento de Pinochet, al denunciar 
que: “Una forma de terrorismo que parece haber tenido una lamentable tendencia a proliferar en 
nuestro tiempo, tan propicio a todos los monopolios estatales, es la del terrorismo desde arriba, 
esto es, el practicado por el Estado abierta o encubiertamente a través de sus órganos oficiales u 
oficiosos, es claro que desborda obviamente el campo propio del derecho penal interno, aunque 
pueda importar al internacional penal en la dimensión de los llamados Crímenes contra la Huma-
nidad o los genocidas. Es, sin duda, el aspecto más vil del terrorismo, dado que elimina todo riesgo 
y se prevale del aparato de la autoridad para perpetrar sus crímenes bajo el ropaje de la autoridad 
y aun del patriotismo”».
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bilidades de varios líderes chinos como el expresidente y secretario del Partido 
Comunista Chino Jiang Zemin, entre otros. Con auto de 5 de septiembre de 
2005 59, el Juzgado Central de Instrucción nº 2 no admitió la querella por estos 
motivos 60:
hay que concluirse que la jurisdicción española no es competente para el 
conocimiento de los mismos habida cuenta que ninguno de los presuntos 
culpables es de nacionalidad española ni se encuentra en territorio nacional 
ni España ha denegado su extradición y, de otra parte, no se aprecia la exis-
tencia de una conexión con un interés nacional español en relación directa 
con estos delitos, pues siendo posible concretar dicha conexión en la nacio-
nalidad de las víctimas, no se denuncia ni se aprecia la comisión de delitos 
de genocidio y tortura sobre españoles, pues la presencia en el proceso como 
acusación particular de un ciudadano, Thuben Wanchenh Sherpa Sherpa, 
nacionalizado español, no aporta la necesaria conexión para entender que 
deba ser la jurisdicción española la que haya de conocer de los hechos. Tam-
poco se conecta directamente con otros intereses españoles relevantes.
En contra de este auto los querellantes interpusieron un recurso de apelación 
resuelto por la Audiencia Nacional en enero de 2006 61, admitiendo la querella a 
trámite, conforme a lo establecido por el Tribunal Constitucional en el caso Gua-
temala en el año 2005. De hecho, como afirma Esteve Moltó (2008: 592):
En el recurso se vino a interpretar de manera diametralmente opuesta el 
principio de jurisdicción universal contemplado en el artículo 23.4 de la 
LOPJ, y se acudió a los precedentes de los casos de Argentina y Chile que 
fueron admitidos a trámite por la Audiencia Nacional, a pesar de la férrea 
oposición del ministerio público.
Iniciada la investigación de los hechos delictivos, comenzaron las declara-
ciones de los testimonios y comisiones rogatorias a Canadá, Bélgica, Suecia y 
otros países donde residían las víctimas y testigos, y otras comisiones rogatorias 
59 Diligencias Previas Proc. Abreviado 0000237/2005, auto del 5/09/2005, en: https://docs.goo-
gle.com/file/d/1EjYqMuo2cSEtYETcfSayo9YbdfS901iOwlJoPAZuScXUMORYtHN4VZs_
AtN/edit?pli=1.
60 Razonamiento Jurídico Octavo.
61 Rollo de Apelación nº 196/2005, Diligencias Previas 0000237/2005, Juzgado Central de Ins-
trucción nº 2, Audiencia Nacional, el texto íntegro se puede consultar en la página web: https://
docs.google.com/file/d/1eS5NqEUAXgsX_ERY1djXN_6bX90POtDkg2vXWT_B710N3a-
aKh3e9SMBY8E1V/edit?pli=1.
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para recibir información por parte del Gobierno chino de los hechos. Paralela-
mente, a estos acontecimientos, las protestas del Gobierno chino no tardaron en 
llegar. De hecho, los demandados exigían frenar las investigaciones, «difamatorias 
y basadas en absolutas mentiras», asegurando que el proseguir de dichos actos 
podría constituir una interferencia o concretizarse en un conflicto económico y 
diplomático entre los dos países. Los argumentos presentados por el Gobierno 
chino consistieron en la interferencia de la justicia española en los asuntos in-
ternos chinos que se concretizaba en una injerencia externa no permitida por 
el derecho internacional, además de esto, sustentaban la falta de capacitad de los 
órganos judiciales españoles en conocer dichos delitos. Es interesante ver cómo, 
con una distancia de 5 años, los argumentos del Gobierno chino siguen siendo 
los mismos y que a las actuaciones de los tribunales españoles corresponde una 
protesta directa que lleva a las amenazas directas de interrupción de las relaciones 
económicas y diplomáticas entre los dos países, lo que claramente demuestra la 
falta o inexistencia de la separación de poderes en China.
Continuando con el análisis de los acontecimientos judiciales podemos 
ver que el 30 de marzo de 2011 el Juzgado Central de Instrucción nº 2 acordó 
ampliar la investigación a los crímenes de guerra por la violación del IV Con-
venio de Ginebra. El 11 de junio de 2013 el Juzgado no admite la ampliación 
de la querella en contra de Hu Jintao, expresidente de la República China, una 
vez finalizada su inmunidad diplomática. Este pronunciamiento fue apelado y la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional el 9 de octubre de 2013 ordena tener 
por ampliada la querella a su respecto argumentando que en los años 1988 y 
1992 Hu Jintao:
habría desempeñado el cargo de Secretario del Comité del Partido Comu-
nista Chino en la región autónoma de Tíbet lo cual necesariamente impli-
caba si no una participación directa en el acoso al pueblo y nación tibetana, 
sí la competencia y capacidad orgánica suficiente para dirigir una serie de 
campañas tendentes a hostigar a la población tibetana 62.
El 28 de noviembre del mismo año, el Juzgado Central de Instrucción nº 2 
establece una comisión rogatoria con el fin de notificar la querella a Hu Jintao y 
tomar declaraciones. El mismo día la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional 
62 Audiencia Nacional Sala de lo Penal Sección Cuarta, Rollo 176/13, Sumario 2/08, Juzgado Cen-
tral de Instrucción nº 2, auto 246/13, de 9 octubre de 2013. El texto se puede consultar en: 
https://docs.google.com/file/d/0ByBM8_x9YdxiZXCONTRAdEdTbVROMlk/edit?pli=1.
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estima el recurso de apelación presentado por los querellantes para solicitar la or-
den de busca y captura de los querellados, entre ellos Jiag Zemin, expresidente de 
China y secretario del Partido Comunista Chino. En este mismo acto, la Sala, tras 
la reforma del artículo 23.4 a través de la Ley Orgánica 1/2009, relativa a los requi-
sitos introducidos para establecer en qué casos la jurisdicción española resulta com-
petente para conocer de crímenes internacionales, establece que la investigación 
encaja en las competencias de la Audiencia Nacional porque una de las víctimas 
tiene nacionalidad española y existe constancia de que las autoridades chinas no 
hayan iniciado ningún tipo de investigación sobre los hechos objetos de la querella.
Llegando a las fases más recientes, el juez Ismael Moreno el 10 de febrero 
de 2014 ordena detener al expresidente chino Jiag Zemin, y emite una orden 
internacional de arresto también contra cinco dirigentes del PCCh por genoci-
dio, torturas y crímenes de lesa humanidad en el Tíbet; lo que ha tenido como 
consecuencia la inmediata respuesta del Gobierno chino, desde siempre contra-
rio al ejercicio de la justicia española en lo que opina ser sus asuntos internos, 
presionando de forma directa al Gobierno español para cerrar de forma defini-
tiva el caso y así no tener consecuencias negativas en las relaciones entre ambos 
países. Como sabemos y hemos analizado en el capítulo anterior, la reciente 
reforma de la justicia universal ha tenido que ser efectuada de forma rápida y 
definitiva también para tratar de cerrar casos como el de Tíbet.
En el apartado 5.10 de este capítulo veremos los efectos que la nueva 
reforma está provocando en los casos pendiente de juicio y, entre estos, segura-
mente un papel muy importante lo tiene el genocidio tibetano. Ahora podemos 
mencionar que tras la reforma de 2014 el juez que investiga el caso ha decidido 
cerrar el sumario y dejar en manos de la Audiencia Nacional la decisión de ar-
chivar o no el caso al no encontrar los nuevos requisitos introducidos por dicha 
ley, planteando a las partes la posibilidad de presentar una cuestión de inconsti-
tucionalidad contra la reforma de la ley sobre la justicia universal.
5.9.  EL CASO GAZA: LANZAMIENTO DE UNA BOMBA 
POR LAS FUERZAS ÁREAS ISRAELÍES
El caso Gaza, que se refiere al lanzamiento de una bomba sobre el barrio de 
Al Daraj (Gaza), es uno de aquellos en los que se puede apreciar fácilmente la 
continua hostilidad del Ministerio Fiscal español al ejercicio de la jurisdicción 
universal en España. No cabe duda de que las posturas restrictivas del Ministerio 
Fiscal han venido influenciando e interfiriendo con las labores de los abogados 
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de las víctimas y querellantes a favor de la justicia. El planteamiento de la nueva 
ley de reforma de 2014, relativa a los nuevos requisitos para activar la jurisdic-
ción universal ante tribunales españoles, seguramente no ha tenido en cuenta lo 
que los casos basados sobre esta tipología de jurisdicción nos habían enseñado.
El hecho de establecer que «los delitos a los que se refieren los apartados 3 
y 4 solamente serán perseguibles en España previa interposición de querella por 
el agraviado o por el Ministerio Fiscal» puede significar solo dos cosas: que el 
legislador a la hora de introducir este requisito, en buena fe, no apreció o decidió 
no tener en cuenta las actuaciones pasadas del Ministerio Fiscal, que de hecho 
se ha opuesto casi siempre a las actuaciones judiciales basadas en la jurisdicción 
universal; o que, en un intento ulterior de cerrar la puerta a esta tipología de 
jurisdicción, reduce dramáticamente las posibilidades de abrir casos y con ellos 
de dar justicia, verdad y reparación a las víctimas.
Sobre estos hechos y en particular en lo relativo a la posibilidad de conocer 
crímenes de guerra por parte de los tribunales españoles, Pérez González (2012: 
143 y ss.) analiza los tratados de Ginebra y los Protocolos Adicionales de 1977, 
evaluando si se puede hablar de una facultad o de una obligación del Estado 
firmante de ejercer esta tipología de jurisdicción como mecanismo para perse-
guir dichos actos. De hecho, en estos convenios se establece que las Altas Partes 
contrayentes se comprometen a tomar todas las medidas legislativas y judiciales 
para perseguir los hechos y en su caso sancionar a los responsables. Cada una 
de las partes, una vez ratificados dichos convenios, se compromete a buscar a las 
personas acusadas de los delitos, y como obligación consecuente deberá hacer 
comparecer a los presuntos responsables delante de sus tribunales sea cual sea su 
nacionalidad. Al parecer estas normas establecen una clara obligación de proce-
der a juicio también bajo el principio de jurisdicción universal, si así es el caso y 
en cumplimiento de los requisitos establecidos para su activación.
Pasando al análisis del caso, podemos resumir los hechos de la siguiente 
forma 63: el 24 de junio de 2008, con el apoyo del Centro Palestino para los 
63 Para profundizar el tema véase Pérez González y Escudero Alday (2009). Los autores enfrentan 
diferentes temas ligados a la responsabilidad penal por crímenes de guerra, analizando el caso de 
los crímenes cometidos en Palestina. En él se aborda, entre otras, la cuestión del ejercicio de la 
jurisdicción universal para el enjuiciamiento en España de estos hechos y la jurisprudencia de los 
tribunales españoles sobre este tema. Un aspecto que se puede resaltar es seguramente la postura 
que comparten los autores de considerar la reforma operada en España a través de la Ley Orgánica 
1 de 2009 como incompatible con las obligaciones internacionales. En particular hacen referencia 
a las obligaciones derivadas por los Convenios internacionales sobre los Crímenes de Guerra, 
Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales de 1977.
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Derechos Humanos, se presentó una querella contra funcionarios del Estado de 
Israel. A ellos se le imputaba la planificación y ejecución de una ataque realizado 
el 22 de julio de 2002 en el que murieron 15 personas y resultaron heridas otras 
150, además de los importantes daños en un gran número de viviendas 64.
El 25 de agosto de 2008, el Juzgado Central de Instrucción nº 4 remitió 
una comisión rogatoria a las autoridades del Estado de Israel, solicitando in-
formación sobre los hechos y averiguando con ello si se había tramitado o se 
estaba por tramitar un procedimiento sobre los mismos hechos objeto de la 
querella.
Desde este momento la postura del Ministerio Fiscal fue bastante clara. 
Lo que él pedía era la inadmisión de la causa y después, una vez que el Juzgado 
Central de Instrucción nº 4 decidiera acordar la admisión, el archivo de la misma 
y desestimación de las pretensiones formuladas por los querellantes.
Con auto de 29 de enero de 2009 65, el Juzgado Central de Instrucción nº 4 
dictó la admisión a trámite de la querella:
Para terminar recordando la doctrina que en el «Caso Guatemala» vino 
a expresar el Tribunal Constitucional, disponiendo que: «el fundamento úl-
timo de esta norma [art. 23.4 LOPJ] atributiva de competencia radica en la 
universalización de la competencia jurisdiccional de los Estados y sus ór-
ganos para el conocimiento de ciertos hechos sobre cuya persecución y 
enjuicimiento tienen interés todos los Estados...» Y, a este respecto, ha de-
clarado que «el art. 23.4 LOPJ otorga, en principio, un alcance muy amplio 
al principio de justicia universal, puesto que la única limitación expresa que 
introduce respecto de ella es la de la cosa juzgada»; viniendo a concluir el 
Tribunal Constitucional –al que corresponde la última palabra en materia 
de garantías constitucionales (contra art. 123 CE)– que «la LOPJ instaura un 
principio de jurisdicción universal absoluto» (contra STC 237/2005: F.3º) 
[...] en definitiva, los hechos pueden y deben ser investigados por la juris-
dicción española, máxime cuando no se ha recibido respuesta alguna a la 
solicitud formulada por este Juzgado en cuanto a la información interesada 
al Estado de Israel, ni existe constancia de que se haya abierto procedimiento 
alguno para su investigación 66.
64 La operación militar israelí tenía como objetivo el asesinato de un miembro de la organización 
terrorista Hamas, Salah Shahadeh, que se encontraba en la Franja de Gaza y que resultó ser una de 
las 15 víctimas del bombardeo.
65 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 4, Diligencias Previas 157/2008 de 29 de 
enero de 2009: http://www.fidh.org/IMG/pdf/20090129elpepunac_1_Pes_PDF.pdf.
66 Razonamientos jurídicos segundo y tercero.
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El Ministerio Fiscal, mediante un escrito de 2 de abril del mismo año, 
solicitó el archivo de las actuaciones, «debido al carácter preferente de la juris-
dicción del estado donde tales hechos fueron cometidos 67», lo que afortunada-
mente no se verificó en cuanto, por el auto de 5 de mayo de 2009 68, el Juzgado 
Central de Instrucción nº 4 decidió mantener abierta la prosecución de la causa:
dicha solicitud se interesa en virtud del examen que de la documentación 
aportada por el Estado de Israel se ha recibido en este Juzgado, documenta-
ción recibida ea vez que este Juzgado dicta Auto de admisión a querella, en 
fecha 21/01/2009. Entiende el Ministerio Fiscal que en la documentación 
aportada por Israel se informa sobre la existencia de dos procedimientos 
[...].Tras referir la doctrina jurisprudencial que entiende aplicable al caso, 
señala que Como corolario cabe destacar que la investigación llevada a cabo por las 
Autoridades competentes de Israel, con independencia de cuál sea su resultado final, 
responde a los cánones mínimamente exigibles en un estado de Derecho 69.
Pese el criterio en contra de la Fiscalía, el Juzgado Central de Instrucción 
decidió mantener la prosecución de la causa fundamentando su decisión: «aún 
en el caso de que existiera algún procedimiento judicial abierto en Israel [...] 
cabría interpretar la competencia concurrente de la jurisdicción española para 
llevar a cabo la presente instrucción» 70. De todas formas, este tribunal consta que 
no ha existido ningún procedimiento judicial sobre los mismos hechos denun-
ciados. Por lo tanto, establece que no ha lugar a declarar la incompetencia de la 
jurisdicción española para el conocimiento objeto de la querella ni al archivo 
provisional del mismo.
El 9 de julio de 2009 71, el Pleno de la Sala de lo Penal dictó auto, basado en 
el recurso de apelación del Ministerio Público 72, que revocó el auto del Juzgado 
67 Sobre este tema véase Escudero Alday (2009: 173-174) y Boyé Tuset (2009: 201 y ss.).
68 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 4, Diligencias Previas 157/2008 de 4 de mayo 
de 2009: https://docs.google.com/a/uji.es/file/d/0ByBM8_x9YdxiWmJtTTI3Q2VXZHc/edit.
69 Razonamiento jurídico primero.
70 Razonamiento jurídico sexto.
71 Audiencia Nacional, Sala de lo Penal, Pleno, Recurso de Apelación nº 31/09, Rollo de la Sala de 
la Sección 2 nº 118/09, Juzgado Central de Instrucción nº 4, Diligencias Previas 157/08, auto 
nº 1/09 de 9 de julio de 2009; el texto del auto se puede consultar en la página web: https://docs.
google.com/a/uji.es/file/d/15vBj9XllFuNCZ01yLR13z6Zk7GE_gjUzkxyywbiIo78Ocz2Ccoc
DnZiSHN_Q/edit.
72 Escrito de 6 de mayo de 2009 en el que el Ministerio Fiscal pedía la revocación del auto dictado 
el 4 de mayo de 2009 por el Juzgado Central de Instrucción nº 4, Diligencias Previas 157/08, 
dejando de esta forma sin efectos la competencia de los tribunales españoles a conocer los hechos 
objeto de la querella debido al carácter preferente de la jurisdicción del Estado de Israel.
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Central de Instrucción nº 4, por el que se proseguía con la causa, y estableció el 
archivo de las actuaciones:
El recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Fiscal ha de pros-
perar, en atención a los razonamientos de orden formal y de orden mate-
rial [...]. B) En cuanto a la aplicabilidad del principio de justicia universal, 
establecido en el art. 23.4 de la J.O.P.J., no cabe su apreciación de modo 
absoluto, ya que diversas disposiciones legales y la propia jurisprudencia ha 
venido matizándolo. [...] el principio de jurisdicción universal no puede ser 
entendido como un principio absoluto, que no pueda ser limitado por otros 
principios del Derecho Internacional 73.
En el razonamiento cuarto, después de un análisis de las modificaciones 
legislativas introducidas en el ordenamiento español partiendo de las prime-
ras normas que intentaron limitar el ejercicio de la justicia universal, podemos 
mencionar entre otras la Ley Orgánica nº 18 de 2003 de Cooperación con la 
Corte Penal Internacional. Y partiendo del análisis de las sentencias de los tribu-
nales españoles en los casos basados en esta tipología de jurisdicción, se puede 
destacar que el Pleno de la Sala de lo Penal afirmó claramente que había que 
constatar la ausencia del carácter absoluto que posee el principio de jurisdicción 
universal en España. Para lo que se refiere a la documentación aportada por el 
Ministerio Fiscal, relativa a las actuaciones judiciales de los órganos del Estado 
de Israel, esta Corte declara que dichas actuaciones desactivan el principio de 
concurrencia de jurisdicciones con «clara prevalencia de la confianza en el Esta-
do de Derecho que ello implica» 74. Finalmente se declara:
Con la documentación remitida por las autoridades israelíes no puede 
sostenerse que ninguna investigación criminal eficaz se ha producido en 
el Estado de Israel [...]. Tampoco se aprecia maliciosas e injustificadas de-
moras procesales tendentes a malograr la legítima resolución judicial de las 
cuestiones sometidas a decisión judicial. [...] poner en duda la imparcialidad 
y la separación orgánica y funcional con el Poder Ejecutivo que tienen la 
Fiscalía General Militar de Israel, La Fiscalía General del Estado de Israel y 
la Comisión de Investigación nombrada por el gobierno de Israel, supone 
ignorar la evidencia de la existencia de un Estado Social y Democrático de 
Derecho. [...] en relación con lo anterior, resulta improcedente cuestionar la 
competencia de las autoridades judiciales del Estado de Israel.
73 Razonamiento jurídico tercero.
74 Razonamiento jurídico cuarto.
LA LUCHA CONTRA LA IMPUNIDAD DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES │ 381
Contrariamente a lo establecido por dicho tribunal, en el voto particular 75 
firmado por cuatro magistrados de la Sala de lo Penal se afirmaba la inactividad 
de la justicia y la imposibilidad de abrir investigaciones eficaces en el territorio 
israelí sobre los hechos previstos en la querella, o delante de la Corte Penal In-
ternacional 76, lo que confirmaba la capacidad de los tribunales españoles para 
conocer los delitos mencionados 77.
Después de este auto se presentó un recurso de casación que fue desesti-
mado por el Tribunal Supremo el 4 de marzo 2010, acto que fue recurrido 78 
alegando los siguientes motivos:
Vulneración del derecho fundamental a la tutela efectiva que la inadmisión 
del recurso de casación supone.
1. Vulneración del derecho fundamental a un proceso con las debidas ga-
rantías.
75 Voto Particular al auto 1 de 2009, Audiencia Nacional Sala de lo Penal, Pleno, Apelación contra el 
auto de Diligencias Previas 157/2008, Juzgado Central de Instrucción n. 4, magistrados: Manuela 
Fernández Prado, José Ricardo de Prada Solaesa, Clara Bayarri García y Ramón Sáez Varcárcel. 
Dichos magistrados afirman que: «El Auto de la Sala afirma que el principio de jurisdicción uni-
versal no tiene carácter absoluto y se rige por el criterio de subsidiariedad, de prioritaria aplicación 
sobre el de concurrencia de jurisdicciones, por lo que como en el Estado de Israel “se ha investi-
gado y se investigan” los hechos estima el recurso del Fiscal y procede al archivo definitivo de las 
diligencias previas. No podemos compartir esa argumentación porque significa negación frontal 
de la jurisdicción universal para la persecución de los crímenes más graves de derecho internacio-
nal, ni la decisión que crea un vacío de jurisdicción y propicia la impunidad de la conducta objeto 
del procedimiento». https://docs.google.com/a/uji.es/file/d/1UuSsBMuhtny2wgWTHLdpww
WGYFnEJupRneQmUMFWWXE0kjxHoS7DzPgLBsPT/edit.
76 Como afirma Boyé Tuset (2009: 220 y ss.), el Ministerio Fiscal sostuvo en diferentes ocasiones que 
el archivo del procedimiento no influiría sobre las eventuales acciones propuestas ante la Corte Penal 
Internacional. Sin embargo, esta postura no puede ser considerada como buena en consideración del 
hecho de que los crímenes objeto de querella no podrían ser perseguido ante dicho órgano. «En resu-
midas cuentas, la propuesta del Ministerio Fiscal sobre el ejercicio jurisdiccional de ámbito supranacio-
nal no solo es inviable, sino que sirve exclusivamente para confundir sobre soluciones distintas a la de 
este procedimiento con fines pocos claros». Sobre la imposibilidad de activar la jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional, González Vega (2009: 118 y ss.): «la operatividad del principio de complementa-
riedad [...] excluye en principio del conocimiento de la Corte los hechos para los que se reconocen 
inicialmente competentes Tribunales internos de los Estados. Como resultado de la combinación de 
todo este conjunto de criterios tendremos ocasión de apreciar que el caso de Gaza nos sitúa en pre-
sencia de un exponente sobresaliente de un auténtico “agujero competencial” de la CPI».
77 Sobre este aspecto, entre otros, Escudero Alday (2009: 170 y ss.) afirma que: «No se trata aquí de 
plantear el debate [...] sobre la concurrencia o subsidiariedad de la jurisdicción española con res-
pecto a la israelí para enjuiciar estos hechos. No se plantea el debate, simple y llanamente, porque 
no existe procedimiento judicial abierto en Israel».
78 Tribunal Supremo, Sala de lo Penal, Secretaría de Sala, Ilma. Sra. Dña. María Josefa Lobón del Río. 
Recurso nº 1979/2009: http://www.nodo50.org/csca/agenda10/palestina/pdf/NulidadTSPo-
pular.pdf.
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2. Vulneración del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva en rela-
ción a la no aplicación del art. 23.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Esta decisión del Tribunal Supremo fue fuertemente criticada también por 
las autoridades palestinas. El portavoz del bloque parlamentario de Hamas, Salah 
Al Bardawil, protestó contra la decisión de este tribunal de cerrar las puertas a 
las investigaciones ocurridas en territorios palestinos por parte de Israel y apeló 
a que se revisara la postura de dicho órgano para permitir dar justicia a las víc-
timas y sus familiares.
También el Tribunal Constitucional, el 18 de octubre de 2010, acordó la 
no admisión a trámite del amparo presentado. Como consecuencia de estos 
pronunciamientos, los querellantes presentaron una demanda ante el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos.
El 5 de noviembre de 2013, los querellantes, afirmando el cumplimiento de 
los requisitos previstos en la ley de reforma de 2009, ausencia de investigaciones 
efectivas y presencia de uno de los acusados en el territorio español, solicitaron 
al Juzgado Central de Instrucción nº 4 la reapertura del caso. Ahora tendremos 
que evaluar las actuaciones de los órganos judiciales españoles tras la introduc-
ción de la Ley Orgánica 1/2014 para ver si decidirán reabrir el caso o establecer 
que no se cumplen los nuevos requisitos establecidos en dicha norma.
5.10.  LOS REQUISITOS PREVISTOS EN LA LEY ORGÁNICA 1/2014 Y LOS 
CASOS PENDIENTES DE JUICIO ANTE LA AUDIENCIA NACIONAL
Tras la reforma aprobada en 2014 en España sobre la limitación, o mejor dicho, 
el cierre total de la justicia universal en dicho territorio, los tribunales españoles 
podrán conocer casos de crímenes internacionales bajo algunos estrictos requi-
sitos establecidos en la misma ley. Ley que además diferencia y prevé criterios 
diferentes por cada tipología de crimen tomado en consideración; lo que com-
plica aún más la investigación y persecución de determinados delitos en España.
Sobre este aspecto la ley requiere que para que un juez español pueda co-
nocer casos de crímenes de genocidio, de lesa humanidad y bienes protegidos en 
caso de conflicto armado, la condición es que siempre el procedimiento se dirija 
contra un español o contra un ciudadano extranjero que resida habitualmente 
en España, o contra un extranjero que se encontrara en España y cuya extra-
dición hubiera sido denegada por las autoridades españolas. Por los crímenes 
de tortura y desapariciones forzadas se establece que el procedimiento se dirija 
contra un español o la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de 
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comisión de los hechos y la persona a la que se impute la comisión del delito 
se encuentre en territorio español. Mientras que, en lo relativo al crimen de 
terrorismo, el legislador decide establecer criterios más flexibles 79. Al diferenciar 
el trato de los crímenes, consigue inevitablemente un diferente e injustificado 
trato de las víctimas que han sufrido uno de estos actos. Como fue afirmado 
por Ana Peréz Cedepa (20 de mayo de 2014), en la conferencia sobre el futuro 
de la jurisdicción universal, celebrada en mayo de 2014 en Madrid 80, la reforma 
establece víctimas de primera, segunda y tercera clase. Donde, por primera, en-
tendemos las víctimas de terrorismo, falsificación de productos médicos y quí-
micos; por segunda, las víctimas de tortura, integridad moral, violencia contra 
las mujeres, violencia en actos de guerra y trata de seres humanos; mientras que 
por víctimas de tercera, o víctimas invisibles, las de genocidio, crímenes contra 
la humanidad y guerra.
Además de la introducción de criterios nuevos y todavía más restrictivos para 
el ejercicio de la jurisdicción universal sobre determinados delitos, la norma más 
nociva para los juicios todavía pendientes frente a los tribunales españoles es la Dis-
posición Transitoria que establece el sobreseimiento de las causas hasta que no se 
acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en la Ley 1/2014. Disposi-
ción que además se pone en contra de un principio fundamental, el de la separación 
de los poderes, principio que debería ser respetado por lo menos en democracia.
En cuanto a la disposición transitoria única se observa una intromisión peli-
grosa del Poder Ejecutivo en el Poder Judicial al emplear una redacción impe-
rativa sobre el sobreseimiento. Si se subiera tenido conciencia del principio de 
la división de los poderes se debería haber dicho que los jueces, si no concurren 
los requisitos establecidos en la ley, procederían al sobreseimiento hasta que se 
acredite su cumplimiento. Curiosamente creo que se trata de un resabio del 
pasado puesto que, en la gran cantidad de indultos y amnistías concedida por 
la Dictadura, se ordenaba también el sobreseimiento. (Martín Pallín, 2014: 75)
79 De hecho en este caso el legislador establece que los tribunales españoles son competentes en los 
casos en que: el procedimiento se dirija contra un español; el procedimiento se dirija contra un ex-
tranjero que resida habitualmente en España; el delito se haya cometido por cuenta de una persona 
jurídica con domicilio en España; la víctima tuviera nacionalidad española en el momento de la 
comisión de los hechos; el delito haya sido cometido para influir o condicionar de un modo ilícito 
la actuación de cualquier autoridad española; el delito haya sido cometido contra una institución 
u organismo de la Unión Europea que tenga su sede en España; el delito haya sido cometido con-
tra un buque o aeronave con pabellón español; o el delito se haya cometido contra instalaciones 
oficiales españolas, incluyendo sus embajadas y consulados.
80 Conferencia organizada por la Fundación Baltasar Garzón en Madrid (FIBGAR), mayo de 2014.
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Como hemos visto a lo largo del cuarto capítulo de este trabajo, muchos 
expertos nacionales e internacionales se han manifestado en contra de la reforma 
en cuanto supone un retroceso en la defensa de los derechos humanos y pone en 
serio peligro el futuro ejercicio de la jurisdicción universal en territorio español. 
Entre otros, Chinchón Álvarez (2014: 10) afirma que, a pesar de la exposición de 
los motivos de la Ley Orgánica 1/2014, el legislador haya entendido modificar 
las normas existentes sobre la jurisdicción universal con el fin de adecuarlas a los 
límites y exigencias propias del derecho internacional,
tras lo expuesto y a la vista de su articulado, no podemos más que acabar 
señalando que en realidad, lo que resulta inconcebible es defender que lo 
previsto en esa Ley respete esos límites y exigencias; sostener, en fin, que no 
ha pretendido eliminar de un plumazo y de raíz el auténtico sentido y razón 
de ser del principio de jurisdicción universal.
Con todo lo dicho, después de la publicación en el Boletín Oficial del Es-
tado de la Ley 1/2014, los Juzgados de Instrucción de la Audiencia Nacional ya 
han empezado a revisar los casos relativos a esta tipología de jurisdicción todavía 
abiertos.
Como hemos analizado a lo largo de este capítulo, muchos de los casos 
abiertos bajo este principio y que habían superado los obstáculos previstos en 
las leyes orgánica 18 de 2003, de cooperación con la Corte Penal Internacional 
y la 1/2009, reforma del Poder Judicial, ahora se encuentran delante un verda-
dero desafío: seguir con las causas o decretar la muerte de la justicia universal en 
territorio español. Actualmente hasta 15 casos siguen a la espera de resolución 
en los tribunales españoles.
En un acto de rebelión general jueces como Pedraz, Andreu y Ruz han 
mostrado sus dudas frente la constitucionalidad de la reforma con una reforma 
que no solo es inconstitucional y contraria a las obligaciones internacionales 
ratificadas por España, sino que también está redactada de tal forma que resulta 
en muchos de sus puntos totalmente irrazonable –pensemos por ejemplo en el 
diferente trato de las víctimas dependiendo de la tipología de crimen que sufren, 
y que lo único que ha obtenido hasta la fecha ha sido el archivo del caso Tíbet 
y la excarcelación de alrededor de 50 narcotraficantes– 81.
81 De esta forma se manifiesta el magistrado Andreu Merelles durante el congreso sobre la jurisdic-
ción universal celebrado el día 21 de mayo de 2014.
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Viendo desde cerca los casos pendientes ante la Audiencia Nacional, po-
demos ver como en el caso del cámara de Telecinco muerto en Bagdad, el caso 
Couso, el 17 de marzo de 2014 82, el juez de la Audiencia Nacional Pedraz de-
cidió no aplicar la nueva ley, fuertemente criticada en los últimos meses debido 
a que podría acabar definitivamente con la aplicación del principio de justicia 
universal en territorio español. En el caso objeto de estudio en el apartado 5.5 
el juez Pedraz afirmó que la reforma exprés no se podría aplicar en cuanto 
resultaba ser manifiestamente contraria a los tratados internacionales, como los 
Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales y por lo tanto debía ser 
considerada como inconstitucional.
En el Fundamento Jurídico Sexto del Auto de 17 de marzo de 2014:
En resumen, el nuevo artículo 23.4 a) de la LOPJ introduce ex novo los 
delitos contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, 
sometiéndolos a un requisito de perseguibilidad. Sin embargo, se contradice 
con la IV Convención de Ginebra que obliga a perseguir estos delitos sin li-
mitación alguna. Dada la primacía de los tratados y que un tratado no puede 
ser modificado por una norma interna, resulta inaplicable la nueva norma, 
subsistiendo la disposición del tratado. Esta inaplicación supone la aplicación 
del nuevo apartado p) del artículo 23.4 de la LOPJ, que da cobertura a la IV 
Convención: Cualquier otro delito cuya persecución se imponga con carác-
ter obligatorio por un Tratado vigente para España. Por tanto, la jurisdicción 
española SÍ resulta competente para conocer de los hechos y delitos a que se 
contrae el presente Sumario.
Por ello, y vistos los preceptos citados y demás de general aplicación
DISPONGO: Inaplicar en la presente causa los apartados 4 a) y 5 del 
artículo 23 de la LOPJ, reformada por la LO 1/2014, de 13 de marzo, que 
modifica la LO 6/1985 de 1 de julio, del Poder Judicial, relativa a la justicia 
universal, así como la Disposición Transitoria Única; sin que haya lugar al 
sobreseimiento y archivo de la presente causa.
Como explica Martín Pallín (2014: 74):
si bien el artículo 23. 4. a) de la ley orgánica del poder judicial introduce ex 
novo los delitos contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto 
armado, sometiéndolos a un requisito de perseguibilidad, sin embrago, se 
82 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 1, Sumario 27 de 2007, auto de 17 de 
marzo de 2014: http://ep00.epimg.net/descargables/2014/03/17/1c0ed9d07594e89ac09558a27
e7b52a3.pdf.
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contradice con la Cuarta Convención de Ginebra que obliga a perseguir 
estos delitos sin limitación alguna. Dada la primacía de los Tratados y que un 
Tratado no puede ser modificado por una norma interna, resulta inaplicable 
la nueva norma, substituyendo la disposición del Tratado.
Pasando al caso Guatemala, relativo al genocidio del pueblo guatemalteco, 
el 20 de mayo de 2014 83, el mismo juez Pedraz dictó un auto en el que expli-
có que la reforma no le impedirá seguir investigando crímenes en Guatemala. 
De hecho, Pedraz sostuvo en diferentes ocasiones que con la aplicación de la 
ley de reforma España incumpliría con sus compromisos asumidos en tratados 
internacionales y al mismo tiempo, como consecuencia de esto, se vulneraría la 
Constitución española.
En el razonamiento jurídico tercero el juez afirma que:
En resumen, España tiene jurisdicción sobre los hechos porque son de-
litos de terrorismo. Como estos hechos pueden ser también constitutivos 
de los otros delitos, los cuales, además, serían conexos a los delitos de terro-
rismo, resulta incuestionable –al menos en esta fase de investigación– que 
la jurisdicción española es competente para conocer de todos los delitos 
citados. Por tanto, la prosecución de la causa es factible por todos los de-
litos. Y, con ello, no es preciso el planteamiento de la inconstitucionalidad, 
pues la nueva norma del artículo 23 de la LOPJ no daría lugar al archivo 
de la causa. Se constata, entonces, como señala el Ministerio Fiscal, la falta 
de los presupuestos necesarios (juicio de relevancia y aplicabilidad de la 
norma al caso concreto) para que haya de plantearse la cuestión de incons-
titucionalidad.
Pasando al caso del Sáhara Occidental, el 15 de abril de 2014 84 el juez de 
instrucción Ruz dictó un auto disponiendo proseguir con la investigación de los 
hechos y con ello no archivar por tanto el procedimiento, a pesar de los requi-
sitos introducidos por la ley de reforma 1/2014. De hecho, el juez afirmó que 
los hechos se cometieron en un territorio que tiene una fuerte conexión con 
el territorio español, y que tenía dicha conexión también en el momento en el 
83 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 1, Diligencias Previas 331/99, auto de 20 
de mayo de 2014: http://cdn.20minutos.es/adj/2014/05/20/2786.pdf.
84 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 5, Diligencias Previas 362/2007, auto de 
15 de abril de 2014: http://estaticos.elmundo.es/documentos/2014/04/15/auto_ruz_Sáhara_1.
pdf.
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que los hechos fueron cometidos, los tribunales españoles tienen competencia a 
conocer los hechos delictivos, así como los descritos en la querella. Sobre todo, 
añade el juez, competerían a la justicia española en cuanto dichos hechos se ve-
rificaron con posterioridad al abandono de España y de las autoridades españoles 
del territorio saharaui. Esto ha determinado y favorecido la verificación de los 
hechos criminales y la perpetuación de la total impunidad para los responsables.
En lo relativo al caso Tíbet, genocidio tibetano, el juez Moreno concluyó 
el sumario contra los exdirigentes chinos dejando, de esta forma, en manos de 
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional el futuro del caso. El 23 de junio 
2014, la Audiencia Nacional, con nueve votos contra siete, archivó las investiga-
ciones sobre el asunto, fundamentando la decisión sobre la falta de jurisdicción 
de España sobre este caso 85.
Finalmente en el caso Guantánamo, 15 de abril de 2014 86 el juez Ruz de-
cidió proseguir con la investigación por delitos de torturas y crímenes de guerra 
cometidos contra los prisioneros de Guantánamo. Este juez, en la misma línea 
que el juez Pedraz, declaró que los convenios de Ginebra y la Convención Con-
tra la Tortura imponen a los Estados la obligación ineludible de perseguir delitos.
5.11. CONCLUSIONES DEL CAPÍTULO
Las actuaciones de los jueces españoles en los últimos veinte años han sido fun-
damentales para el desarrollo de las normas de derecho penal internacional y 
en particular en lo relativo a la jurisdicción penal universal como medio com-
plementario a los tribunales penales internacionales en la lucha contra la impu-
nidad. Además de esto, como reconocen muchos autores, como Gil Gil (2006), 
los casos abiertos en la Audiencia Nacional concienciaron a la opinión pública 
internacional en lo relativo a la necesidad de perseguir graves violaciones de 
85 Más información en el diario El País: La Audiencia Nacional archiva la investigación sobre ge-
nocidio en el Tíbet, en la página web: http://politica.elpais.com/politica/2014/06/23/actuali-
dad/1403537543_926352.html. Y China agradece al Gobierno los esfuerzos tras cierre del caso 
del genocidio de Tíbet, en la página web: http://politica.elpais.com/politica/2014/06/24/actua-
lidad/1403606597_195373.html.
86 Audiencia Nacional, Juzgado Central de Instrucción nº 5, Diligencias Previas 150/2009, auto de 
15 de abril de 2014; el auto 150/2009 se puede consultar en la siguiente página web: http://ima-
genes.publico.es/resources/archivos/2014/4/15/1397563066650AUTO%20SUMARIO%20
GUANTANAMO.pdf.
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los derechos humanos y han animado, como efecto dominó, las actuaciones de 
otros países a seguir sus pasos.
Los casos Scilingo-Cavallo y Pinochet supusieron la primera aplicación en 
España del principio de Jurisdicción Universal [...], y a ellos siguieron otros 
procesos contra responsables de graves violaciones a los derechos humanos 
en dicho Estado [...]. En este sentido la sentencia del Tribunal Constitucional 
de 26 de septiembre de 2005, al resolver la existencia de jurisdicción univer-
sal en los tribunales españoles para investigar el genocidio de la etnia maya en 
Guatemala, luego seguida por la de 22 de octubre de 2007 (caso Falun Gonf) 
confirmó en toda su extensión el referido principio a favor de las víctimas a 
las que otorgó carácter universal. (Garzón, 2014: 42)
De todas formas, como explica Esteve Moltó (2008), las interpretaciones 
dadas por los órganos judiciales españoles relativas al principio de jurisdicción 
universal no han estado libres de tentativas de limitar su alcance. Los casos ana-
lizados a lo largo de este capítulo son un ejemplo de lo dicho. A modo de 
ejemplo, uno de los principales límites a la aplicación de una justicia universal 
absoluta fue, sin duda alguna, el principio de subsidiariedad consagrado en la 
legislación española e interpretado de forma que limita el ejercicio de esta tipo-
logía de jurisdicción en los casos menos problemáticos.
Seguramente las dos reformas del poder judicial, introducidas por Ley Or-
gánica 1/2009 y 1/2014, han representado y representan el mayor obstáculo 
para el ejercicio de la justicia universal en territorio español. La introducción 
de requisitos cada vez más restrictivos induce a pensar que el legislador se haya 
manifestado a favor de las posturas restrictivas tanto del Ministerio Fiscal, como 
de la Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo, que en lugar de ser orien-
tadas a los intereses de justicia, parecen dirigidas a proceder al archivo rápido 
de determinados casos relativos a crímenes internacionales como genocidio, de 
guerra y lesa humanidad.
5.11.1. Lecciones aprendidas
Del análisis llevado a cabo en el capítulo cuarto de este trabajo, relativo 
a la legislación española en el tema de jurisdicción universal hasta la última 
reforma de 2014 y del estudio de los casos más relevantes y problemáticos lle-
vados a cabo por los órganos judiciales españoles, ¿cuáles han sido las lecciones 
aprendidas?
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Esta pregunta estuvo en el centro del debate durante los cuatro días de la 
conferencia organizada por la Fundación Baltasar Garzón en mayo de 2014. A 
lo largo de dicho evento, numerosos estudiosos y juristas que trabajaron también 
en los casos que hemos analizado en este capítulo dieron una visión en conjunto 
de la labor tanto del legislador español como de los tribunales españoles que 
recibieron las querellas por crímenes internacionales.
Como afirma Andreu Merelles (21 de mayo de 2014), una de las lecciones 
que hemos tenido que aprender ha sido que la condición previa para que los 
casos sigan abiertos en los órganos judiciales españoles es la creación de las con-
diciones políticas y sociales. De hecho, hay que informar a la sociedad civil sobre 
dichos asuntos, hay que involucrar a la sociedad civil en reivindicar derechos 
que pertenecen a toda la humanidad y se proteste en contra de las reformas que 
afectan al bienestar de esta última.
Como hemos mencionado en el tercer capítulo de este trabajo hablando 
de las tendencias internacionales en el tema de jurisdicción universal, podemos 
ver que estas condiciones políticas y sociales se están verificando en algunos Es-
tados, y gracias a ellas es ahora posible un cambio en el sistema de justicia que, de 
esta forma, se está posicionando a favor de la lucha contra la impunidad. De he-
cho, aunque lamentablemente en España y en Bélgica asistimos a un retroceso, 
en algunos países de África se está avanzando hacia el ejercicio de la jurisdicción 
universal para crímenes internacionales, el caso Habré es seguramente el ejem-
plo más significativo de este cambio. Hay otros Estados como Chile, Argentina, 
Ecuador o México donde la Corte Interamericana está impulsando cambios 
significativos en el tema del reconocimiento de los estándares de protección de 
los derechos humanos, en contra de la cultura de la impunidad.
Hablando por ejemplo del caso Guatemala, Almudena Bernabéu (21 de 
mayo de 2014) afirma que hay muchos pequeños sucesos que debemos tener 
en consideración, tanto por parte de la justicia española como de la justicia 
guatemalteca. El ejercicio de la jurisdicción universal por parte de los tribunales 
españoles ha podido contribuir en los procesos de transición de muchos países.
Creo que el que mejor ha expresado lo que hemos comprendido de este 
trabajo ha sido el profesor Ollé Sesé (21 de mayo de 2014) el cual en aquella 
ocasión afirmó que: 
del ejercicio de la jurisdicción universal en el territorio español aprendimos 
que la Constitución española ha defendido y defiende los tratados inter-
nacionales sobre la protección de los derechos humanos y de las víctimas; 
de esta forma aprendimos que no se puede aplicar el derecho interno si 
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este último está en contra del derecho internacional antes mencionado, en 
cuanto su finalidad es la protección de intereses considerados superiores para 
el beneficio y la supervivencia de toda la humanidad. Aprendimos que los 
crímenes de competencia de los tribunales españoles bajo el principio de 
jurisdicción universal eran y son delitos de jus cogens y que de ellos se derivan 
directas y erga omnes obligaciones de persecución de dichos actos. De ello 
aprendimos que hay una obligación estatal y supraestatal en perseguir dichas 
violaciones.
Aprendimos, entre otras cosas, que el principio de concurrencia permite 
perseguir en España crímenes internacionales y hacer valer los derechos de las 
víctimas a la verdad, justicia y reparación; que el mecanismo de jurisdicción uni-
versal no es solo necesario sino el único que puede superar los obstáculos de la 
jurisdicción territorial y de los tribunales internacionales. Nosotros aprendimos 
de las víctimas, que nos enseñaron a luchar, que no podemos olvidar la protec-
ción de los derechos humanos por factores económicos.
Lamentablemente, todo lo que hemos venido aprendiendo, los avances he-
chos por los tribunales españoles y su contribución a la lucha contra la impuni-
dad están siendo ahora amenazados por la última reforma legislativa. Como ha 
bien explicado Ariel Dulitzky (21 de mayo de 2014), el retroceso que la reforma 
supone ha sido posible y se produjo en cuanto la comunidad internacional ha 
dejado sola a España; la indiferencia mostrada por no apoyar la jurisdicción 
universal ejercitada por dicho país o por no protestar formalmente en contra de 
la reforma que supone un cierre total de las puertas para la persecución de los 
crímenes internacionales ha permitido los cambios actuales.
CONCLUSIONES
Un manantial de errores y de injusticia son las falsas ideas 
de utilidad que se forman los legisladores. Falsa idea 
de utilidad es aquella que antepone los inconvenientes 
particulares al inconveniente general. 
Cesare Beccaria (1764)
Como es sabido, después de los crímenes cometidos durante la Segunda Guerra 
Mundial la comunidad internacional creó un sistema, definido como penal in-
ternacional 1, orientado a la protección de aquellos valores e intereses considera-
dos como meritorios de una mayor y más eficaz tutela y cuya violación afecta a 
toda la humanidad. Este sistema, a pesar de su imperfección, debida en parte a su 
fragmentación 2, ha logrado enfrentarse a las graves violaciones cometidas contra 
dichos valores, enfrentándose así a la impunidad.
Fundamentado en la exigencia de salvaguardar estos bienes y determinar 
las responsabilidades de aquellos individuos que los ponen en peligro, y no 
1 En el segundo capítulo de este trabajo hemos analizado este sistema compuesto de diferentes 
mecanismos constituidos con el fin de acabar con la impunidad. En particular, hemos centrado 
nuestro análisis sobre los avances y límites de los tribunales internacionales en la persecución de 
crímenes internacionales, de los tribunales mixtos y finalmente de la jurisdicción universal como 
mecanismo complementario a los primeros, pero seguramente necesario y en muchos casos obli-
gatorio, debido a que los convenios internacionales que prescriben conductas criminales interna-
cionales establecen claramente la obligación de los Estados de investigar y en su caso enjuiciar a los 
responsables y con ello garantizar un foro a las víctimas que no recibieron justicia en el lugar de 
comisión de los hechos. En este sistema resulta de particular interés una tipología de jurisdicción 
sobre ilícitos civiles especiales, analizada en los apartados 2.5 y sucesivos de este trabajo, para el re-
sarcimiento e indemnización de los daños derivados de la perpetración de un ilícito internacional. 
Sobre el tema del sistema penal internacional véase, entre otros, Carrillo Salcedo (2001), Cassese 
(2004), Tomuschat (2009), Sánchez Legido (2009) y Ollé Sesé (2008).
2 Para profundizar el tema de la fragmentación del sistema penal internacional véase, entre otros, 
Víctor y Ernesto Corzo Aceves (2006).
392 │ TENDENCIAS INTERNACIONALES SOBRE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL: LA EXPERIENCIA ESPAÑOLA
solamente de los Estados, este sistema se ha estructurado en diferentes mecanis-
mos, legislativos y judiciales, aptos a reprimir las graves violaciones al derecho 
internacional, independientemente del lugar de comisión de los hechos, de la 
nacionalidad de las víctimas o de los responsables. Como explica Prada Solaesa 
(2014: 21): «la formación de un sistema internacional de DDHH, de carácter no 
puramente simbólico, con vocación de universalidad, implica necesariamente la 
existencia de un sistema de protección internacional eficaz frente a las violacio-
nes de estos derechos por parte de los Estados y sus agentes».
A esto podemos agregar que, a pesar de su imperfección y fragmentación, 
este ha sido aceptado y apoyado en su lucha contra la impunidad por los Esta-
dos, cada vez más cocientes de su obligatoriedad y necesidad para el respeto del 
orden internacional y la defensa del bienestar de la comunidad internacional en 
su conjunto. De hecho, los diferentes mecanismos que lo componen se fundan y 
necesariamente encuentran su propia fuerza en las obligaciones internacionales 
creadas para los Estados por el derecho internacional en protección de los valo-
res de todos los países: «se ha aceptado que los Estados tienen un cierto número 
de obligaciones derivadas del derecho internacional de los derechos humanos 
que guardan relación con la cuestión del derecho de las víctimas a saber, a la 
justicia y a un recurso efectivo, así como a obtener reparación» (Montserrat Abad 
Castelos, 2012: 87).
Obviamente, su fragmentación en una pluralidad de mecanismos y normas 
internas e internacionales es uno de los motivos de su imperfección. También es 
sabido que, en el momento actual, no hay nada que pueda igualar a los sistemas 
nacionales en la persecución de delitos comunes. Analizando cada uno de los 
instrumentos que lo componen, la conclusión a la que hemos llegado es que 
ninguno resulta perfecto 3 y carente de críticas. No obstante, dichos mecanismos 
3 De hecho, así como quedó enfatizado en el segundo capítulo de este trabajo, el sistema penal 
internacional, debido a las dificultades prácticas que encuentra, no puede resultar perfecto o por 
lo menos eficaz en comparación con los sistemas penales nacionales cuando se enfrentan a delitos 
comunes. Además, las diferentes tipologías de jurisdicción que participan en ello encuentran obs-
táculos tanto legislativos como prácticos a la hora de enfrentarse a la determinación de las respon-
sabilidades de los sujetos involucrados en la comisión de crímenes. Si tomamos en consideración 
los tribunales internacionales, estos últimos encuentran numerosos obstáculos a la hora de poder 
perseguir un delito internacional y, como explica Kai Ambos (2007), la Corte Penal Internacio-
nal, lejos de poderse considerar un tribunal perfecto, todavía está desarrollándose y de hecho en 
muchos casos no puede resultar un mecanismo eficaz de lucha contra la impunidad. Tampoco los 
tribunales mixtos pueden ser considerados los instrumentos únicos y más eficaces de represión de 
conductas ilícitas internacionales. Sobre este tema véase, entre otros, Beigbeder (2005) y Salinas 
Alcega (2009); así como la jurisdicción sobre ilícitos civiles especiales encuentra numerosos lími-
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resultan no solo necesarios sino obligatorios para la represión de los crímenes 
internacionales. Represión en un sentido amplio: prevención, persecución, san-
ción y reparación para las víctimas 4.
Como se ha manifestado durante la investigación presentada en este trabajo, 
el principio de justicia universal parte integrante de este sistema y actualmente 
previsto en más de una centena de legislaciones nacionales 5, representa una verda-
dero complemento 6 de la jurisdicción internacional ejercitada por los tribunales 
internacionales, un instrumento normativo útil para la persecución de crímenes 
de derecho internacional como los de genocidio, de guerra o de lesa humanidad, 
cometidos en cualquier parte del mundo y sin que el Estado que proceda a juicio 
tes, uno entre todos, el hecho es que está siendo utilizada por un número verdaderamente exiguo 
de Estados y que determina solo responsabilidades civiles para el resarcimiento de los daños. Este 
último tema ha sido largamente analizado por el profesor Zamora Cabot.
4 Como ha sido afirmado por Sánchez Legido (2009) y Ollé Sesé (2008), en este sistema se inserta 
el principio de jurisdicción universal que, junto con los precedentes instrumentos, ha venido 
colmando y solucionando las imperfecciones de estos últimos y ha seguramente favorecido la de-
terminación de las responsabilidades penales en caso de delitos internacionales. De todas formas, 
cabe recordar que tampoco este mecanismo puede ser considerado de forma aislada respecto a los 
precedentes, en cuanto que tampoco este instrumento resulta por sí solo suficiente y perfecto. De 
hecho, la doctrina especializada habla de complementariedad de dichos instrumentos para comba-
tir de forma eficaz la impunidad y para garantizar un foro adecuado a las víctimas.
5 Para profundizar esta temática véase el informe de Amnistía Internacional, actualizado en 2012, 
sobre la codificación del principio de justicia universal en el interior de las legislaciones nacio-
nales. En este se afirma que actualmente 163 Estados han previsto en su ordenamiento nacional 
el principio de jurisdicción universal para perseguir conductas internacionales. El informe de 
2012 se puede consultar en la siguiente página web: http://www.amnesty.org/es/library/asset/
IOR53/019/2012/en/2769ce03-16b7-4dd7-8ea3 95f4c64a522a/ior530192012en.pdf.
6 Sobre este aspecto, en el cuarto capítulo de este trabajo donde se ha analizado el ejercicio de la 
jurisdicción universal en territorio español, se ha enfatizado el esfuerzo de los tribunales españoles 
en activar su jurisdicción frente a la inercia o la impotencia de los tribunales del lugar donde los 
hechos han ocurrido o la imposibilidad de la Corte Penal Internacional de intervenir en dichos 
asuntos, debido a las limitaciones temporales y materiales establecidas en su Estatuto. En este caso 
se ha hablado de la justicia universal como complemento y mecanismo eficaz también en el sen-
tido de que este mecanismo tiene la capacidad de fortalecer la lucha contra la impunidad también 
en el interior de los Estados en cuyos territorios se verificaron los hechos; esto en cuanto logra 
también, si no en el breve tiempo, reactivar el sistema de justicia nacional en cumplimento de 
las obligaciones internacionales de represión de conductas criminales internacionales. De hecho, 
en muchos casos ha sido demostrado que después de haber empezado juicios en España sobre 
determinados crímenes internacionales basados sobre esta tipología de jurisdicción, los sistemas 
judiciales de los Estados afectados por los delitos han decidido reactivarse para garantizar a las 
víctimas verdad, justicia y reparación. Finalmente podemos decir que no debemos valorar los 
resultados dados por esta tipología de jurisdicción mirando únicamente el número de sentencias 
emitidas por los tribunales nacionales, sino mirando todos los efectos internacionales provocados 
por su ejercicio. Este es el caso por ejemplo de Chile, Argentina y Guatemala. Sobre este aspecto 
véase, entre otros, Garzón (2014).
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tenga un interés específico en la represión del crimen, sino que procede en cuan-
to el afectado es el interés general de la comunidad internacional 7.
A pesar de ello, este instrumento tiene importantes limitaciones. Una de 
ellas es la falta de una reglamentación clara y vinculante a nivel internacional, 
lo que conlleva a que las legislaciones nacionales no compartan los mismos 
requisitos para que sus tribunales puedan ejercer esta tipología de jurisdicción 
y que la praxis tampoco haya podido ser y ni podrá ser, en un futuro próximo, 
homogénea. Además de esto, la falta de obligatoriedad o la mera facultad, es-
tablecidas por las normas internacionales sobre el ejercicio de esta tipología de 
jurisdicción, han hecho posible que frente a una codificación del principio en 
muchas legislaciones nacionales solo un número reducido de Estados ha trabaja-
do de verdad y utilizado este principio: «menos de una veintena de Estados han 
aplicado efectivamente la jurisdicción universal, una muestra muy reducida para 
extraer de ellas reglas generalizables» (Alija Fernández, 2014:14).
Pasando a las tendencias internacionales, podemos ver cómo en muy pocos 
casos este principio fue utilizado de forma absoluta, totalmente desligado de 
cualquier interés nacional incluido el requisito de la presencia en el territorio 
del sospechoso; esto a pesar de la previsión inicial a nivel internacional del prin-
cipio que evidenciaba su carácter absoluto y que lo fundamentaba solamente en 
la naturaleza del crimen cometido, como por ejemplo resulta en los Principios 
de Princeton en esta materia. De hecho, la práctica estatal ha sido muy diferente 
y se ha alejado bastante del sentido originario de la norma.
En los Principios de Princeton, que por primera vez sentaron las bases 
para el ejercicio de esta tipología de jurisdicción, aunque no vinculante siendo 
normas de soft law, se afirmaba su carácter absoluto, es decir, sin ninguna cone-
xión relevante con el territorio del foro cuando se trataba de crímenes contra el 
derecho internacional, aquellas graves violaciones que afectaban a la humanidad 
en su conjunto 8. De hecho, podemos decir que la finalidad última de estas nor-
mas es la creación de un foro necessitatis, en el caso en el que no se pueda activar 
ningún otro foro ligado a un interés nacional en la persecución del delito.
7 Como explica Baltasar Garzón (2014: 40), la lucha contra la impunidad ha sido posible también 
gracias al desarrollo y ejercicio de la jurisdicción universal. El continuo progreso en la persecución 
de las graves violaciones al derecho internacional ha sido posible también por: «el avance liderado 
por las víctimas impulsando la acción de la comunidad internacional en su conjunto y la acción 
de la justicia en diferentes países [y también] por la decisión de aquellos Estados que recogieron 
en su legislación aquel principio y demostraron la voluntad inicial de luchar contra los crímenes 
más abominables [...]».
8 Sobre este tema véase, entre otros, Cassese (2003) y Ollé Sesé (2010).
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Siguiendo este ejemplo, actualmente la Declaración de Madrid 9 de 2014 
es importante en cuanto ha abierto el debate de los expertos internacionales 
para reorganizar la materia. Obviamente no se puede y no se debe considerar 
este último como un acto aislado ni tampoco definitivo, sino más bien el punto 
de partida para sentar nuevas bases, pero sobre todo para intentar mejorar un 
sistema tan necesario y eficaz en la lucha contra la impunidad. Esta Declara-
ción intenta abordar temas bastante novedosos; uno de ellos seguramente es la 
responsabilidad, no solo de los individuos sino de las personas jurídicas, proble-
mática que hemos enfrentado a lo largo del segundo capítulo cuando hemos 
hablado de la norma estadounidense sobre la jurisdicción relativa a los ilícitos 
civiles especiales, la Alien Tort Claims Act. Quien escribe está convencida de que 
esta norma podría empezar a sustentar las bases para un futuro diálogo sobre una 
reglamentación de hard law necesaria en esta materia, que esclarecería, de una 
vez por todas, las características y límites de este principio y con ello evitaría 
prácticas heterogéneas por parte de los Estados.
Mirando la praxis estatal en esta materia, podemos ver que, entre las le-
gislaciones analizadas en el tercer capítulo, las que han interpretado de forma 
absoluta la jurisdicción universal son la legislación alemana, la legislación belga 
antes de la reforma de 2003 (que ha introducido algunos requisitos específicos 
para la aplicación del principio en este territorio) y la legislación española antes 
de las dos reformas de 2009 y de 2014.
Es cierto que en el momento actual algunos países mantienen una legis-
lación más conforme a la naturaleza de la justicia universal en su sentido más 
autentico y como fue creada a nivel internacional después de los crímenes de 
la Segunda Guerra Mundial 10, pero no podemos olvidarnos del hecho de que 
teniendo en cuenta las dificultades para llevar a cabo las investigaciones y el su-
cesivo enjuiciamiento de los presuntos responsables 11, la mayoría de Estados han 
preferido interpretar el principio de forma diferente, encontrando por ejemplo 
un nexo de conexión entre el crimen y el foro.
9 Este tema ha sido analizado en el tercer capítulo de este trabajo en el apartado 3.5.1.2.
10 Sobre este aspecto véase el análisis de Alija Fernández (2014: 14 y ss.) en el que la autora identifica 
elementos en común en las prácticas estatales para intentar evaluar el alcance y los elementos que 
constituyen la jurisdicción universal.
11 Analizando las razones de fondo que llevaron a las modificaciones de la jurisdicción universal en 
España, Sánchez Legido (2014: 3) afirma que: «los países que con España más entusiasmo mos-
traron hacia la aplicación judicial descentralizada del Derecho Internacional Penal, bien tomaron 
inicialmente la cautela de prever mecanismos que evitaran usos políticamente incómodos de la 
jurisdicción universal, bien sometieron a posteriori su regulación a una voladura parcial y controlada 
que impidiera ese tipo de empleo».
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De hecho, en muchos otros casos en lo relativo a esta tipología de juris-
dicción, los Estados han preferido codificar el principio introduciendo algún 
vínculo que legitimase a los tribunales a activarse en caso de crímenes interna-
cionales como la presencia del presunto responsable en el territorio. Efectiva-
mente, como quedó analizado en el tercer capítulo de este trabajo, en el caso de 
la legislación francesa, por ejemplo, se establece el requisito de la residencia del 
presunto responsable en el territorio estatal, mientras que en Suecia y Holanda, 
entre otros, se impone el vínculo de la presencia del acusado en el interior de 
su territorio.
Quien escribe ha intentado enfatizar el papel que España ha tenido a nivel 
mundial en las últimas décadas en la lucha contra las muchas formas de impunidad 
hoy en día existentes. La Ley Orgánica del Poder Judicial, nº 6/1985, en su artícu-
lo 23.4 recoge el principio de jurisdicción penal universal 12; este artículo ha per-
mitido la persecución de muchos crímenes internacionales en este país, crímenes 
de genocidio, de lesa humanidad o de tortura, a partir del famoso caso Pinochet. 
Como explica Del-Carpio-Delgado, la jurisdicción penal universal se ha puesto 
en el centro de un atento debate nacional español cuando fue emitida la orden de 
captura internacional y la extradición del exdictador Pinochet en España:
Durante la década de 1980 y principios de 1990, el ejercicio del principio 
de justicia universal para perseguir los delitos relacionados con el tráfico de 
drogas y otros delitos comunes para los tribunales españoles era un tema 
que no presentaba una especial problemática. Sin embargo, el tema cobró 
especial importancia cuando como consecuencia de las denuncias por geno-
cidio y terrorismo presentadas por la Unión Progresista de Fiscales contra los 
integrantes de las juntas militares argentina y chilena, el titular del Juzgado 
318 Central de Instrucción núm. 5 decretaba la prisión provisional incon-
dicional y libraba órdenes de búsqueda y captura internacionales con fines 
de extradición de Pinochet. El dictador fue detenido en Londres el 16 de 
octubre de 1998 y, tras muchos avatares jurídicos, fue puesto en libertad por 
el Gobierno del Reino Unido el 2 de marzo de 2000 por razones de salud. 
(Del-Carpio-Delgado, 2009: 1)
12 Como explica Padra Solaesa (2014: 22): «La previsión contenida en el art. 23.4 de la LOPJ no es, 
por tanto, el fundamento de la justicia universal, sino únicamente la norma interna que faculta 
expresamente a los tribunales españoles para actuarla –atribuye jurisdicción– y fija su extensión y 
condiciones de ejercicio [...]. También configura legalmente en nuestro sistema el derecho de las 
víctimas y perjudicados a obtener tutela judicial de los jueces y tribunales españoles para la protec-
ción de los derechos humanos fundamentales, como es el de la justicia y la reparación, frente a los 
más graves ataques, independientemente de dónde se produjeran y la nacionalidad de sus autores».
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A partir de este momento, la historia del principio de justicia universal en 
el territorio español ha visto contraponerse diferentes interpretaciones y estuvo 
en el centro de las discusiones de la Audiencia Nacional, del Tribunal Supremo y 
del Tribunal Constitucional 13. A lo largo de los últimos veinte años hemos podido 
apreciar las diferentes posturas de dichos órganos sobre el tema, pasando de las 
más abiertas a las más restrictivas, interpretaciones que han marcado las etapas de 
una norma ampliamente criticada y obstaculizada 14 tanto a nivel nacional como 
internacional.
De hecho, en los capítulos cuarto y quinto hemos podido ver cómo este 
principio está ahora siendo cuestionado en las prácticas estatales y puesto en pe-
ligro por parte de la misma comunidad de Estados, misma que lo había creado 
con la noble idea de dar una respuesta reparadora a las víctimas y restablecer el 
orden violado. En particular, asistimos a un retroceso en la defensa y protección 
de los derechos humanos y de la represión de los crímenes internacionales por 
parte de algunos Estados como España 15 o Bélgica 16, que en el pasado habían 
utilizado la jurisdicción universal como medio para reparar a las víctimas y 
condenar a los responsables de delitos internacionales en el interior de sus terri-
torios 17. Así pues, en los últimos años estos Estados, pioneros en la lucha contra 
la impunidad, han modificado su legislación introduciendo límites y requisitos 
para obstaculizar los procedimientos en curso y los futuros basados en la juris-
dicción penal universal.
13 Para profundizar el tema véase, entre otros, Prada Solaesa (2014) en su artículo sobre el pasado, el 
presente y el futuro de la jurisdicción universal, en particular en los apartados relativos a las actua-
ciones de los tribunales españoles.
14 Sería utópico analizar la norma simplemente desde una perspectiva teórica. La práctica nos enseña 
que, en la realidad, a pesar de su noble finalidad, las problemáticas y criticidad de su aplicación 
resultan evidentes. Sobre todo si tenemos en consideración el hecho de que la norma choca con 
otras normas internacionales que defienden la soberanía estatal y el principio de no interferencia 
en los asuntos internos. Hay muchos intereses en juego y balancearlos resulta muy complejo. A 
esto se tiene que agregar que la falta de un tratado internacional, que determine con claridad los 
requisitos y límites de esta tipología de jurisdicción, dificulta y agrava esta situación.
15 La idea de limitar u obstaculizar la jurisdicción universal no es nueva en territorio español. Como 
fue evidenciado en el cuarto capítulo, en el apartado 4.3, el legislador ya desde el 2003 intentó 
limitar esta tipología de jurisdicción y sucesivamente introdujo requisitos siempre más restrictivos 
a través de las dos reformas de la Ley Orgánica del Poder Judicial, nº 1 de 2009 y nº 1 de 2014.
16 Como hemos explicado en el tercer capítulo, apartado 3.7.4, también en territorio belga el legis-
lador introdujo nuevos requisitos para la aplicación del principio de jurisdicción universal en una 
ley de 2003 relativa a la represión de las graves violaciones de derecho internacional humanitario.
17 Como evidencia Baltasar Garzón (2014: 44) hablando de la última reforma española de 2014, 
asistimos a un retroceso que parece orientado a una renuncia a combatir la impunidad y destruir 
los derechos de las víctimas pretendiendo acabar con la jurisdicción universal.
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Asimismo, también la jurisdicción sobre ilícitos civiles especiales, que está 
orientada a dar una reparación a las víctimas de un crimen internacional en un 
Estado que no tiene ninguna conexión con del delito, está siendo amenazada 
por una reciente jurisprudencia de la Corte Suprema americana, que también 
en este caso cuestiona la posibilidad de introducir límites o condiciones para el 
ejercicio de esta tipología de jurisdicción por parte de las cortes estadounidenses.
La situación es clara: en este momento estamos frente a una verdadera 
crisis del principio de justicia universal, tanto a nivel civil como penal, debido a 
que esta regla supone una interferencia en los asuntos internos de países que no 
quieren o no pueden reprimir dichos actos en el interior de su territorio debido 
a los problemas diplomáticos o económicos entre Estados que esto supone.
A lo largo del trabajo hemos tenido la oportunidad de profundizar en el 
tema mirando de cerca el caso español, seguramente emblemático de esta situa-
ción de retroceso en la protección de las víctimas y persecución de los respon-
sables de crímenes internacionales. Las dos reformas de la Ley Orgánica 6/1985, 
una de 2009 y la segunda más reciente de 2014, demuestran la clara voluntad del 
legislador español de limitar el ejercicio de esta tipología de jurisdicción cuando 
interfiere con intereses políticos, económicos y diplomáticos. Por lo que ya con 
la primera reforma surgió una pregunta para entender el retroceso que este pro-
ceso de modificación ha supuesto en la defensa de los derechos humanos: ¿quién 
teme a la justicia universal?
Con esta pregunta se abrió en mayo 2009 una discusión en El Periódico de 
Catalunya. El magistrado José Antonio Martín Pallín afirmaba que en aquel mo-
mento no corrían buenos tiempos para esta tipología de jurisdicción, en parti-
cular en España. Efectivamente tenía toda la razón cuando decía que el retroceso 
empezado con la primera reforma del principio de jurisdicción universal en 
territorio español no se pararía hasta acabar con dicho principio y su utilización 
por los tribunales nacionales y ahora tenemos confirmación de lo dicho 18.
A raíz de los cambios previstos en la Ley Orgánica nº 1/2009, el magistra-
do intentó encontrar respuestas claras al cambio normativo; cambios que como 
es sabido introdujeron requisitos restrictivos para la persecución de los crímenes 
18 En un artículo reciente, el magistrado Martín Pallín (2014) regresa sobre este tema, haciendo un 
recorrido de las modificaciones introducidas por el legislador español a partir de la reforma de 
2009 que tuvo la oportunidad de abrir las puertas a futuras modificaciones todavía más restrictivas 
del principio de justicia universal. Como afirma el autor, la nueva reforma no deja muchas espe-
ranzas para el futuro ejercicio de la jurisdicción universal en España y además amenaza de forma 
directa las causas todavía pendientes en a la Audiencia Nacional.
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internacionales, síntoma preocupante de una situación de grave crisis de valores 
compartidos a nivel internacional, aunque cabe recordar que dichas modifica-
ciones permitían seguir investigando las conductas y enjuiciar a los presuntos 
responsables.
Como es fácil de entender, esta ley junto con la legislación más restrictiva 
de otros países como Bélgica se colocó en la fase inicial de limitación del prin-
cipio 19; de hecho debilitó y en parte desnaturalizó el principio de justicia uni-
versal previsto en el artículo 23.4 de la Ley de Poder Judicial, introduciendo una 
serie de obstáculos para el ejercicio de esta jurisdicción; lo que, como es obvio, 
suscitó numerosas críticas y polémicas debido a que por su trámite se inició un 
proceso que afectó de forma negativa al derecho internacional en lo relativo a 
la persecución de los crímenes internacionales.
Aunque en su preámbulo se hablaba de diferentes motivos sobre los que 
se fundamentaban los cambios, como la necesidad de modificar la legislación 
vigente o la incorporación de tipos de delitos que no estaban incluidos; la 
adaptación del precepto de acuerdo con el principio de subsidiariedad y la 
doctrina emanada del Tribunal Constitucional y la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, y finalmente, para evitar el exceso de procedimientos; la intención 
del legislador fue claramente la de obstaculizar y frenar causas que estaban 
poniendo en peligro las relaciones diplomáticas y económicas de España con 
otros Estados 20.
De forma sintética podemos ver que los requisitos introducidos consistían 
en: 1º la presencia del presunto reo en el territorio español; 2º la nacionalidad de 
las víctimas; y 3º que se encuentre un punto de conexión relevante con el terri-
torio español. Como hemos visto en los capítulos cuarto y quinto de este trabajo, 
no cabe duda de que esta previsión tuvo un papel muy importante en el análisis 
de la naturaleza del principio de justicia universal, una justicia que, por lo menos 
19 Como explica Ollé Sesé (2014: 47): «con anterioridad, la Ley 18/2003 de Cooperación con 
la Corte Penal Internacional (art.7) fue el preludio a este esfuerzo de restringir el principio de 
jurisdicción universal. Por lo tanto, se puede afirmar que ésta fue la segunda modificación legal 
importante en el camino hacia la laminación del principio de Justicia Universal en España».
20 Sobre este aspecto véase Ollé Sesé (2014). El autor hace un análisis detallado de los requisitos in-
troducidos por dicha norma y la forma en que estos últimos iban a interferir con el ejercicio de la 
jurisdicción universal por los tribunales nacionales. Finalmente afirma que: «Lo único aceptable de 
la reforma fue la incorporación expresa al catálogo de delitos sujetos al principio cosmopolita de 
los delitos de lesa humanidad [...]. Sin embargo, no se alcanza a comprender por qué los crímenes 
de guerra y de tortura no corrieron en la reforma de 2009 la misma suerte de expresa incorpora-
ción al inventario del art. 23.4 LOPJ» (Ollé Sesé, 2014: 50).
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en un inicio, se entendía como absoluta en España 21; en otras palabras, también en 
este territorio, y conforme a la interpretación dada por el Tribunal Constitucional 
en el caso Guatemala de la norma que establecía la competencia de los tribunales 
nacionales sobre delitos internacionales, hasta ese momento, la jurisdicción podía 
activarse también en ausencia de un vínculo entre el crimen y el foro.
Si pensamos en el requisito de la nacionalidad de las víctimas, podemos 
ver cómo a través de esta regla lo que el legislador pareció afirmar fue que a 
la protección de los intereses fundamentales de la comunidad internacional en 
realidad se sobreponía la protección de los intereses estatales, protección que las 
normas penales ya prevén en los principios de la aplicación extraterritorial de la 
ley penal. Además, no podemos olvidar que, con este requisito, se discriminaba a 
las víctimas por su nacionalidad, negándoles justicia y dejando abierta la puerta 
a la impunidad.
Siguiendo con el análisis de la norma, el hecho de tener que encontrar 
un punto de conexión o vínculo con el territorio español fue, como explica la 
profesora Andrés Domínguez (2010), un requisito que desnaturalizó el principio 
de justicia universal 22. ¿Si es universal, por qué se basa solo en la naturaleza del 
crimen, sin crear un punto de conexión con el territorio?, ¿no resulta contradic-
torio pedir a los jueces encontrar un vínculo relevante con España para poder 
abrir las investigaciones?
Pasando al punto que más críticas levantó, la subsidiariedad de la jurisdic-
ción española, podemos ver que:
Existe un acuerdo generalizado en que la prioridad del ejercicio de la 
jurisdicción penal corresponde a los tribunales del lugar donde los crímenes 
se cometen. Con más razón cuando se trata de crímenes graves como los de 
21 La Ley Orgánica 6 de 1985, en su artículo 23.4, adaptándose a las previsiones internacionales en 
esta materia, entendía la jurisdicción universal de forma absoluta sin punto de conexión con el 
territorio que procede al enjuiciamiento de los hechos. Esta postura estaba también confirmada 
por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en el conocido caso del genocidio maya en 
Guatemala, sentencia nº 237 de 26 de septiembre de 2005, en cuyo Fundamento Jurídico Noveno 
establecía: «la persecución internacional y transfronteriza que pretende imponer el principio de 
justicia universal se basa exclusivamente en las particulares características de los delitos sometidos 
a ella [...]. Del mismo modo la concepción de la jurisdicción universal vigente no se configura en 
torno a vínculos de conexión fundados en particulares intereses estatales».
22 Sobre este punto, Ollé Sesé (2014: 51) habla de la contrariedad de la reforma de 2009 con el derecho 
internacional y en particular con el desarrollo que el principio de justicia universal había tenido tanto 
a nivel internacional como nacional. Para el autor el principio de jurisdicción universal es puro, por lo 
menos para los crímenes internacionales de primer grado, es decir, sin la necesidad de encontrar punto 
de conexiones entre el crimen y el foro, es el único instrumento válido para combatir la impunidad.
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genocidio, crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad cuyo enjui-
ciamiento, por su naturaleza, resulta extremadamente complejo e implica, en 
muchos supuestos, a un número elevado de autores, de víctimas y testigos 
desplazados, con frecuencia, del lugar de los hechos. (Pigrau i Solé, 2009: 71)
Tomando por bueno este acuerdo generalizado, no podemos olvidar que, 
en la práctica, es lo propio en el Estado sobre cuyo territorio se perpetraron 
los crímenes, donde la mayoría de las veces estos actos se quedan en la más 
amplia impunidad para los autores. Además, en el principio de territorialidad 
en relación a los crímenes comunes hay una fuerte complicidad y apoyo por 
parte del gobierno a los responsables de dichos crímenes. Por lo tanto, es de vital 
importancia evaluar caso por caso, cuándo efectivamente la justicia local tiene la 
capacidad o la voluntad de perseguir los hechos o en qué casos sería mejor una 
jurisdicción imparcial y lejana de los últimos. Entre otras preguntas que se que-
daron sin respuesta en la previsión normativa introducida en 2009 encontramos 
las sugeridas por Pigrau i Solé (2009: 72):
¿Qué grado de actuación de la jurisdicción territorial o nacional es sufi-
ciente para bloquear el ejercicio de la jurisdicción universal por parte de los 
tribunales de otro Estado? ¿Basta con que se hayan abierto investigaciones 
preliminares? ¿Es necesario que se haya abierto la instrucción de una causa 
penal?
Finalmente, esta ley abrió el camino a la eliminación de lo que hasta aquel 
momento se entendía como jurisdicción universal en España, también cabe 
recordar que, a pesar de lo dicho, en la práctica se dejó una ventana abierta a 
los tribunales para ejercitar esta tipología de jurisdicción. De hecho, la reforma 
antes mencionada ha sido actualmente superada por la Ley Orgánica 1/2014 23, 
23 Esta ley, como hemos evidenciado en el cuarto capítulo de este trabajo, ha sido objeto de diferentes 
ataques por parte de la doctrina especializada en estos temas. Como explica Rosa Ana Alija Fernán-
dez (2014) en su artículo «Crónica de una muerte anunciada: análisis de la Proposición de Ley Or-
gánica para la reforma de la justicia universal en España»: «En definitiva, aunque a simple vista pueda 
parecer que la reforma de 2009 y la que ahora se propone son similares en su objetivo de restringir 
el alcance del principio de justicia universal, lo cierto es que entre ambas existe una importante di-
ferencia cualitativa: mientras que aquella, en efecto, buscaba limitar severamente la operatividad del 
principio en la jurisdicción española, excluyendo cualquier posibilidad de que la justicia universal se 
invoque con carácter absoluto, esta –de aprobarse– supondría aniquilar la esencia del principio, sus-
tituyéndolo por otros criterios de atribución de competencia, como los principios de personalidad 
activa y/o pasiva, salvo en los contados supuestos en que el derecho internacional impone su vigencia 
como una obligación para los estados en virtud del principio aut iudicare aut dedere. Dicho de otra 
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creada con el único fin de acabar de una vez por todas con este principio y ar-
chivar los casos pendientes de juicio 24.
Brevemente, podemos mencionar que el conocimiento de los tribunales 
españoles ahora está subordinado a algunos requisitos todavía más restrictivos 
que los previstos en la precedente reforma, ya que, como se desprende en la 
exposición de los motivos, la persecución de crímenes internacionales cometi-
dos fuera de España es de carácter excepcional. Como explica Ledesma Bartret 
(2014: 36 y 37), esto justifica que, entre otros requisitos:
la apertura de los procedimientos se condicione a la exclusión de la compe-
tencia de los tribunales cuando ya se hubiese iniciado un procedimiento en un 
Tribunal Internacional o por la jurisdicción del país de comisión o de naciona-
lidad del imputado, siempre que, en estos dos últimos casos, el imputado no se 
encuentre en España o, estando en España, vaya a ser extraditado o transferido 
a un Tribunal Internacional. La disposición transitoria única de la LO a que 
ahora nos referimos ordena el sobreseimiento de las causas en tramitación hasta 
que no se acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en dicha ley.
Las críticas por parte de la doctrina especializada a esta ley son muchas, 
como ha quedado evidenciado en los capítulos cuarto y quinto, en particular 
en lo que se refiere a la técnica legislativa utilizada para introducir los cambios, 
forma, si en 2009 se limitaron las opciones de activar la jurisdicción española utilizando el principio 
de justicia universal, 2014 podría ser el año en que la justicia universal desaparezca del ordenamiento 
jurídico español». El artículo completo se puede consultar en la siguiente página web: http://blocs.
gencat.cat/blocs/AppPHP/eapc-rcdp/2014/02/05/cronica-de-una-muerte-anunciada-analisis-de-
la-proposicion-de-ley-organica-para-la-reforma-de-la-justicia-universal-en-espana-rosa-ana-alija/. 
En este contexto, como afirmado por la doctrina internacional, esta reforma se pone en contraposi-
ción con las obligaciones internacionales de los Estados en la protección de los derechos humanos, 
persecución de determinadas conductas que pueden ser calificadas como crímenes en contra del 
derecho internacional y la reparación de las víctimas. Otros, como Prada Solaesa, también hablan de 
la violación, a través de esta reforma, del principio de progresividad en el ámbito de la protección de 
los derechos humanos. Según este principio, cualquier retroceso o rebaja en los estándares de protec-
ción fijados a nivel internacional no sería permitido por el derecho internacional, lo que conllevaría 
una responsabilidad internacional del Estado que rebaja la intensidad de dicha protección contra los 
intereses de las víctimas y de la comunidad internacional en su conjunto. De hecho: «nuestro país 
no puede abdicar de ninguna manera de su condición de miembro activo de la comunidad interna-
cional, particularmente en esta materia y menos en este momento histórico en el que existen claras 
obligaciones internacionales expresas e implícitas de cooperar en la investigación y enjuiciamiento 
de los crímenes internacionales» (Prada Solaesa, 2014: 29).
24 Sobre este tema el profesor Javier Chinchón Álvarez (2014: 10) afirma que «esta reforma ha 
pretendido eliminar de un plumazo y de raíz el principio de jurisdicción universal en España, 
quitándole al mismo tiempo su sentido y razón de ser».
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los motivos subyacentes que han determinado la urgencia de la reforma, la ne-
gación de la legitimación de las acusaciones populares y la diversificación de los 
requisitos para los diferentes crímenes internacionales, es decir, el hecho de que 
los requisitos expeditos parecen creados a medida, a raíz de los casos abiertos por 
la Audiencia Nacional. Pero sobre todo, lo que mas se ha criticado es el hecho de 
contradecir las obligaciones internacionales que España ha ratificado como las 
previstas en los Convenios de Ginebra y los Protocolos Adicionales de perseguir 
y en su caso enjuiciar a los responsables de crímenes de guerra.
De hecho, como afirma Gómez Benítez (2014: 62) sobre este último as-
pecto, también si consideramos que los Convenios de Ginebra no establecen 
una prioridad o jerarquía de los instrumentos aptos a perseguir las infracciones 
internacionales:
no autorizan [...] en modo alguno [...] a no ejercer jurisdicción sobre es-
tos crímenes cuando otros estados no la ejercen de forma eficaz y con las 
debidas garantías. Por mucha subsidiariedad que España quisiera atribuir a 
su jurisdicción universal sobre crímenes de guerra, esta termina forzando, 
siempre, la actuación de nuestros tribunales para evitar la impunidad. [...] Por 
mucho que lo pretenda, la reforma del artículo 23 LOPJ no puede modificar, 
derogar o dejar en suspenso estos Convenios.
Pasando a las razones que llevaron a la reforma urgente, las críticas han sido 
muchas debido a que esta urgencia privó y eludió el debate parlamentario nece-
sario para la introducción de dichas modificaciones en el ordenamiento español. 
Durante el Congreso organizado por FIBGAR en mayo de 2014 en Madrid, los 
expertos que participaron en él evidenciaron la incongruencia del legislador en 
querer adaptar supuestamente la legislación española en la materia a los tratados 
y convenios internacionales sobre la persecución de crímenes internacionales, 
cuando en realidad la norma conlleva una directa contraposición de las obliga-
ciones establecidas (Chinchón Álvarez, 2014: 10).
Resulta aún más incongruente el discurso expresado en los motivos de la 
ley, en la parte en que se establece que la justicia universal no puede concebirse 
sino desde los límites y exigencias derivadas del derecho internacional, esto en 
cuanto que en la realidad es sabido que el derecho internacional en protección 
de valores superiores compartidos por la totalidad de los Estados no establece 
limitaciones al cumplimento de las obligaciones derivadas por los tratados in-
ternacionales sobre la persecución de determinados delitos. De esta forma, la 
única razón que queda en pie es que las restricciones tienen como finalidad el 
eliminar posibles conflictos entre los países. Nada nuevo, considerando que los 
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reales motivos que llevaron a la reforma de 2014 no se alejan de los que en 2009 
fundamentaron la primera. Es decir, frente a las presiones de determinados Go-
biernos, entre otros China y Estados Unidos, el legislador prefirió priorizar los 
intereses nacionales y considerar la jurisdicción universal como un mecanismo 
excepcional activable solo como última ratio.
Lo anterior conlleva a una total desprotección de las víctimas de delitos 
como el genocidio y de lesa humanidad cuyo cumplimento de los requisitos 
expedidos por la nueva ley hace casi imposible la persecución de dichos actos 
en territorio español. Así se expresaba el profesor José Elías Esteve Moltó el 11 
de febrero de 2014 en el diario El País hablando del caso Tíbet en el artículo 
«Crónica de una impunidad anunciada» 25:
Un gran dilema puede plantearse a partir de hoy por parte de los pueblos 
oprimidos como el tibetano, el saharaui, el palestino y tantos otros que no 
han encontrado justicia ni en su propia tierra, ni en ningún sistema de pro-
tección de las Naciones Unidas, ni en tribunal internacional alguno, y ahora 
se les niega la última puerta que es el de la justicia universal, cuyos casos serán 
archivados al no encontrarse los acusados en territorio nacional; siendo ellos 
conscientes que han agotado todas las vías pacíficas, ajustadas a la legalidad 
internacional, y lo único que han encontrado es la garantía efectiva de la 
impunidad de sus verdugos, ¿qué mensaje y qué salida se les está dando desde 
estas supuestas democracias occidentales y organizaciones internacionales?
Parece todavía más grave que la desprotección de las víctimas llega hasta 
el punto de no garantizar justicia y reparación también en el caso de víctimas 
españolas, sobre todo cuando se trata de la comisión de un crimen de genocidio 
o de lesa humanidad:
la reciente reforma ha dado los pasos que faltaban para cerrar esa posibilidad: 
excluir la jurisdicción universal de nuestros tribunales cuando existen vícti-
mas españolas y, por si esto no fuera suficiente, negar legitimación a las acusa-
ciones populares para el ejercicio de acciones penales contra los responsables 
de estos crímenes. (Gómez Benítez, 2014: 64-65)
Lo dicho nos resume la problemática relativa a los negativos impactos que 
las modificaciones introducidas pueden tener para el derecho internacional sobre 
todo a la hora de avaluar la posibilidad de influenciar el futuro desarrollo y codi-
25 Véase la página web: http://elpais.com/elpais/2014/02/11/planeta_futuro/1392113038_599851.
htm.l.
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ficación internacional de la materia. En cualquier caso, como he tenido oportuni-
dad de mencionar en el capítulo quinto de este trabajo (apartado 5.4), las prácticas 
de algunos Estados, también si pueden amenazar la futura codificación del prin-
cipio de jurisdicción universal, me refiero a España, Bélgica y Estados Unidos en 
el caso de la jurisdicción sobre ilícitos civiles especiales, pueden ser contrastadas 
por las prácticas de otros países que, en cambio, fundamentan la existencia de un 
principio que permita dar justicia efectiva a las víctimas a nivel mundial 26.
Seguramente la querella argentina presentada en Buenos Aires el 14 de 
abril de 2010 es un acto que se pone en esta dirección, y hace evidente que aho-
ra es el momento de juzgar los crímenes cometidos en España y que se queda-
ron sin respuesta por parte de la justicia de este país. La querella, que contó con 
la presencia de diversos profesores, abogados, jueces y de un premio Nobel de la 
Paz, Adolfo Pérez Esquivel, desde el principio no tuvo vida fácil. Efectivamente, 
después de la presentación de dicho acto, el fiscal argentino Federico Delgado 
dictaba que la demanda debía desestimarse, según el principio de subsidiariedad, 
debido a que en España había procesos judiciales en curso sobre los mismos 
hechos. Por lo tanto, el 5 de mayo de 2010 se archivó la causa. Este archivo dejó 
un sabor de boca amargo, pero solo por algunos meses, ya que en septiembre 
de 2010 la Cámara Criminal y Correccional Federal de Argentina obligó a que 
se reabriera la causa. Fue gracias a dicha decisión que la justicia argentina pudo 
empezar la lucha contra la impunidad en el territorio ibérico. Resumiendo los 
hechos, el 13 de diciembre de 2013 la juez Servini emitió un acto pidiendo a 
las autoridades españolas que le enviaran los nombres de los miembros de los 
consejos de ministros, dirigentes de Falange y de las Fuerzas Armadas, además 
del número e identidad de los desaparecidos, torturados y asesinados, junto con 
otros crímenes cometidos durante la Guerra Civil y la dictadura españolas.
El Gobierno español, como antes habían hecho otros países, como Chile, 
China, Estados Unidos y la propia Argentina cuando eran juzgados los crímenes 
cometidos en estos territorios y quien juzgaba era la justicia española, no aceptó la 
intromisión en sus asuntos internos por parte de las autoridades judiciales argentinas 
y desde el principio decidió no facilitar ningún dato relevante para las investigacio-
nes, aludiendo que España tenía una competencia primaria para juzgar esos delitos, 
26 Sobre este tema véase el capítulo tercero relativo al ejercicio de la jurisdicción universal por 
ejemplo en Senegal, apartado 3.7.18, donde han sido creadas las Salas Extraordinarias Africanas. 
El caso Habré, que empezó en 2015, será seguramente un buen punto de partida para evaluar la 
posibilidad de activar la jurisdicción universal en territorio africano; desde ahora resulta un punto 
fundamental y de no retorno a la impunidad también en este continente.
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y que además era y es vigente en este territorio una ley de amnistía, de 1977, que 
impide la entrega de los sospechosos y la investigación de los hechos, amnistía que, 
como explica la profesora Gil Gil (2009b: 151), no viola el derecho internacional de 
la época, pero que al mismo tiempo demuestra la firme voluntad del Estado español 
de resistirse a investigar los hechos. En efecto, el modelo de transición español es 
un modelo de olvido absoluto con rehabilitación parcial. «Un modelo fruto de la 
necesidad y la coyuntura política y social en el que se desarrolló».
Ante la resistencia mostrada por el Gobierno español, la juez decidió tomar 
personalmente declaraciones a las víctimas y se desplazó a Madrid, Vigo y Barce-
lona. En muchas ocasiones, el juez Garzón, quien ha tenido un papel importante 
en los procesos hechos en España relativos a crímenes internacionales y que 
actualmente colabora con la justicia argentina, ha declarado que los crímenes 
cometidos en territorio español son crímenes internacionales de lesa humani-
dad y que por lo tanto son imprescriptibles y no están cubiertos por la ley de 
amnistía. Podemos ver cómo, ante el rechazo de España a juzgar los crímenes 
cometidos durante el franquismo, siendo estos crímenes internacionales, otro 
país, Argentina, puede pedir investigarlos bajo el principio de justicia universal.
España, según los promotores de la querella, negando toda vía judicial a las 
víctimas de estos crímenes, no solo está incumpliendo con las normas internacio-
nales que ha ratificado, sino que está yendo en contra de todos los avances que ella 
misma había hecho en defensa de los derechos humanos y reparación para las vícti-
mas. Efectivamente, desde septiembre de 2013, la ONU está pidiendo al Gobierno 
español dejar sin efecto la ley de amnistía para poder juzgar en su territorio todos 
los crímenes cometidos, desde las desapariciones forzadas hasta el robo de niños.
La querella argentina, en cierta forma, nos alivia, porque por su trámite 
mantiene presente, en el centro del debate interno e internacional, la cuestión 
de la justicia universal, sus límites y su fundamento, aunque no podemos olvi-
darnos de todas las críticas que la rodean, desde la clasificación de los hechos 
hasta la competencia de los tribunales argentinos sobre dichos crímenes.
Con todo lo dicho, teniendo en cuenta las restricciones introducidas en los 
últimos años por parte de las legislaciones de algunos Estados y a falta de una 
reglamentación vinculante a nivel internacional 27, ahora más que nunca serán 
27 Como hemos anticipado en el capítulo tercero, apartado 3.5.1.2, durante el Congreso interna-
cional de Madrid de 2014 organizado por FIBGAR, los expertos han avanzado una propuesta de 
diálogo, la Declaración de Madrid, para poner en marcha futuras discusiones en el tema de justicia 
universal y llegar a un acuerdo generalizado sobre los requisitos y los límites de esta tipología de 
jurisdicción.
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los jueces nacionales los que deberán aplicar esta justicia en coherencia con su 
normativa nacional, valorando los diferentes intereses en juego. En este mo-
mento toca a España enfrentarse al problema de balancear esos intereses. Antes 
o después tendrá que decidir si empezar los procesos en su interior o dejar que 
otros Estados los investiguen, porque las víctimas seguirán pidiendo justicia, ver-
dad y reparación por lo sufrido.
Finalmente, para terminar este trabajo se abordarán algunas consideracio-
nes conclusivas. Como resultado del análisis de las normativas nacionales que 
prevén esta tipología de jurisdicción, la primera consideración que podemos ha-
cer es que el ejercicio de una jurisdicción penal de forma extraterritorial sigue 
constituyendo una vexata quaestion del derecho internacional, esto en cuanto 
todavía este principio está siendo puesto en discusión sobre todo en lo relativo 
a los requisitos pedidos para su aplicación y a los límites que encuentra en los 
casos enfrentados ante las cortes nacionales.
La segunda consideración es, como explica el profesor Silva Sánchez 
(2009), que el deber de lealtad y solidaridad hacia la comunidad internacional, 
del cual se desprende la obligación general de proteger los intereses propios de 
esta última, todavía no ha establecido que el principio de jurisdicción universal 
constituye un deber internacional y, por lo tanto, la asunción, o el establecimien-
to de límites o restricciones a dicho deber no genera, en el momento actual, 
una responsabilidad internacional de los Estados. Debido a esto, el solo retroceso 
en la protección de los derechos humanos y del derecho internacional para la 
persecución de los crímenes internacionales no es suficiente para establecer una 
responsabilidad internacional del Estado que introduce límites a la aplicación 
del principio de justicia universal en su ordenamiento.
No obstante, si las modificaciones introducidas resultan contraponerse a nor-
mas internacionales, como por ejemplo la ley de reforma de 2014 y los Convenios 
de Ginebra y sus Protocolos Adicionales, aunque no constituyan una responsabili-
dad del Estado que las introduce, tienen otro efecto: los jueces, ante asuntos basa-
dos sobre esta tipología de jurisdicción, deberán aplicar la normativa internacional, 
también si es contraria a la legislación nacional, en cuanto superior a esta última 
e inderogable por ley orgánica; es decir, dejar sin efecto la norma nacional que 
contradice las obligaciones internacionales ratificadas por los Estados 28.
28 Como afirma Peréz González (2009), también si la cuestión relativa a la existencia de una norma 
de derecho internacional que imponga a los países una clara y unívoca obligación de incorporar 
el principio de jurisdicción universal en sus ordenamientos no está totalmente resuelta, «en mi 
opinión, sin embargo, la interpretación literal de los artículos correspondientes de los Convenios 
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La tercera consideración es que lamentablemente este paso atrás hace que 
se pierda el verdadero significado universal de la jurisdicción; de hecho, a raíz 
de dichos cambios, resulta totalmente utópico y carente de sentido práctico 
seguir hablando de una jurisdicción universal pura, totalmente desligada de los 
intereses nacionales. Lo que estas limitaciones están promoviendo es la idea de 
que la persecución de un crimen internacional sigue estando ligada a un interés 
específico del Estado que procede a juicio, siempre que no sean amenazados sus 
beneficios económicos, políticos y diplomáticos.
Finalmente, se concluye afirmando que ahora más que nunca se debería 
poner en marcha una atenta discusión a nivel internacional para redefinir las 
características, los criterios y los límites para la aplicación de esta tipología de 
jurisdicción. Sería oportuna y necesaria la codificación, en forma de tratado, de 
las normas de soft law y consuetudinarias en materia; codificación que se deberá 
adaptar al desarrollo que las mismas normas internacionales han tenido en la 
jurisprudencia de los Estados que efectivamente han ejercido dicha jurisdicción. 
De hecho, como explica Alija Fernández (2014: 16):
A falta de un tratado internacional que regule el alcance de la jurisdicción 
universal, la práctica de los Estados se convierte en un dado esencial [...]. La 
falta de uniformidad en cuanto al alcance de esa jurisdicción no permite 
hablar de una regulación consuetudinaria del principio de jurisdicción uni-
versal. Es más, si la práctica relevante es aquella de los estados cuyos tribuna-
de Ginebra y su comparación con las disposiciones contenidas en otros tratados internacionales 
que, como acabamos de comprobar, imponen de manera expresa la regla aut dedere aut iudicare 
permiten afirmar que si bien el principio de jurisdicción universal es un principio facultativo 
de derecho internacional general no lo es cuando se trata de juzgar las infracciones graves a 
las normas de DIH en aquellos Estados que son parte de los citados convenios. Creo que es 
posible afirmar, en definitiva, que en el estado actual del derecho internacional ninguna norma 
consuetudinaria obliga –ni prohíbe– a los Estados de la comunidad internacional a incorporar 
en sus ordenamientos jurídicos internos el principio de jurisdicción universal. Sin embargo, los 
Convenios de Ginebra son en mi opinión claros en ese sentido al imponer a los Estados parte 
la obligación de buscar a los presuntos responsables. Lo que significa que cabe la iniciación del 
procedimiento cuando el presunto responsable no se halla en el territorio o bajo la jurisdicción 
del Estado e, incluso, la posibilidad de juzgar in absentia si así lo permite la legislación interna». 
De forma diferente, Sánchez Legido (2014: 32) afirma que: «la consideración según la cual el 
artículo 146 del cuarto Convenio de Ginebra impone una obligación operativa urbi et orbi, in-
dependientemente de la presencia o no del sospechoso en el propio territorio, puede tener cier-
tamente encaje en el tenor literal del precepto, pero no resulta avalada ni por la interpretación 
del párrafo en su conjunto, ni por la práctica generalizada subsiguiente de los Estados, ni por la 
interpretación que del mismo parece hacer la Comisión de Derecho Internacional, ni por los 
propios trabajos preparatorios del precepto».
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les efectivamente han aplicado este principio, resulta comprobar que, ante la 
existencia de diversos intereses en conflicto, la voluntad de los Estados parece 
ser la de limitar el alcance del principio [...]. Es deseable que, de salir adelante 
un tratado internacional en la materia, no se imponga la defensa a ultranza 
de la soberanía estatal como argumento para dar prioridad a intereses políti-
cos y económicos, en detrimento del fin de la impunidad.
Tenemos pues que superar los problemas derivados de la naturaleza del 
principio de jurisdicción universal para centrarnos ahora en establecer las nor-
mas vinculantes para los Estados, para que esta tipología de jurisdicción sea obli-
gatoria, a modo de foro necessitatis, es decir, cuando no haya otro foro competen-
te y dispuesto a llevar el asunto para restablecer el orden internacional violado, 
determinar las relativas responsabilidades y reparar a las víctimas.
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